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ABOGADO. 

Ver: CoiiRtidU-'ión Nacional, 25; Empicados públicas; Ley de 
sd.ns, 'm Recurso extraordinario. ll>. 

ABSOLUCION DE POSICIONES. 

Ver: l'rucba. 2. 

ABSOLUCION DEL ACUSADO. 

Ver: Iíeeurso extraordinario! 7. 

ACCIDENTES DE TRANSITO. 

Ver: Dañas y perjuicios, 2. 

ACCIDENTES DEL TRABAJO (') 

Enfermedades. 

1, Cuando la incapacidad o la muerte dpi obrero se ha de- 
hido a una. enfermedad no profesional, es necesario, para 
que hnya derecho a la indemnización correspondiente, que 
bis condiciones en que se realizaba e) trabajo que orifrinó, 
desencadenó o aceleró el proceso de la afección, fueran ex- 
traordinarias o anormales; por lo rpie, a falta de prueba de 
que ello ocurriera en el caso de un picapedrero que falleció 
a consecuencia de una afección cardíaca no originada por su 
tarea, debe rechazarse la demanda promovida por sus causa- 
habientes: p. 140, 



(M Wr tumban: Juriudiciií'iii v competencia, 1, 15; Rccunm ex- 
tranrtlinario, 17, 4!\ 
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2. A falla de prueba demostrativa de la relación enire el 
accidente sufrido por el obren» y ta lubereulosis ipie varios 
años después le afectó y ocasionó la muerte, procede recha- 
zar la dei na u>la sobre indemnización de aeei dente del trabajo 
fundad:; en dichas circunstancias: p. 2:15, 

Derechos de los beneficiarios y Caja de Garantía. 

3, Es improcedente el embargo de todo o parte del importe 
de la indemnización acordada al obrero que, conforme a lo» 
arts. !í y 10 de la ley ÍK>M8, debe ser depositada en la Caja de 
Garantía, aunque se pretenda trabarlo para responder a los 
honorarios devengados por los peritos (pie actuaron en el 
juicio: p. 357. 

ACCIDENTES FERROVIARIOS. 

Ver: Daños y perjuicios, 1; Recurso extraordinario, í). 
ACCION. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 13. 14. 
ACCION DE REPETICION (»). 

1. Corresponde excluir de la acción de repetición las parti- 
das pagadas en concepto de impuesto al vino introducido a 
una provincia si los datos referentes a ellas coinciden de tal 
manera con las relativas a otras reclamadas en un juicio an- 
terior, que no cabe duda de qtie se trata de las mismas par- 
tidas: p. 541. 

ACCION NEGATORIA, 

Ver: Jurisdicción y competencia, 12, 

ACCION PENAL. 

Ver;JHarcns de fábrica, 3; Nulidad procesal; Prescripción, 5. 

ACTOS PUBLICOS V PROCEDIMIENTOS JUDICIALES. 

1. No comporta violación de los arts. 7» de la Const. Nacio- 
nal y 4' de la ley 44 la sentencia por la cual la justicia fede- 



(i) Ver tambiéBi Acto* ptibUeoa y iirofptlimii'iihjs juilíeinle*; 
Const ¡tuciúti Xnctixiül, 2. 14, .12, .1í>; F;iltn de ficción; Tu te roses, 4; Juris- 
dicción y competencia, 33; lieeurso extraordinario 19, 
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ral en ol correspondiente juicio ordinario sobre repetición 
tr militado ante ella por razón de las personas, ordena la devo- 
lución de tos impuestos cobrados a la aetora en un juicio de 
apremio seguido ante los tribunales provinciales: p. 230. 

ACUMULACION DE BENEFICIOS. 

1. El goce de una pensión extraordinaria de la ley 4349 
acordada por el fallecimiento del causante a consecuencia de 
un accidente sufrido durante el desempeño de sus tareas no 
es incompatible con la indemnización civil de los daños y per- 
juicios origih idos por dicho suceso y sólo parcialmente repa- 
rados por la pensión de refereucn : p. 93, 

2, El art. 87 de la ley 12,778 m, * aclaratorio sino modifi- 
catorio del art. 15 de la ley 11.672, que establecía la incom- 
patibilidad entre el poce de una jubilación nacional y el de 
otra provincial: p. 558. 

ADUANA (')■ 
Importación - 

Libra de derecho». 

Casos vario*. 

I, Habiéndose derogado por el decreto n° 38 del 14 de fe- 
brero de 1931, validado por la ley 11.588, el ap. 1* del art. 4 
de la ley 11.281 que declaraba libre de derechos la impor- 
tación de maquinas en genera • piezas de repuesto para las 
mismas y el art, 4 cap. 1, del . ..reto reglamentario de la ley 

II. 281 del 18 de febrero de Jlí-4, en cuanto disponía que en 
la denominación de máquinas en general quedaban compren- 
didas las que la Tarifa de Avalúos especificaba en las parti- 
das 29 a 38, no procede acordar exención de derechos por 
las calderas y eeonomizadores introducidos en 1940 con des- 
tino a ingenios azucareros del país: p. 167. 

prueba del destino. 

2 El juez de paz de Las Palmas, Gobernación del Chaco, no 
está legalmente facultado para expedir certificados referen- 
tes al destino de las mercaderías importadas, por lo que éstas 
carecen de valor probatorio en juicio: p. 134. 

(l) Ver también: r«Mftltacife Nacional, 13, 26; Impuestos Ínter- 
moa, 6; Heeur»o estrítordinarío, 11; Tratados, 1. 
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Procedimiento. 

3. Despachada y retirnda la iaafeadcría de la Aduana, ésta 
no puede hacer reclamo al -uno contra ln clasificación hecha 
por sim empleados: p. í>4. 

Recursos. 

4. La resolución de ta Aduana pnr la euaJ se suspende a una 
firma del rejristni de importadores es de carácter administra- 
tiva y no está comprendida entre lus previstas en el arT l()(¡:í 
de Jas Ordeuaiizus de Aduana: i>. 171. 

Jurisdicción y competencia. 

0. Las autoridades aduaneras carecen de competencia para 
perseguir el contrabando cuando éste se refiere » mercaderías 
que están Hiela del recinto de la» aduanas o de los puertos 
en -pie ellas funcionan: p. :J2:(. 

AFIRMADOS C). 

1. No es eonftseatoria ni violatoria tlel art. 17 de la Oonst. 
Nacional la contribución de afirmados cuyo monto no alcanza 
a ahsorher la valorización a por tü da al inmueble por el pavi- 
mento ni el 23 c /< del valor del bien: p. ln. 

2. lia contribución de pavimentos que importa una suma 
equivalente al dohle del aumento de valor que ha producido 
al inmueble afectado y absorbe alrededor del 33 % fiel valor 
actual del mismo es confiseatoria : p. 10». 

AFORO. 

Ver: Tratados, I. 
AGUAS. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 12. 
APREMIO. 

Ver: Actos públicos y procedimientos judiciales: Impuesto a 
los réditos, 8; Recurso extraordinario, 1!), 20, 42, 4.3. 



(*) Ver tntnbiín : Fvrrtu-.'Lrrile*, 4; Recurso extraordinario, 23, 24, 
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BONOS HIPOTECARIOS. 

Ver: Recurso extraordinario, 15. 

- 

C 

CADUCIDAD. 

Ver: Recurso extraordinario, 40. 
CAJA DE GARANTIA 

Ver: Accidentes del trabajo, 3; Recurso extraordinario. 49. 

CAJA NACIONAL DE AHORRO POSTAL. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 30. 



Ver: Ley de sellos, 2. 

CERCOS Y VEREDAS. 

Ver: Constitución Nacional, 36. 

CERTinOüDO DE JUEZ DE PAZ. 

Ver: Aduana, 2. 

CESION DE DERECHOS. 

1. El oficio por el cual la Coni, Regul. de la Producción y 
Comercio de la Yerba Mate, en contestación al que le diri- 
giera el juez de una convocatoria de acreedores para que 
depositara el i ni porte de las compcnsac iones de determinada 
cosecha, manifiesta haber sido privadamente notificada de 
la cesión de ese crédito por nota que le dirigió el cesionario 
ron copia de la respectiva escritura, importa darse por noti- 
ficada de dicha cesión en el expediente judicial, o sea por 
acto público como reípiiere el art. 14(í7 del Cód. Civ. ; por 
lo que el embargo trabado posteriormente no puede ser efi- 
cientemente opuesto ul cesionario : p. 236, 

COMISION NACIONAL DE ORANOS V ELEVADORES. 

Ver: Ley de sellos, ó. 
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COMPETENCIA DESLEAL. 

Ver: Mareas de fábrica, 2; Recurso extraordinario, 2y, 
COMPRAVENTA. 

Ver: Jurisdicción y competencia, f». 
CONCESION. 

Ver: Constitución Nacional, lí!, 37; Expropiación, 1; Inter- 
dictos; Recurso extraordinario, 22; Recurso ordinario de 
apelación, 1. 

CONCURSO CIVIL. 

Ver: Palta de acción. 

CONCURSO DE DELITOS. 

Ver! Jurisdicción y competencia, 3; Prescripción, 5. 
CONDOMINIO. 

Ver: Jurisdicción y eom peten cía, 32. 
CONFISCACION. 

Ver: Afirmados, 1. 2; Constitución Nacional, 33; Recurso ex- 
traordinario, 24, 28, 30, 39. 

CONSPIRACION PARA LA REBELION. 

Ver: Jurisdicción y competencia. 26. 29. 

CONSTITUCION NACIONAL 0). 
Control de Constitucional! dad. 

Táctil tades del Pod« Judicial. 

1. No habiéndose ohjetado por ninguna de las partes U 
constitucional idad del decreto n° 20.4í)2, modificatorio del 
art. 52 del Cód. Penal, que no afecta derechos y garantías 
eoiiKtitucionales pues mejora la condición del penado, y ca- 
reciendo de objeto examinar aquella cuestión para resolver 
el caso desde que, conforme a lo dispuesto por el citado de- 
creto v las constancias de autos debe denegarse el beneficio 



{il Vít ttinitmn: Afirmados, 1, - ; Impuesto, 1, 2; Impucato a U 
transmisión ¡jrntuiln; Impuestos internos, 7. 
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invocado, no corresponde que la Corte ¡suprema se pronun- 
cie de oficio acerca de Ja validez constitucional del decreto 
de referencia: p. 24í>. 

Tnterír para impugnar la constitvtcicnaUdad, 

2. El actor en un juicio sobre repetición del impuesto a las 

red ¡tos seguid mtru la Nación en rece de interés pura im- 

piifrnar — rutulmln en que el decreto del P, E. de i'acto que 

ta autoriza es itnirin a bis leyes :t:t(¡7 y 11. I>S:! y por ello 

inconstitucional — la intervención que, en (creerá instancia 
y sin perjuicio de ln que se conserva al Procurador (¡en eral 
de la Nación, se lia dado por resolución del Trihunal al fun- 
cionario designado ;il efecto por la Dir. Gruí, del ímp. a los 
Réditos: p. 241. 

3. I,n manifestación de que a partir ile una fecha determi- 
nnda la recurren le aculará el decreto sobre salarios mínimos 
<1U ? M UMPWg^db cihho inconstitucional, importa declinar Ta 
objeción de este carácter formulada en la cansa que se le si- 
gue t*on motivo de la mulla aplicada a la misma por infrac- 
ción al mencionado decreto, por lo que corresponde declarar 
improcedente el recurso extraordinario fundado en la cues- 
tión constitucional de referencia: p. 284. 

Derechos y garantías. 
Defensa en Juicio. 

Proeedimimtn y xmhfíeh. 

4. Las circunstancias de que en una en usa criminal, después 
de haberse dictarlo la providencia de autos para sentencia, 
por orden del juez se haya a g regado un expediente substan- 
ciado por los mismos hechos ante otn» tribunal — donde est-í 
agregado el original del giro substraído y cobrado por el reo 
del cual sólo bahía en el proceso una copia fotográfica que 
le fué exhibida— y practicado para mejor proveer y sin no- 
ticia del defensor un cotejo por peritos calígrafos tendiente 
a establecer ta autenticidad del giro, no comportan violación 
de ía defensa en juicio: p. 167. 

5. El incumplimiento de tas normas legales y reglamenta- 
rias destinadas a asegurar la seriedad de los procedimientos 
de investigación de las infracciones atribuidas a los contribu- 
yentes puede imponer la absolución de éstos si en esa forma 
se ha, dificultarlo seriamente o impedido su defensa o es sus- 
ceptible de inducir en error en su perjuicio, mas no cuando 
de las circunstancias de hecho establecidas en forma irrevi- 
sible para la Corte por el fallo recaído en la causa no resulta 
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que las omisiones imputadas al trámite de la misma hayan 
producido aquellas consecuencias: p. 243. 

Ley anterior y jurera natural™. 

6. La variación de la jurisprudencia en cnanto ni modo de 
probar determinados hechos —destino de las mercaderías in- 
troducidas con franquicia— no comporta violación del de- 
recho de defensa en juicio: p. 134. 

7. Procede el recurso extraordinario fundado en el art, 18 
de la Const. Nacional y la revocación de la sentencia que por 
haberse omitido entregar la ficha personal a un grupo de 
obreros de la empresa aplica a un empleado de la misma la 
multa establecida en el art. de la ley 11. 278 contra los pa- 
trones o empleadores: p. 401. 

8. El hecho de que una empresa telegráfica haya entregado 
a una agencia noticiosa, con el propósito de eludir el contra- 
lor dispuesto por el decreto X» 137.500 del 2 de diciembre 
de 1ÍH2, varios telegramas procedentes del exterior cuyos 
textos, según la Administración, estaban concebidos en tér- 
minos inconvenientes para la tranquilidad del país y las bue- 
nas relaciones internacionales, no se halla penado por la ley 
11.253 ni por los tratados a que se refiere; por lo que. siendo 
de carácter penal la multa aplicada a la empresa con motivo 
de ese hecho y no existiendo ley que lo autorice, su imposi- 
ción es violatoria del art. 1H de la Const. Nacional y debe 
ser dejada sin efecto: p. 47G. 

Derecho de propiedad. 

9. La aplicación retroactiva del art. 52. íne. a| de la ley 
11.P24 tal como fué modificada por el decreto 4555 del 3 de 
aposto de 1943, a consecuencia de la cual se declara impro- 
cedente el recurso de apelación contra una resolución de 
fecha anterior a dicho decreto que desestimaba La perdición 
de instancia, no es vi»liit«ria de los arts. 17 y 31 de la Const. 
Nacional: p. 230. 

10. La aplicación del decreto n*> 14.534 del 3 de junio de 
lí>44, en cnanto al modificar el art. 24 de la ley lO.fciO con- 
duce a denegar tía pedido aun no resuelto sobre devolución 
de aportes hecho antes de la videncia de aquél fundada 
una cesantía también anterior a dicha oportunidad, no im- 
porta privación de un derecho ntlquirido ni es repugnante a 
los arts. 14 v 17 de la Const. Xacional : p. 304. 
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11. La licitud de ia ingerencia legal cu el monto o plazo de 
los contratos exige que sea temporal, que la justifiquen ex- 
cepcionales circunstancias y la requiera la atención tic supe- 
riores intereses peñérales, y que las medidas aduptadns sean 
razonables y justas; p, 450. 

12. En principio, bajo un régimen de libertad de contratar 
sólo los juec es pueden revisar los contratos para invalidar- 
los — por haberse conchudo sin libertad, no recaer sobre objeto 
lícito o no reunir las sol emú id a ti es legales — y la cqui valen- 
cia de Tas prestaciones libremente estipuladas se da por es- 
tablecida, aunque pueda no corresponder a lo justo, en aten- 
ción a la necesidad de dar a los contratos la estabilidad que 
constituyo en buena parte el fundamento del orden público. 
Cuando las circunstancias nene rales han hecho que respecto 
de objetos determinados de contratación ineludible o poco 
menos, una categoría de contratantes no se hnllara en con- 
diciones de efectiva libertad o han alterado de una manera 
grave y substancial el valor de una de las prestaciones recí- 
procas i no existe solución en el régimen de derecho común, 
el legisl ulor puede válidamente imponer en las estipulacio- 
nes modificaciones justas de carácter general que no menos- 
caban uno que salvaguardan la autoridad del régimen de 
los contratos: p, 436. 

Derecho de realizar lo no prohibido. 

13. Teniendo el decreto en que no ha sido excedida la facul- 
tad reglamentaria del I*. E. la misma validez y eficacia que 
Ja ley, debe de .estimarse la impugnación fundada en que se 
obliga al apelante a hacer lo que la ley no manda y en el 
art. 19 de la Const. Nacional contra la sentencia basada en las 
disposiciones del aludido decreto: p. lílíl. 

Igualdad. 

14. La circunstancia de (pie el gravamen aplicado a un con- 
tribuyente — como la tasa municipal por contraste de ins- 
trumentos de medida — no haya sido cobrado a otros que se 
dedican al mismo genero de negocios que aquél, por haberse 
suspendido el cobro en razón de haberlo dispuesto así la auto- 
ridad ejecutiva, no importa violación del principio de la 
igualdad que autorice a exigir la devolución de lo p^-rado: 
p. 130, 

15. La sil unción planteada pnr la diversa y contradictoria 
interpretación de una ley local por los respectivos tribuna- 
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les provinciales es ajena al art. 16 de la Const. Nacional y 
no puede fundar la impugnación de desigualdad formulada 
contra aquella ley: p. 211. 

16. La exención de gravámenes a cordados al concesionario 
de un servicio público no es violatoria del art. Ifi de la Const. 
Nacional, aunque aquella comprenda las tasas; p. 230. 

17. La garantía de la igualdad ha sido dada a los particu- 
lares contra la autoridad y no a esta última para defensa de 
su potestad impositiva; p, 230. 

18. El decreto n* 14.534, en la parte que modifica lo dis- 
puesto por el art. 24 de la ley 10.fi "j0. no es vio lato río de la 
igualdad asegurada por el art. Ifi de la Const. Nacional por 
la circunstancia tic que establezca un trato diferente del que 
otro decreto acordó a los empleados que pertenecían al per- 
sonal de ómnibus y colectivos y pasaron a depender de la 
Corporación de Transportes: p. 304. 

19. La circunstancia de que las gomas importadas sueltas 
tengan el beneficio de una reducción del aforo aduanero ten- 
diente a no crearles una situación de desventaja frente a las 
de producción nacional, y de ijue las adheridas a los locomó- 
viles no tengan ese beneficio, no obstante que, por otra parte, 
nnns y otras están gravadas con el mismo impuesto interno» 
no autoriza a considerar a este violatorio de la igualdad 
cuando recae sobre las gomas importadas como parte inte- 
grante de los automotores, aunque por virtud del mayor de- 
recho aduanero nue se les cobran —no cuestionado en autos — 
resultan gravadas más onerosamente que las que se intro- 
duzcan sueltas: p, 480. 

ConBtitucionalidad e inconstitucionalidad. 
Leyes nacionales. 

Comunal 

20. El régimen de reajuste de arrendamientos agrícolas es- 
tablecido por la ley 12.771, no es violatorio del derecho de 
propiedad reconocido por el art. 17 de la Const. Nacional: 
p. 456. 

21. El art. 53 de la ley 10.050 interpretado en el sentido de 
que obsta al embargo de las jubilaciones y pensiones ferro- 
viarias aunque el crédito sea de feclia anterior a la concesión 
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de dichos beneficios, no es violatorio de los arts. 16 y 17 de 
la Const. Nacional : p. 286. 

23. El art, 71, me. 4 9 , de la ley orgánica del Banco Hipo- 
tecario Nacional en cuanto autoriza a éste para desalojar a 
Jos ocupantes del inmueble hipotecado que han obtenido su 
derecho del deudor, no es violatorio do la Const. Nacional; 
p. 29G. 

IhipvxUivaa, 

Impueito ¡t U tr» sumisión jfri,tuJU- 

23. Ei cobro del impuesto a lu herencia establecido por la 
ley 11.287, sobre bonos hipotecarios del Banco de la Prov. 
de Bs. Aires pertenecientes al causante domiciliado en la 
Cap. Federal, |n«ar donde aquéllos estaban depositados, no 
es violatorio del art. 11)4 de la Const. Nacional: p. 11Ü, 

Inpnettot Interno a. 

24. La facultad de imponer inultas que la ley 37t¡4 (t. o.) 
acuerda a la Adm. de Imp. Internos no es violatoria de tos 
arts. 10, 18 ni 1!) de la Const. Nacional i p, 217. 

Procésale*. 

25. El art. 55 de la ley ll.f»24. en cnanto autoriza a los jue- 
ces de paz letrados de la Cap, Pederá! a realizar audiencias 
de eoneil ¡ación sin intervención de letrados ni procuradores 
no es violatorio del art. 18 de la Const. Nacional: p. 1%. 

Decretos nacionales. 
Athiana, 

26. El decreto ffi 42. del 10 de marzo de 1!)'|:J. en cuanto li- 
mita la exención de derechos establecida por el art. ;í de la 
ley 11.588 para las herramientas de hierro y acero para arte- 
sanos, sin niiijxniia excepción, a las que aquel enumera, es 
contrario a dicho texto (ejjul y violatorio del art. 80, Ule. 2», 
de la Const. Nacional; p. 130. 

Ejt'rriU* ¡i Armada. 

27. El art. 8!>. ine. ¡I", del decreto ir 2ÍÍ.075 es inconstitucio- 
nal en cimillo implique modificar la ley orgánica del ejército 
para privar a los tribunales federales de la .jurisdicción que 
legalmente les corresponde en razón de la naturaleza de los 
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lieclios, del lugar cu que se han realizado y de la calidad de 

his personas: p. 4Ü4. 

litifilti-stitit itittrufta, 

28. El art. 23 del tít. VII de la Reglam, ({ral. de Imp. In- 
ternos, en cuanto establece que las existencias de vinos no 
anotadas en los libros de bodegas deben ser consideradas en 
fraude, no es violatorio del art. 86, ule. 2* de la Const. Na- 
rional ni del derecho tic propiedad ni de la libertad de indus- 
tria aseguradas por los arís. 14 y 17 de la Constitución; 
p. 193. 

['arios. 

29. El decreto n? 21.876, en cuanto autoriza a dejar sin 
efecto el desalojamiento decretado por sentencia firme es 
violatorio del art, 17 de la Const. Nacional aunque el juicio 
haya sido tramitado y la sentencia dictada durante la vigen- 
cia de dicho decreto: p. 340. 

30. El F. E. carece de facultades para imponer las multas 
previstas en el decreto 99.682, del 13 de febrero de 1937, a 
los transportadores que acepten o conduzcan cargas sin la 
previa presentación de la guía de sanidad que aquél exige; 
p. 465. 

31. El decreto n* 4297/44 en cuanto encomienda a los tribu- 
nales municipales de faltas el juzgamiento de las infracciones 
que conforme a los arts. 27 y 30 del Cód. de Proced. Crim. de 
la Cap. Federal son inapelables para ante los jueces en Jo 
correccional, no es violatorio del art. 67, inc. 17 de la Co..át. 
Nacional: p. 524. 

Leyes provinciales. 

Buenos Airef* 

32. El art. 372, 1* parte del Cód. de Prnceds. Civ. y Com. 
de la Prov. de Bs. Aires aplicado en una demanda sobre in- 
constitucional idací y cobro de pesos deducida originariamente 
ante la Suprema Corte provincial de manera que conduzca a 
rechazar la acción por habérsela deducido fuera del término 
que aquél fija, sin dejar al actor la posibilidad de reiterar el 
juicio ante otro tribunal, es contrario a los arts. 31, 67, inc. 
11 y 107 de Ja Const. Nacional : p. 516. 
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Impuestos y contribuciones provinciales. 
Territorial. 

33. Es vialatorío del art. 17 ele ta Const, Nacional el im- 
puesto territorial establecido por la ley 3787 ile hi Prov. de 
Córrloha que, según resulta del informe presentado por el 
perito tasador designado en id j nieto; absorbe easi el 32 

de la producción líquida muy buena de! período lí);t8-;ií*. más 
del décuplo tle la muy mala de lí»3í)-40 y más del 40 % de 
la buena y muy buena de 11M0-41, o sea un promedio supe- 
rior at 58 *? t de la renta ipie el campo bien explotado pro- 
dude a su dueño; p. 241. 

TransmiMum gratuita. 

34. La ley 4350 de ta Prov, tle lis, Aires no es vinlutoria del 
Cód. Civ. ni de los arts. 31 y f¡7, im\ 11, de tu Const. Nacional 
por la circunstancia de que mande nplieitr el interés punítorio 
del 1 % mensual con efecto retroactivo a quienes no han 
pairarlo el impuesto a la exleriorizueión de ta transmisión 
gratuita por causa de muerte: p. 5. 

35. El art. 3 de la ley 4350 de la Prov. de Iís. Aires inter- 
pretado en el sentido — irrevisible por la Corte Suprema — de 
ijue a efecto de In liquidación del impuesto a la transmisión 
gratuita debe tomarse como base la tasación judicial del in- 
mueble no obstante habérselo vendido particularmente en un 
precio mucho menor, aunque superior a ta bnse tle tas dos 
terceras partes de arpie lia tasación sobre la cual se efectuó 
anteriormente un remate judicial que fracasó por falta de 
postores, no es vi ola* "rio de loa arts. 14. 1 tí ni 17 de la Const, 
Nacional: p. 211. 

Qlfltumm municipales. 

36. El art. 103 de ta ordenanza de impuestos de la Munieíp. 
de la ciudad de Hs. Aires para el año 1ÍK10 y el art. 1010 
del Di cesto Municipal vigente en esa fecha, son vjolatorios 
del art. ltí de la Const. Nacional en cuanto imponen al dueño 
de un inmueble (pie espontáneamente solicita permiso para 
construir un cerro y la vereda frente al mismo, un gravamen 
equivalente al 2 % del valor de la obra en concepto de de- 
recho de línea y nivel y de servicio de inspección; no obs- 
tante liberar de ese pago a quien haga la obra por orden o 
intimación de las autoridades municipales: p. 24. 
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37. ' La ordenanza municipal 3943 de la ciudad de Santa Fe, 
en cnanto autoriza la imposición de multas a la empresa con- 
©esionariii de eneniría eléctrica por suspensión o interrupción 
del servicio, ha sido dictada en ejetciciiJ del poder de policía 
no limitado en cnanto a este punto por la ordenanza de con- 
fesión y no es violatoria de los nrts. 14 y 17 de la Const. 
Nacional: p. 37. 

38. El «rt. 6", de la ordenanza 503G de la Munieip; de 
la Ciudad de Buenos Aires, en cuanto dispone que ésta sera 
aplicada los pedidos en trámite —lo «pie conduce en el caso 
a no conceder el subsidio solicitado por la viuda del causante 
sino ta n sólo a devolverle los aportes— no es violatorio del 
art. 17 de la Const. Nacional : p. 4íi5. 

Efectos de la declaración de inconstitucional! dad. 

39. Declarada inconstitucional una norma, las cuestiones 
planteadas en el juicio respectivo deben ser resueltas como 
si aquélla no existiera, devolviéndose las sumas pagadas por 
disposición de la misma eximiéndose de las penalidades que 
impone, a lo (pie no obsta la infracción voluntaria do la re- 
glamentación inválida; p. 184. 

CONSUL EXTRANJERO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 19. 

CONSULTA. 

Ver: Empleados públicos. 

CONTRABANDO. 

Ver: Aduana, 5, 

CONTRATOS. 

Ver: Constitución Nación ni. 11. 12. 20. 
CONTROL DE CONST1TU CION ALTD AD. 
Ver: Constitución Nacional, 1. 2. 3. 
CORTE SUPREMA. 

%. Ri bien está en el ámbito de la misión de la Corte Su* 
prema. cuyas resoluciones no están sometidas a consultas m 
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referendums, comprobar si un gobierno de hecho tiene la 
fuerza indispensable para mantener el orden y la paz, a 
efecto de dejar constancia, en bien de éstos, de (pie el título 
de dicha autoridad no podrá ser judieia luiente disentido ron 
¿Xlto y de que no por tratarse de un frobierno de hecho ha- 
brá de consentirse menoscabo alguno en el uníparo judicial 
do los principios institucionales y de los derechos individua- 
iea, es, en cambio, ajena a la misión del Tribmml todo juicio 
de carácter político general sobre la conducta ulterior de 
dicha autoridad de facto, pues sólo debe juzgar los netos so- 
bre los cuales le corresponda pronunciarse en cumplimiento 
de su misión específica; por lo que debe declararse i m proce- 
dente y archivarse el pedido formulado por un grupo de ciu- 
dadanos con el objeto de que se fleje sin efecto la acordada 
dictada el 7 de junio de 1043 como consecuencia de la re- 
volución del 4 de dicho mes: p. 473. 

COSA JUZGADA. 

Ver: Constitución Nacional, 20; Impuesto a los réditos, 8, 9; 
Pensiones militares, 1; Recurso extraordinario, 20, 3j, 43. 

COSTAS (*). 
Naturaleza del juicio. 

Expropiación. 

1. La imposición de costas al expropiador es procedente en 
principio y no corresponde eximirlo de ellas en el caso en 
que la suma que se fija como indemnización es varias veos 
superior a la ofrecida por aquel: p, 31t>. 

CULPA. 

Ver: Daños y perjuicios, 1; Recurso extraordinario, 9. 

CHEQUE SIN PROVISION DE FONDOS. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 20. 

D 

DAÑO MORAL, 

Ver: Daños y perjuicios. 3. 

(1) Ver tambté&i fteeürsu cst ra ordinario, I!>, 3C; Htftursct ordi- 
nario de apelar iva, 2, 4. 
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DAÑOS Y PERJUICIOS ('). 
Guipa. 

ErtracontractuaL 

1. La circunstancia de que la víctima de un accidente ferro- 
viario haya contravenido la prohibición establecida por los 
arts. 55 de la ley 287:t y 37í) del anterior Repl. Gral. de Fe- 
rrocarriles (414 del actual) no basta para excluir la respon- 
sabilidad cu ii curren te de la empresa que omitió las medidos 
de seguridad que, como la prevista por el urt. 75 del anterior 
líofílumento (105, ¡ne. 1* del actual), estaba obligada a adop- 
tar y que por su directa aeción en la oportunidad hubiera 
podido contribuir, sin meiifrua de la seguridad del servicie 
a prevenir el accidente: p. 347, 

Responsabilidad del Estado, 

Accidentes de tránsito, 

2, Las personas — una de ellas el Estado — de quienes de- 
pendían los conductores de los vehículos a consecuencia del 
choque de los cuales por culpa de ambos resultó muerto un 
tercero, responden solidariamente por el daño causado: p, 235. 

Determinación de la indemnización. 

Daño moral. 

3; Siendo un delito del derecho criminal el hecho que da 
origen a la indemnización — homicidio previsto en el art. 84 
del CócL Penal, conforme al cual fueron condenados sus auto- 
res— debe comprenderse en aquella el daño moral causado: 
p. 235. 

DECRETOS NACIONALES. 

Ver: Constitución Nacional, 1 2, 9, 10, 13, 18, 26, 27, 28, 29, 
30, 31; Impuestos internos, 7; Recurso extraordinario, 55. 

DEFENSA EN JUICIO. 

Ver: Constitución Nacional, 4, 5, 6, 7, 8, 24, 25, 30; Impues- 
tos internos, 5, 8; Pensiones militares, 1; Recurso extraordi- 
nario, 10, 16, 35. 36. 



(i) Vt-r tmnlitfn: Accidentes del trnhnjo, 1, 2; Acumulación de 
lii-ni*fi<Mr)it, I; Kxpro|iineié1% 1, 3, 6, 7, 8, 9; Intereses, 1, 2, 3; Juri*- 
dfecidn y competencífti <i. 
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DEFRAUDACION. 

Ver: Impuesto a los réditos, 5, fi; .Ju. isrlieetón v competencia, 
3, 20, 22, 

DELITOS QUE COMPROMETEN LA PAZ Y LA DIGNIDAD 
DE LA NACION ('). 

1, Las man ¡f esturiones verhales o escritas del pensamiento 
no están fomprciulnlns en el concepto de netos liosiiles a que 
m refiere el art. 219 del Uód. Penal: p. 

DEMANDA (-). 

Requisitos de la demanda. 
Documentos. 

1. Los documentos ipre sejzúii el art. 10 de la ley 51) deben 
ser presentados con la demanda, son aipiellos en *\uv se Tun- 
da el derecho del actor y no tos que sólo sirven para compro- 
barlo: p. 44:1, 

DEMANDA CONTENCIOSA. 

Ver: Ley de sellos, 7; Prescripción. 2. 3; Recurso extraor- 
dinario. 11. 

DEMANDAS CONTRA LA NACION. 

Veri Jurisdicción y competencia, 1, 15. 

DEMANDAS DE INCONSTITUCIONALIDAD. 

Ver: Constitución Nacional, 32; Recurso extraordinario, 40. 

DEPTO. DEL TRABAJO DE LA PROV. DE ¿S. AIRES. 
Ver: Recurso extraordinario, 2. 

DERECHO DE PROPIEDAD. 

Ver: Afirmados. 1. 2; Cmstituihin Xacional, !>. 10. 20. 21. 
28, 33, 34. 35. &• Impuesto. 1: Pensiones militares. 1. 2: Re- 
curso extraordinario, 22, 2:1, 24, 2$ W, 33. :t5. 3U. :!7. 30. 

jfi) Ver toTOblSn: Rpeurao t'xtr¡icinlinnri<>, IX 
(i) Ver: Expropiación, li. 
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DERECHO DE TRABAJAR. 

Ver: Constitución Nacional, 28, 

DERECHOS ADQUIRIDOS. 

Ver: Constitución Nacional. !>. 10, 21, 2Í>, 38; Impuesto 1; 
Pensiones militares. 1; Recurso extraordinario, 33; Retro- 
actividad. 

DESALOJAMIENTO . 

Ver: Constitución Nacional. 22, 2íh Recurso extraordina- 
rio, 4í», 

DESISTIMIENTO. 

Ver: Recurso extraordinario, 3. 4. 5. 

DESPIDO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 0. 
DEVOLUCION DE APORTES. 

Ver: Constitución Nacional, 10, 18» 38; Jubilación de em- 
pleados ferroviarios, 2. 

DIRECCION ORAL. DE FERROCARRILES. 

■ 

Ver: Multas, 1. 

DIRECCION NACIONAL DE VIALIDAD. 

Ver: Recurso ordinario de apelación, 3. 

DOMICILIO, 

Ver: Jurisdicción y competencia. 5, ti. 
DOMINIO. 

Ver: Posesión; íVescripeióu, 4. 

E 

EJERCITO. 

Ver: Constitución Nacional, 27: Pensiones militares, 2: Ser- 
vicio militar, l, 2. 
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ELECTRICIDAD. 

Ver: Constitución Nacional, 37; Recurso extraordinario, 22. 
EMBARGO 

Ver; Accidentes del trabajo, 3; Cesión de derechos; Consti- 
tución Nacional, 21; Exhorto, 2; Jurisdicción y competen- 
cia, 4; Recurso extraordinario, 44. 

EMPLEADOS DE COMERCIO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 9. 

EMPLEADOS DE EMPRESAS PARTICULARES. - 

Ver: Jurisdicción y competencia, 9. 

EMPLEADOS PUBLICOS. 

Incompatibilidades. 

1. La consulta formulada por un empleado de un juzgado 
federal ipte se lia recibido de abogado para saber si puede 
ejercer Ja profesión en el fuero ordinario debe ser evacuada 
declarando que no existe disposición legal ni reglamentaria 
tjue lo prohiba: p. 399. 

EMPRESTITO. 

Ver: Obligaciones de dar sumas de dinero. 
ENCUBRIMIENTO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 23, 24, 25. 

ERROR DE DERECHO. 

Ver: Prescripción, 3. 

ESTADO DE SITIO. 

1. Es procedente et recurso de httbats rorpus deducido en fa- 
vor de ipiien. detenido a disposición del 1*. E. en ejercicio 
de la facultad establecida en el art. 23 de la t.'oust. Nacional, 
sin haber sido sometido a proceso ante las autoridades judi- 
ciales, ha comunicado al l\ E. su opción para salir del terri- 
torio del país sin haber obtenido otro resultado que una reso- 
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lución denegatoria, aunque ésta se funde en sus malos ante- 
cedentes policiales: p. 153. 

2. Ni el art. 23 ni el art. 86, inca, 15 y sietes, de la Conat. 
Nacional confieren al P. E. facultades judiciales, como sería 
la de poder, por razones de seguridad libradas a su propio 
criterio, mantener detenidos indefinidamente a los ciudada- 
nos no obstante su opción para salir del país: p. 153. 

3. La circunstancia de mediar una orden de expulsión de 
mi extranjero indeseable no autoriza al P. E. ni aun durante 
la vigencia del estado de sitio, a prolongar su detención mas 
allá del límite en (pie esta medida se convierte en la aplica- 
ción de una pena sin ley; por lo que procede hacer hipar al 
babeas rorpus interpuesto por quien detenido en esas condi- 
ciones desde hace más de dos años y habiendo optado por 
salir del país, sólo ha logrado una resolución denegatoria 
del P. E. : p. 287. 

EXCEPCIONES. 

Ver: Impuesto a los réditos, 8¿ Recurso extraordinario, 43. 
EXHORTO, 

Cuestiones de competencia. 

1. Apareciendo prima facic cumplidos los requisitos formales 
de los arts. 3, 4 y 9 del Tratado de Derecho Procesal de 
Montevideo de 1880. procede remitir a los tribunales ordina- 
rios de la Cap. Federal, a los efectos que hubiere lugar, el 
exhorto que, con el fin de obtener la realización de una dili- 
gencia de prueba, ha sido erróneamente dirigido por un tri- 
bunal de la República Oriental del Uruguay a la Corte Su- 
prema de la Nación: p. 81, 

Cumplimiento. 

2. Llenadas las formas externas de los exhortos, los jueces 
a quienes son dirigidos deben cumplir las medidas de carácter 
procesal solicitadas por medio de aquellos; por lo que el juez 
del lugar en que se hallan los bienes embargados a quien se 
encomienda por exhorto el remate de ellos por el martiliero 
que designe al efecto y la transferencia del precio de venta 
previa deducción de gastos y honorarios, no puede eficaz- 
mente negarse a cumplir esas medidas so pretexto de que e! 
rematador debió ser designado por el .juez exhortante; p. 288. 
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ExritoriAcrON 



EXPROPIACION (>). 



Iartwnniiación. 



OiBwrillilidBt. 

1. La empresa ferroviaria que. por haber construido en la 
zona de ribera ele una. laguna sin previo permiso o aproba- 
ción de los planos respectivos un atracadero para ferryboat, 
fue primero intimada pura levantar todas las instalaciones 
y vías y luego autorizada ron carácter me ra mente precario 
para explotarlas, no tiene derecho en el caso de expropia- 
ción del terreno en ijue se hallan establecidas, a exigir in- 
demnización alguna por las obras de acceso (pie la expropia- 
ción inutiliza ni por los gustos de dragado frente at terreno 
ni por los beneficios a percibir o lucro cesante: p. 31U. 

Determinación del valor real- 

2. El precio del inmueble expropiable debe ser determinado 
mediante el examen del valor atribuido en las operaciones 
concertadas libremente sobre otros bienes de iguales o simi- 
lares condiciones a las de aquél por su naturaleza, situación, 
superficie, época de venta, etc. y el de otros elementos de 
juicio auxiliares, como la renta efectiva (pie el bien producía, 
la tasación realizada a los fines de) pago del impuesto terri- 
torial y las efectuadas por los bancos, el precio de adquisi- 
ción o el señalado en otras expropiaciones, etc.: p. 81. 

3. El precio ipie corresponde pagar por la expropiación de 
terrenos dé loteo al dueño que no los adquirió en lotes sitio 
en una mayor extensión unitaria, debe ser inferior a los que 
han de pagarse en el mismo lugar y época a los que adqui- 
rieron su tierra en lotes, pon pie el primero se beneficia con 
la venta compuesta de muchas fracciones que, de no mediar 
la expropiación, hubiera tenido que liquidar escalonadamente, 
con los gastos y riesgos propios de esa clase de ventas: p. 170. 

4. Hallándose suficientemente fundada la determinación del 
precio dé la tierra expropiada y del valor de las mejoras 
efectuada por el perito tercero, corresponde aceptar sus con- 
clusiones al respecto; p. íílti. 

Batios cansados por la expropiación parcial. 

5. Procedo indemnizar al dueño de la Fracción expropiada 
los dados causados por la deformación do varios lotes, dre- 
naje, aislamiento e inundación: p. 81, 

(t) Ver también: Autu de no innovar; Costas; Intereses. 2, 3. 
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6. Corresponde indemnizar al dueño de un inmueble par- 
cialmente expropiado el importe de las ajinadas que, por 
haber sido destruidas las existentes, deberá hacer construir 
para la normal explotación de la fracción no expropiada; 
a cuyo efecto la suma que se fije no deberá exceder de lo 
pedido en la demanda, ¡ :mque en esta también se baya 
hecho referencia a lo que en más o menos fijen peritos, con 
mayor razón desde que no median circunstancias que permi- 
tan atribuir a ignorancia u premura la designación de la 
cantidad reclamada: p, 31. 

7. La circunstancia de que la autorización administrativa 
acordada para la explotación del atracadero construido en 
terreno de su propiedad por una empresa ferroviaria tuviera 
carácter simplemente precario, obliga a considerar el daño 
que el cercenamiento ií:» lo expropiado causa al resto del 
inmueble con preseindencwt del punto de vista de Ja utiliza- 
ción del mismo para dieba explotación y a tener en cuenta 
solamente el desmedro proveniente de haberse imposibilitado 
utilizaciones positivas de un valor innegable independiente 
de la mencionada autorización: p. && 

Otros daños. 

8. Fuera del precio del inmueble, no corresponde acordar 
a su dueño indemnización alguna por concepto de privación 
de la parte no plantada de la fracción expropiada: p. 81. 

9. Habiéndose tasado en la audiencia realizada a los efec- 
tos del art. (i de la ley 1KÍ), por los representantes de ambas 
partes debidamente fae altados para ello, el valor de los per- 
juicios ocasionados al dueño del bien expropiado por la 
destrucción de sementeras y de un monte, no corresponde 
fijar por ese concepto otra suma que la entonces conveni- 
da: p. ai. 

EXPULSION DE EXTRANJEROS. 

Ver: Estado de sitio, 3. 

F 

PALTA DE ACCION, 

1. T.a acción de repetición del impuesto a la protocolización 
pagado por el administrador judicial de una sucesión por 



596 FEBUOCA RMLES 

cuenta y orden de ésta sólo rómpete a la sucesión o a los 
sucesores f|iie en la liquidación de ella hayau venido a ser 
titulares de las acciones y derechos de que se trata- por 
lo que debe rechazarse la acción deducida por quien es apo- 
derado de dos herederos y de la comisión liquidadora de 
una sociedad formada por algunos de Jos demás herederos, 
aunque entre estos úll irnos esté el que pagó el gravamen 
como administrador, .si adenitis de no constar (pie continúa 
teniendo ene carácter, la sucesión ha sido concursada sin que 
esté acreditado V te se haya liquidado y que en la liquida- 
ción correspondieran a Ins actores las acciones y derechos 
que pretenden ejercer mediante la demanda: p. 278. 

FALTAS Y CONTRAVENCIONES. 

Ver: Constitución Nacional, ¡11, 
FERROCARRILES ('). 
Formación y marcha de los trenes. 

1. A efecto de lo dispuesto en el art. 57 del Regí. Oral, do 
Ferrocarriles no debe considerarse como "locomotora sola'* 
sino como "tren especial" a la que, con autorización supe- 
rior, remolcaba un furgón en reemplazo del tren de carpa 
ordinario por carecer de objeto hacer correr a éste: p. 227. 

2. La exigencia del art. 75 del anterior Regí. Oral, de los 
Ferrocarriles (105, inc. 1', del actual) no tiene por única 
finalidad despejar las vías sino también anunciar el peligro 
de la proximidad del tren y no sólo en los lugares donde el 
cruce de las vías está autorizado ni sólo a las personas 
autorizadas y aun obligadas, por sus ocupaciones, u perma- 
necer en la zona de las vías: 347. 

Tarifas. 

3. El transporte de cargas militares que la Nación realice 
por intermedio riel P. C. de iís. Aires al Pacífico no goza 
de ía rebaja del 50 % sino del 25 establecida en la cláu- 
sula 20 del contrato celebrado el 21» de enero de 1871 entre 
el Gobierno Xa ció nal y Juan E. Clark, aprobado por el 
art. 4 de le ley 868. y en los decretos de unificación de tari- 
fas del 4 de noviembre de 1ÍÍ18 y del 2!) de abril de 1ÍJ27: 
p. 48. 



(l> Vvr UtmhUn: na.»* v pt$%¡o». 1; Expropia u'.n, 1; Multa», 
J; Recurso «traoriliiinrii». >*, l l <>. 3\ 41, 
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Contribuciones, impuestos y tasas. 
Generalidades. 

4. La exención establecida por las leyes 5315 y 10.657 com- 
prende lodos los bienes «pie constituyen el capital de las 
empresas ferroviarias mientras estén aetnal o potencia i men- 
te afectados u la explotación; caso en el cual se encuentra 
el terreno — respecto del cuál se intenta counir indebida- 
mente fl pavimento — tjjie integra el espacio de las vías con 
hts cuales se bal ta en directa e inmediata comunicación, au»- 
tpie no esté concretamente ocupado por instalaciones de la 
explotación sino afectado a un fin relacionado con la activi- 
dad de la empresa — vivero para proveer de plantas a las 
estaciones y cancha de football — que no puede ser conside- 
rado como oh negocio distinto de la explotación ferrovia- 
ria: p. 304. 

6. Está comprendido en la exención prevista por las leyes 
5315 y 10,657 y, por lo tanto, no está sujeto al papo de 
impuesto territorial, el terreno de una empresa ferroviaria 
que forma parte de la playa de maniobras de una estación 
incorporada en su totalidad a ta cuenta capital de aquélla, 
dado en arrendamiento a otra empresa particular con destino 
a elevador de granos sin habérsela desafectado ni excluido 
de la cuenta capital y por un precio que ingresa a las en- 
tradas de explotación que, juntamente con los gastos de és- 
ta, sirven de base para determinar el producto líquido sobre 
el cual se establece la contribución única del 3 % que el 
ferrocarril debe pagar por imperio del art. 8 de la ley 5315: 
p. 388. 

Alumbrado, limpieza y riego. 

6. Aun cuando no se haya efectuado !a ampliación de la 
estación para la cual fué adquirido un terreno que forma^ 
parte del capital de la empresa y está afectado al servicio 
ferroviario — det que sólo podrían desafcctarlo el P. E. o la 
Dir. Oral, de Ferrocarriles mas no una autoridad munici- 
pal para privar a ta compañía del beneficio establecido por 
las leyes 5315 y 10.657 — le comprende la exoneración de la 
lasa por servicio de riego: p. 135. 

FERROCARRILES DEL ESTADO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 8, 17, 25. 
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FISCAL. 

Ver: Mareas de fábrica, 3; líecurso extraordinario, 3, 4, 5, 
14; Recurso ordinario de apelación, 1. 

G 

GOBIERNO DE PACTO. 

Ver: Constitución Xm-innal. 1, 2, í). 10, IS, 27, 20, 31; Corte 
Suprema; li ocurso extranrdiiiariu, 5.1. 

ORADO MILITAR. 

Ver: Pensiones militares, 2. 

GRAVAMEN. 

Ver: Constitución Nacional, 17. 

H 

BABEAS CORPUS. 

Ver: Estado de sitio, 1, 2, 3. 

HIPOTECA. 

Ver: Constitución Nacional, 22. 

HOMICIDIO V). 
Homicidio simple. 

1. Aun cuando se báya cumplido en las instancias inferio- 
res y deba ser declarada por la Corte ta prescripción de los 
delitos de abuso de armas de fnefro y lesiones leves y ser 
revoeada la sentencia recurrida en cuanto condena al reo 
por esos hechos, corresponde mantener la pena impuesta en 
2» instancia al autor de esos delitos y del de homicidio sim- 
ple si así lo requiere su peligrosidad: p. 1G8. 

HONORARIOS DE ABOGADOS Y PROCURADORES. 

Ver: impuesto a los rí ditos, 3; Recurso extraordinario, 37. 

(') Ver tamt>¡¿n: K>rlujrj¿n. 1. 
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HONORARIOS DE PERITO*. 

Ver: Accidentes del trabajo, 3, 

HURTO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 3, 17, 

I 

IDENTIFICACION DE MERCADERIAS 

Ver: Mareas de fábrica, 1; Recurso extraordinario, 8, 18. 

IGUALDAD. 

Ver: Constitución Nacional, 14, 15, Iti, 17„ 18, 19, 21, 24, 
¡15, 36\ 

IMPORTACION, 

Ver: Aduana, 1, 2. 3; Constitución Nacional, fi, lí>, 26; Re- 
curso extraordinario, 11. 

IMPUESTO (>)• 

Facultades impositivas de la Nación, provincia* y municipa- 
lidades. 

1. Las provincias tienen facultades para dar efecto retro- 
activo a sus leyes impositivas y aplicar sanciones o recargos 
en forma de intereses punitorios, tendientes a asegurar la 
efectividad de sus recursos fiscales: p. 5. 

2. Para determinar los límites territoriales de la potestad 
impositiva corresponde referir el ejercicio de la misma a 
una actuación de la autoridad del Estado en el cumplimien- 
to de los fines de este último; por lo que la materia de! 
impuesto ha de estar de alpíin modo bajo el imperio de la 
autoridad que lo establece, o sea en la órbita de los fines 
que ésta deba cumplir, como ocurre, por ejemplo, cuando 
para transmitir determinados bienes, cualquiera sea su espe* 
cié ha de interponerse de alpún modo la autoridad del Esta- 
do en cuya jurisdicción se hallan. Cuando la inmaterialidad 

(l) Ver tr»ml>i¿n: Afirmados, 1. 2; Constitución Nneionji], 23, 
33; Jurisdicción y competencia, 8, 31; RiM-urao extraordinario, Lj. 
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de los bienes impide hablar de ubicación en sentido prnpio, 
su dependencia <on respecto a una determinada autoridad 
debe resultar de fa relación existente entre el episodio de- 
terminante del tributo y los actos de concreto amparo pres- 
tado por et listado que lo cobra, a cuyo efecto corresponderá 
tener en cuenta las circunstancias particulares ipie lo carac- 
terizan en cada caso: p. 

IMPUESTO A LA INTRODUCCION. 

Ver: Acción de repetición, 

IMPUESTO A LA TRANSMISION GRATUITA ('). 

1. ha transmisión de los títulos al portador o SU exteriori- 
lación pueden ser gravados por el Estado en cuyo territo- 
rio se encuentren al efectuarlas y según lo que allí val fían, 
000 prescindeucia de la relación de dichos títulos con el 
domicilio del emisor: p. lia. 

IMPUESTO A LAS VENTAS O- 

1. Para determinar el monto del impuesto a pagar sobre las 
ventas en el mercado interno debe deducirse el importe del 
fuel oil por el que antes se pagó dicho gravamen, utilizado 
por su adquirente en la elaboración del cemento que vende, 
así eoino también el importe de los fletes ferroviarios que, 
aunque cargados en el precio, son pagados por cuenta de 
los compradores: p. 76. 

8. Para determinar el monto del impuesto a pagar sobre las 
ventas en el mercado interno debe deducirse el importe del 
hielo seco por el que antes se pagó dicho gravamen, utili- 
zado por su adquirente para conservar los helados que fa- 
brica, así como también < l importe de los fletes del interior 
correspondientes oí las mercaderías elaboradas en Ja Capi- 
tal: p. 79. 

IMPUESTO A LOS FERROCARRILES. 

Ver: Ferrocarriles. 4 t 5, 6, 



0) Ver tiinitii.-'iii ('oiintilui'itiii Xíutíoiiíi], ü:í, 34. 35; Impuesto 
a loa réditon, 3; Hoi'urün rjctrnnnlinnrio, 15. 
( 2 ) Ver tanthii'Fi: Preaeríprión, 3. 
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1 ÍPUESTO A LOS REDITOS (*)■ 
Exenciones. 

1. Las sociedades en liquidación están obligados a pagar el 
impuesto a los réditos que se produzca durante su liquida- 
ción : p. 274, 

2. La institución de beneficio público exenta como tal del 
impuesto a los réditos aegím el art. 5* de !a ley 11.682 ft. o.) 
que oportunamente canjeó los títulos del crédito argentino 
interno por otros de menor interés sujetos a dicho gravamen 
conforme a lo dispuesto por el decreto n» 105.018 del 4 de 
noviembre de 1»41, no queda por ello sujeta al pago del 
impuesto que afecta a los nuevos títulos y sólo alcanza a las 
ent i titules no aforadas o a las que hubieran renunciado a la 
exención legal, ni puede ser obligada a optar entre renunciar 
a la exención o devolver la prima fijada como compensación 
y aliciente a la conversión i p. 324. 

Deducciones. 

3. El impuesto a la herencia debe ser deducido de la renta 
bruta del heredero a efecto de calcular el impuesto a los 
réditos tute le corresponde pagar sobre la renta neta. Es 
también dedueible la suma pagada en concepto de honora- 
rios al letrado y al procurador que realizaron los tramites 
necesarios para'la inscripción del dominio de los bienes re- 
servables que constituyen ta fuente productora de los redi- 
tos, a lo cual no obsta Ja circunstancia de que el actor haya 
perdido en el juicio sucesorio el incidente referente a la 
improcedencia del impuesto sucesorio sobre los bienes re- 
scrvables, atento el monto de los honorarios con relación ai 
ele la sucesión y del gravamen a la herencia: p. 385. 

Réditos del comercio, de la industria, profesiones, etc. 

4. Las normas del decreto reglamentario del impuesto a los 
réditos del 2 de enero de 1!KÍ!) referentes a los coeficientes 
de amortización son inaplicables a bis liquidaciones de dicho 
gravamen correspondientes a los período* anteriores a dicha 
fecha efectuadas en atención a los usos y costumbres co- 
rrientes en el ramo, como lo disponían los decretos anterior- 



(H Ver himM-'-ir: rwiMilwifla X;ii*ional, 2; Pago, 1; Prescrip- 
ción, 2, 3; Hccursu i'Xlr¡u>rd huirlo, 31, 43. 
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mente en vigencia y no impugnados por la Dir. del Impuesto 
como excesivo o improcedentes: p. 44a. 

Infracciones y penas. 

5. Corresponde aplicar la sanción del art. 18 de la ley 
11.683 (t. o.) enáltelo los errores comprobados en la derla- 
ración jurada 110 son exnisablrs sino que demuestran una 
ocultación destinada a eludir el impuesto; p, 24* 

Procedimiento y recursos. 

6. La sola circunstancia de ipie la infracción acriminada 
sea una defraudación fiscal no impido tpie su comprobación 
pueda nacerse por la vía del nrt. 2U de la ley ll.íJS.'í {t. o.) 
si resultara sin esfuma» alguno de los elementos de juicio 
existentes en la Ailministi ación : p. 243. 

7. El fundamento de Iti resolución condenatoria que requie- 
re el art. 32 de la ley UAm se cumple suficientemente ron 
Ja mención de Jos actos imputados al infractor, las referen- 
cias a su prueba, al carácter voluntario de la contra vención 
y a las deposiciones légale» aplicadas; p. 243. 

8. El art. ó" de Ja ley ll.í¡S;l (t, oj debe ser interpretado 
con criterio restrietívu y no autoriza a oponer Ja excepción 
de cosa juagada en el apremio: t. :{45. 

9. No atribuyéndose al con tribuyen te dolo o fraude en su 
declaración ni mediando evidentes errores de cálculo o de 
concepto, la liquidación del impuesto a los réditos efectuada 
por el inspector comisionado al efecto por la Gerencia o la 
Dir, General y aceptada por el interesado ipie pagó su im- 
porte, no puede ser válidamente rectificada por ellas para 
cobrar una nueva suma iiuinpie 110 hubieran dictado resolu- 
ción alguna aprobatoria de dicha liquidación: p. 44* 

IMPUESTO DE JUSTICIA. 

1. La circunstancia de que se haya declarado la incompe- 
tencia del tribunal ante el que fué presentada la demanda 
y pagada el impuesto de justicia establecido por los arts. 94 
y 98, tur. a^ del decreto 11° 04H2 '44 no da derecho a recla- 
mar ta devolución del sello corrcspondifiile: p. Ó2H. 

IMPUESTO TERRITORIAL. 

Ver: Constitución Nacional. 3:1; Ferrocarriles. 5, 
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IMPUESTOS INTERNOS 

Régimen represivo. 

Defraudación y simple» infracciones. 

1. La posesión rio bnrdelesas enu boletas fiscales totalmente 
deterioradas constituye una infracción a los arts. 63, tít. I, 
y 36 y 43, tít. VII tic la Reglam. (¿ral. de lmp. Internos, 
i|Uo corresponde reprimir con multa rotiforme al nrt. 28 del 
texto ordenado de las leyes de impuestos internos: p. 244, 

2. Admitida de manera irrevisible por la Corte Suprema la 
identificación de los valores fiscales deteriorados y la au- 
seiicia de intención de defraudar, es improcedente la impo- 
sición de las penalidades del art, 27 del texto ordenado de 
las leyes de impuestos internos: p. 244. 

3. Xii siendo indispensable para la aplíer ni del art. 36 de 
la ley 37(i4 (27, t. o.) une se haya realizado el expendio del 
artículo ff ra vado, previsto por la ley tan sólo romo requisito 
para el pairo del impuesto, no bitstn para absolver id proce- 
sado la circunstancia de (pie la Adm. (ira!, de lmp. Inter- 
nos le haya aplieado una multa del decuplo del gravamen 
sin formular cargo por este último: p. 521). 

Procedimiento. 
Vía contenciosa. 

4. El procedimiento para ocurrir ante la justicia federal 
contra las resoluciones condemitorias de lu Adm. de lmp. 
Internos no se rige por lo dispuesto en los arts. 233 y 234 
de la lev 50 sino en el art. 17 de la ley 37(i4 (t. o ) une no 
ha sido 'derogado por los arts. 1, 2, 27 ni 28 de la ley 4055: 
p. 217. 

6, Hallándose gravado por el art. 145 del t. o. de las leyes 
de impuestos internos el tráfico de las joyas y los objetos 
[pie menciona, en los términos del art. 8, ines. 1 y 2, del 
Cód. de Comercio, y siendo i rre visibles por medio del re- 
curso extraordinario las eonclnsiones del tribunal de la cau- 
sa respecto de la naturaleza jurídica de las negociaciones de 

(1) Ver también: Constitución Nacional, tí), 24, 28; Hccutüo ex- 
traordinario, 7» 31. 
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las pólizas de empeño del Banco Municipal de Pristamos 
así como sus demás eonelu>iones de hecho y derecho común, 
procede confirmar la sentencia que declara comprendida pn 
el citado precepto impositivo la compra ven tu de pólizas de 
empeño por entender que dicha operación equivale a la ven- 
ta de la alhaja representada por ese documento, tío siendo 
óbice a di día confirmación la invocación del art, 18 de la 
Const. Nacional, desde (pie el fallo se funda on ley que esta- 
blece el gravamen y sanciona la infracción imputada al re- 
currente, ni lo dispuesto en el decreto u'lTti, modificatorio 
del art. 14 de la ley 11.252 —145. t. o.— : p. 363. 

Cubiertas v llantas de croma. 

6. Las cubiertas ríe poma adheridas a ios locomóviles in- 
troducidos ni país d tirante la videncia del decreto del lí> de 
enero de 1932, la ley 11.582 y la 12.1-18 tributan el impuesto 
interno previsto respectivamente en el cap. 1!) y cu el art. 17 
de estas leyes: p. 480. 

Nafta y aceites 'abricantes. 

7. Siendo irrevisible mediante el recurso extraordinario la 
conclusión de la sentencia apelada sepún la cual no se ha 
probado en el juicio que el aceite lubricante recuperado cons. 
tituya un producto distinto del originario que tributó el 
impuesto establecido por el art. 12, iiu\ 2", de la ley 12.625, 
y fundándose la defensa del representante fiscal en que el 
artículo de referencia es una especie nueva comprendida en 
esa disposición, conforme a lo establecido cu el art. l'\ ine, c) 
del decreto 59,83(1 del 12 de abril de 1940, corresponde con- 
firmar la sentencia que declara inaplicable el gravamen legal 
a los aceites usados e inconstitucional el decreto que lo im- 
pune: p. 184, 

Vinos. 

8. \a\ circunstancia de que el vino vendido por el bodegue- 
ro como ifenuitio conforme al análisis tpinnico oficial baya 
resultado, al practicarse fitro análisis en el liurar ríe desti- 
no, con un poivienlo de sacarosa que lo transforma en be- 
bida artificial apta para el consumo prava da con un itnnues- 
to mayor. m» autoriza a imponer pena alpuua a la firma ven- 
dedora si. Iiabieodo alegado esta su irresponsabilidad absolu- 
ta, la uuioridad administrativa sumariante no le permitió 
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obtener, en la única oportunidad posible, testimonio de los 
análisis correspondientes a otras partidas adquiridas por el 
mismo romprador y vendida* ¡¡ vez por éste, malogrando 
la prueba de desearlo del procesado; n lo cua se agrega 
que se lian comprobado diféréneias en los análisis praeli- 
eados en el hipar de destino con muestras extraídas de los 
diversos «reases M«» excluirían la falsifica- 

ción en bode-a, v que no se lia invocado imipiin beneficio 
posible para el bodeguero desde que vendió el vino a precio 
del genuino, menor que el de la bebida artiticial : p. 401. 

INCOMPATIBILIDAD. 

Ver: Acumulación de beneficios, 1 T 2. 



INTERDICTOS. 

De recobrar y despojo. 

1 Procede rechazar el interdicto de recobrar la posesión 
fundado en las mismas cuestiones referentes al vencimiento 
del plazo de la concesión de la explotación del Puerto de Ro- 
sario, al derecho del Estado para tomar posesión «leí mismo 
v a la falta de atribuciones de la compañía concesionaria 
'para seguir administrándolo que, en otra causa V con mo- 
tivo de la medida de no innovar solicitada por la empresa, 
han sido resueltos en forma contraria a sus pretcnsiones sin 
perjuicio de lo que en definitiva se decida en el litigio pen- 
diente entre la concesionaria y la Nación sobre nulidad de 
decretos y de cláusulas del contrato de concesión: p. ¿W. 




1 El cobro de intereses pun ¡torios por el retraso en el papo 
de un impuesto no es una pena de las contempladas en el 
art. 18 de la Const. Nacional, sino una sanción civil equ pa- 
rada ni resarcimiento de los daños y perjuicios por incum- 
plimiento de una obligación: p. 5. 

<i) Ver t*mM6«: Banco Hipotecario Nacional; Conatitueión Na- 
cional, 30; Impurato, 1. 
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Relación jurídica entre las partes. 
ExpropiactAa. 

2. Los intereses correspondientes al precio del imuuebl» 
ocupado por el expropiado!' sin previo depósito de aquél, .son 
debidos desde Ih fei'ltii de la ocupación, y los rorn^poiul ¡en- 
tes a las sumas cuyo pn<*o si' ordena como resarcimiento en 
los demás daños ocasionados al dueño deberán .ser pairados 
a partir de la fecLa de la notificación de la demanda sobre 
expropiación indirecta: p. 81. 

3. La eo nd en a al pago de intereses por el expropiado inte- 
gra, por una parlo, el justo resarcimiento debido, y, por la 
otra, eorresponde al beneficio de la ocupación de que aquel 
ha disfrutado sin la correspondiente routraprcstaeióu de su 
parte; por lo cual las diluciones une el juicio liu hiera sufri- 
do por culpa ilel dueño, en la hipótesis de que pudieran 
invocarse paru hacerse perder el derecho a cobrar intereses, 
sólo podrían valer para la [trímera razón mas no para la 
segunda. En consecuencia, y resultando de autos, por lo de- 
más, que no corresponde responsabilizar de la demora tan 
¡sólo a la demandada, procede condenar al expropindor a los 
intereses sobre la diferencia entre la suma (pie depositó y 
la que en definitiva se manda pagar, desde la fecha de la 
desposesión hasta la de integración del importe del resarci- 
miento; p. 316. 

Ee petición de Impuestos. 

4. Los intereses correspondientes a la suma indebidamente 
pajada por impuesio a los réditos cuya devolución se orde- 
na, son debidos desde la notificación de la demandada de 
repetición: p. 385. 

Extinción del derecho al cobro. 

6. La reserva exigida por el art, iVH del Cód. Civ. debe ser 
formulada en el acto de recibirse el capital, como parte inte- 
grante y elemento constitutivo de dieho aeto; por lo que no 
basta la efectuada por el acreedor mediante escrito presen- 
tado en el expediente administrativo simultáneamente con la 
recepción del pago, con mayor razón si durante el trámite 
de dichas actuaciones tendientes a obtener el pago de la deu- 
da no hizo referencia alguna a los intereses y, por lo con- 
trario, aceptó las liquidaciones que no los incluían: p. r>42. 
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JUBILACION DE EMPLEADOS FERROVIARIOS < l ). 
Fondos de la Caja. 

1 I.;is cuotas de jubilación ádétidadas por la Caja Fcrro- 
yima al Causante tic muí sureslón de.-larada varante í or- 
inan parte del haber sucesorio en concepto de crédito cuyo 
desium cu la sin-esióti se halla reculo por las disposiciones 
del Cód. mm P- 157 y 28li 

Devolución de aportes. 

2 No tiene derecho i exigir la devolución (le aportes el 
empleado de la S. A. del l'uerto de Rosario que. después de 
haberse hecho cargo el Gobierno Nacional de la explotación 
de ese puerto, dejó de pertenecer al personal encardado de 
esta última pero continuó prestando servicios en la empresa 
liquidadora de las existencias de aquella sociedad: p. 1S»1. 

JUBILACION DE EMPLEADOS MUNICIPALES 

Ver: Constitución Nacional, 38, 

JUBILACION DE EMPLEADOS NACIONALES (=)■ 




i No procede acordar el beneficio de la jubilación extra- 
ordinaria previsto en el art. 10 de la ^.ff*™^ 
respecto de quien no está acreditada la existencia de la mea- 
par idad en ta ópoca en ,,ue dejó el servicio, pues los infor- 
mes módicos que invoca fueron producidos cinco anos des- 
pues de ello v no expresan las razones científicas en que 
se fundan sus conclusiones favorables al actor, y, por ; 10 
demás, de las actuaciones administrativos resulta que pidió 
contadas licencias, por pocos días y por musas leves sin 

(i) \vr tiimlnéii: ConstitiH-iún Nacional, fifi l$¡ 21: Recurso 
^m^^¿ m mmm m cmplondo» nnciomde,, 1, 3. 
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relación aparente con su enfermedad actual, v que su baja 
no fué dispuesta por motivos de salud, sino de mejor ser- 
vicio, j después de una suspensión en el i-ar^o qn«> duraba 
desde casi dos años atrás: p. 456. 

JUBILACION DE EMPLEADOS PROVINCIALES. 

Ver: Ai-mutilación de hcnef icios, % 

JUECES. 

Ver: Medidas disciplinarias. 

JUECES DE PAZ. 

Ver: Aduana, 2. 

JUICIO ORDINARIO. 

Ver: Actos públicos y procedimientos judiciales. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA («). 
Principios generales. 

1. Aunque con arreglo a reiiente jurisprudencia sea in- 
competente la justicia federal para conocer en los juicios 
sobre indemnización de accidentes del trabajo promovidos 
contra la Nación por agentes de la Policía Montada de la 
Capital, aquélla debe continuar interviniendo hasta la total 
terminación de la causa iniciada y tramitada etm anteriori- 
dad a la mencitmada jurisprudencia: p. 441. 
3. Establecida definitivamente la competencia de la jus- 
ticia federal por baber accedido los tribunales ordinarios a 
la inhibitoria que aquélla planteara, es improcedente reno- 
var la cuestión de oficio y en 2» instancia después de fallada 
la cauaa en primera: p. 50». 

Conflictos entre jueces. 

3. No corresponde a la justicia militar, que es la competen- 
te para conocer en los delitos de violación de corresponden- 
cia y hurto en concurso ideal cometidos por un conscripto 
en perjuicio de otro en un cuartel, sino a la justicia ordina- 

(>) Ver también: Aetna públicos v prnMulimirntnH jml ir talca; 
Adiinna, 5; Contititui-ÍAn N;irinmi1, 27; Esborttv, 1; Recurso "extraordi- 
nario, 47. 
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ria. que os la competente para entender en el delito de estafa 
cometido por el mismo conscripto en perjuicio de un comer- 
ciante, reprimido con pena más grave que los otros, juzgar 
primero til autor cíe dichos delitos: p. 2(¡S. 

Cuestiones de competencia. 
Generalidades. 

4. Cumplida la anotación de un embargo solicitada mediante 
exhorto dirigido por un tribunal provincial a otro de la 
Cap. Federal, los reparos ipic se opongan luego a dicha me- 
dida precautoria no autorizan a plantear una cuestión de 
competencia de las previstas en el art. !) de la ley -Wññ. sino 
que deben ser discutidos y resueltos con intervención de Jas 
partes ante la autoridad «pie la decretó: p. 1U2. 

Competen cia territorial. 
Compraventa. 

5. El juez competente para c nocer en un juicio sobre cobro 
de pesos proveniente de la venta de leña a la que se fijó 
precio puesta en la estación de carga es el del lugar en que 
ésta se llalla situada, desde ipie no resulta de autos que se 
hicieran en otro los pagos a cuenta; p. 291. 

Locación de cosas. 

6. El juez del lugar elegido por las partes como domicilio 
especial para los efectos legales y judiciales del contrato de 
arrendamiento y para el pago del precio es el competente para 
conocer en la demanda sobre cumplimiento del contrato e 
indemnización de daños y perjuicios, no obstante lo dispuesto 
por el art. 28, iue. j) del decreto n« 10.707, con arreglo al 
cual fué después reajustado conservando la cláusula refe- 
rente al domicilio especial: p. 520. 

Competencia federal. 
Por la materia. 

Cauta* regidas por norma» f tórrate*. 

7. Compete a la justicia federal el conocimiento de la de- 
manda que, fundada en disposiciones del decreto n* 91.698 
del P. E. de la Nación, persigue la devolución de las sumas 
cobradas a un abonado en concepto de conservación y manu- 
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tención (lo una línea telegráfica nacional, pretensi&i a ia 
cual so opone la empresa fundada también en dicho decreto 
y en la ley 730 ■ p. 



Cnum* en t(> ir n„n parir rhtUladts aulúrqnira* tt<uv<mah 

8. Compete a La justicia federal ■oiioeov cu las ejecuciones 
sobre cubro ¡I ■ ■ri-aváiuenes locales que promueven las onti- 
dades provinciales o municipales contra los Ferrocarriles <lel 
Estado: p. 33Ü, 

Causa* ese! >t Ufo* ¿fl í« rí>m/>, f i fnlrraf. 

9. Xo compete a la justicia federal sino a la ordinaria el 
conocimiento de la demanda por la mal se reclama el pa>ro 
de las indemnizaciones establecidas por la lev 11.72!» fundán- 
dose en el despido injustificado y sin prca viso, aun cuando 
la contraria solicite su rechazo fundada en las disposiciones 
de la ley 11.11» cuya interpretación podría, en cambio, auto- 
rizar en su oportunidad el recurso extraordinario si concu- 
rrieran los requisitos ex i -i dos por la ley y la jurispruden- 
cia: p. 339. 

Pwr laj persona*. 

10. Cuando interviene por razón de las personas la justicia 
federal actúa como los tribunales provinciales, aplicando el 
derecho local con igual atribución y alcance que éstos: p. 230. 
11- La competencia federal por razón de las personas es 
validamente renunciadle por aquel a favor de quien ba sido 
establecida o sea, en el caso do la distinta vecindad, por el 
vecino de otra provincia que va a litigar con el de aquella 
en que se suscita el pleito: p. 323. 

12. Xo consiiluyemlo una causa civil no competo a la jus- 
ticia federal conocer en la acción nepatoria deducida contra 
el JVpto. de irrigación de la |>rov. de Mendoza con motivo 
de haberse suspendido por las autoridades locales respecti- 
vas la efectividad del uso del a -rúa hasta tanto sea resuella 
la cuestión planteada ante aquellas con respeeto a los ante- 
cedentes y al alcance de la concesión del derecho do aprove- 
chamiento .le «finas públicas mencionado en el título une 
invoca el actor: p. 3:11. 1 

13. La circunstancia de (pie algunas de las personas de- 
mandadas conjuntamente no tengan derecho al fuero fede- 
ral por razón de las personas no basta por sí sola para pri- 
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var del misino a la< demás siempre .pie las acciones sean 
separables; cuestión esta ultima, tío carácter procesal, «01 
resolución, así como la de tas referentes a !a prueba de la 
nacionalidad v vecindad de las partes, incumbe al tribunal 
de la causa, al i t ne deberán ser devueltos los autos a ese 
electo: p. :i"ó. 

14 Para que proceda el fuero federal pnr razón de bis per- 
sonas en los casos de pluralidad de actores o demandados 
es necesario une cada uuu de ellas este individualmente en 
condiciones de invocólo; salvo rpie se tratase de acciones 
separables susceptibles por ello de ser tramitadas indepen- 
dientemente ante la justicia federa) y la ordinaria sesmn 
correspondiese en atem-ióu a la nacionalidad o vecindad de 
las parles. Habiendo estas reconocido iiue la acción sobre 
simulación de compraventa promovida contra el compra- 
dor v el vendedor con juntamente no puede dirigirse por 
separado contra cada uno de ellos, corresponde declarar 
<,ue la causa es de competencia de los tribunales ordina- 
rios: p. 378. 

iVíiriíítí. 

15. Xo corresponde a ta .justicia federal sino a la ordinaria 
conocer en la demanda sobre indemnización de accidente 
del trabajo promovido contra la Nación por un «fíente de 
H Policía Montada de la Capital; p. 441. 

Causas penales. 

VwlaciÓH tlr norma* fttlrralr*. 

16 La lev 90É0, sobre policía sanitaria de los animales, es 
federal, v'el conocimiento de las causas sobre infracción a 
sus disposiciones compete a la justicia federal: p¿ K>4. 
VelÜQt en prriuiri» tlr los bitnr* >, renta* dr la Xaeiüu t, ríe- mus re- 
partidme» ,i„t f ',r,,uiras t 

17. Compete a la justicia federal conocer en el proceso fc£ 
taurado con motivo del bnrto de mercaderías .le un va-on 
de Ferrocarriles del Estado aumpie acpmllas no pertenecie- 
ran a éstos y los acusados sean ajenos al personal de dieba 
empresa: p, 4 (¡ti. 

Competencia originaria do la Corte 3rprcma. 

Gi nrralidmlfs. 

18 ha Corte Suprema carece .le competencia para conocer 
vn los pleitos promovidos por particulares contra naciones 
extranjeras: p. 311. 
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Affntt* r¡¡f>¡nt,nlt¡ro* y cuit^ -tún *. 
Cianiúf* citrtc |*ro(, 

19. ¡.a notíi por la cual I cónsul [ronera] de un p¡iís extran- 
jero eu l,i Hcp. Argentina se dirige a los tribunales ordina- 
rios en lo criminal, gáwicitaudo Ta agregación de los docu- 
mentos que acompaña al sumario que tramita ante aquellos 
con motivo de las lesiones ocasionadas al vicecónsul por 
particulares que habían concurrido a las oficinas del con- 
sulado por asunlos rom-fruientes a la misma, importa con- 
formidad mu la intervención de dichos tribunales y re- 
nuncia a la jurisdicción originaria de la Corte Suprema 
que es. así. ¡neompelentp para eiuim-er pm- esa vía en el 
proceso: j>. KÍO. 

Competencia penal. 

Lugar del delito. 

20. El i'ormi-miieulo de mía denuncia sobre defraudación 
mediante ta entrega de un cheque sin jiro visión de fondos 
corresponde al juez riel hipnr en que ocurrieron los lfeehos, 
que además previno en la causa, con prcscindeiu-iu del lugar 
en (pie fué fechado y protestado y debía ser cobrado el 
cheque: p, 455. 

Pluralidad de delitos. 

21. La circunstancia de que pl procesado juntamente eon 
otros ante el juez letrado de un territorio nacional, baya 
estado sometido a proceso ante los tribunales ordinarios de 
la Cap. Federal por un detito anterior y más ffrave respecto 
del cual recayó sobreseimiento, con lo que desaparecieron 
las razones (pie habrían determinado la aplicación del art. 
40 del Cód. de Froes. Crim., no basta para atribuir a los 
tribunales de la Capital competencia para conocer en la 
nueva causa: p. ltíí». 

Delitos en particular. 

Defra udücióm . 

22. El juez del lují-ar en (pie fueron cometidos los actos 
materiales de apodera míente» fraudulento de los animales 
pertenecientes a una sociedad es el competente para conocer 
en el respectivo proceso criminal, con mayor razón desde 
que ha prevenido en la causa aunque el acusado sostenga 
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que lo ocurrido sea consecuencia de un contrato de sociedad 
celebrado con otras personas en Un lugar distinto: p. 249. 

Encubrimiento. 

23. No corresponde a la justicia federnl sino a la ordina- 
ria conocer en ta cansa sobre encubrimiento del delito de 
hurto <le cosas pertenecientes al Ejército Nacional: p, 343. 

24. L» eircunstaneia de hallarse previsto y penado por el 
art. 771 del Cód. de Justicia Militar el delito de encubri- 
miento a (pie el mismo se refiere, no es óbice para que el 
particular (pie lo ha cometido sea juzgado por sus jueces 
naturales, que lo son los tribunales locales ordinarios: p. 388, 
2&- No compete a la justicia federal sino a la ordinaria co- 
nocer en las actuaciones referentes al delito de encubri- 
miento de hurto de efectos por los cuales puede resultar 
responsable Ferrocarriles del Estado: p. 46ü, 

Competencia militar. 

26. Compete a la justicia federal conocer en la causa sobre 
conspiración para la rebelión prevista por el art. 233 del 
Cód. l'ernil v el art. (522 del Cód. de Justicia Militar, pro- 
movida contra un militar que en la fecha en que ocurrieron 
los hechos estaba en situación de retiro; por lo cual la sen- 
tencia del Consejo Supremo de Guerra y Marina que lo con- 
denó debe ser declarada nula y el procesado puesto en li- 
bertad: ps. 404, 425, 42<J y 43fí. 

27. Si un delito común ha sido cometido por militares y 
particulares en circunstancias que determinan para los mili- 
tares la jurisdicción militar, éstos serán juzgados por los 
tribunales de esta jurisdicción y los particulares por los tri- 
bunales ordinarios. Si un delito es a la vez militar y co- 
mí ni, los militares deben ser juzgados por los tribunales 
de su jurisdicción y los civiles por la federal o la ordinaria 
según los casos: p. 404. 

28. Los militares retirados no están sujetos a los tribuna- 
les militares, con excepción tic los rusos en que vistieran 
uniforme o cu que desempeñaran cualquier cargo depen- 
diente del Min. de Ctuerra. y de aquellos que caigan dentro 
de la jurisdicción de los tribu nales de honor: p. 404. 
20. Compete a la justicia militar conocer en la causa sobre 
eonspi ración para la rebelión prevista por el iirt. 233 del 
Cód. Penal v el art. 022 del Cód. de Justicia Militar, pro- 
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movida contra un militar que en la fecha en que Ocurrieron 
los hechos es ta hn en actividad aunque poco después linya pu 
sudo a situación do retiro: p¡ 425. 

Sucesión. 

Fncro de atracción. 

Arrinnm rthitirurt a bienrn kereditaritít, 

30. El juez provincial ante quien tramita ta sucesión es el 
competente fiara tener depositarlos a mi orden tos fondos del 
causante existentes en la Caja Nacional de Ahorro Postal 
y transferidos por é^ta a la < ap. Federal en cumplimiento 
de so ley orirániea y para decidir la cuestión referente al 
mejor derecho a esos fondos originada por la circunstancia 
de tratarse d<* una sin-e-ión varante: p, 1)1. 

Acr'uint * ¡h fMitmh* ¡tr Jtxs turerderfi, 

31. El juez de la Capital ante quien tramita el juíeio su- 
eesorio del demandado es el competente para conocer en 
* I juicio que pro* eohro de impuestos locales se 1c sigue ante 
los respectivos tribunales provinciales, aunque el mismo se 
halle cu estado de ejceueión de sentencia: p. *248. 

32. El juez ante quien tramita el juicio sucesorio de uno 
de los condominos es el competente para conocer en la eje- 
cución seguida pe ir eohro de cuotas de irrigación correspon- 
diente üJ inmueble situado en otra provincia, a limpie se haya 
efectuado el remate de dicho hieu sin haberse realizado aún 
la escrituración; p, .">H¡. 

Incidentes y cuestiones conexas. 

Juicio ordinario dé repetición. 

33. Tal justicia ordinaria ante la cual tramitó la ejecución 
sobre cobro de gravámenes bréales es la competente para 
conocer en el juicio ordinario de repetición promovido por 
el contribuyente, aunque éste futirle su ríe man da en la in- 
coiistitucionalidad del gravamen: p. 465. 

JURISPRUDENCIA. 

Ver: Constitución Nacional, <i. 15. 

JUSTICIA DE PAZ. 

Ver: Constitución Nacional. 0. 25; Recurso extraordinario. 
5, 16. 
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JUSTICIA MILITAR. 

A'er: Jurisdicción y competencia. 2. 24, 2tf, 27, 28, 29; Re- 
ísürsti extraordinario, 47, 52. 



LEY ACLARATORIA. 

Yrr: Ae^mjtffceían de beneficios. 2. 

LEY DE SELLOS (M. 



1, La exención del impuesto de sellos establee i ría por el 
decreto tí!» lU.í>8(i del 2H de abril de 1944 no comprende a 
las m- tune iones judiciales sobre reconocimiento y cobro de 
pensiones: p, 14!). 

2 La exi-nción del impuesto de sellos establecida por el 
¡,rt :¡ del deerelo n'-' 21 70 del H «1.- jiili» de 194Ü para las 
actuaciones originadas ante las cámaras de alquileres al- 
canza tambi.'n a las actuaciones judiciales u uc se promue- 
van romo rüitsecueiicia de los recursos interpuestos en aque- 
II as: p. 1!)4, 

3. 1 .* empleados públicos ipie actúen como representantes 
íudiriales de (Miras Sanitarias de la Xadún. sea cual fuere 
la forma «le relribucióu de sus servicios, están exentos del 
pa"o del -ravütnen que establecen el art. 2fi de la ley 11.290 
(t.^o.) y el art. 88 del decreto n v 9432 en los juicios en que 
intervengan en aquel carácter: p. 296. 

4 Los empleados públicos qué actúen como representantes 
judiciales de Yacimientos Petrolíferos Fiscales, sea cual fuere 
ía forma de retribución de sus servicios, están exentos del papo 
del gravamen que establecen el art. 28 de la ley 11.20(1 (t, o.) 
y el art. 88 del decreto n 9 9432 en los juicios en que interven- 
gan en aquel cunte ier: p. 30:J. 

5. Los empleados públicos que actúen mino abogados o re- 
presentantes judiciales de la Comisión Xaeional de Oranos y 
Elevadoras, sea cual fuere la forma de retribución de sus ser- 
vicios, están exentos del pago de los gravámenes que estable- 



(1) Ver tiimW-n: lU-nirím extraonlinarlo, 1-. 
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een los arta. 28 y 2ít. ine. A\ de Ja ley 11.290 (t. o.) y 88 del 
decreto !M:i2 en los juicios en que intervengan en aquel ca- 
rácter: p. ¡Í0:j. 

6. La circunstancia de que la ley local exima del impuesto de 
papel sellado las actuaciones ae¿uidaa ante una provincia no 
autoriza a prescindir de En re posición correspondiente el trá- 
mite del recurso extraordinario ante la Corte Suprema de la 
Nación : p. ÍÍÜÍÍ. 

7. El mpuesto infractor a la ley 12.áí>l a (piien el i*. E. 
aplicó una umita de la cual apeló para ante el juez federal, 
está exento tic actuar en paite 1 sellado en el proceso: p. 513, 

LIBERTAD DE CONTRATAR. 

Ver: Constitución Nacional. 11, 12. 20. 

LIBROS DE COMERCIO. 

1. La Circunstancia de que una sociedad comercial esté en 
liquidación no la exim** de llevar los libros lépales, desde que 
la p iciedad subsiste a aquel efecto y la obligación incumbe a 
todo comerciante, conforme a lo dispuesto por los arts, 4!í v 
4!)5 del Cód. de Com. : p. 241. 

LOCACION DE COSAS. 

Ver: Constitución Nacional, 2!», 

M 

MARCAS DE FABRICA (*). 
Designaciones y objetos. 

1. El art. ."»" de la ley 11.27."), al prohibir el uso di? palabras 
que no sean de] idioma nacional, no ha vedado el de todas las 
que no se eitciien! rao incluidas en el Diccionario de la Aca- 
demia Española, nt autoriza a rechazar las usadas frecuente- 
mente por los bueno-, exentares o por la prensa culta por la 
única razón de que no figuren en aquel diccionario, siempre 
que de la prueba resulte que la palabra lia adquirido carta de 
naturaleza en nuestro idioma a consecuencia de su larpo uso 
que, desde luego, no se refiere al de los barharísmos. vnlpa- 



(i i \\-t tumliién: líecurun rxlraunlinariu, Jó, -*K 



rismos y otras expresiones innobles de la jerpa del suburbio: 
p. 270. 

Delitos. 

2. El mt. 4S de la ley ÍÍÜ7.1 sanciona no sólo la adjunción de 
marea ajena a efectos propios, sino también el .simple uso que 
se haga de ella siempre ipie éste responda a un propósito de 
competencia desleal: p, 185. 

3. La ley :íí>73 no faculta ni Min. Fiscal para ejercer la ac- 
ción criminal conjuntamente con d interesado sino tan sólo 
para intervenir cuando es le desiste de la acción o la aban- 
done: p. 271. 

MEDIDA DE NO INNOVAS, 

Ver: Auto de no innovar; Interdictos. 

MEDIDAS DISCIPLINARIAS. 

1. Corresponde apercibir al juez letrado responsable de una 
demora injustificable de más de cinco años para fallar una 
eausa sobre expropiación y llamar la atención a la Cám. de 
A peí. encargada de la superintendencia, a la que no debió pa- 
sar desapercibida la irregularidad: p. 316. 

MEDIDAS PASA MEJOR PROVEES. 

Ver: Constitución Nacional, 4; Pensiones militares, 4. 

MONEDA. 

Ver: Obligaciones de dar sumas de dinero. 
MORA. 

Ver: Raneo Hipotecario Nacional 
MULTAS (■). 

1. La multa aplicada a una empresa ferroviaria por la Dir. 
(¡ral, de Ferrocarriles por infracción al art. 250 del Reg. Gral. 
de Ferrocarriles es de carácter penal, razón por la cual le 
smi aplicables las normas del Cód. Penal en lo que no esté 
previsto en las leyes sobre ferrocarriles y en cuanto sean com- 
patibles fon el régimen y la finalidad de estas, como ocurre 
en lo referente a la prescripción : p. 2ÍW, 



(«I Wr t:imUi/-n: Constitución Xiieioníil, 3, 7, ?, 2X t 3", 37, 30; 
Loy dr fcDus, 7: Hceursn cxtniorrlinnrio, 18, !!■. 
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2. Las inultas que la ley 12.51)1 establece para los infracto- 
res a sus disposiciones tienen carácter penal: p. 513. 

MUNICIPALIDADES. 

Ver: Constitución Nacional. :(<>. :t7 ¡ Recurso extraordina- 
rio, ÍÍ4. 

N 

NOTIFICACION. 

Ver: Cesión de derechos. 

NULIDAD PROCESAL. 

1. No corresponde declarar ia nulidad en que se ha incu- 
rrido al condenarse sin mediar acusación, omitiéndose proee- 
, der en la furnia establecida por los arts. 4(i0 y 4nl del Cód. 
de Proe. Crim., si ella ha sido subsanada pur no haber me- 
iliado reclamación en 1* instancia y carece de objeto decla- 
rarla de oficio por luiher prescripto la acción penal respecto 
¿6 loa delitos en cuestión: p. 168. 





OBLIGACIONFS DE PAR SUMAS DE DINERO, 

1. Las obligaciones correspondientes a] empréstito al 5 % 
oro emitido en París por el gobierno de la Prov. de San -luán 
conforme a la ley del 22 ile setiembre de 1W1S1 presentadas 
al cobro en el país deben payarse al cambio de $ 2.2727 í% 
por peso oro; pues al mencionarse en diebo empréstito el peso 
oro eon su equivalencia de cinco fraíleos sólo se ha referido 
al peso oro fie nuestra moneda nacional, con; o simple moneda 
de cuenta, y w> como monería especial, metálica de oro efec- 
tivo; ¡>¡tcli?cncia que concuerda con la que le han atribuido 
los tenedores de los fílalos y cupones, de los cuales ninguno, 
con la sola excepción de uno que anteriormente había acep- 
tado el cambio legal, ¡tft demandado el payo en moneda espe- 
cial, metálica de oro efectivo, o mi equivalente en pesos papel 
para adquirirla sino (pie. por lo contrario, lu han reclamado 
al cambio de $ 2.2727: p. 20. 
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OBRAS SANITARIAS DE LA NACION, 

V.n Ley de sellos, 3. 



P 

PAGO (»). 
Pago indebido, 
protesta. 

Gt iif rafulnrli t. 

1. El requisito de la protesta no es necesario pura la proce- 
dencia de la repetición Milloneada por el art. 41 del texto or- 
denado de la ley 11.683 sobre impuesto a los ríditox: p. 443. 

Atc<wr,\ 

2. Lm circunstancia de «pie la aetorn no haya pedido en un 
juicio anterior la devolución de todas las sunnis pagadas en 
concepto de un misino impuesto con posterioridad a la res- 
pectiva protesta no priva a ésta de efieaeia a los electos de 
red uní Mr en otro lit lirio el pajro de Iíis cantidades eotn pren- 
didas en el primero: p, Ó4L 

PATENTE DE INVENCION (-). 
Generalidades. 

1. Las constMiieinfi de las solieiludes de patentes denegadas 
o desistidas pueden ser válidamente invocadas como prueba 
de la publicidad de un invento a los electos del art. 4" de 
la ley 1U¡ p. 245. 

PAVIMENTO. 

Ver: Afirmados. 1. 2; Ferrocarriles. 4; Recurso extraordi- 
nario, 23. 24. 28. 30. 

PENA. 

Ver: Constitución Nacional, 7. 8. 30; Homicidio; Intereses, 1; 
Reclusión, 2: Recurso extraordinario, 30. 

(i) Ver tnmtiit'it: l'nust itiucxi Nacintuil, 3H; Interósea, 4, Ohliga- 
linni'H di- ilíir íiiit>iíts de tliinTo: I're.nTiiH-inti, 2 t 3; Keciirs» extraordi- 
nario, 1H, 'JO. 

(=) Ver lambiín: Itecursn t-xtr.-ionlinario, 27. 
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PENSION. 

Ver: Ley de sellos. 1. 

PENSIONES CIVILES. 

Wbví Acumulación de beneficios, 1. 

PENSIONES MILITARES. 
Pensiones a los militares. 

Generalidades. 

1. Et P. lí, DO puede, sin transgredir los ¡iris. 17 y 1S de la 
Const. Nacional, privar por sí y ante sí a la beneficiaría de 
una pensión militar de la boa i Keaetóa que, w obstante no 
t*star demostrada La existencia ile un decreto que se 1n acor- 
dara espce ¡ulme o te. percibía, sin observación de la Contadu- 
ría (¡ral. de la Nación y con arreglo a las respectivas órdenes 
de pairo, desde (pie se dictó el decreto del 11 de abril de 
192!) en razón de lo dispuesto con carácter genera] en el 
art. (51 del mismo: p. 21 o -, 

2. El mecánico asimilado a sargento 1* del ejercito (pie, des- 
pués de baber sido rescindido su contrato anual poco ñutes 
de su vencimiento y dado de baja por economías cuando aun 
no tenía lií años de servicios, ingresó al personal civil del 
Min. de (■ tierra y aceptó un nuevo contrato para servir como 
asimilado a cabo, en el desempeño de cuyo puesto obtuvo el 
retiro militar, carece de derecho a que se le reintegre el 
prado de sargento P> en sitúa ¡ón de revista (pie antes tenía, 
so pretexto de que no pudo ser válidamente privado del 
mismo : p, 2íH. 

3. VA cabo cocinero que presta servicios en ta Armada Na- 
cional sin contrato escrito osla comprendido, del mismo modo 
que quien bis presta habiéndolo firmado, en el cuerpo mi- 
litar de marinería y sus servicios son computadles a los ef ce- 
los de la pensión militar correspondiente: p. fil>3. 

Inutilización T-sra la carrera militar. 

EJCrrílo. 

4. Conforme a Ib dispuesto por el aii. 209 del decreto núm, 
2íK:i7">, cuya aplicación no ha sido objetada, procede recha- 
zar la demanda tendiente a obtener la résped iva pensión 
por inutilización, promovida por un conscripto que, sí bien 
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fué declarado apto solamente para servicios auxiliare» a con- 
secuencia del accidenté sufrido, nada ha probado con res- 
pecto u su incapacidad para trabajar en la vida civil y, en 
cambio, se luí nejrado a someterse al reconocimiento medico 
decretado para mejor proveer: p, 43. 

5. La eircunslancta de (pie el conscripta que. conforme a lo 
dispuesto por el arl, 16, cnp. V, tít. ttl, de In ley 4707. fué 
declarado en situación de retiro por inutilidad con el 50% 
del sueldo do su fiase, y con la condición de someterse opor- 
t unamente al nuevo examen medien ipie establece el art. 5' 
del decreto reclamen la rio del 7 de diciembre de 1014. baya 
sido declarado con motivo del nuevo examen apto para ser- 
vil-ios auxiliares en caso de movilización, no le priva del 
derecho a la mencionada pensión, como en cambio lo ha re- 
suelto erróneamente el I*. E, al darlo de baja en la lista de 
retirados; por lo eual debe serle acordado dicho beneficio, 
si bien 'ti la proporción que establece el art. 200 del decreto 
n* 20.375 del 2(¡ de «el ubre de lí'44. dirimió antes de ser fa- 
llad;! definitivamente la causa y no impugnado por la netnra 
en cuanto a su validez: p. 310. 

Antuuia. 

6. El conscripto que a consecuencia de un accidente sufrido 
en acto del servicio, al volcar sobre sí una mesa de carga, 
sufrió una lesión en el miembro inferior izquierdo que Ita de- 
terminado su inutilidad para el servicio de la Armada, tiene 
derecho al beneficio previsto en el art. 17. tít. III. de la ley 
4856', o sea a la pensión de retiro con el sueldo de marinero 
de primera, pues lo era de secunda: p. 311. 

7. El aprendiz de la Escuela de Mecánica de la Armada que 
con anterioridad al decreto a* 24.770, del 7 de julio de lí)33, 
fué dado de baja a consecuencia de una tuberculosis que 
antes no se había manifestado y de la que, según el informe 
médico fueron causa coadyuvante las condiciones en que 
prestó servicios a bordo, enfermedad (pie también con arre- 
pío al decreto n* 32.2H7 del 30 de noviembre de 1044 debe 
ser considerada adquirida en y por acto del servicio, tiene 
de re clin a la pensión establecida en el art. 15, tít. TU, de la 
ley 4850. mas no el previslo en el art. 16 del mismo título: 
p. 520. 

Expedicionarios del desierto. 

8. I. a circunstancia de que el expedicionario al desierto com- 
prendido en el decreto n'> 7G.280, del 7 de noviembre de 1040, 
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haya ful loe ido con anterioridad a esa focha ya la de la ley 
D6?F>, 110 priva a sus causahahientes dol beneficio que le ha- 
bría correspondido conforme al art. de la ley 11.2113 y al 
mencionado decreto, desdo cuya fecha debe pagársele l¡i pen- 
sión correspondiente: p. 270. 

PERENCION DE INSTANCIA. 

Ver: Constitución Xa rio iva 1, 

PERITOS. 

Ver: Accidentes del tnibnjo, 3; Constitución Nacional, 4> 
Expropiación, 4; Prueba, 3. 4. 



Ver: Reivindicación. 

PODES DE POLICIA. 

Ver: Constitución Nacional, 11. 12, 20, 37. 

PODER JUDICIAL. 

Ver: Constitución Nacional, 1; Corte Suprema. 

POLICIA DE LA CAPITAL. 

Ver: Jurisdicción y competencia. 1. 15, 

POLICIA SANITARIA, 

Ver: Jurisdicción y competencia. lf>. 

POSESION. 

1. La entrega judicial do la posesión al comprador do un in- 
mueble hasta pura eliminnr bis dudas <|uc hayan mediado 
acerca de ta perfección del dominio a causa de la existencia 
de intrusos y do (a no demarcación de la playa: p. 232. 

PRECIOS MAXIMOS. 

Ver: Ley de sello*. 7; Mullas. 2; Recurso extraordinario, 12. 
PRENDA. 

Ver: Impuestos iutonius, 5. 
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PRESCRIPCION O). 

1. No habiendo transcurrido el plazo de diez años entre la 
fecha cu que fui dictado el decreto que derogó la pensión 
de retiro acordada anteriormente y aquella en que fue ini- 
ciada la demanda tendiente a obtener el reconocimiento del 
derecho a dicho beneficio, corresponde rechazar la prescrip- 
ción decenal opuesta : p. 310. 

Tiempo de la prescripción. 



Impwivfn (i los rfiUto*. 

2. La prescripción bienal establecida por el art. 24 del texto 
ordenado del impuesto a los réditos para loa casos de pago 
por error, no rige los supuestos de demandas contenciosas 
sobre repetición del impuesto pagado voluntaria o compulsi- 
vamente contemplados en el nrt. 41 de la citada ley, a los que 
es aplicable la prescripción decenal: p. 443. 

3. La prescripción establecida por el art. 24 de la ley 11.683 
(t o) no rige el supuesto de una demanda contenciosa sobre 
repetición del impuesto a las ventas voluntariamente paga- 
do por error de derecho, al que es aplicable la prescripción 
decenal t p. 515. 

Prescripción adquisitiva. 

4. El sucesor particular está facultado para unir su pose- 
sión a la de su autor o predecesor sin ninguna limitación 
cuando aquélla se invoca con el fin de adquirir el dominio 
con arreglo a los arts. 4015 y 4016 del Cód. Civ., prescindien- 
do de la buena fe del poseedor o poseedores sucesivos: p. 25¿. 

Prescripción en materia penal. 

Generalidades. 

5. La prescripción de In acción penal corre y se opera con 
relación a cada delito independiente aun cuando exista con- 
curso do ellos: p. 168. 



(1) Ver también: Cnii»t¡iucifa Níu-ionftl, 32; ITumieidio; Multas, 
1; títíáilad iiroci-Híi]; líei-uriw extraordinario, 1S, 28, 40. 
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PROCURADOR. 

Ver: Constitución Nacional, 25; Ley <le sellos, 3, 4, 5. 

PROCURADOR GENERAL DE LA NACION. 

Ver: Constitución Nacional, $. 

PROTESTA. 

Ver: PUgo; 1, 2, 

PROTOCOLIZACION. 

Ver: Falta «te acción. 

PROVINCIAS. 

Ver: Impuesto. 1. 2; impuesto a la transmisión gratuita; Re- 
curso extraordinario. 15. 

PRUEBA (>). 

Ofrecimiento y producción. 

1. Le circunstancia de que la parte que ofreció la prueba 
consistente en informes administrativos, puya ampliación soli- 
citó la contraria, no haya pedido reiteración del respectivo 
oficio, no importa renuncia o abandono de esa prueba, y ha- 
ll i endose acompañado parcialmente diligenciado el oficio a 
(pie se refiere la neirlitreneia acusada, procede rechazar ésta 
y ordenar la ajírefración de aquél: p. ñ(i4. 



2. El representante diplomático de una nación extranjera 
acreditado en nuestro país qm* ha promovido una demanda 
ante la Corte Suprema, declinando así la inmunidad de ju- 
risdicción que Jo asistía, está obligado a comparecer ante el 
Tribunal para absolver posiciones: p. 4Í1S. 

Peritos. 

3. Es inadmisible la objeción no fundada en constancias ofi- 
ciales regularmente constituidas, de que de las facturas del 

(i) Wr l:un!>¡£n: Atriim de nr]«ct¡iicn ; Ciiiistitiuifin Niu*icnial t 

4. 5, 6; Demanda; h!x¡iru¡ -ilición, 4. 
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contribuyente utilizarlas por el perito para informar acerca 
de los pagos efectuados por aquel no surge la realidad y el 
monto de éstos, sí dichas facturas acreditan el ingreso a la 
provincia de la mercadería a (pie se refieren y conforme al 
repinten vidente dicho ingreso no podía producirse sin de- 
terminar el pago del gravamen impugnado pues no habién- 
dose dado oportunidad a la demandada para examinar la 
autenticidad v el valor de esas facturas en el .inicio, por ha- 
lárselas hecho valer tan sólo por la víi de una prueba pe- 
ricial sin traerlos n los autos, corresponde admitir la impug- 
nación fundada en esta circunstancia : p. 541. 

4. La circunstancia de que el informe del perito referente 
a los papos del impuesto cuya aplicación se demanda fie fun- 
de en una documentación incompleta e imperfecta debido 
a que las autoridades provinciales habían destruido, perdido 
o vendido como papeles viejos los registros y documentos 
correspondientes al tiempo (pie comprende la demanda, no 
puede ser eficazmente invocada por ta provincia demandada 
para ohjetar la fuerza probatoria de las comprobaciones lo- 
gradas mediante los restos encontrados por el perito: p. o41. 

Testigos. 

5. La aprobación de los ln terrona torios correspondientes a 
los testigos es atribución judicial; por lo que, sin perjuicio 
de la decisión (pie oportunamente debe recaer sobre la efi- 
cacia de la prueba, deben ser desestimadas las objeciones 
que se formulan respecto de las preguntas propuestas por 
las partes: p. 106. 

6. La parte a cuyo pedido fueron abiertos, con el consenti- 
miento de la contraria, los interrogatorios presentados por 
ésta a tenor de los cuales deberán declarar ante un juez 
de otra jurisdicción los test ¡«ros <pie ha ofrecido, no tiene de- 
recho a presentar cerrados los respectivos pliegos de repre- 
guntas: p, 106. 

PUERTO DE ROSARIO (M. . 

1 El Estado no es parte en los litisrios que sostenga la S. 
A. Puerto de líosario. aun cuando por el contrato de conce- 
sión teiiíra participación en los derechos portuarios que per- 

(i) Ver tíimbh'n: Interinóte»; *tt*Ha*Ma empleado» ferrovin- 
ríos, 2. 1 « 
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ciba dicha empresa, que tampoco es maudataria o represen- 
tante de la Xaciún en el cobro de esos derechos, cualquiera 
sea el destino ulterior de éstos: p. 17l>. 



QUIEBRA. 

Ver: Recurso extraordinario. 31. 

E 

RECLUSION (*), 

1. Xo procede dejar cu suspenso la medida accesoria de re- 
clusión si en autos no existen el eme utos que aten Tumi la pe- 
ligrosidad de un homicida reinoidente, que histo víctima de 
su agresividad a su cota pañero de vivienda v de trabajo: 
p. 249. 

2. Es facultativo de los jueces hacer lugar o no a la suspen- 
sión de la medida accesoria de reclusión autorizada por el 
decreto n* 20.4Í>2 del 'í de agosto de 1ÍM4, modificatorio del 
art. 52 del Cód. Penal : p, 24í). 

RECURSO EXTRAORDINARIO (=), 
Requisitos comunes. 

Tribuna» de Justicia. 

1. La resolución de carácter normativo por la cual, sin de- 
cidir cuestión alguna de las que en el régimen institucional 
ordinario corresponde resolver a los jueces, el encargado de 
tina delegación regional de la Secretaría de Trabajo y Pre- 
visión establece la escala de salarios que regirá en lo suce- 
sivo entre det crin litados industriales y obreros, no puede ser 
equiparada a la resolución de un tribunal de justicia ni pue- 
de, por lo tanto, ser objeto del recurso extraordinario: p. 14. 
S. La resolución de carácter normativo por la cual al en- 
cargado de una delegación regional de la Secretaría de Tra- 
bajo y Previsión, sin decidir cuestión alguna de las que en 

(!) Ver también: Curca ¡liuñim Nfn'runnl, 1. 

(-) V.t UnntjH'ii: Constitución Xaeioiifll, 7, 17: Impuostus in- 
terno*, ¿3, .Jurisdicción, y competencia, !», 13; Ley de sellos, 0. 
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el régimen institucional ordinario corresponde resolver a loa 
jueces, establece mediante el procedimiento arbitral previsto 
por el art. ■'!) de la ley 4548 de la Prov. de Bs. Aires volun- 
t ariamente aceptado por las partes, el plan de salarios y con- 
diciones fjue re ¿r i ra en lo sucesivo, no puede ser equiparada 
a la resolución de un tribunal de justicia ni ser objeto de 
recurso extraordinario: p. :¡0!>. 

Subsistencia de loa requisitos. 

3. Procede tener por desistido el recurso extraordinario in- 
terpuesto por el Fiscal de Cámara en una causa no criminal, 
si ante la Corte Suprema el Procurador General expresa que 
no encuentra motivos jurídicos (pie permitan sustentar la 
doctrina desarrollada por el apelante: p. 48. 

4, El dictamen del Procurador General en el cual sostiene 
Ja improcedencia del recurso extraordinario interpuesto por 
el Fiscal de Cámara contra la resolución que decide un punto 
sobre competencia debatido únicamente con el Miu. Público, 
importa un desistimiento det recurso y así debe declarar- 
se: p. 156. 

6. Corresponde desestimar el recurso extraordinario dedu- 
cido por un afrente riscal de la justicia de paz letrada contra 
ta sentencia que declara la coustitucionalidad del decreto 
n* #.#(¡2/45 sobre reformas a la ley 11.025 si el Procurador 
General no mantiene la apelación: p. 

Requisitos propios. 

Cuestión federal. 

Cuextionc» frrtrralr* «¿di/iI.*. 
Interpretan de Ub l«r«s fedenUi. 

6. Procede el recurso extraordinario fundado en el art. 48 
de la ley :í¡>75 contra la sentencia que no se basa en la in- 
existencia de los liechos imputados a la querellada sino en 
que ellos no configuran el delito de usurpación de marca 
previsto en aquella norma: p. 185. 

7. f.a circunstancia de que, poi fundarse la absolución del 
recurrente en la invocación del art. \'l del Cód. de Proceda. 
Cr tms. referida a los restos de los valores fiscales, correspon- 
da concluir que estos deben tenerse por individualizados y 
»pie no ha existido intención de defraudar, no obsta a la 
procedencia del recurso extraordinario fundado en que la 
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tenencia do una bordelesn con holctas fiscales deterioradas 
y la fulla ríe coincidencia del contenido dé aquélla ron el 
análisis de origen —hechos huliseutidos en autos — constitu- 
yen tina infracción prevista y penada por el art. 27, o por lo 
menos, por el art. 2S de las leyes ríe Impuestos internos: p. 244. 

8. Procede el recurso extraordinario contra la sentencio de- 
negatoria de un derecho fundado en la lev* redor» I 11.275: 
p. 270. 

9. Procede el recurso extraordinario fundado por la em- 
presa demandad» en que cunfonue a lo dispuesto por los íirts. 
55 de ta ley 2*73 y 37!* del anterior Iiejrl. (¡ral. de Ferroca- 
rriles (414 del actual) está exenta de toda responsabilidad 
por el accidente ocurrido en una playa de maniobras, a una 
persona (] lie tiitViiivút la prohibición establecida por aquellas 
disposiciones, contra la sentencia <pie atribuyéndoles un al- 
cance distinto declara t f ue lia existido concurrencia de culpas 
porque la locomotor» (pie ocasionó el accidente mientras 
marchaba con el tender hacia mirlante se hallaba en infrac- 
oión al art. 75 del reglamento anterior (11)5, uu\ 1* del actual) 
desde que sólo llevaba un farol de luz muy reducido: p. 347. 

10. Procede el recurso extraordinario fundado en que las 
disposiciones de la ley federal 11.253 no autorizan la aplica- 
ción de la multa impuesto a Ja parte recurrente v en que 
ísta ha sido condenada sin ley anterior a) hecho" del pro- 
ceso, violándose así el art. 18 de J;l Coiist. Nac. ron t ra la 
sentencia que rechaza esas defensas y confirma la resolución 
administrativa que impuso la multa; p. 476. 

Leve? fiMÍnrnlfs de t-aritet^r jiror^nl. 

11. Procede el recurso extraordinario fundado en el art. 
1063 de las Ordenanza» de Aduana contra la sentencia que, 
sobre la base de que la resolución de las autoridades adua- 
neras por la cual se suspende » una firma del registro de 
importadores no es de las previstas en el citado artículo, de- 
ulara improcedente la vía contenciosa intentada por la firma 
suspendida ante la justicia federal: p. 171. 

Levw tMt&t%et federal y local 

12. Procede el recurso extraordinario contra la resolución 
eontrana al derecho a actuar en papel simple fundado por 
el apelante en el art. 103. inc 2s. del decreto nacional n» 
ÍH3L sobre impuesto de sellos y en los arts. 0'. 10. 13 v con- 
cordantes de la ley I2..B1 : p. 513. 
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iMinum-s pi>» imposiciones fodVruUM, 

13. El nrt. 21!» del Cód. Pena! de carácter federal, por lo 
que procede el recurso extraordinario contra la sentencia 
contraria a la ÍHtetT>fetación del mismo sosieuida por el ape- 
lante ¡ p. 4nü. 

Iat«rpre'.ad&n fte otra» r.onnf.j y teto* /eieralss. 

14. Procede el reclino extraordinario fondado por el Prof. 
Piwjai en que, conforma al nrt. 41. inc. 3<\ (leí decreto 20,375, 
no basta que él Bolieitante coopere al sosten ím ionto de m 
padre impedido para ser eximido del servicio militar sino 
ipte es necesario ipic el mantenimiento de aipiél esté única- 
mente a su niriro, contra la sentencia que admite la solución 
opuesta : p. lüíí. 

IncoiutUucloaUldtd df- normas 7 *<*oe nacionulM, 

15. Es procedente el recurso extraordinario fundado en que 
el cobro del impuesto a la herencia establecido por lu ley 
11.287, sobre bonos emitidos por el Banco Hipotecario de 
la Prov. de lis. Aires pertenecientes al causante domiciliado 
en la Cap. Federal, lucrar donde aquéllos estaban deposita- 
dos, es viola torio del art. 104 de la Const. Nacional, por tra- 
tarse de bienes rpie por su ubicación, resultante de su natu- 
raleza, caen bajo la facultad impositiva de la Prov. de Bs. 
Aires: p. 113. 

16. Procede el recurso extraordinario fundado en que el 
¡irt. dé la ley ll.í»24 es violatorio del ;irt. 18 de la Conat. 
Nacional mu t ra la sentencia que desestima esa impugnación: 

P . m. 

Cuestiones no federales. 

Ínt* rpr> larivn th' nntmas y afhut romifrtPt. 

17. Tanto la interpretación del decreto del P. E. Nacional 
del 21 de mavo de 1ÍH8. reclamen ta rio del art, 17 de la ley 
ÍNÍ88. como 1» cíe esta última disposición, no constituyen cues- 
tiones f. -de rales susceptibles de fundar el recurso extraordi- 
nario. <!<•■ Incido en el pleito por el patrón pura determinar 
cuál es el resultado de la omisión de los requisitos establo* 
cilios por diebo decreto en cnanto a la opción prevista por 
el citado art. 17 de la ley: p. 238. 
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18. La curstión consistente en determinar si en las causas 
sobre infracciones a las leyes administrativas penólas con 
multas ilc carácter penal, como las previstas por la ley 11.270, 
el art, l¡7 del Cód. Penal debe ser interpretado en el sentido 
de que se refiere solamente n la reincidencia específica o si 
comprende también la «jenórieii, es de naturaleza común y, 
por Jo tailtO, insusi-t'ptible de sustentar el recurso extraña 
diñar io: p, 242. 

10. La cuestión referente a saber si bis rostas pagadas en 
el juicio de apremio son o no un accesorio de ]ji multa im- 
puesta y si procede o m> su repetición por tul concepto es 
ajena al recurso extraordinario: p. 302. 

Intrr¡>r<Ut{>i(ín io* «arma* tócales fh f>rw ifnpiu »t>m. 

20. La eireniistaueia ile que !,i demanda sobre repetición de 

impuestos de onyo pairo el actor si isidera exento por las 

leyes nacionales ii:M.» y KMiá7. haya sirio reclm/.uda por la 
sentencia definitiva dej supertOf tribunal provincial fundu- 
do en que aquella defensa fin*' oportunamente desestimada 
con fuerza de rosa juzgada en la respeetiva ejecución, no 
obsta ii ja procedencia del recurso extraordinario contra 
aquella sentencia, si el recurrente se hallaba inhabilitarlo 
para interponerlo contra la que se dictó en la ejecución poí- 
no revestir c\ta, se^úu la jurisprudencia entonces imperante, 
el carácter de sentencia definitiva: p. 'MU. 

21. Lu sentencia que declara comprendida una excepción en 
la apelación otorgada para ante el tribunal que la dictó, es 
irrevtsihle por medio del recurso extraordinario: p, 3tS. 

Interpretación >li nnmát a «cí»,» lpcfil<.<, m tjmrra\ t 

22. Es improcedente el recurso extraordinario fundarlo en 
que ja ordenanza por la cual, vencido el plazo de la con- 
cesión, se prohibo a la empresa, de electricidad recurrente 
aumentar las tarifas so pena ríe multas, y los decretos que 
le aplicaron estas sanciones, son virdatorios de los arts. 14. 
17 y Ift de la lonst, Nacional en cuanto le han sido oblitra- 
torminente impuestos alterando el régimen contractual exis- 
tente, y en cuanto ta ordenanza, si bien dictada dentro de 
Jas atnburmi.es legislativas, se aplica a la empresa sin previa 
denuncia del contrato de concesión vencido: p .1*1 
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Exclusión ñr Uf> eurrtimcf. dr hecha. 
Rogtan ftctierttai. 

23. Procede el recurso extraordinario fundado on que la 
contribución de afirmados cobrada al apelante es eonfisea- 
torin y violatorin del art. 17 de la Const. Nacional: p. 19. 

Impu«íias y usas. 

24. Ks improcedente e] recurso extraordinario fundado en 
que la contribución dé mejoras que se intenta repetir es con- 
ftseatoria por sor el precio de la construcción cobrada supe- 
rior al valor y costo real de la misma y no haber sido bene- 
fieinda la propiedad del ni tor eon In obra ejecutada, contra 
la sentencia fjue declara no probadas estas circunstancias: 

Miren y ptttntM. 

25. Las conclusiones de la ¡sentencia apelada acerca de la 
cuestión referente a saber sí lia existido por parle del que- 
rellado el propósito de competencia desleal requerido para 
penar el simple liso de una marca ajena, son irrevisibles por 
medio del recurso extraordinario; p. 18o. 

26. La cuestión referente a saber si ta palabra que trata de. 
registrar ha adquirido carta de naturaleza en nuestro idioma 
es de hecho y prueba ajena a la jurisdicción extraordinaria 
de la Corle Suprema: p. 270. 

Vwios. 

27. La cuestión referente a la existencia de prueba suficien- 
te a los efectos del art. 4* de la ley 111. no liab i endose des- 
conocido ipie la misma ten fía las características (píe el texto 
prevó. es .le hecho ajena al recurso extraordinario: p. 245. 

Rotación dirocta. 

AWomm í jrtraFia.* ai juicio. 
Aiti. 18 i 10 de I» Constitución. 

28. Es improcedente el recurso extraordinario fundado en 
que, para establecer que la contribución de afirmados co- 
brada al recurrente no es con fisent orín, la sentencia apelada 
violando el derecho de propiedad, ha omitido, tomar en con- 
sideración lo pagado por el otro frente del inmueble afecta- 
do, en atención a que su devolución no prosperó por haberse 
operado la prescripción: p. lí>. 
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29. Xo importando violación de garantía constitucional al- 
guna el rechazo in tintine de una it^maiu 1;l sobre tercería de 
doinín to por un auto basado en razones de derecho común 
y de hecho suficientes para sustent^rl», es improcedente el 
recurso extraordinario deducido contra el misino y fundado, 
por lo demás, en cuestiones une debieron ser planteadas con 
Anterioridad a la decisión recurrida v lo fueron nm poste- 
rioridad a ésta: p, 28. 

30., La alegación de que l;i contribución do mejoras euva 
repetición se demanda es vinlatoria del art, 17 de ta Const, 
Xaeional porque luu-e im-idir sobre los propietarios fronte- 
ro* el costo tutal de la obra destinada al beneficio de toda 
la población, es insuficiente para rumiar el recurso extraor- 
dinario desde que el requisito de la eousthueinnalidad de lus 
contribuí-iones de mejoras es que lo cobrado por ellas no ex- 
ceda de la valorización (jue han producido en la propiedad 
de que se traía y la sentencia recurrida lia establecido en 
forma trrevisible que el actor no probó cual era el valor del 
inmueble antes de bacerse 1« obra ni cuál después ni. por lo 
Tanto, en qué relación estaba el importe cobrado con la di- 
ferencia entre los dos valores: p. 352. 

Sentencia e»n fundamento* n» fedérale» a fnhrahs constníid,,^ 

31. Mup flíando la sentem-ia apelada se base en disposicio- 
nes de la ley de quiebras para desestimar Ja impugnación al 
estado de distribución de créditos fundada por el apoderado 
de la !>ir. tí mi. del tmp. a los Réditos en el art. 25 de la lev 
U.hW (t. o.} procede el recurso extraordinario deducido 
contra aquélla si la solución de la cuestión planteada en autos 

re 'iuiere n saria mente la interpretación de la mencionada 

norma federal: p. H3, 

F*unil«ineutai d* mita couiúi;. 

32. Es improcedente el recurso extraordinario contra la 
sentencia que. fundada en que las disposiciones del (Val. de 
Com. invoeadas por la Adntuitsl ración —suficientes para sus- 
tentar el fallo apelado en cnanto las imrnms federales at i- 
nenies al caso no fueron invocadas con independencia de 
aquéllas— S( . refieren a obligaciones de otra índole que las 
originadas en las leyes de impuestos internos, declara que 
el ciipnán m» es responsable .por la infracción o "Helias leves 
cometida por tripulantes del buque, solución que. por' lo 
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demás, concuerda ron la jurisprudencia de la Corte Supre- 
ma: p. 56§. 

Fundamemon da afilen local j preceiaj. 

33. Es improcedente el recurso extraordinario fundado en 
que la api U nción de una ley provincial sobre condonación 
de deudas al caso en que un contribuyente había sido ante- 
riormente condenado a pairar crin inulta el impuesto omitido 
importa privar al denuncian le de la mitad de la pena pe- 
cuniaria ipic le correspondía y violar, de tal manera, su de- 
recho adquirido asegurado por el art. 17 de la Const, Nació- 
nal contra !¡i sentencia y\\n\ fundada en la interpretación 

tle los principios de] dercel ivil y de las normas locales 

referentes al premio que cnrresprinde a los denunciantes, lle- 

a la conclusión de que ningún derecho adquirido tenía 
el recurrente: p. 1-1. 

34. Es improcedente el recurso extraordinario fundado en 
que el decreto dictado por el intendente de una ciudad a 
raíz de una orden;m/.a provoca una confusión de poderes 
contraria al art. f> tle la Coust, Nacional, desde que, en rea- 
lidad, se trata de la interpretación del régimen legal de la 
municipalidad respectiva: p. 10. 

35. lis improcedente el recurso extraordinario fundado en 
los arts. 17 y 1H de la Const. Nacional contra la sentencia que, 
por interpret ación ríe disposiciones de carácter local, atri- 
buye fuerza «le cosa juzgada a del crin i nada resol lición mu- 
nicipal : p. 24. 

36. No procede el recurso extraordinario fundado en que 
la imposición del pagti de las costas del proceso criminal al 
tercero civilmente responsable, como capítulo de la indem- 
nización que le incumbe satisfacer, es violatoria de los art». 
17 y 18 de la Const. Nacional: p. ñíif>. 

37. Es improcedente el recurso extraordinario fundado en 
el art, 17 tle la Const. Nacional y en que debe ser conside- 
rada arbitran» y desorbitada la sentencia que aplicando erró- 
neamente, a juicio del apelante, las d is posiciones del decreto 
n» 3Ü.439/44 sobre honorarios de abogados y procuradores no 
impugnadas como inconstitucionales, fija en sumas muy ele- 
vadas los correspondientes al letrado y al representante de la 
parte contraria vencedora con costas: p. íítfij, 



634 



RECl'BHO EXTRAORDINARIO 



rnnd»««Dto« dt kisto. 

38. Es improt-piIiMit e el recurso extraordinario fundado en 
disposiciones del Reg. (¡ral. de Ferrocarriles respecto de las 
cuestiones qué no han sido decididas por interpretación de 
aquellos sino por apreciación He la prueha reunida en autos 
y apUeaeión de normas locales y de disposiciones de orden 
interno y particular de la empresa ferroviaria: p. ±27. 

39. Es improcedente el recurro ext ntoniiniirio fundado eu 
(pie los dercelms de inspección y nía t unza enya repetición per- 
sigue el apchnth eijuivaleu id adicional ipu> antes se íe en- 
hraba, declarado inconstitucional por los tribunales torales; 
en que aquéllos» como el anterior, se destinan a costear la 
obra del matadero, ile beneficia general, con violación de la 
igualdad y proporcionalidad de los iuipuestos; y en cpie dieha 
tasa resulla confisca furia y un •ruard» relación >!>n el enstn 

del servieií tura la sentencia ipie declara rpie se trata dé 

nu gravamen distinto, í|Ue no está probado que falte entre 
el gravamen y el serviein la relueión necesaria para que no 
«♦•a arbitrario y que un es exacto que e! matadero haya sido 
costeado solamente con bis derechos impugnados: p. 564. 

Eesoluciór. contarla, 

40. T's procedente el recurso extraordinario deducido per los 
actores en un juicio sobre ineoustitneionalidad y cobro de pe- 
sos tramitado orifiinatiamente ante la Suprema Corta de la 

Prnv. de lis. Aires coulra la sentencia ile ésj?i ipie, sin jiro- 

nuneiavse sobre la taclia de ¡nconstitucionaltdad ni declarar 
la incompetencia dé la forte ni dejar a salvo el derecho de los 
actores pura reiterar el pleito ante otro tribunal. reeh¡t/.a la 
acción por considerarla deilucidu fuera del termino rsiable- 
eido por el ar: M'*. 1> parte del tYul. de I'rueed. CtV, y t'tun. 
local : p. 511). 

Sentencia definitiva. 

KfutltiruiKti únlfrn,rf¡ a ht urntr.na tiiftmht'a. 
Juicio ■ de «premio y rjec olivo. 

41. Procede el recurso extraordinario cintra ia semencia 
que, rechazando Ja excepción fundada por la empresa ferro- 
viaria de las leves federales n v árilá y 10.657, ordena proseguir 
el juicio de apremio sobre cubro del servicio de riejín prestado 
por una municipalidad de provincia con respecto a un tercero 
que fisura en la cuenta capital <le la compañía: p. 135. 
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42. La circunstancia do tratarse do un juicio de apremio no 
Obsta a la procedencia del recurso extraordinario contra 1a 
sentencia denegatoria del fuero federal : p. 339. 

43. iVoeede el recurso extraordinario fundado en que sepún 
el art. 57 de la ley ll.b'tti (t. o.) no en opon i h le la excepción 
de cosa juz<ruda en el apremio I endiente al cobro del impues- 
to, contra la sentencia que admite dicha excepción: p. 345. 

Mtdtdu precautorias. 

44. lis improcedente el recurso extraordinario contra la sen- 
tencia que, si bien deniegu un embargo preventivo, no afecta 
el resultado del .juicio desde que se funda en la circunstancia 
de que el supuesto deudor tiene suficiente solvencia: p, 91. 

Vari*». 

45. Procede el recurso extraordinario interpuesto por el 
actor contra la sentencia que en el .inicio sumario .sobre desa- 
lojo desestima la impu^iuu-ión de iuconst.itucioualidnd de la 
ley 12.771 formulada por aquél y aplicando las disposiciones 
de ésta invocadas por el demandado, rechaza la acción: p. 456. 

46. No revistiendo carácter de sentencia definitiva el auto 
que decreta el sobreseimiento provisional establecido por el 
art. 435 del l'ód. de l'roceds. Crim., no procede contra el mis- 
mo el recurso extraordinario fundado en que dicho artículo 
es inconstitucional, con mayor razón desde que esta cuestión 
no fué oportunamente planteada en el juicio: p. 536. 

Requisitos formales, 
Introducción do la cuestión federal, 

QpórtvHiftoii. 

Plante amiento en el escrito de iiiierpüaldon do) rcturw extraordinario. 

47. Hs improcedente el recurso extraordinario interpuesto 
por quienes no Inni planteado durante la secuela del juicio la 
cuestión federal referen le a la incompetencia de la justicia 
mililar en que lo fundan, y con mayor razón aún respecto 
de quienes, además lian promovido i ontienda de competencia 
por inhibitoria: p, 43íi. 

jtantenimienio. 

48. En procedente el recurso extraordinario fundado en una 
cucsti'u federal resuelta por la primera sentencia en forma 



636 RKCI R80 EXTKAORMXAR10 

contraria a las pretensiones del recurrente, que no jimio en- 
tonces apelar porque aquélla la absolvió por otros motivos, 
interpuesto contra la nueva sentencia (pie dictó el juez a raíz 
de liaber sido revocada la anterior por la Curte, al conocer 
do ella por medio de un recurso extraordinario deducido por 
el Fiscal no comprensivo de ujueHw cneslión, que no junio 
ser por lo iiiistiio. deeididu por dvliu tribunal y que no fué 
renunciada tu alinndoiiiida por ei iictual apelante: p, 5ÍÍB. 

la te r posición det recurso. 

Qut¿»rs puoltn inUrpQnorfa, 

49. Es procedente el recurso extraordinario interpuesto por 
la Caja Nao. de Jüfi. Giv. en el juicio seguido eulre otras par- 
tes y Fundado en los arts. !¡, 10 y 1¡J de la ley Í.H1HK contra 
la sentencia que mantiene el embarco trabado a pedido de uno 
de los perilos sobre los fondos provenientes de la indemniza- 
ción acordada al actor: p. íl57. 

¿'imitan» tito. 

60. Es ini|)rocedenle el recurso "xmiordinario respecto del 
cual se ha oiaitido lodo fundamento en el escrito de interpo- 
sición : J). 

51. Constituyen suficíenle fundamento del esc rilo en que se 
¡nterjione el recurso extraordinario bis manifestaciones nece- 
sarias para comprobar bi decisión de una cuestión federal 
susceptible de sustentar la apelación: j>. 24:1, 
62. Aun cuando en el escrito de interposición no se _ ex presen 
los fundamentos del recurso extraordinario lal como lo exi- 
gen la ley y la jurisprudencia, por excepción debe declarár- 
selo procedente en atención a ipie las cuestiones federales — 
consistente lina de ellas en la falta de competencia «le la jus- 
ticia militar para juzirar a un militar retirado — fueron opor- 
tunamente introducidas en la causa y resueltas en contra de 
las pretensiones del a|>ebmte por el Consejo Supremo de fiue- 
rra y Marina, a que ¡inte los tribunales militares no pudo el 
procesado valerse de defensor letrado por prohibirlo el art. 
10o del Cód. de Justicia M¡lii¡tr. y a 1n circunstancia de que 
loa eojirocesados ipie estaban en la misma situación que el 
recurrente han obtenido la declaración de incompetencia jmr 
vía de inhibitoria: ps. 42H y 4M. 
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63. La circunstancia de rpie, interpuesto el recurso del art. 
14 de la ley 48 por un» de las partes y el ordinario de apela- 
ción por la contraria, baya resuelto el tribunal de la causa 
conceder "los recursos ordinarios de apelación interpuestos 
por ambas partes para ante ía Corte Suprema", no importa 
denegación del primero sino concesión del mismo puesto l \ ua 
];i ley denomina recurso de apelación tanto id conocido por 
el nombre de extraordinario cuanto id del art. >\ de la ley 4055 : 
p. 7D. 

Resolución. 

54. Kl pedido de una medida de mera substanciación formu- 
lado por una de las partes, como la solicitada con el objeto 

de (pie se requiera la copia dt decreto para agregarla a Ion 

anlus, no es óbice para que. llenado el trámite previsto por 
el art. S de la ley 4050. se proceda a declarar improcedente 
el recurso extraordinario no fundado: p. 4:?. 

Límites del pronunciamiento. 

66. No corresponde a la Corte Suprema, en ejercicio de su 
jurisdicción extraordinaria, resolver la cuestión introducida 
en el juicio con posterioridad al escrito de interposición del 
recurso, referente a la iiieoustilueionalidad del decreto 
lll» 14.5U4 del 'i cb* junio de 194 » fundada en la falta de atri- 
buciones del gobierno de faeto para reformar la ley 10.650: 
p. 304. 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION {•). 

Tercera instancia. 
Generalidades. 

1. Es improcedente el recurso ordinario de apelación para 
ante la Corte Suprema interpuesto por una de las partes y 
el Proc. Fiscal en un juicio seguido entre un concesionario 
y un particular, contra la resolución que niega intervención 
en la cansa a diebo funcionario en representación del Estado 
con ceden te. aunque este tenga una participación en las uti- 
lidades i j ne produzca la concesión: p. 17(í. 

p) \Yr también; (*omI i tarifa Nai-iansil, í>; Horario ertraordi- 
nmto, 53. 
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Juicios cu que la Nación fcs parte. 

2. Xo resultando de autos ipte el valor fl" Iíis rostas: exceda 
do chico mil pesos os iTiipmt'Rilciftte '"I m-mso ordinario de 
apelación interpuesto contra ' i sentencio que exime de ellas 
hI vencido : i>. 1 íí4. 

3. El decrclo del 14 de julio de l!M:{ m> luí privado de su 
autarquía ii la Dir. &Jae. tío Vialidad ; pin- lo «¡iit» no procedo 
ol recurso ordinario de apelación *-n tercera instancia en los 
juicios en que iiqii/ 1 !] a os parte; p. 1S4. 

4. No resultando ilc aillos que i-l importa ilo i¡is cosías que 
debe soportar la demandada exceda de la cantidad ilo i 
m/n„ os improi-cdcnte el recurso ordinario di» apelación de- 
ducido por aquella eu cuanto a ose punto: p. "ílli. 

5. I, as convenciones de las partos sobro ol alcance a atribuir 
a la resolución de determinada causa do motilo inferior al 
establecido por o! art, i-itc, tí, de la loy Któó, con relación 
a otMs similares cjiic en conjunto excederían dicho ínnite, no 
autorizan a otorgar el recurso ordinario do apelación en tor- 
cera iii^ijin, i-outra la seuieiivía recaída en dieba cansí: 
p. M'2. 

REINCIDENCIA. 

Ver: liecu.'so extraordinario, 1S. 

REIVINDICACION (<). 

1. Demostrado que c) inmueble 011 litigio bailase ubicado 
fuera do la playa, delimitada por las autoridades nacionales 
mediante la demarcación di* la respectiva tljica de ribera; 
que no lia estado comprenda!" en la reserva, de la lev de eji- 
dos de 1 S7U de la lYo\\ dé Hs. Aires por no 1 miarse de UU 
l<*rt 1 de propiedad pühlica ; y <¡ue el poseedor actual, unien- 
do su posesión a la de *us antecesores, Ii» bu poseído sin inte- 
rrupeióu durante más de treinta año»; procede reclui/ar la 
demanda dé reivindicación por ¡a provincia contra el dueño 
actual; p 252 

REMATE. 

Ver: líxborlo. 2 



(') \ cr tnmhián: PoíMlrt». 
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.JNCIA. 

Ver: Constitución Nacional. 'i\ Intereses. - r , : Jurisdicción y 
roinpetencia, ldU ^'"fbu, 1. 

REPRESENTACION DEL FISCO. 

Ver: Constitución Nacional, 2. 
RESPONSABILIDAD DEL ESTADO. 

Ver: DsñOS y perjuicios, 2. 
RETIRO MILITAR. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 26. 28, 29; P 
tares, 2. í'j. 

RETRO ACTIVIDAD O- 

1 El art ¡I «leí Cód. Cív. se refiero n las relaciones de dere 
cho privado y no coui prendí- a las leyes de carácter adral 
nistrativn que dictan las pro vine ías en el ejercicio de su. 
poderes constitucionales : p. 5. 



S 

SALARIO MINIMO. 

Ver: Constitución Nacional, 3} Recurso extraordinario, 2. 
SECRETARIA DE TRABAJO Y PREVISION, 

Ver: Recurso extraordinario, 1. 2. 

SECRETARIOS. 

Ver: Hiiporintcndenchi. 

I 

SENTENCIA. 

Ver: Expropiación. 6 ; Impuesto a los réditos. 7 ; Medidas dis- 
ciplinarias. 



frío «umsou 
SENTENCIA ARBITRARIA. 

■ 

Ver: Recurso extraordinario, 37. 
SERVICIO MILITAR ('). 

1. El nieto natural está comprendido en la excepción nre- 
vista en el »rí. -ti. me. ;V>, de] decreto 2ÍI.375 : p . kjo 

| Kl h ¡j; 1 «'iiiitrít>ti< ¡..»n se integra io mínimo in, 

dispensaba para el sostenimiento de los progenitores men- 
cionados en el art. 41. me. 3'>, del de.reto 2!).37f, se halla ,«i n . 
prendido en la excepción que éste previ*: p. 11X¡. 

SERVICIOS IiUNICIPALES. 

Ver: Keeurso extraordinario, 41. 
SERVICIOS PUBLICOS. 

Ver: Constitución Xaeioual. l(¡, 37. 

SIMULACION. 

Ver: Jurisdici-ióii y competencia. 14. 
SOBRESEIMIENTO. 

V^rr Jurisdicción y competencia, 21; Recurso extraordina- 

TIO, 4ü. 

SOCIEDAD. 

Ver: Impuesto a los réditos, 1 ¡ Libros de comercio. 

SOLIDARIDAD. 

Ver: Daños y perjuicio», 2. 

SUCESION. 

Ver: Falta de acción; Jubilación de empleados ferroviarios 
1 ; Jurisdieeir.íi y competencia. 30. 31. 32. 

SUCESOR. 

Ver: Prescripción. 4 

0) V«t también: ücnmo extraordinario, 14. 
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SUPERINTENDENCIA <>>■ 

1. Pura efectuar asee usos en el personal de los juzgados no 
corresponde I«mht o ti c nenia U antigüedad y los títulos habi- 
litóles do la totalidad de los empleados de la justicia fede- 
ral sino tan sólo de los «pie prestan servicios en el juzgado 
dolido existe la vacante a proveer; de quienes puede, sm em- 
barco presr i nd irse a los oléelos de nominar ser retano cuan- 
do no obstante tener título habilitante, carecieran de las par- 
ticulares condiciones ntte reuniere el desempeño de ese cargo: 



TARIFAS. 

Ver; Ferrocarriles, 3. 
TASAS. 

Ver: Constitución Nacional, 14, llí; Ferrocarriles, 6; Juris- 
dicción y competencia. 32; Keeursq extraordinario, 39. 

TELEGRAFO. 



Ver: Constitución Nacional. S; Jurisdicción y competencii 
7 ; Recurso extraordinario. 10. 

TERCERIA. 

Ver: Recurso extraordinario. 29. 
TERCEROS. 

Ver: Recurso extraordinario, 36. 

TESTIGOS. 

Ver: Prueba, ñ. (i. 

TITULO AL PORTADOR. 

Ver. Impuesto a la transmisión <í i*íit nit a. 

TRANSPORTE. 

Ver: Ferrocarriles, 3. 

(i) Ver tnuibiín: Empleados públku*; Medidas disciplinarla* 
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TRATADOS 

& 1 Sn i,ltfll : <Il ¡; !H .: , r L » d < 1 ' "««lo eelebra.lo oí 3 de junio 
fíe 19J.Í ,-ou h> lieptihh, h de ('hile v aprobado por la ley 11 7Vi 
«si como ,1o )„ m.tnralezn «lol mismo -bilateral v eonmutati- 
^- '"'^ sn v'^nt-w estuvo subordinada al canje ,ln las 
ratificáronos y no conteniendo B „rm.i albina con respeto 

febrero de lfl.ís. aprobado por la ley rJ.C:i-l. corresponde de- 
Harar que empezó a repir al día simiente del canje de la, 
rat.t.ea.-m„cs eiectnado el !l de octubre de 1 f J40 : por lo one 

f? «4 a* * 040 ¡« r 

m ur U Igm-inn de los .foro, y derechos convenidos en 
flkiio protocolo m» comparta extralimitación del P. E ■ p :m 
2. S¡ bien el tratado internacional adquiere validez pirídien 
m vrt.nt de la ley M ne , f> aprueba, no P nr ,11o deja de tener 
el carácter de „n estatuto legal autónomo cuva interpreta' 
• ion depende de su propio texto y naturaleza.* con indepe - 
-lenca de acuella ley. V así |„ ,oneern¡ento al coader /o de 

2 KT, T "Í '-"«'«'rj»'" P«r ía ley sino en cuanín 
o a piído tenerla antes de la aprobación legislativa a par. 
Ur de la .-nal. en el ,,,so de un tratado que contiene compro. 

SJwBSi^ítt ta#b ' rH n,tin, - íll]lí I 1 '"' *' estado con- 

TRIBUNALES DE HONOR. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 28. 

TRIBUNALES MUNICIPALES DE FALTAS. 

Ver: Constitución Nacional. 33. 



VIOLACION DE CORRESPONDENCIA. 

Ver: Jurisdicción y ce 

YACIMIENTOS PETROLIFEROS FISCALES, 

Ver; Ley de sellos. 4. 
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FRANCISCO POLI CAE PO MEROÍÍO — SU SUCESION 

RETROACTIYIDAD. 

El art. 3 del Cód. Civ. se refiere a las relaciones de dere- 
cho privado y no comprende a las leyes de carácter admi- 
nistrativo que dictan las provincias en el ejercicio de sus 
poderes constitucionales. 

INTERESES : Generalidadet. 

El cobro de intereses puti ¡trinos por el retraso en el pago 
de un impuesto no es una pena de las contempladas en el 
art. 18 de la Const. Nacional, sino una sanción civil equi- 
parada al resarcimiento de los daños y perjuicios por in- 
cumplimiento de una obligación, 

IMPUESTO: Facultades impositivas de h Nación, provincias y mu- 
nicipalidades. 

Las provincias tienen facultades para dar efecto retroac- 
tivo a sus leyes impositivas y aplicar sanciones o recargos 
en forma de intereses puní torios, tendientes a asegurar la 
efectividad de sus recursos fiscales. 

CONSTITUCION NACIONAL: Cotistitucionaiithd e ittcomtitudo- 
nalidad. Impuestos y contribuciones provinciales. Transmisión gratuita. 

La ley 4350 de la Prov. de Bs. Aires no es violatoria del 
Cód. Civ. ni de ] os arts. 31 y 67, inc. 11, de la Const. Na- 
cional por la circunstancia de que mande aplicar el interés 
punitorio del i % mensual con efecto retroactivo a quie- 
nes no han pagado el impuesto a la exteriorización de la 
transmisión gratuita por causa de muerte. 
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Sentencia de 2* Instancia 

En la ciudad de La I'lata, a 1 de septiembre de 1944 K(i 
reunidos en la Sala de Acuerdos de la Cámara V de Apela- 
ción los Sres. jueces de la Sala l* para pronunciar sentencia 
en el juicio: "Heroño Francisco Policarpo (auc.) Inscripción , 
Se plantearon las siguiente» cuestiones: 
1* ¡Es justa la resolución apelada? 
2* ¡Qué pronunciamiento corresponde? 
A la primera cuestión el Sr. juez Dr. Mena dijo : 
Con motivo del exhorto librado por el juez de la sucesión 
de Francisco Policarpo Merofio, que falleció en la Cap. Fed., 
el 26 de enero de 1928 (fe. 8-9) la Dir. de Escuelas practico 
la liquidación del impuesto a la herencia correspondiente a 
los bienes situados en esta Provincia (IV 28), la que fué im- 
pugnada por el representante de la entidad sucesoria en cuanto 
a la partida de intereses liquidados durante 120 meses a razón 
del 1 % mensual, conforme al art. 28, ley núm. 4350. 

El impugnare sostuvo a fs. 30 y 35: a) Que la partida 
do intereses no corresponde norque no hubo mora en el pago 
del impuesto. COTO* quiera que recién después de haberse exte- 
riorizado la transmisión hereditaria, mediante la presentación 
en autos del exhorto de f. 8 —con fecha 29 de marzo de 1943--, 
y luego de haberse cumplido con los requisitos de fs. 14 a 24 
(informes v oficios, art. 2*, ley 4350), estuvo la Dir. de Es- 
cuelas en condiciones de liquidar el impuesto; b) Que el inte- 
rés liquidado —que es periódico y mensual— esta sujeto a la 
prescripción del art. 4027, inc. 3» del Cód. Civil, no pudiendo 
pretenderse el cobro por un periodo mayor de 5 años, máxime 
que la sucesión no está en mora en la forma que determinan 
los arts 509 v cons. del mismo Código, cuyos preeeptos en 
esa materia y en la relativa a la prescripción liberatoria, pre- 
valecen respecto a cualquier disposición en contrario de las 
leves locales, conforme al art. 31 de la Const. Nacional; c) Que 
el intt-rés del 12 r /v anual es excesivo en el momento actual por 
razones que son cM dominio público, contrariando, además, 
las disposiciones del Cód. Civil que en defecto de interés con- 
vencional determinan que debe pagarse el que se cobre en las 
operaciones normales de los Bancos del Estado (Oíd. Civil, 
arts lfi y 622, Cód. de Comercio, art. 565, y Const. Nacional, 
art. 31) ; d) Que la Dir. de Escuelas no puede aprovechar su 
propia negligencia para hacer que corran intereses durante el 
tiempo en que debió accionnr para exigir el cobro del impuesto, 
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como era su obligación conforme a los arta. 44 y 45, ley núm. 
3903, vigente a la época del fallecimiento del cansante y que 
no ha sido modificada; e) que no ea aceptable que los intereses 
se liquiden sobre una suma que a la fecha en que éstos se hacen 
eorrer no se adeudaba, como quiera que la escala aplicable 
sería la de la ley núm, 3903, o en el peor de los casos, la 
correspondiente a los 10 anos en que ellos se cobran, siendo la 
diferencia a preciable pues si con arreglo a la ley 3903 la su- 
cesión adeuda § 3.025,68 de impuesto, el interés ascendería a 
$ 3.630 ,71, y en cambio la Dir. de Escuelas cobra por este con- 
cepto $ 7.041,60. 

Y bien, contestando a estas impugnaciones debo significar 
que eí hecho de que sólo después de la presentación del exhorto 
de f. 8, y del cumplimiento de los recaudos del art. 2*, ley 
4350, estuviera la Dir. de Escuelas en disposición de liquidar 
el impuesto sucesorio, en nada se opone a la aplicación del 
art. 28 de la misma ley. 

El acto exteriorizante de la trasmisión hereditaria por la 
presentación para inscribir la declaratoria de herederos, y el 
conocimiento que en esa oportunidad adquiere la Dir. de Es- 
cuelas, únicamente aprovecha a los interesados como punto de 
partida para un eventual reclamo sobre la prescripción del 
impuesto, si aquélla demora su cobro más del tiempo permi- 
tido por la ley, ya que desde aquel momento el impuesto es 
exigible v sujeto a la prescripción {Palios, Serie 17 9 : t. 1, 
p, 12 y Serie 17», %. 3, p. 289). 

Pero ese concepto de exigibilidad que sólo contempla un 
aspecto de las acciones personales desde el punto de vista de 
la prescripción liberatoria (art. 3956 del Cód, Civil, C, S, N. 
J, A. f 1942-1 IT. p. 1003), no afecta el derecho que tiene en 
principio la Dir. de Escuelas para hacer efectivo de oficio el 
cobro del impuesto atrasado (art. 38, inc. b, ley 4350), de 
donde se sigue que la obligación de pagar el impuesto es inde- 
pendiente del "acto exteriorizante" y de la "mora" del deudor 
(art. H09, del Cód. Civil), desde que la Dir. de Escuelas puede 
cobrarlo ejecutivamente a contar de los 6 meses del falleci- 
miento del causante (arta. 30 y 38, ley cit.), y del mismo modo, 
no depende de esos factores por lójrica consecuencia» Ja apli- 
cación del art. 28, o sea la imposición del recargo de intereses 
por retardo en el pago del gravamen. 

Lo que en realidad debe establecerse es lo relativo a la 
facultad de la provincia para imponer el recargo desatendiendo 
a las reglas de la mora en materia civil, ya que sin requeri- 
miento judicial o extra judicial, por el mero trascurso de un 
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año desde la muerte del cansante, agrava el impuesto adeu- 
dado con el 1 % de interés mensual. 

Después del pronunciamiento de la Sorte Suprema de la 
Nación en el caso que se registra en La Ley, t. 19, p. 703, creo 
que la solución no puede ser dudosa. 

Con arreglo al fallo indicado y por aplicación de los con- 
ceptos que desenvuelve Biclsa, acerca de la atribución de las 
provincias para legislar sobre esta materia impositiva (Dere- 
cho administrativo, t. 3. p. 521-529), es incuestionable que los 
estados provinciales están facultados para asegurar la percep- 
ción de sus impuestos, mediante la sanción de las penas pecu- 
niarias que establezcan por razón del retardo en satisfacerlos. 

La obligación ele pagar el impuesto es de derecho público 
(op, cit. p. 491), y si la exigencia del Estado —en lo relativo 
a la multa — , supone obtener '*una especie de reintegración 
de dinero que el Fisco debe percibir normal y legalmente" 
(op. cit., p. 516-17), para cumplir sus fines, es obvio que sus 
medios deben ser expeditivos y no trabados por disposiciones 
"llamadas a gobernar relaciones de derecho común o priva- 
das y no las de derecho público, que son las referentes a im- 
puestos" (S. C. N. fallo citado). 

El carácter de indemnización — y no de pena — , que le 
ha atribuido la Corte Suprema de la Nación, a la "sanción 
o recargo en forma de interés a consecuencia de mora en el 
pago de impuestos" {J. A., t 58, p. 712) —y que relativa- 
mente le asigna Bielsa a la multa fiscal (op. eit. p. 516) — , 
descarta, como lo sostiene el a quo, la aplicación del art. 
4027 del Cód. Civil, pues en tal supuesto rige la norma del 
nrt. 4023. o sea la prescripción decenal ( véase Fallos de la 
Suprema Corte, Serie 11». t. 9, p. 15 ; J. A. t & 20 p. 526) ; la 
Dir, de Esencias se ha ajustado a esta norma como quiera que 
Únicamente liquidó intereses sobre los últimos 10 años (véase 
fe. 28 vta.). 

Del principio de que los intereses que cobra el Fisco por 
el retardo en el pago, supon* "una indemnización consecutiva 
al daño emergente de la privación al Estado de los recursos 
previstos en sus finanzas y en sus leyes para la debida atención 
de los recursos públicos, reparación ésta que es adecuada al 
tiempo que perdura el daño", y que "en esta cuestión de inte- 
reses monitorios el Estado no hace ningún negocio como lo 
hacen los Bancos v loa prestamistas con sus intereses norma- 
les" (Corte Suprema Nacional, La Ley, t, 19, p. 703), se sipue 
que no son de aplicación las reglas de los códigos de fondo 
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referentes al tipo de interés que debe cobrarse en tas obliga- 
ciones nacidas de las relaciones jurídicas entre particulares. 

Tampoco resulta excesivo el interés del 12 % anual si se 
atiende a las circunstancias que determinan su aplicación, re- 
tardo difícilmente justificable de los interesados, a su destino, 
fines de educación común (arts. 14. 35, 16, Jey 4350), y al 
hecho de que sobre 24 anos transcurridos desde el momento en 
que debió pagarse el impuesto sólo se cobran intereses por 10 ; 
argumento semejante hizo valer la Corte Suprema en la causa 
antea citada. 

Sostuvo el recurrente que no pudiendo la Dir. Oral, de 
Escuelas — por imperio de la ley 3903, que regía en 1928—, 
acordar plazos para el pago del impuesto, y debiendo procurar 
el cobro vencido 3 años desde el fallecimiento del causante, 
no puede aprovechar de su propia negligencia para hacer que 
corran intereses durante Ja época en que no accionó. 

Aun en la hipótesis de que la Dir. de Escuelas hubiera 
estado obligada a accionar -"orno se pretende—, por imperio 
de la ley, su inacción no podría aprovechar al deudor para 
detemr el curso de los intereses. 

La obligación do pagar éstos surge de una disposición in- 
dependiente (art. 28, ley 4350), cuya vitalidad no esta subor- 
dinada al ejercicio oportuno de la acción compulsiva para el 
cobro del impuesto. 

La existencia de esa cláusula no podía ser ignorada por 
la sucesión (art. 20, C. C.), y nada impedía a ésta adelantarse 
a pagar el impuesto evitando así la acumulación de intereses. 

La ley aplicable en el sub lite es la 4350 vigente en la 
época de la presentación de fe, 11 (art. 6», ines 8° 1* y 28) 
A., t. 20, p, 526; S. C. Serie 17', t. 1. p. 12, voto d¿l Dr. 
Argañarás— , y la constitución al i dad de la ley en cuanto da 
efecto retroactivo a la imposición de los intereses punitorios 
por razón del retardo en el pago del impuesto (art. 28), ha 
sido consagrada por ta Corte Suprema en el fallo tantas veces 
citado {¡Ai Ley, t, 19, p. 703). 

Es obvio que si la ley aplicable es la níím. 4350, y por 
ende la escala progresiva que consigna el art. 1» de la misma 
ley, en cuanto a la determinación del impuesto o capital adeu- 
dado, el interés debe liquidarse sobre esta suma sin desmem- 
braciones que afectarían el principio de lo accesorio, como bien 
lo señala a quo. 

La sucesión no ha observado la liquidación del impuesto 
que asciende a $ 5.868 (v. fs. 28 vta.), de modo que no puede 
pretender que, al soto objeto de computar los intereses, se 
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aplique la escala de una ley anterior como quiera que el Es- 
tado ha <iado a ta vigente efecto retroactivo en uso de facul- 
tades propias de la provincia, ya que en materia impositiva no 
rige el art 3" del Cód. Civil (Corte Suprema de la Nación, 
fallo citado). 

La suma que "dejó de percibir" la Dir. Gral. de Escuelas 
recién fué conocida al exteriorizarse en estos autos el acto de 
la trasmisión hereditaria —es decir, en el año 1943—, y ea 
en esía forma que pudo ingresar recién al patrimonio fiscal, 
de modo que esa cantidad es la productora de intereses, aten- 
diendo, repito, al efecto retroactivo de la ley. 

Si se aplicaran, como se pretende —en el peor de los 
casos — , y que por mi parte no acepto, las leyes correspon- 
dientes a los 10 años en que los intereses se cobran, la situa- 
ción de la deudora no cambiaría fundamentalmente, pues la ley 
4350 rige desde el año 193a y las anteriores (4128 y 4190), 
vigentes en 1933 y 1934 (art, 44), reconocen una diferencia 
de O.TjO % menos en la escala correspondiente a la línea *eeta 
descendente, ascendente y esposos, lo uue representaría en fa- 
vor de la sucesión una suma poco sensible con relación al 
haber de $ 146.700. 

Por esos fundamentos, los pertinentes del a quo y escritas 
do fs. 33 y 38 (art 24 del Cód. de Proc), voto por la afir- 
mativa, 

A la misma primera cuestión el Sr. Juez Dr. Flores, dijo: 
Comparto, en este caso* las conclusiones a que llega el 
juez preopinante que se ajustan a la interpretación que ha 
* dado en el espediente "Saavedra, Eduardo, su sucesión: pro- 
tocolización" (art. 24, C. Pr.), cuya fallo también se dicta en 
la fecha. 

Voto, en consecuencia, por la afirmativa. 

A la 2' cuestión, el Sr. Juez Dr. Mena dijo: 

Corresponde confirmar, cu todas sus partes, lu resolución 
apelada y las regulaciones qué contiene por considerarlas equi- 
tativas farts. 71, 925 y eones., C. Pr., y ley 4265). 

Así lo voto. 

El Sr. Juez Dr. Flores adhirió ul precedente voto por 
iguales razones. 

Sentencia 

Considerando : 

V) Que es justa la resolución apelada. — Fs. 8,9.14 a 24, 
11, 30, 35, 33, 28 vta. y 38. Art. 31 de la Constitución Na- 
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oional. Arts. 20, 16, 509 y concordantes, 622, 3956, 4027 ine. 3* 
y 4023 y concordantes del Cód. Civil. Árt. 565 del Cód. de 
Comercio. Arta. 1, 6 inc. 8', 14. 15, 16, 2, 28, 38 de la ley 
4350. Leyes 4128 y 4190 (art. 44). Ley 3903, arts. 44 y 45. 
Suprema Corte de Justicia, Serie 11*, t. IX, p. 15; serie 17?, 
t I, p. 12 y t III, p. 289- Jurisprudencia Argentina, año 1942- 
II 1-1003. t 20, p. 526, t. 58, p. 712. La Ley, t. 19, p. 703. 
Bielsa, Derecho Administrativo, t. III, p. 491, 516, 517, 521-529. 

2') Que corresponde confirmar la decisión apelada, en 
todas ñus partes, incluso la imposición y monto de las costas. 
Arts. 71, 923, 925 y concordantes del Cód. de Proceda, y ley 
4265. Causa 49.143. 

Por ello y demás fundamentos del precedente acuerdo: 
se confirma, en todas sus partes la sentencia apelada de fo- 
jas 40. — Juan Carlos Mena, — Felipe Fiares (K). 

Dictamen del Procurador General 




Las cuestiones debatidas en este juicio son de dos 
tipos: o se refieren a cuál deba ser la verdadera inter- 
pretación de ciertas leyes de impuestos de la Prov, de 
Bs. Aires, o a la presunta colisión de esas leyes con 
disposiciones del Cód. Civ. Obvio es que las primeras 
no pueden servir de fundamento al recurso extraor- 
dinario. 

Acerca de las segundas, trátase de situaciones equi- 
parables a las que motivaron mi dictamen del 28 de 
marzo de 1939 en 187: 30G, y los fallos de V. E. en 
esa oportunidad y en 193: 153. Nada podría agregar 
ahora a lo que entóneos quedó expresado; y tampoco 
encuentro en autos argumentos suficientes para que se 
modifique la jurisprudencia sentada en dichos casos. 

A mérito de ello, pienso que corresponde mantener 
el fallo apelado, basta donde pudo ser materia de revi- 
sión en esta instancia extraordinaria. Bs. Aires, diciem- 
bre 7 de 1944. — Juan Alvares, 
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Bs. Aires, 4 de junio de 1945. 



Y vistos : El recurso extraordinario interpuesto por 
Morona Francisco Policarpo contra la sentencia de la 
Cám. 1* de Apcl. del Depto. Judicial de la Capital de la 
Prov. de Bs. Aires que no hizo lugar a la demanda de 
declaración de inconstitucionalidad de la ley 4350 de la 
Prov. de Bs, Aires en cnanto da efecto retroactivo a 
dicho estatuto y aplica el impuesto que sanciona y los 
intereses punitoTios por retardo en el pago, lo cual, se- 
gún el recurrente, viola el art. 3 del Cód. Cív. que es 
ley nacional y, en consecuencia, el art. 31 de la Const. 
Nacional; y 

Considerando : 

Que en los fallos de esta Corte Suprema 152, 268; 
156, 48; 160, 114; 187, 306 y 108, 153 se han examinado 
y resuelto las cuestiones que Meroño plantea en estos 
autos y se ha decidido, constantemente: que el art. 3 
del Cód. Civ. rije para los derechos privados que dicha 
ley reglamenta y carece de imperio para los actos y 
derechos de carácter administrativo que las provincias 
pueden contemplar con criterio amplio y privativo en 
tanto no agravien derechos fundamentales previstos y 
garantidos en la Constitución; y en lo que particular- 
mente se refiere a los intereses "no puede, desde luego, 
desconocerse que, de acuerdo con los arts. 104 y 105 de 
la Const. Nacional, las provincias se hallan facultadas 
para asegurar la percepción de sus impuestos, así en 
cuanto al pago mismo, como a la fecha o momento de 
realizarlo, por medio de penas pecuniarias, admitiendo- 
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so, sin discrepancia, en doctrina, que éstas pueden 
revestir la forma arbitrada por el art. 146, de un tanto 
por ciento fijo o variable sobre la suma que representa 
el gravamen — Gbay "Limitatíons of Taxing Power 1 * 
n° 1215; Cooley "On Taxation" t. II, pág. 899". 

En su mérito y de conformidad con lo dictaminado 
por el Sr. Procurador General de la Nación y los fun- 
damentos del fallo recurrido ^fs, 54) se lo confirma en 
cuanto pudo ser materia del recurso extraordinario. 

Antonio Sagarna — B. A. Na- 
zar Anchor en a — F. Ramos 
Mejía — T. D. Casares. 



DAVID M. CARRERAS v. PROVINCIA DE CORDOBA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Relación di- 
recta. Sentencias con fundamentos no federales o fedet • consen- 
tidos. Fundamentos de orden local y procesal. 

Es improcedente el recurso extraordinario furdado en que 
la aplicación de una ley provincial sobre condonación de 
deudas al caso en que un contribuyente había sido ante- 
riormente condenado a pagar con multa el impuesto omi- 
tido importa privar al denunciante de la mitad de la 
pena pecuniaria que le correspondía y violar, de tal ma- 
nera, su derecho adquirido asegurado por el art. 17 de 
la Const. Nacional contra la sentencia que, fundada en la 
interpretación de los principios del derecho civil y de las 
normas locales referentes al premio que corresponde a 
los denunciantes, llega a la conclusión de que ningún de- 
recho adquirido tenía el recurrente (*). 



(i) 4 de junio de 1045. Fallos: 188, 560; 189, 234; 192, 303; 194, 
56 y 284. ■ 
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SINDICATO OBREROS YERBATEROS DE ROSARIO 

JtECURSO EX TRAOJi DINA RIO ; Requisitos comunes. Tribunal de 
Justicia. 

La resolución de carácter normativo por la cual, sin de- 
cidir cuestión alguna de las que en el régimen institucio- 
nal ordinario corresponde resolver a los jueces, el encar- 
gado de una delegación regional de la Secretaría de Tra- 
bajo y Previsión establece la escala de salarios que regirá 
en lo sucesivo entre determinados industriales y obreros, 
no puede ser equiparada a la resolución de un tribunal 
de justicia ni puede, por lo tanto, ser objeto del «-curso 
extraordinario. 

Dictamen del Procurador G exeral 
Suprema Corte: 

En 1944 el Sindicato de Obreros Yerbateros de 
Rosario pidió al Delegado Regional de la Secretaría 
de Trabajo y Previsión interviniese en nn conflicto ocu- 
rrido con las firmas industriales Francisco Pavese y 
Cía., Martín y Cía. Ltda., R. Couzier y Cía. y Estcvez 
y Cía. 

/ Organizada la Junta de Conciliación a que se re- 
fiere la ley provincial de Santa Fe 2426, los represen- 
tantes patronales y obreros expusieron sus respectivos 
puntos de vista (fs, 33, 38 y 39 a 41) y oídos que fue- 
ron, la Delegación Regional hizo saber a las partos que 
se bacía necesario previamente realizar un estudio ten- 
diente a conocer la verdadera situación de la industria 
yerbatera (fs. 42). Después de ello, y agregados los ele- 
mentos de criterio que corren a fs. 43-44, la misma De- 
legación elevó el expediente a la Secretaría de Trabajo 
y Previsión, por conceptuar insuficiente su competencia 
para poner remedio a la situación planteada. Aconse- 
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jaba dar vista a la Secretaría de Industria y Comercio 
a fin de que, tomando esta última conocimiento del pro- 
blema, propusiera alguna fórmula de solución (fs. 45). 
Tal diligencia, y otras subsiguientes no produjeron otro 
resultado práctico que un informe de la Dirección de la 
Yerba Mate del Min. de Agricultura, donde queda cons- 
tancia de estarse estudiando en esos momentos el asun- 
to y se anticipan algunas informaciones útiles (fs. 47). 

Vuelto el expediente a Rosario, la Delegación Re- 
gional propuso entonces la fórmula conciliatoria que 
hallará V. E. a fs. 59-60, fórmula que fué aceptada por 
los obreros y rechazada por los patrones (fs. 64 a 67). 
Con esto, y con haberse negado antes los mismos patro- 
nes a someter el asunto al laudo de la Delegación Regio- 
nal (fs. 57) hubiera quedado concluida la intervención 
de las autoridades locales, tal como se la establecía en 
su origen (diciembre de 1934) por la ley provincial 
2426; según el texto primitivo, si bien era obligatorio 
admitir la intervención de las Juntas de Conciliación en 
los conflictos del trabajo, no lo era aceptar el arbitraje 
de funcionario público alguno cuando fracasasen las 
tentativas de arreglo propuestas (art. 74). 

Ocurre, sin embargo, que posteriormente un decreto 
de la Intervención Federal en Santa Fe — el n* T-14 
(365) y fecha del 31 de juüo de 1943 (Bol. Of. de S. 
Fe, agosto 13/43)— liizo obligatorio en su art. 20 so- 
meter al arbitraje de funcionarios oficiales — boy el 
Delegado Regional— los conflictos que no hubieren sido 
solucionados por vía de conciliación. Fundado en ello, 
dicho Delegado dio curso a la petición obrera no obs- 
tante la oposición patronal, y dictó laudo con fecha 3 
de marzo ppdo., fijando las escalas de salarios a regir 
entre los industriales de la Yerba Mate y los obreros 
del sindicato aludido, hasta tanto se contemplara inte- 
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gralmente por las Secretarías de Trabajo y Previsión 
y de Industria y Comercio, la situación de los obreros 
yerbateros del país {fs. 76 y 77). Al mismo tiempo, , ^9- 
estimaba la pretensión de garantirse a ios asalariados 
un mínimo mensual de días de labor, 

Impugnando la constitucional idad de tal lando, los 
Sres. Martín y Cía. Ltda. han deducido contra él un 
recurso extraordinario por vía directa. Lo considero 
admisible, pues le sirve de fundamento alegarse que no 
pudo un decreto do la Intervención en Santa Pe legislar 
sobre materia reservada al Congreso. En cuanto a de- 
terminar si por aplicación de tal decreto sería además 
inadmisible que se imponga a los industriales yerbate- 
ros de Rosario el pago de salarios superiores a los 
exigidos a la misma industria en otras ciudades argen- 
tinas, o a si resultaría asimismo inconstitucional que 
el laudo respectivo se dicte por funcionarios adminis- 
trativos, parecería que amba? cuestiones quedan involu- 
cradas en la primera. Admitida la validez del arbitraje 
obligatorio, nada obstará a que en cada localidad se 
fijen por laudo especial salarios distintos de los esta- 
blecidos en otros lugares; de igual modo que tampoco 
habría inconstitucionalidad al establecer de antemano 
qué funcionario público tendrá a su cargo el arbitraje, 
tal como las leyes designan jueces ante los que deben 
acudir obligatoriamente los particulares. 

Referido así el problema a esa cuestión única, me 
inclino a pensar que los recurrentes están en lo cierto. 
La libertad de contratación es uno de los derechos que 
ha sido y debe seguir siendo reglamentado por el Con- 
greso; de suerte que legislar al respecto escapa a las 
facultades de las autoridades provinciales, ora se trate 
de las que normalmente integran el gobierno constitu- 
cional o de las de fado representadas por un Interven- 
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tor. Y queda ya dicho que el gobierno constitucional de 
Santa Fe, al dictar la ley 2426, no estableció el arbi- 
traje obligatorio. 

Corresponde, pues, hacer lugar a la tacha de in- 
constitucionalidud opuesta. Ba, Aires, mayo 29 de 1945. 
— Juan Alvares, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 4 de junio de 1945. 

Y vista la precedente causa caratulada "Recurso 
de hecho deducido por S. A. Martín y Cía Ltda. en los 
autos Sindicato Obreros Yerbateros de Rosario s/ pe- 
dido de mejoras'» para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando: 

Que la jurisprudene ; a de esta Corte ha establecido, 
interpretando el art. 14 de la ley 48, según el cual el 
recurso extraordinario sólo procede respecto de reso- 
luciones emanadas de tribunales de justicia, que exeep- 
cioiialmeute se equiparan a ellas las de funcionarios 
y organismos administrativos, cuando éstos las dictan 
en ejercicio de facultades judiciales, y sin revisión por 
vía de acción o recurso por los jueces ordinarios — Fa- 
llos: 183, 100; 188, 304; 191, 85 y 514; 192, 483; 193, 
408; 195, 439; 200, 383 y otros. 

Quo siendo esto último un supuesto de excepción, 
fundado en la necesidad de salvaguardar la jurisdic- 
ción extraordinaria de esta Corte y el control de cons- 
titucionalidad que legítimamente le incumbe — y que 
pudiera anular la concesión judicialmente ir re visible de 
facultades jurisdiccionales a organismos administrad- 
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vos — resulta indispensable dilucidar, cuando se inter- 
pone recurso contra una resolución administrativa, si 
ella decide una cuestión de las que en el régimen insti- 
tucional ordinario corresponde resolver a los jueces, y 
además, si tiene fuerza de cosa juzgada. De otra manera 
esta Corte no ejercería su jurisdicción extraordinaria 
en el marco de sus legítimos e irrenuneiables límites, 
sino que se arrogaría la facultad de revisar los actos 
y resoluciones de los otros poderes del Estado t con vio- 
lencia del principio do la división y equivalencia de los 
mismos, y do una definida doctrina jurisprudencial qne 
así lo tiene declarado —Fallos; 156, 318; 190, 539; 193, 
495; 198, 202 entre otros. 

Que la resolución apelada a fs. 83 del expediente 
adjunto, es la dictada a fs. 76 por el Sr. Jefe de Legis- 
lación a cargo de la Delegación Regional Rosario de 
la Secretaría de Trabajo y Previsión, y en la cual, en 
la oportunidad y previo los trámites a que hace refe- 
rencia el precedente dictamen del Sr. Procurador Ge- 
neral se estableció la 4 'escala de salarios a regir entre 
los señores industriales de la yerba mate y los obreros 
del Sindicato Obreros Yerbateros" "a regir desde el 
día de la fecha" en que se la dictó, 

Qne prescindiendo por el momento totalmente de 
la legitimidad de las facultades que ha ejercido el refe- 
rido funcionario para espedir la resolución de que se 
recurre, es indudable que las mismas no son propias 
de un tribunal de justicia. La jurisprudencia de esta 
Corte ha admitido que es de la esencia del Poder Judi- 
cial decidir conformo a la ley y doctrina colisiones efec- 
tivas de derechos — Fallos: 184, 358 — "y no hacer de- 
claraciones generales que fijen normas para lo futuro", 
como ha declarado también que incumbe a los jueces 
resolver situaciones de hecho reales y concretas y no 
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las planteadas por vía de hipótesis ni para establecer 
reglas para casos aun no litigados — Fallos: 193, 524 
y los allí citados. 

Que el carácter normativo general de la resolución 
apelada no es ajeno a la forma en que se lia interpues- 
to la queja, que precisamente aparece fundada en la 
violación del art. 07, inc. 11, de la Constitución Nacional 
—referente a las atribuciones en materia de derecho co- 
mún del H. Congreso — que importaría la determina- 
ción de los salarios por un funcionario dependiente del 
P. E. tal como se ha hecho en la especie y lo autor i- 

Que por lo demás y si cupiera duda, cabría recor- 
dar con Cooley — Constituí ional Limitations, t. I, pág. 
183— que "lo que distingue el acto judicial del legis- 
lativo es que el uno consiste en la dilucidación de la ley 
existente con referencia a una cosa real ya hecha o su- 
cedida, mientras que el otro es la predeterminación de 
la que será ley para la regulación de los casos futuros 
que encuadren en sus disposiciones" como acontece con 
la resolución objeto del recurso. 

En su mérito se desestima la precedente queja. 

Antonio Sagarna — B. A. Na- 
zar Anchorena — F. Ramos 
Mejía. 



SANTIAGO CASTAÑO v. MUNICIPALIDAD DE 

ROSAKIO 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Relación di- 
recta. Norma* extrañas al juicio. Arts, 16 a 10 de la Constitución. 
Es improcedente el recurso extraordinario fundado en 
que, para establecer que la contribución de afirmados co- 
brada al recurrente no es eonfiscatoria, la sentencia ape- 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



lada violando el derecho de propiedad, ha omitido, tomar 
en consideración lo pagado por el otro frente del inmue- 
ble afectado, en atención a que bu devolución no pros- 
peró por haberse operado la prescripción. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Relación di- 
recta, Sentencian con fundamentos no federales a federales consen- 
tidos. Fundamentos de orden local ij procesal. 

Es improcedente el recurso extraordinario fundado en que 
el decreto dictado por el intendente de una ciudad a raíz 
de una ordenanza provoca una confusión de poderes con- 
traria al art. 5 de la Const. Nacional, desde que, en reali- 
dad, se trata de la interpretación del régimen legal de la 
municipalidad respectiva. 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisita* propios. Cuestiones no 
federales. Exclusión de í<«* cuestiones de hecho. Reglas gem rales. 

Procede el recurso extraordinario fundado en que ta con- 
trihueión de afirmados cobrada al apelante es eonfisea- 
toria y violatoria del art 17 de ia Const. Nacional. 

AFIRMADOS. 

No es confiscatoria ni violatoria del art. 17 de la Const 
Nacional la contribución de afirmados cuyo monto no al- 
canza a absorber la valorización aportada al inmueble por 
el pavimento ni el 23 % del valor del bien. 

Dictamen del PitocunAixm General 
Suprema Corte : 

Se discute en estos autos si cierta suma cobrada 
por la Municipalidad de Rosario a D. Santiago Castaño 
en concepto de contribución de afirmados, excede o 
no al mayor valor que aportó el pavimento al inmueble 
beneficiado. Tal cuestión fné resuelta negativamente 
por la Cám. de Apol. de dicha ciudad en la forma de 
que da cuenta el fallo obrante a fs. 133. 

Se trata, pues, de cuestión de hecho, referible a 
los resultados de la prueba rendida en autos, o bien 
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de la aplicación de textos de derecho común, no sus- 
ceptibles de revisión en esta instancia extraordinaria. 
En el mismo caso se halla el resolver sí las autoridades 
municipales de Rosario actuaron o no dentro de los 
límites que les fija su ley orgánica. 

Corresponde, en consecuenciá, declarar mal conce- 
dido dicho recurso. Así lo solicito. Bs. Aires, julio 19 
de lí>44. — Juan Alvarez. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 4 de junio de 1945. 

Y vistos los autos: "Castaño Santiago contra 
Municipalidad de Rosario sobre repetición de pago", 
en los que se ha concedido al actor el recurso extraor- 
dinario interpuesto a fs. 140 contra la sentencia dictada 
a fs. 133 por la Sala I* en lo Civ. y Com. de la Cám. 
de Apeh de Rosario. 

Considerando en cuanto a la procedencia del re- 
curso : 

Que se lo fnnda: 1* en que para establecer si lo 
que se paga por contribución relativa al pavimento de 
la calle 1" de Mayo es confiscatorio o no, debe tenerse 
en cnenta lo pagado por el otro frente, pago a cuya de- 
volución opuso la demandada la defensa de prescrip- 
ción, que el actor admitió, por lo cual la sentencia re- 
currida no lo toma en consideración, lo que el recurrente 
considera vinculado con la cuestión federal que ha plan- 
teado y, en consecuencia, susceptible de revisión por 
la vía del recurso extraordinario; 2 f en que la sentencia 
considera no ser confiscatorio un gravamen por pavi- 
mento de $ 878,07 siendo de $ 1,626,60 el valor del 
inmueble; y 3* en que el decreto del Sr. Intendente 
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Municipal de Rosario dictado a raíz de la ordenanza 
49 de 1941 "provoca confusión de poderes contraria al 
art. 5' de la Const Nacional". 

Que el primer fundamento no es admisible porque 
el tener un inmueble frente a más de una calle no hace 
que la pavimentación de los distintos frentes constituya 
una unidad y como tal deba considerarse cuando so ale- 
ga la confiscatoriedad del gravamen. Puede, de hecho, 
considerársela si la cuestión se hace a un mismo tiem- 
po y en un mismo juicio con respecto al pavimento de 
las diversas calles; pero así como la circunstancia de 
no haberse pavimentado sino uno de los frentes no im- 
pido al propietario atacar la legitimidad del gravamen y 
la cuestión debe y puede resolverse refiriéndose exclu- 
sivamente a la relación del valor del inmueble y de 
su valorización con el costo del pavimento en ese solo 
frente, la decisión que sólo toma en cuenta el precio 
de la pavimentación en una calle porque la acción para 
repetir ío pagado por la de otros frentes está proscrip- 
ta, no desnatura liza la defensa fundada en la lesión 
de! derecho de propiedad. Y en cuanto al alcance qui 
desde otros puntos de vista deba o no atribuirse a la 
prescripción para pronunciarse sobre la repetición de- 
mandada es cuestión de derecho común que escapa al 
recurso extraordinario. 

Que tampoco es admisible el funda mentó del recur- 
so relativo a la violación del art. 5* de la Constitución, 
puesto que de lo que en realidad se trata es de la in- 
terpretación del régimen legal de la Municipalidad de 
Rosario lo cual es materia propia y exclusiva de la 
ju»ücia local. 

Que corresponde abrir el recurso en lo relativo a 
la confiscatoriedad del importe a que ha quedado re- 
ducido el gravamen a cargo del actor por el pavimento 
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do la calle 1* de mayo, porque la cuestión federal se 
introdujo oportunamente, ha sido objeto de pronuncia- 
miento en la sentencia apelada y éste fué contrario a 
la garantía constitucional que el recurrente invocó. 

Que según el dictamen pericial de fs, 26 el pavi- 
mento sobre la calle 1* de Mayo ha traído al inmueble 
una valorización de $ 928,20, y el valor de la propiedad 
antes de la obra pública puede calcularse en $ 1.626,60. 
Como lo que se ha cobrado, ai actor por el pavimento 
de que se trata es, deducidos los intereses, la cantidad 
de $ 600 no hay confiscación desde el punto de vista 
de la relación existente entre el monto del gravamen 
y la valorización aportada por el pavimento, Y si se 
considera la relación de lo cobrado al actor con el valor 
del inmueble a raíz de la obra pública se comprueba 
que no llega a absorber el 23 fo de este último, lo que 
la jurisprudencia de esta Corte no ha considerado con- 
fiscatorio cuando se cobra por la obra pública una can- 
tidad menor que la valorización debida a esta última. 

Por estas consideraciones, oído el Sr. Procurador 
General, se confirma la sentencia de fs. 133 eu lo que 
ha podido ser materia del recurso. 

Antonio Saoabsta — B. A. Na- 
zak Anchorbna — F. Ramos 
Mejía — T. D. Casares. 

■ 
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FERROCARRIL OESTE v. MUNICIPALIDAD DE LA 
CIUDAD DE BUENOS AIRES 

RECURSO EXTRAORDINARIO; Requisitos propios. Relación di- 
recta. Sentencias con fundamentos no federales o federales consenti- 
dos. Fundamentos de arden local y procesal. 

Es improcedente el recurso extraordinario fundado en los 
arts. 17 y 18 de la Oonst. Nacional contra la sentencia 
que, por interpretación de disposiciones de carácter local, 
atribuye fuenta de cosa juzgada a determinada resolución 
municipal. 

CONSTITUCION NACIONAL: Constitucionalidad & inconstitatio- 

nalidtuí. Ordenanzas municipales. 

El art. 103 de Ib ordenanza de impuestos de la Municip. 
de la ciudad de Bs. Aires para el afío 1930 y el art, 1010 
del Digesto Municipal vigente en esa fecha, son velato- 
rios del art. 16 de la Onst. Nacional en cuanto imponen 
al dueño de un inmueble que espontáneamente solicita 
permiso para construir un cerco y la vereda frente al 
mismo, un gravamen equivalente aí 2 % del valor de la 
obra en concepto de derecho de línea y nivel y de servicio 
d"e inspección; no obstante liberar de ese pago a quien 
has-a la obra por orden o intimación de las autoridades 
municipales. 

Dictamen del Procurado!* C.neral 
Suprema Corte : 

En 1930 la empresa del P. C, Oeste inició trámites 
administrativos para la construcción de cerco y vereda 
en un predio de su propiedad situado en esta Capítol, 
y como se la obligara a abonar los derechos de línea, 
nivel y servicio de inspección establecidos en el art. 103 
do la ordenanza de impuestos entonces vigente, obló 
la suma reclamada bajo protesta, e inició posteriormen- 
te juicio de repetición contra la Municipalidad, fundán- 
dose en que el. art. 1010 del Digesto Municipal del año 
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1929 eximía de la obligación de presentar solicitad, y, 
por ende pagar derechos a los propietarios que reci- 
biesen de la Municipalidad orden de construir o reparar 
aceras; por donde resultaría violatoria de la garantía 
constitucional de igualdad liberar del pago de derechos 
a quienes demoren cumplir las ordenanzas, esperando 
intimación para hacerlo, y exigirlo a quienes se apre- 
suren a darles cumplimiento. Además, a su entender, 
el art 402 del Digesto Municipal, disposición invocada 
para justificar el cobro, no incluía entre los casos en 
que fuese necesario solicitar permiso, construcciones 
del tipo de la aludida. 

Tanto el Sr. Juez como la Cám. de Paz (fs. 22 y 
35), entendieron que la cuestión relativa a interpretar 
las ordenanzas, quedó resuelta con autoridad de cosa 
juzgada; y que la tacha de inconstitncionalidad carecía 
de base. En tales condiciones, se trae ahora recurso ex- 
traordinario para ante V. E., que sólo pudiera admi- 
tirse respecto de la cuestión de inconstitucionalidad 
(193: 524 y los allí citados). 

V. E. tiene establecido que "la igualdad en materia 
impositiva se cumple cuando en análogas condiciones 
se imponen gravámenes iguales a los contribuyentes", 
agregando que: "la igualdad establecida en la Const. 
Nacional como base del impuesto, no impide la forma- 
ción de categorías con tasas diversas, siempre que no 
se hagan distribuciones o distinciones arbitrarias y las 
clasificaciones de los bienes o de las personas afectadas 
reposen sobre una base razonable (188; 468). 

A mi juicio, comporta una distinción arbitraria 
e insostenible, imponer gravamen al propietario, dili- 
gente que construye su vereda sin esperar compulsión 
especial y eximir de gravamen al que bpIo se decide a 
cumplir tal deber cuando se le conmina a ello. Entien- 
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do pues, que debe revocarse el fallo apelado en cuanto 
pudo ser materia de recurso. Bs. Aires, mayo 23 de 
1944. — Juan Alvares. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, '6 de junio de 1945. 

Y vistos: El recurso extraordinario deducido por 
el F. 0. Oeste de Bs. Aires contra la sentencia dictada 
por la Cám. de Apel. de K Justicia de Paz Letrada de 
la Capital, Sala 1», en el juicio que le sigue a la Muni- 
cipalidad de la Capital sobre cobro de pesos. 

Considerando : 

Que la recurrente demandó a la Municipalidad de 
la Capital por repetición de una suma de dinero pagada 
bajo protesta en concepto de~dcreehos establecidos por 
el art. 103 de la ordenanza de impuestos para 1930, por 
considerar ilegal la exigencia del impuesto y violatoria 
de la garantía constitucional de la igualdad en materia 
de impuestos. 

Que la sentencia recurrida, confirmatoria de la de 
primera instancia, rechaza la demanda por considerar 
que de acuerdo con los arts. 5*2 y 59, inc. 2 9 de la ley 
l'JtiO hay cosa juzgada en cuanto a la ilegalidad del 
cobro, y en lo concerniente a la iuconstitucionalidad ale- ■ 
gada no existe violación del principio de igualdad. 

Que el recurso extraordinario lo funda el recu- 
rrente en dos agravios: a) al atribuirle la sentencia 
valor de cosa juzgada a las decís iones municipales vul- 
nera los arts. 17 y 18 de la Const. Nacional ; b) la orde- 
nanza de impuestos aplicada es contraria al principio 
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de la igualdad de las cargas públicas, en cuanto dos 
propietarios vecinos que ven sus respectivos cercos en 
igual estado de abandono se bailan en idénticas condi- 
ciones de hecbo y de derecho, pero si uno, más diligente 
que el otro, quiere repararlos abona derechos munici- 
pales, y el otro que aguardó a ser intimado podrá refec- 
cionarlo sin ese desembolso. 

Que por regla general la existencia o inexistencia 
de cosa juzgada es extraña al recurso extraordinario 
y, por otra parte, la interpretación de los arts. 52 y 59, 
inc. 2' de la ley 1260, ley de carácter local, que sirve de 
fundamento a la sentencia apelada para declararla es 
irrevisible por la Corte en función del recurso extraor- 
dinario y lo hace improcedente — Fallos : 192, 139; 
193, 524. 

Que de lo actuado en el expediente administrativo 
agregado resulta que, según el art. 103 de la ordenanza 
de impuestos del año 1930 y art. 1010 del Digesto Muni- 
cipal, vigente en esa fecha, en la forma en que fueron 
aplicados en el caso de autos, el propietario que re- 
suelve construir un cerco y vereda frente a su propie- 
dad y solicita permiso debe abonar, por derecho de lí- 
nea y nivel y servicio de inspección, el 2 % del valor 
de la obra, pero si hace la misma obra previa orden o 
intimación de la Municipalidad no paga derecho al- 
guno. 

Que esta Corte ha declarado reiteradamente que el 
principio de igualdad establecido por el art. 16 de la 
Const Nacional no es otra cosa que el derecho a que 
no se establezcan excepciones o privilegios que exclu- 
yan a unos de lo que se concede a otros en iguales cir- 
cunstancias, creando distinciones arbitrarias, injustas 
U hostiles contra determinadas personas o categorías 
—Fallos i 199, 149— y ha agregado, precisando el con- 
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cepto — Fallos : 200, 424 — que es esencial para el es a- 
blecimiento de clasificaciones y categorías no sólo que 
todos los que estén comprendidos en ellas reciban el 
mismo tratamiento, 8¡no que .a clasificación misma ten- 
ga razón de ser, esto es, que corresponda razonable- 
mente a distinciones reales. 

Que de acuerdo con esta doctrina es claro que la 
obligación de pagar un derecho de 2 % del valor de la 
obra cuando se solicita permiso y no pagar derecho al- 
guno cuando la misma obra se realiza previa intimación 
u orden de la autoridad, lejos de aparecer fundada en 
una distinción razonable, resulta arbitraria, ya que es 
difícil demostrar la diferencia de situación con rela- 
ción al pago de derechos de línea y nivel y servicio de 
inspección, entre el propietario que realiza su obra es- 
pontáneamente y el que la realiza compulsado por la 
autoridad. El cuidadoso y activo es gravado y el re- 
miso eximido. 

Por estos fundamentos y de conformidad con lo 
dictaminado por el Sr. Procurador General do la Na- 
ción, se revoca la sentencia recurrida de fs. 35 en cuan- 
to ha podido ser materia del recurso extraordinario. 

Roberto Repetto — Antonio 
Saoabka — B. A. Nazar An- 
chorena — F, Ramos Mejía 
— T. D. Casabes, 



SEVERO GUTIERREZ DEL CASTILLO — SU SUCESION 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Resolución 
directa. Normas extrañas al juicio. Arts. 16 a 19 (te la Constitución. 

No importando violación de garantía constitucional algu- 
na el rechazo tn Umxne de una demanda sobre tercería de 
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dominio por un auto basado en razones de derecho común 
y de hecho suficientes para sustentarlo, es improcedente 
el recurso extraordinario deducido contra el mismo y 
fundado, por lo demás, en cuestiones que debieron ser 
planteadas con anterioridad a la decisión recurrida y lo 
fueron con posterioridad a ésta (*). , 



JUAN SALLERAS PAG ES v. PROVINCIA DE SAX JUAN 

OBLIGACIONES DE DAR SUMAS DE DJXERO, 

Las obligaciones correspondientes al empréstito al 5 % 
oro emitido en París por el gohierno de la Prov. de Shn 
Juan conforme a la ley del 22 de setiembre de 1909 pre- 
sentad as al cobro en el país deben paparse al cambio de 
8 2,2727 m/n. por peso oro ; pues al mencionarse en dicho 
empréstito el peso oro con su equivalencia de cinco fran- 
cos sólo se lia referido al peso oro de nuestra moneda na- 
cional, como simple moneda de cuenta, y no como mo- 
neda especial, metálica de oro efectivo ; inteligencia que 
concuerda con la que le han atribuido los tenedores de 
las títulos y cupones, de los cuales ninguno, con la sola 
excepción de uno que anteriormente había aceptado el 
cambio legal, ha demandado el pago en moneda especial, 
metálica de oro efectivo, o su equivalente en pesos papel 
para adquirirla sino que, por lo contrario, lo han recla- 
mado al cambio de $ 2,2727. 



Dictamen del Procurador G nehal 
Suprema Corte: 

Procede en este caso la jurisdicción originaria de 
V. por tratarse de causa civil en que es parte deman- 
dada una provincia, y el actor tiene su domicilio en la 



(I) G do iiiTiin íe 1945. Fallos: 20. 3GG; 88, 277; 183, 477 j- 482; 
189, 70 y IG9; 190, 397; 193, 50 j 198, 145; 200, 22. 
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Capital Federal. Así quedó admitido en la providencia 
de fs, 20 vta. y desde entonces no ha variado la situa- 
ción jurídica a tal respecto, 

Acerca del fondo del asunto, me permito hacer no- 
tar a V. E. que las consideraciones en que fundo mi dic- 
tamen de la fecha in re "Paolctti v. Prov. de San Juan, 
exp. P-228-Lib. VIII", sólo serían aplicables al caso ac- 
tual, si a juicio du V. E. hubiera aquí prueba suficiente 
de que el acreedor admitió implícitamente se cumpliese 
el contrato al tipo de un peso papel por cada 44 centavos 
oto, conforme lo pretende la demondada, a fs. 171. En 
cuanto a establecer cuál fué el lugar convenido para el 
cumplimiento de dicho contrato, o cómo haya de inter- 
pretarse el art. 619 del Cód. Civ., son materias que por 
su naturaleza escapan a mi dictamen. — Bs. Aires, fe- 
brero 13 de 1943. — Juan Alvares. 



Y vistos: El juicio de jurisdicción originaria se- 
guido por Juan Salieras Pagés, hoy su sucesión, contra 
la Prov. de San Juan, por cobro de pesos, 

Resultando ¡ 

Que a fs. 10 se presenta Pedro Sauz por Juan Sa- 
lieras Pagés demandando a la Prov. de San Juan por 
cobro de $ 5.566,25 % o su equivalente en pesos moneda 
nacional al cambio corriente en el lugar y día del ven- 
cimiento de la obligación, con más sus intereses legales 
y las costas del juicio. Dice, que su mandante es legítimo 
tenedor de ííül títulos al portador do la deuda externa 
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de la demandada, 5 Jo oro, 1909, emitidos en París con 
fecha 15 de enero de 1910, de acuerdo con la ley de la 
provincia del 22 de septiembre de 1909 ; cada título de 
un valor nominal de cien pesos oro sellado y llevan adhe- 
ridos los cupones 103, 104, 105 y sigtes. que debieron 
ser pagados el 1* de octubre de 1935, el 1* de enero de 
1936 y el V de abril de 1936, valor cada uno de un peso 
veinticinco centavos oro sellado, de cuyos títulos acom- 
paña uno y los otros los tiene depositados en el Banco 
Alemán Transatlántico de esta Capital ; que los cupones 
vencidos, tres por cada título, importan la cantidad que 
reclama por cuanto la provincia demandada no abona 
los servicios con regularidad desde hace muchos años; 
que su derecho nace de los arts. 619, 1197, 1198, 2240, 
2250 y 2252 del Cód. Civ. y cláusula doce del hono gene- 
ral transcripta al dorso del título acompañado; que se 
trata de un préstamo en dinero hecho a "pesos oro" 
o "francos", que en la época en que se efectuó el con- 
trato de mutuo eran "francos oro" con una equivalencia 
exacta con el peso argentino a razón de cinco francos 
por poso oro y, debiendo efectuarse los pagos en la 
República Argentina, éstos deben hacerse en pesos oro 
conforme a lo establecido en la cláusula doce, ya ci- 
tada, y lo resuelto por la Corte en casos similares — 
Fallos: 149, 243 y 249—; que el peso oro pactado es 
la verdadera unidad monetaria del país conforme al 
art. V de la ley riúm. 1130, por lo que la demanda es 
procedente de acuerdo a esta disposición legal y a lo 
establecido en el art. 8 de la misma ley; que la equi- 
valencia de la ley 3871 ha .desu parecido con el cierre 
de la Caja de Conversión, por lo que el caso es el pre- 
visto por el art. 619 del Cód. Civ., de acuerdo con el 
cual la demandada debe pagar los cupones en "pesos 
oro" o "en otra especie de moneda nacional" al eam- 
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bio que corra en el lugar el día del vencimiento de la 
obligación, Cita extensa mentó antecedentes legislati- 
vos y jurisprudencia y termina pidiendo se condene a 
la provincia a pagar la suma reclamada en la forma in- 
dicada. 

Que corrido traslado de la demanda, ésta fué con- 
testada a fs. 31 por Carlos A. Berghmans en represen- 
tación de la Prov, de San Juan. Dice : que reconoce como 
cierto que el actor está en posesión de los cupones cuyo 
pago reclama, pero niega que, en la actualidad, su man- 
dante pueda ser obligada a pagar el importe en pe^us 
oro sellado o su equivalente en moueda nacional al 
cambio corriente en el lugar y día de vencimiento do la 
obligación con el sentido que, sin concretarlo clara- 
mente, pretende el actor; que hace notar que los cu- 
pones cuyo cobro se intenta tienen como fecha de ven- 
cimiento anual las de 1* de enero, r de abril, 1* do julio 
y V de octubre y, según se desprende de la fecha de los 
certificados de depósito, los primeros 25 títulos los 
lia b ría recibido el Banco, por envío de París, el -7 de 
marzo de 1936, otros el 6 de abril de 1936, otros el 27 
del mismo mes y año y el resto el 3 de junio de líXKí, 
todos los titules tienen cupones del 1* de octubre de 
1935, de modo que pretendiéndose la aplicación del art. 
G19 del Oód. Civ. no se establece el lugar donde lia ven- 
cido cada uno de los cupones que se pretende cobrar, 
por lo que opone la defensa de defecto legal en el modo 
de proponer la demanda; que, por otra parte, esta de- 
fensa se refiere también al fondo de la cuestión y da por 
tierra con las pretensiones de la actora, pues es evi- 
dente, dada la fecha de los capones de los certificados 
do depósito, que los cupones de los primeros 25 títulos 
lian vencido fuera del país, lo mismo los restantes y 
de 850 títulos los tres cupones vencieron fuera del país; 
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que el actor pretende, sin decirlo, que «1 lugar del ven- 
cimiento bu sido la República Argentina a pesar de 
que de los propios documentos que acompaña resulta 
que los vencimientos se ban producido fuera del país, 
presuntivamente en París ; que se opone a que se acepte 
que los vencimientos se bayan producido en el país y 
se reserva, para el caso, su derecho de pagar en la 
moneda de ese lugar; que no es aplicable la cláusula 
doce del contrato porque sólo contempla la forma regu- 
lar de los pagos y no los casos de mora ni ejecuciones 
judiciales, pero aun cuando no fuera así, nada le im- 
pide a la provincia ofrecer y efectuar los pagos en Pa- 
rís y en francos; que la afirmación del actor de que 
cuando los títulos dicen "a pesos oro o a francos" esos 
francos son francos oro no tiene ningún fundamento 
dentro del texto de los títulos y probará que en la época 
de emitirse los títulos los cinco francos papel equiva- 
lían a un peso oro, que en la época de la emisión del 
empréstito en Francia circulaba indistintamente como 
moneda, el oro, la plata y el papel; que nada significa 
que en aquella época existiera la convertibilidad en 
Francia puesto que una cosa es estudiar la equivalen- 
cia entre la moneda de papel y las monedas de metal 
y otra establecer que, porque el papel se baya desva- 
lorizado, sea forzoso pagar en metal; que si bien en 
la época del empréstito el papel y el metal estaban a 
la par en Francia, no debe sobreentenderse que ahora 
deba pagarse la obligación en metal porque no se ha 
establecido en el contrato de mutuo y esa falta de pre- 
visión no puede cargarse exclusivamente en contra de 
la provincia, tanto más si se tiene en cuenta que si en 
1910 un peso oro equivalía a cinco francos patrón oro, 
no es menos cierto que en esa época un peso oro equi- 
valía a 2,2727, lo que lleva a la conclusión de que al 
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contratarse el préstamo 2,2727 papel equivalían a cinco 
francos patrón oro; que dadas* esas equivalencias no 
tiene por qué cargar su parte con la depreciación del 
papel moneda argentino y no ha de cargar el actor con 
¡a depreciación del franco papel; que si en virtud de 
las leyes 12.155 y 12.160 se atraviesa un período de 
inconversión lo que hace imposible el pago en pesos 
oro, ello no quiere decir que sólo pueda pagarse en mo- 
neda argentina ; que la ley 3871 no ha sido derogada y 
sostiene, en síntesis: 1*, que debe hacerse lugar a la 
defensa de defecto legal \ 2\ que si los vencimientos se 
han producido en París, la provincia está autorizada 
a pagar en francos; 3\ que si los vencimientos se han 
producido en Bs. Aires puede pagar en cualquier espe- 
cie de moneda, considerando que son también monedas 
nacionales el peso plata, el peso papel, el franco, la li- 
bra, etc.; 4*, que si se establece que debe pagarse en 
Bs. Aires y en pesos papel puede hacerlo de acuerdo a 
la paridad legal — art. 4, ley 12.160 y 41, ley 12.155— 
de 2,27 por cada peso oro. Termina pidiendo se haga 
lugar a la defensa de defecto legal y do no resolverse 
así se declaren inadmisibles las pretcnsiones del actor 
estableciendo que la provincia no está obligada a so- 
portar el pago de la deuda en la forma que parece indi- 
car la demanda sino en francos papel franceses por 
los cupones vencidos fuera del país o en pesos papel 
moneda nacional conforme a la paridad legal, es decir 
2,2727 el importe de los vencidos en el país. 

Que abierto el juicio a prueba a fs. 38 vta. se pro- 
dujo la que indica el certificado de fs. 103, las partes 
alegaron a fs. 133 y 170, a fs. 179 se espide el Sr. Pro- 
curador General de la Nación y a fs. 179 vta. se llama 
autos para sentencia. 
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Y considerando ; 

Quo los títulos, cuyos cupones se ejecutan por pe- 
sos oro 3.566,25, corresponden a un empréstito exterior 
de 5 % "de pesos oro 2.500.000, o francos 12.500.000, 
divididos en 25.000 obligaciones de pesos oro 100 o fran- 
cos 500, creados en virtud de la ley de 22 de septiembre 
de 1909, rentando por año: pesos oro 5 o francos 25 
pagaderos por trimestre*'. "Que el gobierno d* 1 la Frov, 
de San Juan reconoce por esta obligación que Ta Prov. 
de San Juan debe al portador la suma de francos 500 
igual pesos oro 100 y se obliga a pagar al portador 
un interés anual de 5 % conforme a las condiciones del 
empréstito impreso al dorso y a reembolsarlo a más 
tardar en 37 años a partir del 1* de enero de 1911", , . 
"Los intereses, cuyo monto nominal está impreso en 
los cupones son pagaderos ... en París, en francos, en 
los Bancos Argentino Francés, Transatlántico y Co- 
mercial e Industrial". Lo mismo dice de las obliga- 
ciones "qne se reembolsarán a razón de 500 francos o 
pesos oro 100". 

El art. 1* de !a ley, transcripto al dorso del título, 
por el que se autoriza al P. E. para emitir 2.500.000 pe- 
sos oro o su equivalente en libras, marcos o francos, 
establece: "Estos títulos serán garantidos con el im- 
puesto al vino establecido en 220.000 pesos oro (pe- 
sos o/a. 220.000)". 

Que de las cláusulas transcriptas no puede infe- 
rirse que la obligación contraída por la Prov. de San 
Juan en "pesos oro" sin más equivalente que fran- 
cos, — no dice si francos oro o papel al decir "pesos 
oro 2.500.000 o francos 12.500.000", "pesos oro 100 o 
francos 500" y "pesos oro 5 o francos 25", que con- 
tiene el título e igual equivalencia los cupones — , se 
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haya referido a una moneda especial — metálica, de 
oro efectivo — pues como lo dijo en el Senado Nacional 
el Min. de Hacienda, Dr. Pinedo, al discutirse la ley 
12.160 (ver sesión del 31 de enero de 1935) contestando 
al senador Dr. Sánchez Sorondo: '** Obligaciones a oro 
hay tres clases distintas, aunque muchas veces no se 
perciben bien. Hay obligaciones a oro contratadas con 
designación de moneda especial que, por nuestras le- 
yes, deben pagarse en la moneda especial estipulada. 
Hay obligaciones en pesos oro que también comportan 
la designación, por las características del contrato, de 
una moneda especial y hay obligaciones contraídas en 
pesos oro en los que se usa ese término como una sim- 
ple expresión monetaria que no importa sino algo más 
del doble, exactamente, 2,2727 pesos papel'*. 

La ley 1734 de 1885 también distinguió entre las 
obligaciones de pagar moneda nacional oro y las de pa- 
gar moneda especial, cumpliéndose las primeras según 
el art. 3 mediante la entrega de billetes por su valor es- 
crito y las segundas también con billetes, pero por su 
valor corriente en plaza el día de su vencimiento. 

Refiriéndose a esa disposición, el Dr. Carlos Pelle- 
grini en la Cám. de Diputados, Min. de Guerra y Ma- 
rina a la sazón, en reemplazo del Min. de Hacienda, dijo, 
entre otras cosas, que la doctrina aceptada por el co- 
mercio, en presencia del decreto del 9 de enero, era la 
siguiente: "Con este billete se cháncela — se refiere a 
los del Banco Nacional en toda la República, los del 
Banco Provincial de Bs. Aires en dicha provincia y en 
la Capital y a los de otros bancos indicados en el art. 
p — todas las obligaciones contraídas antes del 9 de 
enero, a moneda nacional oro, salvo aquellas transac- 
ciones especiales hechas en previsión de este caso, que 
fueran aceptadas por las partes y que son las únicas 
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que se pagan a oro. Esta es la doctrina aceptada hoy. 
Tomaremos como ejemplo los bancos, pnesto que son 
los que hacen la mayor masa de negocios. Los bancos 
han renovado todas sus obligaciones, aceptando, en subs- 
titución de la moneda nacional oro, este billete de curso 
legal, como se llama hoy a esta nueva moneda ... Y si 
se considera que las circunstancias, que los intereses ge- 
nerales, no exigen que se llegue al rigorismo a que han 
llegado otras naciones en momentos difíciles, puede 
exceptuarse aquellas convenciones especiales que se ha- 
yan celebrado en previsión del curso forzoso, en que 
las partes hayan convenido en pagar en una especie de- 
terminada de moneda 1 '. Y agregó, completando su pen- 
samiento y a pedido de los diputados que le pedían que 
diera forma a su idea, ** no tengo inconveniente, acepto 
el artículo del Sr. diputado por Mendoza, agregándole: 
Con excepción de aquellas obligaciones en que se haya 
estipulado una especial y determinada moneda". (V. 
Diario de Ses. de la Cám. de Diputados, año 1885, se- 
sión del 6 de octubre, t. 2, pág. 265 y sigts.) 

El mismo concepto respecto al significado de "pe- 
sos oro moneda nacional" y de "moneda especial", 
surge de las palabras de los senadores Juárez Celman 
y Rojas. Las primeras obligaciones podrían chance- 
arse en moneda de papel, en billetes, por su valor es- 
crito, y las segundas en esos mismos billetes pero por 
su valor corriente en plaza el día de su vencimiento, tal 
como lo dispuso el art. 3 de la citada ley (V. Diario de 
Ses. del Senado Nacional, año 1885, págs. 562 y 563, 
sesión del 9 de octubre de 1885). 

Esta Corte tuvo ocasión de pronunciarse acerca del 
art. 3 de la ley 1734 de 1885, al reconocer que las obli- 
gaciones contraídas a moneda nacional oro podrían ser 
chanceladas en billetes de curso legal por su valor es- 
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critoj pero observó que el caso que se examinaba es- 
taba comprendido en la segunda parte, que establece 
la excepción para las obligaciones "en moneda espe- 
ciar \ por haberse convenido en el contrato la moneda 
especial oro efectivo y sonante, y cxcluídose, por lo 
tanto, del pago de la obligación, toda especie de papel. 
Por lo que decidió que correspondía pagar en oro efec- 
tivo o su equivalente en billetes de curso legal por su 
valor corriente en plaza el día de su vencimiento como 
lo disponía el art. 3 in fine (V. Fallos: 30, 222) t 

En el caso del t 36, pág. 177, en que el contrato 
Be refiere a "pesos oro moneda nacional", la Corto 
confirmó por sus fundamentos el fallo del Juez Fede- 
ral de Rosario, Dr. C. S. de la Torre, —que poco des- 
pués fué nombrado ministro de esta Corte Suprema — 
en o 1 que se decidió que las obligaciones contraídas en 
ese caso lo eran en moneda nacional oro (pesos oro), 
por lo que podían ser cbanceladas en billetes de curso 
legal por su valor escrito de acuerdo a la primera parte 
del art. 3, puesto que no se trataba en él de obligacio- 
nes contraídas en moneda especial, !respecto de la¿ 
cuales aquellos billetes no son admisibles sino por su 
valor corriente, como lo establece la segunda parte del 
art. 3. Y que no podía decirse que la ley (1734) de 1885 
que así lo disponía fuera "inconsistente con el texto 
ni con el espíritu de la Constitución, siendo ella como 
es, puramente interpretativa por aplicarse a obliga- 
ciones genéricamente contraídas a moneda nacional y 
no a estipulaciones en relación a una determinada es- 
pecie de moneda, y evidente la facultad del Congreso 
para proceder a la creación de una o más especies de 
moneda para el país, emitir billetes de crédito y de 
banco, imponerla a la circulación por leyes apropiadas 
a fin de darles el carácter de moneda, y suspender, fi- 
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nalmonte, los pagos en metálico en virtud de un atri- 
buto de la soberanía, jamás desconocida y de constante 
aplicación por los gobiernos de todos los países", etc. 

En la causa Villarail v. Gobierno Nacional (Fa- 
llos: 188, pág. 303) esta Corte se refirió a esta mate- 
ria en el segundo considerando en que dijo; "Dada la 
forma eu que las partes han interpretado durante 24 
años las cláusulas del Bono del citado Empréstito, no 
es necesario decidir si las expresiones pesos oro conte- 
nidas en el nombre "Empréstito Interior de Obras Pú- 
blicas de 4 y % % oro de 1911' ' y la de "pesos oro se- 
Hado" del art. 5 del Bono General, se refiere a mo- 
neda especial metálica de oro efectivo de la ley n p 1130, 
o si sólo significan una simple expresión monetaria o 
moneda de cuenta, con la equivalencia establecida en 
la ley 3871, pues tanto el Gobierno que hizo el emprés- 
tito cuanto los tenedores de los títulos —entre ellos el 
actor durante 24 años— lo han interpretado en el últi- 
mo sentido, no obstante la desvalorización de la moneda 
de papel con relación a la moneda metálica de oro efec- 
tivo de la ley núm. 1130 en las épocas en que estuvo 
clausurada la Caja de Conversión, o sea desde agosto 
de 1914 hasta el mismo mes de 1927, y luego desde 1929 
hasta 1935, en enyo año dictóse la ley 12.160 que man- 
tuvo la clausura'*. Hefiérese a continuación: "que a 
raíz de la guerra uu 1914 dictáronse las leyes 9481 
y 9506, que suspendieron los efectos del art. 7 de la 
ley 3871 en cuanto obliga a la Caja de Conversión b 
entregar moneda de oro a razón de cuarenta y cuatro 
centavos po» un peso de moneda de papel". Y agrega: 
"Esas leyes fueron complementadas, en cuanto al cum- 
plimiento de las obligaciones a oro por la ley núm, 9478 
que dispuso la prórroga de las obligaciones de pago en 
moneda de oro mientras se encontrasen suspendidos 
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los efectos del art. 7 de la ley 3871, salvo que el acreedor 
aceptase el pago en moneda de papel del tipo de con- 
versión establecido en esta última, con el propósito 
patente de evitar al deudor el recargo del eambio en el 
mercad > libre". 

Qoe de lo anteriormente expuesto se infiere sin 
esfuerzo: a) que el empréstito aludido en estos aufos 
se hizo por pesos oro igual a cien francos y también a 
$ 2,2727, antes de la clausura de la Caja, ocurrida en 
agosto de 1914 motivada por la gran guerra de ese año ; 
b) que de los términos empleados en el título de la 
obligación, al mencionarse el peso oro con su equiva- 
lencia de 5 francos, sólo se ha referido al peso oro de 
nuestra moneda nacional, como simple moneda de 
cuenta, con su valor de $ 2,2727, y no como moneda es- 
pecial, metálica de oro efectivo; c) que las obligaciones 
en moneda especial de oro fueron prorrogadas por el 
art. 2 de la ley 9478, salvo para los acreedores que 
aceptaren el pago en moneda de papel al tipo de con- 
versión de la ley 3871 o sea a * 2,2727 por peso oro; 
d) que no obstante la clausura de la Caja de Conver- 
sión desde 1ÜU a 1927 y luego de 1929 hasta 1935, desde 
cuyo ano se la mantiene hasta ahora por la ley 12.160, 
ningún tenedor de títulos o cupones del Empréstito de 
San Juan, excepto Paoletti, y ello después de haber 
aceptado el cambio legal (C. S. 198, 369), ha demandado 
ante esta Corte el cobro do los cupones ni sus intereses, 
en moneda especial, metálica de oro efectivo, o su equi- 
valente en pesos papel par i adquirirla ; y, e) que, por 
lo contrario, tanto en el caso de Luchinetti v. Prov. de 
Mendoza, en el que se trataba de un empréstito en pesos 
oro o en francos, del año 1909 (v. Parios: 138, 402) y 
en el de Palomeque v. Santa Fe (Fallos: 143, 78), 
cuanto en el de Pedro Abel Ñau v. la Prov. de San 
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Juan, por el mismo empréstito a que se refieren estos 
autos (Fallos: 149, 243) y en el de Palomeque v. Prov. 
de San Juan, también por este mismo empréstito (Fa- 
llos: 149, 249), en todos ellos los demandantes han re- 
clamado el pago de los "pesos oro" de los emprésitos 
al cambio establecido por la ley 3871 (t 2,2727). Lo que 
demuestra cabalmente que los tenedores de estos tí- 
tulos y eupones lian interpretado el contrato en el sen- 
tillo de que "pesos oro'* es una simple expresión mone- 
taria o moneda de cuenta, pero no "moneda especial" 
metálica, de oro efectivo; o sea en pesos oro igual pe- 
sr 3 2,2727 en moneda legal, como ocurrió en los casos 
de Villamil (causa antes citada), Banco Francés v. Go- 
bierno de Corrientes (Fallos: 193, 195) y Paoletti v. 
San Juan (Fallos: 198, 369). En el primero, esta Corte 
dijo: "Que si bien el art. 2 de la ley 9478 autoriza a 
los deudores de obligaciones a metálico a demorar su 
pago mientras se encuentra suspendida la entrega de 
oro a cambio de papel por la Caja de Conversión, debe 
recordarse también que el citado precepto exceptúa el 
caso en que el acreedor acepta el pago en billetes de 
curso legal al cambio establecido por el art. 1* de la ley 
3871, o sea, a razón de un peso papel por 44 centavos 
oro, lo que importa colocar al deudor de la obligación 
a oro en la misma situación en que se hallaría si la 
Caja de Conversión no hubiera sido clausurada para 
las operaciones de entrega de metálico'*. Y agrega luego 
el siguiente razonamiento demostrativo de la improce- 
dencia de pagar en francos — como aquí también lo 
pretende la demandada — "que no puede hacerse valer 
en el caso el argumento de que la ley do emergencia ha 
hecho desaparecer una de las formas de pago compren- 
didas en la obligación o sea el pago en pesos oro, por- 
que independientemente de otras razones debe tenerse 
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en cuenta que en la especie sub-lite solanu nte existe 
alternativa propiamente dicha respecto al lugar -ílcl 
pago, pues que elegido ese h:gar por el acreedor, la 
obligación se hace pura y simple de pagar pesos oro 
o de pagar francos. El hecho solo de reclamarse en Bs. 
Aires el cumplimiento de la obligación, descarta por 
completo el pago en francos, porque el recibo de esa 
moneda sólo puede imponerse, con arreglo a la con- 
vención, al tenedor que se presente al cobro en París. 
Para el demandante que ha exigido el pago en Bs. 
Airea no existe otra moneda caneelatoria que el peso 
oro o el substitutivo de éste establecido por la ley 9478" 
o sea $ 2,2727 por peso oro. 

Por estos fundamentos y lo establecido por los 
arts. 747 y 1107 del Código Civil se declara que la Pro- 
vincia de San Juan debe pagar al actor, dentro del tér- 
mino de sesenta días el equivalente de la cantidad de 
pesos oro reclamada en la demanda en pesos moneda 
nacional al cambio de $ 2,2727 por peso oro establecido 
por la ley 9478 con deducción de lo percibido por el 
actor en con epto de los cupones mencionados en la de- 
manda que se hallaban depositados en el Banco Alemán 
Transatlántico y fueron cobrados por intermedio de 
éste, a cuyo efecto deberán las partes practicar la li- 
quidación respectiva, con intereses desde el día de 
la notificación de la demanda a estilo de los que cobra 
el Banco de la Nación Argentina. Las costas del juicio 
deberán pagarse en el orden causado. 

Roberto Repetto — Antonuj 
Sacarna — B. A. Na zar Ají- 
choren a — F. Ramos Mejía 
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LOS 49 AUTENTICOS 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formales. Interposición 
del recurso. Fundamento. 

Es improcedente el recurso extraordinario respecto del 
cual se ha omitido todo fundamento en el escrito de in- 
terposición (*). 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Resolución. 

El pedido de una medida de mera substanciación formu- 
lado por una de las partes, como Ja solicitada con el 
objeto de que se requiera la copia de un decreto para 
apresarla a los autos, no es óbice para que, llenado el 
trámite previsto por el art. 8 de la ley 4055, se proceda 
a declarar improcedente el recurso extraordinario no fun- 
dado. 



ALFREDO COLOMBO v. NACION ARGENTINA 

PENSIONES MILITARES: Pensiones a los militares. Inutilización 
para la carrera militar. Ejército. 

Conforme a lo dispuesto por el art. 209 del decreto núm, 
29.375, cuya aplicación no ha sido objetada, procede re- 
rhazar la demanda tendiente a obtener la respectiva pen- 
sión por inutilización, promovida por un conscripto que, 
si bien fué declarado apto solamente para servicios auxi- 
liares a consecuencia del accidente sufrido, nada ha pro- 
bado ern respecto a su incapacidad para trabajar en la 
vida civil y, en eamhio. se ha negado a Someterse al re- 
conocimiento mi d ico decretado para mejor proveer. 

■ * 

Sentencia del Juez Federal 

Bs. Aires, mayo 19 de 1944, 

Y vistos; Para resolver en definitiva este juicio seguido 
por D. Alfredo Colombo contra Ja Nación sobre otorgamiento 
do pensión militar, y 



(I) 8 ño junio de 1945. Fallos: 193, 33 y 472, 
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Considerando : 

I. Que el actor manifiesta que fué incorporado al ejér- 
cito en calidad de Roldado conscripto, perteneciente a la clase 
1912, sufriendo un accidente que le ocasionó la fractura de 
la tibia, quedando incapacitado para el servicio activo y sólo 
apto para servicios auxiliares. 

Ante tal hecho, frente a las disposiciones pertinentes de 
la ley 4707 y la constante y reiterada jurisprudencia de la 
forte Suprema, — entre otros el caso de Juan Martín Aguer, 
Serapio Orbea y Julio Caamaño contra la Nación — , alega que 
resulta incuestionable su derecíio a pozar del beneficio de re- 
tiro, de la mencionada ley. 

Funda su derecho en los artículos 13 y 16, tít. Til. cap. IV 
y V respectivamente de la ley 4707, sus concordantes y la ju- 
risprudencia citada. 

Por lo tanto solieila se declare su derecho a gozar del 
beneficio del retiro militar de acuerdo a la escala que fija el 
art. 13, tít. III, cap, IV de la ley 4707. y a percibir las men- 
sualidades atrasadas desde la fecha de la inutilización. 

II. Que el Sr. Proc. Fiscal, al contestar la demanda dice 
que de las actuaciones administrativas surge que, a raíz del 
accidento que sufriera el actor en febrero de 1933 fué decla- 
rado "apto para servicios auxiliares" por la Junta Superior 
de Reconocimientos Médicos. 

En la situación apuntada alega que el actor carece de 
derecho para obtener el beneficio que reclama, porque su con- 
dición de "apto para servicios auxiliares" no importa "inuti- 
lización para el servicio" dentro del concepto de la ley 4707. 
En efecto, en el tít. III de dicha ley, sólo el art. 16 hace refe- 
rencia a los que han quedado inutilizados para el servicio, pero 
sin calificar la inutilidad por lo que debe entenderse que se 
refíen» a la total y absoluta, siguiendo la interpretación res- 
trictiva con que corresponde juzgar estos beneficios. 

Sin perjuicio de lo expuesto y para el supuesto que la 
tesis del actor prosperara, opone la prescripción del art. 4027 
del ród. Civ.. para las mensualidades atrasadas, adeudadas con 
anterioridad a los 5 años de la iniciación del juicio. 

Por lo expuesto, solicita se rechace la demanda o en su 
defecto se haga lugar a la prescripción opuesta, con costas, 

4 

T considerando: 

I. Que estando reconocidos los hechos expuestos en la 
demanda, procede pronunciarse sobre el derecho alegado por 
el actor. 
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II. Que de acuerdo a lo resuelto por la Corte Suprema 
en el caso que se registra en él t. 187, pág. 45, de sua Fallos, 
el conscripto del ejército que a consecuencia de un accidente 
sufrido en acto de servicio, queda inutilizado, tiene derecho a 
la pensión de retiro, aun cuando subsistiera su aptitud para 
sen-icios auxiliares, en razón de que este último caso no se 
halla contemplado en la ley. 

Posteriormente en los casos que se registran en su colec- 
ción de Fallos, t. 189, pág. 142- t. 195, pág. 17, mantuvo la 
misma doctrina. 

III. Que respecto a la prescripción opuesta por el 
Sr, Procurador Fiscal que se funda en el art. 4027 del Cód. 
Civ. es indudable que tratándose del cobro de mensualidades, 
debe prosperar. 

Por todo lo expuesto fallo declarando que la Nación debe 
acordar al actor D. Alfredo Colombo, el retiro militar que le 
corresponde de acuerdo, — como lo pide — , con los arts. 13 y 16 
y a pagarle las mensualidades adeudadas con anterioridad a 
los cinco años de la iniciación del juicio, con intereses desde 
la notificación de la demanda y la mitad de las costas del 
demandante, en razón de no prosperar íntegramente la deman- 
da. — E. A. Orlh Basitaldo, 



Sextencia de la Cámara Federal 

Bs. Aires, 14 de marzo de 1945. 

T vistos ; Estos autos seguidos por Alfredo Colombo con- 
tra la Nación sobre retiro militar; y 

Considerando: 

Que el causante, cx-soldado conscripto, no ha acreditado 
incapacidad alguna para la vida civil y se ha negado sistemá- 
ticamente, tanto en la primera como en esta instancia, a some- 
terse al reconocimiento médico decretado como medida para 
mejor proveer. 

Que en preseneia del decreto 29.375 de fecha 26 de octu- 
bre ppdo. que introduce modificaciones al régimen de retiro 
establecido por la ley 4707, este Tribunal dispuso que se 
corriera un nuevo traslado a las partes por su orden, el cual 
ha sido evacuado por el actor manifestando que uada tiene 
que agregar a los fundamentos legales que informan la acción 



I 



< 6 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

instaurada y por el Sr. Proc. Fiscal de la Cámara, aduciendo 
que el art. 20!) del decreto referido requiere una incapacidad 
para la vida civil de 60 % producida por acto de servicio, 
en el caso de los soldados conscriptos, para que se les acuerde 
el retiro eon el prado de cabo, por lo cual la acción no puede 
prosperar. 

Que el artículo indicado establece que en caso de inca- 
pacidades transitorias parciales que no alcancen al porcentaje 
del 60 %, hipótesis ésta en la cual el interesado tiene derecho 
al sueldo de cabo, se liquidará el haber de retiro que rela- 
cionado con aquéllas, establezca la r"?glamcntac¡ó'i respectiva. 
Como puede apreciarse, el texto mencionado requiere una in- 
capacidad c na Ir pitera que sea su tirado, para que pueda acor- 
darse el retiro; y no habiendo acreditado el actor en el pre- 
sente caso la existencia de la misma, sus pretensiones deben 
ser desestimadas. 

Por clin se revoca la sentencia recurrida y en consecuen- 
cia se rechaza In demanda instaurada. Costas por su orden 
dada la naturaleza de la cuestión debatida. — fiarlos Herre- 
ra. — Carlos del Campillo. — Ricardo Villar Palacio. — Juan 
A. González Calderón. — Alfonso E. Poccard (con amplia- 
ción de fundamentos 1 ». 



Ampliación df fundamentos 

La incorporación de un ciudadano a las Filas, como cons- 
cripto, importa el cumplimiento de un honroso deber con la 
patria, que en ningún caso ha de traducirse, en perjuicio, ni 
en fuente de enriquecimiento para el interesado. 

De un accidente ocurrido mientras se presta esa obliga- 
ción de servicio militar — aunque pueda tener como consecuen- 
cia la declaración de que el afectado sólo debe continuar pres- 
tando servicios auxiliares — no debe derivarse la obligación del 
Estado de pensionar ad ritant. al ciudadano, salvo que se acre- 
dite que éste ha sufrido una disminución de su capacidad 
para la vida civil. 

Admitir lo cent ra rio. podría acarrear el riesgo de agravar 
injustificadamente el erario público, con el otorgamiento de 
pensiones, carentes de todo fundamento razonable y que no 
responden a ninguna finalidad social necesaria o útil. 

De ahí (pie a juicio del suscripto, acciones de naturaleza 
de la presente cu que. como se ha dicho, se trata de un cons- 
cripto que por breve tiempo se incorpora a las filas, no deben 
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prosperar, mientras el Estado no reconozca expresamente la 
existencia de esa disminución de capacidad, o la justicia lo 
declare, mediante la comprobación de tal extremo, con el per- 
tinente informe médico, 

En el presente caso ello no resulta de las constancias de 
este juicio, ni del expediente administrativo agregado. 

Dispuesto para mejor proveer el examen médico del pos- 
tulante, rste se lia negado insistentemente a someterse a nin- 
gún reconocí miento facultativo, colocándose en una situación 
de rebeldía que autoriza la presunción de que en definitiva, 
no ha sufrido incapacidad alguna para la vida civil, y por 
onde, que su reclamo es injustificado. 

Por ello, se revoca la sentencia recurrida y en consecuen- 
cia se rechaza la demanda instaurada. Cestas por su orden 
dada la naturaleza de la cuestión debatida. — Alfonso E. 
Poccard. 
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Bs. A i ros, 8 do junio do 1945. 

Y vistos: los autos "Colombo Alfredo v. La Na- 
ción, sobro retiro militar", venidos do la Cám. Fed, 
de la Capital, por vía del recurso extraordinario, y 



Que la sentencia on recurso funda la solución del 
presente on la disposición del art, 209 del decreto 
n* 28.375 dictado por el P. E. a fines del año 1944, cuya 
aplicación al caso no se desconoce en el escrito de fs. 
50 por el que so intenta el recurso federal. 

a los autos la prueba de la incapacidad para el trabajo 
en la vida civil del actor, extremo éste implícitamente 
exigido por la referida disposición, el reclamo intentado 
no puede prosperar. 
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Por ello se confirma la sentencia de fs. 47 en 
cuanto pudo ser materia de recurso. 

Roberto Repetto — A^tcwiü 
Saoarka — B. A. Naz^ An- 
chorena — F. Ramos Mejía 
— T. D. Casares, 



MANUEL CEBE 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes. Subsistencia 

de los requisitos. 

Procede tener por desistido el recurso extraordinario in- 
terpuesto por el Fiscal de Cámara en una causa no cri- 
mina] í 1 ), »i ante la Corte Suprema el Procurador Gene- 
ral expresa que no encuentra motivos jurídicos que per- 
mitan sustentar la doctrina desarrollada por el apelan- 
te (*h 



FERROCARRIL BUENOS AIRES AL PACIFICO 
v. NACION ARGENTINA 

FERROCARRILES: Tarifas. 

El transporte de cargas militares que la Nación realice 
por intermedio del F. C. de Bs. Aires ni Pacífico no poza 
de la rebaja del 50 % sino del 25 % establecida en la 
clausula 20 del contrato celebrado el 26 de enero de 1874 
entre el Gobierno Nacional y Juan E. Clark, aprobado 
por el art< 4 de la ley 868, y en los decretos de unificación 
de tarifas del 4 de noviembre de 1918 y del 29 de abril 
de 1927. 



(1) Kl raso ver?«íiÍMi sobro onncetacíim Se uun caria de ciudadanía. 

(2) 8 d« jimio de 194,1 Fallos: JíMJ, 443. 
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Sentencia del Juez Federal 

Bs. Aires, agosto 8 de 1942. 

Y vistos: Estos autos caratulados: "Empresa del F. C. 
Bs. Aires ni Pacífico contra Gobierno de la Nación", de cuyo 
est udio resulta : 

1* Que a fs. 6 se presenta Carlos A. del Castillo por la 
aetora demandando por cobro de $ 338.4?*s42 m/n., con más 
sus intereses y eostas. 

Sostiene que su representada de acuerdo a las leyes de 
concesión y al decreto expedido por el P. E. de la Nación con 
fecha 4 de noviembre de 191 8, transportaba los materiales 
dependientes del Ministerio de Guerra con nna rebuja del 25 %. 
Indica que desde enero de 1925 el citado Ministerio, invoeando 
los arts. 59 de la ley 531 y 19 de la ley 2873, ha exigido uña 
rebaja del 50 % sin que las gestiones administrativas de la 
empresa en defensa de sus derechos hayan tenido éxito. La 
diferencia entre uno y otro porcentaje de rebaja, constituye 
la suma qne se reclama. 

Cita en favor de sus pretensiones el contrato celebrado 
por la empresa con el Gobierno Nacional el 26 de enero de 
1874 y en cuyo artículo 20 so disponía que la reducción en !a 
tarifa de fletes para el transporte de cargas que pertenezcan 
al Gobierno sería la de un 25 %. 

Recuerda que la ley 8fi8 autorizó al P, E, a introducir una 
serio de modificaciones al citado contrato, dejando empero 
íntegramente subsistente el referido art. 20, de acuerdo por 
lo demás al art. 4° de la ley, según el cual, quedaban en vigor 
las restantes cláusulas en cuanto no mc opusieren a las modi- 
ficaciones consignadas en la dicha ley. 

Refiere que en el me* de marzo de 1878, la empresa cele- 
bró otro contrato con el Gobierno do la Nación, en el que se 
reproduce exactamente el art. 20 del contrato de 1874. Invoca 
a su favor los decretos del 4 de noviembre de 1918 y 29 de 
abril de 1927 en los que se reconocen y aplican los expresados 
convenios. 

Advierte que el art. 19 de la ley 2873 no puede ser apli- 
cado a la aetora, por cuanto el contrato de 1874 convertido 
en ley por la sanción de la n* 868 disponía en su art. 19, que 
el ferrocarril quedaría sujeto a la ley reglamentaria y a las 
demás que pudieran después dictarse sobre ferrocarriles ga- 
rantidos "con tal que estos últimos no agraven o empeoren 
las obligaciones del concesionario". 
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Recuerda decisiones judiciales sobre el alcance de las con- 
cesiones y leyes contratos, el dictamen del Procurador Gene- 
ral del Tesoro Dr. Celso Rojos, los d>l Asesor futrado de la 
Dir. Oral, de Ferrocarriles y las conclusión p«? ¡i que arribara 
el Dir. Oral, do Ferrocarriles en el estudio del caso que moti- 
va el presente. 

2» Corrido traslado de la demanda, lo evacúa a fe. 24 
el ex-Proc, Fiscal Dr. Emilio González solicitando su re- 
chazo. 

A) Sostiene que a la fecha de su concesión, el F. C, 
Bs. Aires al Paeífieo se encontraba regido por la ley 531 gene- 
ral pnra las ferrocarriles nacionales, y enyo art, 59 disponía 
a favor de la Nación, una reducción de fletes para los trans- 
portes militares por valor de un 50 %. 

R) Entiende que por importar el art. 20 del contrato 
de concesión una violación al art. í 9 de la ley 583, y a los 
arts. 1* y 59 de la ley 531, constituye un acto inexistente 
que en forma alguna puede obligar a la Nación, y que tampoco 
ha podido ser validado o legalizado como lo pretende la em- 
presa, por la inclusión del art, 4» de la ley 868. 

C) Afirma que el art. 20 del contrato, ha sido otorgado 
en contravención a las disposiciones de los incisos 12, 16 y 
28 del art, 67 de la Constitución. 

D) Por todo ello entiende que la nulidad del acto es 
absoluta y manifiesta, y que de acuerdo al art. 1047 del Cod. 
Civ. puede sor demandada por el Ministerio Público. Agrega 
también que dicho contrato fué suscripto por el Min. del Inte- 
rior y no por el P. E. Nacional según lo dispone la ley. Las 
nulidades que afectan al acto, serían las contempladas on los 
arts. 1042 (1» ap.) y 1044 (el. 4" del Cód.) cuyas nulidades 
existen aun cuando no hayan sido juzgadas — art. 1038. 

E) Observa quo 'a concesión y las reservas que con ella 
puedo hacer el Congreso en beneficio del interés general de 
la Nación, constituyen un acto de soberanía y sólo puede ser 
materia de cmi trato lo que atañe a lo relacionado con obliga- 
ciones recíprocas. 

F) Agrega que "el acto administrativo violatorio de 
una ley de orden público, viciado de nulidad absoluta, no 
puede ser válido por vía do simple confirmación legislativa". 
Expresa que la ley 8fiH en mi art. 4" sólo puede haberse refe- 
rido a las cláusulas del contrato que se hubiesen otorgado den- 
tro de las normas de competencia y legalidad porque eran 
las únicas que podían dictarse. 
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G) Considera que el art. 20 del contrato viciado de nuli- 
dad absoluta fundada en razones de orden público no es sus- 
ceptible de confirmación —art. 1047 Cód. Civ—, IV todos 
modos, y aun cuando lo fuera, el art. 4* de la ley fifíft que la 
actora invoca, no reuniría Jos requisitos exigidos por el art. 
1061 del Cód. Civ. Aun cuando quedaran dudas sobre la efi- 
cacia de la pretendida confirmación, afirma que en el conflicto 
entre el interés público y el privado debe siempre primar aquél. 

II) Argumenta que aun cuando el art. 4* de la ley 868 
hubiese incorporado a su texto el art. 20 del contrato, el mis- 
mo estaría derogado por el art. 19 de la ley 2873. Dice que 
admitiendo por hipótesis que la ley 868 hubiese Incorporado 
el art. 20 del contrato, el Conpreso no habría obrado en el 
caso como parte contratante, sino en ejercicio de su función 
de legislador. El art. 4* de la ley 868 se referiría a la situa- 
ción leenl y no a la contractual de la concesión. Y así como 
según la hipótesis el art. 4» de la ley 868 habría podido derogar 
el art. ftSJ de la ley 531, así también dicho artículo habría 
sido a su vez derogado "por el posterior art. 19 de la ley 
2873 que también legisla eon carácter general". 

I) Pretender que el art. 19 del contrato de 1874 en 
cuanto limita para la empresa concesionaria, la vigencia de las 
posteriores leyes reglamentarias a aquellas que no empeoraran 
o agravasen sus obligaciones, importa un exceso de la facultad* 
de contratar, siendo tal artículo inaplicable al -caso planteado, 

J) En cuanto al decreto del 4 de noviembre de 1938, si 
se le diera la extensión que la actora indica, carecería de 
valor por violatorio de las disposiciones lépales, pero en rea- 
lidad tal decrelo nóIo se refiere a las tarifas contractuales, 
"ajenas y distintas a las exigidas por las leyes para los trans- 
portes de fuerzas militares y materiales de guerra". 

K) Como con posterioridad a la concesión de la línea y 
a la sanción de la ley 868, la actora ha obtenido nuevas con- 
cesiones de líneas en las que el Estado ha mantenido en forma 
expresa la reserva de la rebaja del 50 % para los transportes 
oficiales, interesa saber si los transportes cuyo flete se persi- 
gue, fueron efectuados por la línea troncal o por algunos de 
Jos ramales sometidos a las disposiciones indicadas. 

Concluye solicitando el rechazo de In demanda en todas 
sus partes, con costas. 

Considerando: 

1' Que de aencrrio a nuestro sistema constitucional, co- 
rresponde al Comrre.so, promover "la industria. . . la eonstrne- 
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ción de ferrocarriles y canales navegables... por leyes pro- 
tectoras de estos fines y por concesiones temporales de privile- 
gios y recompensas de estímulo" — art. 67, inc. 16) — . En 
cuanto esas leyes se dictaren "en consecuencia" o sea de 
acuerdo con la Constitución, integran "la ley suprema de la 
Nación" — art. 31 — , ley que el P. E. debe hacer cumplir, 
expidiendo al efecto las instrucciones y regtamentos que fueren 
necesarios "cuidando de no alterar su espíritu con excepcio- 
nes reglamentarias" — art. 86, inc. 2*. 

2* Que refiriéndose expresamente a los ferrocarriles 
particulares la Suprema Corte ha afirmado — Fallos: t 152, 
png. 404 — (octubre 3 de 1928) que "nacen y funcionan en 
virtud de la concesión que np es un contrato de derecho común 
entre partes ¡guales, sino que es el acto legislativo en virtud 
áe\ cual el Estado hace delegación en una empresa para la 
debida realización del servicio público de transportes ferro- 
viarios dentro de limites prefijados, determinándose las con- 
diciones de tiempo, i'orma y elementos de la construcción y 
explotación, privilegios y exenciones otorgadas a la empresa, 
derechos y ventajas reservadas por el Estado para sí o para 
determinadas manifestaciones de la vida nacional". 

En estos términos la Alta Corte hace explícito algo con- 
tenido en el texto constitucional indicado — arL 67, inc. l(i — 
p sea que la concesión por la que se concede privilegios y exen- 
ciones a una empresa ferroviaria de jurisdicción nacional, 
requiero una ley del Congreso en la que se fijen tales derechos 
y en la cual podía también el coneedente indicar las ventajas 
que para sí se reserva. 

8» El Dr. Iíielsa en su Detecho Administrativo 3* ed., 
t. 1*, expresa en la pág. 318 que "la facultad de conceder la 

gestión de un servicio esto es, ja de disponer pertenece al 

poder representativo'* agregando luego que "toda concesión 
de servicios públicos — máxime si asume la forma de monopo- 
lio o comparte exenciones O privilegios — es precedida de una 
autorización previa, que es requisito esencial para que ella se 
perfeccione, Y si esa autorización determina la forma, natu- 
raleza v extensión del servicio, ello debe ser contenido obli- 
gatorio^ contrato de concesión, es decir que éste debe reali- 
zarse de acuerdo con lo dispuesto por la autorización, en 
cuanto fuere de la competencia del poder o autoridad que da 
tal autorización". Lo que equivale a sostener que cuando, 
como ocurre en el caso de les ferrocarriles de jurisdicción na- 
cional, es distinto el órpano que autoriza la concesión de aquel 
que firma el contrato respectivo, éste ve limitada su actitud 
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do pactar libremente a aquella materia sobre las cuales la 
autorización legislativa no contiene expresas disposiciones, ya 
que fetos constituyen el presupuesto forzoso e irrenuncíable 
del contrato. 

*Por otra parte el poder coneedente puede fijar en cada 
caso las bases fundamentales de la concesión, o establecerlas 
por un solo acto lepa! con carácter peñera 1 y aplicables a todas 
las concesiouL's de un mismo tipo o afectadas a un servicio 
de ln misma naturaleza. 

4* La ley 531 dictada en el mea de setiembre de 1872, 
disponía en su art. 3* *' Todos los ferrocarriles nacionales exis- 
tentes y que en adelante se construyeren en la República esta- 
rán sujetos. . . al cumplimiento de la presente ley y de Ihs 
que en ln sucesivo sancionare el ConEn-cso". El art. 50 a su yez 
establecía un régimen de transporte para las fuerzas milita- 
res y materiales de guerra indicando, en cuanto al punto dis- 
cutirlo en el presente, que el Gobierno de la Nación abonaría 
"por los materiales la mitad del precio de tarifa". 

Era ley 583 dictada con 11 n intervalo de menos de dos 
meses con respecto a la citada en el considerando anterior, ~ 
autorizó la licitación y la contratación de varias vías férreas, 
operación que se liaría de acuerdo a una serie de bases esta- 
blecidas en la citada ley. La ley 583 no reeditó la disposición 
del art. 5ft de la ley 531, pero tampoco la derogó, No consignó 
disposición al pruna* que estableciera a favor de la Nación bene- 
ficios de tarifas reducidas. 

Establece el art, 17 del Cód. Civ. ; y resulta también de 
todo nuestro régimen institucional, que las leyes no se dero- 
gan sino por otras leyes, dictadas posteriormente. Y para 
que una ley posterior derogue una anterior, se bace necesario, 
o que así lo disponga expresamente, o que.'y aun cuando nada 
se dijere sobre la derogación, las disposiciones de la segunda 
ley fueren incompatibles con las disposiciones de la primera. 

En el caso que examinamos, rio existe incompatibilidad 
entre la disposición de la ley 531 y la ausencia de disposi- 
ciones sobre el mismo objeto en la ley 583. No hubo por lo 
demás derogación expresa, y no es dable pensar que en menos 
de dos meses el Congreso hubiera cambiado su criterio, soste- 
niendo en setiembre de 1872 un régimen preferencial para los 
transportes militares y anulando en noviembre del mismo 
año dicho régimen para una seri" de nuevas líneas, y en par- 
ticular, para aquella a que se refiere el presente juicio y que 
por dirigirse a una frontera internacional tenía un interés 
militar indudable. 
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6* Por lo tanto, cuando el P. E. de la Nación haciendo 
uso de la autorización conferida por la ley 583, celebró el 
contrato, se eneontraha al igual que su contratante sujeto a 
las disposiciones de la ley 583 y de ta ley 531 que no huhiesen 
sido alte raí las por aquélla. Las obligaciones que dichos textos 
lépales ponían o carpo de los concesionarios subsistían ínte- 
gramente aun cuando no se las involucrase en el contrato, o 
aun cuando este contuviese c'áusulas contrarias a tales dis- 
posiciones ya que en cuanto contrarias a la ley serían inváli- 
das. Y volviendo al caso de autos, toda infracción a la dispo- 
sición del art. 59 de la ley 531, teniendo en cuenta el motivo 
de indudable interés nacional que lo fundó, debía acarrear 
la nulidad de la cláusula en que se la sancionase. Claro está 
quo el concesionario podría otorgar mayores ventaja* al con- 
cedente que las establecidas en la ley, y sea cual fuere el mo- 
tivo que tuviese para nlmu* así, quedaría obligado en virtud 
del principio general del art, 1 107 del Cód. Civ. Lo que no 
podía válidamente» era pactar algo que en eualquíer medida 
Jo liberase de obligaciones legales, de las cuales sólo podía ser 
descargado por ley del Congreso. 

7* El contrato que a raíz de la ley 583 se celebró entre 
el Gobierno Nacional y D. Juan E. Clark, en fecha 2fi de 
enero de 1872. contiene dos disposiciones de inten's para esta 
sentencia : 

a) El art. 10 por el cual el concesionario queda sujeto 
a la ley reglamentaría de ferrocarriles N* 531 y, 

b) El art, 20 por el que se cslahleco a favor de la Nación 
una rebaja de! 50 r / c en los pasajes de empleada y tropas, y 
de un 25 % "en los fletes por la carga que a ella pertenezca 
o que deba conducirse por su cuenta". Esta última cláusula 
es susceptible de dos interpretaciones distintas que e| suscripto 
analizará a continuación. 

8' Puede entenderse y resulta razonable así hacerlo, 
dado ta expresa referem-ia que el art. 19 hace de la ley 531 
que el art. 20. cuando legisla sobre transporte de enrgas de 
la Nación no incluye a las de índole militar. Podría decirse 
en favor de esta interpretación, que el mismo art, 20 cuando 
se ha referido a transporte de personas por cuenta ríe la Nación 
lia incluido de modo expreso "a la tropa" acordando sobre 
el pasaje do la misma un descuento del 50 'i- 

Si esta interpretación que es la que el suscripto eonside- 
ra como la más exacta huhicra de prevalecer, la dificultad 
estaría ya resuelta. No involucrando el art. 20 los transportes 
de cargas militares, no se daría colisión alguna entre el mismo 



DE JUSTICIA DE LtA. NACIÓN 



55 



y el régimen de las leyes 531 y 583. Lo circunstancia de no 
hacerse alusión" a tales cargas, no implicaría, de acuerdo a lo 
que se ha indicado en el considerando 6* t la cesación de la 
obligación impuesta por el art. 59 de la ley 531. Luego la 
ley 2873, que ha reemplazado como ley general de ferroca- 
rriles nacionales a la 531. ha reproducido en su art, 19 el con- 
tenido del art. 59 de aquélla. 

9* Pero el suscripto acepta por hipótesis la interpreta- 
ción que sostiene la actorn y según la cual el art. 20 del con- 
trato comprendería también lo relativo a transporte de cargas 
militares. Si ello fuera así, por de pronto deja constancia 
que no existen elementes de juicio que le permitan afirmar 
que la rebaja iM 25 % para el transporte de todas las carga 1 * 
de la Xaeión, resultaría a ésta más o menos beneficiosa que 
la rebaja del 50 % aplicada hóIo a las cargas do índole militar. 

Pero aun cuando tal afirmación de la demandante resul- 
tara exacta, es menester no olvidar que dicha rebaja del 50 % 
para tales cargas, constituía un presupuesto legal que el con- 
tra tn no podía infringir sin anularse automáticamente en la 
misma medida en que lo infringiese. 

10' La aetora se hace cargo de esta situación e invoca 
entonces en su favor el texto del art. 4» de la ley 868, dicta- 
da en 1877. Esta ley autorizó a introducir en el contrato 
que en 1874 celebrara Clark con la Nación, una serie de mo- 
dificaciones, En cambio el art. 4' invocado establece que "que- 
dan subsistentes las demás cláusulas del contrato, en cnanto 
no se opusieren a las modificaciones consignadas en esta ley'*. 
Y entre esas cbiusulns no alteradas se encontraba la del art. 20 
relativa al transporte de cargas militares, reproducida exacta- 
mente en el art. 22 del nuevo contrato que a raíz de la citada 
ley 868, se firmó en marzo de 1878. 

Pero (cuál es el alcance del citado art. 4»f Debe tenerse 
en cuenta que la ley se dicta para autorizar modificaciones 
en el convenio originario, y por lo tanto supone, con prescin- 
dencia de su valide?, o invalide?, intrínseca la derogación de 
una serie de cláusulas de dicho convenio. El art. 4' no se dictó 
con motivo de una cuest'm de validez, sino de subsistencia; 
el Congreso manifiesta por él su voluntad de no alterar las 
demás cláusulas del contrato, pero no porque las valide expre- 
samente o las sancione dándoles un alcance legal, sino porque 
no ha estimado oportuno revocar las mismas. 

A r o hay leyes implícitas en nuestra legislación. Cuando 
el Congreso dicta o adopta una ley lo manifiesta de un modo 
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expreso. Eu cambio el art. 4 o de la ley 868 no incorporé a 
la misma, las partes que. del contrato de 1874 quedaron sin 
modificar, sino que sólo indica la subsistencia de tales cláu~ 
aulas. Subsistir significa conservar la existencia. Las dispo- 
siciones en cuestión tenían una existencia contractual — suje- 
ta por ello mismo en cuanto a su validez, a su concordancia 
con la ley— y es esa misma existencia sujeta a la misma 'on- 
dición la que se les conserva. 

11* La sanción del nrt. 4» de la ley 868 no fué motivo de 
dificultad ninguna — ver Diario de Sesiones del Senado año 
1875, pág. 778, y año 1877, pág. 733; y Diario de Scs. de 
la Cám. de Dip, año 1S77 pág. 718 — . Este artículo fué apro- 
bado sin discusión, como una simple disposición de forma, 
que no alteraba en manera alguna el régimen existente. En 
cambio si aplicáramos por analogía en ausencia de disposi- 
ciones expresas en esta materia de derecho público, los prin- 
cipios que en derecho privado rigen la confirmación de los 
actos nulos y anulables; y aun cuando se admitiera como sus- 
ceptible de confirmación la nulidad tjue invalida el nrt. 20 del 
contrato de 1874. aparecería necesario — art. lOlíl del Cód. 
Civil — que la dicha confirmación contuviese: 1 9 > la sustan- 
cia del acto rpie se quiere confirmar, 2 9 ) el virio fie que ado. 
lecía. 3*) la manifestación de la intención de repararlo. 

Determinado así el alcance del art. 4' de la ley 868, y no 
obstando el mismo a la nulidad del art. 20 del contrato pri- 
mitivo; por las mismas razones o sea por infracción al nrt. 5!) 
de la ley 531. sería asimismo nulo el art. -2 del contrato de 
1878 — y romo en la hipótesis anterior, ver considerando 8* — 
In situación vendría también en este caso a quedar regida 
actual mente, por el nrt. 19 de la ley 2873. que no crea obliga- 
ciones más onerosas que las previstas en el indicado art. 59 
do la ley 531. 

12* El decreto del P. E. de fecha 4 de noviembre de 
1918. aun cuando también comprendiere — punto discutible — 
loa transportes de carga militares, como disminuye las fran- 
quicias a que la Nación por ley tiene derecho, no puede poseer 
la virtud de obligar a ésta a su cumplimiento; ni tampoco 
amparar frente a la situación legal examinada las pretensiones 
de la netora. 

13' Sintetizando: estima el .suscripto a) con corda ntenien- 
te con lo sostenido en los dictámenes de los Sres. Auditores 
Generales de Cfuerra y lía riña Drcs, Carlos Hisso Domínguez 
y Leopoldo Loredo Juárez (fs. 117 y 142 del exp. adm.) que 
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el nrt. 20 del contrato celebrado entre el Gobierno Nacional 
y D. Juan E. Clark el 2(i de enero de 1872 en base n la ley 
N» 583 no involucró a los transportes de carpas militares, y 
consiguientemente que al respecto rige siempre la rebaja del 
50 % establecido a favor del Gobierno Nacional en el art.. 59 
de la ley 531; b) que en el supuesto de interpretarse que esa 
disposición comprendía dichas cargas, carecería de validez 
legal, por ser contraria a lo dispuesto en el artículo citado que 
regía (art, 1*) con relación "a todos los ferrocarriles nacio- 
nales csixtentes y que en adelante se ronatnttffin en hi Repú- 
blica*'; c) que la nulidad que afectaba a esa cláusula con- 
tractual, no puede estimarse subsanada por la ti «el a ración de 
carácter general y meramente forma] de] art. 4' de la ley 868, 
que no hizo referencia expresa a la cláusula impugnada, decla- 
ración que ti abría sido tanto más necesaria, cuanto que la dis- 
posición del art 20 citado se apartaba de la voluntad expresa 
del legislador señalada en el referido art. 59 de la ley 531 
y d) que menos puede alegarse, que el decreto del P, E. de 
fecha 4 de noviembre de 1913 — suponiendo liipot óticamente 
que comprendiera también Jos transportes de cargas milita- 
res — haya podido derogar la reserva tarifaria hecha por las 
leyes, por razones de orden publico, en beneficio del Estado, 
y en vista de los superiores intereses de la organización de- 
fensa y seguridad de la Nación, traducidos cu categóricas y 
uniformes disposiciones legislativas como las contenidas en 
los arís. 59 de la ley 531, 19 de la ley 2873 y 10 de la ley 5315. 

Tales son las conclusiones a que ha llegado el suscripto 
y que eximen de entrar al :inálisis de los demás puntos que 
constituyen el reclamo de la demandante. 

14* Que sin perjuicio de lo anteriormente expresado, ca- 
be también agregar que de acuerdo con un principio doctri- 
nario de orden general que ha aceptado la Corte Suprema 
Nacional, de que toda razonable duda debe resolverse en con- 
tra del concesionario, cuando como en el presente se ha pues- 
to en te' a de juicio el alcance de alguna cláusula contractual 
que afectaba la concesión de un servicio público: "La afirma- 
tiva debe ser demostrada, el s^encio es negación y la duda es 
fatal para el concesionario" (ver S. C. Fallos: t. 149, pág. 218, 
ver Bielsa, t. % pág. 274) el rechazo de la demanda se im- 
pondría también en el mejor de los casos para el actor. La 
falta de toda disposición de orden contractual o legal que re- 
suelva en forma categórica la articulación analizada nos lle- 
varía siempre a la situación señalada, y en ese supuesto la 
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solución sería la misma a que se había arribado en la sentencia. 

En mérito a todo lo expuesto fallo el presente rechazando 
la demanda entablada sin costas, atento la naturaleza de las 
cuestiones debatidas. — Alfonso E. Poetará. 

Sentencia de la Cámara Federal 

Bs. Aires, octubre 20 de 1943. 

Vistos y considerando: 

1* Que la ley 531, reglamentaria del servicio de ferro- 
carriles dictada en setiembre de 1872, determinaba que los 
concesionarios trasportarían fas cargas de índole militar con 
una franquicia en Ja tarifa del 30 % (art. 50). 

2. Que mientras dicha ley no se derogase de un modo 
expreso, o sus disposiciones na se hicieran incompatibles con 
otras leyes dictudas con posterioridad, su vigor y eficacia de- 
bía considerarse subsistente. 

3. Que la ley 583 dictada tan sólo 2 meses después de 
la ley 531. tuvo por objeto autorizar la licitación y contrata- 
ción *de varias vías férreas. En dicha ley no se incluyó ningún 
precepto que directa o indirectamente alterase el art. 59, ley 
531, la cual eomn lo dispone su art. V regía para los ferroca- 
rriles ya existentes y los que en adelante se construyeren en 
la República. 

4. Que las líneas cuya concesión se otorgara . a virtud 
do la ley 583, debían considerarse sometidas al régimen de 
la ley 531, en todo aquello que no hubiera sido derogado por 
la citada ley 583. La omisión de ésta en cuanto a las fran- 
q lucias a conceder-e al Estado no puede nunca eonsid erarse 
como una derogación del art. 59, ley 531 que los otorgaba; 
lo que además llevaría al absurdo de sostener que pudo no 
pactarse franquicia alguna en oportunidad del contrato. 

5. Que los consid. P, 2* y 3* de la sentencia apelada, 
en cuanto se refieren a las facti" "les del' Poder Legislativo 
y de la Administración en el otorgamiento y contralor de 
las concesiones de servicios públicos, exponen los principies 
fundamentales en esta materia, cuyo contenido puede deri- 
varsi' dinvi ámenle «¡c la iiii.Miiit Constitución Nacional. 

l T n contrato concesión firmado por el P. E. o un decreto 
del mismo Poder, no puede alterar en modo alguno el esta- 
tuto legal del servicio establecido por ley nacional. 
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6. El contrato firmado el 26 tío enero de 1874, entre el 
Gobierno Nacional y Juan E. Clark T en plena vigencia de la 
ley 531. no piulo por tanto válidamente alterar una cláusula 
legal (el art. 59. ley 531) que integraba el cuerpo de díspo- 
k i ciónos constitutivas del régimen a que el servicio debió su- 
jetarse. 

Como esa cláusula lepa! importaba la admisión de la ta- 
rifa reducida a favor de determinadas carpas oficiales, resulta 
claro que no se pudo pactar en desmedro de la ley, una re- 
baja inferior; por el contrario hubiera podido pactarse una 
mayor, o incluirse en la reducción otra clase de cargas no 
contempladas en la disposición legal. El Poder Ejecutivo al 
contratar debe hacerlo dentro de los límites lépales, pero 
nada le impide pactar condiciones más beneficiosas que las que 
determina la misma ley. 

7. De lo expuesto resulta que el art. 20 del contrato del 
26 do enero de 1874, se encontró afectado de nulidad en cuanto 
no acordó & los trasportes militares ta reducción del 50 %, 
sino sólo la del 25 % de la tarifa ordinaria. 

8. Que como claramente se expone en el consid. 10' de la 
sentencia apelada, la ley 868 no modificó esta situación. 

Dicha ley se dictó a los efectos de introducir modifica^ 
c iones en el contrato del 26 de enero de 1874, originado en la 
ley 583, El art. 4° determina que ias cláusulas no alteradas 
del contrato quedarán subsistentes. Pero ba de entenderse, sub- 
sistentes como contrato. El arpo me uto de la actora de que esa 
disposición legal ratifica el art. 20 del contrato de 1874 no 
puede sostenerse. Ello equivaldría a afirmar que por ley pudo 
alterarse el contrato en materia no sólo de policía o de or- 
ganización del servicio — seguridad, higiene, etc. — sino aun 
en materia estrictamente patrimonial. 

Como lo dice el a quo, el art. 4' no se refiere a la validez 
de las cláusulas contractuales, sino a su mera subsistencia con 
alcance de tales. Resultaría absurdo suponer que el CongTeso 
ratificó el contrato y lo hÍ20 ley, poniéndolo a cubierto de 
cualquier causa de alteración o nulidad no contemplada ni es- 
tudiadas por lo demás en oportunidad de dictarse la ley 868. 
Ello habría sacado al Congreso de la Nación de su función 
normal legislativa. 

9. Que subsistente la nulidad del nrt. 20 del contrato, 
y subsistente la aplicabilidad del art. 50, ley 531, el art. 22 
del nuevo contrato do 1878 firmado a raíz de la sanción de la 
ley 868 queda también indudablemente afectado de nulidad. 
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Por otra parte, la ley 2873 en su art. 19 creó para la 
aetora obligaciones más onerosas que Jas contempladas por el 
art 59, ley 531, y por lo tanto dehe considerarse por entero 
aplicable. 

Por estas consideraciones y las concordantes contenidas 
en la sentencia apelada, se la confirma en todas sus partes. — 
Carlos del CampUlo, — Juan A. González Calderón . — Eduar- 
do Sarmiento. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs, Aires, 4 de junio de 10é§. 

Y vistos los autos: "Empresa del F. C, do Bs. 
Aires al Pacífico contra la Nación sobre cobro de fle- 
tes", cu I«>s i|iie se lia concedido a arabas partes los re- 
cursos ordinarios do apelación interpuestos a fs. 223 
y fs. 225 contra la sentencia de la Cara. Fed. de Apel. 
de la Capital dictada a fs. 220. 

Considerando: 

Como ambas partes dan por reproducidos los fun- 
damentos de sus defensas en las instancias anteriores 
— fs. 229 y 24.'I — resulta necesario examinarlas amplia- 
mente para su más clara y precisa comprensión y reso- 
lución por esta Corte. 

La empresa del F. C. do Bs. Aires al Pacífico fun- 
dó su acción — fs. 6— en la circunstancia de que pol- 
los contratos de concesión celebrados entre el (¡oh. 
Nacional y D. Juan E. Clark en 26 de enero de 1874 
y 19 de marzo de 1878 aprobados por ley 8Ü8, la 
empresa está autorizada para transportar las cargas 
de materiales pertenecientes al Gob. Nacional o |fü 
deban conducirse por su cuenta con una rebaja del 25 % 
en los fletes; que esa cláusula fue además aprobada 
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por el P. E. Nacional en decreto de 4 de noviembre de 
1918 y 29 de abril de 1927 ; que dicha cláusula se aplicó 
constantemente con la aprobación del Gob. Nacional bas- 
ta el año 1925 en que el Min. de Guerra, fundándose en 
las leyes 531, 583, 2873 y 5315, reclamó la rebaja del 
50 % de las tarifas para los materiales de guerra, re- 
clamación que se ratificó por el P. E. en 1933, exigen- 
cia que la empresa acató bajo protesta. 

Desde luego, no hay nulidad en los contratos de 
concesión de 1874 y 1873 porque ellos, aunqne suscrip- 
tos por los Ministros del Interior Uladislao Frías y Ber 
nardo de Irigoyen, respectivamente, fueron aprobados 
por el P, E. de que formaban parte presidido por Sar- 
miento y Avellaneda — Confr., "Ministerio do Obras 
Pública? — Leyes, Contratos y Resoluciones sobre Fe- 
rrocarriles y Tranvías", t. 2', págs. 193 y 200 — ; y di- 
chos contratos con expresas modificaciones resultan 
aprobados u homologados por la ley n* 868 de 18 de 
septiembre de 1877 al decir en su art, 4* "quedan subsis- 
tentes las demás cláusulas del contrato en cuanto no se 
opongan a las modificaciones consignadas en esta ley** 
y es claro que la cuestión referente al por ciento de re- 
baja en los fletes de materiales transportados por cuen- 
ta del Gobierno está expresada en el art. 20 del contrato 
de 20 de enero de 1874 y en el art. 21 del de 19 de marzo 
de 1878, sin que ninguno de ellos se oponga ei las modi- 
ficaciones de la ley n* 868, 

El P, Legislativo puede modificar y derogar una 
ley general o particular por otra ley — art. 17 del Cód. 
Civ. — sin ninguno de los requisitos formales que el 
Procurador Fiscal menciona en su defensa de fs, 24 y, 
en consecuencia, pudo al aprobar los contratos de con- 
cesión a D. Juan E. Clark reducir al 25 % la rebaja 
en los fletes que establecía la ley n" 531, tanto más ex- 
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plicablo cuanto que en ésta —la ley 531— la rebaja se 
referia solamente a los materiales de guerra y en el 
contrato alude a todos los materiales transportados por 
cuenta del Gobierno lo que, como se lia hecho notar por 
los asesores técnicos y legales en materia ferroviaria, 
importa una mejora notable para el Gobierno desde que 
es notorio que eí volumen de car gas militares que el Go- 
bierno transporta representa un por ciento reducido res- 
pecto del total de las cargas transportadas. 

Ln ley general de ferrocarriles n* 2873 no lia podi- 
do empeorar o agravar la situación de la empresa del 
F. C. de Bs. Aires al Pacífico en cuanto al por ciento 
de rebaja en las tarifas de materiales transportados 
por cuenta del Gobierno ¡ V porque el art. 21 del contra- 
to de concesión aprobado por la ley núm. 8G8 establece 
que las leyes posteriores no podrán empeorar o agravar 
las obligaciones del concesionario; 2* porque la ley 
n* 2873 se refiere a "tarifas" o "tarifas ordinarias", 
concordando con esos preceptos la ley n' 5310, art. 10; 
y 3' porque el decreto de 4 de noviembre de 10 18 precep- 
túa que el transporte de materiales por cuenta del Go- 
bierno y sobre los cuales debe establecerse la rebaja del 
25 % se hará conforme a tarifas reducidas o de precios 
reducidos —art. 4*—, tarifas que como su nombre lo 
Índica son aquellas en que las empresas Teciben una 
retribución mínima, más de una vez a precio de costo 
en atención a la naturaleza de la materia transportada 
que no soportaría para su consumo o utilización en los 
mercados o sitios de destino el recargo de las tarifas 
ordinarias como ser: piedras, carbón, materiales de 
construcción, cereales y derivados, forrajes, lefia, ma- 
deras, sa!, etc. (Confr., Ministerio de Obras Públicas — 
Tarifas Ferroviarias, 1922, anexos). El Procurador Ge- 
neral de la Nación, Dr. Botet, en dictamen al P. E. 
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sobre este asunto de las tarifas y su rebaja al 50 %, 
sostuvo también que debe referirse a las ordinarias 
(3 de octubre de 1916, Boletín Oficial n' 7886 de fecha 
4 de junio de 1920). 

Tratándose de nna aparente contradicción entre Ins 
leyes generales de ferrocarriles y la ley especial refe- 
rente a la concesión del F. C. de Bs. Aires al Pacífico es 
necesario recordar la jurisprudencia de esta Corte Su- 
prema según la cual, una ley general no es nunca dero- 

exista una manifiesta repugnancia entre las dos en la 
hipótesis de subsistir ambas y la razón se encuentra en 
que la Legislatura, que ha puesto toda su atención en 
la materia y observado todas las circunstancias del caso 
y provisto a ellas, no puede haber entendido derogar 
por una ley general posterior, otra especial anterior, 
cuando no ha formulado ninguna expresa mención de 
su intención de hacerlo así (185 U. S. 88). Como un 
corolario de la doctrina, según la cual, dice Blackstone 
{Interpreta! ion of Latvs, 116), las derogaciones im- 
plícitas no son favorecidas, ha llegado a sentarse como 
regla en la interpretación de las leyes que una ley pos- 
terior de carácter general sin contradecir las cláusulas 
de una ley especial anterior, no debe ser considerada 
como que afecta las previsiones de la primera a menos 
que sea absolutamente necesario interpretarlo así por 
las palabras empleadas. Cuando existen dos leyes o dis- 
posiciones de leyes relativas al mismo objeto, ambas de- 
ben ser aplicadas, siendo ello practicable (t. 150, pág. 
150, "Cía. Azucarera Tucumana c./ Prov. de Tucu- 
mán"). 

La interpretación alegada por la actora tuvo la con- 
formidad de todos los Presidentes y Ministros de la 
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materia del P. E. f desde la ley n* 868 hasta el 29 de 
abril de 1927, en que el Presidente Alvear y su Ministro 
de Obras Públicas Ortíz ratificaron el decreto de 4 de 
noviembre de 1918 del Presidente Ingoyen y Ministro 
Torello (Reg. Ofic., año 1927, junio, pags. 56 y 57), y 
aun en 1936 el Mrn. de Marina con dictamen favorable 
do su asesor letrado, aceptó para materiales de guerra 
de su dependencia la rebaja del 25 % (resolución del 
Min- de Marina n° 97.505 de fecha 3Ü de diciembre de 
1936, exp. n' l-F-917 al 936; y dictamen del asesor legal 
de dicho Ministerio de 17 de octubre de 1936) ; y el 
Proc. del Tesoro, Dr. Celso Kojas, los directores gene- 
rales de FF. CC, Xogués y Castello, así como el asesor 
legal de la Dirección expresaron la misma opinión (exp. 
adm, agreg., fs. 86, 98 y 99). Una tan uniforme y cons- 
tante interpretación administrativa, tenido en cuenta el 
interés del P. E. en el contrato-concesión tiene el valor 
que la Corte le asignó en los casos registrados en los 
ts. 181, pág. 257; 188, pág. 303; y 195, pág. 210, es decir 
que la constante interpretación dada por las partes a 
un contrato en un largo período de tiempo es la que me- 
jor se ajusta al espíritu y a la letra de la ley; y no se 
puede recusar esa jurisprudencia y esa doctrina decla- 
rándola inaplicable al derecho tV novia rio porgue éste 
no es diverso en su naturaleza del que rige los emprés- 
titos públicos y porque en la concesión el concesionario 
adquiere derechos de contratante protegidos tan cabal- 
mente como los correlativos del concédante salvo, como 
es justo, los de éste para ampliar o modificar los tér- 
minos de la concesión en vista del servicio público efi- 
caz pero eon la obligación de indemnizar las cargas o 
mayores gastos o agravios que el concesionario tuviere 
que soportar (C. S. Fallos; 145, 307; 176, 363; 183, 116 
y 429; 186, 48; 188, 9). 
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Que se ha invocado por la defensa del Gobierno el 
precepto de la ley n' 5315 que establece en su art. 10 
la obligación de las empresas regidas por dicha ley dé 
transportar los materiales y artículos de propiedad de 
la Nación destinados a construcción de obras públicas 
nacionales con un aforo del 50 % de las tarifas ordina- 
rias; pero como ya se ha dicho en considerando ante- 
rior, las tarifas fijadas para el F. C. de Bs. Aires al 
Pacífico a los fines de transportar esos materiales es la 
tarifa reducida y no la tarifa ordinaria por lo cual no 
se modifica sobre ese particular la norma de la ley de 
concesión y el decreto de 4 de noviembre de 11)18 de uni- 
ficación de tarifas (Confr. f art. 4 ? , ine. 2% 3er. pará- 
grafo). Nada tienen que ver esas "tarifas reducidas'' 
con las ' 'especiales" a que se refiere el art 49 de la 
ley n* 2873, conceptos más de una vez confundidos en 
resoluciones o dictámenes administrativos. 

Finalmente cabe agregar que el crecimiento cons- 
tante de las actividades industriales del Estado con el 
correlativo aumento del volumen del transporte de ma- 
teriales para su realización y la protectora tarifa redu- 
cida que por ellos se paga, hace aún menos equitativa la 
pretensión de aumentar al 50 % la rebaja del 25 % 
acordada en el contrato de concesión homologado por la 
ley n* 868 y reconocido por el decreto de 4 de noviem- 
bre de 1918. 

En su mérito se revoca la sentencia recurrida y se 
hace lugar a la demanda, decidiéndose que la Nación 
debe pagar a la empresa del P. C, de Bs. Aires ai Pací- 
fico la suma de f 338.426,24 m/n., con más sus intere- 
ses a estilo de los que cobra el Banco de la Nación Ar- 
gentina, desde el día de la notificación de la demanda; 
costas por su orden en todas las instancias atento la na- 
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tu raleza de la cuestión y la discrepancia entre los fallos 
de las instancias anteriores y el presente. 

Roberto Repetto — Antonio Sa- 
gakna — B. A. Nazar Ancho- 
rena — F. Ramos Mejía — To- 
■más D, Casares {cu disidencia). 

Disidencia 

Considerando : 

Que el contrato de concesión suscripto el 26 de ene- 
ro de 1874 se realizó en virtud de la autorización acor- 
dado por la ley 583 de ninguna de cuyas disposiciones 
resulta que las concesiones autorizadas por ella podían 
estipularse con independencia de las normas de la ley 
anterior n* 531, cuyo art. 1* dispuso que quedarían su- 
jetos a su cumplimiento "todos los ferrocarriles na- 
cionales ya existentes y que en adelante se construye- 
ren en la República". Por consiguiente lns concesiones 
acordadas de conformidad con lo dispuesto por la ley 
583, sobre deber atenerse a los preceptos particulares de 
esta última tenían que atenerse también a las nemas 
de la ley general 531 en todo lo que la 583 no Imbiese 
derogado. 

Que la ley 583 no contiene disposición ninguna so- 
bre la materia a que se refiere el art. 59 de la 531. El 
art. 10 de la ley 583, por el cual se dispone que el P. E. 
fijará durante el término de ia garantía — establecida 
por el art. 4 — las tarifas de las líneas de cuya cons- 
trucción y explotación se trata c intervendrá en ellas 
después de su vencimiento, cuando el producto exceda 
del 12 %, no es, de ningún modo, incompatible con la 



franquicia establecida a favor de la Nación por el art. 
59 de la ley n" 531 aplicable, según el art. 1\ a todos 
los ferrocarriles existentes y que se construyeran en la 
Bepública, ley a la cual se reconoce sujeto el concesio- 
nario en el art. 19 del contrato de fecha 26 de enero 
de 1874 reproducido por el art 21 del contrato celebra- 
do el 19 de marzo de 1878, Ni los términos del citado 
art. 10 contienen referencia alguna que permita inter- 
pretarlo en el sentido de facultar al P. E. a prescindir 
de esa franquicia establecida con caráctei uniforme y 
por razones obvias en favor del poder concedente, ni 
parece razonable snponer que til autorización se acor- 

y no mediando circuns- 
lente no 




Que acordada la concesión a que se refiere el con- 
venio del 26 de enero de 1874 en virtud de lo dispuesto 
por la ley 583 y con sujeción a las disposiciones de la 
ley general redimen ta ria 531, no sólo porque el P. E. 
no podía acordársela válidamente sin esa sujeción sino 
también porque ésta hállase expresamente reconocida 
en el art. 19 del convenio, el privilegio del P. E. para 
los transportes de personas y cargas del servicio de la 
Nación no podía en dicha concesión ser menor que el es- 
tablecido con carácter general, pura todos los ferroca- 
rriles, por el art. 59 de la ley 531. 

Que nada hay en la ley 868 que pueda ser opuesto 
a la conclusión precedente. Dicha ley no tuvo por ob- 
jeto convalidar, formalizar u homologar la concesión 
convenida por el P. E. el 26 de enero de 1874, puesto 
que se había otorgado de conformídnd con la autoriza- 
iones de la citada ley 868 no tuvieron otro propó- 
ni podían tener otro alcance que el expresado ter- 
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minant emente en su art V: autorizar ni P. E, pura que 
introdujera un el contrato del 26 de cuero de 1874 ,4 laB 
modificaciones siguientes", dice el texto aludido, es de- 
cir, las que se mencionan a continuación, donde no hay 
referencia alguna a la materia del art. 59 de la ley 531. 

Que si las disposiciones de !n ley general 531 deben 
considerarse parte integrante de toda concesión ferro- 
viaria, como quedó explicado, mientras otra ley 10 las 
modificara o estableciera expresamente un régimen es- 
pecial y distinto para determinadas concesiones, y la 
ley 583, que autorizó la concesión de la aetora, n< i modi- 
ficó ni derogó la norma del art. 59 de la 531 y la validez 
legal de la concesión de la aetora se funda en la auto- 
rización de la ley 583 y no en la sanción de la 868, que 
se limitó a introducir modificaciones en una concesión 
que consideró legalmente vigente, no se puede atribuir 
al art. 4* de esta última que dice textualmente: "Quedan 
subsisten! vs las demás cláusulas del contrato en cuanto 
no so opusieren a las modificaciones consignadas en esta 
ley", el alcance de una validación legislativa de la va- 
riante introducida por el art. 20 del convenio en la regu- 
lación de la materia legislativa en términos generales, 
para todos los Ferrocarriles, por el art. 59 de la ley 531. 
Tanto los términos en que está concebido el art. 4 de la 
ley 868, como los antecedentes de ésta, demuestran que 
sálo tenía por objeto autorizar al P. E. para introducir 
en el contrat > de 1874 ciertas modificaciones solicitadas 
por el concesionario con respecto a la construcción de 
las líneas férreas, a la garantía acordada por la Nación 
y a la facultad que el art, 10 de la ley 583 reconocía al 
P. K respecto de ia fijación de las tarifas, no habiendo 



tión que ha originr.do este litigio, y habiéndose, en cam- 
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bio, considerado como simplemente formal el actual 
art. 4 de la ley 868, —Diario de Ses. de la Cám. de Dip. 
de 1877, pág. 718—. Todo lo cual lleva a concluir, como 
la sentencia apelada y la de primera instancia, que no 
lia mediado la ratificación legal invocada por la actora. 

Que, por otra parte, la circunstancia de que las 
cláusulas en cuestión formen parte de sendos contratos 
de concesión no es óbice para que su nulidad pueda ser 
declarada por los tribunales de justicia, pues, como ha 
declarado esta Corte Suprema en Fallos : 190, 142, si 
bien las reglas de los arts, 1037 y sigtes. del Cód. Civ. 
acerca de las nulidades de los actos jurídicos no han 
sido establecidas para aplicarlas al derecho adminis- 
trativo sino al derecho privado, nada obsta para que, 
representando aquéllas una construcción jurídica basa- 
da en la justicia, se extienda su aplicación al derecho 
administrativo, cuyas normas y soluciones también de- 
ben tender a realizar aquélla, con las discriminaciones 
impuestas por la naturaleza propia de lo que constitu- 
yo la substancia de esta última disciplina. La falta de 
aptitud del l\ K, díjoso también en esc fallo, derivada 
de carecer de facultades para poner en movimiento su 
actividad en un sentido determinado, constituiría una 
causal de invalidez en la apreciación y examen de un 
acto administrativo, cuya nulidad sería absoluta aun 
cuando su declaración no podría hacerse de oficio sino 
a petición de parte. 

Que las conclusiones precedentes ponen do lado lo 
relativo a la aplicación de la ley 2873. El art. 19 de la 
ley 2873 reproduces ei 59 de la ley 531. Establecido en 
los considerandos anteriores que la concesión del 26 do 
enero de 1874, debió atenerse a lo dispuesto por este 
último artículo y que es nulo lo acordado en el art. 19 
de la concesión, obvio resulta que la actora no puede 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



invocar en su defensa la disposición de esta última (cláu- 
snla 19) que la exime de aquellas modificaciones del 
régimen legal de los ferrocarriles garantidos que em- 
peoren o agraven las obligaciones del concesionario, 
puesto que el citado artículo de la ley 2673 no agravó 
las que en el punto debatido le imponía el régimen legal 
al cual debió someterse la concesión ineludiblemente. 
Y por lo mismo no hay en el caso derogación de una 
ley especial (la 8tíS) por una ley general (la 2873), 
puesto que sobre la materia a que se refiere el art. 59 
de la ley 531 no hay disposiciones de leyes especiales 
que modifiquen lo en él dispuesto, sino sólo las dispo- 
siciones de la concesión, que en ese punto son ilegales, 
Luego no hay otra cosa que la norma del art. 5ÍJ de la 
ley 531, reiterada por la ley 2873. 

Que Jos precedentes de resoluciones y opiniones 
administrativas favorables a la tesis de la actora ten- 
drían importancia si se tratare de interpretar los tér- 
minos del convenio de concesión. Pero no se trata de 
eso sino de la compatibilidad del art. 20 de la concesión 
con el régimen legal de los ferrocarriles, con sujeción 
al cual tuvo que ser concedida la construcción y explo- 
tación de esta línea. Sucede con esto lo ijue con las razo- 
nes de conveniencia y equidad invocadas a lo largo de 
este asunto en favor del régimen do rebajas establecido 
en el contrato de concesión. Admitido, en hipótesis, que 
esas razones sean válidas, —y pueden haber sido las 
determinantes de la actitud adoptada por la Adminis- 
tración en el sentido de atenerse a dicho régimen — , 
justificarían una modificación de las disposiciones lega- 
tes pertinentes, pero no pueden influir en la interpre- 
tación y la aplicación de ellas, 

Kn su mérito y por los fundamentos concordantes 
de las sentencias de primera y de segunda instancias, 
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confírmase la apelada de fs. 220, sin costas. — Tomas 
D. Casabes. 

Aclahatoma solicitada por el Procubadok General 
Suprema Corte : 

El Procurador General, por la representación que 
me corresponde en los autos seguidos contra la Nación 
por la Empresa del F. C. de Bs. Aires al Pacífico, sobre 
cobro de fletes, a V. E. digo : 

Al notificarme de la sentencia dictada por V. E. 
a fs. 244 de estos autos advierto que ella condena a la 
Nación al pago de la suma líquida de 338.426,24 pesos 
m/n. con intereses, partiendo de la base de correspon- 
der ella a diferenciar de fletes adeudados por concep- 
to de transportes hechos al Estado sobre dos líneas 
férreas concedidas a D. Juan E. Clark por contratos de 
fechas 26 do enero de 1874 y 19 de marzo de 1878. 

Como al fijar esa suma líquida se ha incurrido en 
un error de cúleulo, me permito solicitar de V, E, la 
aclaración correspondiente, conforme lo autoriza el art. 
232 de la ley 50. 

En efecto, al contestar la demanda el señor Procu- 
rador Fiscal después de ofrecer los argumentos que a su 
entender justificarían un rechazo total de la acrión, sos- 
tuvo que, aun admitiendo por hipótesis fuese atendible 
el derecho de la parte actora refiriéndolo a dichas dos 
líneas, no lo sería respecto de los transportes hechos por 
otras líneas que tamtiién explota dicha empresa en ejer- 
cicio de derechos emergentes de leyes y contratos dis- 
tintos de los dos citados. Esa defensa aparece inequí- 
vocamente formulada a fs. 39 y vta. y forma parte inte- 
grante de la litis contestado; que fué una de las mate- 
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rias sometidas a dictamen pericial (fs. 53) ; se expidie- 
ron sobre ella los tres peritos nombrados, y el desig- 
nado por la parte actora — fs. 135 y 136— ha puntuali- 
zado que, además de las cargas transportadas por las 
lineas concedidas a Clark en 1874 y 78, hubo otras trans- 
portadas en once líneas más concedidas por diversas 
leyes posteriores a tales fechas. No hubo necesidad de 
hacer la discriminación correspondiente en los fallos 
de primera y segunda instancias, porque rechazaban la 
demanda totalmente ; pero consta a fs. 227, que, llegado 
el expediente a la Corte, solicité y obtuve se requiriese 
el legajo administrativo donde constan los recorridos de 
cada carga, elemento de criterio indispensable para que 
V. E. dictase sentencia. Traídos a la vista como lo fue- 
ron, mantuve todas las defensas opuestas por los repre- 
sentantes del Fisco (fs. 243) ; de suerte que corresponde 
se pronuncie la Corte al respecto. Paso a explicar en 
qué forma vicia esa omisión el cálculo de suma aritmé- 
tica líquida, hecho en el fallo. 

Tanto el contrato de 1874 (hecho ley según V. E. 
por la N* 868 del año 1S77), como el subsiguiente de 
1878, otorgaban a Don Juan E. Clark —antecesor de 
la empresa aetora— el derecho de construir y explotar 
dos vías férreas : una entre Buenos Aires y San Juan, 
vía Mendoza, y o l ra entre Mendoza o Sau Juan y Chile. 
Ambos contratos establecieron (arts. 20 y 22, respecti- 
vamente) rebajas de cincuenta por ciento sobre los pa- 
sajes de empleados y tropa que viajaren en servicio de 
la Nación, y de un veinticinco por ciento solamente en 
los fletes por carga que le perteneciere o debiera condu- 
cirse por su cuenta. Empero, ninguno de ellos estable- 
ció que cttalesquiera otras concesiones de líneas o rama- 
les a otorgarse en el ful uro al señor Clark 
dar necesariamente sujetas a las mismas 
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Ahora bien: un cuidadoso estudio de las razones 
básicas del fallo de fs. 244, lleva al espíritu la convic- 
ción de que V. E. sólo ha entendido referirse a los fletes 



neas, únicas previstas en los dos contratos aludidos. 
Entretanto, y conforme lo prueban las constancias del 
expediente administrativo y los dictámenes periciales, 
la demanda resulta involucrar transportes hechos por 
otras líneas que fueron concedidas a la empresa actora 
bajo condiciones especiales puntualizadas en otras tan- 
tas leyes, todas de fecha posterior a la 868, interpre- 
tada y aplicada por V. E. Permítaseme recuerde en lo 



ra a fs. 135 vta. Al efecto prescindiré de la N" 583 — lí~ 
nea principal— y la N* 3423 (ramal de Rufino a Buena 
Esperanza, año 1896) que por excepción mantiene en su 
art. 10 el sistema implantado por la 868. 

Ley 3965, año 1900 (línea de Saf oreada a Santa 
Isabel). 

Art. 12. — "El Gobierno Nacional tendrá de- 
recho al uso de las líneas para sus cargas y trans- 
porte de tropas, así como también de la línea tele- 
gráfica, con una rebaja de cincuenta por ciento so- 
bre fos tarifas ordinarias". 

Ley 4130, año 1002 (líneas de Justo Daract a La 



Art. 15. — "La Empresa concesionaria hará 
una rebaja de 50 % para los pasajes de empleados 
y tropa que viajen en el servicio de la Nación, y en 
los fletes para las cargas que a ellas pertenezcan 
o que debe conducirse por su cuenta", 

Art. 18. — "Tanto la construcción como la ex- 





i, ateniéndome a la nómina de 
>r el propio perito de la acto- 
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de Ferrocarriles y a los reglamentas de policía e 
inspección dictados o que se dicten". 
Ley 4*296, del 27 de enero de 1904 (línea de Alber- 

di a Bunge). 

Art. 14. — " Tanto Ja construcción c<nn* la ex- 
plotación de esta línea estará sujeta a la ley gene- 
ral de Ferrocarriles N* 2873". 
Leyes 4415 de 1004, y 4860 de 1905 (líneas Maeken- 

na- Achiras, Labor --de- Villa Valeria, Ra wson- Arribeños, 

Chacabueo-üeriuania y Bunse-Buclinrdo). 

Declaran aplicable u las concesiones respecti- 
vas la ley 429ü, citada. 

Lev 4481, año 1904 (lírica de Cañada Verde a Jus- 
to Daraet). 

Sujeta el shtema al de la ley 4300 y ésta, en 
su art. 13, además de referirse expresamente a la 
general de ferrocarriles X* 2873, previene: 

Art. 16. — "J?n los transportes de materiales 
o personas, que se conduzcan o viajen por cuenta 
del Gobierno, sr hará ta rebaja del 50 % en las tari- 
fas ordinarias". 

Ley 11.355, año 192G (línea de Laboulaye a Saín- 
pacía»). 

Art. 4' — "Esta concesión se sujetará en un 
todo a la ley 5315, reglamentaria de concesiones fe- 
rroviarias»'. 

Ante la claridad de esto* textos, imposible resulta 
admitir que la suma mimé rica de los fletes correspon- 
dientes al sistema de la ley 8(>8, alcance a la cifra de 
trescientos treinta y oclio mil cuatrocientos veintiséis 
pe- os con veinticuatro centavos. Quiera V. E. rectifi- 
carla, o establecer que tanto el monto de la condena 
como el de los intereses, se liquidaré ante el señor Juez 
de la condena refiriéndolo exclusivamente a los trans- 
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portes hechos sobre las líneas que fueron materia de los 
contratos de 1874 y 1878. Bs. Aires, junio 7 de 1945. — 
J uan Alvar t^. 



Visto el pedido de aclaratoria formulado en tiempo 
y forma por el Sr. Procurador General de la Nación 
respecto del fallo de esta Corte corriente a fs. 244 de los 
autos en cuanto al monto de !a suma que, según el niis- 
mo, debe pagar el Gobierno de la Nación a la Empresa 
del F, C, del Pacífico a consecuencia de lo pagado do 
menos por transporte de cargas beneficiadas con el 25 % 
de rebaja en los transportes a tarifas reducidas, y 

Considerando: 

Que la discriminación argüida por el Sr. Procura- 
dor General y que ya sostuvo el Asesor del Min. de 
Guerra, Coronel Juanto a fs. 103 del expedente admi- 
nistrativo agregado, prescinde de la unificación de ad- 
ministración de todas las líneas del F. C. del Pacífico 
y unificación de tarifas del mismo a que se refieren los 
dictámenes del Director General de Ferrocarriles, In- 
geniero don Pablo Nogués, inserto en el expediente ad- 
ministrativo caratulado: "Ministerio de Obras Públi- 
cas de la Nación — rí> 4093, año 1917— Ferrocarril de 
Buenos Aires al Pacífico, tarifas a regir en sus líneas, 
según convención aprobada por el Gobierno'*; informes 
aprobados por decretos del Poder Ejecutivo de 4 de 
noviembre de 1918 y abril 29 de 1927. 

Que, en efecto, en el decreto de 4 de noviembre de 
1918, artículo 1*, se dice: "Con excepción de la planilla 
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Bs, Aires, 11 de junio de 1945. 




nse las nuevas tarifas pro- 
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puestas por la Empresa del Ferrocarril de Buenos Ai- 
res al Pacífico para regir en sus líneas y las que admi- 
nistra, considerándose como explotado bu jo convenio 
tocio su sistema, excepto el Ferrocarril Trasandino, 
mientras subsista dicho convenio". Dicha resolución 
— como queda dicho anteriormente — fué confirmada por 
el decreto del año 1927. 

Que, en consecuencia, no hay obscuridad ni duda 
sobre la parte dispositiva ni sobre los fundamentos del 
fallo recurrido y no son éstos revisiblcs por coneep- 



S. A. CALERA AVELLANEDA v. DIRECCION GENERAL 
DEL IMPUESTO A LOS REDITOS 

IMPUESTO A LAS VEXTAS. 

Para determinar el monto riel impuesto a pagar sobre las 
ventas en el mercado interno debe deducirse el importe 
del fue! oil por el que antes se papó dicho gravamen, uti- 
lizado por SU arinuirente en la elaboración del cemento 
ípio vende, fluí cemo también él importe de los fletes fe- 
rroviarios que, aunque cargados en el precio, son pagados 




oarna — B. A. Nazar Ancho- 
rena — F. Ramos Mejía. 
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Bs, Aires, 11 de junio de 1945. 



Y vistos : los del recurso ordinario concedido a la 
parte aclora en los autos "Calera Avellaneda S. A. v. 
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Fisco Nacional (Dir. Oral. Imp. Réditos) recurso con- 
tencioso", venidos de la Cám. Fed. de la Capital, 

Y considerando : 

1) Que la demanda, como resulta de la relación 
que se hace en la sentencia de fs. 74 comprende dos 
cuestiones: a) si para determinar el monto del impuesto 
a pagar sobro las ventas en el mercado interno, la ac- 
iora lia podido deducir el importe del fuel-oil utilizado 
en la elaboración del cemento que vende; y b) si y \a 
podido hacerlo también con el importe de los fletes fe- 
rroviarios que aunque cargados en el precio, son paga- 
dos por cuenta de los compradores. 

2) Que la primera cuestión ha sido resuelta por 
la Cámara Federal en sentido afirmativo, de acuerdo 
al fallo de esta Corte Suprema in re Mataldi v. Fisco 
Nacional (Fallos Í98: 65) y lia sido consentida por el 
representante del Fiseo. 

3} Que la segunda cuestión, que es análoga a la 
anterior, lia debido resolverse en igual forma. En efec- 
to, la ley 12.143 que establece el impuesto a las ventas 
de mercaderías, frutos y productos dispone en su art: 1* 
que él se aplicará en forma que incida en una sola eta- 
pa de las que es objeto la negociación. El art. 2* dis- 
pone que el gravamen se aplicará sobre el precio neto 
que resulte de la factura; el art. 3 T dice que se entiende 
por precio neto de las ventas el que resulte una vez 
deducidas las bonificaciones y descuentos... pudiendo 
deducirse el importe correspondiente a mercaderías y 
envase3 devueltos por el comprador. 

El art 9* inc. g) exime del impuesto al suministro 
de servicios públicos que sean materia de concesión ofi- 
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eial y cuyas tarifas estén aprobadas por los estados na- 
cional o provinciales o por las municipal ¡dados. 



pendiente a mercaderías y envases devueltos por el com- 
prador (art. 3 5 ) y si el suministro del servicio ferrovia- 
rio hállase exento del impuesto (art, 9*, inc. g) no se 
ve la razón en virtud de la cual el fabricante tendría 
que recargar sn *' precio neto" de venta en fábrica con 
el importe de un sobreprecio que en la realidad lo excede 
y que no forma parte de la mercadería vendida. 

Las disposiciones antes citadas y lo dispuesto en 
el art. V inc. c), que autoriza a deducir el importe de 
las compras de mercaderías gravadas con el impuesto 
ya sean éstas elaboradas o meramente utilizadas para 
producir la mercadería para la venta, parecen indicar 
que el espíritu de la ley es claro en el sentido de que 
no debe incluirse en el precio neto de venta el incre- 
mento producido por los fletes correspondientes al su- 
ministro del servicio ferroviario al que la ley exime de 
impuesto, según antes se dice. De hacerlo, el precio de 
venta no sería el "precio neto' que la ley se ha pro- 
puesto gravar. 

Por estos fundamentos se modifica la sentencia de 
fs. 94 sólo en cuanto a la segunda cuestión, o sea a loa 
fletes, declarándose que también procede hacer lugar a 
la demanda sobre este punto, con sus intereses, desde 
la notificación de la demanda. Las costas de esta ins- 
tancia se paliarán también en el orden causado, atenta 
la naturaleza du la cuestión debatida. 

Roberto Rkpetto — Antonio Sa- 




O Alt na — B. A. Nazar Ancho- 
bena — F. Ramos Mrjía — 
T. D. Casares. 
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S. A. ARGENTINA NOEL Y Cía. Ltda. v. DIRECCION 
GENERAL DEL IMPUESTO A LOS REDITOS 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Trámite. 

La circunstancia de que, interpuesto el recurso del art. 
14 do la ley 48 por una de las partes y el ordinario de 
apelación por la contraria, haya resuelto el tribunal de 
la causa conceder "loa recursos ordinarios de apelación 
interpuestos por ambas partes para ante la Corte Supre- 
ma", no importa denegación del primero sino concesión 
del mismo puesto que Ja ley denomina reenrso de apela- 
ción tanto al conocido por el nombre de extraordinario 
cuanto al del art. 3 de la ley 4055. 

IMPUESTO A LAS VENTAS. 

Para determinar el monto del impuesto a pagar sobre las 
ventas en el mercad., interno debe deducirse el importe 
del hielo seco por el que antes se pagó dicho gravamen, 
utilizado por su adqui rente para conservar los helados que 
fabrica, así como también el importe de los fletes del in- 
terior correspondientes a las mercaderías elaboradas en 
la Capital. 
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Bs. A i res t 11 do junio do 1945. 

T vistos: Los recursos ordinarios concedidos a sen- 
das partes en los autos "Noel y Cía. Ltda.. S. A. Argen- 

da contenciosa", venidos de la Cám. Fed. de la Capital. 

Considerando en cuanto al recurso concedido a la 
parte actora: 

Que el Sr. Procurador General en su carácter do 
representante de la demandada sostiene que la senten- 
cia de fs. 93 "ha quedado ejecutoriada con respecto a 
Ja parto actora, toda vez que a fs. 97 no le lia sido con- 
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cedido el recurso extraordinario de apelación, único in 
tcrpuesto por ella a fs. 95/96". 

Que la sentencia de fs. 97 dieo: "concédense Tos 
recursos ordinarios de apelación interpuestos por ambas 
partes, para ante la Corte Suprema, adonde se eleva- 
rán los autos en la forma de estilo". 

El recurso interpuesto por la aetora es el del art. 14 
de la ley 48 y lia sido fundado en los términos del art. 15. 
Ni una ni otra de esas disposiciones le llaman recurso 
extraordinario. La ley sólo denomina recurso de apela- 
ción tanto al comúnmente conocido por el nombre de 
recurso extraordinario del art. 14 de la ley 48, cuanto 
al recurso ordinario del art. 3* de la ley 41)55 (v. art. 15 
ley 48 y 3* y G* de la ley 4055), De lo que se infiere que 
la concesión del recurso ordinario de apelación a la 
parte aetora que contiene la sentencia de ta Cámara 
antes referida no supone la negación del recurso dedu- 
cido, que es el del art. 14 de la ley 48. 

Y en cuanto al fondo del asunto. Son dos las cues- 
tiones planteadas en la demanda : a) si para determinar 
el monto del impuesto a pagar sobre las ventas en el 
mercado interno, la aetora ha podido deducir el impor- 
te del hielo seco que utiliza para la conservación de los 
helados que fabrica y b) si ha podido deducir el importe 
de los flete . al interior correspondientes a las mercade- 
rías elaboradas en la Capital. 

La sentencia hace lugar a la demanda respecto a la 
primera cuestión de acuerdo a lo resuelto por esta Cor- 
te in re Mataldi v. Fisco (Fallos: 198, G5) y la rechaza 
respecto a la segunda o sea a la deducción de los fletes. 

Que esta última cuestión ha sido resuelta en igual 
forma que la anterior in re Calera Avellaneda v. Fisco 
Nacional fallada hoy por lo que se dan aquí por repro- 
ducidas las consideraciones hechas en los citados fallos. 
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En su mérito se modifica la sentencia apelada sólo 
en cuanto a la segunda cuestión declarándose que tam- 
bién procede hacer lugar a la demanda sobre este pun- 
to, con sus intereses desde la notificación de la deman- 
da- Las costas se abonarán ;n el orden causado atenta 
la naturaleza de la cuestión debatida y la naturaleza del 
recurso. 



LADISLAO LTISTIO v. JAIME DUBCOSKY 

EXHORTO: Cuestionen de competencia. 

Apareciendo prima facic cumplidos los requisitos forma- 
les de los arts. 3, 4 y 9 del Tratado de Derecho Procesal 
de Montevideo de 1889, procede i emitir a los tribunales 
ordinarios de la Cap. Federal, a los efectos que hubiere 
lugar, el exhorto que, con el fin de obtener la realización 
de una diligencia de prueba, ha sido erróneamente diri- 
gido por un tribunal de la República Oriental del Uru- 
guay a la Corte Suprema de la Nación (*). 



SILVIA DE LA PLAZA DE CASTAÑEDA VEGA v. 
PROVINCIA DE CORDOBA 

EXPROPIACION: Indemnización. Detcrmiitañón del valor real. 
El precio del inmueble expropiable debe ser determinado 
mediante el examen del valor atribuido en las operaciones 
ronrertadns libremente soure otros bienea de iguales o si- 




(l) 13 ¿O jimio áe 1945. Fallos: 101, 165; 163, 360, 
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milares condiciones a Tas do aquél por su naturaleza, si- 
tuación, superficie, época de venta, etc. t y el de otros 
elementos de juicio auxiliares, romo la renta efectiva que 
el bien producía, la tasación realizada a los fines del pairo 
del impuesto territorial y las efectuada* por los bancos, 
el precio de adquisición o el señalado en otras expropia- 
ciones, etc. 

KXt'ÍiO/'tA('If>X; fifirrttnhari'ht. Otros daños. 

Habiéndose tacado en la audiencia realizada a los efec- 
tos del art. ti de la ley l$í>, por los representantes de 
ambas partes debidamente facultados para ello, el valor 
de los perjuicios ocasionados al dueño del bien expropiado 
por la destrucción de sementeras y de un monte, no co- 
rresponde fijar por ese concepto otra suma que la enton- 
ces convenida. 

EXf'nOl'fAriOX. ¡HtlrmnhariSm. Otms dañm. 

Fuera del precio del inmueble, nn corresponde acordar 
a sn dueño indemnización ulsruna por concepto de pri- 
vación ele la parte no plantada de la fracción expropiada. 

FXPfíOl'I ACfOX : Indemnización. Domos cansadas por ht expropio, 
rii'i» parcial. 

Corresponde indemnizar al dueño de un inmueble par- 
c lilimente expropiado el importe de las asmadas que. por 
liabcr sido destruidas las existentes, deberá bacer cons- 
truir para la normal explotación de la fracción no ex- 
pfopíadfl ; a cuyo efecto la suma que se fije no deberá 
exceder «le lo pedido en la demanda, aunque en ésta tam- 
bién se haya hecho referencia a lo que en más o menos 
fijen peritas, con mavor razón desde (pie no medinn cir- 
cunstancias «im» permitan atribuir a ¡mioi-anein n premura 
Tu detifriiUfión de la cantidad reclamarla. 

F.X!'Rnf'f.\("!OX: Indemnización, paño* carnario* par la ctpropia- 
rf'n'n pnrrial. 

Procede indemnizar al dueño de la fracción expropiada 
kw daños causad* s por la deformación de varios lotes, dre- 
naje, aislamiento e inundación. 

fXTKfíf-'SKS: fítlai-uíu jvridica cntrs ta* parte*. Krprnpian'nn. 

T,os intereses correspondientes al precio del inmueble ocu- 
pado por el expropiader sin previo depósito de aquél, son 
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debidos destle la fecha de la ocupación, y los correspon- 
dientes a hts sumas cuyo papo se ordena como resarci- 
miento en los demás daños ocasionados al dueño deberán 
ser papados a partir de la fecha de la notificación de la 
demanda sobre expropiación indirecta. 

Dictamen del Procurador Gekeral 
Suprema Corto: 

Con arrollo a la jurisprudencia corriente do V. E., 
ésto os m caso do jurisdicción originaria, por tratarse 
de causa civil en que un vecino de la Cap. Federal de- 
manda a la Prov. de Córdoba. Salvo una voz más, res- 
petuosamente, mi opinión en contrario, por lo que res- 
poeto a conceptuar "causas civiles" los juicios do ex- 
propiación. 

Kn cuanto al fondo del asunto, versa sobre cuestio- 
nes de hecho, o do derecho común, ajenas ¡i mi dicta- 
men. Bs. Aires, febrero 3 ele 1045. — Juan AUmrez, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 13 de junio do 1945. 

Y vista la precedente en usa caratulada "Castañeda 
Vosa Silvia fie la Plaza do contra Córdoba la Provin- 
cia sobre expropiación'* de la que resalla: 

Que a fs. 21 so presenta D. Ka f a el Castañeda Vcpra, 
en representación de Ba. Silvia do la Plaza de Casta- 
ñeda Vosa y dice: 

Que su mandante os propietaria del campo donomi- 

danía Colonias, Prov. de Córdoba, do la extensión y 
linderos que especifica. 
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(Juo a partir tic 1914 ln.s gobiernos de la Nación y 
de la Prov. de Córdoba, encararon la solución del pro- 
blema de las inundaciones en el S. E. de la secunda, 
K. E. do Be. A i ros y S, do Santa Fe, a rayo efecto, en- 
tre otras obras, los Ingenieros que menciona, declara- 
ron necesaria la construcción del eanal hitin-'l tu 'tugas, 
que fué autorizada por la ley nacional u" H.Sb'O. 

Que por acuerdo suscripto entro la Nación y la I 'ruv. 
de ('nri' ba se estableció que ésta debía entregar sin 
cargo la libre posesión do los terrenos fiscales y particu- 
lares necesarios ai fin indicado, habiéndose ratificada el 
convenio por decreto federal 7Í).3!>7 y por la ley provin- 
cial n" íittMi. Dictóse también la ley 37.'ll> declarando sn- 

Que su mandante no accedió a donar a la Prov. de 
Córüüba las tierras de su mencionada propiedad com- 
prendidas en el trazado del canal Litin -Tortugas, pero 
permitió la ocupación de las mismas, i'irmatnlu al efecto 
la correspondiente autorización a fines de VM'X Se pro- 
cedió entonces a la confección de un acta — que apom- 
pa ña — en la que so consignaron las mejoras existentes 
en el momento de la ocupación, dañadas o totalmente 
perdidas para la propietaria. 

Que como la Provincia no ha seguido el correspon- 
diente juicio, viene a iniciar la presente causa por ex- 
propiación indirecta cuyo conocimiento corresponde a 
esta Corte de acuerdo con la doctrina de los preceden- 
tes a que bace referencia. 

Que si lijen oportunamente se ofreció a la Sra. de 
Casta fu-da Veira, a nombre de la Prov. de Córdoba, la 
suma de í ir>.:í ló,í)S — a razón de m$n. l!Kl la hectárea, 
importe asignado para el pago de la contribución terri- 
torial— esa cantidad no es equitativa, pues no cubro el 
valor venal do la tierra ni los perjuicios irrogados a la 
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propiedad. Sostiene así que eso valor es de mfn. 500 
por hect --m£n. 44.000 por las 88 hect más o menos 
expropiadas— ; que los perjuicios causados por destruc- 
ción de varios sembrados, una población y un monte, 
que tenían una superficie de 40 hect. 55 ca., "alentados 
en conjunto en iii$ik 2.210,80 cu el arla ijue ha aeompa- 
ñado, deben ser tasados por peritos y determinados en 
definitiva por el Tribunal; que los daños experimenta- 
dos por ia ocupación del resto del terreno basta com- 
pletar las SS hect., pueden calcularse provisoriamente 
en nt$n. Oí 14,26, a lodo lo que debe agregarse los inte- 
reses, que corren desde el desapoderamiento; la parte 
proporcional de los impuestos correspondientes a las 
tierras ocupadas; las costas del juicio y el importe de 
la construcción de cinco asnadas, que calcula en con- 
junto on nt$n. 25.000. 

Que en definitiva pide se condene a la provincia 
demandada a expropiar el terreno ocupado en el campo 
de su mandante, para la construcción del canal Litin- 
Tor tusas y a pasar en concepto de precio del terreno 
y daños y perjuicios la suma de m$n. 70,177,-8 o la que 
fije el Tribunal de acuerdo con el d i ct a nicn de los peri- 
tos que se desisnen en autos. Pide intereses y costas. 

(Jue a fs, 48 vta. se señaló audiencia a los efectos 
del arl. (i* de la ley 180, reiterándose el proveído a fs. 54, 
bajo apercibimiento de celebrarse con la parte que con- 
curriera, A fs. 56 comparece el apoderado de la Prov. 
de Córdoba Dr. Carlos J, Tfodrígucíi y pide prórrosa 
del comparendo, que se acuerda por auto de fs, 56" vta. 

Que a fs. 72 se realiza la audiencia mencionada, ra- 
tificándose la parte acto ra en los términos de la de- 
manda. 

Que el Dr. Rodrisuez, por la Prov. do Córdoba, ma- 
nifiesta que es cierto que su representada ha ocupado 
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para las obras de utilidad pública mencionadas una 
zona del campo de la acto ra, por lo que está dispuesta 
a pagar la justa indemnización correspondiente, Al efec- 
to maní fiesta que lo expropiado no son 88 hcet., sino 
80 hect. f)J77 m% cuyo valor en de mi», 190 por unidad, 
según planilla de ventas en la zona y época, que n com- 
paña. Que los intereses deben correr desde h ocupa- 
ción del inmueble y no desde un año y tres meses antes 
de la demanda; que el daño emergente es en su fotali- 
dad el <jue se tía tasarlo cutre el representante ríe la 
acto ra y el de la Dir. de Irrigación de la Nación, por 
lo que no procede peritación alguna al respecto; que 
no se opone a !n devolución de la parte proporcional 
de la contribución territorial, desde la fecha de la ocu- 
pación. Que en la zona ocupada no han existido molinos 
ni tanques y que ignora que en los alrededores los haya 
habido, pero que en todo caso, considera exagerada la 
indemnización pedida; que las costas deben imponerse 
a la adora, por su "temeridad en la indemnización que 
reclama, al no aceptar la justa y equitativa que le ha 
ofrecido la provincia demandada'*. 

(¿uo continuación ambas partes ofrecen la prueba 
de que desean valerse incluyendo la Sra. de Castañeda 
Vega entre los puntos (pie gómate a dictamen el daño 
sufrirlo pnr su propiedad a cansa de la división de la 
misma, proveyéndose de conformidad a fs. 74 vta., y 
designando además el Tribunal perito tercero para caso 
de discordia. 

laminado el Sr. Procurador General a fs, Jlfi/se llamó 
a fs. '2\i> vta. autos par» definitiva, 

V considerando* 

1 ) < t >ne según (¡necia didio p la i'rov, de < 'órdoba ha 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 87 

admitido la existencia de la ley que dispuso la expro- 
piación que motiva la causa, así como la ocupación de 
una aona del campo "Molles" de propiedad de la ac- 
to ra y la obligación resultante de pagar la adecuada 

indemnización. 

U) Que las cuestiones sometidas a resolución del 
Tribunal son así las siguientes: 1) superficie del te- 
rreno expropiado; J) precio del mismo; 3) perjuicios 
ocasionados por la destrucción de varios sembrados, 
un monte y el traslado de una población; 4) perjuicios 
provenientes de la privación del resto del terreno ex- 
propiado; o) daños causadas por la destrucción de agua- 
das; y 6) por la división del campo; 7) devolución do 
la eontríbueión territorial pagada a partir de la ocu- 
paeión ; 8) comienzo del curso de los intereses; 0) costas. 

establecer que la superficie oeupada en el campo de la 
actora es de 81 hect. <><> a, 81 ct. No existe en efecto 
razón alguna para apartarse de la opinión coincidente 
de los peritos de las partes — fs. 137, caí). V, upart. V — 
sobre la cuestión. 

IV) (¿ue en cuanto al segundo — o sea: precio de 
la fierra expropiada— el Tribunal encuentra del caso 
repetir que el criterio que considera preferente para 
su determinación es el examen del valor atribuido en 
varias operaciones concertadas libremente sobre otros 
bienes de i filiales o similares condiciones a las del ex- 
propiado, por su naturaleza, situación, superficie, épo- 
ca de venta, etc. —Fallos: lüfi, 3ti7; 181, 3ü*J— sin per- 
juicio de que pueda tomarse en cuenta como elementos 
de juicio auxiliares, tanto la renta que el bien producía 
— Palios: 131, 87 — cuanto la tasación a los efectos del 
pago de la contribución directa — Fallos: 160, 435 — y 
sin descuidar tampoco otros posibles medios concurren- 
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(60 pura formar criterio —tasación do Bancos, pierio 
09 adquisición, o el señalado cu otras expropiaciones, 
etc. 

Que el Tribunal admite las conclusiones del cuida- 
do dictamen del perito tercero ingeniero IX Kinilio 
Tícbuello, tanto en lo referente a la preseiudencia de 
las operaciones sobre inmuebles alejados o de eártte- 
torísticas di ret entes id de antas, como en lo que hace 
a la exclusión de los valores extremos de la serie que 
analiza, Pero encuentra que el precio unitario a que 
11 eirá —mía 404.70 por hec— no debe ser aumentado por 
consideración al valor en laurina de la ><>n!;i, que en 
el caso, ha sido calculada y no concretamente prohada 
en ta forma que lo permite la compulsa de las cons- 
tancias de una ordenada administración. Concurren en 
cambio a su reducción, la diferencia con la tasación 
fiscal, aumentada con el mareen que señala como défi- 
cit de la misma, el promedio de las ventas que enumera 
el perito, y la circunstancia que también señala, de que 
la fracción expropiada no es toda de calidad ¡iraní. Kn 
resumen el Tribunal encuentra justo el precio unitario 
de m$n ;?Sü por hectárea, 

Vi (¿tic en lo referente al pcrj.iicio causado por 
la destrucción de sementeras y de un monte, debe es- 
tarse a lo convenido en el acta de fs. 10. (la sido en 
efecto suscripta por el apoderado de la adora, que es 
titular de facultades amplias — aun la de remitir irra- 
fnítamente deudas, poder testimoniado a fs. 17!) — y olí 
ella se tasan con juntamente con el representante del 
expropindor, los daños mencionados. La circunstancia 
de que el Nr. Castañeda Vetra no actuara entonces como 
perito no es óbice a la valide/ de la convención, en los 
términos de los arts. ISíiq, lírjü, 1930 y cones. del Cód. 
Civ\ No cabe, por lo demás, otra in tendencia razonable 
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del acta mencionada, en la parte que valúa Jos perjui- 
cios, que el establecimiento del monte de la indemni- 
zación a que tiene derecho la aetorn, pues de otra ma- 
nera sería totalmente superfina y sit interpretación con- 
duciría a negarle efecto en contra del principio exegó- 
tico f|ue aconseja lo contrario. 

VI) Que sobre el costo del traslado de la pobla- 
ción del colono Miguel Arnuz, existe conformidad de 
los peritos de las partes en la suma de ni$ti 7(M). 

VU) Que uo corresponde indemnización alguna 
por concepto de privación de la parte no plantada de la 
fracción expropiada. La doctrina de Fallos 1S-1, 142; 
185, ÍXI en cuanto declara improcedente cualquier re- 
paración por pérdida de arrendamiento de la cosa ex- 
propiada cuyo valor y sus intereses se paga al propie- 
tario, basta para la solución del punto, 

Vlil) Que la destrucción de varias ainadas, debe 
ser indemnizada, de acuerdo con la jurisprudencia del 
Tribunal que admite el reembolso de las obras que hi, 
expropiación hace indispensable pava la normal explo- 
tación del campo —Fallos: lílfi, 03, 

Que corresponde señalar la suma de flifn 25.000 
como total indemnización por el concepto referido, por 
tratarse de la cantidad (pie se pidió en el escrito de 
demanda — art. 17, ley 180 — . Pues si bien es exacto 
que el interesado pudo abstenerse de justipreciar o] 
perjuicio sufrido —Fallos: 277; 18*2, 135 entro 
otros— babiéndolo hecho cu oportunidad de iniciar el 
juicio, la sola remisión a lo que "en más o en menos 
fijen peritos M no es o bs tóenlo a la limitación del resar- 
cimiento a la suma pedida, con tanta mayor razón cnan- 
to que en la especié no median circunstancias que au- 
toricen a atribuir aifc no rancia o premura la cantidad 
reclamada. 
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TX) Quo oí perjuicio emisario por la deformación 
de varios lotes, drenaje, aislamiento, inundación, etc., 
es indudable y el Tribunal no encuentra mérito para 
apartarse al efecto de las conclusiones u quo llega el 
ingeniero Hebuelto, Sus cálculos deberán, sin embargo, 
modificarse por razón de Ja diferencia del precio de 
la tierra admitido por su dictamen y esta sentencia. 

X) Que la procedencia de la devolución del im- 
puesto territorial percibido a partir de la ocupación 
del terreno expropiado tía sido admitida por el repre- 
sentante tic la Provincia tic Córdoba — audiencia de fs. 
72— y es por lo demás, indudable. 

XI) Que en cuanto a los intereses debe decidirse 
que los coi-respondientes al precio de la tierra corren 
a partir de la ocupación de la misma — Fallos: 1S7 ( 
(¡77 ; 1!>7, ;i70 entre otros— o sen, 6011 forme a lo infor- 
mado a fs. 1U0, desde el ,"i de febrero do UH'A, Los que 
corresponden a Lis sumas evtyó pago se ordeiia orno 
indemnización de los demás daños experimentados pol- 
la expropiada, se pagarán a partir de la fecha de Ja 
notificación de la demanda — Fallos: 1 í>7 » ÍHí y los allí 
citados. 

XII) Que las costas del juicio deben ser satisfe- 
chas por la provincia demandada — Fallos: 1S1, á8; 
lí)2, 241 entre otros — dada la proporción que guarda 
la suma ofrecida en carácter de total indemnización y 
l;i que corresponde ile acuerdo con l.i presente decisión. 

En su mérito se decide que la Prov, de Córdoba de- 
berá pagar a la adora en el término do treinta días 
la suma que resulte de la liquidación que se practicará 
sobre la base tle lo establecido en los considerandos cu 
concepto de total indemnización por la fracción expro- 
piada. Con intereses a estilo tle los que cobra el Banco 
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de la Nación Argentina, y a partir de las fechas que 
se establecen cu el considerando XI). Con costas, 

Robekto Hepktto — B. A. Nazak 
AxctioiiENA — F, Ramos Me- 
JÍa — T. D. Casa it es. 



('ATOA Y RKlí.MrDKZ v. l.MITKSTns I NTl'líNi )S 

Rt: CURSO EX T R A 0RD1NA RIO; Requintos propios Sentencia de- 
finitiva. fírsotttvwHcs anteriores ti la sentt-wt'a definitiva. Medidas 
precautériat. 

Ks improcedente el recurso extraordinario contra la sen- 
ten i-ia ([ite. s¡ bien den ¡«'«ra un embarco preventivo, no 
afecta el resultado del juicio desde o,ue «e funda en. la 
dren instancia de qu»; el supuesto deudor tiene suficiente 
sol vencía. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

L;v resolución que corre a fs. 33-34 de los autos 
principales acredita lialier condenado la Ailm. tí ral. de 
Imp, internos a los Sres. Cauda y Be n mide/., a pagar 
posos 234,50 por impuesto sobre alhajas, y una multa de 
§ 2,332,50. Satisfecho el impuesto — fs. 3fl — ("anda y 
Bermúdez dedujeron recurso eoiiteneioso-admiiiistrati- 
vo por lo relativo a la multa, ante la justicia federal 
(fs. 43, julio 31 de 1944). 

Pendiente el trámite de tal recurso, la Adm. Oral, 
de Tmp. Internos pidió se decretara embargo preven- 
tivo contra los multados, hasta cubrir el importe de la 
mulla, sus intereses y costas (fs. 35, otrosí) ; y habtéu- 
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dose denegado tul petición por conceptuar el Sr. Juez 
a qun que la firma sumariada tenía suficiente solvencia, 
apeló el solicitante, mol i va tul o así el fallo eonfirmato- 
rio tle fs. 04, dictado por la Cátn. Fed. tío la Capital. 
Contra ese fallo se trae ahora un recurso extraordina- 
rio, por vía directa, so color de estar en tela do juicio 
la inteli Micia a darse al art. 1(¡, l. o. de la ley espe- 



A nu juicio, el recurso es inadmisible, pues no cxi>- 
te sentencia firme, y además se trata de cuestión pro- 
cesal. Si así no lo entendiere V. K, coi-responderá con- 
firmar el fallo a pelado, ya que el art. Mí de la ley .'i7(¡4 
se íefiere claramente al caso de mora en el pago de im- 
puestos o mullas, y aquí no puede existir todavía mora. 
Ln multa administrativa ha sido apelada y, como, que- 
da di elio, no liuv aún sentencia definitiva acerca de su 
exígibilidnd. Bs. Aires, mayo ;iO de tí»4ó. — Juan Al- 
vares. 



Y vista la precedente queja caratulada "Recurso 
de hecho deducido por lo Adm. («ral. de Imp. Internos 
de la Nación ra los autos Cauda y Bermúdez — Imp. 
rutemos*' pura decidir sobre su procedencia. 

V considerando ; 

Que si bien es exacto que esta Corte ha admitido 
que las resoluciones que deniegan embargos preventi- 
vos, solicitados sobre la base de disposiciones legales 
de naturaleza federal pueden ser .susceptibles de recur- 



so extraordinario —Fallos: í>8, l.'Ki; 112, 3; 183, 214 — - 



cial 3704. 
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olio ha ocurrido en casos en que la subsistencia del auto 
apelado podía afectar el resultado del juicio, circuns- 
tancia que autorizaba a equipararlo a sentencias defini- 
tivas a los efectos del aii. H de la ley 48 —Fallos: 183, 
300 y los allí citados. 

Que en la especie no existe razón suficiente para 
atribuir ese carácter al pronunciamiento recurrido. 

En su mérito y de acuerdo con lo dictaminado por 
el Sr. Procurador General se desestima la precedente 
queja, 

Rojierto Kecetto — B. A. Mazar 
ANcnoííENA — P. Ramos Me- 
JÍa — T. D. Casa h es. 



GENE Y Cía. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Remito* propio,. Relación dir 
recta. Sentencia* can f ¡inflamen (os nn fairrafr* o fMcrttlcn consentidos. 
Aun cuando )a sentencia apelada se base en disposiciones 
de la ley de quiebras para desestimar la impugnación al 
estado de distribución de créditos fundada por el apode- 
rado de la Dir. Oral, del Imp. a los líMitos en el art. 
25 de la ley 13.fiS3 (t o.) procede el recurso extraordi- 
nario deducido contra aquélla si la solución de la cuestión 
planteada cu autos requiere necesariamente la interpre- 
tación de la mencionada norma federal (*). 



JUAN ALA SC 10 Y OTIiA v. YACIMIENTOS PETROLI- 
FEROS FISCALES 

ACUMULACION DE BENEFICIOS. 

El goce de una pensión extraordinaria de la ley 4349 
aeordüda por el fallecimiento del causante a consecuencia 

O) 18 de jimio de 1D45, 
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do un accidente sufrido durante el desempeño de sus ta- 
reas un es incompatible con lít indemnización civil de Jos 
danos y perjuicios originados por dicho suceso y sólo par- 
cialmente reparados por la pensión de referencia 



JULIO BUSTOS E HIJOS v. X ACION ARGENTINA 

-■i Df'A .Y A : Prorcdirn irnlrr. 

Despachada y retirada la merendaría de la Aduana, ésta no 
puede hacer reclamo alguno contra la clasificación hecha 
por sus empicados. 



Sentencia del Juez Federal 

Bs. Aires, junio 1* de 1944. 

Y vistos: para resolver estos autos caratulados "Bustos 
Julio L. e hijos v. <!ob. de la Nación s. repetición", de los 
que resulta: 

1* Que a fs. 3 se presenta el actor deduciendo formal 
demanda contra el Superior Ciohierno de la Nación por de- 
volución de In suma de $ 505.45 %., que le ha exigido inde- 
bidamente la Aduana de la Capital en mérito de las siguientes 
consideraciones. 

Bice que por los despachos indicados en el referido escri- 
to, introdujo a plaza cu el año lfl:í8 una partida de banderitas 
de seda, manifestadas en su oportunidad como juguetes, Que 
la Aduana aceptó ese manifiesto y se paparon los derechos 
correspondientes (2f> % del valor declarado). Que un ohstante 
ello, posteriormente se le formuló un cargo por la suma re- 
clamada, sosteniéndose que la mercadería importada debía des- 
picharse emuii "seda confeccionada'* (;"i0 del valor). Se sos- 
tiene que tál exigencia ps arhitraria desde el momento que no 
ha podido formularse reclamo alguno respecto a la calidad de 
la mercadería después de la salida de ésta de la Aduana. Se 
hace una serie de consideraciones más sobre el particular, y 
se pide en definitiva que se haga lugar a la repetición i oten - 



(1) 22 ih juijíf* <ie 1945. Faltos: 197, l¿í>. 
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írtela íart. 7Í)2 del CYkI. Civ.1, por la sumti reclamada o la que 
resulte de la prueba a rendirse, con intereses y costas. 

2» Que a fs. 10 se presenta el Proc. Fiscal Dr. Bullrich 
Urioste contestando y dice : 

Que la demanda es improcedente, niega la existencia de 
protesta y afirma por su parte que la liquidación de derechos 
practicada por la Aduana se ajusta a las disposiciones legales 
y reglamentarias del caso. Pide costas. 

Considerando; 

1* Que según resulta ríe las constancias de autos la ma- 
nifestación hecha por la actor» en la Aduana correspondiente 
a Jos despachos nos. 48.433 ,'3S y 3*1,412/38. "handerita> de seda 
con asta de bambú-juguetes*', fué aceptada desde el m».. Tiento 
que no se elevó denuncia (art. 128 de las O, O. de Aduana) 
como correspondía sí hubiera existido una diferencia de cali- 
dad o cantidad. 

Despachada la mercadería cuestionada y salida ésta de la 
Aduana, no cabe al respecto reclamación de ninguna natura- 
leza, máxime en el caso donde no se aducen errores de cálculo 
sino una pretendida diferencia de calidad o especie de la mis- 
ma. Hedamos de esta naturaleza se hallan expresamente pw- 
b i bidés por la disposición expresa contenida en el art 434 
de las O. O. de Aduana, de ri plicación estricta en el supuesto. 

Frente a esta situación no puede ser óbice a la acción 
intentada disposición reglamentaria alguna que desvirtuara 
la imperativa y categórica disposición legal señalada. 

2* Que acreditados los hechos invocados, esto es: pago, 
importación y protesta, la repetición intentada debe prosperar 
de conformidad con lo dispuesto por el art. 702 del 064, Civ. 
A las efectos de establecer el monto que corresponde devolver, 
estése a lo <|iie resulte de ta liquidación que oportunamente s© 
practicará de acuerdo a las constancias de autos. 

Por las precedentes consideraciones, fallo: declarando que 
el dolí, de la Nación deberá devolver n las 8 res, Julio Bustos 
o hijo, la suma que resulte de la liquidación a practicarse en 
la forma señalada en el se; nudo considerando de esta senten- 
cia, con intereses a estilo de los que percibe el Banen de la 
Nación Argentina desde la fecha de la notificación de la de- 
manda y las costas de] juicio. --- Alfonso K. Pareará. 
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Sentencia de la Cáuaka Federal 

Bs. Aires, 3 de noviembre de 1944, 

Considerando ¡ 

Que cuntido una mercadería ha sido despachada y retira- 
da de la Aduana, no puede ésta hacer reclamo aljruno contra 
la clasificación que de aquélla hayan hecho sus empicados, co- 
mo lo dispone el art. 4Í14 de las Ordenanzas. No obsta a esa 
conclusión la interpretación que la jurisprudencia federal ha 
hecho del art. 148 en el sentido de que, no obstante la prohi- 
bición de reclamen sobre aforo etc.. el particular que ne con- 
sidere damnificado tiene acción judicial para demandar lo (pie 
ha va pilcado de más porque éste se considera un paso sin 
cansa. Son cuestiones distinta*, como surjic de su sola enuncia- 
ción. Pna cosa es que el introductor pueda reclamar centra la 
clasificación que ha hecho la Aduana; y otra muy distinta que 
ésta pueda reclamar centra su propia clasificación. 

Por ello y sus fundamentos, se confirma con costas la 
sentencia apelada de fs. 28. — Carlos del Campillo. — Ricardo 
Villar Palacio, — Juan A. González Calderón. — Carlos Be- 
rrera. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 22 de junio de 1945. 

Y vistos: los autos "Bustos Julio L. e Hijo v. Go- 
bierno de la Nación, sobre devolución", venidos de la 
Cámara Federal de la Capital por vía del recurso ex- 
traordinario. 

Por sus fundamentos se confirma la sentencia de 
fs. 38 en cuanto ha podido ser materia de recurso. 

RoREitro Rf.í-ktto — Antonio 
Sauauna — B. A. N t azab An- 
chorena — F. Ramos Mejía 
— T. D. Casabes. 
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S. A. Cía. CENTRAL ARGENTINA DE ELECTRICIDAD 
v. MUNICIPALIDAD DE SANTA FE 

COXSTITnciOX NACIO.XAL: Constiiucionalidad e inconslitueio- 
nafr'ífflá. Ordenamos mUmdpaUs* 

La ordenanza municipal 3943 de la ciudad de Santa Fe, 
en cuanto autoriza la imposición de multas a la empresa 
concesionaria de enerpía eléctrica por suspensión o Inte- 
rrupción del servicio, ha sido dictada en ejercicio del po- 
der de policía no limitado en cuanto a este punto por la 
ordenanza de concesión y no es violatoria de los arta. 14 
y 17 do la Const. Nacional. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

Procede el recurso extraordinario por haberse 
puesto en tela de juicio lu inconstitucionalidad de una 
ordenanza municipal, y ser el fallo apelado, obrante a 
fs. 67, contrario a los derechos que oportunamente in- 
vocara la parte hoy apelante. Cabo recordar a este 
respecto, que si bien dicho fallo no trata expresamente 
la cuestión constitucional propuesta, en el auto de fs. 
75, considerando 2*, se admite que ella quedó resuelta, 
aludiéndose además en la propia sentencia a doctrinas 
sustentadas anteriormente in re "Soc. do Electricidad 
de Rosario v. Municip. de Rosario", donde dicho tri- 
bunal resolvió una cuestión equiparable a la actual (La 
Ley, XVIII, 412). 

Traídos ya a la vista los elementos de criterio que 
indiqué en mi anterior dictamen, resulta haberse puesto 
en tela de juicio la validez de una multa de $ 2.075, 
aplicada por la Municip, de Santa Fe a la Cía. Central 
de Electricidad, S. A., concesionaria de servicios de 
alumbrado en aquella ciudad. 
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El contrato respectivo, que lleva focha 27 de setiem- 
bre tío 1010 y se ajusta a las ordenanzas 1070 y 1071 
del mismo año, establece entre otras cláusulas, el tér- 
mino de la concesión, las tarifas a cobrarse, y el por- 
centaje que corresponde a la Municipalidad sobre las 
entradas brutas de la empresa concesionaria; mas no 
menciona el derecho de la Municipalidad para impo- 
ner multas al concesionario en caso de producirse in- 
terrupciones del servicio. Además, se lee en su cláu- 
sula 82 : 

"Las diferencias que surgieren sobre la interpre- 
tación del contrato y sobre su cumplimiento, serán re- 
sueltas por arbitros, uno por cada parte, y un tercero 
nombrado por ellas en caso de discordia. Si no pudie- 
sen ponerse de acuerdo sobre el tercero, será éste el 
Presidente de la Corte Suprema do la Nación, o la 
persona que éste designe." 

De aquí ha surgido el pleito, por sostener la Cía. 
Central de Electricidad, S. A., que, átenlo lo pactado, 
no pudo multársela por incumplimiento del contrato 
mientras no se pronunciara al respecto el tribunal ar- 
bitral aludido. La Municipalidad, a su turno, alega que 
en ejercicio de su inalienable poder de policía, tuvo el 
derecho de fijar, como lo hizo por ordenanza 3!)43 del 
28 de mayo de 1940, multas de veinticinco pesos por 
cada minuto de interrupción del servicio general de 
alumbrado que excediere de un cuarto de hora, salvo tra- 
tarse de caso fortuito, fuerza mayor o actos imputables 
a la Dir. de Alumbrado; y multas de diez pesos, que 
en ningún on so excedieran de doscientos pesos por 
junto, en casos do suspensión del servicio a domicilio. 
El Superior Tribunal de Santa Fe, ante quien se llevó 
recurso conteneioso-administrativo, resolvió que no exis- 
tía caso fortuito o fuerza mayor, susceptibles de hacer 
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inaplicable» la ordenanza. Queda, pues, fuera del de- 
bato esa cuestión. 

Como elemento de criterio complementario convie- 
ne recordar que la primitiva concesión de 1910 fué 
transferida a otros empresarios, y t ambir n materia de 
ampliad mies a fin de hacer extensivos los servicios de 
alumbrado a otros barrios de la ciudad de Santa Fe. 
Un convenio del 2b de agosto de 1925 con la Cía. Ar- 
gentina de Tramvays y Fuerza Ltda., fija multas en su 
cláusula 15, si bien menores que las de la ordenanza de 
1940, La :íl'J7, de abril 7 de 19;j:J, autorizó al Depto. Eje- 
cutivo para contratar con la Cía. Central Argentina de 
Electricidad, lioy apelante, la provisión de ese servicio 
en todos los barrios y calles que lo solicitasen, ni la 
misma forma y condiciones que los contratos ya existen- 
tes; y en ejercicio de esa facultad, el 1 de marzo de 
1937 el Sr. Intendente Comisionado de Santa Fe, con- 
trató con la misma compañía el alumbrado de los barrios 
situados al Norte del Boulevanl Gálvez, previendo tam- 
bién multas para los casos de interrupción. En la or- 
denanza 35:>7, aprobatoria de otro convenio entre las 
mismas partes (noviembre 17 de 1937) vuelven a pre- 
verse multas de idéntico tipo, esta vez, mas elevadas. 

A mi juicio, tales antecedentes revelan que la Cía. 
Central Argentina de Electricidad lia reconocido rei- 
teradamente el derecho de la Municipalidad para impo- 
nerle multas, derecho que por lo demás, parece inhe- 
rente al Poder Municipal. Así como en los contratos de 
fecha más reciente que acabo de citar, pudo exigir se 
fíjase un límite al ejercicio de ese poder de policía, 
como condición del contrato, pudo también haberlo he- 
cho al aceptar la transferencia del primer convenio; y 
si no lo hizo, de ahí no se deduce que la Municipalidad 
ultrapasara facultades legales ejercitándolo más tarde 
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ampliamente. Xo encuentro violación del contrato pri- 
mitivo, porque la Municipalidad no había renunciado, 
ni limitarlo, su derecho a controlar el servicio, y las 
materias de orden público no son susceptibles de some- 
terse a arbitraje. Además, tampoco resulta di' autos 
fjiir por mi monto, las inultas revistan caracteres de nr- 
bitrariedad o exceso. 

Me inclino, pues, a pensar (pie el apelante no lia 
demostrado la taclia de ineonstitueionalidad base de 
su remiso. Así corresponde resolverlo. lis, Aires, ma- 
yo 3 de 1944. — Juan Alvar ez. 

FALLO DE LA COIiTK SUPREMA 

T?s. Aires, 22 de junio de 1945. 

V vistos: Kl recurso extraordinario deducido por 
la Cía. Argentina do Klcctricidad contra la sentencia 
dictada por el Superior Tribunal de Justicia de la Prov. 
de Santa Fe en el recurso contencioso administrativo 
interpuesto por ella contra la Municipalidad de la ciu- 
dad del mismo nombre. 

Considerando: 

Que la Munieip. fie Santa Fe impuso a la recurren- 
te una multa de % *J.07f> ni n, u raíz de una interrup- 
ción de los servicios eléctricos de la ciudad el 14 de 
agosto de 1!»41, y ésta interpuso recurso contencioso 
administrativo ante el Superior Tribunal citado soste- 
niendo la ilegalidad de la inulta y sn ineonstitueionalidad 
como violatoria de los arts. 14 y 17 de la Const. Nacio- 
nal, y como la sentencia desestima el recurso interpues- 
to, deduce el extraordinario para arde esta Corte. Lo 
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funda : en que la ordenanza 3943, en virtud de la cual 
se le aplica la multa, modifica sensiblemente y altera 
las obligaciones contractuales que surgen del contrato 
concesión de acuerdo con la ordenanza 1070, imponién- 
dole obligaciones no contempladas ni previstas en la 
concesión; en que las ordenanzas posteriores que cer- 
cenan o disminuyen los derechos concedidos por la con- 
cesión son viola lorias de los arts. 14 y 17 de la Const. 
Nacional, porque al estado no le es permitido anular 
o revocar sus propias concesiones ; que las concesiones 

gan a las partes y crean a favor del concesionario un 
poder jurídico sobre las partes de la cosa pública que 
le lia sido entregada. 

Que el recurso lia sido bien concedido por cuanto 
la cuestión constitucional lia sido introducida ¡il juicio 
oportunamente, y, si bien el Tribunal no la trata ex- 
presamente, su pronunciamiento importa desconocer el 
derecho invocado. Fallos: 18í¡, 497; 388, 482. 

Que las cuestiones planteadas en el memorial de 
la recurren te sobre las facultades del Consejo para dic- 
tar la ordenanza aplicada y crear penas, lo mismo que 
la invocación de la garantía del nrt. 18 de la Const. 
Nacional son ajenas al presente recurso; no han sido 
invocadas al interponerlo y la primera, por otra parte, 
sería ajena a su carácter. La sentencia de la Corte 
debe limitarse a las cuestiones federales planteadas al 
interponer el recurso extraordinario. Fallos; líh"), Í32Í). 

Que la recurrente no demuestra cómo la ordenan- 
za municipal dictada por el Consejo Deliberante de la 
ciudad de Santa Fe estableciendo multas para el caso 
de interrupciones parciales en el suministro de corrien- 
te eléctrica que no fueran motivadas por causas ex- 
trañas a la compañía vulnera la libertad de t ra bu jar y 
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ejercer toda industria lícita, de usar y disponer do su 
propiedad y la inviolabilidad do ésta amparadas por 
los arts. 14 y 17 de la Const. Nacional. La municipalidad 
lia ejercido un poder de policía que esta Corte ha re- 
conocido constitucional y la ordenanza 1070 de conce- 
sión, (pie se invoca, — h. 1V2— no contieno ninguna 
limitación a tales facultades. El art. 8'i que establece 
la designación de arbitros se refiere a las divergencias 
qtie surgieren sobre la interpretación del contrato y su 
cumplimiento y no puede sr*r ampliado al 'xtremo de 
limitar las facultades de policía del concedente. Por lo 
contrario, el art. 84 establece que la concesión fpieda 
subordinada a todas las ordenanzas actualmente en vi- 
gor para garantizar la seguridad pública y a las que 
en adelante se dictaren con ese objeto siempre que no 
afecten a la presente. Doctrina de los fallos: 1S;í, 4i!0; 
188, íi; 103. 108. 

Por estos fundamentos y de conformidad con lo 
dictaminado por el Sr. Procurador (ieneral de la Na- 
ción, se confirma la sentencia apelada en euanto lia po- 
dido ser materia del recurso. 

Antonio Sacakxa — II. A. Xazar 
Anciiohkna — P, Ramos Me- 
jía — T, D. Casares, 



MARIO HERRERA 

SERVICIO MILITAR. 

El nieto natural está comprendido rn la excepción pre- 
vista en el art 41, inc. 5', del decreto 29.375 

(I) l.n mismo se resolvió va 1* cansa "Ha-üo Altcrn Alatlis", ffc- 
llricta i-ti ijuíit fpchn. 
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Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

],.¡i sentencia apelada olivante a fs, 45 lia decidido 
que el nieto natural no está exceptuado del servicio 
militar, aunque atienda a la subsistencia de su abuela. 
En un caso reciente, V. E. aplicó un criterio análogo 
respecto de un hermano natural, sostén de su hermana 
(19!): 194). 

En consecuencia, y a pesar de lo resuelto por el 
Tribunal en 110: íilíi, con disidencia de los Dres. Ber- 
mejo y Da raer, soy de opinión que corresponde confir- 
mar el ful lo recurrido. Me fundo para ello, además, en 
las consideraciones hechas por Ja Cám. Eed. de Rosario 
en un caso análogo, con fecha julio 14 de 1942 {Jttrisp. 
Argentina, 1942-lII-p. 245). 

El caso de autos es similar al que V. K. tiene a 
estudio "Bago Attos AJanis, s/ excepción del servicio 
militar", en el que con fecha marzo 12 ppdo. expedí 
el mismo dictamen. Bs. Aires, mayo 22 de 1945. — 
Juan Alvares. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 22 de junio de 1945. 

Y vistos los autos: "Herrera Mario excepción do] 
servicio militar", en los que se ha concedido el recurso 
extraordinario interpuesto por el Sr. Defensor Oficial 
contra la sentencia denegatoria de la excepción soli- 
citada. 
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Considerando : 

Que tanto la ley 4707, art. G3, ine. d), como el de- 
creto N* 20.375 di; rcformns a la misma, art, 41, ine. 5*. 
se refieren al "nieto", sin expresar si se trata del le- 
gítimo solamente o también del natural. 

Que la circunstancia de que a raíz de la observa- 
ción formulada por el diputado Bobert durante la dis- 
cusión de la ley 4031 ; art. 100, inc. b) (Diario de Ses. 
inOt, IT, págs. SI y sigtos.) se mencionara expresamente 
al hijo natural en el inciso respectivo para que no que- 
daran dudas do que se hallaba cu la misma condición 
que el hijo legítimo a los efectos de la excepción del ser- 
vicio militar, y de que nada de ello se dijera luego en el 
inciso n-ferente a los nietos, acerca del eúül no hubo 
discusión alguna, no basta por sí sola para introducir el 
distingo sustentado por el fallo en recurso. Dicha dife- 
renciación no se halla autorizada ni por el texto legal ni 
por la razón de ser de este grupo de excepciones y la 
finalidad de las mismas fundadas, como están, en la ne- 
cesidad de evitar que caigan en la indigencia los parien- 
tes que la ley menciona, imposibilitados para subvenir 
a sus necesidades, respecto de las cuales alcanza al 
ciudadano la obligación de alimentos que establece el 
Cód. Civ. 

Sí, como dijo el Min. de Guerra contestando al di- 
putado "Robert que de inmediato, lo mismo que la Oú- 
mará, adhirió a la opinión do aquél, debe considerarse 
"con los mismos derechos a la madre qué hü tenido m 
hijo no legítimo que a aquella que ha tenido otro legí- 
timo", porque "no habría ningún motivo para que la 
primera quedara completamente abandonada a su suer- 
te, expuesta a morirse do hambre si le quitan a su hi- 
jo", la misma razón existe en el caso del nieto natural 
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que, cumpliendo un deber moral y una obligación legal, 
sostiene o su abuelo, y basta para oponerse a la intro- 
ducción de un distingo que la ley no hace y que, en 
cambio, contrariaría tanto Ja letra como el espíritu de 
sus disposiciones, y mal podría compadecer con el Cód. 
Civ., conforme al cual "entre los parientes i legítimos 
se deben alimentos el padre, la madre y sus descendien- 
tes, y a falta de padre y madre, o cuando éstos no pue- 
den prestarlos, el abuelo o la abuela y sus nietos o 
nietas" (art. 30Í1). 

Que carece de toda importancia, a los efectos de 
decidir el presente caso, lo resuelto en Fallos: 19!), 104 
respecto del hermano natural, puesto que no median en 
ese supuesto las razones que en este imponen la solu- 
ción sustentada por esta Corte Suprema en Fallos: 110, 
316, desde que no existe obligación de prestar alimen- 
tos (art. íífíí) citado). 

Que por fin y como circunstancia corroborante ca- 
be recordar (¡uc, no obstante haber declarado esta Corte 
Suprema en el caso de Fallos: 110, 316 que el nieto 
natural se lia lia comprendido en !a excepción prevista 
en el art. 63, ¡nc. d) de la ley 4707, ninguna modifica- 
ción en el sentido de excluirlo lia sido introducida en 
el decreto 29.375 de reformas a la misma. 

Fu su mérito, oído el Sr. Procurador General, re- 
la sentencia apelada en lo que lia podido ser 
del recurso y devuélvase el expediente al tri- 
bunal de procedencia a efecto de lo dispuesto en el art. 
16, I* parte, de la ley 48. 

Antonio Saoarxa — B. A. Na- 

ZAR ANCIIOIIENA F. IÍAMOS 

Mkjía — T. D. Casares. 
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JUAN CARLOS TARD1TI 

RECURSO EXTRAOtlDINARIO: lí^ftisitos propios. Cuestión fe- 
deral, Inti rfirrfttci'in de otra» norman ;t actos federales. 

Procede el recurso extraordinario fundado por el Proc. 
Fiscal en que, conforme al art. 41, inc. 3* t del decreto 
29,375, tío basta que el .solicitante coopere al sostenimien- 
to de su padre impedido para ser eximido del servicio 
militar sino que es necesario que el mantenimiento de 
aquél esté únicamente a su cargo, contra la sentencia que 
admito la solución opticst;.. 

SERVICIO MILITAR. 

El híjo con coya contribución se integra lo mínimo in- 
dispensable para el sostenimiento de los progenitores men- 
cionados en el art. 41. inc. 3°. del decreto 29.375 se halla 
comprendido en la excepción qne éste prevé O- 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs, Aires, 22 de junio de 1H45. 

Y vistos los ñutos "Excepción militar de: Tarditi, 
.Ttian Carlos" en los que se Im concedido el recurso ex- 
traordinai o interpuesto a fs. 27 por el Sr. Fiscal de 
la Cáni. Yod. de La Plata contra la sentencia de fs. 2G. 

Considerando: 

Que el recurso es procedente porque se funda en 
la interpretación del art 41» inc. 3¡ del decreto 29.375 
de reformas a la ley orgánica del Ejército, cuestionada 
desde primera instancia por el Proc. fiscal sobre la Lase 
de que, conforme a lo establecido por dicha disposición, 
no basta que el solicitante coopere al sostenimiento de 

<n En tn mismt fecha fué ícsudta en icual sentido la causa "Lu- 
gano Fernandez". 
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su padre impedido para ser eximido del servicio militar 
sino que es necesario que el mantenimiento de aquél 
esté únicamente a su cargo. 

Que el Juez y la Cám. Fed. T lian admitido la proce- 
dencia de la exención invocada por el solicitante por 
entender que, si bien la hermana de éste también ayuda 
a su padre con lo que gana, su aporte es tan reducido 
que resultaría insuficiente para mantenerlo sin la con- 
tribución del hijo (fs. ÍÍ4 y "2G). 

Que si iáen el "hijo natural o legítimo, único sos- 
tén de inadii viuda o de padre septuagenario o impe- 
dido" es, ateniéndose a la letra, la única persona de la 
cual dependa la subsistencia de los progenitores men- 
cionados, semejante interpretación literal contradice el 
espíritu del precepto legal interpretado. El legislador 
ha establecido esta excepción para el tiempo de paz 
porque preparar la defensa de la Nación mediante el 
adiestramiento militar de sus hijos a costa del orden 
natural de cosas que es el sostenimiento de los padres 
impedidos por sus hijos aptos, sería imponer un extre- 
mo sacrii ; o real y actual de ese orden en razón de 
una po*'.i e necesidad futura. El sacrificio no tendría 
en tales circunstancias — el estado de paz — , razón de 
ser proporcionada. Pero este propósito del legislador 
.sería contrariado tanto imponiendo el servicio militar al 
hijo que sea la única persona que sostiene a su madre 
viuda o a su padre septuagenario o impedido, como im- 
poniéndolo al hijo con cuya contribución se integra lo 
mínimamente indispensable para el sostenimiento de 
los progenitores mencionados, puesto que retirada esa 
contribución si lo que resta no sostiene no hay, en la con- 
creta realidad, sosten propiamente dicho ; es como si el 
único sostén hubiera sido retirado. No hay, en el re- 
sultado, diferencia entre hacerse imposible la subsis- 
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tencta t porque falta un sostén único, y hacerse imposi- 
ble porque del mínimo sostén indispensable, constituido 
por diversas partes, falta una de ellas. Y a lo que mira 
la disposición legal de que se trata es precisamente al 
resultado; exime al hijo que es único sostén de los pa- 
dres para que la subsistencia de éstos, por obra de sus 
hijos, es decir, tal como es naturalmente debido, no se 
imposibilite. Es desde el punto de vista de la condi- 
ción de los sostenidos y no del hijo que sostiene que 
la expresión u único sostén" debe considerarse para 
una razonable interpretación del texto legal que la con- 
tiene, Se exime al hijo del servicio militar no porque 
sea el único que sostiene a lo, 1 adres sino porque cons- 
tituye el único sostén de estos últimos. 

Que la interpretación precedente impone la deter- 
minar ¡ón en cada caso de lo que ha de considerarse 
sostén mínimamente indispensable o único sostén; pero 
esta dificultad no es otra que la inherente a toda apli- 
cación de la ley para la cual se requiere apreciación 
de lo particular y lo concreto como tal. Las mismas di- 
ficultades pudo presentar In aplicación del art. Gil inc. 
b) de la ley 4707 por el cual se exime al hijo que sólo 
coopera a la subsistencia de sus padres, sin que la ju- 
risprudencia manifestara a su respecto variaciones con- 
tradictorias. 

Por estas consideraciones, oído el Sr. Procurador 
General, se confirma la sentencia apelada en cuanto ha 
podido ser materia del recurso. 

Antonio Sagatí na — B. A. Xa- 
zar Ancuorena — F. Ramos 
MkjÍa — Tomás D. Casares. 
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MERCEDES ESPINOSA DE ARNEDO v. PROVINCIA 
DE BUENOS AIRES 

AFIRMADOS. 

La contribución de pavimentos que importa una suma 
equivalente al doble del aumento de valor que ha produ- 
cido al inmueble afectado y absorbe alrededor del 35 % 
del valor actual del mismo es eonfiseatoria 



ANGEL MENDEZ Y OTROS 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia penal. Plurali- 
dtid tic delitos. 

La circunstancia do que el procesado juntamente con otros 
ante el juez letrado de un territorio nacional, haya esta- 
do sometido a | rocoso nnie Ion tribunales ordinarios de 
la Cap. Federal por un delito anterior y más grave res- 
pecto del euat recayó sobreseimiento, con ¡o que desapa- 
rwieron las razones que habrían determinado la aplica- 
ción del art. 40 del Cód. de I* roes. Crim., no basta para 
atribuir a los tribunales de la Capital competencia para 
conocer en la nueva causa. 



Dictamen del PnocuaAPOit General 
Suprema Corte: 

En un proceso por estafa incoado ante la justicia 
letrada de La Pampa contra Angel Méndez, Santiago 
Sutil y Rafael Lanzaro, se lia planteado contienda de 
competencia por entender el juez de aquel territorio 
que corresponde conocer en el caso a la justicia del 
crimen de esta Capital; y funda su opinión, en que 
so imputa a Angel Méndez haber cometido antes en 
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jurisdicción de la ciudad de Bs. Aires, delitos más gra- 
ves, que también motivaron iniciar proceso en su hora. 

Media, ompen la circunstancia de que esas causas 
anteriores resultan haber sido ya materia de sobresei- 
miento por los tribunales de la Cap. Federal (fs, 362 
y 308) ; aparte de que, según queda dicho, el proceso 
do La Pampa involucra, además de Méndez, a otros dos 
imputados. 

Atenta la circunstancia aludida, y rio resultando 
hasta aquí claro de los elementos de criterio disponi- 
bles que revisten la calidad de más graves los delitos 
atribuidos a Méndez en los procesos de esta Capital, 
pues al parecer se trata de una misma clase de hechos, 
encuentro inaplicable la norma del art. 40 del Cód. de 
Procs. Trini. Tampoco es el caso del art. 36, pues no 
se plantea duda acerca del lugar donde ocurrieron los 
hechos incriminados. Por ello, me inclino a pensar que 
el modo más acertado de dirimir la contienda surgida, 
consistiría en ordenar continúe cada juez conociendo 
en las causas en que hasta aquí intervino, y el de la 
jurisdicción donde primero se dicte fallo condenatorio 
pasado en autoridad de cosa juzgada, lo haga sabor 
al otro, a los efectos de lo prevenido en el art. 58 del 
Cód. Penal. Quedaría modificado así lo resuelto por la 
Cám. Fed. de Bahía Blanca a fs. 356. Bs. Aires, mayo 
18 de 1045. — Juan Aívarez, 



Autos y vistos: Por los fundamentos del preceden- 
te dictamen del Sr. Procurador General y lo dispues- 
to por la jurisprudencia de esta Corte —Fallos: 183, 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 



Bs. Aires, 25 do junio de 1045. 
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G9; 193, 185 — , se declara en mérito de haber desapa- 
recido las razones que determinaron la aplicación del 
art. 40 del Cód. de Procs. Crim. (fs. 351, 356 y 362 del 
expte. n fl 1192), que el Sr. Juez Letrado n* 2 de La 
Pampa debe seguir entendiendo en la cansa incoada 
contra Sutil Santiago, Méndez Angel y Lanzar o Rafael 
por estafa, sin perjuicio de cumplir con lo dispuesto 
por el art. 58 del Cód. Penal, notificando a los otros 



jueces la sentencia dictada por él contra Méndez, Re- 
mítansele, en consecuencia, los autos correspondien- 
tes al Sr. Juez indicado, haciéndose conocer esta deci- 
sión al Sr. Juez de la Cap. Federal. 



JURISDICCION Y COMPKTESCIA: Sucesión. Fuero de atracción. 
Acciones relativa* a bienes hereditarios. 

El juez provincial ante quien tramita la sucesión es el 
competente para tener depositados a su orden los fondos 
del causante existentes en la Caja Nacional de Ahorro 
Postal y transferidos por ésta a la Cap. Federal en cum- 
plimiento de ait ley orgánica y para decidir la cuestión 
referente al mejor derecho a esos fondos originada por 
la circunstancia de tratarse de una sucesión vacante. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

Se discute en la presente contienda trabada entre 
un juez en lo civil y comercial de Rosario (Santa Pe) 
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y otro de igual clase en lo civil de la Cap. Federal, 
ante qué jurisdicción debe debatirse el mejor derecho 
a oh depósito de dinero existente en la Caja Nacional 
de Ahorro Postal do esta Capital perteneciente al can- 
sante de una sucesión abierta en Rosario y allí decla- 
rada vacante (fs. 16 de los autos respectivos). No cabe 
dudar atento los términos del informe de la aludida 
Caja (fs, 6 del incid. sobre competencia agregado por 
cuerda floja), que los fondos existentes en ella fueron 
de propiedad del cansante, ni que al depósito de los 
mismos se lo luciera en Rosario. 

En presencia de talos circunstancias debe concluir- 
se que se trata de un haber sucesorio cuya liquida- 
ción corresponde al juez que conoce en el juicio ros- 



Lo contrario importaría autorizar un desdoblamien- 
to de dicho juicio en tantos otros cuantos fueran las 
jurisdicciones dentro de las cuales existieran en la Re- 
pública bienes del difunto; lo que es contrario al ré- 
gimen del juicio universal, establecido como principio 
incuestionable en el Cód? Civ, 

Los derechos que según el Consejo Nacional de Edu- 
cación le corresponden aquí sobre esc depósito, por el 
hecho de que la Caja precitada lo baya transferido a 
Bs. Aires en cumplimiento de la ley que regula su fun- 
cionamiento, deberá discutirlos ante el juez del refe- 
rido juicio universal, al que compete apreciar y decidir 
acerca del destino del patrimonio hereditario a base 
de lo que resulte de la liquidación sucesoria; circuns- 
tancia ésta que, por lo demás, no deja de ser recono- 
cida por el juez de la Cap. Federal en su sentencia de 
fs. 12 (incid. aludido) al negar La transferencia del de- 
le pide. 

que la presente contienda debe re- 
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solverse a favor de la competencia del Juez de Rosario 
para tener depositados a sn orden en el juicio los fon- 
dos discutidos. Bs. Aires, mayo 26* de 1045. — Juan 
Alvarez. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs, Aires, 25 de junio de 1945. 

Autos y vistos: Por los fundamentos del preceden- 
te diet amen del Sr. Procurador General de la Nación 
y lo dispuesto por los arts. 3283, 3284, 3539, 3544 y 
3588 del Cód. OÍv., se declara que el Sr. Juez en lo 
Civil y Comercial de la ciudad de Rosario (2« Nomina- 
ción, 2» Secretaría) que entiende en el juicio sucesorio 
de D. Augusto Palma es el competente para tener de- 
positados a su orden en aquél los fondos a que se re- 
fiere el exhorto corriente a fs. 1 del expte. agregado 
ir lfi22. En consecuencia, remítanse estas actuaciones 
al susodicho magistrado, haciéndose saher en la forma 
de estilo al de igual clase de esta Capital, Dr. Eduardo 
Rojas. 

Roberto Repetto — B. A. Na- 
7. \n Ancho» en a. — F. Ramos 
Mejía. 



MARIA DELIA BIAUS DE TISCORNÍA — su sucesión 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio*. Cuestión fe- 
deral. Cuestione* federales complejas. IncQn*titurwnnlidad de norma* 
y arto* nacionales. 

Es procedente el recurso extraordinario fundado en que 
el cobro del impuesto a la herencia establecido por la ley 
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11.2S7, sobre bonos emitidos por el Banco Hipotecario tic 
la Prov. de Bh. Airea pertenecientes al cansante domici- 
liado en la Cap. Federal, hipar donde aquéllos estaban 
depositados, es violatorio del art. 1Í14 de la Const. Nacio- 
nal, nnr tnitarse de bienes que por su ubicación, rcsul- 
tante de su naturaleza, caen bajo la facultad impositiva 
de la Prov. de Bs. Aires. 

IMPUESTO: rnrultafa <»»;iiwífír*w >le I* Nación, provincial >/ mu- 
ittátnáiidadéM 

Para determinar tos límites territoriales de la potestad 
impositiva corresponde referir el ejercicio de tn misma 
r una actuación de la autoridad del Estado en el cumpli- 
miento de los fines de este último; por ln que la materia 
del impuesto lia de estar de algún modo bajo el imperio 
de la autoridad que lo establece, o sea en la órbita de los 
fines que ésta deba cumplir, como ocurre, por ejemplo, 
cuando para transmitir determinados bienes, cualquiera 
sea su especie ha de interponerse fie algún modo la au- 
toridad del Estado en cuya jurisdicción se bailan. Cuando 
la inmaterialidad de los bienes impide hablar de ubica- 
ción en sentido propio, su dependencia con respecto a una 
determinada autoridad debe resultar de la relación exis- 
tente entré el episodio determinante del tributo y los ac- 
tos de concreto amparo prestado por el Estado que lo 
cebra, a cuyo efecto corresponderá tener en cuenta las 
circunstancias particulares que lo caracterizan en cada caso, 

impuesto A la TRASMISION gratuita. 

La transmisión de los títulos al portador o su oxterinriza- 
ción pueden ser gravados por el Estado en cuyo territorio 
se encuentren al efectuarlas y según lo que allí valgan, 
con prese i nd ene i a de la relación do dichos títulos con el 
domicilio del emisor. 

CONSTITUCION NACIONAL: ConstitnrimiaUihuI t incnnstitvciotta- 
lúla<{. Leyes nacionales. ¡mponUnas. Impuesto a I» transtnteion gra- 
tuita. 

El cobro del impuesto a la herencia establecido por la 
ley 11.2H7. sobre bonos hipotecarios del Bañen Hipotecario 
de ta Prov. de Bs. Aires pertenecientes al causante domi- 
ciliado en la Cap. Federal, lugar donde aquéllos estaban 
depositados, no es violatorio del art, 104 de la Const, Na- 
cional. 
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Sentencia de la Cámara Civil 



Bs. Airea, oeiubre 28 de 1343. 



Vistos y considerando: 

Los bonos hipotrc.-jrioK sm títulos de crédito, en definitiva, 
pero por la forma de su emisión, constituyen papeles de co- 
mercio, con vida propia y transmisible por ta simple entrega. 
Son pues bienes muebles oue ileben de considerarse radi i- 
dos a los fines del pago del impuesto sucesorio en el domicilio 
del enusunte tt cu fin rio están depositados en custodia como en 
el presente caso, en el lugar del depósito, que es donde el con- 



Tribunal para las cédulas del Banco IT i not cea rio Nacional en 
la causa publicada en Jurisp. Ara., t. XXV, p&g, 238. 

El tenednr de nn bono o cédula hipotecaria, nn es titular 
de derecho real, desde que no puede hacer efectivo su erédito 
sobre inmueble alguno determinado y el bnno no pierde su 
carácter de co«a mueble por estar respaldado, *uitre otros ru- 
bros, por las hipotecas constituidas por e] Banco emisor. Pe 
ahí ntU» no le sea aplicable la interpretación que hizo el Tri- 
bttnal Pleno pnra los créditos hipotecarios, en el qnc se tuvo 
muy en cuenta que e| derecho real de hipoteca es de acuerdo 
a nuestro Código Civil un bien inmueble y que como tal dehe 
de considerarse rndiendo en el lnsrnr en donde se encuentra 
el bien pro vado. 

Como los hemos o cédulas, se transmiten qnr !a simple 
entrega y no se registran, el Cobierno de la Provincia care- 
cería de jurisdicción y de medios para poder hacer efectivo 
el cobro del impuesto. 

El que los bonos estén, en e) snb-júdiee depositados en la 
sucursal del Banco de la Provincia, no quita ni agrega ar- 
gumento, desde nue dicha sucursal esfá dentro de bi .inris- 
dicción de la Capital y porque no se trata de exigirlo el cum- 
plimiento de sus obligaciones cerno banco emisor, sino en su 
carácter de depositario. 

Por ello y oído el Rr. Fiscal de Cámara, se revoca eon 
costas el auto apelado de fs. 218. — Cesar ríe Tázanos Pivio. 
— .7. C. Migttem. — R. Pf raizo Naón. ~ CJ. Lagos. — Ro- 
larlo f'lntfr. Fu disidencia: Tírrnan Maxchwif:. 
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Disidencia'. 
Y vistos: considerando; 

El Banco do la Prov. de Bs. Aires tiene su domicilio legal 
en la ciudad de La Plata (art. 2 de su carta orgánica), donde 
so encuentro la casa matriz, lugar en que se realizan los sor- 
teas de rescate üV sus bonos (art. 79} y los tenedores de estos 
títulos sólo tienen acción contra la institución que los emite 
(art. IX del convenio de fecha junio 23/910, aprobado por la 
ley provincial 3272), la, que está obligada a papar con pun- 
tualidad sus servicios y amortizaciones (art. 51, carta orgá- 
nica). 

Los Caín. C'iv, en pleno en el fallo publicado en ./. A,, 
t. 3. pág. 397 (sucesión Merlo de Pessein), aplicable al caso 
ítuh jihlice, resolvieron, que, tratándose de créditos, el lugar 
de la situación, es aquel en que se hacen efectivos y no donde 
se encuentran los documentos justificativos de su existencia. 
Esta jurisprudencia se ha mantenido por ambas cámaras y ae 
ha hecho extensiva a las acciones de sociedades anónimas, como 
puede verse cu la misma colección, U 11, páir, 1076; t. 54. 
p. 491 ; y t. 69. p. 641. 

Las bonos hipotecarios del Banco de la Prov. de Bs. Aires, 
son (¡tolos públicos emitidos por una institución ofieial y 
en t recados al deudor hipotecario, quien los vende en plaza. 
La garantía del tomador de los bonos radica en el capital y 
reservas de su Sección Crédito Hipotecaría y en el activo co- 
rrespondiente, constituido por los préstamos hipotecarios que 
el Banco concede, más sus garantías y accesori s (arta. 3, 14 
y 45 de su carta orgánica). 

Aún en el supuesto caso de tratarse de títulos de crédito 
con garantía, hipotecaria directa, conforme lo han resucito las 
Cám Civ. reunidas en pleno <•/. .1. t. 06, pág. 246) el papo 
del impuesto sucesorio respectivo debe realizarse en la Prov. 
de Bs. Aires, por ser éste el lugar exclusivo de la situación 
de los bienes gravados con hipotecas (art, 10. ley provincial 
3272 y 53 de la cari a orcánica), disposición ésta que es una 
consecuencia del art. 69 de la ley 1801. de creación del Raneo 
Hipotecario Nacional, que establece que "los Gobiernos de 
provincia podrán autorizar la existencia de Bancos Hipoteca- 
rios con facultad de hacer préstamos por más de diez años, 
sobre propiedades situadas dentro de sus respectivos territo- 
rios" siendo ile la exclusiva atribución de esta institución, 
emitir cédulas sobre inmuebles situados en la Capital de la 
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República o en los territorios nacionales (art. 60, ley citada), 
precepto éste repetido en la ley posterior 8172, art, 79, que 
no ha sido derogado por la 10.676. 

Por ello, fundamentos concordantes del auto apelado de 
fs. 218 y del preceden te dictamen del Sr. Fiscal de Cámara, 
se lo confirma, sin costas. dHtlo el carácter de este pronuncia- 
miento. — Hernán Maschimtz. 

TMCTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Suprema Corte: 

Procede en este caso el recurso extraordinario por 
haberse puesto en tela de juicio la constitncionalidad 
de un gravamen local (ley 11.287 sobre impuesto a las 
herencias), en cuanto el fallo apelado, obrante a fs. 
227 lo hace extensivo a bienes que según la parte ape- 
lante se hallan situados fuera de la jurisdicción en que 
dicha ley sería aplicable. Se trata do bonos emitidos 
por el Banco Hipotecario de la Prov. de Bs. Aires, y 
que hoy forman parte del acervo de una sucesión abier- 
la en la Cap. Federal, lugar del domicilio del caucante. 
A juicio del recurrente es a la Prov. de Bs. Aires a 
quien compete exigir el impuesto sr -esorio, y no al Con- 
sejo Nacional de Educación. 

Para apreciar la validez de tal argumento, convie- 
ne aplicarlo a los distintos casos de trasmisión de bo- 
nos que pueden ocurrir en la vida diaria, y entre ellos, 
el de la transferencia por compra venta. Si la Prov. 
de Bs. Aires decidiera mañana crear un impuesto so- 
bre los capitales invertidos en bonos, o la transferencia 
de éstos, ¿sería exigible ese gravamen local, a cuantos 
tengan, compran o vendan bonos en Catamarca o en 
San Luis? Paréceme que la negativa se impone. La 
Prov. de Bs. Aires habría excedido evidentemente, en 
lo territorial, sus potestades impositivas. 
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¿Por qué, entonces, cuando la trasmisión del Nono 
so hace por vía do herencia, habría do conceptuarse 
ampliada la órbita jurisdiccional de Jos poderes públi- 
cos provinciales? El recurrente alega que los bonos en 
cuestión son títulos espedidos por un banco de la pro- 
vincia, y solamente exigibles en ella, con garantía hi- 
potecaria de bienes situados en bi misma provincia. 
No encuentro que tales circunstancias cambien sustan- 
cialmcnte la situación jurídica aludida. Kl Banco, nada 
suyo ha hipotecado a favor de los tenedores de bonos 
y como consecuencia, estos carecen de acción para eje- 
cutar determinado bien. Hay en realidad dos contratos 
distintos. Uno, hecho por escritura pública en la Prov. 
de Bs. Aires, e inscripto en el Registro de Hipotecas 
local, por el cual el Banco resulta acreedor de persona 
determinada, con garantía sobre inmueble igualmente 
determinado. Otro, que no se otorga ante escribano pú- 
blico, ni se inscribe en el Registro de Hipotecas, ni se 
refiere a tal o cual persona o inmueble: en este segundo 
contrato el Banco promete pagar algo al portador del 
bono, garantizándole que dedicará a ese pago los re- 
cursos obtenidos mediante el cumplimiento de contratos 
hipotecarios celebrados con los terceros a quienes pres- 
ta el dinero que obtiene de los compradores de bonos. 
Tal promesa no debe confundirse con las hipotecas he- 
chas a favor del Banco, aunque tenga relación -on ellas. 

Bicho de otro modo; no existen motivos legales 
suficientes, para que los bonos aludidos deban necesa- 
riamente conceptuarse bienes situados en jurisdicción 
de la Prov. de Bs. Aires, aunque do hecho se hallen 
en la Cap. Federal; ficción de extraterritorialidad di- 
fícil tic sustentar hasta para las escrituras de hipoteca, 
atento el claro texto del art, 2351 del C'ód t'iv. 

Pienso, pues, que corresponde confirmar el fallo 
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apelado en cuanto pudo ser materia de recurso. Bs. 
Aires, diciembre 15 de 1943. — Juan Atvarcz. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 25 de junio de 1945. 

Y vistos los autos "Biaus de Tiscornin, María 
Pelia, su testamentaría", venidos por el recurso extra- 
ordinario concedido a fs. 232 contra la sentencia dic- 
tada a fs. 227 por la Caín. 2* de Apel. en lo Civil de la 

Cap. Federal. 

Considerando : En cuanto a la procedencia del re- 
curso : 

Que el recurrente planteó oportunamente la cues- 
tión federal (fs. 1U2) fundándola de modo preciso y 
concreto en la violación del art. 104 de la Const. Na- 
cional que importaría, a su juicio, el acto de someter al 
pago del impuesto nacional a las herencias la transmi- 
sión sucesoria de bienes que por su ubicación, resultan- 
te de su naturaleza, caen bajo la facultad impositiva 
de la Prov. de Bs. Aires, 

Que la Excma. Cám. Civ. 2* de esta Cap. Lederal 
ha decidido la cuestión definitivamente a fs. 227 en el 
sentido de que los bonos hipotecarios del Banco de la 
Prov. de Bs. Aires, de propiedad de la causante, exis- 
tentes en esta ciudad al tiempo de su fallecimiento, 
deben considerarse bienes comprendidos dentro de la 
jurisdicción impositiva de la ley 11.287 y corresponde 
pasar por su transmisión sucesoria el gravamen que la 

misma establece. 

Que se trataría, según resulta de lo relatado, de 
imponer a la recurrente ei cumplimiento de una ley 
que tal como se lo aplica la considera vinlatoria do la 
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Const, Nacional, pues con la interpretación de la sen- 
tencia apelarla se le obliga a papar Impuesto suceso- 
rio a quien no tendría derecho a cobrárselo, pues se sos- 
tiene que ese derecho es eonstitueionulniento privativo 
de la Prov. de Bs. Aires. 

Que el recurso no se funda, pues, como se sostiene 
al impugnar su procedencia, en la inconstitucionaüdad 
de la doble imposición — nacional y provincial — sólo 
por ser doble imposición, sino, lo quo es muy distinto, 
en que en este caso debe reconocerse una determinada 
facultad impositiva provincial con exclusión de la que 
en esa materia tributaria tiene ];t Nación. No cabe, en 
consecuencia, oponer a la procedencia del recurso el 
que no se le haya requerido a la recurrente el papo del 
impuesto por un mismo concepto y sobre un mismo bien 
por parte de la Nación y de la Prov. de Bs. Aires. 

Que aunque no se lia invocado la existencia de una 
lesión causada al derecho fiscal de la Prov. de Bs. 
Aires, ni ley de la misma que asigne a los bonos hipote- 
carios efé que se trata el carácter df* bien sometido a 
su jurisdicción, el recurso es procedente porque no es 
la lesión del derecho provincial lo que alega para 
fundnrlo sino la aplicación de una ley de *a Cap. Pede- 
ral y los territorios nacionales a materia propia de la 
potestad legislativa de las provincias por expresa re- 
serva de la Const. Nacional. 

Quo la sentencia se pronuncia sobre la ubicación de 
los bienes gravados por razones de derecho público 
fiscal. Y ese fundamento tiene un alcance constitucio- 
nal puesto que tratándose de bienes que según sea el 
criterio adoptado han de considerarse situarlos en la 
Cap. Federal o en la Prov. de Bs. Aires» adoptar uno 
u otro importa pronunciarse sobre la cuestión fede- 
ral relativa al alcance de la facultad impositiva de las 
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provincias. De no hacerse lugar al recurso en esta opor- 
tunidad, tampoco sería procedente respecto a una deci- 
sión de la Prov. de Bs. Aires que gravara esta misma 
transmisión. Se tendría entonces un caso no sólo de 
doblo imposición sino de invocación contradictoria de 
facultades fiscales privativas por parte de dos estados 
federales sin posibilidad de remedio judicial. El re- 
curso es, pues, procedente, y de acuerdo con lo dicta- 
minado por el Sr. Procurador General, *'sí se declara. 
En cuanto al fondo de lo que es materia de él: 
Que no se ha hecho cuestión de las excisiones im- 
positivas de que gozan las oporaeic iicí , los bienes y los 
títulos del Banco de la Prov. de Bs. Aires, El recurrente 
reconoce que debe pagar impuesto sucesorio por la 
transmisión de los bonos de que aquí se trata y sólo se 
opone a pagarlo en jurisdicción de la Cap. Federal. 
Está, por consiguiente, fuera de la litis y del objeto del 
reeurso lo relativo a si la exención aludida comprende 
o no el impuesto a la transmisión gratuita de los bonos 
hipotecarios que emite el Banco nombrado. 

Que los bonos hipotecarios del Banco de la Prov. 
do Bs. Aires, son títulos al portador; transmisibles sin 
otro requisito que el de su entrega; fundamentalmente 
independientes do los contratos de préstamo hipoteca- 
rio que mediante su emisión efectúa el Banco; suscep- 
tibles de ser comprados y vendidos en cualquier mo- 
mento y lugar sin intervención del Banco emisor. Todo 
lo cual es una consecuencia del modo como se ha docu- 
mentado la operación de préstamo de que dichos bonos 
son constancia. Por eso sucede con ellos lo que con la 
generalidad de los títulos de renta; que para caracteri- 
zarlos se atienda preferentemente a la fácil negociabi- 
lidad y no a que son el instrumento en que consta una 
operación de crédito que hace recaer sobre el emisor 
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la obligación de responder por el importe recibido en 
préstamo, en lugar, tiempo y modo estipulados al lanzar 
ta emisión, ya que es contra el Banco, en el sitio de eje- 
cución establecido al emitirlos, que liabrí» de dirigirse 
la demanda si la renta no se paguro como se estipuló 
o no se hiciera el rescate en el tiempo y modo corres- 
pondientes. 

Que según se considere la negociabilidad de estos 
títulos de renta, que en cierto sentido los lince equiva- 
lentes al dinero, o el crédito que documentan, variará 
la solución del problema relativo a cuál sea la autori- 
dad con jurisdicción para gravar su transferencia su- 
cesoria (Fallos: IS'J, (¡7). 

Que cuando so trata, como en el caso, de determi- 
nar los límites territoriales de la potestad impositiva 
es indispensable referir el ejercicio de dicha facultad a 
una actuación de la autoridad del estado en el cumpli- 
miento de sus fines de tal. En cnanto fuente econó- 
mica del estado los impuestos participan de la razón 
de ser de este último, que recurre a ellos para tener 
con qué cumplir sus fines, Por eso la materia del im- 
puesto lia do estar de algún modo bajo el imperio de 
la autoridad que lo establece, o sea en la órbita de los 
fines que ésta debo cumplir. Si para la transmisión de 
determinados bienes, cuui miera sea su especie, lia de 
interponerse de algún modo la autoridad del estado 
en cuya ¡jurisdicción *e hallan, hay razón para estable- 
cer en el caso el [jago de un tributo, porque hay rela- 
ción entre él y el cumplimiento de sus Fines por parte 
del Estado que lo cobra, así se trate sólo de la seguri- 
dad jurídica que comporta <ui intervención en la emer- 
gencia (Oonf. doctrina de los Fallos: 181, 184 y 
182, Cu). 

Que mando la inmaterialidad de los bienes impide 
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hablar de ubicación en sentido propio su dependencia 
eon respecto a una determinada autoridad, debe resul- 
tar de la relacióu en que el episodio determinante del 
tributo esté con actos dé concreto amparo prestado por 
el Estado que lo cobra. l'cro tratándose de bienes inma- 
teriales, cada caso requiere una aplicación de la norma 
general antedicha decisivamente influida por las cir- 
cunstancias particulares que vienen a ser como la ley 
de él. Cuando se trata de los créditos comunes, la solu- 
ción no ha de ser itfual a cuando se trata de los cré- 
ditos hipotecarios, o de las participaciones en el capital 
de una sociedad bajo la forma de socio colectivo o co- 
munditnrio, o de la participación como accionista, y 
dentro do esta última hipótesis de las acciones nomina- 
tivas o de las acciones al portador, y por fin cuando 
el crédito transmitido corresponde a títulos de renta 
propiamente dichos, como los de los empréstitos públi- 
cos, las cédulas hipotecarias y los bonos considerados 
en este juicio. 

Que no cabe alegar con respecto a los bienes in- 
materiales de esta última especie que cuando la pro- 
piedad de un título, cédula, bono o acción se transmite 
fuera del luirá r de emisión y do donde quien lo emitió 
tiene su asiento, sólo se encuentra allí el si pío del va- 
le ■ transmitido, pues el capital se halla en el domicilio 
del deudor. Tratándose del impuesto a la Transmisión 
todo dependerá de la mayor o menor independencia del 
acto por el cual la transferencia se consuma, con res- 
pecto al establecimiento deudor de cuyo capital la ac- 
ción o el título son parte integrante. Esa participación 



ciones al portador, no allana, por cierto, la facultad 
de cada Estado de irravar los actos u operaciones rela- 





emisión de títulos o ac- 



tivos a ellos que ocurran en los límites territoriales de 
gu jurisdicción, con prescindencia do la relación, — bien 
remota, por lo frene ral, como que suele ser casi nada 
más que nominal—, de di el ios títulos con la residencia 
del emisor cuyo tesoro se alimenta mediante la colo- 
cación de ellos, líe vestidos esos títulos de crédito de 
la aptitud de valer prácticamente en cualquier parte es 
natural que el Estado donde los títulos se encuentren 
en la oportunidad de la transmisión ejercite su facul- 
tad impositiva con respecto a esta última. Porque su 
dueño los tiene donde son para él un valor efectivo y 
es ese valor, que la organización económica se lia inge- 
niado para que tengan fuera del domicilio del emisor, 
—valor transmitido bajo la autoridad del Estado donde 
se hallan—, el que determina la facultad impositiva. Es 
pues en el lugar en que so encuentren y según lo que 
allí valgan, al momento do la transmisión o de la exte- 
riorización, donde puedo ser gravado el acto de esta 
última. 

Que en la oportunidad de la transmisión sucesoria 
de los bonos hipotecarios de que aquí se trata no es la 
obligación del Banco de la Prov. de Bs. Aires, de la 
que son constancia e instrumento, lo que se considera, 
sino su negociabilidad en el lugar donde se encuentren 
al tiempo de ser transmitidos. Es verdad que todo cré- 
dito es, en cierta medida, negociable ; pero ello no auto- 
riza a cerrar los ojos a la grande y fundamental dife- 
rencia que existe entre esa relativa negociabilidad y la 
que es propia, en general, de los títulos de renta, gé- 
nero del cual son una especie los bonos en cuestión. 
La solución no puede atenerse, por consideraciones teó- 
ricas, a la condición creditoria de estos bonos, propia, 
por lo demás, de todos los títulos de ese género, pres- 
cindiendo de las diferencias que en la concreta realidad 
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distinguen a estos créditos de todos aquellos cuyo valor 
depende mucho más directa, inmediata y efectivamente 
que en el easo de ellos, del cumplimiento final de la 
obligación. No por ser sólo cuestión de grado es me- 
nos decisiva para la solución del problema en debate, 
porque es precisamente el sumo grado de independencia 
del valor de los bonos con respecto a la liquidación fi- 
nal de la deuda contraída por el Banco al omitirlos, lo 
que hace que para la determinación de cuál sea la auto- 
ridad facultada para el cobro del impuesto sucesorio 
no deba considerarse otra exteriorización que la for- 
malizada en el lugar en que los bonos estén deposita- 
dos. La transmisión obtiene con ella todos sus efectos 
y, por otra parte, como se observó precedentemente, 
sólo se refiere ni valor de los bonos en la oportunidad 
de ella y no al derecho del titular en la indeterminada 
oportunidad del cumplimiento de la , obligación — res- 
cale del bono con motivo de babor sido sorteado — . Por 
eso es el Estado del lugar en que estos bonos están de- 
positados al tiempo do la transmisión el que tiene ju- 
risdicción para imponer una contribución con motivo 
de la exteriorizaeión realizada ante sus autoridades y 
amparadas por ellas. 

Por estas consideraciones, y de acuerdo a lo pe- 
dido por el Sr. Procurador íiom ral, se confirma la sen- 
tencia apelada en lo que ha podido ser materia del re- 
curso. 

IÍOBEIITO IÍF.CETTO ANTONIO 

Sao a ii xa {En di sitien cia) • — 
B. A. Nazaií A x choren a — 
Tomás D. Casa h es. 
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Disidencia del Su. Ministro Decano Da. 0, Antonio 

Sao aun a 

Considerando; En cuanto a la proceden*' ¡a del re- 
curso : 

Que el recurrente planteó oportunamente la cues- 
tión federal ( t's. 101') fundándola de modo preciso y con- 
creto en la violación de] art. 104 de la Toast. Xacíonut 
que importaría, a .su juicio, el neto de someter al pago 
tlel impuesto nacional a las herencias la transmisión su- 
cesoria de Menos que por su ubicación, resultante de su 
naturaleza, caen bajo la facultad impositiva líe la Prov, 
de Bs. Aires. 

Que la Kxerna. (Vmi. Civ. -2" de esta Cap. Federal 
lia decidido la cuestión definí ti va mente a fs. 117 en el 
sentido de que los liónos hipotecarios del Hunco de la 
Prov. de lis. Ai í es, de propiedad de la causante, exis- 
tentes en esta ciudad al tiempo de su fallecimiento, de- 
ben considerarse bienes comprendidos dentro de la ju- 
risdicción impositiva de la ley mí ni. ll.lí-S" y corresponde 
pasar por su transmisión sucesoria el gravamen que la 
misma establece. 

Que se tratana, según resulta de lo relatado, de 
imponer a la recurrente el cumplimiento de una ley (pie 
tal como se le aplica ella la considera violatoria de la 
Oonst. Nacional, pues con la interpretación de la sen- 
tencia apelada se le obliga a pagar impuesto sucesorio 
a quien no temí ría derecho n cobrárselo, pues se sostie- 
ne (pie ese derecho es coustitueiimalmente privativo ríe 
la Prov. de Bs. Aires. 

Que el recurso no se funda, pues, como se sostiene 
al impugnar su procedencia, en ui inconstitucionalidad 
de la doble imposición —nacional y provincial — sólo 
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por sor doble imposición, sino, lo que es muy distinto, 
en que en este euso debe reconocerse una determinada 
facultad impositiva provincial con exclusión de la que 
en esa materia tributaria tiene la Nación. No cabe, en 
consecuencia, oponer a la procedencia del recurso el que 
no se le baya requerido a la recurrente el pago del im- 
puesto por un mismo concepto y sobre un mismo bien 
por parte de la Nación y de la Prov. de Bs. Aires. 

Que si bien no se ha invocado la existencia de una 
lesión causada al derecho fiscal de la Prov. de Bs. Aires 
ni ley la misma que asigne a los bonos hipotecarios 
de que se trata el carácter de bien sometido a su juris- 
dicción, ello no obsta a la procedencia del recurso por- 
que no es la lesión del derecho provincial lo que se alega 
para fundarlo sino la aplicación de una ley del Congreso 
Nacional en materia reservada por la Constitución a la 
potestad legislativa de las provincias. El recurso es, 
pues, procedente, y de acuerdo con lo dictaminado por 
el Sr. Procurador General, así se declara. 

En cuanto al fondo del asunto: 

Que los bonos hipotecarios del Banco de la Prov. 
do Bs. Aires están exentos de todo gravamen fiscal na- 
cional o de las otras provincias en virtud del privile- 
gio acordado por la Const. Nacional de conformidad con 
ol Acuerdo de Flores de 11 de noviembre de 18i>9 que 
*elló la paz y la unión definitiva do la Confederación 
Racional y el Estado de Bs. Aires, según lo ha dicho 
esta Corte en diversas oportunidades y especialmente en 
el fallo del t. 186, pág. 170. 

Que en efecto, en la oportunidad precedentemente 
aludida el Tribunal dijo: "Que el gobierno de la Prov. 
de Bs. Aires, en ejercicio de la facultad exclusiva de le- 
gislar sobre su Banco do Estado, ha establecido las si- 
guientes exenciones tributarias; a) el Banco y las pro- 
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piedades pHni la instalación do la casa central y sucur- 
sales, así como las operaciones bancadas (¡ue realice es- 
tarán exentas de toda contribución, impuesto de sellos 
y de cualquiera otra clase, creada o por erenr — art. 14 
de la Tarta Orgánica de 5 de diciembre de lflOíí apro- 
bada por ley de la Provincia de 1Í106 — ; b) la exención 
de impuestos y contribuciones acordada al Banco por el 
art. 14 de su ('arta Orgánica, es extensiva a la emisión 
de bonos hipotecarios autorizada por el art. 61 del con 
Éfilto de lí*10 a ruó lia do por In ley provincial tle 10 do 
septiembre del mismo año". 

Que en los subsiguientes considerandos esta Corte 
reconoció que ese privilegio estaba amparado por su 
misma naturaleza y los antecedentes que lo informan, 
ante lns poderes nacionales y de otras provincias en 
los mismos términos del privilegio aludido, cualquiera 
sea la situación en que esos bonos se encontraren. 

Que al invocar insistentemente la representación 
de la adora d art. 104 de la Const. Nacional, — escri- 
tos de fs. 102, 117, 231 y 2:ír>— , el cual comprende los 
pactos preexistentes a que se refiere el Preámbulo de 
la Carta Fundamental, bu cumplido aunque deficiente- 
mente con las exigencias del reeurso extraordinario en 
lo atinente n la materia que debe ser objeto de pro- 
nunciamiento sobre el mismo por esta Corte — Fallos: 
lSfí, .T!7 y 4ÍH: 1SS, i>SD y :i.">!»; 1S«>, 81 y m 2U y otros 
varios—. Por lo demás se trata de una cuestión de or- 
den público» fundamental, que la Corte no puede dejar 
de considerar solamente por la deficiencia de su plan- 
teamiento. 

Que además, cabe advertir que los bonos de la su- 
cesión Biaus de Tíseornia se encontraban en el Banco 
de la Prov. de Bs. Aires situado en esta Capital, de 
manera que aun desdo esc punto de vista el privilegio 
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Ies alcanzaría porque se encuentran bajo la custodia del 
Banco emisor, que es el mismo para la casa central o 
sus sucursales (fs. 9). 

Que la facilidad en la transmisión de los honos 
hipotecarios y su comercialización como papeles do cré- 
dito no cambian su naturaleza ni los substrae a la ju- 
risdicción del Banco emisor; el tenedor de los bonos 
aludidos & )lo tiene aeción contra el Banco que bace el 
servicio tanto en la casa central como en cualquiera de 
sus sucursales — arK 18 y 21 de la ley n g 3272; ellos 
están naturalmente, vinculados en forma indisoluble 
a los bienes sobre los cuales se constituye hipoteca; y 
si el Banco por una eventualidad siempre posible no 
hace la amortización, es ante el Banco y su jurisdicción 
que el tenedor puede ocurrir en defensa de sus de- 
rechos. 

Que estas consideraciones concuerdan con las de 
las Bsemas, Vám. Civiles, según resulta del fallo de 
las mismas en pleno dictado en el juicio Merlo do Des- 
sein de fecha mayo 2 de 1919 inserto en Jurisp. Arg, t 
t. 3, pág. 3Í)7: "tratándose de créditos el lugar de su 
situación es aquel en que se hacen efectivos, es decir, 
donde se cobran y existe el dinero a que los mismos se 
refieren y no el del fallecimiento del causante o aquel 
en que se encuentran los instrumentos de su existen- 
cia". 

Que en términos talos, los bonos hipotecarios del 
Banco de la Prov. de Bs. Aires, sea aisladamente o for- 
mando parte de un haber sucesorio, como es el caso 
de autos, no pueden ser gravados por el Fisco Nacional 
ni el de Ins otras provincias de la Nación; y, en conse- 
cuencia, debe revocarse el fallo recurrido y confirmarse 
el de primera instancia. 

En su mérito, concordantes de los escritos de fs. 
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102, 117, 231 y 235, y oído el Sr. Procurador General 
de la Nación, así se resuelve en cuanto pudo sor ma- 
teria del recurso. 

As toxio Saoarna. 



JULIO BUSTOS E HIJOS v. NACION ARGENTINA 

COXSTITI'CIOX SACIAS AL: Constiturfoníitidad e inconstttucio- 

nulidad. Decretos nacionales. Aduana. 

El de*' reto n' 42. del 10 de marzo de en cuanto 11 mi- 

tit la exención de derechos establecida por el art, 'A de la 
ley 11.5SS pura las herramientas de hierro y aecro para 
artesanos, sin niupuna excepción, a las que aquél ' enume- 
ra, es contrario a dicho texto tepral y violatorio del art. 86, 
inc. 2* de la Const. Nacional (*). 



S. A. LA MARTONA v. MUNICIPALIDAD DE LA CIUDAD 

DE BUENOS AIRES 

COSSTITUCIOS SACIO SAL: Derechos y garantías, igualdad, 
hfi circunstancia de que el pravamen aplicado a un con- 
tribuyente — como la tasa municipal por contrasté de ins- 
trumentos de medida — no buya sido cobrado a otros que 
se dedican al mismo peñero de negocios que aquél, por 
haberse suspendido el cobro en razón de haberlo dispues- 
to as! la autoridad ejecutiva, no importa violación del 
principio de la ipualdad que autorice a exipir la devo- 
lución de lo papado. 



(1) 25 de junio de 1915. FíiUoa; 100, 5S; 193, 92. 
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Dictamen del Procurador Generad 
Suprema Corte: 

La S. A. "La Hartona" gestiona so condene a la 
Municipalidad de Bs, Aires a devolverle ciertas sumas 
que esta última lo exigió en concepto do contraste de 
instrumentos de medida. Se trata de los envases o ta- 
rros en que ordinariamente es transportada la leche 
con destino al consumo, A juicio del actor, tales envases 
no son "medidas", en el sentido que les atribuye la 
ley 845; y, además, se habrían violado en este caso las 
prescripciones de la Const. Nacional relativas a igual- 
dad ante la ley, por exigirse a "La Hartona" un des- 
embolso que no se exigió a otras empresas dedicadas 
al mismo género de negocios. 

Respecto de lo primero, encuentro improcedente el 
recurso extraordinario traído contra el fallo de la Cám. 
de Paz Letrada obrante a fs. 181. En efecto, la cuestión 
do si se utilizó o no como instrumentos de medida a 
los envases, lo es de hecho, y en tal sentido ha sido re- 
suelta por apreciación del mérito de la prueba rendida; 
materia que V. E. no puede rever. Eliminada esa cues- 
tión de hecho, resulta correctamente aplicado el de- 
creto de 16 de junio de 1931, en que el P. E. Nacional 
declaró "medidas de capacidad", a los tarros utiliza- 
dos en las transacciones comerciales de leche. No se 
objeta en el litigio la validez de tal decreto. 

Acerca 4e lo segundo, tampoco me parece admisi- 
ble el recurso, ya que la sentencia de 2* instancia de- 
clara no haberse probado la existencia del tratamiento 
diferencial que alegaba el actor haber sufrido. Con 
arreglo a jurisprudencia corriente de V. E., el hecho 
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de que, arbitrariamente, el cumplimiento de una orde- 
nanza municipal deje de exigirse a determinadas per- 
sonas por los encargados de hacerla cumplir, no auto- 
riza a los demás habitantes de la ciudad a transfor- 
marse en infractores. Además, la te? 10,341 (art. 2) 
autorizó a las autoridades municipales de la Cap. Fe- 
deral para crear un impuesto sobre el contraste de 
pesas y medidas "hasta el monto necesario para cos- 
tear el servicio"; de suerte que también sería cuestión 
de hecho, determinar si en este caso lo pagado por "La 
Mnrlona" a la Municipalidad excedió, y en cuanto, al 
costo de los servicios. Pienso, pues, que este recurso 
no puede prosperar. — Bs. Aires, junio 14 de lí>44. — 
Juan Alvares. 

VALLO DE LA CORTE SUPlíEMA 

Bs. Aires, 25 de junio de lí>45. 

Y vistos los autos seguidos por la 8. A. "La Mar- 
tona" contra la Municip. de la ciudad de Bs. Air?s, so- 
bre repetición de una suma de dinero, en los que se ha 
concedido el recurso extra ordinario interpuesto a fs. 
182 por la parle actora coutra la sentencia dictada a 
fs. 181 por la Bala 1* de la (Ynn. de Paz Letrada. 

Considerando: 

Que el recurso cxtraoidinario interpuesto a fs. 182 
sólo se runda en la violación del principio de igualdad 
con motivo de la imposición del pago de una tasa mu- 
nicipal a la recurrente puesto que con respecto a la 
interpretación de las leyes nacionales 52 y 845 la pre- 
sentación de fs. 182 no contiene la explícita fundamen- 
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taeión del recurso exigida por el art. 15 de la ley 48. 



fué sólo cobrada a la actora y a otra empresa de la 
misma especie siendo muchas las que se dedican en la 
Cap. Federal a la misma explotación. Ello habría ocu- 
rrido porque el -1 de agosto de 1941 el Si\ Intendente 
Municipal resolvió suspender el cobro de la tasa. 

Que el desigual Ira ta miento invocado no provino, 
según 1« expuesto, de una norma legal que así lo esta- 
bleciera, sino del modo de aplicar la norma adoptado 
por la autoridad encargada de hacerla cumplir. 

Que la garantía consagrada en el art. 1G de la Cons- 
titución es la de la igualdad ante la ley. Si la desigual- 
dad no está en la ley sino en el hecho do que el poder 
administrador la aplica a unos y no a otros habría, en 
todo caso, arbitrariedad administrativa pero no mate- 
ria para la declaración de inconstitucionalidad que se 
procura. Teniendo ésta, como tiene, por objeto asegu- 
rar la preeminencia de la Constitución sobre todas las 
leyes, nacionales o locales, dictadas en su consecuencia 
(art. 31), debe recaer sobre una norma legal y no sobre 
un procedimiento ejecutivo de aplicación cu los casos 
concretos que crea, de hecho, excepciones no estableci- 
das por la norma en cuestión. Si la norma es constitu- 
cional, aquel a quien se la apliea no puede oponerse a 
ello en razón de que en los hechos sólo a él le fué apli- 
cada. El modo de harer efectiva la responsabilidad del 
poder administrador *,uu omite imponer a algunos el 
cumplimiento de una ley que los comprende no puede 
ser, evidentemente, liberar del debido cumplimiento a 
quienes les fué requerido. Y como, según quedó expre- 
sado en el primer considerando, la 



del recurso tal como quedó planteado, lo que está den- 
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tro de dichos límites —la alegación de haber sido vulne- 
rado el principio de igualdad — , no es admisible. 

Por estas considcr ^ionos y de acuerdo con lo dic- 
taminado por ol Sr. Procurador General, se confirma 
la sentencia apelada en cuanto ha podido ser materia 
del recurso. 

Roberto Repetto — B. A. Na- 

ZAR ASOHORENA — P. RAMOS 

Mejía. — Tomás D. Casares. 



S. A. LAS PALMAS DEL CHACO AUSTRAL v. 
NACION ARGENTINA 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Tercera instancia. Jui- 
cios en que la Nación es parte. 

No resultando de autos que el valor de las costas exceda 
de cinco mil pesos es improcedente el recurso ordinario fle 
apelación interpuesto contra la sentencia que exime de 
ellas al vencido 

ADUANA],- Impórtueiám, Prueba ehl destín». 

El jucas de paz de Los Palmas, Gobernación del Chaco, 
no está legalmente facultado para expedir certificados re- 
ferentes al destino de las mercaderías importarlas, por lo 
que éstas carecen de valor probatorio en juicio 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Defensa tn 
juicio. Ley anteriar t/ jwces naturales. 

La variación de la jurisprudencia on cuanto al modo de 
probar determinados hechos — destino de las mercaderías 
introducidas con franquicia — no comporta violación del 
derecho de defensa en juicio ( 3 ). 



(i> «le ¡tinin n> 1EH.1. Fullos: 17K, 352; 187, 4IS ; 194, IOS. 
í = ) Knflos: 187, 1S. 
(3) Fallos: 200, 483. 
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Cía DEL F C GRAN OESTE ARGENTINO in re 
RECAUDADOR MUNICIPAL v. F. C. DE BUENOS AIRES 

AL PACIFICO 

RECURSO EXTRAORDINARIO ; Requisitos propios. Sentencia de- 
finitiva. Resoluciones anteriores a la sentencia definitiva. Juicios de 
apremio y ejecutivo. 

Procede el recurso extraordinario contra la sentencia que, 
rechazando la excepción fundada por ta empresa ferrovia- 
ria de las leyes federales n g 5315 y lO.ü'óT, ordena prose- 
guir el juicio de apremio sobre cobro del servu-io de riego 
prestado por una municipalidad de provincia con respec- 
to a un terreno que figura en la cuenta capital de la 
compañía. 

FERROCARRILES: Contribuciones, impuestos y tasas. Alumbrado, 

Aun cuando no se haya efectuado la ampliación de la 
estación para la cual fué adquirido un terreno que forma 
parte del capital de la empresa y está afectado a! servicio 
ferroviario — del que sólo podrían desafectarlo el P. E. 
o la Dir. Gral. de Ferrocarriles mas no una autoridad mu- 
nicipal para privar a la compañía de) beneficio estable- 
cido por la» leyes 5315 y 10.057— le comprende la exo- 
neración de la tasa por servicio de riego. 

Sentencia del Juez en lo Civil y Minas 

Mendoza, diciembre 29 de 1943. 

Y vistos; estos autos caratulados "Recaudador Municipal 
contra F C. de Bs. Aires al Pacífico por impuestos", origi- 
narios del Juzgado de Paz de Godoy Crm y venidos a este 
Tribunal por haberse interpuesto por la empresa demandada 
los recursos de nulidad y apelación, contra la sentencia dictada 
por dicho juzgado cuya parte dispositiva dice así: "Fallo: No 
haciendo lugar al incidente de exoneración de impuestos plan- 
teada por la parte demandada conforme al art. 87 de la ley 
237 con costas. Joaquín Tillanucva í?." 

Y considerando: 

En cuanto al recurso de nulidad: I... 
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En ea&ato al recurso de apelación: 

II. Que es innegable la facultad de las comunas de co- 
hrar lo que le es debido en razón de los servicios que preata.it 
(nrts. 107 y 113, itic. 27), ley org. de municipalidades). 

Til. Que frente a este derecho, el F. C. Bs. Aires al 
Pacífico (hoy Gran Oeste Argentino), opone al redamo la 
exención que a su juicio le acuerdo n las leyes de concesión 
n* 1 "* 5315 y HMió7 y tn dispuesto pnr el art. s7 do la ley de apre- 
m ¡o n» 237, por lo (pie el punto a resolver es de establecer si 
el inmueble de propiedad de la ejecutada, a, que la Muniejp. 
de Godoy Cruz pretende imponer el pago de servicios, es, 
por su destino, de las que gozan de tal exención. 

IV. Que la Empresa F. C. Hs. Aires al Pacífico ha apor- 
tado como prueba de su afirmación, los siguientes elementos 
de juicio: a) copia de la escritura pública de adquisición del 
inmueble, en la que consta que el destino del mismo es h\ am- 
pliación de Ja Estación Godoy Cruz- b) informe de la T>ir. 
Oral, de FF. CC. que establece que tal inmueble fisura en la 
cuenta "Capital" de la empresa demandada bajo el ■•• 521; 
e) el plano de fs. 34 y d) inspección ocular a la que también 
adhiero la acto ra. 

V. Que si bien es verdad que las leyes o31."í, art. 8 y 
tO.fióT. art. I - ', liberan a las e m presas ferroviarias ■ 1 1 > 1 pasro de 
"todo impuesto nacional, provincial o municipal, de impuestos 
propiamente dichos, tasas, contribuciones, o retribuciones de 
.servicios, cualquiera sea su carácter o denominación" (arts. 
S y 1 citados), no es menas cierto que tal exoneración lo es 
sólo y únicamente respecto de las tierras nffesariast para vías, 
estaciones, talle res y galpones de carga que hagan a la cons- 
trucción y explotación de las líneas, según resulta del espí- 
ritu del art. 7'» de la ley 5315. Consecuente con este criterio, 
los bienes di* las empresas que lio temían como tlrstitm «dual 
alpruno de los enumerados, lógicamente están fuera de tal fran- 
quicia. h> qm» así se resuelve. 

VI. Que en lo que hace a la prueba citada como punto 
a) del considerando IV o sea. la manifestación del Sr, Silas 
ITenoch Hurnnvs, como representante de la demandada {fs. 
25 n 2#). a juicio del suscrito tal prueba no tiene eficacia ni 
validez almina por ser una declaración unilateral que no obli- 
ga a nadie que por el contrario, el liempo ha dosvirtr-ulo en 
razón de que. habiendo sido hecha hace más de 20 años (fi 
ile octubre de 1!)23). todavía oe ha tenido principio de ejecu- 
ción como consta de la inspección ocular corriente n fs. 21 vta. 
a 23 vta. y el eoaütúmiento personal del proveyente. 
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VIL Que del informe ele la Dir. Oral, de FF. CC. fs. 
Í15, consta que el inmueble al que grava la Municipalidad ac- 
tora, se encuentra en Ja "cuenta capital"' de la demandada 
bajo el n' 521 "para ensanche de la Estación Godoy Cruz*'. 
Dicha prueba que aparentemente pudiera parecer decisiva pa- 
ra las pretensiones de la ejecutada, no reviste al simple aná- 
lisis tal carácter: a) porque según lo ha pretendido probar 
la Empresa, cuando ella adquirió el inmueble, dijo que lo 
afectaba al tal ensanche y es de suponer entonces que desde 
esa i echa se incluyó en la "cuenta capital" (ti de octubre de 
1ÍÍ23) ; b) porque no es admisible que en mas de 'JO «ños no 
se haya dado comienzo y fin a la ejecución de las obras de 
ensanche; c) que el hecho do que la Dir. Gral. de FP. CC. 
o el P- E. no baya dispuesto desafectar de esa euenta dieho 
inmueble como corresponde a raíz de no Henar los fines nro- 
p tiestos no puede jamás perjudicar los intereses de la Muni- 
cipalidad que están prestando un servicio gratuito, d) eomc 
lo tiene resuelto la Corte Suprema de la Nación, la exonera- 
ción de impuestos, servicios, etc.. no es un privilegie a las empre- 
sas, sino la resultante de una convención, pero es un principia 
de derecho que cuando las convenciones contienen oblijíac iones 
recíprocas, ambas partes contratantes deben cumplir las que 
le son impuestas y en H caso de autos para que la empresa 
demandada pueda invocar un derecho (exoneración), contó 
el que pretende, equiparable a una obj ¡¡ración de no hacer, 
debe necesariamente haber cumplido la afectación que hizo 
(principio del nrt. 1201 del Cód. Cív.). 

VIII. Que la eficacia como prueba del ntano de fs. 34 
es nula por tas razones expresadas en el con iderando ante- 
rior y como bien lo dice el doctor Casares en su voto en juicio 
Mnnicip. de la Capital v. P. C. Bs. al Pacífico, J, A,, t 74, 
pág, S67, el hecho de que un terreno "no está separado por di- 
visión alguna del espacio ocupado por las vías no quiere de. 
cir que integre la zona de éstas. Sostenerlo conduciría a la 
conclusión de que todo terreno contiguo a las vías que el fe- 
rrocarril man tenga en comunicación con el espacio de ésta» 
quedaría por ello sometido al régimen de las últimas". 

IX. Que finalmente pretender la exoneración por el sim- 
ple hecho de la afectación en la "cuenta capital" de las 
empresas, de un inmueble que ta realidad demuestra que no 
llena los fines que motivó su inclusión, llevaría al caso extra- 
ordinario de que un terreno que fia obtenido luego de veinte 
años una valorización «preciable, sin cargo alguno a mérito 
de no haber pagado impuesto, tasiis. ni servicios de ninguna 
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naturaleza y fuera desafectado luego por petición de la pro- 
pietaria y enajenado con considerable ganancia, habría lo- 
grado un \f rdadero c irritante privilegio y atentado a la igual- 
dad <] ue establece la Carta Fundamental] existiría en ese caso 
posible, una verdadera defraudación tpie la justicia no debe 
ni en hipótesis autorizar. 

Por catas consideraciones y fundamentos de la .sentencia 
recurrida, resuelvo: con declaración de que no adolece de nu- 
lidad, confirmar en todas sus partes la sentencia del inferior. 
— J. II. Bácz. 

Dictamen del Prior r ha non Cenkhal 
Suprema Corte: 

La Cía. del F. O. Oran Oeste- Argentino trae ante 
V. E., por vía directa, este recurso extraordinario con- 
tra un fallo definitivo de la justicia provincial de Men- 
doza por el que so le declara no exonerado del pago del 
impuesto de riego correspondiente a nu terreno que en 
dicha provincia destina a ensanche do la estación (.íodoy 
Cruz. Puesto que en el litigio se sostuvo que la exonera- 
ción ora procedente por virtud de lo dispuesto en las 
leyes especiales n" 5315 y 10.Ü57, considero admisible el 
recurso. 

Por lo que a la cuestión de fondo respecta, estriba 
en determinar si la exoneración legal lia de limitarse 
al perímetro de lo que este utilice efectivamente romo 
estación, o ampara a todo lo que la Empresa ha adqui- 
rido y conserva para ampliaciones. El fallo de Mendoza 
no acepta este último temperamento. A mi juicio, esa 
doctrina del fallo pudiera motivar dificultades en cuanto 
la estimación del capital de la línea quedara sujeto, en 
cada caso, a la apreciación de jueces locales con pres- 
cinden cía total del criterio administrativo. Resulta ine- 
quívocamente de autos que el terreno innWin del lili- 
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gio fui; adquirido para estación (fs. 28); quo no está 
notamente separado de lo que a juicio del tribunal de 
Mendoza constituiría la estación efectiva (fs. 22) ; y que, 
además, su valor bu sido reconocido por el Gobierno Na- 
cional como parte integrante del capital de la línea, a los 
efectos de lo prevenido en la ley Mitro (fs. 35). No se 
trata, pues, tan sólo del hecho de haberse o no ampliado 
todavía la proyectada estación; debe resolverse tam- 
bién si, sea cual fuere ese hecho, ía otra circunstancia 
apuntada bastaría para interpretar las leyes 5315 y 
10.657 en la forma que lo pide el recurrente. 

Atentas las características particulares del caso 
planteado, y la jurisprudencia de V. E. en otros que se 
referían a doctrina concordante en cierto modo con la 
que invoca aquí dicha parte, me inclino a encontrar pro- 
cedente se revoque el fallo apelado en cuanto pudo ser 
materia de recurso. — Bs. Aires, mayo 23 de 1944. — 
Juan Almirez, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 25 de junio de 15)45. 

Y vistos: Los del recurso extraordinario concedido 
a fs. 3 vta. del expediente agregado a los autos Recau- 
dador Municipal contra F. C. de Bs. Aires al Pacífico 
sobre impuestos, venidos del Juzgado en lo Civil y Minas 
do Mendoza. 

Considerando : 

Que el recurso es procedente do acuerdo a los fun- 
damentos expresados en el caso Municip. de La Banda 
v. F. C, Central Argentino —Fallos: 182, 293; 185, 74; 
188, 84—. 
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Y en cuanto al fondo de la cuestión : 

En los fundamentos expresados en la citada causa 
en Fallos: is:í, 1S1 cu que esta Corto analizó sus fallos 
anteriores a la modificación de la ley 5315 por la ley 
lO.fiüT que so dan aquí por reproducidos y en los expre- 
sados por el Sr. Procurador General, se demuestra la 
procedencia de la exoneración del servicio de riego de 
que se trata. 

La circunstancia de que aun no se haya efectuado 
la ampliación de la estación Godoy Cruz, para la cual 
fué adquirido el terreno de que se trata, no es óbice para 
la exoneración, como lo lia resuelto esta Corte en Palios: 
lí).*í, 77 y ÍW,") puesto que, como resulta de autos, dicho 
terreno ferina parte del capital de la empresa y hállase 
afectado al servicio ferroviario. Sólo el P. E. o la Dir. 
Oral, de Ferrocarriles podrían dcsafectarlo, mas no la 
autoridad municipal para privarle del derecho que las 
leyes 5;il"i y 10.ÍÍ37 acuerdan a la empresa. 

En su mérito y de acuerdo al dictamen del Rr. Pro- 
curador General, se revoca la sentencia apelada de fs. 
6T> en cuanto ha podido ser materia del recurso. 

IíonEitTo Rki-ktto — Antonio 
Saca una — R, A. Xazais An- 
CHORENA — F. Ramos Mk.tía 



TEKRSA L. ToMKLUCKl Y OTROS v. NACION 

AUCIÍNTINA 

ACCríiKSTZS DEL Til. i BAJO: Kuf^rmchtilr*. 

Cunnd't la ¡iirapíifiilnd n la tnitcrtc 1 1*^1 nlnvrn st> lm de- 
bido a una enfermedad im profesional, cst necesario, para 
que haya derecho a ta bidcmuizarión correspondiente, (me 
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las condiciones en que se realizaba e] trabajo que originó, 
desencadenó o aceleró el proceso de ]a afección, fueran 
extraordinarias o an orina les ; por lo que, a falta de prueba 
de que ello ocurriera en el caso de un picapedrero que 
falleció a consecuencia de una afección cardíaca no ori- 
ginada por su tarea, debe rechaza rse la demanda promo- 
vida por sus eausahabicntes. 



Sentencia del Juez Federal 

Bs. Aires, junio 23 de 1944. 

Y vistos: Estos caratulados "Tomolleri Teresa Luisa y 
otros contra Gobierno de la Nación sobre accidente dt*l tra- 
bajo", do su estudio resulta: 

1') A fs. 14, el letrado José O. ColabeIJi, se presenta 
como apoderado de Teresa Ij. Tomelleri y mis hijos menores 
I). Remy o Rcm<gio, Nerco Renato y Alberto Oscar Vesentini, 
demandando al Gob. de la Nación por cobro de pesos. Dice 
que T>. Adelfino Vesentini. esposo y padre de sus mandantes, 
era obrero de la Dir. de Navegación y Puertos, desempeñando 
tareas de picapedrero de cordones de granito y retoques de 
adoquines. El 13 de junio de 1942, el causante al abandonar 
el trabajo falleció a consecuencia de un síncope cardíaco atri- 
buyendo el deceso a una lesión producida con motivo del tra- 
bajo. Agrega que durante trece años Vesentini trabajó en la 
repartición citada desempeñando bis pesadas tareas de su « F i- 
cio. En octubre de lililí» n consecuencia de un ataque cardíaco 
se vió precisado a abandonar provisoriamente sus tareas para 
somete rso a tratamiento médico, diagnosticándosele una lesión 
originada en el esfuerzo a que estaba sometido como conse- 
cuencia de su trabajo. Después de un repaso de un mes el 
obrero volvió a sus tareas señalándosele las ocupaciones de 
menor esfuerzo, pero a mediados de 1940 nuevamente se le 
destinó a picar cordones de granito y retocar adoquines, y el 
13 de junio de 1942 terminado el trabajo de la mañana apenas 
traspuesto el portón de los talleres, cayó al suelo a consecuen- 
cia de un síncope constatándose su deceso. En los últimos 
tiempos ganaba un jornal de ocho pesos con veinte centavos. 

Ptuula en derecho la demanda y pide que oportunamente 
se haga lugar a la misma, por la sunia de seis mil pesos % más 
cien pesos por concepto de gastos de entierro. Pide intereses 
y costas. 



142 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



2*) Doctorada la competencia del Juzgado a fs. 17 vta. 
so corro traslado do la demanda que contesta a fs. 13 el Sr. 
Proe. Fiscal Dr. 1 Misario líaehe Pirán pidiendo el rechazo 
do la misma con costas. 

Expresa que m la documentación acompañada no se ha 
comprobado el vínculo do parentesco invocado para establecer 
la relación jurídica creadora del derecho acordado por la ley 
9688, Expresa que las manifestaciones del escrito de demanda 
so encuentran contradichas por las constancias administrati- 
vas agregadas. Sostiene que falta responsabilidad patronal 
porque la afección cardíaca que padecía el causante era com- 
pletamente ajena a las tarens que desempeñaba y particula- 
ridades del oficio. La "arritmia completa"' que se comprobó 
en el niisaio, es una manifestación de una lesión orgánica del 
corazón y no puede ¡:er provocada pnr ningún esfuerzo o cau- 
sal externo. Invoca el art. 4, ínc. b, ley 9fiS8. 

Considerando: 

f. Que atento la furnia como ha quedado trabada la litis, 
corresponde analizar previamente si el fallecimiento de Adolino 
Vesentini puede considerarse un accidento del trahajo en el 
concepto de la ley 9688, y en caso afirmativo, quiénes tienen 
derecho a recibir la indemnización correspondiente. 

II. Que el actor, según lo ha reconocido la propia deman- 
dada prestaba servicios como picapedrero y los testigos que 
han declarado en autos lo ratifican, así como que tal oficio 
exige esfuerzos violentos y la permanencia del obrero en posi- 
ciones incómodas durante la duración de las tareas y (pie la 
muerte de Vesentini se produjo minutos después de terminar 
el trabajo y a pocos metros del portón de salida. (Tgo. Di Lullo, 
fs. 30, Sasso. fs. 31 y Giannelti, fs. 32), El informe de los 
señores módicos de Tribunales de fs. 37, expresa per su parte 
que "la profesión de picapedrero exige de parte del que la 
ejerce integridad física, en razón de (pie el oficio en sí re- 
quiere esfuerzos continuados y posiciones violentas pnra el 
eficaz desempeño. Este género de trabajo, si bien no predis- 
pone, agrava afecciones cardíacas y en el caso del actor es 
indiscutible su influencia perjudicial" y más adelante "acep- 
tamos (pie es atribuible a la índole de su trabajo la afección 
que padecía'* y también que un piiíodo de (roce años como es 
el tiempo que trabajó el actor en el oficio de picapedrero, no 
puedo ser ajcn<> en cuanto a la causalidad a las peculiaridades 
propias de su oficio en un hombre que padecía de "arritmia 
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completa". El médico Dr. Juan B. Patrone, dcclura a fs. 41 
que "sabe que la muerte rp produjo por síncope cardiaco, por 
cuanto el declarante extendió el certificado de defunción pre- 
vio examen del cadáver-'. Tales elementos cíe juicio, son su- 
ficientes para aceptar como razonable conclusión que el tra- 
bajo del causante actuó a la manera cíe un factor cooperante 
para el desenlace fatal, indudablemente por haber encontrado 
un organismo en malas condiciones de defensa, pero ante la 
indiferencia de la concausa, que se ha aceptado invariablemente 
en la interpretación de la ley de accidentes de trabajo en ra- 
zón de su carácter de ley de protección social no puede desco- 
nocerse a los <l cree ludia bien tes tu razón que les a.stsíc para de- 
mandar su resarcimiento. En particular con relación al caso 
ti el síncope cardíaco, debe señalar el suscripto que tanto la 
Excma. Cámara (J. A., t. 70 f pág. 928; Id. 1Í)43-I-5¡51) como 
la Suprema Corte (Fallos, t, 192, pág, 489) han aceptado la 
procedencia fie la indemnización como accidente del trabajo 
del fallecimiento ocurrido por síncope, si puede afirmarse que 
hay relación entre el mismo y el esfuerzo realizado en el tra- 
bajo, incluso si la muerte se lia producido por un conjunto de 
condiciones unas dependientes del estado orgánico del obrero 
y otras de las condiciones fiel trabajo. 

III. Que atento la conclusión afirmativa a rpie se lia 
llegado luego del análisis de la primera cuestión planteada, 
dehe entrarse a resolver si se ha acreditado el vínculo invocado 
en la demanda. 

La actora. Da. Luisa Tomellcri no ha traído a los autos su 
partida de matrimonio celebrado según ella en Italia. En las 
actuaciones administrativas agregadas, producidas con motivo 
del reclamo de haberes impagos, alegó lo costoso que sería para 
ella traer las partidas. En autos no planteó en realidad en la 
demanda la cuestión relativa a si constituía una fuerza mayor 
insalvable conseguirlas, por el estado de guerra existente en 
Europa, pero sí hace referencia a la cuestión en el memorial 
presentado en ocasión de la audiencia celebrada en cumpli- 
miento del art, 80 de la ley 50, 

Sin embargo, tratándose de una causa de accidente del 
trabajo, no es posible aplicar con todo su rigor las normas pro- 
cesales relativas a la obligación de fallar los pleitos de acuerdo 
a los términos de la fifí.* eontcstatio y no sería equitativo des- 
conocer que el estado de guerra puede haber constituido un 
impedimento insalvable a la aetora para conseguir su docu- 
mentación legalizada en forma. En cambio media principio de 
prueba documental y prueba de testigos que permiten recono- 
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ct que se h i acreditado supletoriamente en forma aceptable el 
vínculo mtvimutiiat invocado. El documento de fs. Ü, tradu- 
cido a te V, aunque no legalizado, y la cédula de identidad de 
fs. 8, traducida a fs. 9 aunque también carente de legalización, 
expresan que Luisa TnmellerL es casada con AdHino Vescntini. 
A fs, 22 del expediente administra twfl agregado, corre la 
ficha personal del obrero fallecido, que existía en la Dirección 
General de Navegación y t*uertos y en ella diee que su esposa 
es Luisa Tomelleri, circunstancia que constituye una presun- 
ción muy favorable a ésta porque es sabido que tales fichas 
con datos personales como la de referencia se confeccionan de 
ordinario por el propio interesado. A lo dicho hay que agregar 
que Ion testigos Di Lullo (fs. 30) Sasso (fs. 31) Üiannelli (fs, 
32) y Patrone (f*. 41) que trataron en vida al causante, saben 
por manifestaciones del mismo que era casado con Luisa To- 
melleri. 

Gon dos de los hijos del causante, se presenta una situa- 
ción semejante. A fs. 2 cerré una partida de nacimiento de 
Nereo lidíalo Vescntini. inscripta en el .Municipio fie Venina y 
visada por el Sr, liafit (Iras, cuya firma legalizó nuestro Mi- 
nisterio de lí elaciones Ext priores. Tal partida no está lega- 
lizada, m no simplemente virada, procedimiento que estricta- 
mente no sería eficaz para darle valor probatorio al documento 
kíu embargo y por razón de las circunstancias anormales n que 
ya se ha hecho referencia, así como las declaraciones de loa 
testigos citados, considera el suscripto ipie a los efectos de 
este juicio corresponde reconocer el vínculo respecto del men- 
cionado menor. Lo mismo debo decirse de la partida de fs. 4 
traducida a f<*, fi, fie la Alcaldía de (¡auchy f Aisne) en la que 
se nota además una diferencia de una letra en el apellido 
Vescntini al que rio parece razonable acordar impertauria y 
en cuanto al menor Alherto Oscar, la partida de fs. VI acre- 
dita el vínculo invoca do y te da derecho a la cuota parte co- 
rrespondiente a la indemnización. 

Por todo lo ciií.1 y con arreglo a lo dispuesto en Ir?! arts. 1*, 
2*, 3", 5 9 , 8», y concordantes de la ley OfWtf y teniendo en 
cuenta el salario que tía naba el obrero f informe de fs. 43) 
fallo decía rau fio que la Nación está obligada a abonar a Da. 
Luisa Tomelleri. viuda de Vesentini y a sus hijos menores 
Kemigio. NVreo Renato, y Alberto <Ucar Vesentini. la suma de 
seis mil cien pesos moneda nacional, con intereses al tipo que 
cobra el Banco de la Nación desde que la demanda se notificó, 
cantidades que deberán depositarse en la Cuja Nacional de .Tn- 
bilaeiones seceión Accidentes del Trabajo, y con costas. — 
Alfonso K, Pnccard, 
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Sentencia de la Cámara Federal 



Bs. Aires, 6 de noviembre de 1944. 



Vistos y considerando: Siendo arreglada a derecho se 
con firu ta la sentencia apelada de fs. 55. — Carlos del Cam- 
pillo. — R. Villar Palacio, — Carlos Herrera. 



Y vistos los autos : "Tomelleri Teresa Luisa y otros 
contra GoNorno do la Nación sobro accidente del tra- 
bajo*', en los que se lia concedido el recurso ordinario de 
apelación interpuesto por el Fiscal de Cámara a fs. 
64 vta. 

Considerando: 

Que si bien tratándose de una enfermedad no profe- 
sional la indemnización es debida aunque el trabajo ac- 
túe sólo como concausa en la producción de la incapa- 
cidad o la muerte, originando, desencadenando o acele- 
rando el proceso de la afección, como en estos casos lo 
que legalmente determina la procedencia del resarci- 
miento es una relación del trabajo con la incapacidad o 
el deceso análoga a la que pueda tener con éstos un ac- 



cidente propiamente diclio (art. F, de la ley 9Ü88 y 2* 




del decreto reglamentario) las condiciones del trabajo 
que se considere causa o concausa de la enfermedad, de 
su agravación o de su crisis fatal, deben liaber sido ex- 
traordinarias o anormales. De lo contrario, no tratán- 
dose de una enfermedad profesional (art. 22 de la ley 
citada) y no mediando tampoco accidente, ni siquiera en 
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el sentido analógico a que se acaba de aludir, — enfer- 
medad accidente—, no hay fundamento legal para im- 
poner el resarcimiento. 

Que al contostar a la preg. .'i* del interrogatorio de 
fs. 28 los testigos no explican cuáles son las posiciones 
incómodas y violentas que impone el trabajo de picape- 
drero, las cuales no se pueden tampoco tener por acre- 
ditadas induciéndolas de las características comunes de 
esa tarea. En cuanto a los esfuerzos extraordinarios, 
mencionados taml nén por los testigos, y que consistían 
especialmente en remover cordones de granito de un 
metro a un metro veinte de longitud para ponerlos en 
condición de trabajo (fs. 30, resp. a la pveg. $*j no se 
puede considerar que están fuera de lo ordinariamente 
requerido por las ta iva-, correspondientes a la mayor 
parte de las industrias o empresas enumeradas en el 
art. 2* de la ley 90SS. Pudieron, quizás, ser suficientes 
para agravar la afección cardíaca de este obrero — que 
según el dictamen de fs, 37 no lia de considerarse origi- 
nada por el trabajo, que tampoco predispone para ellas — 
mas no porque se tratara de esfuerzos anormales sino 
por el anormal estado físico del obrero. Pero atribuir a 
un trabajo ordinario para la generalidad de quienes rea- 
lizan tareas de esfuerzo, el carácter de concausa en la 
precipitación de una enfermedad que dicha ocupación 
no lia originado, importaría imponer la obligación del 
resarcimiento fuera de las dos condiciones primord tal- 
mente requeridas por la ley para que esa obligación 
nazca: que se trate de una enfermedad profesional 
(aquellas de las que el trabajo es causa exclusiva) o 
que medie un accidente, lo cual no sucede cuando nada 
anormal ocurre en el transcurso del trabajo. Porque 
para la caracterización <K-1 accidente no lia de conside- 
rárselo sólo por sus efectos en el accidentado, sino tam- 
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bien, — y ante todo — , en sí mismo. Y en sí mismo con- 
siderado el accidente del trabajo es una alteración o 
anormalidad de su curso, que puede provenir de una 
insuficiencia de seguridad en las condiciones de su eje- 
cución, o de características o modalidades circunstan- 
ciales que lo hagan insoportable para el común de los 
ope ¡arios. Por consiguiente, cuando la incapacidad O 
la muerte provienen de una afección cuya causa exclu- 
siva no es el trabajo, o de los efectos de un trabajo or- 
dinario sobre dicha afección no hay, desde ningún punto 
de vista ni enfermedad profesional ni accidente del 
t rabajo. 

Que por lo demás, no habiéndose producido el sín- 
cope en el trabajo con motivo de un esfuerzo de excep- 
ción — lo cual hubiera podido imponer un planteamiento 
distinto de Ja cuestión—, sino luego de concluido y acre- 
ditado como está — fs. 37 — , que el obrero padecía una 
afección cardíaca de la cual el trabajo no era causa 
exclusiva y que dada su naturaleza podía tener corno 
epílogo un síncope en cualquier momento con esfuerzo 
o sin él, no se esta en presencia de las secuelas indem- 
niza bles de un accidento del trabajo ni de una enfer- 
medad profesional. 

Que la decisión de esta Corte registrada en la pág. 
489 del t. 102 de sus fallos y citada en la sentencia co- 
rresponde a un caso fundamentalmente distinto, pues 
se daban en él las condiciones que, según queda expre- 
sado, fallaron en el de estos autos: el trabajo, — lim- 
pieza de las adherencias existentes en los tubos interio- 
res do una caldera — , imponía evidentemente actitudes 
anormales y se realizaba en un ambiente tan poco so- 
portable fjue obligaba al obrero a salidas frecuentes al 
aire libre, ftrnn, pues extraordinarios el trabajo y sus 
circunstancias. 
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Que el caso de este juicio como tantos análogos para 
los que se lian requerido judicialmente los beneficios 
del régimen de la ley ÍKÍ88, por lo cual han Iletrado al 
conocimiento de los jueces, pone una vez más de mani- 
fiesto el desamparo en que la enfermedad coloca al asa- 
lariado, puesto que su subsistencia depende cotidiana- 
mente de su trabajo y si su estado de salud no es com- 
patible con la realización de este último, los únicos dos 
términos de opción son el cuidado de la enfermedad 
con la pérdida de lo indispensable para la subsistencia 
o la obtención de lo que esta última requiere con riesgo 
de una agravación que apresure la incapacidad o pre- 
cipite una crisis fatal. Grave cargo, sin duda, para el 
régimen económico-social que consiente y basta impone 
semejante condición, pero lejos de poner remedio a 
ella una aplicación de la ley Í)ü88 como la que aquí se 
desecha, la agravaría anticipando la sombría perspec- 
tiva a cuantos padecen afecciones que el trabajo no ha 
causado pero que, no obstante ser en sí mismo y en sus 
circunstancias normal y ordinario, podría agravarlas, 
pues la interpretación aludida determinaría que sólo se 
contratase el trabajo de obreros totalmente sanos. 

Por estas consideraciones se revoca la sentencia 
apelada, sin costas. 

RoilEUTO 1ÍECKTT0 — AXTOSIU 

Sagahna — B. A. Xazah Ak- 
cuorena — F, Ramos MejÍa 
— Tomás I). Casares. 
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CASILDO B. DEMATEY v. NACION ARGENTINA 

LEY DE SELLOS: Exencione*, 

La exención fiel impuesto de sellos establee ida por el de- 
creto ¿» lO.ñfiG del 28 de abril de 1944 no comprende a 
lia actoaciónes judiciales sobre reconocimiento y cobro 
de pensiones (*). 

Dictamen de Procurador Gen eral 
Suprema Corto: 

La parto acto ra peticiona on ol "otro sí'* del es- 
crito do fs. 56/58 se lo permita actuar ante V. E. en 
papel simple por entender estar autorizada para ello 
por el decreto 10.586/44 de 28 de abril de dicho año 
(Bol. Ofic. de mayo 11/44, púg. 3) que exonera del 
paso del impuesto de papel sellado a las actuaciones 
seguidas para obtener el reconocimiento do derocbos 
relacionados con las leyes del trabajo y previsión so- 
cial. Sostiene que es de esta última naturaleza la ley 
sobre retiro militar cuya aplicación motiva la presente 
demanda, citando al efecto doctrina do V. E. en 
192: 250. 

Existe esa doctrina pero no es aplicable al caso 
porque el servicio militar no se rige por las leyes del 
trabajo. 

El decreto 10586/44 aludido sólo se refiero a las 
leyes de previsión social vinculadas al trabajo. Lo com- 
prueba terminantemente la expresa referencia Mefia 
en su texto a las leyes sobro accidentes del trabajo y al 
Cód. de Com. en cnanto legisla sobre los patrones y dc- 

di Kn ln imsnm fodm so a<\v>]M ipimt resolución on tos i cnusaa 
seguid;,* i-or Koiirin S-ibcIik y Eduardo A. Hundió contra la Naeton- 
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pendientes, con la reforma introducida al despido de 
los mismos por la ley 11.729. No podrían tomarse las 
palabras "previsión social" en otro sentido, fuera del 
restringido que les atribuye la ley, toda vez que es tan 
vasta la esfera de acción de dicha previsión, que cons- 
tituye casi el fundamento para proteger todo derecho 
o legitimo infert's social. Tratándose, por lo demás, do 
la interpretación de beneficios, ésta debe ser teslrie- 
tiva, como es notorio. Debe estarse, así, a la doctrina 
de V. E. en 185: 01 — caso similar — en que la í'orte 
Suprema exigió la expresa disposición legal para acor- 
dar una exención de impuesto de papel sellado. Cuando 

(ley n* 11.721», art. 100, inc. d, chuda en el decreto in- 
vocado). 



cisiva: el decreto ulterior, 9.432 de 21 de junio de lí)44 
sobre impuesto de sellos, no contiene — tít. V — la 
exención que so solicita; como tampoco la contenía la 
ley 11.2U0 que aquél modifica y a la que V, E. se re- 
firió al decidir el precitado caso 1S5: 51. 

Ko estando, pues, justificada la exoneración impo- 
sitiva reclamada, pido a V. E. intime al interesado la 
reposición que corresponde, bajo apercibimiento de 
multas. — Bs. Aires, junio 11 de l!Hr>. — Juan Alvares. 




r una 
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Bs, Aires, 27 de junio de 11)45. 



Autos y vistos: Ajustándose el precedenle dicta- 
men del Sr. Procurador C¡ enera! a los términos del de- 
creto 10.5SG y a lo decidido en casos similares, decía- 
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rase improcedente lo solicitado en el otro sí de fs. 58. 

Y hágase la intimación pedida por el Sr. Procura- 
dor General. 

Roreiito Repktto — Antonio 
Saca una — F. Ramos Mejía. 



GFRUW .1 C NICOLAS v. t A L\ DE .JUBILACIONES 
GERMAN JLJ KMpL1 , AI)()H FERROVIARIOS 

JUBILACION DE EMPLEADO ' FERROVIARIOS: Devolución 
de aportes. 

No tiene ámho a cxijrir la devolución de aportes el^ env- 
idrado do 1» S. A. del Puerto dr Rosario que. después de 
haberse heclió cargo el Gobierno Nacional de la explota- 
ción de ese puerto, dejó de pertenecer al personal encar- 
ando de e.sta última poro continuó prestando .servicios en 
la empresa liquidadora de las existencias de aquella so- 
piedad. 

Sentencia de ea Cámara Federal 

Bs. Aires, 7 do Tebrero de 1945. 

Considerando: 

A Fs 13 el recurrente declara que a partir de la Fecha de 
la toma de posesión de! Tuerto por el Gobierno tic la Nacían, 
está al servicio de ln Empresa Liquidadora de las existencias 
de la ex-sociedad del Puerto de Rosario. . 

Por consiguiente, el caso svb-judwe púa na singular si- 
militud con el de Augusto J. J. Curt Reese Hols e c Caja de 
íScfcnés Bancarias (G- %. * ^4: 213) y la 
aportes que gestiona Nicolás no procede porque el no ha m o 
declarado cesante v la institución de la que depende conserva, 
aunque restringidamente su personalidad primitiva. 

Por ello .se deniega la devolución de aportes solicitada 
por Germán J. C Nicolás, quedando asi confirmada la reso- 
lución apelada de fs, 12.- Cario* Herrera. - Juan A. Gon- 
táltZ Calderón. — Al f orno E. Paccard. 
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Dictamen dk Pkoi:i;líaoor Gknkkal 
Suprema Corte: 

D. Germán J, C. Nicolás, Ira I fajaba en la empresa 
concesionaria do la explotación del puerto de Rosario, 
siendo en consecuencia afiliado a la Caja Ferroviaria. 
Habí endose heelio cargo el Gobierno Nacional de la 
explotación del puerto, Nicolás dejó de pertenecer a 
dicha explotación por li alie rio así resuelto el Gobierno, 
al no utilizar más sus servicios. De tal suerte, aunque 
continuó al servicio de la Sociedad Puerto del Rosario, 
perdió su condición de afiliado. 

La Caja Ferroviaria primero (fs. 12) y la Cám. 
Fed. después (fs, 2!í) desestima ion la pretensión de 
Nicolás, en el sentido di» que se le devuelvan los apor- 
tes, considerando su caso encuadrado en el art. 24 de 
la ley tO.ííót). Kl recurso extraordinario interpuesto 
lia sido, pues, bien concedido. 

En cuanto al fondo del asunto, debe ser resuelto, 
a mi juicio, por aplicación del art, 24 citado, t¡it como 
quedó después de reformárselo por el decreto n* 14.r>;i4 
de junio 3 de lí)44 (Bol. Ofic., junio ÉS), Con arrezo 
a reiterada jurisprudencia de esta Corte Suprema 
107 y los allí citados), en estas materias ha de 
aplicarse siempre la ley nueva; y si bien ante la Cá- 
mara (fs. 2<í vta.), el apoderado de Nicolás sostuvo que 
el mencionado decreto era inconstitucional, no maota- 
vo tal objeción id interponer el recurso extraordinario, 
ní al presentar memorial ante V. E. 

Bien: el aludido nrt. 24 sólo acnerda ahora devo- 
lución de aportes a los empleados u obreros que deja 
ren el servicio por facones de enfermedad; y no siendo 
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tal la situación del recurrente, carece <le derecho al 
beneficio que gestiona. 

Por esa razón» y no por la invocada en el fallo 
apelado, corresponde confirmarlo en cuanto pudo ser 
materia de recurso. Bs. Aires, junio 7 de 1945. — Juan 
Aliare 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 27 de junio de 1ÍM5. 

Y vistos: Los autos "Germán ,T. 0. Nicolás en 
juicio con la Caja Ferroviaria, sobre devolución de 
aportes, venidos por vía del recurso extraordinario, y 

Considerando: 

Qnp si como lo establece la sentencia de fs. 29, el 
recurrente siguió prestando servicios en la Empresa 
Liquidadora de las existencias de la cx-soeiedad del 
Puerto de Rosario, después de la toma de posesión de 
di cito puerto por el O oh. de la Nación, es de aplicación 
al caso la doctrina C S. 184, 213. 

Por ello se confirma la sentencia do fs. 2fl en cuan- 
to pudo ser materia de recurso. 

líoriEKTO 1ÍEPETTO — ANTONIO 

Saca un* a — F. Ramos Mejía — 
T. D. Casares. 



JOHIí PETER 

ESTADO DE SITIO. 

Es procedente el recurso do babeas cor púa deducido en f li- 
vor do quien, detenido u disposición del P. E. en ejercicio 
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de la facultad establecida en el Jirt. 23 de la Const. Na- 
cional, sin haber «¡do sometido a proceso ante las autori- 
dades judiciales, lia enmunicado at I*. E. su opción para 
salir del territorio del país sin haber obtenido otro resul- 
tado que una resolución denegatoria, aunque ésta si» funde 
en sus malos antecedentes policiales. 

US T A IX) DE SI TIO. 

Ni el art. 23 ni el art.. 86. ines. 15 y sigtes. de la Const. 
Nacional confieren al P. E. facultades judiciales, como 
sería la de poder, por razones de seguridad libradas a su 
propio criterio, mantener detenidos indefinidamente a los 
ciudadanos no obstante su opción para salir del país f 1 ). 



Sentencia de la CAmaka Federal 

Bs. Aires, 28 de :aayo de 1ÍH5. 

Vistos y considerando: (pie con posterioridad a la decla- 
ración de guerra de que lince mérito el Sr. Prre, Fiscal de 
('amara para solicitar ta revocatoria del fallo apelarlo. la Corte 
Suprema, con fecha 1K del corriente, admitió un recurso aná- 
logo al presente deducido cu favor de Pedro Tndioli. 

Que. por otra parte. la nacionalidad argentina atribuirla 
íi José Peter. no sólo no ha sido desconocida por el Min. Fiscal 
sino cpie resulta debidamente acreditada con la libreta do 
enrolamiento, agregada a f.s. 17. en ta que consta que el 
nombrado nació en Gualeguay (Prov. de Entre Ríos) el 13 de 
octubre de 1805. 

Por ello, siendo arreglada a derecho y a las constancias 
de autos y eon formo a la jurisprudencia establecida por Ta 
Crrte Suprema (Fallos: t. 200. págs. 2."i:{ y 2114 y c] antes ci- 
tado), se confirma la sentencia apelada de fs. 10 y. en conse- 
cuencia, se declara que el P. E. Nacional dehe hacer lugar al 
pedido foronda do por .losé Peter para salir del país. — Carlos 
Iffrrcra, — Carlos del Campillo. — ttivurdo Villar Palacio. — 
Alfonso E. Voceará. 



(1) Kh la misniri ferhn fiiprnti n-surltn» en ¡<íii.i1 sentido los hnbrnn 
fnrpu* ri.ri: . .n.ü.tit. s. ¡i Mimo M. lünmli, t'iirlus I'ujovnc, Angel A. 
Ortilli, y .litíni .tnsc Rent, 
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Dictamen del Piiocukadou Genebal 
Suprema Corte: 

La Cám. Fotl. de la Capital lia hedí o lugar a este 
habeos corpits, aplicando la doctrina de V. E. m re 
Pedro Tadioli (18 de muyo p. pdo.), mantenida reite- 
radamente al fallar tres días después otros tantos re- 
cursos traídos por Osvaldo V). Paleo, Ivluardo M. Agui- 
jar y Gabriel L. Goliezowski íSbigriew, en los (pie rati- 
ficaba lo resuelto antes en 200: 203 y 2ü*4 (casos Rodrí- 
guez A raya y Gallardo). 

Existiendo, pues, como existe, jurisprudencia de- 
finitiva de la Corle acerca di- las mismas materias que 
ahora se debaten en este expediente, sólo resta apli- 
carla una vez más, y confirmar por sus fundamentos 
el fallo a rielado. Bs. Aires, junio 13 de 1945. — 
Juan Alvares. 
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Bs. Aires, 27 de junio de 1945. 

Y vistos los autos "Pcter José s./ recurso de 
babeas corpus" en los que se lia concedido el recurso 
extraordinario interpuesto por el Fiscal de Cámara 
contra el pronunciamiento que declara procedente el 
habrás corpas. 

Considerando t 

Que, como bien dictamina el Sr. Procurador Geno- 
ral, la sentencia recurrida se ajusta a la jurisprudencia 
establecida por esta Corte Suprema en los casos citados 
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por aquél y también on el fullo dictado ol 16 do mayo 
ppdo., en los autos " Francisco De Riase, habeas 
corpus". 

Que, por lo demás, ni el ejercicio de las atribuciones 
del P. E. en este caso se lia fundado en otras disposi- 
ciones que las referentes al estado de sitio, según re- 
sulta del respectivo informe del Sr. Min. del Interior, 
ni el art. 8íi, inc. 15, y sigtes de la Coust Nacional, in- 
vocados por el Rr. Fiscal de Cámara» confieren al P. E. 
facultades .indicíalos que, en cambio, le niega expresa- 
mente en todo caso el nrt. n."i, y no de otra naturaleza 
sería la de poder, por razones de seguridad libradas a 
su propio criterio, mantener detenidos indefinidamente 
a los ciudadanos no obstante su opción para salir del 
país. 

Kn su mérito confírmase la resolución apelada en 
cuanto lia podido ser materia del recurso. 

Roberto Recetto — Antonio 
Sacáis na — F. Ramos Mkjía. 



SECRETAIH A T>E TIí ABAJO V PREVISION 1 v. EDUAR- 
DO A. I RRCTIA 

RECURSO $Sf$AaRfH.\ARW: /iV./mí.W/-^ (»munc*. Subtienda 

df lo» rr,¡nm(fí?. 

El dictamen del Procurador Oeneral en H cual sostiene 
la ¡mprneedeiieiri del recurso extraordinario interpuesto 
p"r el Pfecal dt* (Ymuira t*<ntti';i la resolución que decide 
mi punto sobre competencia debatido únicamente con el 
Min. Público, importa un desistimiento del recurso y ¡isí 
debe dct'laraivse 



(I) 27 il** junio iV- \ l M'i. Kn ¡«útil itrnttdo fueron rrsBt-ltas *"h 
misma fwhn \m tama* neRuidíis p<n In Séeretartji «V Tralmjo y Pre*i- 
atím c inr.'i lí.iMiitiiJii Oilurissio y nmtrii K-liuirdo A, limito. 
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FRAGA — SU SUCESION 

JUBILACION DE EMPLEADOS FE URO VIA li l OS ; Fondos de 
la Cuja. 

Lhs cuotas de jubilación adeudadas por ta Cajn Ferro- 
viaria al cansante de una sueesiói declarada vacante for- 
tuna parte del haber sucesorio en concepto de en'dito cuyo 
destino cu la sucesión se baila regido por las disposiciones 
del Cód. Civil. 



Dictamen del Procuiiaixhí General 




Suprema Corte: 

Conceptúo procedente el recurso extraordinario 
, $ se lia puesto en tela de juicio la inteligencia de dis- 
posiciones de la ley especial n v 10.650, y el fallo de 2* ins- 
tancia, apelado, es contrario al derecho que invocaba la 
parte hoy recurrente. 

He aquí la cuestión planteada. Un empleado fe 
vi a rio, j ululado, muere sin dejar herederos, y la 
(i ral. de Escuelas de la Prov. de Bs. Aires, lugar donde 
ocurrió el falleciiniento, inicia el juicio de herencia va- 
rante corre* p<mdicnte. Se discute si forman o no parte 
del haber sucesorio, algunas cuotas de jubilación adeu- 
dadas por la Caja Ferroviaria al extinto. El fallo de 
la Cám. de Apol. provincial, obrante a fs. 92, resuelve 
el punto afirmativamente. 

A mi juicio tal resolución es acertada, por la3 si- 
guientes razones : 

a) La ley 10.050 no establece que en casos como el 
ocurrente, el derecho a cobra* las cuotas atrasadas per- 
tenezca exclusivamente a los parientes que 
rocho a pensión. 
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b) Se trata, entóneos, de un crédito personal de la 
Bucesión, reguío por las leyes generales. 

c) Si los bienes dejarlos por el extinto hubieran 
consistido en depósitos han ea ríos hechos eon dinero pro- 
cedente de en o tus jubila tor i as ya cobradas, no cabría 
la menor duda de que tales depósitos integrasen el acer- 
vo hereditario. 

d) El fallo apelado se ajusta a doctrina que sentó 
V. E. en 154: 421, 174: 27 y 193: 181. 

Corresponde, pues, confirmarlo en cuanto pudo ser 
materia de recurso. Bs. Aires, junio 9 de lí)44. — Juan 
Alvares. 

FALLO PE LA COK TE sri'IÍEMA 

Bs. Aires, 27 de junio de 1945. 

Y vistos los autos "Frasa Don "Ramón, su juicio su- 
cesorio ab-intestato, herencia vacante", en los qno se 
ha concedido el recurso extraordinario interpuesto a 
fs. 94 por el representante de la Caja Nae. do Juhil. y 
Pens. de Empl. Ferroviario". 

Considerando: 

Que el recurso extraordinario es procedente porque 
está i-u cuestión la intelit^nria de una ley nacional 
(10.(¡50) y la decisión fue adversa al derecho que. fun- 
dándose en dicha norma, sostuvo tener la Caja Ferro- 
viaria, 

Que, en cuanto ni fondo, la decisión debe ser con- 
firmada porque el art. 11 de la ley lO.fíóO no se refiere 
al importe de juhilanmi.^ o pensiones acordadas y de- 
vengadas pero no cobradas, sino a los fondos y las ren- 
tas que constituyen el capital de la Caja con ¡os cuales 
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manda que se atienda el pago de las jubilaciones y pen- 
siones que se acuerden. El resguardo establecido por 
esta disposición legal se cumple destinando precisamen- 
te los fondos de que se trata al pago de la jubilación de 
que gozaba el causante. Lo de ella que este último no 
percibió en vida forma parte del haber de su sucesión 
en concepto de crédito. Y cuál sea su destino en dicha 
sucesión es cuestión regida por el Cód. Civ. en todo 
cuanto no haya sido objfto de una disposición especial, 
como se sostiene a fs. 105 vta. que es el art. 27, 2' parte, 
do la ley 11.110. Pero como no se trata aquí de la hipó- 
tesis contení i ilada por este último texto, pues no se ha 
comprobado la existencia de ninguno de los sucesores 
<¡ue allí se mencionan, a lo cual hay que agregar que, 
como lo tiene reiteradamente declarado esta Corte, en 
principio, la ley H)MQ no ha derogado ni rectificado 
las normas del derecho civil en materia sucesoria, lo 
concerniente al destino de los fondos de que se trata, en 
la sucesión de 1). Ramón Fraga lia sido bien decidida 
mediante la aplicación de difluís normas (Fallos: 154, 
421; 174, 27; 193, 181). 

Que en cuanto a la interpretación que de ellas se 
hace en la sentencia apelada no puede ser revisada por 
la vía del recurso extraordinario. 

Por estas consideraciones y las del precedente dic- 
tamen del Sr. Procurador General se confirma la sen- 
tencia apelada de fs. 92 en cuauto ha podido ser materia 
del recurso. 

Roberto Kepktto — Antonio 
Saiiakna — F. Ramos Mejía 
T. D. Casahes. 
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ROQUE PRIMAVERA Y JOSE RAI OLA 

JVMSDlCCiOX Y CQMI>ETE.\CiA: Competencia federal Compe- 
tencia originaria de la Corte Suprema. Ayentcs diplomáticos y con- 
sulares. Cónstdes iitruiijvros. 

La nota por la cual el cónsul general de un país extranjera 
en la Rep, Argentina se dirige a los tribunales o ni i narios 
en lo criminal, solicitando la agregación de \m documen- 
tos ijue acompaña al sumario que tramita ante aquéllos 
con motivo de Jas lesiones ocasionadas al vicecónsul por 
particulares qiiu habían concurrido a la.s oficinas del con- 
consulado por asuntos concernientes a la misma, importa 
conformidad con la intervención de diches tribunales y 
renuncia a la jurisdicción originaria de la Curte Suprema 
que ch ( así, incompetente para conocer por van. vía cu el 
proceso. 

Dictamen ijej. Phucl'haduu Gemekal, 
Suprema Corte: 

¡áu refieren las presente a t unciones sumariales a 
un incidente ocurrido cu el interior dei Con.su. ado de 
Italia en es tu Capital entre el viee-eónsul del misino 
IX (jiuseppe C. ¡Simouis y un particular que había con- 
currido a dichas oficinas por asuntos propios a la mis- 
í"a. Como consecuencia de los golpes de puno que se 
asestaron los preindieudos, resultaron lesiones leves. 

El viee-eónsul resultaría agredido eu ejercicio de 
sus funciones oficiales, a estar a las constancias suma- 
riales. 

Se trata, pues, de un caso que, de aplicarse la doc- 
trina de Y. E. cu l¡tS: 1-U, currcspoiulenu a la jurisdic- 
ción originaria de la Corte Suprema. 

Previamente a esa declaración procede se informe 
a V. E. acerca del carácter que se atribuye el citado 
Sbnonie. lis. Aires, abril -7 de 1945. — Juan Alvarcz. 
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fallo di: la corte suprema 

Bs. Aires, 27 de junio de 1945. 

Y vista !u procedente' causa seguida a Primavera, 
Roque y .lose Haiola por lesiones del art. Sí> del Cód. 
Penal, a 1). José C. Si monis, vi ce-cónsul do Italia en 
esta Capital, para decidir respecto de la jurisdicción 
de esta Corte, 

Y considerando: 




jador, ministro o cónsul en su caso, con la intervención 
en la causa de los tribunales ordinarios del país, equi- 
vale a la renuncia al fuero provisto en el art. Hit, np 2 g , 
de la Const. Nacional y 1, ines, 3 V y 4', de la ley 48, e 
impide el conocimiento originario de esta Corte en el 
juicio. Faltos: 17o, .'{44; l!)í), 147 y otros. 

Que la nota de fs. 40 en que el Sr. Confluí General 
de Italia se dirige al Sr. Juez en lo Correccional de la 
Capital y so 1 i cita la agregación al sumario de los docu- 
mentos que acompaña, importa la conformidad a que se 
ha liecfio referencia en los precedentes considerandos y 
hace aplicable al caso la jurisprudencia ¡ rriha citada. 

Km su mérito v con citación del sc/V r Procurador 
General se decide que no corresponde a esta Corte Su- 
prema, intervenir cu las presentes aet naciones, que se 
remitirán con ofieio al señor Juez en lo Correccional 
de la Capital, doctor Migue] K tcheca ray, previa comu- 
nicación a la Policía. 

RORKRTO Rf.PKTTO — A NTuXIO 

Sao Al! ka — F. Hamos Mkjí\. 



lo2 
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KIRKBACM Y Cu. v, EGIDIO RAIMUNDO Y OTRA 

jr-HISniCrWS Y t OMPETKXCiA : Cuestiona th rffmpdt'ncia. 
iíwntliiiatlat. 

Cumplida la «notación de un embarco solicitada mediantn 
exhorto dirigido por un tribunal provincial a otro dé la 
Cap, Federal, loa reparos que se opongan luego a dicha 
mulida pm-autoria no autorizan a plantear una cuestión 
de competencia de las previstas en el art. !) de la ley 40;")?», 
sino que deben ser disentidos y resueltos con intervención 
de las partes ante la autoridad que la decretó. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte : 

Para que el presente conflicto pueda considerarse 
legalmente sustanciado como contienda de competencia 
es menester por de pronto que ía resolución del alcalde 
de la Sec. 2» de La Plata (fs. 28) sea comunicada al Juez 
de Paz Letrado de la Cap. Federal a objeto de que co- 
nozca los fundamentos de la misma y manifieste si in- 
siste o no en mantener en resolución de fs. '2 l > (art. 45 y 
sig. t ley 5t>). 

Esto en lo que concierne al aspecto formal de la 
cuestión. Empero, ni aun así, en lo que al fondo res- 
pecta, podría asumir el carácter de contienda lo dis- 
cutido en autos. 

En efecto, la notificación que el alcalde, en causa 
que ante ól Irautitn. lia solicitado se practique por inter- 
medio del juez de paz letrado a la Caja Nac. de Juhil. 



y Pens. Civiles a objeto de anotar un embarco, lia (pie- 
dado cumplida iim el oficio de fs. 18 y la constancia de 
fs. 19 por virtud de la cual dicha Cuja anuncia que ha 
tomado nota de dicho ©mfotifgo, el qtie se haría efectivo 
desde el mes de agost o de 1944. 
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Los reparos que en esa oportunidad ha opuesto la 
misma para efectuar los depósitos respectivos consti- 
tuyen cuestiones que sólo puede decidirlas el juez con 
jurisdieeion en la causa adoptando las providencias que 
estime necesarias y no el delegado para cumplir simple- 
mente la precitada diligencia. Y serán los interesados 
los que deberán hacer valer ante aquél los derechos que 
entienden Ies asisten. 

No pudicudo, pues, el juez de paz letrado asumir 
una jurisdicción que no le corresponde y defender a nom- 
bre del alcalde exhortante cuestiones como las enuncia- 
das por éste en su sentencia de fs. 28/29, soy de opinión 
que las presentes actuaciones tampoco pueden llegar a 
conocimiento de V. E. por la vía establecida en el art. í) 
de la ley 4055 solamente para el caso en que jueecs o 
tribunales se atribuyen o denieguen jurisdicción para 
conocer en una causa. No es, evidentemente, el caso de 
autos. Bs. Aires, junio 12 de 1945. — Juan Alvar ez. 

** FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 27 de junio de 1945. 

Autos y vistos: Considerando: 

Que la diligencia de la traba de un embargo, soli- 
citada por el alcalde do k Sec. 2» de La Plata en el 
juicio por cobro de pesos seguido por Kirsbaum y Cía, 
contra Raimundo, Hgidio y otra, mediante las personas 
designadas a ese efecto, ante el juez de paz letrado de 
la Capital 40, ha quedado cumplida con la resolución 
de la Cuja do. Jubilaciones corriente a fs. 19. 

Que el punto de saber si el embargo de que so trata 
fué di tade o ti juicio ordinario o no, y si tal exigencia 
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pugna con disposiciones do la Constitución o de las le- 
yes no plantea una cuestión de competencia entre jue- 
ces de distintas jurisdicciones de las previstas por el 
art. 9* de la ley 4055, como bien lo observa el Hr. Procu- 
rador General de la Naeión. 

Kn su mérito y de acuerdo con lo aconsejado por 
aquel así se resuelve, devolviéndose las presentes actua- 
ciones a la Alcaidía de la Sec, 2 de la ciudad de La 
Plata, Prov. de Hs. Aires. 

RoBKirro Repktto — Amonio 
SaoaííNa — F. Ramos Mkjía. 



LICIO VAZQUEZ v, MATIAS MOLINA 

JUR/SDICClOy Y CÜMPBtmCíA: Comprtni.'i» ..J.rnt. C„„sn* 
pÉnattrs, Violtteián </».■ normas fvdrnüen. 

La ley ;i!K{9 t sohn» policía sanitaria fie l**s animales, es fe- 
deral, y el i'onni'i miento do las eiiusns sobre infratvinn a 
sus disposiciones curu|K'te ¡i hl jlistieiu federal. 

Dictamen oel Procitraw>u General 
Suprema Corte: 

Lns cuestiones relacionadas con la Interpretación y 
aplicación de la ley nacional n* 'A9íi*l sobre policía sani- 
tari.! de li>s animales deben ser sometidas a decisión 
do la justicia federal atenta la naturaleza de las dispo- 
siciones que la misma contiene, de dinadas a rei^ir en 
todo el territorio «le la Naeión (arts. 1 ', l!\ S\ 2\) y 
33, de la expresada ley y art. V de la n* 41 jó, moilifi- 



DE JUSTICIA DK LX NACIÓN 1" 

catoria de aquélla). Es, implícitamente, la doctrina de 
V. K. on 17b": 283, 

Kl presente sumario se inicia para esclarecer una 
supuesta infracción a lus precitadas leyes y a sus de- 
creto* reclamen tu rio». Consistiría ésta en haberse re- 
tirado de un vagón con ganado Vacuno, procedente de 
Po/o del Tigre (Formosa), un animal muerto durante 
su transporte y habérselo enterrado previo desoí huilien- 
to del mismo y separación de trozos do carne, sin la 
autorización y control pertinentes. II abríase violado así. 
lo dispuesto por los arta, fl' de ta ley y 23 de su 
decreto reglamentario. Se trata, por fo demás, de gana- 
dos introducidos en la Prov. de Salla, procedentes, como 
so ha visto, de la (Job. de Fo riñosa (art. P, i tic. 3* y art. 
10 ele la citada ley). 

La precedente relación de antecedentes y loque res- 
pecto a jurisdicción de ta justicia federal resulta de las 
disposiciones legales prealudidas, induce a afirmar que 
el conocimiento de la presentí- causa corresponde al juez 
de sección tic Salta. 

En tal sentido corresponde dirimir la presente co- 
tienda de competencia negativa trabada entre dicho jue,. 
y el de P inst. en lo penal, '2'' Nom. de aquella ciudad 
(ley 4050, art, !>), B-s. Aires, junio 22 de 1IM5. — Juan 
Meares, 

FALLO DE LA COIÍTE SUPIÍEMA 

Bs. Aires, 21 de ¡unid de líl-tf). 

Autos y vistos; Considerando: 

Qile el presente sumario lia sido instruídu a Lucio 
Vázquez y Matías Molina por presunta violación a ex- 
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prosas d i sposi CLOneE de la ley n 7 3959 sobre policía sani- 
taria «le los animales. 

Que la ley en cuestión tiene en ráete r nacional y la 
jurisdicción federal ha sido expresamente establecida 
a su respecto por los arts. 33 y 25. 

En su mérito y por los fundamentos del dictamen 
del Sr. Procurador General ¿té la Nación, se declara que 
corresponde conocer en esta cansa al Sr. Juez Federal 
de la Prov. de Salta Dr. Carlos Gómez Rincón, hacién- 
dose saber en la forma de estilo al Sr. Juez de 1* Ins- 
tancia en lo IVnal de la misma provincia 2* Nominación. 

Roberto Recetto — Antonio 
Sagarna — P. Ramos Mejía. 
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Año 1945 — Julio 



CIA. AZUCARERA TCCCMANA v. NACION* ARGENTINA 

ADUANA: Importación. Lihrr de derechos. Cmos varios. 

Habiéndose derogacló por el decreto n v 38 del 14 de fe- 
brero de 1931, vaíitlacio por la lev II. ¿88, el ap. 1» del iirt 
4 de Ni ley 11. ÜS] que declaraba libre de derechos la im- 
portación de máquínaa en general y plecas de ren«arto 
para las mismas y el nrt. 4 cap. I, del decreto rciflamen- 
tíuio de \a ley 11.281 del 18 de febrero de 1924, en 
cuanto disponía que en la denominación de máquinas en 
general quedaban comprendidas las (pie la Tarifa de Ava- 
lúo* especificaba en las partidas l>ü a 38. no procede acor- 
dar exención de derechos por las calderas v economizado- 
ros introducidos en ID 10 con destino a ingenias azucareros 
de] país 



RICARDO P. SCILINOO 

COXSTITUCIOX X AVÍOS AL: P<>rr C h„s y garantía*. Defensa en 
jttiria, f'rrn ctlimirnto y .-.rnli tit , 

Las circunstancias de q« en una en usa criminal, después 
de hiiher.se dictado ja providencia de autos para sentencia, 
por orden del juez se haya ajíre-rado un expediente subs- 
taneiado por Ins misinos hechos ante otro tribunal — don- 
de está aprimad» el original de] «iro substraído y cobrado 
por el reo del cual sólo hahía en el proceso una copia fo- 
tográfica que le fué exhibida — y practicado pura mejor 



(i) 8 de julio lio 1013. 
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••mvcor y noticia del defensor un entejo pnr peritos 
calígrafos tendiente a esndiWn- I¡i autenticidad del tdro. mi 
comportan ríntaemu la * !*• cu juicio 



.MAN i; Al XA 

tíuun.w i'um ¡>.\f.. 

N'fi cormpomle tteehtrtir la niilkíait en qtw* se lm feienrrido 
ni condenarse tífii mediar nensaelnn. omítiéiulosc proceder 
en La forma establecí !¡i pof ' - -i i l >, 4íi(l y K¡1 de] Cód, 

de Procf, í'rim., >¡ ella ha kía1o siiífsHiiadi) por no haber 
mediado reelaiiwHíiíni en t* instancia y estece de objeto 
declararla de oficio pin* haber proscripto la ficción penal 
respecto de lus delitos en cnestiín», 

PJtKSrnti'i-itiS: l'rwrlpci&H en MiifeiM /"«"'. Gmétáfmtiet. 

Lu prescripción d* la acción penal corre y >-e opera ¡-tm 
relación a i-ai l.i deliio independiente aun ewiiuiO exista 
concurso de ell<«*. 

HOMICIDIO: ttom 'm&w - im ¡tic . 

Aun cuando m> hayo cumplido ni l¡is instancias inferiores 
y deba ser declarada por la Corle Iti prescripción de (os 
iIi'IHhi- «!■■ iilnisii -!■■ ¡irir,;is ■!■ í'mf-l-i > l.-ctn-. leves y -< r 
rcvi»-;ula hi ^riiii'tn'ia iii uiTÍda en eti;intn condena ¡il reo 
por íarw hechos* corresponde inanteiier l.i pena impuestn 
en 1¡* instancia al autor de esos delitos y del de homicidio 
Simple si ;im l<> rei|ii¡i*[V -n pcli^rn-idad. 

kai.líi ni: U CORTE SlTItKMA 

Bs. Aires. -J de julio di VM'k 
Y vi-i"-: üoiisido randa: 

Que el didVnsnr de .Timu (¡auna apela de la seuU'ft. 
cía de la t'áiti. Fa\, da Pafaitó qiu.' roudena U mi ilelVu- 



(11 J tl«< julio a<- Í04S, 
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(litio ít <|n<v años de pn>ión por lus delitos de lmmicitlio 
simple, abuso de urina dé fuego y legiones leves come- 
tidos, en concurso real, el 115 «le ítiro-^í o de IÜ.'Í.j, en ju- 
risdicción de (¿uitilipi, lerntowo íiaeiónul del (.'lineo, 
en las personas de Hipólito líuiy, Ibaz, Amonio Valle- 
jo* y Julián Ifuiz Dúiz, respeetivnmentfc, 

(¿lie la prescripción de la acción pf>r los delitos de 
abuso tle ai nía de fileno y lesiones leves se encuentra 
operada en ia teelin y ya se había operado enuncio se 
expidió el Min, Público en 1' instancia, ipie solicitó así 
se d"cliire, pues en esa lecha yn había transcurrido ül 
máximum di- tienipu d<- duración de la pena señalada 
para eada delito — arts. <¡J, inc *J", Sí) y 1(4 del Cód. 
Penal — . La Corle lia declarado i¡ui> la prescripción de 
la acción penal corre y se opera con relación a cada 
delito independiente, *in <|iie ninguna disposición legal 
autorice un término distinto cuando hay concurso — Fa- 
llos: ^01, inl el allí citado de Pedro Maciel y el de Fé- 
lix Ignacio Porte! fallado el 4 de junio del corriente 
aun—. Corresponde, eu causeen encía, sobreseer defini- 
tivamente a su respecto de acuerdo con el art. 454 del 
Cód. de Procs. La nulidad en «pie se lia incurrido al 
condenarse sin haber mediado acusación, omitiéndose 
proceder en la forma establecida por los arts. 4(50 y 
4(51 del código citado puede considerarse subsanada 
por no haber sido reclamada en C instancia y porque 
carece de o 1 ¡jeto declararla de oficio ya cinc la prescrip- 
ción declarada hace desaparecer el peligro de una con- 
dena sin acusación. 

Que el homicidio y la responsabilidad criminal dcT ^, 
acusado (íauna se encuentran plenamente probados- en 
autos, según se demuestra en la sentencia de 1* nstan- 
cia a cuyos fundamentos se remite la apelada. 1 a cali- 
ficación legal de homicidio simple — art. Til del v 'ód. 
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Penal— os la que corresponde y la pena impuesta debe 
ser man tenida, no obstante la proscripción do la acción 
por los otros delitos, pues no concurrí' ninguna circuns- 
tancia atenuante y la reacción violenta por una cansa 
pequeña, como era el haber pisad» un per ni del acusad» 
y haberle arrojado una piedra, demuestran la peligro- 
sidad del acusad». La falta de recurso acusatorio u» 
permite agravar la impuesta. 

Por estos fundamentos se revoca la sentencia ape- 
lada de fs. 71 en cnanto condena a Juan (¡auna por los 
delitos de abuso de arma do fuego y lesiones leves, ros- 
poeto de los cuales se sobresee definitivamente y se la 
confirma en euant» 1» condona por homicidio y le im- 
pone la pena de doce años de prisión, accesorios de ley 
y el pago de las costas. 

liouKino Rkpktto — Antonio Na- 
oauna — F. Ramos .Mk.ua — 
T. IX Casares. 



NACION ARGENTINA v. MAIÍti AlilTA IliA KI.l "( "KA 

Olí AUtlíKTt 

EXPlWi'lACfOX: Indemnización, Determinación tfól valor mil. 
El precio <|iu' eorresp táe pagar poí la ewpropi lición de 

terrenos de luten ¡r( dinTiii iple tie lu* jidtjiiirió ■ ■ 1 1 Inles 
fíinn cu una maviir r.\ I '-iisiún imitaría, ih'lie hit hil'ennr a 
Uts f|tO' han ele paparse en el mismo luirar y i'prira n ios <pie 
HiNjuirifi'iiTi sil lieiTü en lulcs, punplc el primero se liei'C- 
l'ii'ia mil la venta i-uiiignirslu di' muchas fracciones qiíe, 
de U« mediar la rxprnpiacióu, lillhiefa (eriídu <Jtl« líqUillflr 
osen ln ii ¡id tímenle, uní U>a gustos y riesgos propios de esa 
clase de vt' utas { l ). 



(ij 4 de julio de VMó, 
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GUILLERMO KRAFT LTDA. v. ADUANA 

ItRCFPSO EXTfíA 0UD1XA UtO .- RegufáUs pmpies, CMatiÓn fe- 
deral. C ueatiotif* fvdirnhs ninifdr*. lutcr¡trrUu-¡ún de las dr/rs fede- 
rales, heyts fedérale* de carfaUr firúcesifl. 

Pnifcii" H recurso extraordinario fundado en el art. 1063 
lie iris f >rden;oizas de Aduana con ira la sentencia que, 
soliiv la base i\v tpie la resolución de las autoridades adua- 
neras por la éual se suspende a una Firma del registro de 
importadores (wl es de las previstas cu ef filada artículo, 
declara improcedente la vía éoiitefndosa intentada por la 
r-aia suspendiáft ante la jastíeia federal 

ADVAXA: fíratrw*. 

La n'snl iiriún di 1 !;t Aduana por la cual se suspende a 
una finita del registro de ím portadores es de carácter ad- 
ministrativo y mi está com prendida cutre las previstas en 
el art. 1<Mi:i de las Ordenanzas de Aduana. 



FALLO DE LA ('( >I(TK SUPREMA 

Bs. Mtéé, 4 (lo julio de 1P45. 

Y vis1r»s: Kl recurso extraordinario interpuesto 
por (¡uillermo Kruft Ltda. S. A. contra l;t sentencia do 
la (Yim. I'Yil. de AjjeL dictada ou el recurso de hecho in- 
terpuesto por la recurrente por apelación denegada por 
Ja Aduana de la Capital. 

Considerando : 

Que la razón social < ifada fué den iniciada por in- 
fracción en las importaciones do papel renlr/af.ns con 
franrpiicm condicional y o! Jefe (te sumarios do \n Adua- 
na, previa certificación de «pie figuraba registrada en 
earáeter de importadora, le intimó, bajo apercibimiento 
de Stí separación del registro de ¡niportadoi'eSj ujaui- 
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fes ta ra si autorizaba « no una amplia investigación en 
su contabilidad. 

(¿ue a esta medida se opu-o el denunciado soste- 
niendo i[iu' la denuncia carecía de los requisitos lega- 
ba, quf existía cosa juzgada aditiínist raliva ; que la 
Aduana era incompetente pon na? la mercadería de 
nuiu'iada había salido de su jurisdicción y porque es- 
tulta tramitando otr<> sumario ante la justicia federal; 
que era contrario al art. IS di- la Consl. Nacional oblí* 
garlos a facilitar los elementos para que se aclare la 
denuncia, pidiendo se revoque la resolución e interpo- 
niendo en subsidio el recurso «pie autoriza el art. 101*3 
do las Ordenanzas de Aduana y planteando la cuestión 
constitucional referida 

(¿ue la Aduana de la Capital, rechazando los fun- 
damentos alegados, suspendió a la firma de su registro 
de importadores; éslu interpuso para ante la justicia 
federal el recurso de apelación y nulidad que, a su jui- 
cio, autoriza el art. UM};{ de las citadas ordenanzas* re* 
curso que le fué ueifudo por la citada repartición por 
no tratarse de una resolución condenatoria de las pre- 
vistas por la citada disposición. 

(¿ue interpuesto ivcur-o de hecho ante el Sr. Juez 
Pederá I a fin de que se declarasen mal deliciados h>> 
recursos deducido-, , | Sr. .Tiic/ lo d' '^e-timó por no 
importar una imposición de pena la resolución recurri- 
da* sitio lau sólo el ejercicio por parle de la autoridad 
administrativa de ana facultan) que fe es propia, reso- 
lución <pic confirmada por la Cámara, motiva el recurro 
extraordinario qne le lia si id* concedido. 

(¿ue «"-le- se funda en que la resolución de la Adua- 
na es violatoria: 1 del art. lfl de la Ooust. Nacional en 
cuanto: ,i i al fíili^n r- r a cxliibir la contabilidad a la re- 
currente >e ta oliliga a declarar nuil ra sí misma; h) 
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so la saca do Jos jueces na i niales designados por lu 
ley \mvii ¡juzgarla, porque existe lilis pendencia sobre 
la cuestión referenle al destino del papel desde que el 
respecto I ranilla una denuncia ante el Sr. Juez Fede- 
ra! Dr. Fox ; < ) se le inquine una pena* que la ley no 
autoriza; 2" del arl. ISI de la Cousl. Nacional desde que 
mediante la suspensión de la Firma se impide a lu re- 
etir rento comerciar con el exterior. También se funda 
el recurso en la interpretación del arl. 1G83 de las Or- 
denanzas de Aduana qm\ según la recurrente, autoriza 
a ocurrir ante la justicia federal para obtener Sa revo- 
caeión de la resolución administrativa impugnada. 

íjiie hay que enqiozar por examinar esta úllimu 
cuestión, es decir, por saber si la resol lición de la Adua- 
na en esto cuso da o no lugar a la vía contenciosa que 
prevé el mi, IfUi;; de las Ordenanzas de Aduana. Por- 
que sí esta vía fuera procedente, correspondería de- 
clararlo así y devolver los autos para que el Juez y la 
Cámara examinen la validez de la resolución de la 
Aduana. Si, en camino, se declarase que no procede la 
vía fonlenciosa por no mediar una sanción penal, no 
procedería tratar dichas cuestiones puesto que el re- 
cúrrente no ha argüido: ta ¡neoiisliiucionalidud del art. 
!¿h¡:; filado tal como lo interpretaron el Juez y la Cá- 
mara, siendo claro que al lio batel" vía judicial [a ('orle 
no telldrlu jurisdicción para 1 rutarlas. 

QtÜC ta forte ha admitido la procedencia del re- 
curso exlraordinario fundado eit la inteligencia del art. 

ile las Ordenanzas en los casos de Fallos: 11ó\ 
.:;i4; 1'27, .'!!•!', en Ins cuales se trataba prceisaiuenle, oo- 
mo en esto, de recursos de hecho deducidos ante el Juez 
Federal por un particular contra una resolución de Ja 
Aduana que le había denegado la vía contenciosa pre- 
vista en dicho articulo. 
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Que In distinción de las decisiones de los funeio- 
nacios aduaneros entre las de carácter meramente nd- 
mhrstrativo y las de naturaleza penal lia sido admi- 
tida por la Corte —Fallos: 15*!, 100—. Un dicho allí: 
" Compré n dense entre las del segundo carácter las re- 
ferentes a los sumarios que los administradores man- 
dan levantar en ocasión de los contrabandos, defrauda- 
ciones o cont raveneiones de que tengan conocimiento y 
las relativas a la consiguiente imposición de penas. 
(Arts. 10ÍÍ3, 1054, 1005). Y cuando la resolución fuese 
condenatoria, los afectados por ella podrán entalilar la 
vía contenciosa ocurriendo a la justicia nacional íart. 



si 




se al 

carácter penal sino tan sólo puramente admínisLimivu, 
no habrá contra ella la vía contenciosa del art. 1003 
de las Ordenanzas ni recurso extraordinario para ante 
la Corte, que no procedería aunque se taclia ra de in- 
constitucional a dielia resolución porque esc recurso no 
procede contra resoluciones puramente administrativas 
—Fallos : 183, 100 ; 1D2, 4S3— . 

Que estudiada la medida de que se trata a través 
de la ley de aduana y de las reglamentaciones vigentes 
su carácter meramente administrativo aparece pnten- 
te. La ley de aduana establece que las mercaderías li- 
bres o favorecidas con derechos menores por razón do 
su destino ¡i la industria, a la fabricación especial o 
a la utilización común, serán despachadas directamen- 
te por las ,nlua ñas, en la forma ordinaria v general, 
con las precauciones que determine el P. K. en la re- 
glamentación de esta ley — art. 'J7, ley 11.281, 44 del 
Texto Ordenado — y la reglamentación de la ley, arts. 
f> y sigtes., establece las condiciones que deben lle- 
nar los exportadores, imponiéndoles una serie de obli- 
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gaeiones, entre las que cabe destacar las del art. 12 
que dice: "Tanto los industriales como los fabricantes, 
constructores, etc., quedan obligados a suministrar 
cnanto dato se les requiera para comprobación de las 
operaciones, debiendo exhibir sus libros, toda vez que 
la Dirección (¡ene ral o sus inspectores lo exijan" y el 
06 que dice: "Los introductores de mercaderías tipifi- 
cadas a que se refieren los artículos precedentes, debe- 
rán inscribirse ante las aduanas por donde operen, en 



en e! decreto de feclia noviembre 24 de 1ÍKW, y además, 
en cada despacho, deberán cumplir con lo establecido 
por el art. 89 del presente decreto M . Otras ob ligaciones 
establece el art. 08, ines. e), g) y h), disponiendo los 
dos últimos para el caso de las infracciones que citan, 
que serán eliminados del respectivo registro sin per- 
juicio de las penas que correspondiera aplicar de acuer- 
do con las Ordenanzas de Aduana y la ley que se regla- 
menta. El i lee reto del '24 de noviembre de VXYA, citado 
en el art. 06 ya transcripto, reglamenta rio de ln profe- 
sión do despachantes de aduana, agentes marítimos, 
importadores, etc., después de establecer la obligación 
de inscribirse para poder realizar operaciones en la 
Aduana, las inhabilidades para hacerlo, las obligacio- 
nes que contraen, establecen en sus arts. Ií7 y 38 la 
facultad de la Aduana para eliminarlos del registro o 
suspenderlos en sus funciones cuando a juicio del ad- 
ministrador ta falta no resulte de suficiente gravedad 
como para la eliminación, estableciendo el nrt. 40 que 
tales medidas serán apelables administrativamente 
siempre que se trate de suspensiones superiores a ocho 
días. 

Por estos fundamentos y de conformidad con lo 
dictaminado por el Kr. Procurador (leneral de la Xa- 
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ción, se confirma la sentencia apelada en cuanto lia 
podido ser materia del recurso extraordinario. 

EfcoltEHfÜ H KI'KTTfl ANTONIO 8 a- 

QA1HÍA — B. A. XaííaI! A.\nn>- 
hkxa — F. Ramos Mkjía T, 
J>. Casares, 



S. A. PCKRTO DI-; K< .ARIO v. C, A, ]>. K. R. K. s. A. 

RECi'ltSO (UfDÍXABlO PE APi:í,.Kl(>.\: Tercera insínmm, 
Generalidades. 

Es improcedente el recurso ordinario ■ 1 apelación para 
ante la Curio Suf» n'tiia interpuesto por una ,[>• las partos 
y el l'ior. Ki%,-at on 1111 juicio seguido entre un eonce- 
sionario y un particular, contra la resoltu-ión uno uie«ra 
interven ción en ' , t -;iu-;i a dielio funcionario en repre- 
setiiarimi del Bitado eoneetleiite, ntnupie fete teñirá una 
participa vi ñu en liw utilidades qm> produzca la concesión. 

PUERTO 1>E liOSAUm. 

YA Estado un es parto en ln> litigios ipie sostenga i.i 
S. A. Puerto do Rosario, aun ciuuido por el contrato do 
concesión l.-uLra parí ¡ci pa> i«'n cu Ni- . h r.-in - pnit na n<- 
que peiviliu dirha empresa. ppic lampeen ,s n¡a ndaLn ia u 
representante tic la Nación en el cobro de esos derechos, 
cualquiera sea «'1 destino interior de t'-tn-. 



Sextekcm de la Cama isa Federal 

Rosario. 22 de junio de IV 1 1 

y vistos, en acuerdo, los auto-. "S. A. Puerto de Rosario 
v. Cía. Ary. de Elevadores, Recepciones y Embarquefi (CÁpEr 
RES A ) sobre co!>ro de pesos, 

V considerando .que : i- N'n hay a%olutaraente defecto 
MgllttO ipii> explique l¡i deducción d*'l recurso d>> nulidad, y 
las .sumaria- razone- dadas en -u apoyo, en el informe de la 
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instancia, atañen ni recurso do apelación, pues en verdad, cons- 
tituyen agravios por la negativa del juez a admitir la partici- 
pación del ft¿ procurador fiscal 

2'-' La articulación se planteó mediante revocatoria de la 
providencia que, al pedido de la adora recia man do interven- 
ción del procurador fiscal, dispuso escuchar a este funcionario. 
Paralelamente a la Mistanciaeión del incidente y con inde- 
pendencia del misino, el procurador fiscal se prosentó a fe. 
98 invocando el decreto n v 389 del Pudor Ejecutivo y soli- 
■ii nudo, en su mérito, participación en la causa como repre- 
sentan!*.' del Gobierno Nacional. 

Can.- i d vertir <pic la aetnra nada dijo en su demanda, 
acerca de la necesidad de dar intervención al ministerio fiscal. 
En esas enndieiunes se contestó la acción y (<e abrió el juicio 
a prueba; pretendiéndose encontrar luego, en la naturaleza 
de una de las defensas opuesta, razón para justificar aquella 
intervención, l'relensión infundada por cierto, desde que ese 
antecedente no mollifica la situación contractual existente en- 
tre el Puerto y el Estado, en la que se intenta apoyar la soli- 
citud impugnada de contrario. 

■i'' ha empresa del Puerto de liosa rio actúa como conce- 
sionaria de un servicio público, persiguiendo judicialmente el 
eobro de sumas de dinero que. sostiene, le adeudan terceros 
con ella contratnntes. En esa calidad, su gestión^ como toda 
otra análoga, se desarrolla a titulo propio, por cuenta propia, 
con preseindencia de la acción coadyuvante del Ertadn, pues 
tal es la característica ipic fluye de la naturaleza jurídica de 
la coneesión. "En consecuencia, bs concesionarios no actúan, 
en principio, en nombre y representación del Estado. Sigílese 
de esto que el Estado tampoco es parte en los pleitos del eon- 
eesiimario. aunque, por virtud de la cnriceMÓu, el Estado eon- 
eedeote tensía participación en los ingresos que el concesionario 
per.-ibe" (P.icUa, "Derecho administrativo", t. 1. ps. 3-0). 
Lns conceptos precedentes han sido afinando»; de nimio inequí- 
voco por la Corte Suprema de .Justicia en los fallos registra- 
dos en los t-. 177. p. 4l»4. y lóli. p. 1-ílí. con referem-ia a liti- 
gios en Cjtie, precisamente, la Empresa del Puerto de I* osario 
era. en UiiO, luirte demandante y en otro demandada, liesulta 
inoficiosa íoda tnención detallada sobre el particular, pues que 
el auto en recurso irameribe t..-, parrad» principales en que 
se vierte el pensamiento de la Oírte. Es pertinente agregar 
(pie en t. :M. p. 744 de d. A., puede verse una autorizada nota 
a raíz del fallo citado en segundo término, refirmando la tesis 
sentada por el alto tribunal, "en el sentido de ojie la Nación 
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no es parte ni se halla representada en el juicio en que inter- 
viene una empresa concesionaria, aunque ten¡ra partie i pación 
en los derechos (pie ésta cobre", 

5» En cnanto al punto que nos ocupa, no se percibe difp- 
rendu alguna entre el caso ocurrente y los que tuviera la 
Corte en esas oportunidades, por mát¡ que allí so tratara la 
cuestión desde el ángulo ito In improcedencia del recurso ordi- 
nario do apelación para una ti-iveru infamia. L.w arls. :tS y 
58 del contrate» invocado por el Puerto, son expresamente alu- 
didos por la Corte en apoyo do su tloetrina, v carece do tojo 
Riaiiin.-aijo Ja afinuadón de la «etora (fs. ¡H vía.) de que 
dichas cláusulas no fin-nn ti-ideradas entonces, bajo el as- 
pecto do la tuerza mayor alegrada ilc contrario, al c>nntc«lar 
la demanda. Va se dijo autos que esto lio revestía importan- 
cia alguna para ta éttCÉtMii propuesta; como tampoco la 
tiene la posición, fie la Empresa dentro del juicio ni el ob- 
jeto de éste. Adora o demandada, siempre existe la posi- 
bilidad de i|H<> d liii-rin repercuta, en una u «itra formé, en 
sus iiiL'resf.^ y, consi^iiiontoniente, en el ajuste de cuentas 
con la Nación, por donde se unía que el anrunieuln oprimi- 
do —oven t ii. -d participaerñu del Estado— alcanza en "Visor 
a todos loa jrh. i.is y esta* desprovisto de virtualidad para de- 
terminar la consecuencia pretendidn. Así flinv do los casos 
examinados, 

fi* Para reforzar lo expuesto os pertinente recordar que 
la Entpreaa dél Puerto de liosa rio ha promovido o le fueron 
entabladas, numerosas demandas auto esta jurisdicción judi- 
cial. :d"jit¡íN d» omiMdi'i-ablo cuantía, sin que'entendiera nunca 
que la Nación era parte en rlíns y n 'clamara mi intervención 
(ver. por ejemplo: Iíuiil'o y Poní: WYil : Do líiddor ote 
repetición de derechos harifas] falladas por la Corte "i. Abura 
mismo se hallan tramitándose en esas mismas condiciones la 
omisa Arias e. Puerto, en que ko le exige una indemnización tle 
í -fiL -100 T M»r incumplimiento ,ie etntratn. Iiahiemlo reconven- 
Clon del Puerto, y \ n seiruiila por Míl'ucJ Poní tez v otros en 
que se redaman * lSs.Ps V -,n por diferencias de sahirios con- 
forme a la ley 11.544. Ademas otras por motivo auáWn ini- 
ciadas pnr Rafael Peliar y Juan Fayós. 

7 V Queda establecido entonces que el Estado no es parte 
directa on d jtifcK siendo improcedente,, por tanto, su ortua- 
eióu cu tal ealola.l. como se piwuni. Calve recocer, sin em- 
bargo, bi posibilidad fíe una intervención, dentro dd carácter 
que la moderna doctrina procesal alrihuye a terceros inte- 
resados. Pero aparte de que esta condición no cuadra propia- 
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mente al Estado, es evidente que se trata de una institución 
no legislada en el derecho federal id el supletorio constitu- 
yendo |>(>t- ahora una aspiración doctrinaria, (pie sólo lia teni- 
do algunas realizaciones en ciertos códigos provinciales Es 
prudente, en consecuencia, evitar su aplicación por vía jurís- 
prudencial, cuando ful tan todavía previsiones concretas sobre 
liis modalidades, alcance y efectos de lid intervención. Los 
casos en que lo* jueces fie vieron en ta necesidad tic arbitrar 
una solución para no afectar el derecho legítimo de terceros, 
referían a la inaplicabilidad a ésios de la cosa juzgada entre 
bis partes, peco no a la part icipación misma de aquéllos en 
el juicio (en el último juzgado por la Corte Suprema: llurvey 
Silva c. La Ksl relia, "La Ley", fallo n'-' 17.143, junio 1" de 
1944, se tenia en cuenta, como en los anteriores, la preexis- 
tencia de una decisión judicial y «pie no balda oirá forma de 
(pie los terceros afectados pudieran defender su derecho vul- 
nerado). Por lo demás, tanto esas decisiones como almiuns 
otras en que se alcana") mayor amplitud (ver Alsiua. "Trata- 
do de derecho procesal" t. 1, ps, ¡liil y sigís. 1 recayeron en 
st iones de naturaleza diferente a la actual, pues los pro- 
blemas que allí se ofrecían y cuyo remetí i o se buscaba, no 
concurren aquí, ni pueden presentarse más iniciante. La jus- 
ticia dirá su palabra final en el conflicto de derechos (pie se 
ventila en el juicio y. en su caso, ella deberá t-er tomada en 
consideración a! practicar el ajuste respectivo cutre la Em- 
presa y el Estado. Xo ha ocurrido de otro modo, a lo largo 
del período de la concesión. 

Como ejemplos, en esta sección, del criterio aconsejado, 
pueden citarse las negativas de personería y participación a 
terceros que invocaban derechos e intereses, dentro del juicio, 
resuellas i« re "Haneo Hipotecario Nacional, adjudicación" y 
"Puerto c. Colli Tibaldi. expropiación". 

8» El decreto invocado por el procurador fiscal (ti* 389, 
junio ]7 de 1943), se dictó sobre la base de] dictamen del 
procurador del tesoro y concordante de] asesor del Ministerio 
de Obras Públicas, que juzgaba conveniente, sin dar otras 
razones de índole jurídica, se designara a aquel funcionario, 
a los efectos indicados, En rigor, dicho decreto no dispone que 
el procurador fiscal se haga parte en el juicio, sino que lo 
autoriza '"para tomar las medidas que estimare pertinentes, 
en defensa de los interesen fiscales, conforme al decreto n* 
149.411 antes mención mío". Y es del caso puntualizar que 
este decreto, ¡iludido expresamente como antecedente y funda- 
mento del ii'' 389, consagra y se atiene fielmente a los princi- 



1W FALLOS Di: LA COIITF, StTREMA 

pin» de dereelio administrativo relativos al reprimen ilc conce- 
siones de servicii* públicos que se Irán consignado en los eon- 
siderandos anteriores j esto es. presehideneÍH del Estado ni los 
asuntos Piltre la <i»iK»efsimmtia y ternero», romo eii Im juicios 
que sf traben al respecto, aumpic aquél tenga participación ert 
los beneficios ile la explotación. 

Resta decir que, cu cualquier supncstQt el criterio admi- 
nistrativo no sería de por -í suficiente para determinar el de 
los órganos jnrfsdicekniafos, ajustado ¡i principios y normas 
que conceptúa ukc pertinentes. Y. en último término, la cámara 
entiende que la caducidad de la concesión y las dificultades 
surgida*, no modifican la naturaleza de la cuestión examinada 
11 i la solución ipte le corresponde, desde ipie la personalidad 
jurídii-a de la empresa concesionaria subsiste sin variantes, n 
los elWios di' tennitmr los negocios pendiente* mu l„ s partí- 
fulares y en ti el Es lado. 

íí» A pesar de lo requerido en el informe, no liny cuestión 
a resolver s,i|in> \» suspensión del término probatorio, por 
cuanto ella quedó dot-ca riada y no fué traída a decisión de ta 
cámara. 

Oído id Sr. fiscal de cámara, se resuelve desestimar la 
nulidad y confirmar l." resolución apelada librante a fs. 102- 
103. declara tifióse ¡pie m> procede tener por parte en esta cansa 
al Hr. procurador fiscal, denegándose, cu consecuencia, la pe- 
tición de la empresa adora y también la pr Mentación directa 
d<™ oiebo funcionario. Las costas de ambas instancias se abona- 
rán por la parte demandante, vencida en ta incidencia, — Ju- 
lio Mttrr. - fytuttu* .1. Sarcotte. — Juan (\ I.ubary (en disi- 
dencia). 

IHstái ntkt. 

Considerando i[it" : 

1* No existiendo vicio o defecto alguno que lo haga proce- 
dente, se desestima el recurso i|c nulidad, 

2* Respecto a la apelación: Ei. oportunidad cu tpie la de- 
mandada opuso ricrtns d«*fciisas a la acción promovida por ta 
Sociedad Puerto liosa rio c. l'ad cresa, la actorn estimó conve- 
niente y rerpiirió la intervención del Nr, procurador fiscal en 
representación del Estado, atendiendo al contenido do la cláu- 
sula t»7 fiel contrato de concesión realizado el año 1SKV.2. que 
fija utilidades a favor de éste y que guardan relación con lo 
que se ventila en la -uh causa, tórrida vista a) expresado 
funcionario y suspendido el término de prueba por el Sr. Juez 
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ií l;i demandada pidió revocación con apelación en sub- 

sidio de atabais providencias. Aduce el nrt icithitite que no se 
justifica la intervención aludida, c» razón de no figurar ni 
en las contratos y decretos, ni tampoco en la ley. puesto que 
la representación incumbe únicamente al concesionario. El ¡Sr. 
procurador fiscal, ile acuerdo con instrucciones impartidas en 
e! decreto del P. E. (¡tic acompaña, concuerda con las preten- 
siones de la demandante. 

¡J* Lus principios expueston en la sentencia en recurso, 
a<4 como la cita de los fallos de la Curte Suprema de Justicia 
y de esta cámara, relativos a) carnet er jurídico del contrato 
de concesión, sus modalidades 1 quien debe ejercer la repre- 
sentación directa en las acciones que entablen o le inicien, son 
los qife incnrsi ioimlileuieute se aceptan como la auténtica y 
acertada solución del punto que. "trasciende los límites del 
derecho procesa! para asumir la categoría do problema del 
derecho íidministrativo ". como lo afirma la nota que comenta 
un fallo de este tribunal (J. A., t. .11. p. 745), 

4" Empero, se impone establecer la distinción que media 
entre la situación referida en el anterior considerando y las 
(pie plantea el sitb lítf, dado que no tf-tá en juego aquí la 
relación del derecho que emerge entre conceden! e y concesio- 
nario, ni tampoco se niega al secundo la representación directa 
y su actuación en el juicio, sino que, eimepp'niíndnse oportuna 
la coadyuvante concurrencia del Estado por el fundado inte- 
rés que (ófrica ni en te debe tener pii las ulterior i dades del asun- 
to, se pide su comparencia. De allí que no pueda haber otro 
ángulo de enfoque que el meramente procesal, reduciéndolo a 
la cuestión única de si un tercero puede incorporarse a la 
relación procesal en las circunstancias apuntadas. 

5 V En verdad, no hay normas expresas de derecho federal 
o del supletorio que lo .mencionen, lo que, de por sí, no autoriza 
a rechazarlo, si se atiende, como lo dice Alsina {obra de dere- 
cho procesal, t. 1. p. que es lícito lo que no está prohi- 
bido (art. 1S, Constitución nacional), principio que, en el 
terreno del derecho formal, "permite integrar la ley en cuanto 
no se contraríe su letra o su espíritu" — conceptos del mismo 
autor—, con las ventajas que lo acuerda su admisión. 

P Así como en la interpretación del derecho de fondo, 
el juez puede llenar las lagunas de la ley con la aplicación 
de las análogas o los principies peñérales afines, también en 
estos supuestos puede aceptarse el uso de tales medios, para 
suplir aquellas omisiones que propiamente no importen una 
deliberada exclusión, lo que a todas luces no se advierte en 
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el caso ocurrente, pues que la institución rpie nos ocupa no 
solamente está referida en los, principales códigos extranjeros 
(Alemania, Italia, Brasil, Uruguay, etc.), consagrada en el 
de casi todas las provincias argentinas y, también, porque 
guarda armonía con el contexto general legislativo y con la doe- 
trina presente, (pie se aparta del concepto del cuasicontrato 
de * 'litis i'niiteMui io" como rleinento fonn&tiviO de la natura- 
leza jurídiea i|e| proceso, dando luiíar tic esa suerte, a fa inclu- 
sión en algunos cím*. de un nuevo sujeto en la relación pro- 
cesal rfiie. amparado ni ta cojicn idad de intereses, puede, ade- 
más, aportar Pulo acuello (pie redundí' en la más justa solu- 
ción de la causa, más aun en la situación actual d<:¡ Puerto y 
del (¡«iltii-rjio. 

7" Nada se opone, por consiguiente, a la intervención del 
Estado en hifi condiciones expucslas. que no afecta ni modifica 
la situación de la parte demandada, ipic no perjudica el nor- 
mal desenvolvimiento proeja! y en la rpje .se muestran con- 
formes el actor y el coadyuvante, con lo que se licuarla cual- 
quier vacío sobre e] particular en el contrato de concesión 
o en los decretos dictados cu su mérito, sin (pie ob#te en lo 
más mínimo para no aceptarlo, que en juicios similares se pres- 
cinda del temperamento escogido para con éste. 

l'or estos fundamentos y de acuerdo eon lo dictaminado 
por el fifreal de cámara, se resuelve revocar la resolución obran- 
te de fs. KfJ-HKÍ. declarándose procedente la intervención 
del Estado ni la persona del Sr. procurador fiscal Las costas 
de ambas instancias por su orden, en atención a la naturaleza 
de la cuestión resuelta. — Juan V. Lubary, 
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Bs. Aires, 4 do julio do 1!)4¡j. 

Y vistos: los recursos ordinario y extraordinario 
concedidos n la parto neto ra y al i* roe. Fiscal cit los 
autos "S. A. Puerto de Rosario eon Ira la Cía. A r fren- 
tina de Elevadores, Recepción es y Embarques S. A." 
venidos de 3a Caín. Fed. de líosa rio. 



de justicia df; la nación 



Considerando; 

En cuanto a los recursos: Que trabada la litis por 
demanda y eontotueióu y abierta la causa a prueba 
(ver auto de fs. 7^ vta.) la adora presenta el escrito 
de fs. 7ó en el que, en vista tic que la demandada ai 
eonteslar la demanda pretende que en el srtb-tite se está 
en presencia de un caso tic fuerza mayor — lo que nie- 
ga en aliso) uto— pide se dé intervención en esta causa 
al Proc. Fiscal en razón de que; a) por el contrato de 
explotación del PueHo de liosario el Eslado tiene una 
participación en las utilidades que produzca la explo- 
tación; //) el arl. í37 del contrato asigna al P. E. un 



50 Yo en las utilidades líquidas, y so suspenda el tér- 
mino de prueba. El Proc. Fiscal adhiere al pedido de 
la adora (v. fs. 77 y !>">. El Juzgado, por sentencia de 
fs. 102 declaró, de acuerdo a lo pedido por la deman- 
dada, que no correspondía tener por parte al Proc. 
Fiscal. Dicha sentencia búllase -onfirntada por la Cá- 
mara a fs. 119. 

Que sólo el recurso extraordinario del nrt. 14 de 
la ley 4S, es procedente pues la sentencia tiene carácter 
de definitiva a los fines de aquél, como lo ha resuelto 
esta Corte en Fallos: 118, 390. 

Y en cuanto al fondo de la cuestión: De acuerdo a 
lo resuelto por esta Coi to en los casos "Mihanovieh v. 
Empresa Puerto de Rosario " y "Sociedad Puerto de 
Rosario v. Cía. Swjft de la Piafa" — Fallos: 117, 424 
y lofi, 136, la Nación no os parte en los Ii ligios que 
sostiene la empresa, aun cuando por el contrato de 
concesión tonga participación en los derechos portua- 
rios; ni tampoco es la empresa inandataria o represen- 
tante de la Nación en el cobro de los derechos aludidos, 
cualquiera sea el destino ulterior de estos. 
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En su mérito, y por los fundamentos de la senten- 
cia apelada de fs. 119, y oído el Sr, Procurador Gene- 
ral, se la confirma en cuánto ha podido ser materia del 
recurso. 

EOBEHTO REPETTO ANTONIO S.V- 

G Alt XA — B. A. Nazab Axcuo- 
kexa — F. Ramos Mejía — T. 
D. Casabes. 



DIRECCION X ACION' AL DE VIALIDAD 
v. MARTIN SALVAR REDI 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Tercera instancia. Jui- 
cios en que hi Nación es jmrte. 

El decreto del 14 de julio de 1943 no ha privado de su 
autarquía a la Dir. Nac. de Vialidad; por lo que 110 
procede el recurso ordinario de apelación en tercera ins- 
tancia en los juicios en que aquélla es parte 



GREGOLIXSKY Y CIA. v. IMPUESTOS IXTERXOS 

IMPUESTOS IXTERXOS: Xafta y aceites lubricantes. 

Siendo irremisible mediante el recurso extraordinario la 
conclusión de la sen ten ubi a pe! ¡ida kp*»úii la cual 110 f-e. 
lia probado en el juicio que el aceite lubricante recupe- 
rado constituya un producto distinto del originario que 
tributó el impuesto establecido por el art. 12, inc. 2* de 
3a ley 12.ÍÍ25, y fundándose la defensa del representante 
fiscal en que el artículo de referencia et? una especie nue- 
va comprendida en esa disposición, conforme a lo esta- 
blecido en el art, 1*. ine. c) del decreto 59.630 del 12 de 
abril de 10-10. corresponde confirmar la sentencia que 



(i) * de julio de IM& 



declara inaplicable el gravamen legal a los aceites usados 
e inconstitucional el decreto que lo impone (>). 

CONSTITUCION NACIONAL: Efectos de la declaración de in- 
constiiucionalidad. 

Declarada inconstitucional una norma, las cuestiones plan- 
teadas en el juicio respectivo deben eer resueltas como si 
aquella no existiera, devolviéndose las sumas pagadas por 
disposición de la misma y eximiéndose de las penalidades 
que impone, a lo que no obsta la infracción voluntaria 
de la reglamentación inválida (=), 



S. A. LA QUIMICA B AYER v. LOTVELL E. ALDERMAN 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión fe- 
deral. Cticst iones fedérala simples. Interpretación de las leyes fe- 
derales. 

Procede el recurso extraordinario fundado en el ari 48 
de la ley 3975 contra la sentencia que no se basa en la 
inexistencia de los hechos imputados a la querellada sino 
. en que ellos no configuran el delito de usurpación de 



marca previsto en aquella norma, 
MARCAS DE FABRICA: Delitos. 

El nrt 48 de la ley 3975 sanciona no sólo la adjuneióu 
de marea ajena a efectos propíos, sino también el simple 
uso que se ha fía tío ella siempre que éste responda a un 
propósito de competencia desleal. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones 
no federales. Exclusión de Jas cuestiones de hecho. Marcas y patentes. 

Las conclusiones de la sentencia apelada acerca de la 
cuestión referente » saber si lia existido por parle del que- 
rellado el prop^ito de competencia desleal requerido para 
penar el simple uso de una marca ajena, son irrcvisibles 
por medio del recurso extraordinario. 



(1) fi ,1p julin ilr lf 1-5. Tnllos; 103. 163. 

(2) Fallos: ITS, 355; 180, 103; 1SG, 314; 189, 303; 193, 59. 
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Sentencia del juez federal 

Bs. Aires, agosto 18 de 1!M4. 

Vistos y Considerando: P) Que la 8. A. "La Química 
Bayer" deduce querella contra I). Lowel E, A Merman en 
su carácter de gerente de la femé, de Kesp. Ltda. "Ubnra to- 
rios Winthrop" por usurpación de marca de fábrica y pide 
que se le condene n la pena de que se ha hecho pasible por 
el delito que castiga el art. 4H de la ley 3975, con castas. 
2") Que el hecho imputado consiste cu que en un:i licitación 
pública para proveer a la J)i:\ (¡ral. de ¡Sanidad del Mío. de 
Guerra de una partida tic drogas, medirá memos y productos 
químicos, Ins laboratorios de que es «érenle el querellado, cu 
el pliego que presentaron ofertando sus productos, man ¡tes- 
taron que proponían la "Procaína Winthrop que es el mismo 
producto que se vende en los Estados Luidos bajo el nombre 
de Novocaína Latente y la Neoiirsp he na ni i no que es idénlieo 
V.Mucto que se vende en los Estados Luidos bajo el nombre 
.» *>' .-.ilvarsan", lo que constituye, a juicio del querellante, 
íir usurpación de sus mareas de fábrica ''Novocaína'* de 
cr nereio "Novoeaiu" y de fábrica "Neosal varean" que tiene 
í.gifit radas bajo los n». X2MU5, 184.7:17 y 14ÍI.217. romo lo 
comprueba con los respectivos títulos agregados a fs, 4 y 10 
y copia fotográfica de fs. 173. atento el desglose de fs. 21!) vta. 

3 9 ) Que el querellado al contestar la acusación sostiene 
que la referida licitación se hizo sobre bi base de una lia ta 
de productos especificados en una circular que se distribuyó 
a los licitantes el 14 de septiembre de 1ÍM2 — que obra a fs, 
4 del expte, adm. agregado sin acumularse— en la que se 
indicaba bajo el u* 1!) ''2 kilos- Novocaína clorhidrato paten- 
te..." bajo Ins n» 1f} a 24 "Ampollas Ncoar^feuamiua. en 
medidas de 0.15, a 0,75* *, expresándose que "en la propuesta 
deberá hacerse constar con claridad la marea o calidad de los 
artículos y sus dimensiones, toda vez que no sea e| misino que 
expresa ?\ pedido, o que éste no las espeeifiqiie"; y en estas 
condiciones de 'a licitación explica que al ofrecer la "Procaína 
Winthrop" que es similar a la "Novocaína Patente" pedida, 
aunque de distinta marea, se haya dicho <me es el mismo pro- 
ducto que se vende en Estados Lindas con ese nombre, lo epte 
es verdad, justificándose, también, que al ofertar las ampollas 
"Neoarspliciiíinitnc" que fabrican en los Estallos Luidos los 
laboratorios Winthrop Products ('". hayan dicho que es el 
idéntico producto que el que se vende en el país vitado bajo 
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el nombre de "Xensalvarsan". pnes dichas ampollas "Neoar- 
sphenamine Whithrop", son elaboradas en el referido país por 
la misma fábrica, con los mismos ingredientes y bajo la misma 
fórmula que el artículo que se vende allí bajo el nombre de 
"Xctisalvarsan'' que es marca reginladn en Estados Unidos. 
La 01 1 ti ¡videncia en cuanto a su composición, tanto la *'Xovo- 
eaína Patente" fon Ja "Procaína Winthrop" como las am- 
pollas de ''Neoarsphen animo" con el "Xcosalvarsan ", está 
debidamente probada en untos, con la prueba testimonial pro- 
ducida c iul'iinnes trciiicus agregadas. 

4 P ) Que corresponde, entonces, establecer si el acusado al 
expresar en el pliego de la licilncinn a la que concurre, que ja 
"Procaína TVinthrop" y la *' XeoarKphenamine" que ofrecía 
eran tos mismos productos que en Estados, Unidos se venden 
bajo los nombres do "Novocaína Patente*', y " Neosalvarsan", 
respectivamente ha incurrido en el delito de usurpación de 
marea de fábrica pnr estar registrados en la República Argen- 
tina, a nombre de la sociedad querellante, estos últimos. 

f> v ) Que para que exisla usurpación de marca no es ne- 
cesario, desde luego, que exista aplicación material de ta marca 
registrada al producto o mercadería, aunque la ley bable de 
los "que pongan sobre sus productos una marea ajena" — art. 
48, ine. 4" — y de que. para que exista delito, "baste la apli- 
cación (de ta marca falsificada! a un sólo objeto" — art. 50— 
ya que es suficiente que se la use en forma (pie sirva para dis- 
tinguir en plaza un artículo entre sus similares, ohjeto que 
informa la ley, que por este medio protege los intereses del 
fabricante, o comerciante, contra la competencia desleal y al 
consumidor contra el engaño respecto de la identidad de la 
mercadería que desea adquirir. 

fl») Que los "Laboratorios Winthrop" al manifestar en 
la licitación de la Dir. Oral, de Sanidad de Min. de Guerra 
que los medicamentos que ofrecían eran los mismos que en los 
Estados Unidos se vendían con los nombres que en nuestro 
país ha registrado como marea la sociedad demandante, no 
sólo no ha tratado de inducir en error a la repartición que 
abrió ta licitación —con lo (pie ya falta el dolo específico que 
requiere la ley — sino que tampoco lo ha engañado sobre la 
procedencia industrial de los mismos, pues, por el contrario, 
ha hecho una referencia explícita en el setitido de que no per- 
mite el equívoco de tomar el nombre de aquellos medicamen- 
tos por el de las mareas de la demandante, por lo qne no puede 
decirse que los términos en que la querellada ha hecho su 
oferta sean idóneos para producir la usurpación imputada. 
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V) Que, en consecuencia, la acción criminal deducida 
por el hecho incriminado no puede prosperar y corresponde así 
resolverlo, pero, sin imponer las costas a la sociedad quere- 
llante porque la 6iii«rularidad del caso ha podido dar hipar a 
que se creyera procedente. 

Por estas consideraciones fallo: absolviendo de culpa y 
cargo a D. Lowel E. Alderman en la presente querella que en 
su carácter tic gerente de la Soc. de líesp, Ltda. " Laboratorio 
Winthrop" le entabla la S. A. "Química llayer" por usur- 
pación de marca; sin costas. — Horacio Fox, " 



Sentencia de la Cámara Federal 

Bs. Aires, 13 de noviembre de 1944. 

Considerando ¡ 

I. La aefora, S. A. "La Química llayer", amparándose 
en las manas "Novocaína" concedida en octubre de PJ37, 
M No*oeain" concedida en aftoslo de 103ÍÍ y "Xcosnlvarsan" 
concedida en junto de lí>34, promueve querella por usurpación 
de marea, en mérito de lo dispuesto en el art. 48, ine. 4. 6" y 8 
de la ley 3U17o, contra 1), Lowel E. Alderman. percute de ios 
laboratorios Winthrop Ltda. Soc, de Hesp, Ltda., en razón de 
que éste, al concurrir con fecha 28 de setiembre de 1942 a la 
licitación pública realizada por ] a Dir. Gral. de Sanidad del 
Min. do Ja Guerra (expíe, ndm. apresado, letra I).. n v 7101. 
f». 82), ofreció proveer el producto denominado "Proeaínu 
Wiuthrop" haciendo la manifestación de que "es el mismo 
producto que se vende en los Estados Unidos haio el nombre 
de "Novocaína Patente" y asimismo, el producto denomi- 
nado "Xcoarspheuamine Wintlirop", que es "idéntico pro- 
ducto que se vende en los Estados Liúdos bajo el nombre de 
"Xcosalvarsan". 

II. El querellado sostiene que no ha usurpado las mareas 
de la aetora y (pie sus manifestaciones se ajustaron a la verdad, 
por cuanto los productos ofrecidos son idénticos, a los (pie se 
fabrican y venden cu Estad»* Luidos bajo las denominaciones 
de Xovocaiu y Xeosaharsan. agregando que )a licitación alu- 
dida se hizo sobre la base de una lista de productos, que se 
distribuyó con una circular do fecha 14 de setiembre de lí>42, 
en cuyo punto 2^ se establecía que "en la propuesta deberá 
hacerse constar con claridad la marea o totalidad de los artícu- 
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los y bus dimensiones, ioüa vez que no sea el mismo que expresa 
el pedido o que éste no lo especifique". 

Como en la lista figuraban "Novocaína Clorhidrato Pa- 
lm t y ".\VnarnpliciiaiHÍiia fí al concurrir a la licitación el 
que roí lado, hizo la aclaración tic que ofrecía proveer la Pro- 
caí na Wintrop, que era idéntica ni producto que en Estados 
Cuidos se vende con el nombre de Novocaína y la Neoarsphe- 
naii'inc Winthrop, que tiene la misma composición del produc- 
to (pie en Estados Unidos se vende con el nombre de Neosal- 
varsan, 

II L De las constancias corrientes de fojas 181 a 216 
resulta, que la Soe. Laboratorios H, A. Mctz de Nueva York, 
consolidada con la Winthrop Chemical Inc., bajo el nombre 
de esta ultima era dueña de las marcas registradas en Nueva 
York bajo Jas denominaciones Neosalvarsan y Novocaína desde 
noviembre de 1922, de lo que se deduce que las referencias 
hechas por el querellado en su presentación administrativa 
eran exactas, pues se ha demostrado también, que los productos 
denominados Procaíua y Neoarsphennmine Winthrop, fabrica- 
dos en Estados Unidos por la Winthrop Products y por la 
Winthrop Chemical respectivamente, tienen la misma fór- 
mula e idénticos ingredientes, que los productos que en Es- 
tados Unidos es venden bajo Ins denominaciones de Novocaína 
y Neosalvarsan, al amparo de sus respectivas marcas. Se ha 
probado asimismo, que el querellado al hacer la propuesta a 
la Dir. de Sanidad (propuesta que no fué considerada por ha- 
berse cotizndo en dólares americanos F. O. lí. Nueva York) 
obró con expreso conocimiento y aprobación de la Soc, Winthrop 
Products Inc. de Nueva York. 

IV. El delito de usurpación de marea imputado, importa 
el uso sin derecho de la marca ajena y consiste precisamente 
en la violación del derecho que tiene el propietario de la 
marea, a que en pinza no se circule con su marca, sino los 
productos que exclusivamente proceden de su casa (fallo: 
Cám. Fcd. Jur. Arg„ 1043, I, png. 525). 

Si bien es cierto que, como lo sostiene la querellante, el 
dolo en materia de mareas es el conocimiento que el querellado 
tiene del registro de la marca, cabe advertir, que en el caso 
particular que motiva este juicio, por lo mismo que el quere- 
llado, no ha usado precisamente las marcas de la querellante, 
el dolo o engaño es independiente de aquel conocimiento, y 
debe ser objeto de comprobación. 

La propuesta de venta del querellado, para nnda hizo re- 
ferencia n las marcos que la querellante ha registrado en el 
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país bajo los nombres de "Novocaína", "Novoeain" y Neo- 
Balvarsan". Como se ha visto, lo que ofreció fueron los pro- 
ductos "Proeaíua" y "Neoarphenamina" Wiüthrop, con las 
aludidas aclaraciones. 

V. Del examen detenido de este proceso, no resulta acre- 
ditado su fieicn (emente, que la actuación dé] querellado encua- 
dre en iimgniio de incisos 4. l¡ y 8 del art, citado. 

Lo actuado no dése ubre. q¡m buya existido dolo en la 
oferta hecha por el querellado, ni que el procedimiento se- 
guido, se haya adoptado ('(111111 sistema de competencia comer- 
cial, lo que, en el ea.so de acreditarse, podría ha«-er variar el 
criterio de apreciación judicial, de los hechos imputados. 

lía ile descartarse así misino, que haya mediado el propó- 
sito de provocar confusión en la Dir. do Sanidad, dado los 
términos en que la propuesta aparece formulada, con las acla- 
raciones requeridas por la Dir. de San ¡da. I, a que se hace refe- 
rencia en el considerando 11", pina ] us ,-asos en que el producto 
ofrecido no fuese ej mismo que e] pedido. 

Vi. En bis condiciones señaladas, la querella no debe 
prosperar etuno lo decide el Sr. Juez a-qno, correspondiendo 
ello no obstante reconocer que el procedimiento seguido por el 
querellado, ha podido razonablemente inducir n la actnra a 
considerarse eon derecho a promover la querella y ello justifica 
suficientemente la ex i mieión de costas, como lo decide el fallo 
recurrido. 

Por estos fundamentos, y concordantes de la sentencia 
apelada, de fs. 249, se la confirma en todas sus partes ^n 
cuanto absuelvo de culpa y cargo a D. Lowl E. Alderman 
debiendo correr también por su orden las costas de esta ins- 
tancia. — fí. Villar Palacio. — J. A. González Calderón. — 
Alfonso E. Poceartl. 



Dictamen del Procurador General 



La Química Baycr S. A., titular do las marcas de 
fábricas "Novocaína" y "Xeosnlvarsíín" y de la mar- 
ca de comercio "Xovocain", dedujo querella contra D. 
Lowel E. Alderman por infracción a los arta. 48 inc. 
4, 6 y 8 de la ley 3075, Servía de base a tal acción, ha~ 
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bor ofrecido el Sr. Aldcrman en una licitación oficial, 
Prueaína Winthrop y Xeonrsphenamine Winthrop, ex- 
presando sor el primero "el mismo producto que se 
vende en los Estados Unidos luijo el nombre de novo- 
caína patente''; y ser asimismo Ja Neoaisphenamine 
"idéntica al producto rpic se vende en los Estados Uni- 
dos bajo el nombre de Xeosalvarsún". 

Tramitado el litigio, la Cám. Ferl. do este circui- 
to dictó fallo rechazando la querella (fs. 238). A su jui- 
cio, Aldcrman ni pretendió simular marcas suscepti- 
bles de confundirse con las de la sociedad querellante, 
ni incurrió en dolo al ofrecer en sustitución de la Novo- 
caína y el Xeosalvarsún, la Procaína y la Xeoarsphona- 
mine Winthrop; conclusiones ambas sustentadas, en- 
tre otras razones, por la circunstancia do que en el plie- 
go básico de Iu licitación, se autorizaba a los propo- 
nentes para ofrecer sustancias sustitutivas. Contra tal 
fallo se trae ahora el recurso extraordinario, e( ^cedi- 
do a fs. 266 vía. 

Lo considero improcedente, puesto que el recha- 
zo de la querella se fundó en cuestiones de hecho y en 
la apreciación del mérito de la pruebo rendida en au- 
tos. Bajo tal concepto, corresponde declararlo mal con- 
cedido. 

Si así no lo entendiere V. B., procederá confirmar 
por sus fundamentos la sentencia apelada. Nada puedo 
agregar a lo dicho en ella. — Bs. Aires, febrero 5 de 
1945. — Juan Álvarez. 
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PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 6 do julio de 1945. 

Y vista la precedente causa caratulada "La Quí- 
mica Bayer S. A. contra Alderman Lowel E. por usur- 
pación de marea'' en la que se ha concedido el recurso 
extraordinario a fs. lífití vía. 

Y considerando: 

Que la sentencia apelada no se funda en la inexis- 
tencia de los hechos que la nuerellante impala a D. 
Lowel K. Alderman — consistentes en los términos de su 
presentación de -8 de septiembre de 1942 a uiui licita- 
ción pública y el conocimiento del registro de las mar- 
cas de "La Química líayer" — sino en la conclusión 
a que llega de que aquéllos no con ligaran el delito de 
usurpación de marea previsto en el art. 48 de la lev 
3975. 

Que se lia dado por lo tanto a esa norma federal 
una inteligencia contraria a la propugnada por la que- 
rellante, que fundó en ella el derecho que invocó y el 
recurso (pie interpuso y que procede, de conformidad 
con lo dispuesto en el art. 14, iut\ o"', ley 4S — Fallos: 
192, 200; 195, 1G(» y otros— lo que así se declara. 

Y considerando cu cuanto al fondo del asunto: 

Que el art. 48 de la ley 3975 sanciona no solamen- 
te la adjudicación de la man a ajena a efectos propíos, 
sino también el uso que se haga de ella. — L'ouillet, 
Marques, N* 296 y sigtes.j Carpentieh, Itcpt.rtoire, 
verbo: ' 4 Cont refaeon " X* 1157 y sigtes. 

Que sin duda el simple uso para ser punible, de- 
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be responder a un propósito de competencia desleal, 
como quiera que de otra manera, tratándose de marcas 
consistentes en un nombre, su sola mención podría 
constituir delito. Los casos de propaganda ilícita a ba- 
se do marcas ajenas a que bacc referencia el memorial 
de la querellante, confirma este criterio. 

Que en la especie, según lo decide de manera irre- 
visible por esta Corte la sentencia apelada, no lia exis- 
tido el propósito referido, sino el de precisar la cali- 
dad del substituto ofrecido en la licitación de que trata 
la causa. 

En su mérito se confirma la sentencia apelada de 
fs. 2áS en lo que ha podido ser objeto de recurso ex- 
traordinario. 



MURO RUSTELO Y CIA. v. IMPUESTOS INTERNOS 

CONSTITUCION NACIONAL: Comtitnchnalidad e incon*titncio- 
imlirffítl. Decretos nacionales. Im ¡tuestas internos, 

El art. 23 del tít, VII de la Replam. Gruí, de linp. Inter- 
nos, en cuanto establece que las existencias de vinos no 
anotadas en los libros de bodegas deben sor consideradas 
en fraude, no es víolatorio del art. fifi, ine. 2', de la Const. 
Nacional ni del derecho de propiedad ni de la libertad de 
industria aseguradas por los nrts. 14 y 17 de la Consti- 
tución. C 1 ) 

CONSTITUCION NACIONAL; Derechos y garantías. Derecha de 

realizar lo rto prohibido. 

Teniendo el decreto en (¡no no lia sido excedida la facultad 
roíilaineutarin del P. E, la misma validez y eficacia que 



(1) S de julio dt* 1ÍM3. Tallo»: 195, 158; 197, 362. 



B. A. Nazaii Axchouena — F» 
Ramos Mejía — T. D. Casares 
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la ley. debe desest i maree la ím población fundada en que 
so oblisra n\ apelante a hacer lo tuie la ley no manda y en 
el arf. ]!> de la Coust. Nacional contra la ^eru inicia basada 
en bis deposiciones del aludido decreto (M. 



ISAfKA MENDEZ v. ÜEIíXAIÍDO IIEIiZER 

LET DE SELLOS.' Exencione*. 

La exención del impuol.» de sellos estahleeida por el arí, 3 
del decreto n» 217fi del n de .jnJi.i de 1943 para las actua- 
ciones originadas anle las cámara» de al<|uilcres alcanza 
tatnbii'-n n las actuaciones judiciales que se promuevan 
como corsecueneia de los recursos, interpuestos en aquéllas. 

Dictamen* del Piiocituador General 
Suprema Corle: 

Considero improcedente el pedido que se formula 
en el eserito que antecede. La exención impositiva que 
se reclama para el uso de papel sellado, a base «le lo 
que establece el art. 3* del decreto X* 2.175/43 do 8 do 
julio (Je 1943 sobre creación de la Cám. de Alquíleles 
(Bol. Ofic. de 13 de julio de 1943, pág. 4), se refiere 
exclusivamente a las actuaciones administrativas se- 
guidas "ante" dicha Cámara. Las cuestiones judicia- 
les que las partes quieran promover con motivo de tales 
actuaciones no gozan de esa exención; ni la establece 
el decreto ulterior X* 9.432 de 21 de junio de 1944 sobre 
impuesto de sellos nacionales en su tít, V, 

Pido, por ello a V. E. intime el recurrente la repo- 
sición ordenada a fs. 119 bajo apercibimiento de multa. 
— Bs. Aires, junio 27 de 1945. — Juan Al va tez, 



(1) Folio»; 148, 440; 187» 449; 190, 301 y 417. 
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Bs. Aires, fi de julio de 1945. 

Y vista la precedente causa seguida por Isaura 
Méndez contra Bernardo Ilerzer ante la Cáin. de Al- 
quileres, a los efectos de decidir respecto de lo pedido 
a fs. V13. 

Y considerando: 

Que el decreto X 7 2175, art. 3, dice en su partD 
pertinente que; "Las actuaciones que se originen ante 
cada Cámara quedan exentas del sellado de ley". 

Que gramaticalmente esta fórmula no limita la 
exención a los trámites que se cumplan en las Cámaras, 
ya que "actuaciones" equivale a "autos*' o diligencias 
de un procedimiento; debiendo entenderse por "origi- 
nar" traer principio una cosa de otra» verbo que eu 
la especie menciona el lugar do iniciación — v. Diccio- 
nario de la Heal Academia, vocablos, citados. 

Que la i oler pro ta* 1 i ó n literal no choca con el espí- 
ritu del precepto,, que sin duda lia sido facilitar las 
gesl iones qque requiera la aplicación del decreto núm. 
loStí, ni con razón alguna di* justicia, que en nada vul- 
nera su aplicación en la instancia judicial. 

Que el caso de autos difiere así del transcripto en 
Fallos 181, 41*2; tanto por la diversidad de los térmi- 
nos de la ley, cuanto por las demás circunstancias allí 
analizadas y que no median en esta ocasión. 

Que si bien el pronunciamiento de fs. 119 ordena 
la devolución de la causa "previa reposición del papel*' 
debe sin dndn ser entendido con el alcance de que de- 
berá practicarse la (pie según ley corresponda. 
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En su mérito se decide no hacer lugar a la intima- 
ción precedentemente pedida por no corresponder im- 
posición alguna. 

Roisf.uto Repetto — B. A. Nazaií 
Anckohexa — P. Ramos Me- 
jía — T, D. Casares, 



ERCOLIXO A. LEMME v, P1ÍOV1XCIA DE CATAMARCA 

PRUEBA: Testigos. 

La parte a tuyo pedido fueron abierto:., con el confien ti- 
miento tío la contraria, los interrogatorios presentados 
por ésta a tenor de los cuales deberán declarar ante un 
juez de otra jurisdicción los testigos que ha ofrecido, no 
tiene derecho a presentar cerrados los respectivas pliegos 
de repreguntas* ( l ) 

PRUEBA: Test tu»*. 

La aprobación de los interrogatorios- correspondientes a 
los testigos es atribución jildi< i;d : por lo rpie, sin perjui- 
cio de la decisión ojie oportunamente debe recaer sobre la 
eficacia de la prueba, deben ser desestimadas las obje- 
ciones tpie se formulan respecto de las preguntas propues- 
tas por las partes. (-) 



MARCOS MARTINEZ v. EDILBERTO A. LOPEZ 

RECURSO EXTRAOfíUlXA ItIO: mquittifoa propios, CttestMn fe- 
deral, Cuestiones federales complejas. JiifonstitiuioimUtitul ííc normas 
jf actos nachmtíiii. 

Procede el recurso extraordinario fundado en <[iic <d art. 
ó" de la ley ll.!»24 es vinhilorin de! art. lis de la COESt. 
Nacional contra la sentencia ojie desestima esa impug- 
nación. 

O i de joli* 'V 1945. Fallos: 1S7, .13:1; 107, 336. 
(2) Fallo»! 81», 41'. 



DE JUSTICIA DE LA 



197 



CONSTITUCION NACIONAL: Constitiicionalidad e ¡nconstitucio- 

nalidad. Leyes nacionales. Procesales. 

El art. 55 de la ley 11.924, en cuanto autoriza a los jueces 
de paz letrados de la Cap. Federal a realizar audiencias 
de conciliación sin intervención da letrados ni procura- 
dores no es violatorio del art. 18 de la Const. Nacional. 



Suprema Corte : 

En un litigio seguido por D. Marcos Martínez 
ci ntra D. Edilborto A. López ante la justicia do paz 
letrada de esta Capital, el tribunal de segunda iustan- 

"Para mejor proveer, comparezcan las partes a 
juicio verbal el día 12 de diciembre a la hora once, sin 
sus letrados ni procuradores (art. 55 de la ley 11.924)^'. 

Contra esa resolución, y después de intentar sin 
éxito se la revocara, trae ahora el actor un recurso 
extraordinario, fundándolo en que, a su entender, es 
inconstitucional el art 55 citado por restringir la libro 
defensa en juicio. Sostiene el Sr. Martínez que con 
arreglo al art. 18 de la Constitución, le asiste el dere- 
cho de acudir a la audiencia de conciliación, con pro- 



No encuentro justificada la taclia, ni, en conse- 
cuencia, agrnvio que V. E. deba reparar Por el contra- 
rio, median elementos de criterio suficientes para des- 
estimarla. 

En electo, la inviolabilidad de la defensa en juicio, 
que nuestra Constitución garantiza, está sujeta a re- 
glamentación, como las restantes libertades. Ha de 
ejercitarse, pues, dicha defensa dentro de las normas 



Dictamen 1 del Procurador General 
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pre que estas últimas no ex 




te de razona bil ida d. 

En el caso, no se advierto cómo pueda perjudica!' a 
Ja defensa del recurrente, i avilarle a acudir, sin com- 
pañía de procurador o abobado, a una audiencia de 
conciliación. Xi ello coartó sus iniciativas o probanzas, 
ni estará obligado a asistir a la audiencia si no 1c adra- 
da la condición a que se subordinó la invitación del tri- 
bunal. 

Recuerdo qm> antes <le ahora, al i m pugnarse la 
eonstilucionalidad de exigir obligatoriamente firma 
de letrado en ciertos escritos, Y. E. desestimo tal tacha 
(12(¡: ;;o"4; l.'ífi: 24:i, y concordantes). Aunque no se 
trate de situaciones de analogía muy ceñida '-orí el ac- 
tual, no está demás tener en cuenta ese precedente. 
Opino, pues, que corresponde mantener la resolu- 



ción recurrida, en cuanto pudo ser imite ría de recurso. 
— Bs. Aires, junio 9 de lí>44. — Juan Aharez. 



por la parte aofora contra la sentencia dictada a fs. 00 
por la Sala III de la Cámara de la Justicia de Paz Le- 
trada do la Capital, 

Considerando: 

Que el recurso extraordinario es procedente por- 
que se alega que el art. 5"> de la ley 11.924 es violatorio 
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Bs. Aires, 11 de julio de IÍU'j. 
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del art. 18 de la Const. Nacional y la decisión definitiva 
es contraria al derecho que se funda en dicho texto. 

Que la disposición legal objetada autoriza a los 
jueces de la justicia de paz a realizar audiencias da 
conciliación "sin intervención de letrados ni procura- 
dores'*, y el recurrente, convocado a un juicio verbal 
de esa especie en la forma expresada, considera que se 
viola con ello su derecho de defensa puesto que se le 
priva de asistencia letrada en un episodio del proceso 
que puede ser decisivo y que de todos modos, es de suma 
importancia. Sostiene, además, que la disposición cues- 
tionada, lejos de favorecer las conciliacione s las per- 
judica al excluir la intervención de quienes mejor pue- 
den aconsejar a los litigantes en esc trance. 

Que considerada desde el punto de vista del dere- 
cho de defensa, dicha facultad no comporta violación 
de él no sólo porque las partes pueden no allanarse a 
la realización del juicio verbal en esas condiciones y 
si se allanan no tomar en él decisiones definitivas, re- 
servándose para consultarlas con sus letrados, sino 
también porque el derecho de ambas partes cuenta en 
esas oportunidades con el superior resguardo de la 
autoridad del juez que preside la audiencia y procura- 
rá la conciliación según e? "opio de la misión de los 
jueces, es decir, del molo ¡ue por encima de los inte- 
reses particulares tal co'iio cada contendiente ^ los con- 
cibe y los defiende, se dé la mayor y mejor satisfacción 
a la justieia cuya objetiva e impersonal defensa debe 
interesar a la ley tanto — por lo menos — como la de 
los aludidos intereses individuales. Sólo se trata de 
agregar al proceso la posibilidad de una experiencia 
que nada ni a nadie compromete y que en ciertas cir- 
cunstancias, que la prudencia de los jueces sabrá dis- 
cernir, puede ser — como lo prueban los hechos — de 
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real eficacia; y tan no desmedra la autoridad de los 
profesionales que ellos mismos suelen sugerirla a los 
jueces ann en los jnicios cuyo régimen procesal no la 
establece expresamente. 

Por estns consideraciones y de acuerdo con lo dic- 
taminado por el Sr. Procurador General, se declara que 
la facultad acordada a los jueces por el art. 55 de la 
ley 11.924 no vulnera el derecho de defensa reconocido 
por el art, 13 de la Conat. Nacional. En consecuencia, se 
confirma la decisión de fs. 90 en cuanto lia sido ma- 
teria del recurso. 

Roberto Repetto — Antonio Sa- 
ga h xa — B. A. Nazar Ancuo- 
kena — F. Ramos Mejía — 
Tomás D. Casares. 



S. A PUERTO DEL ROSARIO % NACION ARGENTINA 

INTERDICTOS: De recobrar y despeo* 

Procede rechazar el interdicto de recobrar la posesión fun- 
dado en ias mismas cuestiones referentes al vencimiento 
del plazo de la concesión de la explotación del Puerto 
de Rosario, al derecho del Estado para tomar posesión del 
mismo y a la falta de atribuciones de la compañía conce- 
sionaria para seguir administrándolo que, en otra cansa y 
con motivo de la medida de no innovar solicitada por la 
empresa, han sido resueltos en forma contraria a su» pre- 
tensiones sin perjuicio de lo que en definitiva se decida 
en el litigio pendiente entre la concesionaria y la Nación 
sobre nulidad de decretos y de cláusulas del contrato de 
concesión. 
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Sentencia de la Cámara Federal 

Rosario, julio 15 de 1944. 

Vistos, en acuerdo, loa autoa "S. A. Puerto del Rosario v. 
Gobierno de la Nación e/ Interdicto de recobrar la posesión". 

Y considerando que: 

Primero. Los antecedentes que ilustran la cuestión pro- 
movida permiten precisar la verdadera posición en que se en- 
cuentra la justicia federal de esta sección, para pronunciarse 
respecto de aquélla. Iniciada la demanda por la Soc oel 
Puerto de Rosario, tendiente a obtener la aprobación de las 
cuentas presentadas, relativas al año 1939 y la nulidad del 
decreto n* 112.477, en cuanto deja sin efecto el decreto-conve- 
nio de noviembre 29 de 1935, la Nación reconvino para que 
se declarara la invalidez de este último, como también de las 
cláusulas del contrato de 1902 entre el Gobierno Nacional y 
Ilorseiit et fils, Scheneider y Cía. que se puntualizaban, con- 
ceptuadas violatorias de la ley 3885, e igualmente de loa actos 
y decretos dictados en consecuencia, y sobre la base del régimen 
cuya nulidad se reclamaba. 

Dicha causa fué radicada por la sociedad ante la justicia 
federal de la Capital, donde continúa su trámite. Con motivo 
de aproximarse el cumplimiento del término de cuarenta años, 
fijado en la ley de concesión, y ante los anuncios del gobierno 
de que, en esa fecha procedería a tomar posesión del puerto, 
la concesionaria requirió se expidiera auto de no innovar, hasta 
que recayese la decisión en el litigio. La petición fué deses- 
timada en ambas instancias; y en su mérito el Gobierno se 
hizo cargo del puerto del Rosario, el 16 de octubre de 1942, 
de acuerdo a las constancias obrantes en el acta respectiva, 
otorgada por el escribano general, cuyo testimonio obra a 
hojas 841. 

Segundo. El significado y alcance de la articulación 
mencionada, y consiguientemente, del pronunciamiento recaído, 
surgen sin esfuerzo de la solicitud presentada, del fin que ella 
perseguía y de loa conceptos con que la justicia la denegara. 
Después de exponer los motivos que daban oportunidad a su 
gestión, la Sociedad manifiesta que ocurre al Juzgado "en 
procura de amparo judicial, y solicita se dispongan las medidas 
procesales conducentes a su mantenimiento y al de la situación 
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actual de las partes y de las cosas"; expresando mí.; adelante, 
que mientras la decisión judicial no sea pronunciada, "la 
sociedad reconvenida tiene derecho a continuar la explotación 
del puerto, de acuerdo a los arts. 63 y 69 del contrato y de 
consiguiente, a obtener del juez de la causa, las medidas con- 
ducentes a impedir que la contra ri obstaculice ku ejercicio 
y altere en cualquiera de los elenv tos que la integran, la 
relación procesal existente y creada por sus propios actos". 
La Cóm, Fed. de la Capital, analizando la cuestión propuesta 
y la situación suscitada, frente a la imposibilidad de determi- 
nar todavía si las obligaciones habían sido legalmente emitidas, 
o si los diverso» actos impugnados por la Nación tienen o no 
validez, dijo: "... resulta evidente que lo único indiscutído 
es el termino de cuarenta años por el cual se acordó la conce- 
sión, y en consecuencia, que nada innova el Estado cuando 
procura entrar en posesión del puerto, después de transcurrido 
totalmente. No puede apreciarse de igual modo la posición 
de la empresa, que pretende obtener una prórroga del término 
de vigencia del contrato, por todo el tiempo que pueda durar 
la dilucidación de las intrincadas cuestiones planteadas y sin 
que se haya establecido en forma indubitable su derecho a esa 
alteración del plazo señalado". Luego, aludiendo a la finalidad 
esencial de la medida de no innovar, en el sentido de evitar 
un perjuicio «reparable o la ruptura del equilibrio entre las 
partes, agregó; "Ni uno ni otro de esos extremos se presenta 
en el sub-lite, porque cualquier daño que a la actora pudiera 
resultar de la entrega de las instalaciones, se encontraría ga- 
rantizado en su justa indemnización por la índiscutida solven- 
cia del Estado; y porque no se advierte cómo podría influir 
en el desarrollo y terminación de la relación procesal el hecho 
de que el puerto, desde el 16 de octubre próximo, sea admi- 
nistrado directamente por la Noción en lugar de serlo por el 
concesionario". Y, finalmente, destacó la diferencia con los 
precedentes invocados, en rozón de la característica funda- 
mental del presente caso : la toma de posesión se operabo aquí, 
no por caducidad anticipada, sino por vencimiento del término 
fijado a la concesión. 

Tercero. De los conceptos transcriptos, fluye con eviden- 
cia el sentido que se dió a la cuestión planteada y el alcance 
efectivo que, en el pensamiento del Tribunal, tenía la resolu- 
ción dictada. Por mucho que se tratara de una mera incidencia 
procesal, es lo cierto que por virtud de los antecedentes y de 
las modalidades particulares que ofrecía, adquirió una tras- 
cendencia mayor, involucrando en verdad los aspectos refe- 
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rentes a la expiración del plazo de concesión, al derecho de la 
Nación para tomar a su cargo el puerto y correlativamente a 
la falta de atribuciones de la Sociedad para seguir adminis- 
trándolo; todo, sin perjuicio de lo que, en definitiva, se resol- 
viera en la causa pendiente. Así lo entendió el Gobierno Na- 
cional, que además de las disposiciones adoptadas por propio 
imperio, se batió en condiciones de invocar asimismo el pro- 
nunciamiento concordante de la justicia, y tal hizo expresa- 
mente, sefíún se lee en el acta respectiva. En tales condiciones 
resulta inadmisible pretender renovar por otra vía la cuestión 
substaneialmentc contemplada en dichas actuaciones judicia- 
les, ni cabe tampoco sostener que, en la emergencia, el Poder 
Ejecutivo obrara con la clandestinidad o violencia definidoras 
del despojo, en forma de habilitar el interdicto que se deduce. 
Aunque se plantee ahora una acción posesoria, la materia 
verdadera en ambos supuestos es la misma, por ser igual el 
designio tenido en vista y los resultados que habrían de apa- 
rejar, de acogerse en cualquiera de ambos, las pretensiones do 
la recurrente. Sígnese de ello, como corolario lógico la imposi- 
bilidad en que se encontraría este Tribunal para expedir de- 
cisiones que virtualmcntc importarían modificar la dictada en 
ejercicio de su jurisdicción legítima, por otro tribunal de ig^ial 
categoría. 

Cuarto. Caben otras consideraciones corroborantes, en- 
focando las defensas propuestas. Hacer lugar ol interdicto 
supondría entender que el plazo de la concesión no ha caducado, 
es dec : r, dar preeminencia, al menos provisionalmente, al art. 
63 sobre el 4* del contrato, contrariando la opinión del P. E. 
refirmada por la Cám. Fed. de la Capital, según se ha visto; 
y desde luego, desplazando hacia aquí, esa cuestión cardinal, 
que está sometida por las partes al juicio de aquel Tribunal. 
Declarar que el Gobierno careció de derecho para tomar el 
puerto y que procedió, en consecuencia, arbitrariamente, des- 
pojando al concesionario tanto da como decir que aún hay 
plazo pendiente en la concesión; justamente lo que deberá 
decidir la justicia de la Capital. Y, por otra parte, admitir que 
mientras no recaiga prominei a miento sobre el particular, el 
Gobierno debió respetar la situación existente, absteniéndose 
de tomar a su cargo el puerto (en lo que finca el accionante 
su impugnación al acto que conceptúa así, nn despojo), equi- 
vale a deeir que no deb;ó innovarse. Y esto es, precisamente, 
lo que resolvieron los jueces de la Capital, con cabal compren- 
sión del alcance que adquiría el pronunciamiento, pues lo 
advirtió la empresa al pedir la medida, y lo destacó ineon- 
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fundiblemente la resolución judicial. Por donde se ve la for- 
ma conexión que existe entre lo aquí demandado y lo debatido 
en aquella jurisdicción, en orden a la especial ísima caracte- 
rística de la cuestión suscitada; y por ende, el impedimento 
ya anotado, para la justicia de Rosario, de afectar la situación 
creada ante otra sede judicial, por propia iniciativa de las 
partes. 

Es el caso de recordar coinciden temen te, no obstante la 
cita del a-quo, lo que esta Cámara expresara, en ocasión del 
recurso de amparo interpuesto por la empresa (esp, n' 9052 
de entrada, año 1943), para que se le reintegraran lo» libros 
y documentación comprendidos en la apropiación del puerto 
por el Gobierno. "Pero en cualquier hipótesis, las derivacio- 
nes de ese decreto, como su misma validez y de otro anterior 
concordante, deben considerarse implicadas en dicho litigio, 

Enes la empresa intenta detener la acción expeditiva del Go- 
ierno, con la incidencia de no innovar allí promovida. Pre- 
tendía en efecto, que pendiente dicha causa, el Gobierno no 
podía hacerse carpo del puerto, debiendo mantenerse el statu 
qno hasta el ajuste definitivo de cuentas que se ventilaba; lo 
que fué desestimado por la Cámara Federal de la Capital, 
dando margen a que el P, E. llevara adelante su propósito, en 
cumplimiento de la ley 3885. Se percibe, entonces, la estrecha 
relación entre la posesión tomada y la articulación judicial que 
buscaba evitarla, como que el P, E. invocó especialmente esa 
decisión como fundamento, en su decreto de octubre 13/42. De 
consiguiente, es en aquella sede, elegida por la propia empresa 
y en la que se debate la cuestión central, donde corresponde en 
realidad dilucidar las cuestiones como la actual, de carácter 
subsidiario, originadas con motivo de la caducidad de la con- 
cesión y de la toma del puerto por la Nación". 

Quinto. La posesión del puerto de Rosario, obtenida en 
laa circunstancias y por las razones expuestas, debe conside- 
rarse, por ello mismo, un hecho definitivo, exento de la po- 
sibilidad inmediata de una revocación judicial. En cualquier 
supuesto, si la justicia competente declarara que el contrato 
subsiste, o más claro, que el art. fi.l es válido y consogra una 
eventual extensión del plazo fijado en el art, 4 V * parece notorio 
que la situación habría de resolverse en el pago de las obliga- 
ciones pendientes, como lo advirtiera el juez Dr. Poccard 
(hs. 58 vta.\. En ese caso, juzgado erróneo el criterio del 
Gobierno, al interpretar como lo ha hecho, la ley y el contrato 
de concesión, la iniciativa del Estado tendría el sentido de la 
opción prevista en la última parte del art. 63 todo lo cual, 
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desde luego, es materia del juicio principal tramitado en la 
Capital Federal. 

Scxtó Corresponde, también, tener en cuenta lo dispues- 
to en el nrt. 7 de la ley 3952 acerca del carácter meramente 
declarativo de los fallos contra e l Estado Nacional. El acto 
del Gobierno ha sido dispuesto en su condición de poder pú- 
blico, y recae sobre una obra afectada a un servicio público, 
sin que obsten a ello las citas de resol aciones atinentes a otros 
aspectos — C. S., 146-373— donde se admitió que las relaciones 
entre el Estado y la Sociedad del Puerto habían sido llevadas 
contráctilmente a la esfera del derecho privado. Sin que sea 
menester detenerse en el análisis de la cuestión desde ese án- 
gulo —pues el punto no ha sido incluido por la Nación en ra 
defensa de esta causa ni resulta indispensable para funda- 
mentor la decisión que se adopta—, parece evidente que, por 
su propia índole aquel acto excede los principios de derecho 
común sobre que gira la argumentación de la actora. De todos 
modos, la imposibilidad de ejecutar el fallo, conforme al pre- 
cepto recordado, que no hace distingo acerca de la clase de 
juicios (Bielsa, Dcr. Adnu, t. I, pág. 843), conduciría a solu- 
cionar la situación en una indemnización de daños, como se 
entendió en las resoluciones de la justicia de la Capital, a que 
se hizo referencia. Por último, tampoco cabe establecer simi- 
litud alguna con los casos judiciales que se traen a colación 
para justificar la acción ahora intentada, pues los conflictos 
allí juzgados, diferían substancialmente en su naturaleza y 
en sus características, del que ha dado origen a este juicio. 

Por estos fundamentos, y los concordantes de la sentencia 
apelada, obrante de hs. 63 a 66, se la confirma, rechazándose el 
presente interdicto de recobrar la posesión, deducido por la 
Sociedad Anónima Puerto de Rosario contra el Gobierno de la 
Nación. Con costas en ambas instancias. — Julio Marc. — 
Santos Saceone. — Juan Carlos Lubary. 

Dictamen- del Procurador General 
Suprema Corte; 

En un litigio promovido ante la justicia federal de 
esta Capital por la S. A. Puerto del Rosario contra la 
Nación, la parte actora solicitó un auto de no innovar, 
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a fin de que se la mantuviese hasta el fallo definitivo, 
en posesión de diclio puerto (fs. 148-156, agosto 19 de 
1942, exp. S/46/1942). Tal pedido fué desestimado en 
I 1 y en 2' instancias (fs. 158 y 174, id.). Apenas dicta- 
do et segundo de esos fallos — 13 de octubre de 1942 — 
el P. E. expidió el decreto copiado a fs. 8, designando 
a un funcionario para que se posesionara del puerto 
el 16 del mismo mea, en cumplimiento de lo resuelto 
por la Cámara y en atención a vencer en tul fecha los 
cuarenta anos que el contrato de concesión, suscrito 
en 1902, fijó como término de los derechos de la empre- 
sa concesionaria. Conforme a lo decretado, la posesión 
se tomó, por acto público y solemne, el día 16. 

Once meses largos después de esa toma de posesión, 
y mientras proseguía el litigio en la Cap. Federal — 
setiembre 28 de 1943, (fs. 27, 36)— la Soc. Puerto del 
Rosariu inició contra la Nación y ante la justicia de 
Rosar o, un interdicto de recuperar; acción que fué asi- 
mismo rechazada, con costas, por sentencia definitiva 
de la Cúm. Federal de aquel circuito (fs. 78, 82, julio 
15/944). Es contra ese segundo fallo que se trac ahora 
a V. E. este recurso de apelación. 

A mi juicio, son tan claros e ilevantahles los fun- 
damentos de la sentencia apelada, que bastaría refe- 
rirse a ellos para confirmarla. Tres son los más desta- 
cados ; a saber : 

a) La controversia que ahora se presenta bajo 
forma de acción posesoria, fué antes sometida 
a la Cám. Federal de la Capital y resuelta de- 
finitivamente por ésta al discutirse la proce- 
dencia de la orden de no innovar en la explo- 
tación del puerto. 

b) En realidad, lo que vuelve a plantearse con el 
interdicto promovido en Rosario, es la exis- 
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tencia o inexistencia del derecho de la socie- 
dad actora a continuar poseyendo el puerto 
más allá del 16 de octubre de 1942; o sea, lo 
mismo que las partes lian sometido ya de co- 
mún acuerdo a los tribunales de la Capital, y 
sigue ventilándose ante ellos, 
r) Algo semejante había sido ya resuelto por la 
misma Cámara de Rosario en otro recurso de 
amparo interpuesto por la actora, u fin de con- 
seguir se le entregasen libros y documentos de 
que también el gobierno entró en posesión. 
Los dos primeros argumentos resultan singular- 
mente reforzados por las constancias del expediente 
relativo n la orden de no innovar. En efecto el fallo 
de la Cám, Fed. de la Capital no se limitó a proveer 
una mera petición de trámite sin intervención de la 
parte contraria. Requiriendo los autos respectivos, po- 
drá comprobar V. E. que si bien el Sr. Juez a quo dictó 
sin sustanciación el auto denegatorio do fs. 158, ese 
auto fué notificado al representante de la Nación, así 
como la concesión del recurso interpuesto por la Soc 
Puerto del Rosario (fs. 166) ; que dicho representante 
pidió se designara audiencia para informar (fs. 169 
vta.) } que se le notificó la designación de tal audiencia 
(fs. 170) ; y, por fin, que llegado el día, entregó, junto 
con la parte contraria, el memorial correspondiente 
(fs. 173). Cabe entonces afirmar que el fallo dictado 
por la Cámara hizo cosa juzgada para ambas partea 
sobre la materia que lo motivaba. 

Que esa materia era la misma llevada más tarde a 
los tribunales de Rosario, resulta claramente de loe 
propios escritos presentados por la parte actora a los 
tribunales de la Cap. Federal. En el de julio 12 de 1942 
(fs. 142), alude inequívocamente al "propósito del Go- 
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bienio, públicamente manifestado, de apoderarse del 
puerto en la fecha allí indicada, a pesar de significar 
nn atropello a la propiedad y a los derechos contrac- 
tuales. 

A fs. 143-156 (agosto 19 subsiguiente), acompaña 
copia del decreto N* 74.703 de fecha 15 de octubre de 
1940 (Bol. Ofic., octubre 18/941), en que el P. E. re- 
suelve hacer saber a la Soc. Puerto del Rosario: 

"Que el 16 de octubre de 1942 se dará por ter- 
minado el contrato de concesión, y la Nación se hará 
cargo de todas las obras e instalaciones.'* 

Al mismo tiempo acompaña copia de otros dos de- 
cretos complementarios, relativos ambos a la toma de 
posesión; y es a hase de esos decretos que ta adora pi- 
de se ordene no innovar. 151 escrito respectivo sostiene, 
con muy buenas razones, la doctrina de que: 

"Al promover su reconvención el P. E. lia someti- 
do las emergencias del acto incriminado, al Poder Ju- 
dicial" (fs. 148 vta.) ; y a fs. 150, demuestra que la de- 
cisión de entrar a poseer el puerto a partir del 16 de 
octubre de 1942, aparece patente en varios actos de la 
demandada. Por ello (fs, 150 vta.)» agrega: 

"En virtud de estos hechos y circunstancias de- 
mostrativas del propósito de la demandada y el que 
constituye un peligro eminente para el ejercicio del 
derecho de explotación del puerto, que los citados ar- 
tículos del contrato (4-69 y 63) confieren al concesio- 
nario, mi parte ocurre al Juzgado en procura de am- 
paro judicial y solicita se dispongan tas medidas pro- 
cesales conducentes a m mantenimiento y al de la si- 
tuación aettnl de las partes y de las cosas**. 

Algunos párrafos más adelante, refuerza ese pe- 
dido: "Desdo que los litigantes ocurren al tribunal y 
plantean la contención, se obligan a esperar la deeisión 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



1» 



de las cuestiones que la constituyan, a mantener la si- 
tuación existente y a no alterar ol estado de las cosas" 
(fs. 151); 

"Al reconvenir la contraria pide al tribunal decla- 
re la nulidad de su propio contrato en cuanto dispone 
la subsistencia de la explotación; se somete así al fallo 
correspondiente; mas, al mismo tiempo, se apresta a 



concesión termina, y sin esperar la decisión por ella 
misma reclamada. Es indudable que mientras ésta no 
sea pronunciada, la sociedad reconvenida tiene dere- 
cho a continuar la explotación del puerto de acuerdo a 
los arts. 63 y 69 del contrato ; p de consiguiente a obte- 
ner del juez de ta causa, las medidas conducentes a im- 
pedir que la contraria obstaculice su ejercicio y altere, 
en cualquiera de los elementos que la integran, la rela- 
ción procesal existente y creada por sus propios actos". 

"La aplicación del principio inconcuso y univer- 
sal de derecho, de no innovar pendiente la causa, rc- 
cibe aplicación por la sola circunstancia de la existen- 
cia de ésta sin que sea necesario demostrar el hecho o 
el propósito de ta alteración, Y es más procedente aún, 
ai — como aquí ocurre — una de las partes anuncia pú- 
blicamente en reiteradas manifestaciones ofidah que 
la explotación del puerto por la empresa concesionaria 
fenecerá en día determinado, y que el Gobierno se hará 
carao del puerto; porque esta propaganda menoscaba el 
derecho cuya integridad se discute, ya que no es lo mis- 
mo esperar la decisión del magistrado a quien se ha 
sometido la contienda, que cortar el nudo gordiano con 
la espada ejecutiva . . . Ni el derecho de mi parte po- 
dría quedar incólume ante una situación como la que 
suscita tan poderoso adversario, ni los órganos supe- 
riores del Estado deben ser sospechados por nadie co- 




ha que, a su juicio, la 
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mo propaladores de especies infundadas ; de suerte que 
cuando aseveran que el P. E. tomará posesión del puer- 
to el 16 de octubre próximo, es porque así lo ha resuel- 
to y sobrante medios para hacerlo efectivo" (fs. 152 y 
vuelta), 

Claras y rotundas como son estas manifestaciones 
hechas al Sr. Juez Federal de Bs. Aires por la Soc. 
Puerto del Rosario pocas sema ñas antes del 16 do oc- 
tubre citado, desmorónase ante ellas la tesis de ser di- 
cha toma de posesión un acto ajeno a lo resuelto por la 
Cám. Fed, de la misma Capital el 13 de dicho mes. 

En su mérito, pienso que corresponde confirmar 
la sentencia recorrida. — Bs. Aires, setiembre 18 de 
1944. — Juan Alvares, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 13 de julio de 1945. 

Y vistos: Los recursos de apelación concedidos a 
fs. 89 a la parte actora en los autos S. A. Puerto de 
Rosario contra üob. de la Nación sobre interdicto de 
recobrar la posesñ'., venidos de la Cám. Fed. de Ro- 
sario. 

Considerando : 

Que In sentencia apelada de fs. 78 — confirmato- 
ria de la de fs. 63 — ca arreglada a derecho y a las 
constancias de autos de que so hace mención en ella, 
por lo que corresponde su confirmación. 

En efecto la cuestión de que aquí se trata, involucra 
en esencia la misma controversia resuelta por el juez 
federal a fs. 158 y por la Cám. Fed. de la Capital a fs, 
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174 en los autos S. A. Puerto de Rosario v. Fisco Na- 
cional, sobre rendición de cuentas (v. exp. S. 46, 1942, 
solicitado para mejor proveer a fs. 130). 

Loa fallos de esta Corte que se citan por la ape- 
lante en la memoria de fs. 111 no tienen atinencia al- 
guna con la cuestión que aquí se debate, en que el P. 
E. Nacional lia procedido a la ocupación y administra- 
ción del Puerto con posterioridad a la oposición hecha 
por la actora en su pedido de no innovar antes men- 
cionado, en el que ella puso de manifiesto el propósito 
indubitable del P. E. Nacional de la inminente ocupa- 
ción del Puerto. 

En su mérito, por los fundamentos de la sentencia 
apelada y loa concordantes aducidos por el Sr. Procu- 
rador General en su escrito de fs. 127 se la confirma, 
con costas. 

Roberto Repetto — Antonio Sa- 
car na — B. A. Nazah Ancho- 
rena — F. Ramos Mejía — T. 
D. Casares. 



ADELINA Z. ELLERHORftT DE BRUNKHORST v. DI- 
RECCION GENERAL DE ESCUELAS DE LA 
PROVINCIA DE BUENOS AIRES 

CONSTITUCION NACIONAL: ConstiUtcionolidad e inconstitueio- 
nalidad. Impuestos y contribuciones provinciales. Transmisión gra- 
tuita. 

El art. 3 de la ley 4350 de la Prov. de Bs. Aires inter- 
pretado en el sentido — irremisible por la Corte Suprema— 
de que a efecto de la liquidación del impuesto a la trans- 
misión gratuita debe tomarse como base la tasación 
judicial del inmueble no obstante habérselo vendido par- 
ticularmente en ua precio mucho menor, aunque superior 
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a la base de las dm terceras partes de aquella tasación 
■obre la cual se efectuó anteriormente un remate judicial 
que fracasó por falta de postores, no es violatorio de loa 
arts. 14, 16 ni 17 de la Const. Nacional. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Igualdad. 

La situación planteada por la diversa y contradictoria 
interpretación de una ley local por los respectivos tribu- 
nales provinciales es ajena al art. 16 de la Const Nacional 

Lno puede fundar la impugnación de desigualdad formu- 
la contra aquella ley. 



Dictamen del Procurador General 



Suprema Corte: 

El impuesto a la trasmisión gratuita de bienes en 
la sucesión de Adolfo o Adolfo Guillermo Brunkliorst 
se liquidó sobre la base de una tasación judicial que 
avaluaba en $ 1.798.573,67 el campo "Las Tres Ma- 
rías", sito en Carlos Pellcgrini, Prov. de Bs. Aires (fs. 
45 v. y 46). Los herederos, después de pagar por tal 
concepto, y bajo protesta, la suma correspondiente, 
demandaron a la Dir. Oral, de Escuelas de dicha pro- 
vincia, por devolución de lo que entendían habérseles 
cobrado de más, con intereses, sosteniendo que al liqui- 
dar el impuesto se tuvieron en cuenta para el total loe 
valores de tasación y no el real de $ 1.220.000 en que, 
con posterioridad a dicho avalúo, fué vendido privada- 
mente y con intervención judicial el campo "Las Tres 
Marías" a la Cía. Industrial Financiera e Inmobiliaria 
"Fomel", S. A. y "Viviana" S. A. Mercantil Indus- 
trial Financiera o Inmobiliaria. La venta tuvo lugar 
después de fracasar un primer remate por falta de pos- 
tores, y cuando estaba ya anunciado el segundo remate 
con retasa de la base. 
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Habiendo sido desestimada la demanda por el fallo 
de la Suprema Corte provincial obrante a fs. 134-137, 
interpusieron los herederos Brunkliorst el recurso ex- 
traordinario que fué abierto por V. E. a fs. 170. 

Con arreglo al escrito de apelación respectivo (fs. 
140), tal recurso se funda en que el criterio utilizado 
por la Dir. Oral, de Escuelas para liquidar el impuesto 
aplicando la ley provincial n* 4350 es contrario a los 
principios de igualdad y de inviolabilidad que consagran 
los arts- 14, 16 y 17 de la Const. Nacional. 

■y- 

Hecho el estudio del caso, no encuentro acreditado 
que esas afirmaciones sean exactas. La ley provincia' 
n* 4350, aplicada por el tribunal apelado, ha podido or- 
denar, sin violación de precepto alguno de la Constitu- 
ción, se tomaran como base del impuesto los valeres de 
tasación judicial o los que más tarde arrojase la venta 
efectiva. En cuanto a establecer si el mismo tribunal 
interpretó o no acertadamente los textos legales, huelga 
expresar que se trataría de materia no revisible por 
V. E. 

Corresponde, pues, mantener el fallo apelado en 
lo que pudo ser materia de recurso. — Bs. Aires, junio 
16 de 1945. — Juan Alvares. 
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Bs. Aires, 16 de julio de 1945. 

Y vistos: El recurso extraordinario, cuya proce- 
dencia ha sido admitida por esta Corte a fs. 170, dedu- 
cido por los herederos de D. Guillermo Brunkhorst con- 
tra la sentencia de la Suprema Corte de Justicia de la 
Prov. de Bs. Aires, dictada en el juicio seguido contra 
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la Dir. Oral, de Escuelas de dicha provincia por 



de pesos. 

Considerando s 

Que los actores demandaron a Ja Dir. Gral. de Es- 
cuelas de la Prov, de Bs. Aires por devolución, entre 
otras sumas que no hacen al caso, de la cantidad paga- 
da de más sobre sobre la transmisión del campo de la 
sucesión denominado "Las Tres Marías ", sito en el 
Partido de Pellegrini, por no estar conformes con la 
liquidación practicada por la demandada y haber paga- 
do bajo protesta urgidos por la necesidad de la venta. 
Sostuvieron, y sostienen en el recurso interpuesto, que 
la forma en que se ha aplicado por la Dir. de Escuelas 
e interpretado por la sentencia recurrida la ley pro- 
vincial 4350 vulnera los arts. 14, Ití y 17 de la Const. 
Nacional; viola el principio de la igualdad porque se 
le exige el pago del impuesto sucesorio sobre un valor 
ficticio y muy superior al realmente percibido, mientras 
que en todos los casos se aplica el impuesto sobre el 
valor real; vulnera el principio de la inviolabilidad de 
la propiedad porque al cobrarse sobre un valor ficticio 
la demandada se apoderó, sin causa justificada, de una 
importante suma de dinero que pertenece al patrimo- 
nio de los actores. 

Que los antecedentes de la cuestión son los siguien- 
tes: a) el bien transmitido fué avaluado < el juicio su- 
cesorio tramitado ante el Juzgado de 1* Instancia en 
lo Civil n* 4 de esta capital en $ 1.798.573,67 m/n.; 
b) fué sacado a remate judicial con las dos terceras 
partes de la tasación como base y como la subasta fra- 
casara se ordenó un segundo remate con la retasa co- 
rrespondiente; c) la víspera del remate l ^s actores so- 




licitaron la suspensión del mismo por haber obtenido 
un comprador por la suma de $ 1.220.000, superior al 
monto de la base del primer remate; d) en esa suma 
fué vendido realmente, firmándose la escritura corres- 
pondiente por los herederos. 

Que en virtud de estos antecedentes e interpretando 
las disposiciones de la ley provincial que dice: "Art. 
3*. El valor de los bienes transmitidos se determinará 
do acuerdo con las siguientes reglas: 1' Cuando se trate 
de inmuebles: o) El valor será el del avalúo fiscal, salvo 
el caso que existiera tasación judicial de mayor importe, 
la que en tal evento se adoptará para el justiprecio, etc. 
Art. á\ Cuando se efectuase la venta judicial de los 
bienes antes de abonarse el impuesto, el valor de la 
transmisión será igual al precio de dicha venta, sin per- 
juicio de lo establecido en el art. 8* y siempre que los 
tramites previos al remate so hayan realizado con cono- 
cimiento do la Dir. Gral. de Escuelas la demandada 
fué condenada en primera y segunda instancias a prac- 
ticar una nueva liquidación tomando en cuenta el valor 
real del campo y a devolver la diferencia. Pero llevado 
el caso a la Suprema Corte de Justicia de la Provincia, 
ésta, por mayoría, revocó «1 fallo por considerar, inter- 
pretando la ley, que ella aludía a la venta hecha en 
remate judicial y no a la venta privada o particular 
aunque haya sido autorizada por el juez. 

Que las provincias, según lo ha declarado esta Cor- 
te reiteradamente, tienen la facultad de establecer im- 
puestos sobre todas las cosas que se encuentren dentro 
de su jurisdicción territorial y formen parte de la rique- 
za pública, a cuyu efecto es de su exclusiva incumbencia 
crear los impuestos, elegir los objetos imponibles y de- 
terminar las formalidades de percepción, y mientras 
aquéllos no sean contrarios a la Const. Nacional no 



IM 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



pueden ser declarados ineficaces por los tribunales de 
justicia so color de ser opresivos, injustos o inconve- 
nientes. Es, por lo tanto, patente que la Prov. de Bs. 
Aires ha podido dictar la ley 4350 estableciendo el im- 
puesto, su forma de percepción y el modo de establecer 
•1 valor de los bienes a loa efectos del impuesto. Debe 
agregarse que la interpretación dada a la ley de una 
provincia por sus tribunales es irrcvisibte por esta 
Corte en función del recurso extraordinario, lo mismo 
que la solución dada a las cuestiones de hecho. —Fallos : 
194, 56 y los allí citados — . 

Que no aparece vulnerado el principio de la invio- 
labilidad de la propiedad desde el momento en que se 
cobra el impuesto en virtud de una ley y se fija su 
importo con relación al valor atribuido al bien trans- 
mitido por una tasación judicial. La ley lia podido fijar, 
sin violar el principio, que el valor del bien será el 
del avalúo fiscal, o el de !a tasación judicial si fuera 
mayor, o el precio de venta si ésta fuera judicial. Son 
reglas destinadas a asegurar 'a fiel percepción del tri- 
buto. Si la venta fué o no judicial, fué o no realizada 
en la forma prevista por la ley, son cuestiones ir revi- 
sibles por la Corto como queda dicho. 

Que la igualdad en materia de impuesto se cumple 
cuando en condiciones análogas se imponen graváme- 
nes iguales a los contribuyentes —Fallos: 188, 464 y 
los allí citados— y tal sucede en el presente caso ?n 
el que todos los que estén en igual situación que 'os 
recurrentes pa*c«r¡in el impuesto líquidndo en la misma 
forma. Es cierto que parece han habido interpretaciones 
contradictorias en diversos tribunales provinciales, pe- 
ro esa situación os a jena al art. 16 de la Const. Xacio- 
nnl y no puede fnndnr una impugnación de desigualdad 
contra La ley — Fallos: 18Í), 2!W— . 
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Por estos fundamentos y de conformidad con lo 
dictaminado por el Sr. Procurador General de la Na- 
ción, se confirma la sentencia recurrida en cuanto ha 
podido ser materia del recurso extraordinario. 

Aston 10 Sagabna — B. A. Ma- 
zar Anchorena — F. Rahos 
Mejía — T. D, Casares. 



NICOLAS BARRIERI Y CAYETANO REBECCIII v. 
IMPUESTOS INTERNOS 

CONSTITUCION NACIONAL: Constitucionaliihul e inconstitucio- 
nalültifl Lenes nacionales. Impositivas. Impuestos internos. 

La facultad do imponer multas que ta ley 3764 (t. o.) 
afílenla a la Adra, de Imp. Internos no es yiolatona de 
los arts. 1G, 18 ni 19 de la Const. Naeional. 
IMPUESTOS INTERNOS: Procedimiento. Via con ¡furiosa- 

El procedimiento para ocurrir ante la justicia federal 
contra las resoluciones toiulenatorias de ta Adra, de lmp. 
Internos no se rige por lo dispuesto en los arts, 233 y J34 
do la lev 50 sino en el art. 17 de la ley 3/04 (t. o.) que no 
t l?do derogado ¿>r los arts, 1, 2, 27 ni 28 de la ley 4.055. 
■ 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 16 de julio de 1945. 

Y vistos los autos "Barbieri, Nicolás y Rebecchi, 
Cayetano - Recurso de queja 2682-1-1942" en los qno 
m ha concedido el recurso extraordinario interpuesto 
a fs. 04 por los nombrados contra la sentencia de fs. 80. 



*N* FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

Considerando : 

Que el recurso extraordinario con^dido a fs. 95 
vta. se funda: 1' en que la Administración de Irap. 
Internos no ha podido dictar la resolución por la que 
impone multa a los recurrentes sin infringir el art. 18 
de la Const. Nacional, puesto que al arrogarse funcio- 
nes judiciales «acó a los recurrentes de sus jueces natu- 
rales, violando además con ello los arts. 16 y 19 puesto 
que se los hace objeto de un tratamiento desigual y se 
les manda hacer lo que la ley no manda; y 2* en que 
el recurso por ellos interpuesto no se rige por el art. 27 
de la ley 3754 derogado, según sostienen, por los arts. 
1, 2, 27 y 28 de la ley 4055, sino por los arts. 233 y 
234 de la ley 50 y concordantes del Cód. de Procs. de 
la Capital. 

Que como lo tiene reiteradamente declarado esta 
Corte, la imposición de multas por la autoridad admi- 
nistrativa en ejercicio de facultades legalmente acorda- 
das no es violatoria de ninguna garantía constitucional 
si queda expedito el recurso a la justicia (Fallos: 193, 
408; 198, 78 y los allí citados). 

Que dicha condición se cumple en este caso con 
más amplitud que con un mero recurso, pues el art, 
27 de la ley 3764 faculta para promover juicio conten- 
cioso luego de producida la condena administrativa 
(Fallos; 143, 271). Dehese, pues, desechar el agravio 
que se invoca para justificar el recurso extraordinario 
interpuesto. 

Que el segundo agravio fundado en la derogación 
o en la innplicnlúlidnd del citado art. 27 de la ley 37G4 
queda también desechado si se considera al primero 
inadmisible, pues la argumentación que lo sostiene par- 
te del principio de que la Administración de Imp. In- 
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ternos carecía de competencia para pronunciarse sobre 
la multa impuesta. 

Que establecido, como queda precedentemente, ha- 
ber procedido la administración en ejercicio de facul- 
tades legales que no violan disposición constitucional 
alguna y deberse regir el recurso interpuesto contra 
su decisión por el art. 27 de la ley 37G4, el rechazo de 
la queja debe con firmarse por sus fundamentos, de 
acuerdo con la jurisprudencia de esta Corte sobre el 
modo de '* ocurrir" al juez federal en ejercicio del de- 
recho que dicho artículo acuerda (Fallos: 168, 217 j 183, 
389 ; 178, 415). 

Por estas consideraciones so confirma la sentencia 
de fs. 80 en cuanto ha podido ser materia del recurso. 

Antonio Sagarna — B. A. Na- 
z a ii Anchorena — P. Ramos 
Mejía — Tomás D. Casabes. 



ROSA CARRIZO DE CORREA v. NACION ARGENTINA 

PENSIONES MILITARES: Pensiones a los militares. Generalidades, 

El P. E. no puede, sin transgredir los arts. 17 y 18 de la 
Const. Nacional, privar por sí y ante hí a la beneficiaría 
de una pensión militar de la bonificación que. no obstante 
no estar demostrada la existencia de un decreto que «e la 
acordara especialmente, percibía, sin observación de la 
Contaduría Gral. de la Nación y con arreglo a las respec- 
tivos órdenes de pago, desde que se dictó el decreto del 
11 de abril de 1929 en razón de lo dispuesto con carácter 
general en el art. 61 del mismo. 
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Sentencia de 1* Instancia 

Bs Aires, junio 10 de 1944, 

Y vistos: Estos caratulados "Correa Rosa Carrizo v. 
la Nación, sobre nulidad de decreto del P. E, y cobro de dife- 
rencia de pensión", de su estudio resulta: 

A fs. 3 la actora por apoderado, demanda por nulidad de 
decreto, pago de diferencias de pensión que resulte de la li- 
quidación a practicarse, y pago en el futuro de la pensión 
con la bonificación de servicios militares y civiles que detalla. 

Dice que es viuda del mayor Waldino Correa y percibe 
peusión por los servicios que éste prestó al ejército. En calidad 
de pensionista cobraba $ 150. — mensuales, pero desde el 11 de 
abril de 1929 en virtud del decreto registrado en B. 31 N» 8200, 
comenzó a cobrar $ 278 porque atento a lo dispuesto en el 
mismo se le computaron a los efecto» de la bonificación de la 
pensión de retiro los servicios prestados en la administración 
nacional con posterioridad a este. Pero desde el 1» de diciembre 
de 1931, se le volvió a liquidar su pensión a razón de $ 150, — 
mensuales porque fué derogado el decreto antes citado. 

Invoca lo resuelto por la Corte Suprema en el caso "Llana 
Nemesio Rosa de e. Gob. Nacional*'. Dice que no pudo sin 
resolución judicial o legislativa privársele del beneficio que le 
reconoció el decreto que le bonificó la pensión. 

En cuanto a las diferencias de pensión, acciona por los 
cinco años anteriores a la fecha de la demanda. Pide inte- 
reses y costas. 

2*) La demanda fué contestada a fs. 26 pidiéndose su 
rechazo con costas. Expresa que la mejora en la liquidación 
de la pensión de la actora se dispuso por la Contaduría Gene- 
ral de la Nación, a raíz de un decreto del P. E. que no consi- 
deraba en especial la situación de la señora de Correa, sino 
qne disponía que debían incluirse en el cómputo de los Bcrvi- 
cíos militares prestados, los civiles que se hubieran desem- 
peñado. 

El mismo procedimiento se siguió cuando el decreto de 
1» de diciembre de 1031, dejó sin efecto el anterior. 

Dice que las leyes que acuerdan beneficios deben inter- 
pretarse en forma restrictiva y niega que haya pasado a 
formar parte del patrimonio de la actora el beneficio invocado 
porque nunca existió acto firme y formal del P. E. que pudiera 
dar ese resultado. 
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Finalícente agrega que el caso fallado por la Corte y 
citado por la actora difiere del de autos porque en aquel habla 
mediado un decreto especial a favor del actor. 

Considerando : 

I. Que la cuestión de fondo planteada eu autos, es aná- 
loga a la resuelta por la Corte Suprema en el caso de Nemesio 
R. Llana (t. 189, pag. 42 y G, del F., t. 151, pág. 1) en el que 
confirmando el fallo de la Cám. Fed. y Juez de Sec, de Rosario, 
aceptó la doctrina que se resume en el concepto de que el P. E. 
no puede, sin transgredir los arte. 17 y 18 de la Const. Nacio- 
nal, privar por sí y ante sí a jn oficial del ejército en Bituación 
de retiro, de la bonificación de pensión que anteriormente le 
fué acordada con arreglo a lo dispuesto en el art. 61 del de- 
creto de abril 11 de 1929 que reconocía los servicios civiles 
prestados por militares retirados. 

II. En principio la situación planteada en el s»6 hte m 
similar a la aludida en el considerando precedente, y la acción 
por consecuencia debería prosperar, pero Be hace necesario 
analizar una cuestión especial articulada por el Sr. Proc. Fiscal 
al contestar la demanda en defensa de la Nación y es la in- 
fluencia que podría tener respecto de la Sra. de Correa el 
hecho de que con relación a ella no se haya dictado un expreso 
decreto disponiendo la bonificación de la pensión de que dis- 
frutaba, habiendo la Contaduría Gral. de la Nación dispuesto 
los pagos, dado que la actora estaba comprendida dentro de i% 
situación general prevista en el decreto de 11 de abril de 1929. 
Por esa razón, entiende el Sr. Proc. Fiscal no podría hablara* 
de un beneficio incorporado al patrimonio de la actora. 

Cree el suscripto que tal argumentación no es viable por- 
que si bien es cierto que falta en los antecedentes administra- 
tivos el decreto especial ajustando la situación de la Sra. de 
Correa al beneficio que reconocía el decreto de 11 de abril 
de 1929, está probado en el mismo expediente administrativo 
que la actora percibió la pensión bonificada y entonces, atento 
lo dispuesto en el art, 16 de la ley 428, forzoso es concluir que 
ha mediado una orden de pago del Presidente de la Nación 
suscripta por el ministro de Estado correspondiente, que sub- 
sanaría el supuesto vicio de la falta de un decreto especial, 
y entonces parece razonable asimilar en un todo la situación 
de la demandante con la de cualquier otro pensionista, a quien 
el P. E. hubiera dispuesto la bonificación previo un decreto 
especial. Además cabe expresar que la situación sería en todo 
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caso de duda, pues como lo dice el Presidente de la Conta- 
duría Oral, de la Nación en su informe de fe. f>3 ^ ta. del 
expte. adm. lo informado a fs. 28 del mismo "induciría a 
suponer haberse dictado el decreto de que sn trata" y el sus- 
cripto añade que a la fecha en que hubo de dictarse, según 
experiencia recogida del examen de muchos expedientes de !a 
época, era frecuente que el ex-presideute de la Nación Sr. 
Irigoyen suscribiera decretos que resolvían la petición de jubi- 
laciones, pensiones, etc., de numerosísimos interesados, lo que 
podría explicar que el decreto estuviera incorporado en otro 
expediente. En los agregados administrativos no hov constancia 
de que haya ocurrido tal cosa, pero no puede del todo descar- 
tarse que haya acaecido, y en todo caso, la falta del aludido 
decreto, no ubstante los pasos hechos, constituiría una prueba 
de desorden administrativo que pería injusto perjudicara a la 
actora que razonablemente debió pensar a] cobrar su pensión, 
que el trámite administrativo estaba cumplido inobjetable- 
mente, 

_ Por ello, y aceptando en cuanto al fondo del asunto el cri- 
terio interpretativo expuesto en los fallos confirmados por la 
Corte Suprema y citados en el primer considerando, fallo: 
declarando que la Nación dehe abonar a Ja actora la pensión 
que le corresponde como viuda del mayor Wuldino Correa, 
bonificada con el cómputo de los servicios civilps que prestó 
después de su retiro, de acuerdo a lo dispuesto por el decreto 
de 11 de abril de l!t'2í); además le deberá abonar bis diferen- 
cias entre las sumas cobradas desde cinco años antes de la 
iniciación de la demanda y las que debió percibir, eon inte- 
reses al tipo que cobra el Itauco de la Nación Argentina, desde 
la notificación de la demanda respecto de las diferencias de- 
vengadas hasta dicha notificación y desde el vencimiento de 
cada mensualidad, respecto de las posteriores. Costas por su 
orden, atentas las particularidades de la causa. — Alfonso E. 



Sentencia de la Cámara Federal 

Bs. Aires, 25 de octubre de lf>44. 
Y vistos: Considerando: 

La prescripción decenal del art. 4027 del Cód, Civ.. opuesta 
a fs. 44 vta. por la demandada, no es admisible, por cuanto el 
derecho de la actora para demandar judicialmente, nació deí 



— 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 

decreto de 1« de diciembre de 1931 que dejó sin efecto la bo- 
nificación que sobre su pensión venía gozando y no como lo 
pretende aquélla, desde que falleciera el causa-habiente en el 
año 1922: el fallecimiento del esposo hizo nacer el derecho a 
pensión, únicamente. A este efecto, poro importa que esa bo- 
nificación fuera bien o mal acordada, ya que lo que se cues- 
tiona — y sobre ello se trabó la litis — , es la legitimidad del 
decreto precitado de diciembre de 1931 (escritos de demanda 
y contestación de fs. 3 y 26). Y como la demanda se dedujo 
él 26 de septiembre de Í941, es evidente que aquel término no 
había transcurrido (cargo de fs. 5 vta.). 
Por ello se la rechaza. 

En cuanto al fondo del asunto, es de notar que no es po- 
sible fundar la anulación del decreto de referencia, en una si- 
tuación de hecho sin asidero en disposición legal alguna, ya 
<|LH> ni í>1 ileiTvto que acordara acuella bonificación se invoca 
y lejos de ello, no se lo conoce. No cree el Tribunal que por 
inferencia pueda da rae por cierta su existencia, como se con- 
fluye en la sentencia recurrida (consid. II). 

Las decisiones de los tribunales federales han amparado 
siempre las situaciones creadas por decretos ejecutoriados, pero 
bajo la base de su existencia (Corte Suprema, t. 182, pág, 267, 
entre muchos otros) ; no se ha examinado el supuesto contrario, 
que es el de autos. Y ello es obvio, pues falta el documento 
k'gal necesario para la legitimación del pretendido derecho que 
se dice vulnerado por el decreto que se ataca. 

Cabe concluir entonces, que el único acto legal firme para 
la actora, es el decreto de la primitiva pensión, al que en forma 
alguna afecta el derogatorio de 1* de diciembre de 1931. 

Por estos fundamentos, se .evoca la sentencia recurrida, 
sin costas. — Carlos del Campillo. — U, Villar Palacio. — 
J. A, González Calderón (según su voto). — Carlos Herrera, 



Voló del Dr. J. A. González Calderón 
Vistos y Considerando : 

Opuesta la prescripción decenal en esta instancia por el 
Sr. Fiscal de Cámaro, corresponde considerarla de inmediato, 
en virtud de lo dispuesto por principios elementales de derecho 
y especialmente en mérito de lo preceptuado por el art. 3962 
del Cód. Civ., ya que, si ella procediese, tal circunstancia, 
bastaría para rechazar la demanda de fs. 3. 
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Observa, en efecto» el Sr. Fiscal de Cámara que et mayor 
Correa, causante de la actora, falleció el 31 de enero de 1922, 
deade cuya fecha hasta la de iniciación de la demanda, 26 de 
septiembre de 1941 (ver cargo de fs. 5 vta.) f ha transcurrido 
«1 tiempo de la prescripción decenal casi dos veces; a lo cual 
debe agregarse que no se han producido actos interraptivoa 
de ese lapso por parte de la actora, ni por el P. E. (arta. 3986 y 
y 3989 del Cód. Civ.). 

Como acertadamente arguye el Min. Fiscal en ambas ins- 
tancias — y el mismo Sr. Juez a-quo lo reconoce en bu sentencia 
de fs. 36— hase comprobado en autos "el hecho de que con 
relación a ella (la actora) no se haya dictado un espreso de- 
creto disponiendo la bonificación de la pensión de que disfru- 
taba". "La orden de pago" a que alude el Sr. Juez, no puede 
producir el efecto legal necesario, para fundamentar ese pre- 
tendido "derecho" de aquélla a la bonificación de su pensión; 
pues, en todo caso ¡a situación sería de duda — como el propio 
Sr. Juez lo admite — y entonces, en esa situación, más decisivos 
motivos habría para solucionar ol caso a favor del tesoro na- 
cional, al cual no se le puede hacer cargar con más obligaciones 
que las expresamente contraídas en consecuencia de sanciones 
legales o actos expreso» del P. E. 

Por estos fundamentos y por los del Min. Fiscal a fs. 26 
y 40, se revoca la sentencia apelada de fs. 36, sin costas, por- 
que la actora pudo creerse con razón suficiente para litigar. — 
J. A. Calderón, 
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Bs, Aires, 16 de julio de 1945. 

Y vistos: Los do la causa Rosa Carrizo de Correa 
v, Gob. do la Nación sobre nulidad de un decreto y 
cobro do pensión en su carácter de viuda del Mayor del 
Ejército Nacional en situación de retiro D. Waldino 
Correa; juicio venido a la Corte en virtud del recurso 
extraordinario coutra el fallo de la Cám. Fed. de Apel. 
de la Capital que desestimó la demanda ; y 
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Considerando: 

Que esta causa es semejante a la que falló la Corte 
en 14 de febrero de 1941, de Nemesio Rosa liana contra 
la Nación, que se registra, en resumen, en el t. 189, 
pág. 42, Allí, como en estos autos, se discutió la facul- 
tad del P, E. para anular por sí y ante sí por decreto 
de Í* de diciembre de 1931 el de 11 de abril de 1929 que 
acordó bonificación de pensión de retiro militar por 
causa de servicios civiles prestados por posterioridad a 
diclio retiro. La Corte, confirmando las resoluciones 
del Juez Fed. y de la Cám. Fed. de Rosario hizo lugar 
a la demanda, declaró —de acuerdo con la doctrina de 
su jurisprudencia— que el P. E. no podía modificar la ■ 
cosa juzgada que resultaba de una decisión adminis- 

Que si bien no aparece discutida en el citado caso 
Llana la existencia de un decreto especial que declarara 
a dicho militar comprendido en el art. 61 del decreto 
de 1929 —circunstancia que en estos autos sirve de fun- 
damento al minucioso e ilustrado dictamen del Proc. 
Fiscal de Cámara, — fs. 40—, y al tribunal apelado 
— fs, 49 — , es lo cierto que tal decreto especial no se 
ofreció ni se requirió en aquel caso y que se dio por 
suficientemente eficaz el de carácter general de 1929 
ue en su art. Gl comprendía a todos los retirados que 
hubieran prestado servicios nacionales después de dicho 
retiro. 

Que, por lo demás y como lo ou^erva la recurrente 
a fs. 55, toda orden de pago debe per hecha por el Presi- 
dente de la Nación y su Ministro de Hacienda —ley 
428, art. 16 — y, en consecuencia, el decreto general de 
1929 tiene la ratificación particular, personal, referida 
a la Sra. Carrizo de Correa, en todas las mensualidades 
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posteriores que te fueron liquidadas y satisfechas ; y 
tampoco existe constancia —ni se lia alegado la exis- 
tencia de una observación de Contaduría General — que 
hubiera correspondido, imperiosamente — art. 17 ley 
citada — de conceptuar ilegales dichas órdenes de pago 
para provocar la insistencia en acuerdo Je ministros. 
Que no se han discutido loa servicios prestados por 




el mayor Waldino Correa, como profesor del Colegio 
Militar durante 11 años, eou posterioridad a su retiro y 
esos servicios están previstos en el art. 60 do la ley 
9675, llamada de Cuadros y Ascensos, como lo hace no- 
tar la Auditoría Oral, de Guerra y Marina en su dicta- 
men de fs. 30 del expíe, ndm. agregado; y, en conse- 
cuencia, suponiendo discutible la actitud del P. E. al 
computárselos aunque no hubiera existido postergación 
de ascenso, lo cierto es que no puede sostenerse que 
hubo nulidad absoluta imprescriptible, como no la hubo 
en el caso Llana favorablemente fallado por esta Corte 
y los tribunales inferiores. 

En su mérito y concordantes de la sentencia de 
primera instancia, se confirma ésta y se revoca la ape- 
lada en cuanto pudo ser materia del recurso. 




Antonio Saoauna — B. A. Xa- 
zar Anchohena — P. Ramos 
Mejía. 
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JULIO FUNES Y OTROS v. FERROCARRIL PACIFICO 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Relación di- 
recta. Sentencias con fundamentos no federales o federales consen- 
tidos. Fundamentos de hecho. 

Es improcedente el recurso extraordinario fundado en 
disposiciones del Regí, Gral. de Ferrocarriles respecto de 
las cuestiones que no han sido decididas por interpreta- 
ción de aquéllos sino por apreciación de la prueba reunida 
en autos y aplicación de normas locales y de disposiciones 
de orden interno y particular de la empresa ferroviaria. 

FERROCARRILES: Formación y marcha de los trenes, 

A efecto de lo dispuesto en el art. 57 del Regí. Gral de- 
Ferrocarriles no debe considerarse como "locomotora sola 
sino como "tren especial* ' a la que, con autorización su- 
perior, remolcaba un furgón en reemplaza leí tren de carga 
ordinario por carecer de objeto hacer co. rer a este. 



Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

Estudiado detenidamente este expediente, me in- 
clino a pensar que la revisión pedida a V. E. del fallo 
de la Cám. Fed. de Mendoza obrante a fs. 473 versa 



vincula» conforme ocurre siempre, la aplicación de tex- 
tos legales. Según tal concepto el recurso extraordina- 
rio concedido a fs. 485, resulta improcedente, y así co- 
rresponde declararlo. — Bs. Aires, febrero 7 de 1945. — 
Juan Alvarez. 




sobre cuestiones de hecho, a las que se 
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Bs. Aires, 16 do julio de 1945. 

Y vistor los autos "Funes, Julio, Francisco y Sc- 
nobia v. Empresa del F. C. Bs. Aires al Pacífico, por 
indemnización de daños y perjuicios", en los que se lia 
concedido a la parte actora el recurso extraordinario 
interpuesto contra la sentencia de fs. 473 de la Cám. 
Fed. de Mendoza. 

Considerando : 

Que las cuestiones mencionadas a fs. 481 como sus- 
ceptibles de revisión por la vía del recurso extrnordi- 
na rio no son tales sino de hecho y prueba salvo las rela- 
tivas a la máxima velocidad reglamentaria para trenes 
como el que embistió al ómnibus y a la medida de la 
obligación de la empresa de tener personal dedicado a 
atender la barrera en que ocurrió el accidente. Aunque 
para decidirlas se hayan invocado disposiciones del 
Regí. Oral, de Fe r roca riles no es una interpretación 
de ellas lo que funda la decisión sino la apreciación de 
las pruebas referen fes a los hechos determinantes de 
su aplicación. Cabe considerar aparte la alegación re- 
lativa al modo como el tren de que so trata cumplía el 
horario al que debía ceñirse, puesto que no es precisa- 
mente de hecho; pero como tampoco es do interpreta- 
ción del decreto aludido, no tratándose, como no se 
trata, de horarios oficialmente aprobados sino de los 
que la empresa dispone para sus trenes especiales, tam- 
poco puede determinar la procedonria del recurso ex- 
traordinario. 

Que de las dos cuestiones que no son de bocho la 
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relativa a la atención que reglamentariamente corres- 
pondía prestar a las barreras del paso a nivel, débese 
descartar también en la consideración del recurso por- 
que el punto de la litis con el qne esta cuestión tiene 
atinencia es resuelto en el fallo recurrido por aplica- 
ción de disposiciones de derecho local — la ordenanza 
de la Municipalidad de Maipú agregada a fs. 198— y 
prueba de hechos, el conocimiento que el conductor de- 
bía tener del régimen do las barreras en cuestión a 
causa de su experiencia en esa línea—, suficientes para 
sustentarlo. 

Que sólo queda como materia propia del recurso 
la cuestión referente a si la locomotora y el furgón que 
constituían el convoy por el cual fué embestido el ómni- 
bus han de considerarse o no, para la determinación 
de la velocidad máxima que podía reglamentariamente 
desarrollar, como locomotora sola. La sentencia apela- 
da lo califica de "tren de carga especial" y hace para 
ello correcta interpretación del derecho federal aplica- 
ble, puesto que desde el momento que la locomotora en 
cuestión remolcaba un furgón dejó de ser la locomoto- 
ra sola que menciona el penúltimo párrafo del art. 57 
del Regí. Oral, de Ferrocarriles. Y corno no era un tren 
de pasajeros no podía considerársele, ateniéndose a la 
clasificación de dicho reglamento, sino como de carga. 
Pero como, además, no era un tren de carga compren- 
dido en los horarios ordinarios, sino improvisado cir- 
cunstancialmentc a raíz do coi aprobarse que carecía de 
objeto hacer correr en esa fecha el tren de carga ordi- 
nario n° 73C está bien calificado por la sentencia de 
tren "especial", que es como se califica en los regla- 
mentos a los que las empresas hacen correr, con la de- 
bida autorización superior que en este caso existió 
— fs. 91 — , fuera del plan ordinario preestablecido. 
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Por estas consideraciones y de acuerdo, en lo per- 
tinente, con lo dictaminado por el Sr. Procurador Ge- 
neral se confirma lu sentencia apelada en lo que pudo 
ser materia del recurso. 



CIA. DE ELECTRICIDAD DE "LOS ANDES" v. 
DEPARTAMENTO (j EN* El! AL DE IRRIGACION 
DE MENDOZA 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia federal. Por las 
personan. 

Cuando interviene por razón de las personas la justicia 
federal actúa como los tribunales provinciales, aplicando 
el derecho local con igual atribución y alcance que éstos('). 

ACTOS PUBLICOS Y PROCEDIMIENTOS JUDICIALES. 

No comporta violación de los arts. ~'> de la Const. Nacional 
y 4* de la ley 44 ta sentencia por la cual la justicia federal 
en el correspondiente juicio ordinario sobre repetición 
tramitado ante ella por razón de las personas, ordena la 
devolución de los impuestos cobrados a la actora en un 
juicio de apremio seguido ante las tribunales provinciales. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantía». Igualdad 
La garantía de la igualdad ha sido dada a los particulares 
contra la autoridad y no a esta última para defensa de su 



CONSTITUCION NACIONAL: Derecho» y garantías. Igualdad. 

La exein-ión d<- grav/unem^ an»rdadi*¡ al concesionario dt> 
un servicio público no es violatoria del art. 16 de la Const. 
Nacional, aunque arpié] la comprenda las tasas. 



Antonio Sagakna — B. A. Na- 

ZAR Ax CHOREN A — F. RaMOíí 

Mejía — Tomás D. Casabes, 
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Dictamen del Procurador General 



Suprema Corte: 

Por fallo de fecha 25 de abril ppdo. la Cám. Fed. 
de Mendoza condenó al Dcpto. Gral. de Irrigación, de 
aquella provincia, a devolver a la Cía. de Electricidad 
de "Los Andes", con intereses, cierta suma que esta 
última fué compelida a pagar, en juicio de apremio, 
por concepto do contribuciones locales. La Cám. Fed. 
declara que atento lo convenido en su coutrato-conce- 
t Cía. de Electricidad "Los Andes' 1 estaba exo- 
_ del paso de tales gravámenes, y en consecuencia 
■ no fueron válidamente exigióles. 

Coutra esa sentencia se trae ahora recurso extra- 
ordinario, fundándolo en que- 

a) la justicia federal de Mendoza ha desconocido 
validez al fallo dictado en el juicio de apremio 
donde se estableció ser válidas dichas contribu- 
ciones ¡ 

h) la exoneración de gravámenes concedida a fa- 
vor de una empresa privada, violaba las normas 
constitucionales de igualdad ante el impuesto. 
Respecto de lo primero, no encuentro demostrado 
que lo resuelto en el juicio de apremio comportara legal 
y necesariamente la pérdida de los derechos que asis- 
tían a la Cía. de Electricidad "Los Andes'* —emergen- 
tes de su contrato-concesión— para someter a la justi- 
cia federal, en juicio ordinario, la interpretación y al- 
cance de las cláusulas aludidas. 

de lo segundo, V. E. tiene reiteradamente 
no ser violatorias de la Const. Nacional 
f.iM^M, que esta última las autoriza en so art 67 inc, 
16 —concordante con el 107— las exoneraciones de 
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tasas e impuestos a favor de empresas de utilidad ge- 
neral. 

Corresponde, entonces, confirmar la sentencia ape- 
lada en cuanto pudo ser materia de recurso. — Bs. 
Aires, junio 30 de 11*4-4. — Juan Alvares. 
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Bs. Aires, 1(J de julio de 1945. 

Y vistos los autos "Cía. de Electricidad de "Los 
Andes " v. Depto. tí nd. de Irrigación", en los que se 
ha concedido el recurso extraordinario interpuesto por 
la demandada contra la sentencia dictada a l's. 5ü2 por 
la Cám. Fud. de Mendoza. 

Considerando: 

Que el recurso extraordinario interpuesto a fs. 573 
se funda: 1* en que la sentencia recurrida es contraria 
a la validez de la sentencia dictada cu el juicio de apre- 
mio que el Depto. Oral, de Irrigación do la Prov. de 
Mendoza promoviera contra la actora por cobro de la 
contribución cuya repetición se demanda en este juicio, 
y que, por consiguiente se ba violado la garantía (pie 
establece el art, 7* de la Const. Nacional y reglamenta 
el art. 4 de la ley 44; W que se alegó oportunamente ser 
contraría al principio de igualdad y al de inviolabilidad 
de la propiedad consagrados por los arts. 16 y 17 de la 
Constitución la ampliación que de la exención de im- 
puestos establecida por la ley contrato 824 — art. 18— 
so hizo mediante decreto del P, E. provincial incluyen- 
do los sen-icios de irrigación. 

Que bis cuestiones federales mencionadas fueron 
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introducidas en la causa oportunamente y la decisión 
de la sentencia apelada, que es definitiva, es contraria 
al derecho que la recurrente invoca amparándose en las 
citadas disposiciones constitucionales. En consecuen- 
cia, el recurso debe considerarse bien concedido. 

Que con respecto al primero de los agravios enu- 
merados ha de tenerse presente para juzgarlo que la 
justicia federal intervino en esta causa no en razón 
de la materia sino de las personas, por causa de distin- 
ta vecindad y que, por consiguiente, su actuación equi- 
vale a la de la justicia local puesto que aplica el dere- 
cho local, con la misma atribución y con el mismo al- 
cance que los tribunales provinciales. 

Que la defensa de cosa juzgada fundada en la sen- 
tencia del juicio de apremio se desechó en primera ins- 
tancia por entender el juez de la causa que en estos 
casos queda siempre a salvo al vencido el derecho de 
promover juicio ordinario, y en segunda porque el jui- 
cio de apremio se promovió y llevó a término no obs- 
tante la orden notificada a la demandada en el juicio 
''Empresa de Luz y Fuerza v. Dir. de Irrigación" de 
no cobrar a la actora la contribución cuestionada mien- 
tras dicho juicio no llegara a su término. Uno y otro 
fundamento lineen a la decisión insusceptíble de ser 
revisada por la vía del recurso extraordinario, puesto 
que en virtud de ellos la cuestión fue decidida como 
de hecho y de derecho común. Basta considerar la pro- 



sibilidad en esta causa que aunque ventilada en la ju- 
risdicción federal lo ha sido, como quedó dicho, aná- 
logamente a como hubiera correspondido su dilucida- 
ción en la jurisdicción provincial. Y por lo mismo no 
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cabe invocar la garantía del art 7* de la Constitución, 
porque no se trató aquí del juicio de los efectos legales 
de un procedimiento judicial de una provincia hecho 
en una jurisdicción distinta, sino del que hizo la justi- 
cia federal actuando en el ohj<^o propio de la provin- 
cial por las circunstancias de excepción de la distinta 
vecindad de las partes en litigio. No hay, pues, en este 
punto, materia para el recurso extraordinario inter- 
puesto. 

Que en cuanto al segundo fundamento, hay que 
distinguir en él la invocada violación del principio de 
igualdad que comportaría una exención de gravámenes 
acordada a empresas concesionarias de servicio públi- 
co, como la aflora, del argumento relativo al alcance 
de la exención legal de que aquí se trata, y que, según 
la recurrente, no comprendería la tasa do irrigación. 
Sobre lo primero, fuera de que la garantía invocada 
ha sido dada a los particulares contra la autoridad y 
no a esta última para defensa do su potestad imposi- 
tiva (Fallos; 134, 37) se ha pronunciado esta Corte 
reiteradamente en el sentido de que exoneraciones co- 
mo las tle este caso, en el que el pago de las contribu- 
ciones públicas es reemplazado por el de un porción lo 
de los ingresos, no viola el principio do igualdad del 
art. 16 de la Constitución aunque la exención compren- 
da las tasas, autorizado como está ese privilegio por 
otros textos constitucionales (arts. 07, inc. Ib' y 107; 
Fallos: 183, 181 y 452; 185, 25), Lo segundo es* inter- 
pretación de leyes, decretos y actos de las autoridades 
locales que no puede ser revisada con motivo y en la 
oportunidad de un recurso extraordinario. 

Por estas consideraciones y do acuerdo con lo dic- 
taminado por el Sr. Procurador General de la Nación, 
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se confirma la sentencia apelada en cnanto ha sido ma- 
teria del recurso. 

Antonio Saoauna — B, A. Na- 
zau Anchokena — F. Ramos 
JIejía — Tomás D. Casabes. 



ELSA E. MAT ARESE v. NACION ARGENTINA 
Y ENRIQUE RODRIGUEZ VAZQUEZ 

DAÑOS Y PERJUICIOS: Responsabilidad del Estado. Accidentes 
de tránsito. 

Las personas — una do ellas el Estado — de quienes depen- 
dían los conductores de los vehículos a consecuencia del 
choque de los cuales por culpa de ambos resultó muerto un 
tercero, responden solidariamente por el daño causado (*), 

DASOS Y PERJUICIOS: Determinación de la indemnización. Daño 
moral. 

Siendo un delito del derecho criminal c! hecho que da 
origen a la indemnización —homicidio previsto en el art. 
84 del Cód. Penal, conforme al cual fueron condenados 
sus autores— debe comprenderse en aquella el daño moral 
causado. 



ENCARNACION GRATJ % NACION ARGENTINA 

ACCIDENTES DEL TRABAJO: Enfermedades. 

A falta de prueba demostrativa de la relación entre el 
accidente sufrido por el obrero y la tuberculosis que va- 
rios anos después le afectó y ocasionó la muerte, procede 
rechazar la demanda sobre indemnización de accidente del 
trabajo fundada en dichas circunstancias ( 2 ). 



(l) 16 de julio de 1A45. 
(3) 13 de julio de 1045, 



2» 
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ROBERTO MARTI ra re NACION ARGENTINA 
v. ESTERAN ROULET 

CESION DE DERECHOS. 

El oficio por el cual lu Coin. Regid, de la Producción y 
Comercio de la Yerba Mate, en contestación al que Le di- 
rigiera el juez de una convocatoria de acreedores para que 
depositara el importe de fus compensaciones de determina- 
da cosecha, manifiesta haber sido privadamente notificada 
de la cesión de i*p crédito por nota que le dirigió el cesio- 
nario con copia de la respectiva escritura, importa darse 
por notificada do dicha cesión en el espediente judicial, 
o sea por acto público como requiere el art, 14íi7 del Cód. 
Civ. ; por lo que el embargo trabado posteriormente no 
puede ser eficientemente opuesto al cesionario. 
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Bs. Aires, 18 do julio de 1945. 

Y vistos los autos "Martí Roberto s/ levantamien- 
to de embargo en juicio "Pisco Nacional v. Esteban 
Roulet, cobro ejecutivo", en los que so lia concedido 
el recurso ordinario do, apelación interpuesto por el 
Fiscal de la Cám. Fcd, de Paraná contra la sentencia 
de fs. 87. 

Considera lulo : 

Que por oficio de fecha 3 de enero de 1Í)3Í>, apresa- 
do el 5 del mismo mes a los autos "Roulct Mareos Es- 
teban, su convocatoria de acreedores" (fs. 1S4), la Co- 
misión Reguladora do la Producción y Comercio do la 
Yerba Mate manifestó al juez de la causa que "con 
fecha 1* de abril de 1Í>3S, el Sr. Marcos Esteban Roulet, 
por escritura pasada ante el escribano Sr. Emilio S. 
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G alian cedo y transfiere al Dr. Roberto Martí el cré- 
dito que tiene a cobrar do la Comisión Reguladora con- 
sistente en la suma de $ 6.500 m/n. que le corresponden 
ul Sr, Roulet por saldo correspondiente a la compen- 
sación de yerba mate del año 1936", Y por otra comu- 
n ¡ración dirigida el 23 de enero de 1941 y agregada a 
j's. ."i:! de este incidente, expresó que U cesión "fué 
comunicada a esta Comisión Reguladora mediante no- 
ta del Dr. Roberto Martí de fecha 4 de abril do ese 
año (1939) remitiendo copia simple de dicha escritu- 
ra", y que en virtud de que dicho organismo no ins- 
cribe cesiones de créditos de compensaciones acordadas 
por la ley 12.236 procedió, el 3 de enero do 1939, a 
depositar en el Banco de la Nación Argentina a la 
orden del juez respectivo y como perteneciente a la 
causa "Roulet Mareos Esteban", convocatoria de acree- 
dores", la suma de # 12,343,96 en concepto de saldo de 
compensación del año 1936 a los fines que el juzgado 
estimase conveniente. 

Que aun con prescindencia del valor que, a efeeto 
de lo dispuesto por los arts. 1459 y 1467 del Cód. Civ. 
y atento lo que establece el art. 979, inc. 2', del mismo, 
corresponde atribuir a la comunicación hecha el 4 de 
abril de 1938 por el Dr. Martí a la Comisión Regula- 
dora y archivada por ésta según lo ponen de manifiesto 
los oficios de referencia, es indudable que por lo me- 
nos el oficio del 3 de enero de 1939, dirigido al juez 
a raíz do las intimaciones decretadas a fs. 180 y 181 
vta. del expediente de convocatoria para obtener el de- 
pósito de las compensaciones de la cosecha de 1936, 
importaba por parte de dicha Comisión darse por no- 
tificada en el expediente de la cesión de créditos hecha 
por Roulet al Dr. Martí mediante la escritura pública 
a que se refería expresamente en dicho oficio; es decir, 
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darse por notificada mediante acto público, desde que 
las actuaciones judiciales son instrumentos públicos 
conforme a lo dispuesto en ol art. 979, incs. 2* y 4*, del 
Cód. Civ. Esa presentación tiene todo el valor de una 
notificación personal y, por consiguiente, toda la efi- 
cacia requerida por el art, 1467 del Cód. Civ, (Conf. 
AunnY y Bau § 559 bis, nota 7; Lai'hext, t. 24, n* 484; 
Glasson y Tissieh, t n* 427), y habiéndose realizado 
con anterioridad el embargo decretado a favor del Fis- 
co el 27 de febrero de 1939 (fs. 25 vta. de los autos 
"Pisco Nacional v. Esteban líoulet, cobro ejecutivo) 
éste no es oponible al cesionario (Cód. Civ., art. 1467). 

Que el Sr, Fiscal do Cámara ha consentido lo re- 
suelto por la sentencia de primera instancia en cuanto 
a La validez de la cesión (fs. 86 de estos autos} por lo 
que no corresponde a esta Corte Suprema pronunciarse 
acerca de esa cuestión. 

En sn mérito, confírmase la sentencia apelada, sin 
costas también en esta instancia. 

AxTosrro Sagarna — B. A. Na- 
zaji Anchorena — F. Ramos 
Mejía — T. D. Casares. 



SANTA DEAN DE VE\TI T RTXI Y OTROS v. 
8. A. CIA. DE ELECTRICIDAD DEL ESTE ARGENTINO 

RECURSO EXTRA ORDINARIO : Requisitos propios. Cuestión fe- 
deral. Cuestiones no federales. Interpretación de normas y actos 

CQñtUtUS. 

Tanto la interpretación del decreto del P. E. Nacional del 
21 de mayo de 1918, reglamentario del nrt. 17 de la ley 
9668, coran la de esta última disposición, no constituyen 
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cuestiones federales susceptibles tic fundar el recurso extra- 
ordinario, deducido en el pleito por el parruu para deter- 
minar cuál es el resultado de la omisión de los requisito* 
establecidos por dicho decreto en cuanto a la opción pre- 
vista por el citado art. 17 de la ley (*). 



S. Ai RADIO PRIETO v. JUAN CASELLA 

COXSTITVCIOX SACIOXAL: Derechos y garantías. Derecko de 
propiedad. 

La aplicación retroactiva del art. ¡>2, i ne. a) de la ley 11.924 
tal como fué modificada por el decreto 4555 del 3 de agosto 
de 1043, a consecuencia de la cual se declara improcedente 
el recurso de apelación contra una resolución de fecha 
anterior a dicho decreto que desestimaba la perención do 
instancia, no es violatoria de los arts. 17 y 31 de Ja Const. 
Nacional. 



Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

No encuentro acreditada en estos autos la proce- 
dencia del reenrso traído ante V. E. El fallo de fs, 53, 
que le sii-ve de base, resuelve cuestiones de derecho^ ci- 
vil o procesal no susceptibles de revisión en esta ins- 
tancia. Corresponde» pues, declarar mal concedido dicho 
recurso. — Bs. Aires, julio 29 de 1944. — Jmn Alvarez. 



(i) Ifl de julio de 1945. 
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Bs. Aires, 20 de julio de 1945. 

Y vistos los autos *'S, A. Radio Prieto contra Juan 
Casella - Public. Laz-Til sobre cobro de pesos", en los 
quo se ha concedido el recurso extraordinario inter- 
puesto pnr la parte demandada contra la sentencia 
dictada a fs. 53 por la Sala II de la Cám. de Apcl. de 
la Justicia de Paz Letrada. 

Considerando : 

Que el recurso extraordinario se funda en que la 
sentencia apelada declaró mal concedida la apelación 
interpuesta contra la resolución de fs. 39 aplicando para 
ello el ine. a) del art. 52 de la ley 11.924 tal como fué 
modificado por el decreto 4555 del 3 do agosto de 1943, 
no obstante que el auto en que se concedió dicha apela- 
ción es de fecha 2 de julio del mismo año, y esta aplica-, 
ción retroactiva importaría, a juicio del recurrente, 
violación de los arts. 17 y 31 de la Const. Nacional 
porque ataca su derecho de propiedad y da preferencia 
a unn ley local sobre lo dispuesto por los arts. 2, 3 y 
4 del Cód. Civ. 

Que la i rret reactividad do la ley no es garantía 
constitucionalnicnte consagrad?*, sub*o en el orden pe- 
nal por lo dispuesto por el art. 18 de la Constitución, 
sino sólo principio legal del derecho civil. En conse- 
cuencia la aplicación retroactiva de una ley no penal 
no puede dar lugar al recurso extraordinario sino cuan- 
do se trate de derechos adquiridos, incorporados al pa- 
trimonio como una propiedad (Fallos: 163, 155; 178, 
431). Lo cual no sucede, sin duda alguna en este caso, 
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en el que la consecuencia de la aplicación es que baya 
quedado firme la resolución de fs. 39 que rechazó la 
peronción alegada por el recurrente. 

Por estas consideraciones se confirma la sentencia 
apelada en cuanto pudo ser materia del recurso. 

RoBEHTO IÍEPETTO ANTONIO Sa- 

GATtN'A B. A. NaZAR AfíCHO- 

iiEN a — P. Ramos Mejía — T. 
D. Oas.míes. 



JACINTO ARBONA v. NACION ARGENTINA 

CONSTITUCION NACIONAL; Control de eonstiUiciotmlidad In- 
terés para impugnar la canstititcionalidnd. 

El actor en un juicio sobre repetición del impuesto a los 
réditos seguido contra la Nación carece de interés para im- 
pugnar — fundado en que el decreto del P. E. de faeto que 
la autoriza es contrario a las leyes 3367 y 11.683 y por ello 
Inconstitucional — la intervención que, en tercera instan- 
cia y sin perjuicio de la que se conserva al Procurador 
General de la Nación, se ha dado por resolución del Tribu- 
nal al funcionario designado al efecto por la Dir. Gral. 
del Imp. a los Réditos ('). 



CIA. SANTAFECINA DE INMUEBLES Y 
CONSTRUCCIONES v. PROVINCIA DE CORDOBA 

LlfíliOS DE COMERCIO. 

La circunstancia de que una sociedad comercial esté en 
liquidación no la exime de llevar los libros legales, desde 



(i) 20 do julio Je 1915. 
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que la sociedad subsiste a aquel efecto y la obligación in- 
cumbe a todo comerciante, conforme a lo dispuesto por 
los arte. 43 y 435 del Cód. de Com. í 1 ). 

CONSTITUCION NACIONAL: CottMitncionslidüú e hironstitucio- 
naiidod. Impuestos y contribuciones provine-tules. Territorial. 

Es violatorío del art. 17 de la Cfmst. Nacional el impuesto 
territorial establecido por la ley 37S7 de la Prov. de Cór- 
doba que t según resulta del informe presentado por el pe- 
rito tasador designado en el juicio, absorbe casi el 32 % 
de la producción líquida muy buena del período 1938-39, 
más del décuplo de la muy mala de 1939-41) y más del 
40 % de la buena y muy buena de 1940-41. n sen un pro- 
medio superior ai 5H ' ', de la renta que el campo bien 
explotada produce u su dueño (=). 



MlCl'EL POMPONIO 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio?, Cuestión fe- 
deral. Cuestionen na federóles. Interpretación de Normas ij tutos 
comunes. 

La cuestión consistente en determinar si en las cansas sobre 
infracciones a tas ley* 1 * administrativas penadas con mul- 
tas de carácter penal, como las previstas por la ley 11,275, 
el art. 07 del Cód. Penal debe ser interpretado en ol sen- 
tido de que sf refiere solamente a la reincidencia específica 
o si comprende tamo i en la genérica, es de naturaleza co- 
mún y. por lo tanto, insusoeptible de sustentar el recurso 
extraordinario ( a ). 



1) ÜÍI de julio ¿le 1945. 

2) Fnllos: 231: 194, 42S: 10.1, Ufe 19f>, 122 y Sil. 
*) 20 do julio de 1945, 
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LL'IS BALDIKI v. DIRECCION GENERAL DEL 
IMPUESTO A LOS REDITOS 

RECURSO EXTRAfiRDIXARlO: Requisito* formales. Interposi- 
ción del recurso. fundamento. 

Constituyen suficiente fundumento del escrito en que se 
interpone el recurso extraordinario las manifestaciones 
necesarias para comprobar la decisión de una cuestión 
federal susceptible de sustentar Ja apelación 

GQ88TJTUC10S X AVIOS AL: Derechos y nnranluts, Defensa m 

juicio. Procedimiento y sentencia. 

El incumplimiento de las normas locales y reglamentarias 
destinadas a aseguro e la serie<lad de los procedimientos de 
investigación de las infracciones atribuidas a los contribu- 
yentes puede imponer la absolución de estos si en esa forma 
se ha dificultado seriamente o impedido sil defensa o es 
susceptible de inducir en error en su perjuicio, mas no 
cuando de las circunstancias de hecho establecidas en for- 
ma ir re visible para la Corte por el fallo recaído en la causa 
no resulta que las omisiones imputad.™ al trámite de la 
misma hayan producido aquellas consecuencias {-). 

IMPUESTO A LOS REDITOS: Procedimiento tj recursos. 

La sola civeunslancia de que ta infracción acriminada sea 
una defraudación fiscal no impide (pie su comprobación 
pueda hacerse por la vía del art. 2Í) de la ley 11.083 (t. o.) 
si resultara sin esfuerzo alguno de los elementos de juicio 
existentes en la Administración. 

IMPUESTO A LOS REDITOS: Procedimiento y recursos. 

El fundamento de la resolución condenatoria que requiere 
el art. 32 de la ley ll.fi Sil se cumple suficientemente con 
la mención de los netos imputados al infractor, las refe- 
rencias a su prueba, al carácter voluntario de la contra- 
vención y a las disposiciones legales aplicada!*, 

IMPUESTO A LOS REDITOS: Infracciones ;/ ¡temí. 

Corresponde aplicar la sanción del art. 18 de la ley 11.683 
(t. o,) cuando los errores comprobados en la declaración 





(i) 23 de julio ñ» 1&45. Fallos: 191, 101; 193, 244; 10fr, 177. 
(i!) Fallía: 18$, 3S7j WT¿ 41*5. 
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jurada no son excusables sino que demuestran una ocul- 
tación destinada a eludir el impuesto 



VAZQUEZ, NOVO Y MORTEIRIN v. IMPUESTOS 

rXTEHXOS 

RECURSO EXTRA ORO IX A RIO: Requisitos propios. Cuestión fe- 
deral. Cuestiones federales simples. Interpretación de las leyes fe- 
derales. 

La circunstancia de que, por f lindarse la absolución del 
recurrente en la invocación del art. 13 del Cúd. de Proceds, 
Crims. referida a los restos de los valores fiscales, torres- 
ponda concluir que fotos deben tenerse por individualiza- 
dos y que no ha existido intención tic defraudar, no obsta 
a la* procedencia del recurso extraordinario fundado eu 
que In tenencia de una bordolesa con boletas fiscales dete- 
rioradas y la falta de coincidencia del contenido de aquélla, 
con el análisis de origen — hechas in discutidos en autos — 
constituyen una infracción prevista y penada por el art. 
27, o por lo menos, por el art. 28 de las leyes de impuestos 
internos ( a ). 

IMPUESTOS JXTERXOS; Réyimen represivo. Defraudación y 
simple* infracciones. 

Admitida de muñera ¡rrevisible por la Corte Suprema la 
identificación de lus valores fiscales deteriorados y la au- 
sencia de intención de defraudar, es improcedente In im- 
posición de las penalidades leí art. 27 del texto ordenado 
de las leyes de impuestos internos ( 3 ). 

IMPUESTOS ÍXTERXOS: Régimen represivo, Defraudación y 
si m p leu infrave in» es. 

La posesión de bordelesas con boletas fiscales, totalmente 
deterioradas constituye una infracción a los arts. <i:i, tít. I, 
y 3ti y 4:i. tít. VII de la Iíeplnm. Oral, de Imp. Internos, 
que corresponde reprimir con multa conforme al art, 28 
del texto r rdenado de las leyes de impuestos internos (■'). 



(!) Patina ; lí>tl, 47.1. 

(») 23 de julio dp 19*5. 

(31 Fallos: ]pn. L'fló; lít:i t 4*} t 1M, L'íl; 1U7, H7; £0t>, 346. 

(4J FUIus: 184, IGi»; 181», 19.'!; 194, 11C. 
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ROBERTO ORLOFF v. ERNESTO E. GRECO 

PATENTE DE INVENCION. 

Las constancias de las solicitudes de patentes denegadas 
o desistidas pueden ser válidamente invocadas como prue- 
ba de ln publicidad de un invento a los efectos del art. 4' 
de la ley 111. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propios. Catión fe- 
drral. Cuestiones no federales. Exclusión de las cuestiones de hecho. 
Varios. 

La cuestión referente a la existencia de prueba suficiente 
a los efectos del art. 4" de la ley 111, no habiéndose desco- 
nocido que la misma tenga las características que el texto 
prevé, es de hecho ajena al recurso extraordinario. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corto: 

Con arreglo a la jurisprudencia sentada por V. E. 
en 174: 142, procede abrir el recurso extraordinario. 
Se lia discutido en autos la interpretación del art 4 de 
la ley 111 ; y la sentencia apelada rechaza la acción y 
liace lugar parcialmente a la reconvención, fundándose 
en la admisibilidad de determinado elemento probatorio. 

Los Sres. Moisés y Roberto Orloff patentaron en 
setiembre de 1933 un sistema de encuademación do 
costura metálica y en julio de 1941, Roberto Orloff 
entabló demanda contra Ernesto Eduardo Greco, pi- 
diendo se condenara a este último a abstenerse de fa- 
bricar y vender cuadernos con costura metálica, y pa- 
garle además una indemnización, Greco, al oponerse, 
reconvino por nulidad de la patente concedida a los 
Orloff. Sostenía tratarse de un procedimiento conocido 
en la Rcp, Argentina por lo menos desde el r~io 1930, 



14* 
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fecha en que la S. A. La Reí ture S pírate gestionó reva- 
lidar la patento francesa correspondiente a ose invento 
(fs. 18). El Sr. Juez a quo, dando por probada esta 
última circunstancia, desestimó la demanda e hizo la- 
gar parcialmente a la reconvención y la Cámara Fede- 
ral, ha confirmado tal fallo a fs. 2tí5. 

El punto a resolver por V. E. se reduce exclusiva- 
mente a esto: ¿es admisible o no, para probar la publi- 
cación de un invento en nuestro país, antes do sor pa- 
tentado, el hecho de que otra persona solicitara pa- 
tentarlo antes? Descártase desde luego, como cuestión 
de h celio irrevisihle, la do si realmente hay similitud 
entro lo (pie pretendía patentar uno y lo que después 
consiguió otro; e igualmente claro aparece que la con- 
cesión de la patente a favor del segundo no es óbice 
para que los jueces decidan si hubo o no publicidad 
anterior del invento (art. 2:i, ley cit). 

El recurrente funda su apelación en que: 
rt) el art. lí) del decreto reglamentario do la ley 111 
previene que las solicitudes de patente desisti- 
das — y tal era el caso de la gestionada en 1030 
por la S. A. La Rtliurc Spirale, no constituyen 
antecedente n pon ¡ble que deba tenerse en cuen- 
ta para el desarrollo de las nuevas peticiones de 



h) en 174: U'2 V. E. exigió prueba documental, 
con exclusión de la <le testigos, para probar la 
falta do novedad de un invento patentado. 
Acerca de lo primero, pienso que el decreto regla- 
mentario del P. K. en ningún caso hubiera podido ir in;is 
allá de lo quo la ley ordena; y ésta, en su art. 51, esta- 
blece que se admitirán en ¡n o bunios los medios proba- 
torios de derecho, sin otra salvedad que la de prohibir 
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diten los documentos expedidos a su favor por la Ofi- 
cina respectiva. La Cúni. Fed. en su fallo, acepta se 
reciba como uno de esos medios probatorios de derecho» 
la documentación relativa a las gestiones hechas en 
1Í)3Ü por la S. A. La Reliure Spirale; y parécemc que 
al hacerlo no ha excedido la autorización legal, sea cuai 
fuere la interpretación que se atrihuya al decreto. 
Determinar si, admitidas como medio probatorio, fue- 
ren o no suficientes tales gestiones para constituir 
prueba plena de la publicidad, es también cuestión de 
hecho, no revisible. 

Respecto de lo segundo, en 174 : 142, V. E. se refirió 
a la exclusión de la prueba testimonial para acreditar 
falta de novedad de un invento, materia distinta de la 
que aquí se disente. El antecedente invocado, carece 




entonces do aplicación al caso. 

Corresponde, pues, confirmar por sus fundamentos 
el fallo apelado. — lís. Aires, noviembre 7 de 1944. — 
Juan Alvares. 



Y vista la precedente causa caratulada "Orloff Ro- 
berto v. Ernesto Eduardo Greco; indernniza«ión de 
daños y perjuicios" en la que se ha concedido el recurso 
extraordinario a fs. 210. 

Y considerando: 

Que el art. 10 del decreto reglamentario de la ley 
111 no impide que las constancias de las solicitudes 
denegadas o desistidas puedan invocarse como prueba 
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Bs. Aires, 23 de julio de 1945. 



24* 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



de la publicidad de un invento. La circunstancia de que 
al tenor del decreto no constituyan ** antecedentes opo- 
niblos" no puede entenderse con alcance suficiente para 
prescindir de la norma del art. 51 de la ley 111, que 
admite "como buenos los medios probatorios del de- 
recho". 

Que la existencia de pruebn suficiente a los efec- 
tos del art, 4 de la ley 11 1, no habiéndose desconocido 
que la misma tcnirn las características que el texto 
prevé, es cuestión de hecho ajena al recurso extraordi- 
nario —Fallos: 163, lfi2; ltíS, 411—. 

En su mérito y de acuerdo con el procedente dicta- 
men del Xr. ProcuradQf General se confirma ta senten- 
cia apelada de fs. 205. 

Antonio Saoakxa — U, A. ÍÍAZAR 
Anciioiikxa — V. Iía.mos Mejía 
T, D. Casares. 



EMILIO PALACIO — SU STTESIOX 

jritlSDH'CW:; Y VOMP&T&tirClJLi Sucesión. Fuero <fe ntrac- 

ctí'm. Afciflt>?$ (irr.ifiijrtftvi tic los aí'fcrdtirtí. 

El juez di» líi Capital ante ipiii>n tramita el .inicio su^snrjo 
dol demandado es el onmpetenb para cntineer en el .inicio 
que por rohm i]i> ¡mpuesf ms lóenles se 1c *ití»c unto los res- 
pectivos tribunales provine! ¡des. aunque el misino se halle 
en estado n,- ejecución do «enteiwíia ('). 
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ENRIQUE REE v, EDUARDO TISSOT 

JURISDICCION Y COMPETEXCIA: Competencia penal. De- 
fraudación. 

El juez del lugar en que frieron cometidos los netos mate- 
riales do apoderniiiiento tYaudufeiito de los animales per- 
tenecientes a una sociedad es el r«m pétente para conocer 
en el respectivo proceso crimina!, . .m muyor razón desde 
que ha prevenido en la cansa aunque el acusado sostenga 
que ¡o ocurrido sea consecuencia de un contrato de socie- 
dad celebrado con otras personas cu un lugar distinto 



EMILIO XAsrií 

KECT.rSIOX. 

Es facultativo de los jueces hacer lugar o un a ln suspen- 
sión de la medida accesoria de reclusión autorizada pot el 
decreto n" 2\).V.i'2 di-I ¡l de agosto de 1914. modificatorio 
del art f>2 del Cód. Penal. 

ÜECUSIOX. 

Xa procedo dejar en suspenso la medida accesoria de re- 
clusión si en autos no existen elementos que atenúen la 
peligrosidad de un homicida reiucidentc, que hizo víctima 
de su agresividad a su compañero de vivienda y de trabajo, 

C0XST17UCMS SACWXAL: Contra} ile tnnstítuekwáifaá, Fa- 

ettlMe? Jr¡ Vtnh r Judicial 

No habiéndose objetado por ninguna de las panes la ennfi- 
tilueionalidad del decreto n" 20.402. modificatorio del art. 
'y"2 del Cód. Penal, «pie no afeita derechos v garantías 
constitucionales pues mejora ta condición del penado, y 
careciendo de objeto examinar aquella cuestión para re- 
solver el caso desde (pie. conforme a lo dispuesto por el 
citado decreto y las (-(instancias de autos dehe denegarse 
el henefieio Invocado, tm corresponde que la Corte Supre- 
ma se pronuncie de oficio acerca de la validez constitucio- 
nal del decreto de referencia. 



(i) 2a de .¡litio de 1ÍM5. 
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Dictamen del Frocuradob General 
Suprema Corte: 

Del proceso agregado por cuerda separada, resulta 
que Emilio Nasir alojado en la cárcel de Ushuaia fué 
condenado por V. E. a dieciocho años de prisión, costas 
y accesorios legales y, entre ellos, reclusión posterior al 
cumplimiento de la pena en los territorios del Sud por 
tiempo indeterminado. El cómputo practicado acredita 
que esa condena termina el 10 de mayo de 1949. Dejó 
establecido también en dicho fallo la Corte "que Xusir 
es reincide uto específico puesto que fué condenado y 
sufrió pena en Mendoza como autor de homicidio, según 



lo certifican los documentos de fs. 106 y 107". 

De los antecedentes referidos resulta que el reo 
aun no está cumpliendo la pena accesoria; de donde se 
deduce que carece de objeto entrar a estudiar lo dispues- 
to en el decreto del P. E. Nacional n' 20.41)2 ( Bol O/tí. 
n ? 14.971, agosto 14/944), sobre penas accesorias de 
reclusión por tiempo indeterminado. Cualquier pronun- 
ciamiento al respecto sería prematuro, por no haber ven- 
cido la do prisión impuesta. 

Encuentro, pues, improcedente la gestión de Nasir 
sobre suspensión de la futura pena accesoria; máxime 
cuando no presenta pruebas de haber desaparecido la 
peligrosidad que obligó a condenarle. — Bs. Aires, abril 
17 de 1945. — Juan Aliares, 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 23 de julio de 1945. 

Y vistos: el recurso de revisión interpuesto por el 
penado Emilio Ñas ir, a quien esta Corte Suprema im- 
puso pena de dieciocho años de prisión, con la accesoria 
de reclusión por tiempo indeterminado que preceptúa 
el art. 52 del Cód. Penal y 

Considerando : 

Que el recurso se funda en el art. 1% última parte, 
del decreto del F. K. de la Nación, do 3 de agosto de 
1944, que modifica el recordado art. 52 en los siguientes 
términos: "Los tribunales podrán, por una única vez, 
dejar en suspenso la aplicación de esta última medida 
accesoria (la reclusión) en los casos de menor peligro- 
sidad en el condenado." Como se ve, se trata de una 
facultad que los jueces pueden libremente ejercer pues- 
to que os su juicio el que decide sobre la mayor o menor 
peligrosidad del reo. 

Que en el caso de autos no procede la medida que 
se solicita, pues no existen elementos de juicio que ate- 
núen la peligrosidad de un homicida reincidente, que 
hizo víctima de su agresividad a su propio compañero 
de vivienda y trabajo ; ninguna manifestación de refor- 
ma entre ambos delitos justificaría una benignidad en 
la condena actual. 

Que en tales términos carece de objeto examinar 
las cuestiones atinentes a la constitucionalidad del de- 
creto invocado por el reo, que ninguna de las partes ha 
objetado ( Fallos : 190, 142 ; 192, 213 ; 194, 428 ; 199, 466 ; 
200, 180) y que no afecta declaraciones, derechos y ga- 
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rantías do la Constitución, desde que, lejos de menos- 
cabar y agraviar el penado (art. 1S de la Carta Funda- 
mental) la mejora con la consiguiente procedencia del 
efecto retroactivo. 

Que es de doctrina y de jurisprudencia, no mitrar 
de oficio al análisis de esa cuestión salvo que su silencio 
importe que se cause agravio fundamental. Así lo ba 
resuelto esta Corte en los casos de decretos leyes exa- 
minados en Fallos: 200, 343 y 180; 201, 2S y otros y así 
lo indica Oooley con apoyo de abundante jurispruden- 
cia norteamericana (Derecho Constitucional, traduc- 
ción Car rió, púg. 144). 

(¿uc ante las prceet lentes consido raciones, ningún 
prejuzgam i en tn, ni precedente jurisprudencial, impor- 
ta sobre la constitueinnalidad del decreto de .'í de agosto 
de 1944 la negativa al recurso en examen. 

En su mérito y oído el Sr. Procurador (íeneral de 
la Nación se rechaza el recurso de revisión interpuesto 
por Emilio Xnsir. Con costas. 

Antonio Sagauxa. — B. A. Xazar 
Anchouena. — P. Ramos Me- 
jía. — T. P. Casares. 



PROVINCIA DE HI HNOS A II! Es v. LUIS 3. FEVKE 

PEES ('¡¿ií'Cfi' X : l 'rrsrri ¡tetón cuiqtimUvtt. 

El sucesor particular está f¡icH¡t:nln para imír mi posesión 
' a la tic mu autor o predecesor sin ninguna limitación cu ¡ni- 
do aquélla so invoca con el fin tic adquirir el dominio con 
arrefílo a los nrts. 4015 y 4016 del Cúd. t'iv.. prescindiendo 
de la buena fe del poseedor o poseedores sucesivos. 
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POSESION. 

La entrega judicial de la posesión al comprador de un in- 
mueble basta para eliminar las dudas que. hayan mediado 
acerca de la perfección del dominio a causa de ta existencia 
de intrusos y de la uo demarcación de ta playa. 

ItEIVlXDICAClOX. 

Demostrado que el inmueble cu litigio hallase ubicado 
fuera de la playa, delimitada por las autoridades nacio- 
nales mediante la demarcación de la respectiva linea de 
ribera; que no ha estado comprendido en la reserva de la 
lev de ejidos de 1870 de la Prov. de Bs. Aires por no 
tratarse de un terreo de propiedad pública; y que el po- 
seedor actual, uniendo su posesión a la de su» antecesores, 
lo ha poseído sin interrupción durante mas do treinta anos, 
procede rechazar la demanda de reivindicación por la pro- 
vincia contra el dueño actual. 

Dictamen del Procuiiadob General 
Suprema Corte: 

Corresponde tener por bastante la sumaria infor- 
mación producida a fs. 29 y 32, para dar por acreditada 
la jurisdicción originaria de V. K. f tal como lo expresa 
la providencia do fs. 32 vta. 

En cuanto al litigio —reivindicación de tierras si- 
tuadas en la ribera del Río de la Plata- versa sobre 
materias de derecho común, o de hecho y prueba aje- 
nas a mi dictamen. - Bt Aires, mayo 31 de 1944. - 
Juan Alvares, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs, Aires, 25 de julio de 1945. 

Y vistos : La causa civil promovida por la Prov. 
de Bs. Aires contra Luis J. Févre (hoy su cesionario 
Julio Févre) por reivindicación, de la que Tosulta: 



su 
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A) Que con dos ¡jimios del ingeniero C. de Clia- 
peaurouge, un aviso en *'La Prensa" do 11 de noviem- 
bre de 1940 referente a una venta de terrenos en el 
bajo de San Isidro, y una nota del inspector técnico de 
la Dir. de Geodesia y Catastro del SUu. de Obras Públ. 
de la Prov. de lis, Aires — fs. 1, i' t :í y 4 — y oídos los 
asesores legales — fs. 10 y 11 — el Comisionado Nacional 
Dr. Octavio R. Amadeo resolvió, en noviembre '2- de 
1940, que el líog. de la Propiedad de la Provincia se 
abstuviera de linee r toda inscripción sobre las tierras 
comp rendí das en el bajo de San Isidro en la tercera 
fracción que abarca la superficie de 8.2.'U,(¡0 m 3 ., cu- 
rrespondieiiles a la denominada Q\ ¡nía du lieeú, por 
bailarse afectadas por las reservas de ciento cincuenta 
varas decretada por el Superior Gobierno el *J7 de no- 
viembre de 1873 — fs, 12—. 

Ií) (¿lie con esos antecedentes y obedeciendo a 
instrucciones de su representada, el apoderado de la 
Provincia Dr. Ismael Casaos Áls'mu, se presentó el '29 
de mayo de 1!>42 —fs. 15 — demandando a D. Luis J, 
Févre, domiciliado en esta Capital, por reivindicación 
de la tierra mencionada en el precedente resultando 
que, "marcada con lincas rojas entrecortadas en el 
plano de fs. 3, tiene una superficie de S/JIU^O nr. } 
situada entre la calle Perú y ribera del liío de l.i Plata, 
de la localidad de San Isidro". La fracción aludida 
pertenece —como tierra pública— a la Prov. de lis. 
Aires; la sucesión lieeú vendedora a Févre, no tenía 
ningún derecho a esa fracción que no aparece incluida 
en su título de propiedad ni en el plano de mensura 
que sirvió de base a la venta y que fué ejecutada por 
Chapean rouge para la Sra. Rosario Peña de Boscli, 
antecesora de la Sra. Sara (Jarcia Lagos de Beeú; si 
aquélla no tenía ni trasmitió a ésta ningún derecho 
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sobro lo que excediera de su título, tampoco pudo la 
Sra. Becú trasmitírselo a Fóvre. 

En el capítulo Antecedentes la actora dice que la 
propiedad a que se refiere el título del demandado pro- 
viene» como todas las tierras linderas del Río do la 
Plata, del reparto de Garay en 1580, que tenían su 
frente sobre el Gran Paraná (boy Kío de la Plata) y 
quu se midieron y ubicaron desdo la barranca y no 
desde la orilla del agua; la zona libre entro aquélla y 
ésta quedó realenga y sólo por excepción —y designán- 
dola expresamente como "bañados*'— se incluían al- 
gunas fracciones, pues el "fundador" Garay "se ajustó 
en todo a las leyes do Partidas vigentes, por las que 
los bañados, arenales y riberas eran reputados "exidos*' 
del dominio público (Ley 9, tít. 28, Part. 3) y por tanto 
"comunalmente del pueblo" sin que nadie las pudiera 
disponer por tiempo (Ley 7, tít. 29, Part. 3)". Decretos 
de 1825 y 31 de diciembre de 1856 ratificaron este con- 
cepto diciendo que "las mercedes de terrenos públicos 
sólo pueden comprender los bañados cuando expresa- 
mente ellos y los médanos estén concedidos"; cita otras 
disposiciones legales y reglamentarías concordantes 
basta la ley de ejidos do 1870 que autorizó la enajena- 
ción de bañados por las municipalidades, con ciertas 
limitaciones, y el decreto de 27 de septiembre de 1873 
que fijó para San Isidro, San Nicolás, Belgrauo, etc., 
la extensión de ribera en 150 varas. 

C) Sostiene que las razones de hoebo y do derecho 
demostrativas y afirmativas del carácter público de la 
tierra demandada pueden resumirse así : 

1* Porque dieba fracción de tierra es parte del 
cauce mayor del Río de la Plata y, como tal, es un bien 
público del Estado de la Prov. de Bs. Aires, do acuerdo 
con lo establecido en el ine. 3 f del art. 2341 del Cód. 
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Civ., respecto del cual los particulares sólo tienen el 
«so y goce (art. 2341 del Cód. Civ.) ; 

2* Que, aunque indirectamente, al ocuparse del 
aluvión, el Cód. Civ. lia fijado la extensión del lecho o 
cauce de un río, cuando en él art. 2,">77, ha establecido 
lo siguiente: "Tampoco constituye aluvión, las arenas 
o fangos rjin* se encuentren comprendidos en los límites 
del lecho del río, determinado por l¡i linea a cpie llegan 
las más altas aguas en su estado normal, refiriéndose 
al texto que cita el Digesto: "Kipa, ea puníamos esse 
quac plcnissimum numen eontiiieiit ** y a ta sentencia 
de esta Corte registrada en el t. 103, png. 42!>; 

3* Porque forma parte del bañado del río, que no 
entro en el reparto de Garay; 




4* Porque esos bajos o 1 tañados eran de uso común 
del pueblo conforme it las leyes de Partidas, no suscep- 
tibles de ocupación ni de a pode ra intento ni de prescrip- 
ción (ley í), tít. 28 y 2D, Part. 3) ; 

5 V Porque siempre dichas tierras han sido consi- 
deradas públicas por las autoridades provinciales, que 
han verificado sobre las mismas, caminos, otorgado 
concesiones ferroviarias, acordando posesiones preca- 
rias, proyectando parques, paseos, etc.; 

6* Porque las tierras reclamadas son parte de las 
150 varas a que se refiere el decreto de reservas de 
1873, extensión que ha sido reconocida como del domi- 
nio público del listado por la Corte Suprema de la 
Nación en la causa Hipódromo Kacional v. Municip. de 
la Capital s. reivindicación; 

7* Porque no están comprendidas en las disposi- 
ciones de la ley de ejidos de 1S70 desde que San Isidro 




f límites de las reservas fijadas en ese entonces, 
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son tierras aluvionales en el concepto jurídico y acce- 
den a aquélla para el Estado (nrt. 2072 del Cód. Civ.) ; 

í)' Porque el hecho de terceros, relevando el te- 
rreno, consolidando el anegadizo con plantaciones y 
rellena mient os u otras defensas, son hechos ajenos e 
inoperantes para variar el carácter de dichas tierras. 

La acción reivindieatoria que se inicia procede con- 
tra Févre, adquirente de acciones y derechos de la su- 
cesión Beeú (arts. 257 S, 2772, 277.") a l 78 del Cód. Civ.). 

Pide, en definitiva, se condene al demandado a re- 
conocer el derecho de la Provincia sobre la tierra cues- 
tionada con sus frutos y costas, reservando las acciones 
de daños y perjuicios, etc. 

D) Justificado el fuero originario de la Corte y la 
personería del Dr. Casan* Alsina, se corrió traslado de 
la demanda a D. Luís ,7, Fóvrc — fs. ;)2 vta.— ; y ella 
fué contestada derechamente a fs. 45, negando que la 
fracción reclamada fuera de propiedad pública de la 
Prov. de lis. Aires; la adora se funda en disposiciones 
exclusivamente provinciales anteriores al Cód. Civ. y 
que no pueden prevalecer sobre éste; confunde los con- 
ceptos de "tierra pública" con "bienes del dominio pú- 
blico" y éstos son los únicos inena jenables conforme a 
la norma del art. 2340 del Cód. Civ.; la fracción reivin- 
dicada no es playa necesaria para la navegación ni in- 
tegra el cauce del río (mes. 3 y 4"); en último caso se 
trataría de un bien del dominio privado de la Provincia 
susceptible de prescripción, pero niega todo derecho a 
la demandante; no forma parte, en la actualidad, del 
canee del Río de la Plata y de haber sido antes, al 
desecarse, pasó a ser bien privado del Estado suscep- 
tible de ser adquirido por prescripción (C. S. Fallos: 
175, 1SÍÍ) ; no es cubierto por el avance de ír/.«? ag uas en 
la línea del más alio ni re!; la circunstancia de haber 
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formado parto del bañado del río y no comprendido, 
por lo tanto, en el " reparto Guray" es nn argumento 
puramente histórico sin valor jurídico actual, como lu 
ha declarado lu Corte — 185, 103 — ; las leyes de Parti- 
das que la actora invoca no tienen eficacia tiente a 
los arts. 2340 y '¿:\41 del Cotí. Civ.; que la Provincia 
baya otorgado contusiones en esas tierras de bañado, 
no si gui fien que fueran del dominio público, pues lo 
mismo lo puedt hacer sobre tierras del dominio priva- 
do; el decreto de reservas de 187.1 no puede ampliar la 
enumeración do bienes públicos que hace el art. 2'MO 
del Cód. Civ., y la jurisprudencia que cita caso del Hi- 
pódromo Nacional v. Munieip. de la Capital no guarda 
relación con el caso de autos; y por fin correspondo a 
la Provincia demostrar que se han realizado, por los 
particulares, actos tic contención, endicomiento, etc., 
que hicieran avanzar sobre la línea de ribera la tierra 
reivindicada; cita las declaraciones y decisión de la 
Corte en el caso "Piria v. Hs. Aires" —Fallos: 185, 
105 — y las anteriores del t. KU, pág. 110, según las 
cuales, la clnsifieaeh'n de bienes de los Estados en pú- 
blicos y privados debe fundarse en el Cód. Civ. al que 
deben acatamiento las autoridades e instituciones pro- 
vinciales (art. 'ti de la Const. Nacional) y las tierras 
que se encuentran fuera de la zona que las aguas de un 
río cubren fie r man en te mente son susceptibles de ser 
transmitidas a particulares y, por lo tanto, la fracción 
reivindicada pudo ser poseída y adquirida por usu- 
capión. 

E) Dice el demandado que la tierra en discusión 
le fué transmitida por la sucesión Lagos de Becú y ésta 
la hubo por compra a Pérez de Madero, Boseh y Pérez 
de Cranwell según escritura pública que acompaña; sus 
antecesores y él han realizado actos de posesión por 
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más do cuarenta años sin interrupción, por lo que le 
beneficia e invoca el art. 4016 del Cód. Civ. para pedir 
el rechazo de la demanda conforme a la doctrina del 
fallo de esta Corte —173, 403—, debiendo imponerse 
las costas a la actora. 

F) Corrido traslado de la excepción de prescrip- 
ción — fs. 4Ü vta. — lo evacúa la Provincia a fs. 52, in- 
sistiendo en el carácter de bien del dominio público de 
la fracción reivindicada, no sólo por formar parte de 
la ribera de un río navegable sino poique expresamente 
le din esa afectación el decreto de reservas de 1873; 
es decir, pues, por naturaleza, por uso o por expresa 
afectación, como lo dijo la Corte en el caso r "Bs. Airea 
v. Riglos y Alzaba " y en el caso "Peralta Hamos v. 
Bs. Aires". Siendo así, ni Févre ni sus antecesores 
pudieron poseer animas domini, ni por lo tanto, pres- 
entar el bien detentado. 

G) Que abierta la causa a prueba — fs. 62 vta.— * 
tas partes produjeron la que juzgaron pertinente y co- 
mo tal aceptada por el Tribunal la que corre de fs. 72 
a fs. 2Sfi, sobre cuyo mérito alegaron las mismas a 
fs, 203 y fs. 304 respectivamente; llamóse autos para 
sentencia a fs. 32f) vta., y la causa quedó en estado de 
fallo en fecha 15 de junio de 1944 — fs. 330—; y 

Considerando : 

Que la presente demanda do reivindicación se re- 
fiere a parte de un inmueble situado a orillas del Río 
de la Plata en el partido de San Isidro, a la termina- 
ción de la calle Perú de esa localidad y próximo a la 
estación Las Barrancas del F. C. C. A. En el plano n* 2 
agregado a fs. 106 el susodicho inmueble aparece se- 
ñalado con las letras Fi. T. N. M. y su superficie, com- 
los 35 metros de ribera, alcanza a 
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Qne el dominio de lo reivindicado pertenece al de- 
mandado por compra hecha a los herederos de Ua. Sara 
García Lugos de Bccú, tanto de la propiedad como de 
los derechos y acciones que pudieran cor responderle a 
la vendedora sobre J;l charra cuyos linderos y caracte- 
rísticas expresa el testimonio >.iv escritura de - de junio 
de 1042 agregado a t's. :\(k 

Qne tal chacra adquirida, por D. Juan Ancnorena 
el 10 de mayo de 186í! en rema lo judicial al precio do 
$ 175.000 moneda corriente, fué revendida por aquél el 
23 dt julio de 1S72 a D. Francisco Bosrh, quien tomó 
posesión judicial de las (Ierras i|itc la integraban en- 
cerradas entre cercos. (Véase testimonios corrientes a 
fs. 1.10, 10J y diligencia de t's. IG'j vía.). 

Que, a su lurno, la escritura de fs. IKU prueba que 
los herederos c|e I>a. Rosario Peña de Bosch venden a 
la Sra. Sara í Jarcia de Bccú la casa quinta de que se 
trata el i tle mayo de 1IMK), y 1 < sucesores de ésta la 
enajenan por último al demandado el 2 de junio de 
1942. 

Que la parte demandada lia opuesto como cuestión 
previa la defensa «le prescripción, fundada en que no 
sólo tiene la posesión actual del inmueble que se Je rei- 
vindica a favor de la presunción establecida por el art. 
400IÍ de! I Ym1 4 Civ. desde el día de la escrituración (sin 
perjuicio de haberla lomado judicialmente el !' de abril 
de lí>42), sino también en que uniendo el tiempo de tal 
posesión con la de sus antecesores singulares, excede 
fácilmente los treinta años requeridos por el art. 401 fi 
del mismo Código para adquirir el dominio por el sim- 
ple transcurso de ese tiempo. 

Que es principio reconocido por el derecho civil que 
el sucesor particular está facultado para unir su pose- 
sión n la de su autor o predecesor sin ninguna limita- 
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eión cuando aquélla se invoca con el fin de adquirir el 
dominio con arreglo a los arts. 4015 y 401 G del Cód. 
Oiw, prescindiendo de la buena fe del poseedor o posee- 
dores sucesivos y viene a ser así, por consiguiente, una 
posesión legal en los (¿mimos de la ultima parte del 
arfc 4005 —arts. 247ó y 2470 del Cód. Civ. ; Fallos : 
140, 120; 14(1, 304—, 

Que la circunstancia de haberse exteriorizado en 
la venia de Ancliorenn a Boseh cíe rían dadas sobre la 
perfección del dominio en I» parte del inmueble cer- 
cana al río, no. constituye óbice para producir la unión 
de posesiones en cuanto a ella, porque si aquélla* exis- 
tieron en el ánimo del vendedor, a causa sin duda de la 
existencia de intrusos y de la no demarcación de la 
playa, quedaron eliminadas por la entrega judicial de 
la posesión hecha por el Juez de Paz de San Isidro 
por pedido del comprador señor Boseli, fs. 105 vía. 

Que corresponde destacar en primer término para 
demostrar la existencia de la posesión hasta "las len- 
guas del agua", el hecho capital de que todas las trans- 
ferencias de dominio ¡iludidas en las escrituras públi- 
cas invocadas, desde el año .^(10 en adelante, dejan 
expresa constancia fie que el límite de la chacra en 
cuestión por el lado Este estaba constituido por el Hío 
de la Pinta. 

Que la demarcación de la línea de ribera en el tra- 
mo ocupado por *•] terreno en litigio fué efectuado el 
año 1!I2S n peí lid o de la Stib prefectura del Tigre y el 
acta correspondiente firmóse en la nombrada población 
el 25 de julio de lf)2S. Tal línea de ribera ha sido ya 
admitida por esta Corte en el juicio seguido por el Dr. 
Hugo Caballero contra la Prov. de "Rs. Aires fallado 
el 27 de diciembre de 10í!0 — t. 185, pág. 343 — y en o! 
de Piria con la misma Provincia —i 185, pág. 1 05 — 
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como el deslinde natural entre la playa y la propiedad 
privada o la calle de 35 metros impuesta por el art. 263í> 
a los propietarios limítrofes con ríos o can al en que 
sirven a la comunicación p t >r agua. 

Que las autoridades nacionales, por obra del Min. 
de Obras IVibl. de la Nación, han materializad© esa 
línea de ribera determinándola según los mojones 46, 
47 y 48 colorados en tierra firme con arreglo a lo p res- 
cripto por el derroto nacional do 1 para señalar la 
cota de la ribera Kste des» Ir la Capital basta el río 
Lujún. (Véase fs. 242 e informe de fs. 241 v plano de 
fs. 243). 

Con arreglo a los I raba jos referidos la cota de la 
línea de ribera quedó fijada en L52S mts. sobre el 
del Riachuelo, equivalente a 17.47:> mts. por debajo 
de la estrella central del peristilo de la Catedral. En el 
plano n* 2 agregado a fs. lOfi el perito ingeniero Cortés 
Plá la ha relevado dejándola gráficamente marcada asi 
como su ubicación frente a los terrenos de la costa. 
De acuerdo con las conclusiones sentadas por esta Corte 
en el fallo registrado en el t. pág. l(ir> fie su colec- 
ción, el cero determina la línea do las más bajas mareas 
ordinarias y la línea de ribera la de las más altas ma- 
reas o crecientes; cutre ambas líneas se extiende la 
playa o cauce mayor fuera de la cual se encuentra romo 
se lia dicho el inmueble objeto de este litigio. 

Que en ese mismo fallo declaróse que el Gobierno 
de la Nación es la autoridad competente llamada a dos- 
lindar administrativamente en las costas de los mares 
y ríos, la propiedad pública de la playa de la propiedad 
privada en todo el territorio de la República; la deter- 
minación de la línea de ribera tiene esa finalidad. Es, 
pues, a par! ir de la lím-n así dada linda el (teste que 
comienza el inmueble o', jeto de la reivindicación o, si 
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so quiere, que termina la playa adyacente. Por playa 
se entiende, de acuerdo con el inc. 4* del art. 2340, la 
extensión de tierra que las olas bañan y desocupan en 
las más altas martas y no en ocasiones extraordinarias 
de tempestades. Es un bien del dominio público y per- 
tenece al Estado. La Provincia lia sostenido con error 
que tal es la condición de la tierra que reivindica, pero 
el informe del perito único aludido así como la demás 
prueba producida demuestran lo contrario. 

Que, desde luego, ] a abundante y calificada prueba 
testifical incorporada al expediente certifica que los 
antecesores del poseedor actual han po*eído sin inte- 
rrupción, a partir del año 18Ü5, el inmueble en litigio 
desdo la línea de ribera y consiguientemente fuera de 
la playa. 

Que en ese sentido el testigo D. Ernesto Bosch de- 
clara, a fs. 227, que es cierto el libre y exclusivo dominio 
y posesión hasta el río ejercidos en el lapso compren- 
dido entre los años 1872 y 1900, si se entiende por tal 
"el lugar hasta donde llega|»fl las más alias crecien- 
tes". Agrega, que desde el alambrado al río utilizaban 
el lugar sin carácter permanente y que en la playa 
propiamente dicha no ejercieron actos posesorios, D. 
Samuel Bosch a fs. li.'ÍO, complementando la declaración 
anterior, afirma que el escaso público que en esa época 
tenía acceso a la ribera invadía la parte del terreno 
adyacente al río que no estaba alambrado y lo invadía 
por el lado de la playa. Por lo demás, afirma que los 
actos posesorios so extendieron sin contradicción algu- 
na hasta la playa del Río de la Plata j que existieron 
desde antes de 1900 plantados algunos árboles en el 
terreno, cerca de la linca de ribera; que ni en esa 
fracción ni en los alrededores tiene conocimiento de que 
se haya practicado la navegación a la sirga. D. Gui- 
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llormo White, a fs, 2,32, dando razón acabada do sus 
dichos, lia expresado saber 411c la familia Beeú y su 
personal de servicio han ejercido artos do dominio 011 
el terreno lindero al Río de la Plata; (¡lie hay varios 
saúcos plantados allí desde hace muchísimos afius; que 
las crecientes ordinarias de aquél 110 cubren el referido 
inmueble, el mal sólo se ve invadido por las crecientes 
extraordinarias y aun en estos rasos sólo en parte; 
que las crecientes del río no eran detenidas por obras 
de defensa. L >s testigos Manuel A. Crespo, fs. '2'VA, y 
Rafael A. Crespo, fs. '2'.Y.i vía., coinciden con las res- 
puestas dadas al interrogatorio de fs. 2;!1 por el Inge- 
niero White. Las declaraciones de don José M. (iianna- 
tasio o Hilario Cerino, fs. 2;!l¡ y 240, este ullhnn funda- 
dor del Club Ausoniu, que todavía existe en el lugar a 
título precario, complementan las anteriores, y unas y 
otras permiten llegar a la segura conclusión de que los 
vendedores por sí y por sus autores singulares han 
realizado toda clase de actos posesorios en e] terreno 
objeto de la demanda. Unidos el tiempo de la posesión 
de la señora de Beeú y -ms herederos con el de la del 
demandado, sólo eon eso habrían transcurrido más de 
30 años. 

Que, a mayor abundamiento, esa prueba so halla 
robustecida por la pericia del ingeniero agrónomo ]). 
Martín Hzcurra corriente de fs. 203 a fs. 2l¡2, cuyas 
conclusiones son las siguientes; ¡t) que en tales tierras 
existen plantados próximos a la línea de ribera varios 
sauces (señalados en el plano de fs. 252) que forman 
dos grupos, uno, constituido por árboles añosos y el 
otro por ejemplares recientes. VA término medio de 
edad del primer grupo es de 42 años, llegando los más 
longevos a la de SO; b) que tales sauces no habrían 
podido desarrollarse y alca' zar su edad actual si el 
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lugar en que estáfl plantados hubiera sitio cubierto or- 
dinariamente por las aguas del Río de la Plata, de 
acuerdo con las aceptables y prolijas razones expues- 
tas por el perito. De esa observación y de la que sumi- 
nistra el estudio del manto herbáceo .que cubre el in- 
mueble, infiérese (pie éste no ha podido ser cubierto 
por las crecidas ordinarias del Kío de la Plata, Todo lo 
cual corrobora la afirmación de que la parte de terreno 
poseído por los demandados no avanza liacia el río 
excediendo la línea de ribera para pe .etrar en el do- 
minio de lo (pie la ai-tora llama cauce mayor de aquel. 

Que éstas conclusiones permiten desechar de in- 
mediato una de las dos defensas opuestas por la Pro- 
vincia a h valide/, de la larga posesión ejercitada por 
el demandado y sus autores. Tal posesión ha corres- 
pondido a tierras del dominio privado y no a bienes 
del dominio público de los comprendidos en lo dispuesto 
por el inc. 4' del art. 2340 del Oód. Civ. y es, por con- 
siguiente, inobjetable y legítima como medio de condu- 
cir a la adquisición del dominio por prescripción —Fa- 
llos : 185, 343— . 

Que en cuanto a ta otra de las defensas aducidas, 
de que la posesión del inmvoblc objeto de la reivindica- 
cióu ha tenido caracteres de precariedad, desde que ÓI 
estaría comprendido en la reserva creada por la ley 
provincial de ejidos de 1870 señalando un radio de 150 
varas de ribera sobre el Kío de la Plata» no es menos 
infundada que la anterior aunque, como lo demuestra 
gráficamente el plano de fs. 106*, en realidad aquel 
terreno y lo mismo las vías del F. C. C. A. aparezcan 
comprendidos en la aludida reserva^ ^ ^ ^ ^ ^ 

de noviembre de 1873 reserva la extensión de 150 varas 
para ribera del Río do la Plata "en los terrenos de pro- 
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piedad pública", estableciéndose al final del mismo con 
respecto al terreno del Dr. Barros Pazos que "queda 
comprendido en la reserva siempre que resulte de pro- 
piedad pública observándose esta regla respecto del 
terreno de los demás particulares", lo que define bien 
claramente el aléame de la afectación que en cuanto 
pudiera referirse a propiedades particulares sólo ha- 
bría de consumarse mediante la expropiación del art. 17 
de la Const. Nacional o en virtud de las acciones que 
contra los poseedores de las tierras antes de dicho 
decreto pudieron interponerse — Fallos: 171, -!ü7; 185, 
34IJ-. 

Que según resulta en el presente juicio de los títu- 
los agregados a fs. 15U y sigts. y de la prueba antes 
examinada, lia quedado comprobado que la venta del 
inmueble materia de la demanda tuvo lugar el año 1805 
o sea es anterior en ocho años a la fecha del decreto. 
La ley de ejidos y el decreto consiguiente al autorizar 
la venta, aunque con ciertas restricciones de los baña- 
dos sobre los ríos del Paraná y de la Plata, los colocaba 
en principio dentro de la posibilidad de su apropiación 
privada — Fallos: 171, '267 — ■, Y talos títulos, al deli- 
mitar la extensión tío la chacra dentro de céreos que 
llegaban basta la ribera o hasta las lenguas del agua, 
acentúa todavía la prueba de que las tierras del bajo 
se hallaban en el comercio y eran susceptibles de ena- 
jenarse. La |»ropia Provincia reconoció el carácter de 
propiedad privada del bien en litigio ni inscribir trans- 
ferencias del misino en el licg, de la Propiedad después 
de ÍS73 —Véase fs. 174 vta. y 170 vtn.— . Por último 
cuando la Sru. Peña tío Tíosch el año LSÜ4 vendió parte 
del inmueble reivindicado a la Cía. Nae. de Ferroca- 
rriles Pobladores (hoy Central Argentino), como con- 
secuencia del juicio ile expropiación seguido contra ella, 
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la sentencia que obtuvo, at hacer referencia a una vista 
ocular motivada por aquél (testimonio de fs. for- 
mula las siguientes apreciaciones de estricta aplicación 
a la fracción sobrante, que es la actual, encerrada entre 
la vía férrea y la línea de ribera, a saber: a) que el 
bien expropiado "está situado bajo las barrancas de 
San Isidro con frente al río y sólo existen en él planta- 
ciones de árboles frutales; 0) que los terrenos del bajo 
no han sido objeto de transacciones sino conjuntamente 
con los terrenos altos que tienen otro valor, por lo cual 
y por analogía con otros easos fija el valor de setenta 
centavos por cada metro cuadrado. Se admite, pues, 
que los terrenos del bajo eran enajenables y podían, 
por consiguiente, poseerse. 

Qác de acuerdo con lo dicho y teniendo en cuenta 
que la presente aceión se lia deducido el lif) de mayo de 
VM2, es patente que la parte demandada ha justificado, 
sea uniendo su posesión sólo a la de sus inmediatos 
vendedores, sea con mayor razón uniéndola también a 
la ejercitada por los antecesores de éstos, haber poseído 
sin interrupción durante el tiempo requerido por los 
arts. 4015 y 401« del Cód. Civ. — arts, 4005, 2475 y 2476 
del mismo Código — . 

Por estos fundamentos y los concordantes del nié- 
galo de í's. .'Í04 no se hace lugar, eon costas, al juicio 
deducido por la Provincia de Buenos Aires contra Fé- 
vre Luis J. (hoy su cesionario don Julio Févre) sobre 
reivindicación. Notifíquese y repuesto el papel ar- 
chívese. 

Ron k uro Tíepetto. — Antonio Sa- 
oarna. — B. A. Nazau Anciio- 
iiksw. — V. Hamos Mkjía. — T. 
D. Casares. 
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GERONIMO DORREGO 

JURISDICCION X COMPETENCIA: Conflictos entre jueces. 

No corresponde a la justicia militar, que os la competente 
para conocer en los delitos de violación de correspondencia 
y hurto en concurso ideal cometidos por un conscripto en 
perjuicio de oíro m un cuartel, eiuu a Ja justicia ordinaria, 
que es la competente para entender en el delito de estafa 
cometido por el mismo conscripto en perjuicio de un co- 
merciante, reprimido con pena más grave que los otros, 
juzgar primero al autor de dichos delito». 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corto: 

La presente contienda de competencia negativa tra- 
bada entre el Juez del Crimen y Corree. IT Nom., de 
Corrientes, y el de Instr. Militar de la 2 f Div. de Caba- 
llería con asiento en Concordia (fcíutre Ríos) para co- 
nocer en la causa que se inicia contra el soldado Geró- 
nimo Dorrcgo por el delito de estafa debe ser dirimida 
de acuerdo a la doctrina de V. E. en VdÜ :'M0 toda vez 
que el easo de autos y el precitado guardan ajustada 
similitud. 

Corresponde, pues, declarar que el primero de los 
citados jueces debe continuar entendiendo en la causa 
dado que de autos resultaría haberse consumado la es- 
tafa que motiva este proceso en lugar ajeno a la ju- 
risdicción militar. -- Bs. Aires, junio 21 de 1ÍJ45. — 
Juan Alvares. 
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Bs. Aires, 25 do julio de 1945. 

Y vistos: La contienda de competencia negativa 
trabada entre el Sr. Juez en lo Crim. y Corree., a cargo 
del Juzgado if 2 de la ciudad de Corrientes, y el Sr, 
Juez de Instr. Militar del Comando de la 2' Div. de 
Caballería, para conocer en el juicio seguido a Geró- 
nimo Do r regó. 

Considerando: 

Que los hechos imputados al acusado son los si- 
guientes: haber substraído, mientras desempeñaba 
funciones de furriel en el detall de la 5* batería del 
Kegim. 2 de Artillería a Caballo, un giro enviado por 
carta al conscripto Vicente Frías, y posteriormente ha- 
ber adquirido mercaderías en el comercio de José Al- 
vira, en Mercedes de la misma provincia, abonando el 
precio con el giro y percibiendo el resto en efectivo. 

Que de estos hechos resulta la comisión de dos de- 
litos : violación de correspondencia y hurto, en concurso 
ideal — arts. 54, 153 y 162 del Cód. Penal—, cometidos 
en el cuartel del citado regimiento en perjuicio del 
conscripto Frías; estafa — art. 172 del mismo Código— 
en perjuicio del citado comerciante local, cometido en 
la ciudad de Mercedes. 

Que el primero de los delitos es de jurisdicción 
militar y el segundo de jurisdicción de la justicia pro- 
vincial y como éste es el de pena mayor, corresponde 
que Borrego sea juzgado primero por la justicia^ ordi- 
naria y después por la justicia militar —arts. 117, inc. 
2', y 122 del Cód. de Just. ISfilitur — 
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Por estos fundamentos, de conformidad con lo 
solicitado por el Sr. Procurador General de la Nación, 
se declara que debe seguir conociendo en el presente 
juicio el Sr. Juez en lo Crim. y Corree, a cargo del Juz- 
gado n tf 2 de la ciudad de Corrientes, a quien se remi- 
tirán los autos con conocimiento del Sr. Juez de Insto. 
Militar en la forma de estilo. 

Ron kisto Repetto. — • Antonio Sa- 
oaicxa. — B. A. Xazar ANcno- 
mm* — P. Ramos Mejía. — T. 
D. C'AKAitr.s. 



ROSA V. DE TOMA SO NT! T)K CASCO 
\\ NACION Al?<¡ ENTINA 

PEXSIOXES ÚmíTAItESi Erpedirhnarios al desierto. 

La cireunstaneia de que c] expedicionario ni desierto com- 
prendido en el decreto n<? 76.28Í). de] 7 de noviembre de 
1940. haya fallecido con anterioridad a esa fecha y a la 
de la ley 9i>7~i, no priva a mis Hmsahabientes del beneficio 
que le habría correspondido conforme al art. 1^ de ln lev 
1J.2!>.1 y a] mencionado decreto, desde cuya fecha debe 
papárseles la pensión correspondiente ('). " 



JOSE PICCATIDO 

RECURSO EXTfí.WfíniXAItrO: Itetjwsitos propio*. Cuestión fe- 
deral Ctiestinnrs federales f implen. Interpretación de las Jet/es fe- 
dérale*. 

Procede el recurso extraordinario contra In sentcnriji dene- 
gatorio de un derecho fundado en hi ley federal 11.275 ( a ). 

(M 2,1 ilc julio de Tí>4o. Fhlkis: K9, 544. 
(*') 25 do julio de 1ÍU5. Fallos: 1W, 205. 
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MARCAS DE FABRICA: Designaciones y objetos. 

El art. Ti* de la ley 11.275, ai prohibir el uso de palabras 
que no sean del idioma nacional, no ha vedado el de todas 
las que no se encuentran incluidas en el Diccionario de la 
Academia Española, ni autoriza a rechazar las usadas fre- 
cuen temen te por los buenos escritores o por la prensa culta 
por la única razón de que no figuren en aquel diccionario, 
siempre que de la prueba resulte que la palabra ha adqui- 
rido carta de naturaleza en nuestro idioma a consecuencia 
de su I'Tgo uso que. desde luego, no se refiere al de los 
barbarismos, vulgarismos y otras expresiones innobles de 
la jerga del suburbio (*). 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestione* no 
federales. Exchtaión de los cuestiones de hecho. Marcas y patentes. 

La cuestión referente a súber si la palabra que trata de 
registrar ha adquirido enrta de naturaleza en nuestro 
idioma es de hecho y prueba ajena a la jurisdicción extra- 
ordinaria de. la Corte Suprema. 



JUAN SANMAJtTI v. CUESTE MOSSI 

MARCAS DE FABRICA: Delitos. 

La ley 3975 no faculta al Min. Fisc.il para ejercer la 
acción criminal conjuntamente con el interesado sino tan 
sólo para intervenir cuando este desiste do la acción o la 
abandone. 



Sextencia de la Cámara Federal 

lis. Aires, 2 de junio de 1944. 
Autos y vistos : Considerando : 

Que el art, fifi de la ley ib* marcas n* 3075 es idéntico al 34 
de la n ' 7S7 que aquélla substituyera y expresa que la acción 
criminal no podrá iniciarse de oficio y corresponderá solamente 
a los particulares interesados, pero una vez entablada podrá 
continuarse por el Min. Fiscal. Desde la sanción de la ley primi- 

(i) fallos: 193 f 205. 
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tíva en 14 de aposto de 1876 hasta la fecha, la jurisprudencia 
federal ha sido invariable en el sentido de que solamente a los 
particulares interesa tíos corresponde la acción criminal; que és- 
ta no puede iniciarse de oficio o en forma de sumario (C. S. Fa- 
llos: 32, 162 y 167; 60, 122, entre otro¡0. Los antecedentes 
parlamentarios de la ley 3ÍÍ75 autorizan plenamente esa inter- 
pretación, pues a pesar do haber sancionado la Cám. de Dipu- 
tados el proyecto respectivo incluyendo el art. 68 por el cual 
se establecía la acción pública, a cargo del Min. Fiscal 
(Diario de Se».. 1898. págs. lítli a 289), el Senado desestimó 
tal innovación, volviendo al texto primitivo de la ley 787 (td., 
íd. r 1900, págs. 37Ü a 3i»2 > ( sanción ésta que fué definitiva por 
la aceptación de la Cámara originaria (íd., id,, 1900, páírs. 447 
y siguientes.). 

Que, como puede apreciarse, la acción criminal creada por 
la ley de la materia es una acción privada, qm* corresponde 
solamente a los particulares interesadas; entendiendo pnr esto 
no solamente a los propietarios de las mareas sino también a 
cualquiera ile! público que resultara damnificado, en los easos 
de los ines. 7* y 8? del art. 48. como lo declaró la Corte Supre- 
ma en el caso registrado al t. 143. pág. 116 a que se refiere el 
señor Proc. Fiscal de Cámara. El Milh Fiscal sólo puede 
continuar la acción, según el recordado art, (iü, y esto única- 
mente cuando el particular, a quien exclusivamente correspon- 
de, la haya abandonado o haya desistido. 

Que no es admisible el argumento de que por afectar tam- 
bién los delitos ¡le mareas al cuerpo social pueda el ministerio 
público ejercer la acción conjuntamente con el interesado, cuan- 
do lo Único que la ley le acuerda es la facultad, ni siquiera la 
obligación, de continuar la acción tic éste, I'uede afirmarse sin 
incurrir en exageración, que todo delito o falta, sin exclusión 
de ninguno, afecta, en cierta medida, al cuerpo social: y sin 
embargo las leyes han limitado en determinados cosos la acción 
a la persona ofendida con exclusión del ministerio público, 
como sucede con los previstos por el art. 73 del Cód. Penal. 

Que, finalmente, el i tic, del art, 118 del Cód. de Proeeds. 
Crims., aplicable en virtud de id dispuesto por el art. 6ft de la 
ley 3Í)75, establece expresamente que el 11 in. Fiscal no tendrá 
intervención en aquellos canos en que por los leyes pemiles 
no sea permitido el ejercicio de la acción pública. 

Por lo expuesto, no ha lugar a la participación que solicita 
el Sr. Proa. Fiscal fie Cámara y corran los untos según su 
estado. — ,/. A. OomáUs Calderón (en disidencia). - - f Unios 
del Campillo. — Eduardo Sarmienta, — Carlos Herrera. 
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Disidencia 



Por los fundamentos que aduce el Sr. Fiscal de Cámara 
en su escrito de fs, Íí(i8 f principal»! en le cuando dice: "Desde 
que en la solución de las cansas de la naturaleza de la presente, 
no solamente se encuentra en juego el Ínteres particular del 
propietario de una morca de fábrica, comercio y agricultura, 
sino también el orden público que es menester hacer respetar 
en todo momento"; y por la doctrina que en este mismo sen- 
tido informan mis votos en loe casos de Jaime Colóme v. Luis 
Diifaur (diciembre 20/935) entre otros, y mantenida hasta la 
fecha, corresponde dar en estos autos y cu el estado en que se 
encuentran la intervención que solicita el ¡Sr, Fiscal de Cámara. 
— J. A. González Calderón. 



Y vistos: Los del recurso extraordinario concedi- 
do a fs. 271 vta. al Sr. Proe. Fiscal en los autos San- 
marti Juan v. Mossi Üreste V. por usurpación de marca, 
venidos de la Cúm. Fed. de la Capital. 

Considerando en cuanto al recurso : 

Que éste se lo funda en que el art. 66 de la ley federal 
.197.") autoriza al Min. Fiscal para intervenir en esta 
causa no obstante que el querellante no desista de su 
acusación. La decisión de fs. 269 es definitiva y con- 
traria al derecho que se funda en dicho artículo, por lo 
que el recurso es procedente. 

Y en cuanto al fondo de la cuestión : 

Por los fundamentos de la sentencia de fs. 269, 
que son arreglados a derecho y a la reiterada juris- 
prudencia de esta Corte Suprenin, se la confirma. 



FALLO DE LA COliTE SUPREMA 



Bs. Aires, -5 do julio de 19á5. 



Rueikrto Repetto. — Antonio Sa- 
garna. — B. A. Nazaii Ancho- 
urna. — F. Ramos Mejía, 




VMAjOH DE LA CORTE Ht'l'KJHIA 



8. A. "EL SALADILLO" v. DTRHíVlnN flKNBUAL 
DEL IMITESTO A LOS KK DITOS 

ntPVESTÚ A ¡m HEDI TOS: F.rrnnonr», 

Ljim KMiffdftdei **m 1 tr|ti¡«1nr>itjii pstnu olfliifinln* n pfifffl? oí 
irnpiji'Mo ti f, m n Utos qm* su prodUtti (Inmuto >W H* 

«KTKWCW DE LA CAMARA PKDKRAL 

KoMíiriri, mnrxo *b* 1044. 

V [«!(*, iM-m nln. fns ñutos "Knc. Anrtf!, "fíl Su lint i M»" 
v. Fttflo S'íff'íniiíil (Réditos) : tlemniulii (■■(jiit**UrÍ*nil M y mjisf- 
(lernnrlri < | r t ■ * : 

1* Líu í'iu«*ti( f(fs M»hrp rfiio luí <|p vtviir i'l pr'tn nne*fft- 
mirnto t ]i> h O/Wtifini w» sintetizan mistanpiiilmt'iili' *'ii Ir' 1 » pun- 
to»; a) N i nri'* ««-icln*! m liquidación cMí olrfltfWlll f> Rbofttr 
el ImpnWtfl « bu p'flit'-«: hl si. cu OÍWO afirrririllvH, lüM hfltei 
tonnuln* pura Id li*pri.línmn *M impuesto muí JiMum el n) i-n- 
lfttpOBd« lii lnifiíiijí-ÍMti fTp costas. 

2* Pítii rt>frri-nrin ni primero, piouna i I fHbiuuil Í|IW ln 

muViAn etmi*n\ñn m rl fnlln fle. 1« iuHtnni'ln, **' * Mimh ni 

itori't'ho apIfaffMr, fía Imy thuh aceren *M ni ríM*í**r u 1 "* rflvlrie 
unn s<w<|rol t V \,< hn entrado en liquidación y "ii h-iilldiul. 1» 
propia |ii»rií- recurrente, como es natural, nn dl^'uf» 1 que onn- 
wrvn «u per*oiifdí*i/id jurídica, si bien re*.h*liitfldn ni ptiffn dr 
Iiin ohUtinrim»* pendiente* y a Tu reaJizneíf'.ri del hi\Wv Wífial, 
para reí literario n iris miembros, Kh ln ínlerpretttelrtu llura 
que fluye d¡* ln ley y resulta nsí inofJeb*" un emuiien niñ» de- 

tcnbln de fti 1-fÍM. f , m \ pnr ln (Inri:*!*, luí ««bbi e f 1**1**11 1 <*in*'ii t o 

ílmlnnÍH n Ir-ivi''** del juicio, No radien prr- f'l«HMU*Mti* nlH la 

titvopfifonriji. »iiif) establecer si ti, ta entidad fjllG mp Itíillfl en 
esn* condicione* r« o nn siiscppf Tblo, efl un (ilhi lifiMlli'lití' a 
IMUldsr »u«f bfefHM, <ir» príxiucir n'tlitnH imponible*, feuviciic 
advertir fb>wb* y fr , qt 1tl | n i,. v n ^ no explttyü fli» «tH h'flpin'ii 
fl Ihh «n,'i,<,Ut<\i>* t'tt liqiti'lncmil. pl|i'«t qilf l'»Ílit MMIIlt l**1lr , ll *UI 
«■nli'bi-l .1-- r.-il,., 1 .-,i. [ vMv n ;i b« i.r*Tt(* íinlí.'n<li»' «l< bi.-i.tbi 
,v,lf " '■*ni"*'[»f unrtkf- f|iii- liüll.-m .-.. T -) r>f» mli-líi * n ln pn*vÍ- 

hh'.ii fmrtitmti (nn. i»n t. ».). v»n\ «bvidir i» eirntrurln «pría 
mon**vf f .|. unn <'t,'.- f „,¡,' f „ expresa, rc.pcHo tU !rM pottlhtpfi i'**'li- 
HM n«i» pmditjmn, como lo requiere .-i finni.-ío-b. ¡/«'imm'uí ilol 
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art 1?; La falta rio una mención especial a dichas sociedades, 
no es razón bastante para colocarlas fuera del ámbito legal, 
desde que han de entenderse alcanzadas por aquel precepto, 
comprensivo de todas bis asociaciones cuya vida no lia cesado 
definitivamente; y para afirmarlo no es menester recurrir a 
criterios extensivos de interpretación, opuestos al interés del 
contribuyente, sino acordar a la ley su sentido virtual y lógico. 
Con lo cual queda descartada la impugnación al art. 89 del 
decreto reglamentario «o color de haberse excedido al dictarlo, 
las facultades constitucionales (pie competen al Poder Ejecutivo. 

La actividad principal de la sociedad consistía, según su 
estatuto, en la administración, fraccionamiento y venta al con- 
tado o a plazos del inmueble adquirido en líKlti, denominado 
"El Saladillo". Podía ejercer otras, según s e recuerda en el 
informe de la instancia, pero naturalmente, a partir de la fe- 
cha en que entró en liquidación, éstas cesaron, si es que antes 
se emprendieron. Empero, como aquélla era la más importante 
—la Cámara no puede afirmar (pie fuera la única — , la situa- 
ción no varió sensiblemente, porque antes y después de la li- 
quidación, la sociedad estuvo preferentemente dedicada a rea- 
lizar ese inmueble, mediante las transacciones necesarias. Es lo 
que hace en la actualidad, a 17 años de disponerse la liquida- 
ción y en esa pestiño puede preverse que ha ele estar empeñada 
durante largo tiempo aún, por las fracciones de terreno que 
todavía posee. No se trata solamente de terminar las operacio- 
nes efectuadas antes de 1027, sino de iniciar otras, indispensa- 
bles para completar la liquidación. 

En los casos do \ entas a términos, las cuotas que percibe, 
representan una parte del capital empleado, más el n.ayor va- 
lor adquirido por éste; y también el interés correspondiente 
por los plazos acordados. Hay «así una utilidad, un beneficio 
para los asociados que entra en' la categoría de rédito definido 
por el art. 2'' de la ley ll.fiH'i. En rigor, ocurre ahora al res- 
pecto lo mismo que con anterioridad al año de la liquidación, 
no bastando decir, para negarlo, que en un caso liabía dividen- 
do y en otro simple reembolso de capital : como tampoco que 
los ingresos se contabilizaran con ese concepto diferencial, pues 
esto no cambia la realidad de los hechos ni la apreciación legal 
que les cuadra. 

Es el momento de destacar que, dada la cláusula estatu- 
taria, las operaciones de compraventa de inmuebles constituían 
y constituyen el comercio habitual de la sociedad y que, por 
tanto, dichos inmuebles deben conceptuarse como mercaderías, 
no comn inversiones de capital : de tal modo que el mayor valor 
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£ reveniente de su venta, ha de computarse en la determinación 
a la renta bruta por imperio de la ley 11.G82 (art. 22, ine. e.). 
Descúbrese con ello, la diferencia evidente entre el caso exa- 
minado y el de la Cía. Petróleo de Chali acó. que fallara la Corte 
Suprema, y que se registra en el t. 182, p. 417. No mediaba 
allí esa circunstancia j al contrario, la sociedad ténía otros fi- 
nes y además, babía enajenado todos sus bienes en conjunto, 
cesando por completo en su piro comercial y terminando eou 
la enajenación su existencia legal. 

En síntesis, el tribunal juzga que en las operaciones de 
referencia efectuadas por la S. A. "El Saladillo", hay una 
materia imponible, como lo lia entendido la administración de 
los réditos. Las. modalidades singularísimas del mtb litt: frente 
a los objetivos de la sociedad y a la naturaleza de las operacio- 
nes realizadas ¡antes y después de la liquidación, permiten sen- 
tar esa conclusión y admitir la existencia de un rédito cierto, 
aunque se cuestione que no reviste sus características precisas. 

3 e Alinea bien, el impuesto se lm fijado sobre la base del 
valor de adquisición del inmueble, en el año lOOfí. Sin que 
pueda aceptar^* l:i alegación de que, di- rsn manera se aplica 
retroactivamente la ley. desde que trátase de transacciones pos- 
teriores a su sanción, sin embargo, resulta indudable que el 
criterio utilizado no es justo ni razonable. La ley no expresa 
que la única base a computarse para ta valuación, sea el precio 
de costo o de adquisición, sino también el del valor al día del 
vencimiento d n l ejercicio: siendo inconsistente el argumento de 
que cu c] caso. Ja mercadería por no estar sujeta a cotización, 
no era susceptible de valuarse racionalmente de acuerdo ni 
último supuesto. Bien está que no se compute el valor atribuido 
por la sociedad en la revnhiación del año 1012, faltando ele- 
mentos de juicio para juzgarla; pero es evidente que In admi- 
nistración estaba en condiciones de bncer la valuación en forma 
más racional y consultando mejor la realidad económica actual 
de la sociedad. La tierra adquirida en 1ÍJ06 — apenas es nece- 
sario decirlo — ■. ha sufrido un considerable aumento, y ct incre- 
mento de valor, pertenecía a la sociedad en calidad de aumento 
de capital. El capital social no era así en 1034-3°*. el mismo de 
lílOfi, aunque tampoco fuese el atribuido en 1012; y ese incre- 
mento debe tomarse en cuenta, determinándolo aproximativa- 
mente, ya sea eou las constancias que pudieran extraerse de 
los libros, ya sea con el promedio de precios en las ventas efec- 
tuadas; ya. en fin. ateniéndose a la tasación oficial para la 
contribución directa. Es decir, por un medio que se ajuste más 
a la verdadera situación de la sociedad, en el momento de li- 
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quidarse el impuesto y en relación al ejercicio respectivo, ya 
que esto mismo lo admite expresamente la ley. según se ha visto. 
Faltan datos concretos en los autos, para que esa disuri- 
minaeión pueda hacerse ahora ; pero ello no debe ser un obs- 
táculo para que se deje de hacerla en su oportunidad por la 
autoridad administrativa, con arreglo a tas directivas consig- 
nadas. La Cámara, aun adviniendo las dificultades consiguien- 
tes, por deferirse la estimación exacta a un momento posterior 
al fallo judicial, cree que no os posible prescindir de una me- 
dida que, en su entender, bu de conducir a una solución más 
justa. 

4* La na tu ral cza compleja de la cuestión debatidn y, por 
otra parte, la decisión que se adopta en el párrafo precedente, 
obligan a distribuir las costas del juicio. 

Vov estos fundamentos y los pertinentes de la sentencia de 
1« instancia, de conformidad parcial al señor Fiscal de cámara, 
se resuelve: confirmar en lo principal el fallo apelado obrante 
a i's. 'íl-IUl, modificándolo en cuanto acepta las bases tomadas 
para liquidar el impuesto, las cuales deberán rectificarse por 
la administración según se establece en el eonsid. 3 V . reinte- 
grándose a la S. A. "El Saladillo" las sumas a su favor que 
resultaren. Lías rostas do ambas instancias, en el orden causado, 
— Julio Man: — Santas J, Saceunc. — Juan C. Lubary. 



FALLO DE LA CORTE SCTKEMA 

Bs. Aires, 25 de julio de 1945. 

Y vistos: Los del recurso extraordinario conce- 
dido a fs. 61 a la parte nctoia en los autos caratulados: 

A. El Saladillo v. Fisco Nacional (Réditos) de- 
manda contenciosa", venidos de la Caín. Fed, de Ro- 
sario. 

Considerando: 

Que en la sentencia de 1* instancia y en la de la 
Cámara que la confirma, en la parte que decide que 
una sociedad en liquidación está obligada a abonar el 
impuesto a los réditos que so produzcan durante bu 
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liquidación — única cuestión federal comprendida en 
este recurso — se contestan con convincente claridad 
los argumentos que se reiteran en el memorial de fs. 
67 t y se pone de manifiesto la resaltante diferencia en- 
tre este cuso y el resuelto por esta Corte Suprema in re 



Petróleo de CImlIucó No liquen S. A. v. Fisco Nacional 




(Fallos; 182, 417). 

En su mérito y por los fundamentos aducidos en la 
sentencia apelada de fs. 51, se la confirma en cuanto ha 
podido ser materia del recurso. 



BELLOCQ E HITA Y OTROS v. PROVINCIA 
DE BUENOS AIRES 

FALTA DE ACCtOX. 



La acción de repetición del impuesto a In protocolización 
pairado por el administrador judicial de una sucesión por 
cuenta y orden de ésta sólo compete a la sucesión o a los 
sucesores qué en la liquidación de ella hayan venido a ser 
titulares de las acciones y derechos de que se trata : por 
lo que debe rechazarse la acción deducida por quien es 
apoderado de dos herederos y de la comisión liquidadora 
de una sociedad formada por alpunos de los demás here- 
deros, a limpie entre estos últimos esté el que pajró el gra- 
vamen eomo administrador, si además de no constar que 
continúa teniendo ese carácter, la sucesión ha sido concur- 
sada sin que esté acreditado que se haya liquidado y que 
en la liquidación correspondieran a los actores las acciones 
y derechos que pretenden ejercer mediante la demanda. 




Roberto Refetto, — Antonio Sa- 

GARNA. — B. A. NAZAB AnCHO- 

nESA. — F. Ramos Mejía. — T. 
D. Casares. 
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Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

Nuevamente se somete al claro criterio de V. E. la 
cuestión de si debe reputarse o no inconstitucional el 
requisito de protocolización y pago del impuesto res- 
pectivo, exigido por la ley de sellos n* 3902 do la Prov. 
de Bs. Aires como condición previa a la inscripción en 
el Reg. de la Propiedad, de testamentos otorgados fue- 
ra de dicha provincia. 

V. E. tiene reiterada y categóricamente resuelta esa 
cuestión en sentido afirmativo; de suerte que, aun sal- 
vando respetuosamente mi opinión contraria a tal doc- 
trina, pienso corresponderá hacer lugar a ia demanda 
si el tribunal mantiene una vez más su anterior cri- 
terio. En cuanto a las restantes cuestiones de derecho 
común, también debatidos en autos, escapan por su r t a- 
turaleza a mi dictamen. 

Por lo que respecta a la jurisdicción originaria de 
V. E. para conocer en el asunto, resulta debidamente 
acreditada con las constancias de autos. — Bs, Aires, 
julio 21 do 1944. — Juan Alvares. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, julio 27 de 1945. 

Y vista la precedente causa caratulada "Bellocq e 
Hita" Razón Social y Srtas. Bellocq v. Bs. Aires, la 
Prov. s. ineonstitucionnlidad art. 858 del Cód. de Proc. 
de Bs. As. M , de la que resulta: 

Que a fs. ;) so presenta D. Miguel Losa y manifiesta 



280 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



que es apoderado de la comisión liquidadora de la ra- 
zón social "Bellocq e Hita" compuesta por los Sres. 
Carlos E. f Vicente, p]duardo y Toribio Bellocq y por 
D, Pedro Hita, declarada cu liquidación sin quiebra 
ante el Juzgado de Comercio del Dr. Juan A. García, 
Sec. Scgovia, y también de las Srtas. María Elisa y Ser- 
vina Bellocq. 

Que en ese carácter demanda a la Prov. de lis. 
Aires por repetición de m$n. :i7.í>35,lí), pagados en 
concepto de impuesto a la escritura otorgada ante el 
escribano D. Arnnldo J. Coluro, protocolizando el tes- 
tamento de Da. María Larrumcndy de Bellocq, madre 
d _■ c ai mandantes, los Sres. Bellocq, y otras declara- 
torias de herederos, respecto de dos inmuebles ubicados 
en los Partidos de Carlos Casares y Tres Arroyos res- 
pectivamente. La testamentaría fie la Sru, de Belloeq 
tramita ante el Juzgado en lo Civil del Dr. César A. 
Fauvety en la Cap. Federal, Sec. Anzoátegui, y el ex- 
pediente de protocolización, ante el Juzgado de V Inst. 
en lo Civ. y Com. a cargo del Dr. Ma, Sec. n' 4. 

Que el impuesto fué pagado bajo protesta y es el 
que c on el art. 1S, inc. ,T de la ley de sellos 3Í)02 de 
acné uto con el cap. V, tit. 24 del Cód. de Proeeds. de 
la Provincia referente a los aetos y contratos pasmlos 
fuera do ella. También lo exige el art. 27 de la ley 
do oetubre de ]S!)0, sobre líeg. de la Propiedad. 

Que estas disposiciones le.síales que imponen la pro- 
tocolización, contrarían los preceptos del art. 7 de la 
Const. Nacional y de la ley nacional 44, modificada pol- 
la 5133, que no requiere otro recaudo que la lega- 
lización de los testimonios de testamentos, declaratorias 
e hijuelas, para su plena vnlidez en la Provincia y por 
tanto» para su inscripción en el Rog. de la Propiedad. 

Funda su derecho en l¡i jurisprudencia de esta 
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provincia demandada al pago de la suma que reclama, 
con intereses desde fecha del pago y protesta y con 
costas. 

Que corrido traslado de la demanda la contesta a 
fs. l.'í D. Roberto A. Sola, apoderado de la Prov. de 
Bs. Aires, el que dice: 

Qne por no constarle los hechos en que se funda la 
demanda los desconoce y niega, dejando su prueba a 
cargo de los actores. 

Que la sociedad "Bellocq e Hita" carece de acción 
y dereelio para la repetición del impuesto que se persi- 
gne en los autos, que habría sido pairado por los he- 
rederos de Da. María Lar ramead y de Bellocq y protes- 
tado por el administrador de la sucesión. 

Que no existe vinculación alguna entre el pago del 
gravamen y la sociedad actora, pues la circunstancia 
de que algunos herederos de la Sra. de Bellocq sean 
miembros de la misma, no establece relación entre uno 
y otra. La acción de repetición corresponde a quien ha 
realizado el pníjo indebido o a sus sucesores, caráeter 
de que carece la razón social demandante a la que falta 
así título para iniciar esta causa. 

Que la protesta cuyo testimonio se agrega, carece 
de eficacia jurídica. En efecto, el administrador de la 
sucesión de T)a. María Larrnmcndy de Bellocq "no te- 
nía representación y mandato de quienes habrían efee- 
fundo el pago" únicos que pudieron levantar la protes- 
ta, ya sea personalmente o por persona especialmente 
facultada al efecto. 

Que además la reserva no so lia formulado en el mo- 
mento del pago sino dos días después de efectuado 
aquél. Añade que se reserva el derecho de puntualizar 
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en el alegato cualquier otra deficiencia de fondo o for- 
ma de que aquella pudiera adolecer. 

Que la exigencia do la protocolización de las hi- 
juelas dispuesta por el Cód. de Proceds., no vulnera 
garantías constitucionales, en cuanto no implica desco- 
nocer autenticidad, valor probatorio ni efectos legales 
al acto otorgado fuera de la Provincia. Trátase de exi- 
gencia impuestu en ejercicio de una simple facultad do 
administración no delegada, amparada por la jurispru- 
dencia de esta Corte que cita. 

Termina solicitando que oportunamente so rechace 
la demanda, con costas. 

Que abierta la causa a prueba —por auto do fs. 
22 vta.— se produjo la que menciona el certificado do 
Secretaría de fs. C8. A fs. 7,3 y 77 se agregan los alo- 
gatos de las partes, alegando a fs. SI el Sr. Procurador 
General. A t's. 81 vía. se llamaron autos para definitiva. 

Considerando : 

Que el l T 4 de diciembre de 1931, D. Vicente Bcllocq 
en el carácter de administrador judicial de la sucesión 
do Da. María Larrumondy do Bcllocq obló el importe 
del 7 o|oo establecido por la Prov. de Bs. Aires para el 
acto de la protocolización de testamentos y declarato- 
rias de herederos, dejando constancia, en la misma fe- 
cha, por acto público, de la protesta bajo la cual hacía 
el pago (fs, 5). El representante de la provincia de- 
mandada, que objetó la protesta al contestar la deman- 
da no mantiene la impugnación en el alegato, por lo cual 
y por no ser objetable ni la oportunidad ni el modo de 
efectuarla, debe tenérsela por realizada debidamente. 

Que realizado el pago del impuesto cuya repetición 
se demanda por cuenta y orden de la sucesión de la 
cual era administrador judicial quien lo efectuó, esta 
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acción sólo compete a la sucesión o a los sucesores que 
en la liquidación de ella hayan venido a ser titulares de 
las acciones y derechos de que se trata. 

Que si bien entre los mandantes del apoderado actor 
hállase la persona que como administrador judicial pa- 
gó el impuesto, como esto ocurrió en 1931 y la demanda 
se promovió diez años después, dicha persona debió 
acreditar que al promoverla subsistía la administra- 
ción judicial y él permanecía en su desempeño. Tanto 
más cuanto que en el conforme del testimonio de fs. 44, 
del 2 do febrero de 1944, consta que en esa fecha la 
sucesión se hallaba concursada, situación legal distinta 
de aquélla en la cual se hizo la designación de adminis- 
trador testimoniada a fs. 5. 

Que algo análogo ocurre con los demás mandantes, 
puesto que ni son todos los herederos nombrados en 
el testamento de fs. 45 ni han probado que tengan la 
representación de la sucesión, ni como podrían tenerla 
estando concursada, ni que so haya liquidado y en esa 
liquidación les corresponderían las aeciones y derechos 
que aquí invocan. 

Que no habiendo los demandantes acreditado tener 
título habilitante para requerir la devolución por ellos 
reclamada, la defensa de falta de acción opuesta por 
la provincia demandada a fs. 13 y mantenida a fs. 73 
debe prosperar. 

Por estas consideraciones, oído el Sr. Procurador 
General, se rechaza la demanda, sin costas. 




< 
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DEPARTAMENTO DEL TRABAJO DE LA PROVINCIA 
DE MENDOZA v. S. A. ESCORIHUELA 

CO&STITUCWX y ACION AL: Control de eowtitacionatidad. ín- 
t&rit para impugnar la eonstitueionalidad. 

La man if estación de que a partir de una fecha determina- 
da la recurrente acatará el decreto sobre salarios mínimos 
que lia impugnarlo como iucunstitucíoual, iinpurta declinar 
la objeción de este carácter formulada en la causa que se 
le signe con motivo de la multa aplicada a la misma por 
infracción at mencionado decreto, por lo que corresponde 
declarar improcedente el recurso extraordinario fundado 
en 9a cuestión constitucional de refereucia, 



Dictamen uel Pkocubadok General 
Suprema Corte: 

Se trae este recurso extraordinario contra el fallo 
dictado a fs, 17 por el Sr. .Juez del Crimen y Correc- 
cional de Mendoza confirmatorio de una multa de mil 
pesos Impuesta administrativamente a la firma tí. A. 
Bstabl, Vitivinícolas Escorí huela por infracción a los 
arts. 38 y 45 de la ley provincial 13 7ü", sobre salarios 
mínimos. 

La soe. anón, multada alegó en 1* y 2' instancias 
ser inconstitucional Ja fijación de salarios mínimos 
por una autoridad provincia', único argumento que pu- 
diera hacer viable el recurso concedido para ante V, E. 
a fs, 20 pero, según resulta de autos, ni la autoridad 
administrativa ni el Sr, Juez de alzada se han pro- 
nunciado al respecto. 

Correspondo, entonces, devolver los autos al juz- 
gado de su procedencia, para que, dictado fallo sobre 
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esté V. E. en condiciones de reverlo. — 
U 9 de 1945. — Juan Alvares. 
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Bs, Aires, 27 de julio de 1945. 

V vistos los autos "Depto. Prov. del Trabajo contra 
Escorihueía S. A. por Inf. art. 38, ley 1376 (acta n? 
2096)" en los que se ha concedido el recurso extraordi- 
nario interpuesto por la parte demandada contra la 
sentencia de fs. 17 dictada por el Juez en lo Corree, y 
Crim, de Mendoza. 



Considerando: 

Que en el memorial do fs. 14, presentado peí la 
S. A. Eseoriliuela al Sr. Juez del Crimen que d'bía 
resolver la apelación interpuesta contra la decisión ad- 
ministrativa por la cual se impuso a dielia sociedad 
multa de 1 1.000 a causa de no haber acatado el decreto 
de la intervención provincial, 27ÍÍ-8-1944, estableciendo 
salarios mínimos para la cosecha de uva de 1944, la 
empresa mencionada manifestó que había "resuelto 
acatar el decreto —atacado por ella de inconstitucio- 
nal—, a partir del 1' de junio" de 1944. 

Que esta actitud importa declinar la objeción cons- 
titucional opuesta al cumplimiento del decreto puesto 
que tratándose del mismo texto legal, de la misma ma- 
teria y las mismas circunstancias, hay contradicción in- 
sostenible en alosar su ineonstitucionalidad para 
oponerse a su aplicación hasta determinada fecha y 
acatarlo, es decir, reconocerle validez y fuerza obliga- 
toria, de ella en adelante. 
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Por esta» consideraciones, oído ol Sr. Procurador 
General, se declara mal concedido a fs. 20 el recurso 
extraordinario. 

Antonio Saoahna. — ]í. A. NA- 
BAB AXCIIOREXA. — F. RaMOS 

MejÍa. — T. D, Casares. 



LEANDRO LANDACO — sucesión 

JUBILACION DE EMPLEADOS FERROVIARIOS: Fondo* de 
la Caja. 

Las cuotas de jubilación adeudadas por la Taja Ferrovia- 
ria al causante de una sucesión decía rada vacante forman 
parte del hnher sucesorio en concepto de erudito cuyo des- 
tino en la sucesión se halla regido por las disposiciones 
del Cód. Civ. {'). 



MATEO MATEl* v. JOSE RERDEJO 

CONSTITUCION NACIONAL: Co»ttítuCÍOnalÍttad a inronstituch- 
nalidad, Ltyts nacionales. Administrativas, 

El art„ . r i3 de la ley 10.050 interpretado en el sentido de 
que obsta al embargo de las jubilac iones y pensiones fe- 
rroviarias auinpie el crédito sea de fecha anterior a la 
concesión de dichos beneficios, no es violatorio de los arts. 
16 y 17 de la Const. Nacional (-). 



O) 27 de julio de 1945. 

<3) ¡17 do julio de 1915. Faltos: 133, 45; 16!). 40; 184, 338. 
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ESTA DO DE SITIO. 

La circunstancia de mediar una orden de expulsión de un 
extranjero indeseable uo autoriza al P. E. ni aun durante 
la videncia del estado do sitio, a prolongar su detención 
mas allá del límite en que esta medida se convierte en la 
aplicación de una pena sin ley; por lo que procede hacer 
lugar al habcas cor pus interpuesto por quien detenido en 
esas condiciones desde hace más de dos aftas y habiendo 
optado pnr salir del país, sólo ha logrado una resolución 
denegatoria del P. E. 



Y vistos los autos "Nnuchiche Arturo s/ recurso 
de habcas corpus" en los que se ha concedido el re- 
> curso extraordinario interpuesto por oí Proe. Fiscal de 
la Cúm. Fed. de Apel. de la Capital contra la sentencia 
dictada a fs. 20 por dicho tribunal. 

Considerando : 

Que el obrero Arturo Nauchiche se encuentra de- 
tenido por orden del Sr. Presidente de la República 
desde el 17 de marzo do 1943 en virtud del art. 23 de la 
Const. Nacional. Antes, el 13 de diciembre de 1933, 
habíase decretado su expulsión del país (informe de 
fs. 8) por encontrarse el nombrado comprendido dentro 
de las prescripciones de la ley 4144. 

Que de acuerdo con la última parte del citado art. 
23 el derecho atribuido por él al Presidente de la Re- 



arresto opten por salir del territorio argentino. EL 
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Bs. Aires, 27 de julio de 1945. 



pública termina cuando las 
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recurso de habeos corpus, ejercitado en la 
sa con ese fin es, pues, procedente, eom( 




rado la sentencia de la Cám. Fed. 

Que la circunstancia de mediar en el cano con res- 
pecto al recurrente el ejercicio de la facultad de expul- 
sión autorizada por la ley 4144, uo es óbice para resolver 
la cuestión en el sentido de la libertad desde que la fa- 
cultad del P. E. para prolongar la detención de un ex- 
tranjero a los efectos de su extrañamiento tiene el límite 
razonable de que sólo debo ejercitarse sin caer en la 
posibilidad de aplicar una pena sin ley expresa que la 
autorice —Fallos: 180, 196—. 

En su mérito y por los fundamentos de la sentencia 
do fs. 20 de la Cám. Fed. de la Capital, se la confirma 
en cuanto ha podido ser materia del recurso. 

BOBEHTO RePETTO. ANTONIO Sa- 

GARNA. — B. A. NAZAR AnCHO- 

rena. — F. Hamos Mejía. — T. 
D. Casares. 



OKS UNOS, Y CIA. v. ALVAREZ UNOS. 

EXHORTO: Cumplimiento, 

Llenadas las formas extornas ríe los exhortes, los jueces a 
quienes son dirigidos deben cumplir las medirías ríe caníe- 
ter procesal solicitarías por medio ríe aquéllos; por lo que 
el juez del UiErar en que se hallan los bienes embarcados 
a quien se encomienda por exhorto el remate de ellos por 
el martiliero que designe al efecto y la transferencia del 
precio de venta previa deduce ion de gastos y honorarios, 
no pnedfl eficazmente negarse a cumplir esas medidas so 
pretexto de que el rematador debió ser designado por el 
juez exhortante. 
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Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

Dictada sentencia de remate en un litigio que tra- 
mita ante la justicia de paz letrada de esta ciudad, se 
encomendó al Sr. Juez de Paz de Lobos, lugar donde 
se hallan los bienes embargados, procediera al remate 
de los mismos designando al efecto martiliero y trans- 
firiendo el precio de la venta, previa deducción de gas- 
tos y honorarios (fs. 48). Ocurre ahora que el juez 
exhortado se niega a dar cumplimiento a tales medidas, 
sosteniendo que debió designarse al martiliero por el 
de la causa ; y trabada entro ambos contienda jurisdic- 
cional con tal motivo, viene ella ahora a V. E. para ser 
dirimida. 

A mi juicio, el caso es sencillo y claro: con arreglo 
a lo fallado por V. E. en casos equiparables, ninguna 
excusa legal atendible existe para que el Sr. Juez de 
Paz de Lobos se niegue a practicar las diligencias alu- 
didas. Así debe resolverse la contienda. — Bs. Aires, 
julio 11 de 1945. — Juan Alvarez. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 30 de julio de 1945. 

Autos y Vistos : Considerando : 

Que de aeuerdo con lo dispuesto por el art. 7 de 
la Const. Nacional y las leyes dictadas por el Congreso 
nüms. 44 y 5133, debe darse entera fe y crédito en una 
provincia a bis actos y procedimientos de otra debida- 
mente autenticados y atribuírseles los mismos efectos 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



que hubieran de producir en la provincia de donde ema- 
nasen, porque lo contrario Importaría admitir que los 
tribunales de otra provincia o loa federales tienen fa- 
cultad para variar los actos o procedimientos judiciales 
pasados ante otros tribunales competentes. 

Que el cumplimiento de esas normas, una de cuyas 
finalidades es redueir al mínimo las cuestiones y con- 
flictos de naturaleza procesal suseei>tibles de producirse 
entre las diversas provincias que integran la Nación, 
lia llevado a esta Corte a decidir que ninguna razón 
legal existe para que los jueces de una jurisdicción se 
nieguen a cumplir las medidas de carácter procesal 



solicitad as mediante exhortas una vez que se hayan 
cumplido en cuanto a las formas externas de éstos, las 
proscriptas para cada caso —Fallos: 179, 36; 181, 248; 
168, 7fi; 1G3, 3G4; 151, 35; 145, 2ÍHJ; y otros. 

En su nitrito y de conformidad con lo dictaminado 
y pedido por el Sr. Procurador General, se dock ra que 
el Sr. Juez de Paz de Lobos, Prov. de Bs. Aires, debe 
dar cumplimiento al exhorto que le fué oportunamente 
dirigido por el Sr. Juez de Paz Letrado n* 16 de la Cap. 
Federal en la causa Oka Hermanos y Cía. c. Al vare z 
Hermanos por cobro de posos. Devuélvanse estas ac- 
tuaciones al último de éstos haciéndose saber en la for- 
ma de estilo al Sr. Juez de Paz de Lobos. 



Roberto Repetto — B. A. Nazar 
Ancijorena — F. Hamos Mejía 
— T. D. Casares. 
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JOSE A II DA LA v. MATE UNOS. Y CIA. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia territorial. 
Compraventa. 

El juez competente para conocer en un juicio sobre cobro 
de pesos proveniente de la venta de lefia a la que se fijó 
precio puesta en la estación de carga es el del lugar en 
que ésta se halla situada, desde que no resulta de autos 
que se hicieran en otro los pagos a cuenta 



REINALDO LAVELLI v, NACION ARGENTINA 

PENSIONES MILITARES: Pensionen a los militares. Generalidades. 

El mecánico asimilado a sargento 1* del ejército que, des- 
pués de haber sido rescindido su contrato anual poco antea 
de su vencimiento y dado de baja por economías cuando 
aun no tenía 15 años de servicios, ingresó al personal civil 
del fiün. de Guerra y aceptó un nuevo contrato para servir 
como asimilado a cabo, en el desempeño de cuyo puesto 
obtuvo el retiro militar, carece de derecho a que se le re- 
integre el grado de sargento l 9 en situación de revista que 
antes tenía, so pretexto de que no pudo ser válidamente 
privado del mismo ("). 



O) Julio 30 de 1045. 
(3) 30 de julio do 1045. 
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Año 1945 — Agosto 

direccion' general de ferrocarriles v. fe- 
RROCARRIL Di^L SUD 

MULTAS. 

La inulta aplicada a una empresa ferroviaria por la Dir. 
Grol. do Ferrocarriles por infracción al art. 259 del Reg, 
(ind. de Ferrocarriles es de carácter penal, rasión por la 
cual le son aplicables las normas del Cód, Penal en lo que 
no este previsto en las leyes sobre ferrocarriles y en cuanto 
sean nmipatibles con el régimen y la finalidad de éstas, 
como ocurre en lo referente a la prescripción. 

Dictamen- pel Pii* iadou Geskiial 
Suprema Corto: 

En un cuso equipa ral de ;il actual (D, 233, Lib. IX), 
con focha 22 de febrero ppdo, dictaminó sor improec- 
donte oi recurso extraordinario, y además, carecer de 
razón ol apelante en la cuestión de fondo planteada. 
Permítame V. E. insistir sobre ambos puntos do vista. 

A mi juicio, la importancia del caso jurídico plan- 
teado justificaría una revisión de la doctrina admitida 
por V. E. al fallar el litigio anterior a que acabo de 
aludir (marzo 14/945, "Dir. Gruí, do Ferrocarriles v. 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 




Corte Suprema de Justicia de la Nación 

REPÚBLICA ARGENTINA 
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Ei) consecuencia, solicito se mantenga la sentencia 
de remate apelada, obrante a fs. M, en cuanto pudo sor 
ella materia de recurso. — Bs. Aires, abril 11 de 1945. 
— Juan Jl vares. 
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Bs. Aires, 1* de agosto de 1945. 

Y vistos los autos "Dirección General de Ferro- 
carriles contra Ferrocarril Sud sobre apremio ($ r>00 
m/n.)" — oxpte, letra IX n" 254, libro IXr»'5~- veni- 
dos por recurso extraordinario contra la sentencia del 
Sr. Jmcz Federal en cuanto rechaza la prescripción 
opuesta por la demandada. 

Con si de raudo : 

Que la cuestión sometida al conocimiento del Tri- 
bunal en estos untos es Ja "misma (pie ha examinado y 
resuelto en la sentencia publicada en el t. 201, púg. 15.1, 
de la colección de sus tallos. En ese caso discutióse, 
como en el presente, si la multa aplicada a una em- 
presa ferroviaria por violación del arl. líiíí) del Regí. 
Oral, de Ferrocarriles era de naturaleza peual y, por 
consiguiente, la proscripción invocada por la supuesta 
infractora hallábase regida por las disposiciones del 
Cód. Penal, como ella sostenía, o si, en cambio, era una 
sanción de índole civil res pee to de cuya prescripción 
correspondía, pues, aplicar los preceptos del Cód. Civ., 
como pretendía la Dir. Oral, de Fe r roca r riles. Y esta 
Corte Suprema, conforme a su reiterada jurispruden- 
cia sobre la naturaleza de las multas establecidas por 
leyes fiscales y administrativas, resolvió que la san- 
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cÍóti tío roto renda es de ea ráete r penal, dado que no 
tiene por objeto reparar un daño sino prevenir y cas- 
tigar la violación de la ley o los reglamentos. Es decir 
que, no existiendo en la ley 2873 disposiciones refe- 
rentes a la prescripción do dichas multas y de la ac- 
ción tendiente a imponerlas y conforme a los prece- 
dentes de jurisprudencia entonces citados, rigen las 
normas del Cód. Penal sobro extinción de acciones y 
de penas, cuya interpretación y aplicación incumbe a 
los tribunales de la causa por tratarse de preceptos de 
orden común y de cuestiones de hedió y prueba. 

(¿uo, a mayor abundamiento, cabe agregar que ca- 
recen de importancia decisiva para resolver el punto 
en disensión, las diferencias señaladas por la parte 
adora entre el régimen tic las multas establecidas por 
el Cód. Penal y el de las previstas ui las leyes fiscales 
y administrativas a que se ba bocho referencia. Puesto 
que no es indispensable que exista completa similitud 
entre uno y otro y, por lo contrario, las diferencias re- 
sultan .justificadas por lo que al respecto — en aten- 
ción a la finalidad que cu cada caso se procura lograr 
mediante dichas sanciones — dispongan las leyes que 
las han establecido. En consecuencia, las normas del 
Cód. Penal sólo serán aplicables respecto de lo que no 
esté previsto en dichas leyes y en cuanto sean compa- 
tibles con el régimen y 1» finalidad de las mismas. 

Que, por fin, tampoco tiene importancia decisiva 
la interpretación que el P. E. baya dado a las dispo- 
siciones de la ley 2873 referentes a la multa en cues- 
tión y a su aplicación a las empresas ferroviarias, pues 
ella no puede sobreponerse al criterio judicial en las 
contiendas do este carácter (Fallos: 140, 190; 187, 18). 

En su mérito, oído el Sr. Procurador General, re- 
vócase la sentencia apelada en lo que ha podido ser 
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materia del recurso extraordinario y declárase que la 
multa que lia originado este juicio de apremio es de 
carácter penal. Devuélvanse los autos al juzgado de 
procedencia a fin de que f aplican . f o las disposiciones 
pertinentes del ("mi. Penal, decida lo que corresponde 
acerca de la defensa de prescripción opuesta por la 
demandada. 

KniiKHTo Rkpetto — Antonio 
Sagasíta — B. A. Nazar An- 
chorena — F. Ramos Mejía — 
T. D. Casares. 



ANASTASIO GARCIA MALLA v. BANCO HIPOTECARIO 

NACIONAL 

COySTlTCCW\ XACIO.XAL: Cmt«i¡tnt¡omil¡>lud t mcotistitucio- 

na l idttd. Leyes tut tional es. A il»; ¡a iV ( ra t i cas. 

El art 71, me. 4', de la ley onrániea del Bu neo Hipo- 
tecario Nacional en f nimio au t oriza u éste pura desalojar 
a los ocupa n tes del inmueble hipotecado que han obtenido 
su derecho del deudor, no es violatorío de la Const. Na- 
cional (*). 



OBRAS SANITARIAS DE LA NACION v, ANTONIO 

PATERNO 

LEY VE SELLOS: E Tenciones. 

Los empleados públicos que actúen como representantes 
judiciales de Obras Sanitarias de la Nación, sea cual fuere 
la forma de retribución de sus servicios, eslán exentos del 
pago de! gravamen que establecen el art. 28 de la ley 
11.290 (T. O.) y el art. 88 del decreto n» 9432 en los jui- 
cios en que intervengan en aquel earáeter. 



(i) 1* de n bojío lio 101 Fnllos: 130, 25í>; 171*, 207; 17S, 337 ; 
184, 490: ím, 83. 
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DlCTAMKS l>EL PROCURADOR GENERAL 

Suprema Corto : 

El Procurador General, por la representación que 
me corresponde en los autos caratulados *' Obras Sa- 
nitarias de la Nación e, Antonio Paterno; apremio-* 
ejercitando la facultad conferida por el art. S'' de la 
ley 4U33, a V. E. digo ¡ 

Las razones dadas en el escrito «le fs. VA justifican 
la procedencia del recurso extraordinario de apelación 
allí interpuesto pnra ante V. E. 

S" discute, en cuanto al fondo del asunto, si un 
apoderado de Obras Sanitarias de la Nación está o no 
obligado a usar estampillas de procurador en los es- 
critos (pie firme y presente en causas judiciales, en 
nombre de la expresada repartición. 

El caso es similar ai resuelto por V. E. en 198: 270 
en sentido negativo, de acuerdo a dictamen del suscrito; 
y lo es también con respecto al que la Corte Suprema 
tiene a estudio referible a los apoderados de Yacimien- 
tos Petrolíferos Fiscales, en el que dictaminé el -8 de 
agosto ppdo. (Letra Y. 14, Lib. IX). 

Allí, como en el presente caso y en el del t. 198 
precitado, se trata de empleados de la Nación que, si 
bien en el de autos no cobran sueldo sino comisión so- 
bre la cobranza, ejercitan sus funciones de tales y ac- 
túan judicialmente en defensa de los intereses de la 
misma. 

Corresponde, pues, y así lo solicito, so revoque el 
fallo apelado de fs. 12 que obliga a reponer la expre- 

Juaii Alvares, 
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Bs. Airen, 3 de agosto do 1945, 

Y vistos los autos "Obras Sanitarias de la Nación 
contra Antonio Paterno sobre apremio" en los que se 
ha concedido el recurso extraordinario interpuesto por 
el apoderado de la acto ra. 

Considerando : 

Que es indudable, y no se discute cu autos, que 
Obras Sanitarias de la Nación como entidad autúr- 
quica (art', - y concordantes de la ley .'JSS9) goza de la 
exención del impuesto de sellos establecida por el art. 
49, inc. 1% de la ley 11.290, t. o., para "el Gobierno Na- 
cional y oficinas de su dependencia", y más expresa y 
claramente aún por el art. lü:í, inc. 1', de] decreto 
n* 9432, del 21 de junio do lí>44, para "la Nación, las 
dependencias administrativas nacionales y... las re- 
particiones autárquicas". 

Que esta Corte Suprema ha declarado, r< 
los cobradores fiscales de que se vale el listado para 
obtener judicialmente el pago del impuesto a los rédi- 
tos que, en tales casos, aquéllos están exentos del im- 
puesto establecido respecto de los procuradores por el 
ari 28 de la ley 11.290, t. o., porque no actúan entonces 
como profesionales que ejercen sus actividades propias 
sino como funcionarios que cumplen las tarcas que el 
Estado les ha encomendado, — aseveración que con- 
cuerda con lo dispuesto por el art. 17 de la ley 10.996 
que eximo de su reglamentación a los que representan 
a oficinas públicas do la Nación, de las provincias y 
de las municipalidades cuantío obran exclusivamente en 
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ejercicio de osa representación — de manera que co- 
brarles di olio impuesto importaría gravar al funcio- 
nario, lo que no es verosímil entro cu los propósitos de 
la ley, o gravar al mismo Estado, lo que os absurdo 
(Fallos: 108, 270). 

Que tratándose* si no del Estado mismo, de enti- 
dades creadas por ó\ a los efectos de la administración 
indirecta de determinados bienes, no existo razón su- 
ficiente para concluir que los funcionarios de que aqué- 



esos intereses estén sujetos al impuesto de sellos croado 
por el susodicho Estado, si, como so ha visto están 
exentos de ese gravamen los que se ocupan de la ges- 
tión judicial de los intereses directamente administra- 
dos por el Estado. Trátase, en ambos supuestos, de 
funcionarios públicos (pie tienen a su cargo la tarca 
de defender ante los tribunales de justicia intereses que 
en todos los easos pertenecen al Estado, ya los admi- 
nistre directamente por sus órganos centrales, ya indi- 
rectamente por medio de las entidades autárquicas crea- 
das por la ley con ese objeto; por lo que el raciocinio 
que lleva a eximir a unos del pago del impuesto de 
sellos conduce a idéntica conclusión respecto de los 
otros. Tanto interés tiene el Estado en una o en otra 
hipótesis, y por lo mismo tan improcedente resulta el 
cobro del gravamen en el supuesto de funcionarios de 
las entidades autárquicas, que forman parte de la ad- 
ministración pública del Estado, como en el del co- 
brador fiscal a que se refiere el art, 00 de la ley 11.683, 
t. o., contemplado en la sentencia mencionada. 

Que las referencias hechas en el expresado fallo al 
carácter gentiinamente fiscal de la gestión a cargo de 
los cobradores de la Dir. Gral, del Imp. a los Réditos 
no tienen otro alcance que el de señalar una cireuns- 
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taneia que contribuía a robustecer aún más la solución 
sustentada en ella. 

Que en razón de !o expuesto precedentemente ca- 
rece de importancia decisiva Ja forma tic retribución 
do los servicios prestados por !«s funcionarios de re- 
ferencia, como por lo demás y sin dejar de tener pre- 
sente lo que acerca de rila establece el art. (¡0 de la 
ley 11.GS3, t. o M se puso de manifiesto en el caso de 
Fallos: WSi 170. 

En su mérito y de acuerdo con lo dictaminado por 
«1 señor Procurador General, declárase que el recurren- 
te se halla exento, en el caso do antas, del pairo del 
gravamen establecido por los arts. 28 de la ley 11.2ÍH"), 
t. o,, y 88 del decreto n* í>432, y, en consecuencia, se 
revoca la sentencia apelada en lo que lia sido materia 
del recurso. 

Axtonio Sauarxa — lí. A, Na- 
bar Axciioiiexa — F. Ramos 
Mkjía — T. D. Casares (cu- di- 
sidí neta). 

Disidencia del Sr. Ministro Dn. D. Tomás D. Casaties 
Considerando : 

Que el pago do cincuenta y veinte centavos exigido 
respectivamente a los abogados y procuradores, en to- 
das bis actuaciones judiciales, salvo Ins realizadas an- 
te la justicia de paz. por el art. 88 del decreto 0432, 
qne reproduce lo dispuesto por el art. 28 de la ley 
11.290 T. O., es un impuesto ni ejercicio de estas pro- 
fesiones cuando tiene lugar judicialmente en tas for- 
mas y oportunidades que enumera el art. 8!) del de- 
creto citado. (Fallos: 127,282 y 129,3!) referentes al 
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art. 41 de la ley 10.361 que contenía una disposición 
análoga). El texto del artículo demuestra por sí solo 
que eso es el carácter del gravamen en cuestión puesto 
que impone el pago a los abogados y procuradores en 
cuanto talen, con total prescindencia de quiénes sean 
sus patrocinados o poderdantes y sólo los exime cuan- 
do actúan por derecho propio, íes decir, cuando no 
actúan como abogados o procuradores. A lo cual se 
agrega el claro sentido del párrafo segundo, que dice 
así: "Los demás profesionales o peritos que interven- 
gan pagarán cincuenta centavos por cada escrito...'*, 
con lo cual se reitera que el impuesto establecido en 
ese artículo lo es a los profesionales, en razón del ejer- 
cicio de la rus] lectiva profesión. 

(¿ue si el impuesto de que se trata es esencialmen- 
te determinado por el acto de ejercicio profesional y 
no por la actuación judicial que sólo constituye la oca- 
sión de cobrarlo, no se puedo considerar eximidos de 
él a los profesionales que patrocinan o representan a 
quienes la ley exime del pago del impuesto en dichas 
actuaciones. Esta interpretación acordaría a dichos 
profesionales un tratamiento de privilegio que sobre 
no tener fundamento en la ley, tampoco lo tiene en la 
naturaleza de las cosas, pues si el hecho imponible es 
el ejercicio de la profesión no se alcanza por qué haya 
do determinar exclusión la circunstancia de que loa 
patrocinados o poderdantes gocen de olla con respecto 
a una cosa distinta, como es su- actuación judicial y 
por razones que les son eminentemente inopias como 
es aquella de que goza el gobierno nacional y las ofi- 
cinas do su dependencia porque no tiene sentido que 
el Estado se grave a sí mismo. Lo tiene, en cambio, 
que gravo la actuación judicial de los profesionales de 
que se vale en ella, porque esa actuación no es distin- 





WI FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

ta de la que la misma clase de profesionales realiza 
en la asistencia judicial de los particulares. 

Que el poder encomendar su representación el go- 
bierno nacional o sus reparticiones au túrquicas a per- 
sonas que no son procuradores profesionales {art. 17 
de la ley 10.996) no modifica los tú rm i nos de la eucs- 
tión ni influye, por consiguiente, en la 
ella, porque el impuesto establecido por 
decreto Í)-CJ, — tlu interpretación estricta como toda 
norma fiscal — , es a l>is j>rof*$Íotudt>s, — abogados o pro- 
curadores—. Quien ejerce un mam lato sin deber suje- 
tarse a la reglamentación legal de la procuración no es 
un profesional en el sentido propio de esta denomina- 
ción que es el que claramente tiene en el texto citado 
donde se emplea como nomine genérico de dos catego- 
rías de profesionales específicamente de te rm ¡natíos en 
él; la de los abogados y la de los procuradores. 

Que ln forma de retribuir el gobierno nacional o sus 
reparticiones nutárquieus los servicios profesionales de 
los abogados o procuradores de que se valgan no in- 
fluye tampoco en la solución de la cuestión. El impues 
to de que se trata no tiene natía que ver con ello desde 
ningún punto de vista, como no lo tiene cuando se trata 
de esos mismos servicios prestados a particulares. El 
impuesto cuestionado debe pagarse no sólo sea cual fue- 
re el modo de retribuir el servicio profesional, sino 
también aunque ninguna retribución se cobre, y es tan 
independiente de ella que —como se reconccc invaria- 
blemente en la práctica de Tribunales— su importe no 
forma parte de los gastos a cargo del mandante. 

Por estas consideraciones, oído el Sr. Procurador 
General, se declara que los procuradores matriculados 
en el carácter profesional de tales que actúan en 
presentación del gobierno nacional o sus 
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autárquieas no están exentos del impuesto establecido 
on el art. 88 del decreto 9432 y en consecuencia se con- 
firma la sentencia apelada en cuanto ha sido materia 
del recurso. — Tomás D, Casabes. 



FERROCARRIL DEL SUD v. COMISION NACIONAL DE 
OJÍANOS Y ELEVADORES 

LEY />/*; SELLOS': Exenciones. 

Los emplendo« púbtieos que actúe» como abobados o re- 
presen tu n tes judiciales de la Comisión Nacional de Gra- 
nos v Elevadores, sea cual fuere ta forma de retribu- 
eii'm de sus servicios, están exentos del pago de los gra- 
vámenes cjue establecen los arta. 28 y 29, inc. 4', de la 
lev 11.290 (T. O.) y 88 del deereto nP 9432 en loa juicios 
en que intervengan en aquel carácter {'). 



YACIMIENTOS PETROLIFEROS FISCALES v. FALCON 

Y LUCERO 

LEY DE SELLOS: Exenciones. 

Los empleado» públicos que actúen como rfpresei .míes 
judiciales de Yacimientos Petrolíferos Fiscales, sea cual 
fuere la forma de retribución de sus servicios, están exen- 
tos del pago del gravamen tpie establecen el art. 28 de la- 
ley 11.290 (T. O.) y el art. 88 del decreto ir» 9432 en 
los juicios cu que intervengan cu aquel carácter ( 2 ). 



(I) 3 ño ngosto ño 1045, 




FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



RODOLFO M. TtmCKE v. CAJA DE JCUILACIONES 
DE EMPLEADOS FKHKO VI ARIOS 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Resolnriú». Limites del pronun- 
ciamiento. 

No correspondo a la Cort 1 Suprema, en ejercicio de su 
jurisdicción extraordinaria, resolver ta cuestión introdu- 
cida en el jnieio con poster inri dad ni escrito de interpo- 
sición del recurso, referente a la ¡neonstitucinnalidad del 
decreto n? 14.514 del 3 de junio de 10-44 fundada en la 
falta de atribuciones del gobierno de facto para reformar 
la ley 10.650 (*). 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y gafan! ¡as. Derecho de 
propiedad. 

La aplicación del decreto ir? 14,534 del ít de junio de 
1H44, en cuanto al modificar el art. 24 de la ley 10.650 
conduce a denegar un pedido aun no resucito sobre devo- 
lución de aportes hecho antes de Ja videncia de aquél 
fundada en una cesantía también anterior a dicha opor- 
tunidad, no importa privación de un derecho adquirido 
ni es repugnante a los arts. 14 y 17 de la Coust. Xa- 
cional ( 2 ). 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos J/ (jaranitas. Igualdad. 

El decreto n* 14.5.14, en la parte que modifica lo dis- 
puesto por el art. 24 de la ley 10.(>50. no es violatorio de 
la igualdad asegurada por el art. 16 de la Gónst Nacional 
por la circunstancia de que establezca un trato diferente 
del que otro decreto vordó a las empicado» que pertene- 
cían at personal de ómnibus y colectivos y pasaron a de- 
pender de la Corporación de Transportes, 



Cía. FRANCESA DE LOS FERROCARRILES DE LA 
PROVINCIA DE SANTA FE v. OLCE8E Y Cía. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones 
na federales. Interpretación de normas locales de procedimientos. 

La circunstancia de que la demanda sobre repetición de 
impucs tw «e m° PW& el actor se considera exento por 

(1) 3 «le ngnstn ñf 1£14.*í. 

(2) Fnllnsr ITs, 311*; ISO, 2fil; 181, 127; IOS, 107. 
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las leyes nacionales 5315 y 10.657, haya sido rechazada 
por la sentencia definitiva del superior tribunal provin- 
cial fundado en que aquella defensa fué oportunamente 
desestimada con fuerza de eosa juzgada en la respectiva 
ejecución, no obsta a l¡t procedencia del recurso extraordi- 
nario contra aquella sentencia, si el recurrente se hallaba 
inhabilitado para interponerlo contra la que se dictó ett 
la ejecución por no revestir ésta, según la jurisprudencia 
entonces imperante, el carácter de senteneia definitiva. 

FEItRO üi I Ii RILES: Ctmtríbucioneit, impuestas p tasa». Generali- 
dades. 

La exención estnblceida por las leyes 5315 y 10.657 com- 
prende todos los bienes nue constituyen el capital de las 
empresas ferroviarias mientras estén actual o potencial- 
mente afectados a la explotación; caso en el cual se en- 
cuentra el terreno — respecto del cual se intenta cobrar 
indebidamente el pavimento — que integra el espacio de 
las vías con las cuales se halla en directa e inmediata co- 
municación, aunque no esté concretamente ocupado por 
insta ta ei unes de la explotación sino afectado a un fin re- 
lacionado con la actividad de Ja empresa — vivero para 
proveer de plantas a bus estaciones y cancha de foot- 
hiitl — que no puede ser considerado como un negocio 
distinto de la explotación ferroviaria. 

Dictamen del Puocrtunoa General 
Suprema Corte: 

Ene uen tro m minería entre las cuestiones debatidas 
en estos untos y las que motivaron nú dictamen del 
1* de marzo de] corriente año hi rr "Cía. Francesa dé 
los Ferrocarriles tic ta Prot\ <h- Saúl a Fe v. da Santa- 
f atina de Inmuebles t/ Construcciones" {exp. C. 762), 
actualmente a estudio de V. E. 

A mérito de ello, y dando por reproducidos aquí 
los fundamentos de dicho dictamen, considero que el 
recurso extraordinario os admisible tan sólo en cuanto 



fe 
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se refiere a interpretar las leyes 5315 y 10.8G7; y que, 
A tal respecto, procederá aplique V, E. una vez más el 
criterio reiteraí lamente sustentado para definir el con- 
cepto de "estación", refiriéndolo a lo que resulte de 
Ib prueba rendida en autos. — Bs. Aires, octubre 18 
de 1944, — Juan Alvares. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 3 de agosto de 1945. 

Y vistos los autos "Cía. Francesa de los Ferroca- 
rriles de la Prov. do Santa Fe contra Oléese y Cía. so- 
bre repetición de pago", en los que se lia concedido o\ 
recurso extraordinario interpuesto por i a parte a el ora 
contra la sentencia de fs. 1ÍH> dictada por la Sala -* de 
Apel, en lo Civ. y Com. de Santa Fe. 

Consido ra ndo: 

Que el actor hizo cuestión en el juicio ejecutivo del 
privilegio que lo acuerdan las leyes 5MÍT) y UUm7, y 
como le fuera adversa la sentencia de » f instancia pro- 
nunciada allí interpuso recurso extraordinario para 
ante esta Corte, según lo afirma en la demanda y lo 
repite en el alegato sin que la contraria baya desmen- 
tido el aserto en ninguna oportunidad do este juicio. 
El recurso le fué denegado, según la misma afín nación, 
por considerar o i Tribunal do la causa que no había 
sentencia definitiva pues quedábale a la recurrente ex- 
pedita la vía del juicio ordinario, A este relato de an- 
tecedentes débese agregar que todo ello ocurría antes 
de que esta Corte so pronunciase en el sentido do la 
procedencia posible, en razón de especiales circunstnn- 
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cias, del recurso extraordinario contra las sentencias 
de los juicios ejecutivos (Fallos: 182, 293). Promovi- 
da luego demanda ordinaria so la rechazó por entender 
el tribunal local que, debatidas como fueron en la eje- 
cución las mismas defensas alegadas en ésta, la sen- 
tencia de aquélla buce a su res pee 1 o cosa juzgada. Con- 
tra este pronunciamiento se deduee recurso extraordi- 
nario y se lo concede a fs. 195. 

Que la cuestión debatida en la sentencia objeto del 
recurso es de procedimiento y por ende de derecho lo 
cal, lo cual la haría, en principio in susceptible de re- 
visión por esta (.'orto. Pero si el recurrente, que es- 
tuvo inhabilitado para acudir a ella cuando se falló la 
ejecución, también lo estuviera ahora por la natura- 
leza de lo decidido, la cuestión federal planteada en la 
ejecución y en este juicio ordinario resultaría frustra- 
da, por lo que procede abrirlo (Fallos: 190, 50 y 228; 
"191, y entrar al fondo de lo que constituye su ma- 
teria (urt. lü de la ley 48, última parte). 

Que son dos los puntos sobre los cuales recae el 
recurso interpuesto a fs. 193: no haberse reconocido 
que los terrenos de la nctora en cuyo frente se cons- 
truyó el pavimento cobrado en el juicio de apremio 
eslán exentos de esa contribución en virtud de lo dis- 
puesto por las leyes 531ü y IO.ÍmT y comportar res- 
tricción de la defensa el haber aceptado que se incor- 
poraran nuevos hechos a la litis fuera de oportunidad 
legal. 

Que del secundo punto no se hace cuestión en el 
memorial de fs. 221 con el cual se mantiene el recurso 
y es tú, de todos modos, fuera de el por tratarse de ma- 
teria procesal y de hecho y no impugnarse la consti- 
tucional ¡dad de las disposiciones legales en las que se 
fundó lo decidido. 



KM FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



Que sobre lo primero esta Corte tiene reiterada- 
mente declarado qué es lo que dei e entenderse por es- 
tación (art r, inc. 2*, de la ley 10.657) y basta exami- 
nar el plano de fs. 72 a la luz de esa jurisprudencia 
para concluir que los terrenos do que aquí se trata no 
están comprendidos en la excepción del precepto legal 
recién citado (Fallos: 181, 384; 184, 23; 188, 464; 191, 
125; 193, 77; 195, 330; 200, 15). 

Que el terreno con frente a la calle pavimentada, 
si bien no cstii concret amento ocupado por instalacio- 
nes de la explotación, puesto qu > se halla en directa 
e inmediata comunicación con el espacio de las vías y 
en realidad lo integra, como resulta de que dicha exten- 
sión no ha recibido un destino comercial distinto de 
la explotación ferroviaria, teniendo presente la am- 
plitud con que las leyes 5315 y 10. (¡5 7 han sancionado 
la exención de que se trata, comprensiva de todos los 
bienes que constituyen el capital de la empresa mien- 
tras estén Hctual o potencionalmente afectados a la 
explotación (Fallos: 1!»3, 77 y 3G5) debe considerarse 
exento de la contribución de mejoras en cuestión. 

Que el hecho de estar destinada parte de esa tie- 
rra a un vivero que no se ha alegado tenga otro objeto 
que proveer de plantas para las estaciones áe la em- 
presa y a cancha de foot-ball para el personal de la 
misma no altera la conclusión precederá , porque no 
se trata de destinos productivos o comerciales que 
constituyan un negocio distinto de los que la ley 5315 
y su decreto reglamentario definen como explotación 
ferroviaria propiamente dicha. Supuesta la inexisten- 
cia del vivero y la cancha esa tierra, aunque no ocu- 
pada por instalaciones, como contigua a 'a que éstas 
ocupan y formando con ella una unidad, estaría indis- 
cutiblemente exenta del gravamen en cuestión dado el 
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alcance de la exoneración legal. Una ocupación útil 
do ella, relacionada con la actividad de la empresa no 
puedo hacer variar la conclusión si con diclio destino, 
como queda explicado, la empresa no realiza un ne- 
gocio al margen de la concesión en virtud de la cual 
goza de la exención. 

Por estas consideraciones y de acuerdo con lo dic- 
taminado por el Sr. Procurador General so revoca la 
sentencia apelada en cuanto lia sido materia del re- 
curso. 

Antonio Saoarna — B, A. Ka- 
y.wi An choren a — F. Ramos 
M ¡mía — Tomás D. Casares. 



RICARDO RONEO v. PROVINCIA DE RUENOS AIRES 
LEY DE SELLOS: Exenciones, 

La circunstancia de que la ley local exima del impuesto 
de papel sellado las actuaciones seguidas ante una pro- 
vincia uo autoriza a prescindir de la reposición corres- 
pondiente el trámite del recurso extraordinario ante la 
Corte Suprema de la Nación (»). 



S. A. EMPRESAS ELECTRICAS DE BAHIA BLANCA v. 
DELEGACION REO ION AL DK LA SECRETARIA DE 
TRABAJO Y PREVISION 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes. Tribunal d« 
Justicia* 

La resolución de carácter normativo por la cual al en- 
cardado de una dejación regional de la Secretaría de 
Trabajo y Previsión, sin decidir cuestión alguna de las 
(pie en el régimen institucional ordinario corresponde re- 
solver a los jueces, establece mediante el procedimiento ar- 

(!) 6 do agosto de 1045, 
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bitral previsto por el art. 30 de la ley 4548 de la Prov. 
de Be. Airee voluntariamente aceptado por las partes, el 
plan de salarios y condiciones que regirá en lo sucesivo, 
no puede ser equiparada a la resolución de un tribunal 
de justicia ni ser objeto de recurso extraordinario i 1 ). 



EDUARDO A. BUNDIO v. NACION ARGENTINA 

PRESCRIPCION: Comienzo. 

No habiendo transcurrido el plazo de diez años entre la 
fecha en que fué dictado el decreto que derogó la pen- 
sión de retiro acordada anteriormente y aquella en que 
fué iniciada la demanda tendiente a obtener el recono- 
cimiento del derecho a dicho beneficio, corresponde re- 
• chazar la prescripción decenal opuesta {~). 

PENSIONES MILITARES: Pcmioitts a los militares. Inutilización 

pata la carrera militar. Ejército* 

La circunstancia de que el conscripto que, conforme a lu 
dispuesto por el art. 1G. cap. V, tít. III, de ln ley 4707, fué 
declarado en situación de retiro por inutilidad con el 50 % 
del sueldo de su elnse, y con la condición de someterse 
oportunamente al nuevo examen médico que establece el 
art, 5 W del decreto reglamentario del 7 de diciembre de 
1!>14. haya sido dei-hmido con motivo del nuevo examen 
apto para servicios auxiliares cu caso de movilización, no 
le priva del derecho a la mencionada pensión, como en 
camino lo ha resuelto erróneamente el 1\ E. al darlo de 
baja en la lista de retirado*; por lo cual debe serle cor- 
dado dicho beneficio, si bien en la proporción que esta- 
blece el art, 20!í del decreto n* 29.375 del 2(i de octubre 
de 1044. dictado antes de ser fallada definitivamente la 
causa y no ¡i ti pu -ruado por la adora en cuanto a su va- 
lidez. 



{!> fi fk fifffisto <U' VM?>, Faltos: 202. 14. 
(*) S d« ayusto de 164.1. Fallos; 1ÍH>, 441. 
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MIGUEL FERNANDEZ v. NACION ARGENTINA 

PENSIONES MILITARES: Pensiones a los militares. Inutilización 
para la carrera militar. Armada. 

El conscripto que a consecuencia de un accidente sufrido 
en acto del servicio, al volcar sobre sí una mesa de carga, 
sufrió una lesión en el miembro inferior izquierdo que 
ha determinado su inutilidad para el servicio de la Ar- 
mada, tiene derecho al beneficio previsto en el art. 17, 
tít. III, de la ley 4856, o sea a la pensión de retiro con 
el sueldo de marinero de primera, pues lo era de se- 



VICTOR Y ALDA XI v. GOBIERNO DE ITALIA 
JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia federal. Corn- 



ial Corte Suprema carece de competencia para conocer en 
los pleitos promovidos por particulares contra naciones 
extranjeras. 

Dictamen del Puocurador General 
Suprema Corte: 

D. Víctor Valdani, invocando el ea ráete* de acree- 
dor del Gobierno de Italia solicita como medida pre- 
cautoria y previa a su demanda, decrete V. E. mi em- 
bargo preventivo sobre acciones de la S. A, "Bodonia", 
existentes en la Embajada de Italia en nuestro país. 

Atenta la jurisprudencia sentada por V. E. 70:124 
y* 123:58, la Corte carecería de jurisdicción para co- 
nocer originariamente en el asunto. Obvio es, entonces, 
q M .o tampoco la tendría para decretar la medida previa 
solicitada. Las razones dadas por V, E. en los casos 



guuda {*)■ 




(i) 8 do agosto do 1ÍU3. Fallos: 201, 45. 
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que acabo de citar y otros muchos concordantes, son 
extensivas a toda gestión destinada a +raer a juicio 
ante el Tribunal a un gobierno extranjero. 

Opino, pues, que no procede dar curso al pedido 
(Const. Nacional, arts. lüü y 101; ley 43, art. V). — Bs. 
Aires, agosto 4 fie 11)45. — Juan Alvares. 

FALLO DE LA CORTE SÚNtEMA 

Bs. Aires 13 de agosto de 1945. 

Y vista la precedente causa caratulada "Valdaui 
Víctor v. Gobierno de Italia sobre cobro de pesos", 
para decidir respecto de la jurisdicción de esta Corte. 

Y considerando: 

Que el ingeniero D. Víctor Valdani, sosteniendo ser 
acreedor del Estado Italiano por la suma de 150,000 
m$n,, entregados a la Embajada de esa Xaciún, en la per- 
sona de su delegado financiero 1). Félix Frasca, solicita 
del Tribunal so admita la información que ofrece a los 
efectos del art. 443, inc. 2*, del código supletorio, para 
obtener "el embargo preventivo de las acciones emi- 
tidas por la S. A. "Bodonia" de propiedad del Go- 
bierno de Italia, basta el importe necesario a cubrir el 
crédito" de que sería titular. 

Que tanto estas manifestaciones expresas, cuanto la 
naturaleza de la operación de que provendría la deuda 
—adelanto realizado en 1943 para el pago del servicio 
do pensiones de los residentes, viudas y mutilados de la 
gnerra anterior a reembolsarse por medio de depósito 
de títulos del Estado Italiano en la cuenta del actor en 
la sucursal del Banco de Italia y Río de la Plata de 
Milán— permiten concluir que la presente causa es se- 
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guida contra el Estado Italiano y no contra su actual 
Embajador ante cata República n otro funcionario afo- 
rado, como sería recesarlo para el conocimiento de esta 
Corte en el juicio —Fallos ■ 192, 486; 196, 473— no sien- 
do óbice a ello las manifestaciones incidentales de la 
demanda en el sentido do que la Embajada de Italia sería 
la deudora. 

Que en efecto, conforme a lo dispuesto en los arts. 
100 y 101 de la Const. Nacional y 1 do la ley 48 y a lo 
dictaminado por el Sr. Procurador General» el Tribu- 
nal carece de competencia para entender en pleitos se- 
guidos por un particular contra una nación extranjera 
—Fallos: 7H, 124; 123, 58; y causa "Binaglii Armando 
V. Gobierno inglés" resuelta en 28 de mayo del corricn- 



Eu su mérito y de acuerdo con lo procedentemente 
dictaminado por el Sr. Procurador General se declara 
que esta Corto carece de jurisdicción para conocer en 
esta causa. 



FISCAL Di he JUAN GARGIVLO v. DOMINGO REPETTO 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitas comunes. Subsistencia 

de los requisitos. 

Corresponde desestimar el recurso extraordinario dedu- 
cido por un agente fiscal de la justicia de pnz letrada 
contra la sentencia que declara la const itucionatidad del 
decreto n» 3.362/45 sobre reformas a la ley 11.924 si el 
Procurador General no mantiene la apelación (>). 



(l) En ipüíil «cntWlo fueron resueltos en la misma fecha los re- 
cargos deducidos iwr dicho fisenl en !»s causa» "José V. García v. Car- 
los Kh'iM'fih", "Uncirlo Pttlmiginni — sin-.— •*, "Máximo Sanche» 



te año. 
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Dictamen del Procurador exeral 
Suprema Corte: 

Ante el Juzgado de Paz Letrado n* 20 do la Cap. 
Federal D. Juan Gárrulo inició demanda eontra D. 
Domingo Repelo por cobro de la cantidad de $ 2.827.50 
m/n. Sin darle curso, y por entender ol juez que el co- 
nocimiento de la causa era ajeno a su jurisdicción, se 
declaró incompetente, fundado cu que atentos los tér- 
minos del art. 11, ine. V de la ley 11.92-4 no correspon- 
día a la justiciti de paz letrada entender en causas 
cuvo monto sea superior a dos mil pesos. A tal electo, 
negó validez suficiente para reformar a esa ley, al de- 
creto n' 3.362/45 del P. E., en causas que atribuyó a 
dicha justicia jurisdicción para entender en litigios de 
hasta tres mil pesos. 

En segunda instancia, ese fallo fué revocado por 
la Cám. de Paz Letrada, ordenándose al juez conociera 
en la causa; y entonces, el agente fiscal que había sos- 
tenido nnte dicho Tribunal lo resuelto por el juez, in- 
terpuso recurso extraordinario para ante V. E. Le fué 
denegado, y con tal motivo acude aliora en queja. 

A mi juicio, la denegatoria se ajusta a derecho, 
pues no corresponde a la Corte decidir cuestiones so- 
bre jurisdicción cuando ellas no se plantean en forma 
de contiendas entre tribunales, salvo que lo denegado 
sea el fuero federal (art. 14, ley 48), lo que no ocurre 
en este caso. La controversia se reduce aquí a deter- 
minar si es uno u otros de los tribunales locales de la 
Cap. Federal el eompetcnte. 

En abono de esta doctrina cabe agregar que la im- 
pugnación no aparece formulada por el demandado — 
a quien basta este momento no se lia oído— y (pie la 
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decisión de la Cám, do Paz resulta favorable al reque- 
rimiento del actor. V. E. no podría, entonces, por la 
vía elegida, modificar el fallo apelado, en cuanto in- 
terpreta y aplica normas legales de carácter local para 
apreciar el alcance de su propia jurisdicción. 

Procede, por ello, rechazar el presente recurso di- 
recto. — lis. Aires, agosto 7 de 1945. — Juan Alvares. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 13 de agosto de 1945. 

Y vista la precedente queja caratulada "Recurso 
de hecho deducido por el Fiscal de la Justicia de Paz 
Letrada de la Capital Federal Dr. Pedro li. Jáuregui 
(Fiscalía n* 3) en los autos Gargiulo Juan v. Rcpetto 
Domingo", para decidir sobre su procedencia. 

« 

Y considerando: 

Que esta Corte ha decidido que la cuestión referente 
a la competencia del tribunal apelado, formulada por 
el f iscal que interviene en la causa, y cuya decisión con- 
traria no es apelada por las partes, no os susceptible 
de someterse al Tribunal por vía de recurso extraor- 
dinario cuando el Sr. Procurador Oeneral no mantiene 
la apelación. Fallos: 178, 406; doctrina de Fallos: 186, 
445; causa "Manuel Cebe" de 8 de junio del corriente 
año. 

En su mérito se desestima la precedente queja, 

Antonio Sagauna — B. A. Nazab 
Anchoiíena — T. D. Casabes, 
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AL EL* Y DUPONT v. FERROCARRIL XORD-EtíTE 

ARGENTINO 

EXPROPíACIOX: Indemnización. Generalidades. 

La empresa ferroviaria que, por haber construido en lo 
roña de ribera de una laguna sin previo permiso o apro- 
bación de los planos respectivos un atracadero para fe- 
rryboat, fué primero intimada para levantar toilas las 
instalaciones y vías y luego autorizada con carácter me- 
ramente precario para ex piolar! as, no tiene derecho en 
el caso de expropiación del terreno en que hc hallan es- 
tablecida», u exigir indemnización alguna por las obras 
de acceso que la expropiación inutiliza ni por los pastos 
de dragado Erente al terreno ni por los beneficios a per- 
eibir o lucro cesante. 

EXPltQPIAt'IOX: indemnización. Determinación del valnr real. 

Hallándose suficientemente fondada la det eran nación del 
precio de la tierra expropiada y del valor do las mejoras 
efectuada por el perito tercero, corresponde aceptar sus 
conclusiones al respecto. 

EXPROPIACION : Indemnización. Daños cansado* por hi espro- 
piactón parcial. 

La circunstancia de que la autorización administrativa 
acordada para la explotación del atracadero construido en 
terreno de su propiedad por una empresa ferroviaria tu- 
viera carácter simplemente precario, obliga a considerar 
el daño que el cercenamiento de lo expropiado cansa al 
reato del inmueble con prescindencia del punto de vista 
de la utilización del mismo para dicha explotación y a 
tener en cuenta solamente el desmedro proveniente de 
haberse imposibilitado utilizaciones positivas de un valor 
innegable independiente de la mencionada autorización. 

INTERESES: Relación jurídica entre fn* partes. Expropiación. 

La condena al pa«ro de intereses por el expropiado inte- 
gra, por una parte, el justo resarcimiento debido, y, por 
la otra, corresponde al beneficio de la ocupación de que 
aquél ha disfrutado sin la correspondiente contra presta- 
ción de su parte; por lo cual las dilaciones que el juicio 
hubiere sufrido por culpa del dueño, en Ja hipótesis de 
que pudieran invocarse para hacerle perder el derecho 
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a cobrar intereses, sólo podrían, valer para la primera ra- 
zón mas no para la segunda. En consecuencia, y resul- 
tando de autos, por lo demás, que no corresponde respon- 
sabilizar de la demora tan sólo a la demandada, procede 
emulen a r al expropiador a los intereses sobre la diferen- 
cia cutre la sumu (pie depositó y la que en definitiva se 
manda paga?* desde la fecha de la desposesión hasta la 
de integración del importe del resarcimiento. 

JtECVIiSO ORDIXABIO DE APELACION: Tercera instancia. 

Juicio* en que la X ación es parte. 

No resulta ndo de autos que el importe de las costas que 
dcb<> soportar la demandada exceda de la cantidad de 
$ 5.0(1(1 m/n.. es improcedente el recurso ordinario de 
apelación deducido por aquélla en cuanto a ese punto. 

COSTAS: Xtttura1e:a del junio. Expropian'!*. 

La imposición de costas al expropiador es procedente en 
principio y no correspondo eximirlo de ellas en el caso 
en que la suma que se fija como indemnización es varias 
veces superior a la ofrecida por aquél, 

MEDIDA S DISCIPLINAfílAS. 

Corresponde apercibir al juez Hrado responsable de una 
demora injustificable de más de cinco anos para fallar 
una cansa sobre expropiación y llamar la atención a la 
Cúm. de A peí. encardada ele la superintendencia, a la que 
no debió pasar desapercibida la irregularidad. 
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Bs. Aires, 20 de agosto de 1945. 

Y vistos los ñutos: "Aleu y Dnpont contra la Em- 
presa del Ferrocarril Xord Este Argentino sobre expro- 
pia ción" en los que se han concedido loh recursos ordi- 
narios de apelación interpuestos a fs. 854 y 855 contra 
la sentencia dictada a fs. 840, 
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Considerando : 

Que contra la sentencia de fs. 840 dedujeron ambas 
partes recurso ordinario de apelación; el Gobierno Na- 
cional considera elevada la indemnización por los mo- 
tivos que el Sr. Procurador General invoca a fs. 882, 
y la demandada ía estima exigua a causa de haberse fi- 
jado un precio bajo a la unidad métrica de la tierra 
expropiada, no haberse computado las obras realizadas 
en la vía de acceso al terreno, ni las de dragado frente 
a él, ni los beneficios o frutos por percibir, no conde- 
narse al pago de intereses o imponerse el de sólo una 
parte de las costas. 

Que la detenida argumentación del considerando 
tercero de la sentencia de primera instancia, reiterada 
por la Cám. de A peí., donde se examinan y confrontan 
todos los antecedentes de la explotación de lo expro- 
piado por parte de la empresa ferroviaria no fué reba- 
tida ni aludida por esta última. La conclusión do ese 
considerando es pues, incontesf adámente, el punto de 
partida para fijar el alcance del resarcimiento. Esa 
conclusión deja sentado que "el uso de las instalaciones 
de la orilla de la laguna San José por parte de la em- 
presa F. C. K. E. A. tiene su origen en un acto unilate- 
ral, otorgado por una autoridad administrativa que en 
esencia no representa sino un acto de tolerancia admi- 
tido con un carácter enteramente precario y que puede 
ser revocado a voluntad y sin recurso alguno cuando el 
otorgante lo estimase necesario" (fs. 742 y 742 vta.) 

Que si se trataba do una autorización precaria no 
cabe, evidentemente, indemnización do las obras de acce- 
so que la expropiación inutiliza, ni de los gastos de dra- 
gado frente al terreno, ni de beneficios por percibir o 
lucro cesante, porque tanto en la realización de aquellos 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



gastos como en la general organización del negocio de- 
bió contarse con ]a eventualidad de que se pusiera tér- 
mino, sin plazo ni reclamo, a la procaria autorización 
sobre la base do la cual se hizo todo ello. No había un 
derecho adquirido a usufructuar eso negocio durante 
un tiempo que la expropiación haya venido a abreviar. 
La empresa debió contar con la precariedad del permi- 
so a que se acogió para instalar la explotación. Si la 
expropiación interrumpe esta última antes de haberse 
resarcido de los gastos efectuados en obras e instala- 
ciones que no van a enriquecer al expropiante» y de 
babor obtenido las ganancias previstas, se ostú ante la 
consecuencia del riesgo que la empresa tomó a su cargo 
al afrontar la explotación en las condiciones precarias 
que se han mencionado. 

Que no corresponde examinar en esta instancia si 
por las razones dadas en el considerando precedente 
hay en la sentencia recurrida rubros de indemnización 
que no debieran incluirse, pues el recurso del Gobierno 
Nacional sólo se refiere a los valores que la sentencia 
fija. 

Que esos valores —no observados en esta instancia 
por la expropiada—, son los que determina en su dic- 
tamen ol perito tercero (fs, 446). El Tribunal halla su- 
ficientemente fundada la determinación del precio de la 
tierra y del valor de las mejoras, y la acepta. Respecto 
a Jo debido por la desvalorizaetón que el cercenamiento 
de lo expropiado causa en ol resto del inmueble cabe 
observar que sólo considerando el significado de ello 
desdo el punto de vista de la utilización del inmueble 
para la explotación precaria mentí? autorizada podría 
llegar a tener la magnitud que se le asigna en el dicta- 
men. Se trata, en parte, dol perjuicio consistente en 
dejar de ser, el resto del inmueble, apto para un des- 
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tino subordinado a una autorización que en ningún mo- 
mento se obtuvo con carácter definitivo, lo cual prueba 
que no era un destino determinante de un valor verda- 
deramente potencial sino meramente posmle, Jo cual es 
muy distinto porque el primero comporta una realidad 
que no tiene el segundo. Con todo, ai se consulta el pla- 
no del lote que lo expropiado integraba se comprueba 
que el desmembramiento de esto último, situado sobre 
la laguna San José, acarreó, con prescindencia de que 
so obtuviera o no con carácter establo la autorización 
antes aludida, un desmedro de su valor porque imposi- 
bilitó utilizaciones constitutivas; de un valor potencial 
innegable pues no dependían (le dicha autorización. Por 
estas razones y teniendo en cuenta, además, que la des- 
valorizaeión causada por el cercenamiento de lo que se 
«propia debe relacionarse con el valor de esto último, 
el Tribunal juzga equitativo reducir a * 40.000 m/n. 
esta parte de la indemnización. 

Que la condena al pago de intereses desde que el 
expropiante ocupó lo expropiado basta que ponga el 
precio a disposición del dueño, es impuesta no sólo por 
la ley sino por la naturaleza misma de las cosas puesto 
que, por una parte integra el justo resarcimiento debi- 
do, y por otra corresponde al beneficio de la ocupación 
de que ha disfrutado sin contraprestación el expropian- 
te. En el supuesto —meramente hipotético— de que 
quien provoca dilaciones en la decisión de un juicio 
perdiera por ello el derecho a cobrar intereses deven- 
gados durante la dilación, en este caso el argumento val- 
dría con respecto a Ja primera razón por la cual se im- 
pone el pago de los intereses — la integración del resar- 
cimiento—, siempre que estuviera acreditada la culpa 
de Jn demandada en la demora, pero no respecto al se- 
gundo, —haber estado la actora en el usufructo de lo 
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expropiado sin el desembolso del precio correspondiente» 
Que en la duración extraordinaria de este juicio 
bay que distinguir dos partes : desde su iniciación — 
abril do 1923 — lias ta el llamamiento de autos — octubre 
do 11)29^ y desde esta última fecha basta la de la sen- 
tencia de primera instancia —26 de agosto de 1942—. 
Eu esta segunda parte no liuy ingerencia de ninguna 
do las partes que haya provocado semejante dilación. 
Durante ese tiempo la demandada pidió pronto des- 
pacho ocho veces. Y en la primera sí se consideran los 
incidentes y sus resultados y el tiempo requerido para 
producir su dictamen los peritos pro| -estos por cada 
una de las partes (fs. 375 y Í8. 433) no os dado respon- 
sabilizar de la domo» a sólo a la demandada. 



Que la parte de las costas que según la sentencia 
debe soportar la demandada — punto de la decisión del 
cual apela esta última — no es presumible, atento el 
monto de la condena, que sobrepase la cantidad de pe- 
sos a.000. En consecuencia, esta parte del recurso no 
es procedente. 

Que no hay razón suficiente para que se exima del 
resto de ellas ai expropiante, corno se solicita en el re- 
curso de esta parte. La imposición corresponde en prin- 
cipio en estos juicios y éste no constituye excepción si 
se considera la diferencia entre la indemnización ofre- 



Que el tiempo empleado para dictar sentencia, aun- 
que se descuente el que insumió la medida decretada a 
fs. CAS para mejor proveer y que sólo fué de tres me- 
ses, no puede justificarse de ninguna manera. Tres 
fueron los jueces que tuvieron n su cargo el Juzgado 
desde el llamamiento do autos. Respecto del primero 
de ellos no existo demora imputable al mismo porque 




a pagar y lo 
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el tiempo durante el cual actuó fué absorbido por las 
diligencias referentes a diversas regulaciones de hono- 
rarios y a las medidas que decreto para mejor proveer. 
El segundo ha dejado de estar bajo la superintendencia 
de esta Corte. Xo así el tercero, responsable de una de- 
mora de más de cinco años imposible tle justificar con 
el descargo de fs, 724 vta. En cumplimiento de los de- 
beres de la superintendencia débese apercibir a este úl- 
timo y llamar la atención a la Cámara de Apelaciones 
encargada de la superintendencia pertinente, puesto 
que con el examen de las estadísticas impuesto por el 
art. 2* do la ley 7099 la irregularidad no debió pasar 
desapercibida. 

Por estas consideraciones se reforma la sentencia 
apelada en cuanto a la indemnización del desmejora- 
miento producid" por la expropiación en la tierra con- 
tigua de la demandada, que se reduce a cuarenta mil 
pesos moneda nacional; se la revoca respecto a los in- 
terósea que la ex limpiante debe pagar, a estilo de los 
que cobra el Banco de la Nación Argentina, desde la fe- 
cha de la desposesión hasta la de la integración deí im- 
porte del resarcimiento, sobre la diferencia ent re lo con- 
signado y lo que se condena pagar, y se la con tirina en 
todo lo demás que lia sido objeto del recurso. Las cos- 
tas de esta instancia deberán ser pagadas un el orden 
causado, atento el resultado de las apelaciones. Aper- 
cíbese al juez de la causa y llámase la atención de la 
Cáui. Fed. de Apel. por la circunstancia a que se hace 
referencia en el último considerando del presente fallo. 

Antonio Sau.ihn.v — B. A. Na- 
ssau AxcimisKXA — F. Hamos 
Mkjía — T. D. Casares. 
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O. BLUM, P. INGRATA Y OTRO 

ADUANA: Jurisdicción y competencia. 

Las autoridades aduánelas carecen de competencia para 
perseguir el contrabando cuando éste se refiere a merca- 
derías que están fuera de! recinto de las aduanas o de 
los puertos en que ellas funcionan 



PEDRO R, RACIIIXÍ v. Cía, EXTRERRIANA 
DE TELEFONOS 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: C mpetetma federal. Por Ja 
materia. Cauem regidas por normas federales. 

Compete a la justicia federal el conocimiento de la de- 
nuinda que, fundada en disposiciones di'l <lecreto N» 91.698 
de] I*. E. de Ja Nación, persigue la devolución de Jas su- 
mas cobradas a un abonado en concepto de conservación y 
manutención de una línea t'*leprráfira nacional, pretensión 
a la cual se opone la empresa fundada también en dicho 
decreto y en la ley 750 % (-). 



S. A. CriíTIEMMKES FRANCIA ARGENTINA 
v, ANTONIO LACHEliRA 

JCfí/SDICClON Y ( OMl ETtiNCtA: Competencia federal Por 
tas personas. 

La competencia federal por razón de las peí-son as es váli- 
damente remniciable por aquél a favor de quien ha sido 
establee iila o sea, en el caso de la distinta vecindad, por 
el vecino de otra proviueia que va a I hipar con el de 
aquélla en que se suscita el pleito ( 3 ). 



(1) 2f» (te agosto do IÍM3, Fíilloa: 182, iíOO; lg\ 279.- 

(2) 20 de íiyufitit tic 1Í14Í1. Fallos: 178, H04; IS4, 3lft¡ 10.1, 367. 
< 3 ) -<> de »-'»stn de HUÍ!. Fn\hm: 177, 41; 192, 4S5. En igual 

sentido fu.*- rmu-ttu vii Ja misma fecliu La cnusn " Tki íluos. v. Jorge 
Ilunms Costa". 



I 



SOCIEDAD ESPAÑOLA DE BENEFICENCIA v. NACION 

ARGENTINA 

IMPUESTO A LOS REDITOS: EfencionM. 

La institución de beneficio público exenta como tal del im- 
puesto a los réditos según el art. ó* de la ley 11. (¡82 (t. o.) 
que oportunamente canjeó los títulos del crédito argentino 
interno por otros de menor interés sujetos a dieho grava- 
men conforme a lo dispuesto por el decreto 105.018 del 
4 de noviembre de 1041, no queda por ello sujeta al pago 
del impuesto que afecta a los nuevos títulos y sólo alcanza 
a las entidades no afnradiis o a las que hubieran renunciado 
a la exención legal, ni puede ser obligada a optar entre re- 
nunciar n lft exención o devolver la prima fijada como com- 
pensación y aliciente a la conversión. 



Sentencia del. Juez Federal 

Buenos Aires, mayo 12 de 1044. 

T vistos: Estos autos caratulados "Sociedad Española de 
Beneficencia contra e| Fisco Nacional, sobre demanda conten- 
ciosa M j de su estudio resulta; 

1* A fs. 10, la actor a por apoderado demanda al Gobier- 
no de la Nación a fin de que se le entreguen las cantidades 
ingresadas por los agentes de retención respecto de los títu- 
los de su propiedad y que detalla en la planilla que agrega. 
La suma total asciende a S ti.41li,17 in/n. Comprende tam- 
bién en la demanda las sumas que se vayan eoti raudo en lo 
sucesivo por el mismo concepto, Ion intereses y las costas. 

Dice que está exenta del pago del impuesto a los réditos 
a mérito de lo que dispone el inc. f) del art. 5* de la ley 11.(182. 
Expli f, u que la Dirección General del Impuesto a los Kéditos 
le devolvió las sumas ingresadas por los agentes de retención 
en concepto de pago de cupones de títulos, hasta que en 
virtud de hechos nuevos el estado de cosas ha venido a cam- 
biar. El 21 de noviembre de 1041 el Poder* Ejecutivo Nacio- 
nal dictó un decreto de conversión de títulos nacionales, dan- 
do la opción de recibir el valor nominal de ellos, o tomar en 
canje otros títulos (pie devengaban un interés menor y sujeto 
a impuesto a los réditos. En este último caso los converso ras 
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tenían derecho a una prima. La sociedad actora optó por 
canjear sus títulos por los nuevos de menor interés. El 23 de 
abril de 1942, se dictó el decreto N c 118.217 disponiendo que 
todas las sociedades exentas del papo del impuesto a los ré- 
ditos debían optar entre la devolución de*la prima pagada al 
efectuarle la conversión o quedar sometidas al pago del im- 
puesto. Sostieno que no está obligada a efectuar la opción 
que se le pide, y como no se le devuelven las sumas que le 
retienen los agentes pagadores, deduce esta demanda. 

2 fl A fs. 22 se declaró la competencia del Juzgado y se 
corrió traslado al señor Procurador Fiscal doctor Paulucci 
Cornejo quien contestó la demanda a fs. 21 pidiendo su total 
rocha /m con costas. 

En cnanto a las acciones de entidades privadas dice que 
la autoridad administrativa ha ofrecido la devolución de lo 
retenido en tal concepto, por lo que la demanda resulta a tal 
respecto innecesaria. 

Respecto de los intereso** de los títulos públicos converti- 
dos, dice que no se ha negado la exención impositiva que co- 
rresponde a la fletera, pero dudo que ésta optó por la conver- 
sión para tomar títulos sujetos a impuesto, la Nación ha 
podido exigirle como condición para seguirle devolviendo los 
impuestos descontados por el agento de retención, que devuel- 
va la prima oportunamente recibida. 

Considerando : 

I. Que desde luego debe reconocerse o] derecho de la ac- 
tora a que se le devuelvan las sumas retenidas en concepto 
de impuesto a Jos réditos correspondientes a valores de entida- 
des particulares, porque la misma Dirección General se lo 
ha ofrecido (nota de fs. 8) y el señor Procurador Fiscal lo 
ratifica (párrafo segundo del punto IV del escrito de contes- 
tación di? demanda) aunque expresando que portal motivo, la 
demanda, es respecto a tal rubro improcedente. En realidad, 
la acción no es improcedente por tal circunstancia, pero el 
hecho de (pie no obstante el ofrecimiento formulado se hayan 
involucrado en esta demanda las sumas correspondientes a 
tales valores, debe tenerse en cuenta en lo que se refiere al 
criterio aplicable a los efectos de lo imposición de las costas, 

IT. Que en cuanto al fondo del asunto debatido, respecto 
del impuesto de los valores convertidos en 19-41, deben for- 
mularse las siguientes observaciones: 
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a) Que la conversión de títulos del Crédito Argentino 
Interno, se dispuso por decreto de 4 de noviembre de 1941, 

105.018 (Boletín Oficial del 20 de noviembre del mis- 
mo año; Anales de Legislación Argentina, 1941, pug, 365} y 
la determinación del tipo y condiciones pañi el canje de los 
títulos de las emisiones se fijó en el decreto cíe noviembre 
4 de 1941, X* 105.U21 (Boletín Oficial, del ü de diciembre 
de 1941 y Anales de Legislación Argentina. 1941. pág. 37-")) 
determinándose en el texto del mismo las condiciones del canje, 

b) Que en ambos decreto» se estableció que lo» poseedo- 
res de título» <jue aceptaran ?l canje tendrían derecho a una 
cantidad de títulos de la nueva emisión, en valor nominal 
mayor al de los canjeadas en cuya diferencia de valor, que- 
daba comprendida la prima que el Estado ofrecía a los que 
se aceptaran el canje de valores en vez de solicitar el rescate. 

e) Que ninguno de los decretos citados expresó categórica- 
mente que esa prima se ofreciera exclusivamente en razón de 
que los nuevos títulos quedaran afectados al pago del impuesto 
a lo» réditos. Indudablemente, por el contrario. En razón del 
ofrecimiento de aquélla debe hallarse en la necesidad que hubo 
do ofrecer condiciones favorables a los tenedores de valores para 
que La mayor parte posible aceptaran el canje. La prima ofre- 
cida debe entenderse que compensaba las condiciones menos fa- 
vorables de Irs nuevos valores, por el menor interés que redi- 
tuaban, su lógica menor cotización y también por no estar exen- 
tos, como antes, del impuesto a los réditos. 

d) Que ninguno de los decretos citados en los puntos a) 
yb) de este considerando, contempló la situación de los tene- 
dores exentos del pago del impuesto a los réditos, como las en- 
tidades de beneficio público (art. ó" inc. f) ley H.KS'l t. o.) 
caráeter (pie tiene bi actora por habérselo reconocido | ;) Direc- 
ción ("Jen eral, y que en autos, por lo demás lio se le ha negado. 

En modo alguno se dijo, cuando tuvo lugar la conversión, 
que tules tenedores no tuvieran derecho a toda o parte de la 
prima ofrecida, por la circunstancia de estar exentos de im- 
puesto» a les réditos. En este sentido, debe expresarse que la 
exención a que se ha hecho referencia, comprende incluso a los 
títulos de la nueva emisión de 1941, que sustituyeron a los can- 
jeado» porque al establecerse (pie hts nuevos valores estarían 
sujetos al impuesto a les réditos, debe entenderse que ello sólo 
podría referirse a los tenedores que no pudieran invocar nin- 
guna de las razones legales de exención. Esa es la única inter- 
pretación compatible con la propia conducta de lu demandada 
qun ofrece reintegrar el impuesto retenido si se devuelven las 
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primas cobrados en ocasión de la conversión. Implica ello un 
reconocimiento de que la actora, como entidad de beneficio pú- 
blico, está exenta del pago del impuesto a los réditos, respecto 
aún de los títulos emitidos en ocasión de la conversión de 1941. 
Estiis consideraciones, aunque parezcan obvias se hacen nece- 
sarias pun| lie en la contestación de la demanda se deja entender 
que Ja achira carecería de derecho a Ja devolución reclamada 
per razón do haber aceptado titulas sujetos al pago deJ im- 
puesto a los réditos, 

e) Que por decreto ir* 118.217 de 22 de abril de 1942 se 
dispuso que las entidades exentas del impuesto u los réditos de- 
berían 'iptar entre devolver la parle de prima (pie el Gobierno 
Nncionul o el Banco Hipotecario Nacional entregaron para com- 
pensar la supresión de la exención respecto de los valores de 
conversión emitidos en 1041 o abonar la tasa bastea del gra- 
vamen sobre dichos valores. A la vez el decreto n g 12(1.389 de 
agosto de 1942, amplió el plazo para efectuar la opción y de- 
terminó el procedimiento j¡ seguir (Boletín Oficial del 5 de 
agosto de 1942 y Anales de Legislación Argentina. l!M2, pág. 
2~}~t), Este último decreto fijó el ■auto por ciento a devolver, 
de ai:N-'i*d<p ¡\ |r>s diversos valores y series (art. 'Y'}. Ante todo 
llama la aleación, y debe atribuirse a un error material, que en 
la nota de fs. S se hable de devolución de las primas cobradas 
por la adora, siendo así que sólo pudo referirse a la parte, de 
aquéllas lijada en el decreto n« 12G.3S9. 

f) (¿ue enunciados los antecedentes desarrollados, es mc- 
i totee resolver si la exigencia de devolución de parte de las 
primas cobradas por la actora, afecta o no algún derecho de 
ésl:» o si se sustenta en una legítima faeult.ul de la Dirección 
(íenend. l'ara solucionar esta cuestión es decisivo, n juicio del 
suscrito, tener en cuenta la circunstancia señalada en el punto 
d) de este considerando, has primas se ofrecieron sin referencia 
especial n la razón de su otorga miento, y lo que es fundamental, 
sin expresar que dejarían de beneficiarse con parte de ellas las 
entidades que conio la actora, debía entenderse que conti- 
nuarían exentas del pago del impuesto a los réditos, aún respecto 
de los nuevos valores. ¡Si entonces, no habiéndose dicho nada 
sobre lo expuesto, pudo la actora pedir el rescate de los valores 
que tenía en vez del canje, no puede válidamente la Nación, 
después que la actora acepió el canje, modificar las condiciones 
en que éste se efectuó cuando ya no se le ofrece la posibilidad 
del rescate. 

Es decir, que la siiuacum planteada es la siguiente: al pro- 
poner el Estado la conversión, le ofrece a la actora que opte 



ISI FALLOS DE LA OORTE SUPREMA 

entre recibir X pesos por rescate o X' más Y en los nuevos va- 
lores. Ahora, cumulo aquélla aceptó reeibir X' más Y en estos 
nuevos valores, se le pretende reducir X' más Y menos parte de 
la prima, sin que pueda optar por la suma efectiva de rescate, 
condición de validez de la conversión misma, que no hubiera 
podido hacerse sin violación de arantías de los tenedores de 
títulos, sin ofrecer la posibilidad de devolución en efectivo do 
Jos valores. En tales condiciones, la expenda impuesta eomo 
condición para devolver los impuestos, constituye un verdadero 
gravamen, que el Poder Ejecutivo no pudo crear por tos de- 
cretos citados en el punto f ), que en tal sentido, son violatorms 
de la cláusula $• del art. 17 de la Constitución Nacional. 

III. Que aun cuando la causa no se abrió a prueba, la 
acción debe prosperar, porque la nota de fs. S implica un reco- 
nocimiento de haberse percibido sumas de dinero por el concepto 
de la demanda, y porque el señor Procurador Fiscal no ha ne- 
gado cu forma "categórica, (pie se hayan descontado por los 
agentes de retención e ingresado en la Dirección General tas 
sumas de dinero por ]ns motivos invitados al demandar, bu 
mera negativa general de los hechos es insuficiente. 

Por todo lo cual, fallo declarando que la Nación está obli- 
gada a devolver a la adora las sumas descontadas n esta pol- 
los agentes de retención e ingresadas en la Dirección General 
del Impuesto a los Réditos, en concepto de impuesto a los in- 
tereses devengados por lítalos de entidades particulares y por 
los valores emitidos por la Nación y Banco Hipotecario Nacional 
en ocasión de la conversión de 1ÍI41. de acuerdo a la liquidación 
que practicará la Dirección General, que deberá comprender, 
ademé*, las sumas ingresadas por iguales conceptos despu.'s de 
iniciado este juicio y hasta la fecha de la liquidación. Con inte- 
reses al tipo que cobra el Banco de la Nación Argentina, desde 
la fecha de la imtifVacióii de la demanda respecto de'las sumas 
ingresados en la Dirección antes de la misma, y con relación 
a los ingresos anteriores n la demanda, desde la fecha que cada 
agente de retención eiitreiró las sumas correspondientes a la Di- 
rección General Im púnese a ta demandada el noventa por 
ciento de las costas, por corresponder respecto de la mayor 
parle de las somas que se demandan por descuentos hechos en 
los titulas públicas v ser razonable eximir de ellas en lo que 
so refiere n los títulos n que se ha hecho referencia en el con- 
siderando 1. — Alfonso E. Poccard. 
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Sentencia de la Cámara Federal 

lis. Aires, julio 14 de 19-14. 

Y viíitfvs: l T i»r sus i'ink !¡ii tn'ii tos, se confinan, con castas, la 
sentencia »i>c]skÍa de fs. 41. — J. A. doniúlcz Cnhkrón. — 
Curios <!<> C>t¡»pith>. — i¡. Vitfar i'nlítcio. — Cnrfas Herrera. 

FALLO DE LA COlíTE SUPREMA 

Bs. Aires 20 do agosto de lí>45. 

Y vistos los autos "Sociedad Española de Benefi- 
eeiicía e. Fisco Nacional, contencioso", en loa que se 
lia concedido el recurso ordinario de apelación inter- 
puesto por el Sr. Proe. Fiscal de Cámara a fs. 48 vta., 
contra la sentencia dictada a fs. 48. 

Considerando: 

Que el fallo de primera instancia — fs. 41 — confir- 
mado por sus fundamentos por la Cáni. Fed. — fs. 4S — 
allal¡'/a con amplitud y demuestra plenamente la justi- 
cia (pie asiste en la causa a la aetora, 11 Sociedad Espa- 
ñola de Beneficencia" (Hospital Español). 

Que, en efecto, al decretar la conversión de los tí- 
tulos del crédito argentino, en 4 de noviembre de 1941, 
ofreció a los tenedores la opción entre el pago inme- 
diato de dichos títulos, es decir, su rescate autos del 
tiempo fijado a los mismos o su canje por otros títulos 
de menor interés pero compensados por una prima que 
integraría el valor de esos documentos; mas ellos de- 
bían pagar impuesto a los réditos, gravamen del que 
los originales estaban exentos —decreto núm. 105018. 
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La prima era, pues, una compensación y un estímulo a 
la conversión desde que, e^mo < metía di dio, los nuevos 
títulos gozarían de nano* interés y pagarían impuesto. 

La sociedad at loiu está exenta por ley — ~art, 5 de 
la ley n* ll.f»S2 — del gravamen aludida, como institu- 
ción de beneficio público y ni optar por la eoii versión y 
no por el rescate no pudo creer que .sufriría desmedro 
en calidad de beneficiarla legal privándose de esa exen- 
ción so capa de una prima que, como queda dicho, ape- 
nas si compensaba el menor interés fijado por el decreto 
de 4 de noviembre de 1041. 

Que el P. lv no pudo modificar la ley de impluvio 
a los réditos n 9 11. US:! privando a una institución de be- 
neficio público de la exención acordada por el urt. ó" 
en mérito de fundamentos sociales que el Mía. Fiscal 
reconoce; lo prohibe el inc, 2* del art. S(¡ de la Coust. 
Nacional, de manera que el gravamen fiscal que afec- 
ta a los nuevos títulos sólo alcanza a las entidades no 
aforadas o a las que no hayan hecho expresa renuncia 
de su calidad de eximidas por la ley, en ninguna de cu- 
yas condiciones aparece en deuda la adora y por cuyo 
motivo, es nulo y sin efecto, en lo que le concierne, el 
decreto de 22 de abril de lí>42, n* 118.217, que le obliga 
a optar entre la renuncia a la exención de impuesto a 
los réditos o devolución de la prima —o parte de ella — 
ue se fijó en el de 4 de noviembre de 1!U1 como com- 
pensación y aliciente a la conversión. Las leyes deben 
entenderse clara y rectamente conforme al espíritu que 
las informa. 

En su mérito so confirma con costas la sentencia 

apeada. Antonio 8aoai:sa — B. A. WMm 

Anchores a — F. Hamos Mejía 
— T. D. Casares. 
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EMILIO FEIIIIO v. DEPARTAMENTO G EXERAL DE 

IRRIGACION 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia federal Por las 
persona*. 

Xu constituyendo mía cansa civil no compete a la jus- 
ticia federal conocer i l u la acción negntoria deducida con- 
tra el Depto. do Irrigación de la Prov. do Mendoza con 
motivo de liatjcr.se suspendido por las autoridades locales 
résped i víls la efectividad del uso del njrua hasta tanto 
sea resuelta Ja cuestión planteada ante aquéllas con res- 
pecto a los antecedentes y al alcance de la concesión del 
derecho de aprovechamiento cié aguas públicas mencio- 
nado cu el título que invoca el actor. 



Sentencia de la Cámara Federal 

Mendoza, junio 22 de 1944. 

Y vistos : Considerando ¡ 

Que el recurrente 1 pe agravia de que el ü-quú se haya de- 
clarado incompetente ]>ara entender en el presente juicio por 
considerar —errónea ni ente a su .juicio — que no se trata en 
el caso de una "causa civil", de competencia de los jueces fe- 
derales, a los términos del art, 2? inc. 2, de la ley 48; y en 
su extenso escrito de fs. 253/277, sostiene, en síntesis, que los 
actos del Depto. Gral. de Irri «ración impugnados en la de- 
manda, tendientes a privarles del derecho de agua asignado 
a hii propiedad, caen en la esfera del derecho común y no en el 
administrativo, porque habría actuado como persona jurídica 
y no como poder público - t y porque, además, carece de facul- 
tades letra les para rever por sí la resolución administrativa por 
la cual la misma autoridad le concedió a su antecesor en el 
dominio del inmueble que hoy posee, el derecho de agua asig- 
nado al mismo, lesionando mi derecho de propiedad ampa- 
rado por la Const. Nacional y por el Cód. Civ. 

Que pura establecer la naturaleza de la presente causa, 
corresponde concretar y calificar previamente la aeeión dedu- 
cida, sobre la baso de los hechas en que la misma se funda. 

Que el actor expresa en su demanda, que promueve "ac- 
* ción negatoria" contra el Depto. Gral. de Irrigación de la 
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Prov. de Mendoza» por desconocimiento de su pleno dominio, 
consistente en los derechos definitivris de ftgua adquiridos le- 
galmente por el mismo, y solicita que al tallar en definitiva la 
causa se ordene el restablecimiento; en todo* sus goces del do- 
minio a que se ha referido. Y al exponer los hechos en que 
funda la demanda, y después de relacionar los antecedentes de 
su derecho de propiedad sobre un inmueble adquirido lie 1). 
Benjamín Dupont constante de HUÍ) heet. y fracción con de- 
recho definitivo de agua para toda su extensión por el canal 
Las Pan-des e Hijuelas n"* ó y ti derivadas del mismo, ma- 
nifiesta: que en el uño 1 ü:jC> construyó sobre el curso de dicho 
canal, una obra de toma, con la debida conformidad y auto- 
rización de U Superintendencia Oral, de Irrigación, medíante 
el trámite administrativo del caso; que en" ese mismo año. a 
raíz de varias untas remitidas a dicha repartición por las ins- 
pecciones del canal antea nombrado e Hijuelas n""- 5 y 6, de él 
derivadas aquélla reabrió el expediento adiniuistraüvo n" ló',8."i7 
caratulado 4< ])upout Hcnjamín. reclama por cobros que le ha- 
cen do propiedades que ha enajenado". — en el que anterior- 
mente se le había concedido derecho definitivo de opua para 
325 hect. 9.210 metros cuadrados, o sea mayor superficie de 
la transferida ai actor — y que después de nuevos trámite-, 
vistos, informes y dictámenes del Asesor, resolvió en fecha '2'i 
de octubre de 1LKÍ4 que en vez de *iQQ hect. y fracción de de- 
recho de ajrua que se le había concedido a su antecesor. Sr. 
Dupont. "sólo se Je debía reconocer al actor derecho de agua 
para la superficie de 1 10 heet. y fracción: que apelada esa 
resolución por el recurrente, para ante el Consejo tic Irriga- 
ción, éste declaró la nulidad de la misma por defecto de pro- 
cedimiento, pero con la declaración tic no quedar fir.ae la an- 
terior resolución por la que se le había concedido a Dupont 
derechos de agua pbr 325 hect. y fracción, y disponiendo se 
abriese nuevamente la cansa a prueba ; que en base a esa reso- 
lución del Consejo, ja Superintendencia dispuso una nueva 
legislación de esos derechos, con citación de todos los titulares 
de derechos adquiridas de Dupont, a fin de qvie hiciese valer 
sus respectivos derechos, a cuya citación concurrió también 
el actor —que lia intervenido anteriormente — con el intento 
dice de que la Administración del líii'í»o volviese sobre sus pa- 
sos, ofreciendo por su parte las pruebas pertinentes; que hasta 
la fecha de la demanda se han producido dos nuevos informes; 
uno de la ¡sección de padrones, por el que se afirma (pie a D. 
Benjamín Dupont, cuando transfirió su dominio al actor, so- 
lamente le quedaban derechos de agua por 145 heet. y fracción, 
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v el otro del Contador de la Repartición, por el que se llega 
a la conclusión de que esos derechos ascendía., en esa época, 
a 320 beet. y fracción ; que según a ver ig unciones practicadas, 
sabe filie la *Su per intendencia, ha ordenado a su Sección Fa- 
d roñes se tome nota de In prohibición dispuesta eu el sentido 
de que el actor no puede transferir SU dominio; que en e 
otro expt n" 4S.T4S caratulado "Inspector Hijuela N« 5 del 
Cnnal Las Pa redes, solicita planos de bis obras que indica , 
la Superintendencia ha dictado dos resoluciones: una el 15 
de junio de 1ÍK11, en la qw- dispone qm-, "estando supeditado 
el pedido del inspector de la Hijuela n* ñ del Canal Las Pa- 
redes a las resultas de lo que se resuelva en el oxpte, n* 16.837 
de I!enjamíu ÍJupont respecto de la existencia legal o real del 
derecho de agua de las cien hectáreas rehabilitadas y que hoy 
li-iran a nombro de Emilio Ferro y Jos.' Pérez con rfO y 30 
hecr.. respectivamente, un corresponde autorizar por el mo- 
mento la verificación de dichas obras"; y la otra de fecha 
¡mosto del misino año. por la que depone: "que estando en 
teta de juicio la existencia real de ese derecho, no procede 
r^olver la electividad de hacer uso del agua, mientras no 
sea finiquita-la como correspomie. la cuestión planteada en 
el expediente principal citado"; que en cumplimiento de esas 
dos resoluciones, el Subdelegado d e aguas del Río Diamante 
en S de septiembre de 1Í131, ha ordenado la clausura con can- 
da.' de la toma construida eu la Hijuela n» 5 del Canal d" 
las Paredes, orden que se llevó a cabo en fecha 15 del mismo 
mes. sulísistiemlo basta el día de la demando; que en esa 
forma se ha estado lesión a mío su derecho de propiedad im- 
pidiéndole por ello del uso y goce de la misma; que con fecha 
l f > de junio de 1! >:!!). celebró un convenio de transacción con 
las taspecebnes del fanal Las Paredes e Hijuelas n* 5 y 6, 
el que fué elevado a la Superintendencia para su aprobación 
sin que dicha repartición se baya pronunciado en ningún sen- 
tido hasta el vencimiento del plazo fijado en la transacción a 
pesar de las insistentes gestiones hechas; que ante esa actitud 
negativa del l>pto. Oral, de Irrigación de la Provincia, el Sr. 
Emilio Ferro (el actor) "no ha tenido otro camino que el de 
desistir de una vez por todas seguir entendiendo en las pre- 
citadas actuaciones de carácter administrativo, recurriendo en 
cambio míe el Juzgado a-qtto, como lo hace en el Puente, 
en demanda del reconocimiento de sus derechos de propiedad, 
en toda la amplitud que le permite su título de dominio . 

Que de la simple relación de los hechos en que el actor 
funda su demanda, acreditados, en lo fundamental con laa 
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constancias de los expedentes administrativos traídos como 
prueba, resulta: a) que las cuestiones sometidas por el actor 
a la decisión de la Justicia, están pendiente* de resolución 
de la Superintendencia (iral. de Irrigación de la Provincia. 
Siendo parte actuante en las expedientes respectivos, el propio 
actor; b) (pie en todas esas actuaciones, la Superintendencia, 
como igualmente e[ Consejo de Irrigación, cuando se le llevó 
en apelación las resoluciones de aquélla, han intervenido tiara 
fijar el alea ice del derecho de agua del actor y demás intere- 
sados de los , -anees de riego en que ese derciho" está empadro- 
nado, lo que quine decir, en carácter de autnridad adminis- 
trativa encargada del riego, y no como persona jurídica, ya 
que no lleva interés privado alguno: el i[ue dichas aetuaeinues 
do la Superintendencia y del Consejo, no importan un desco- 
nocimiento o tina restricción al deivebo real del dominio del 
actor sobro el inmueble comprado a J>upont t a los términos del 
art. 2ot)(i del Cód, (¡v. ni a la posesión sobre el mismo, id si- 
quiera del ajina, ya que. según Ío rece. unce cJ propio recu- 
rrente en mu escrito de ex] "esión de agravios, "Ja concesión 
del uso ro Ka entrado en funciones cu ningún momento". 

En base a lo expuesto, es evidente que la aeeión deducida 
no puede ser la negatoria, como la designa d actor m su es- 
crito de demanda, por no .estar afectado ninguno de los de- 
rechos reales creados por ley común» conforme a los arta, 2800. 
2502, 25ü:í y demás concordantes del Cód. Ci\\; ni tiimpoco 
alguna "posesoria", por no haberse privado ni restringido 
al actor de la libre posesión de' su inmueble, ni del agua." 

Que teniendo por objeto la demanda, el reconocimiento en 
toda su extensión, del ••derecho de agua" consignado en el 
título de dominio del actor sobre el inmueble adquirido de 
D. Benjamín Dupouí. originado en la concesión hecha a este 
ultimo por la autoridad admití bit ral i va, v además, la dotación 
correspondiente u ese título, la aeci'n tic. de, en realidad, a 
que la justicia federal revea b¡s resoluciones diñadas p..r el 
Dpto. de Irrigación dé la Provincia en sus dos ramas, por las 
que se lia dispuesto ] n suspensión de dicho reconocimiento hasta 
Unto se practiquen las debidas investigaciones y comprobacio- 
nes de carácter técnico relativas al "derecho de agua" conce- 
dido al nombrado Dupoiitj materia ésta, puesta n! exclusivo 
eargo de dichas autoridades, por el art. 1SS de la Const. de la 
Provincia en ejercicio de los derechos instituidos por los arta 
2340. ine. y 2341 del Cód. Civ. 1 

Que !;i Corte Suprema de la Nación ti-nc establecido en 
una si a lite jurisprudencia, que revisten el carácter de "civi- 
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j es " —rojetas a la competencia de los tribunales federales con- 
formo a lo estableado por el art. 2* inc. 2» de la ley 43 regla- 
mentaria de los nrts. 100 y 101 de la Const. Nacional—, aquellas 
cau-sas (pie surjan de contratos o estipulaciones en que las pro- 
vincias o sus reparticiones administrativas autónomas o outár- 
anjeas, actúen como personas jurídicas o regidas por el derecho 
común • quedando excluidas do tal calificación las causas que 
tengan por objeto anular o juzgar resoluciones dictadas por 
aquellas en ejercicio del poder público, en asuntos administra- 
tivos o actos" jurisdiccionales, dentro de la órbita de sus atri- 
buciones, sin que la aplicación o interpretación que las mismas 
den a las disposiciones ^institucionales y a las de los códigos 
enunciados cu el inc. 11 del art. 07 de la Constitución sean sus- 
ceptibles de revisión o modificación por la justicia nacional me- 
diante la vía del juicio ordinario o contradictorio, sino por la 
del recurso extraordinario del art. 14 de la ley 48 (Fallos: 
T n. p. :m ; 11. 88; 12, 37; ü!>. Mí); 101, 204; 106, 287; 120, 
14(i. 3¡>3; 147. 224; M4. 2.10 y otros ^ Xo basta pues, que 
se invoquen preceptos del derecho común y aun del constitu- 
cional como vulnerados por las resoluciones administrativas o 
aetos jurisdiccionales de autoridades provinciales, para que deba 
ent endersc que la causa promovida demandando su anulación 
o revisión va en forma franca o encubierta revista el carácter 
de " civil".' si a la vez la cuestión resuelta o sujeta a resolu- 
ción ante la autoridad administrativa, no está regida directa- 
mente por el dereebo eomúu, o la entidad administrativa no 
lia obrado en la calidad <k persona jurídica, ya que tales con- 
diciones son esenciales para que aquella pueda estar sometida 
u la jurisdicción de la justicia nacional ordinaria, porque como 
lo decía la Corte Suprema en un caso semejante, dichos tribu- 
nales no podrían conocer en les casos en que las provincias o 
sus reparticiones au túrquicas actúen en ejercicio de su compe- 
tencia "Sin someter n juicio los procedimientos de autoridades 
independientes de los poderes de la Xariói. y que no les deben 
cuenta de sus atribuciones peculiares (Fallos, t. 12a, p. B) . 

Que habiendo actuado, pues, el Depto. Gral. de Irrigación, 
en su carácter de autoridad pública, resolviendo bien o mal, 
leal o ¡legalmente, pero en ejercicio de la potestad que le atn- 
buv la Const. de la Provincia y las leyes de la materia sobre 
la administración, dotación y policía del agua de regadío (art. 
186 V siguientes de la Const. de Mendoza; 1, 189, 100, JJS y 
otros cíela lev de aguas y 1* a 4'. 6'' y demás concordantes de 
ln lev ¡122), ¡as cuestiones sometidas a su conocimiento y de- 
cisión v en las que el propio actor ha tomado participaron, y 
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no habiéndose atribuido, por otra parte el derecho o posesión 
jurídica de las aguas que pretende el actor, sitio simplemente 
la facultad de investigar y comprobar los antecedentes de Ja 
concesión del derecho de agua que se consigna cu el t ti ido de 
propiedad invocado por el actor, para fijarlo su extensión con 
arreglo a ella, asignarle la dotación que le corresponda, la 
presente causa no reviste el carácter de civil y por eníte la 
justicia nacional no puede conocer eti ella mu herir el sistema 
federal y la autonomía de la rruvineia. consagrados uur los 
arte. 1". ó*, ion. H14. lOo y 10Ü de la Const. Raciona! 

Por estos fundamentos y los concordantes di- la sentencia 
apelada y dd esrritn do U. W2-UUs dH demandado. v de acuerdo 
a lo dictaminado por el Si\ Fiscal de Cámara a Is.'.'iH. se nm- 
firma dicha sentencia en lo que ha sido mater.ia del recurso de 
apelación, declara ndosc que no adolece de nulidad j con costas 
en esta instancia. — .lus{ h\ Iftnlnguft ¡$m, — Ag*$tk de la 
Reta, /. Yira Yitlltja. 



Dicta m es PEI, PROCURADOR GbXBiíal 
Suprema forte: 

Negado m esté casi», conio i«i ha sitio, e\ fuero fede- 
ral que desde su escrito (Je demanda inVbcata la parte 
actora. el recurso extraordinario resulta admisible. 

La sumaria información producida a fs. 'JC :??, acre- 
dita (me dicha demanda se deduce por un extranjero ve- 
cino de la Prov. de Mendoza, contra el Dpto. Oral de 
Irrigación de hi tnNma provincia. Salvo tratarse aquí 
del ejercicio de una acción negatoria y no de interdicto, 
el caso resulta entonces equiparable a los contemplados 
por V. K. en 154: Uó y ISO: 172; y allí, admitió V. E. 
tratarse de causa civil. 

Corresponde, pues, declarar que surte el fuero fe- 
deral, o sea, revocar el tallo apelado obrante a t's. 31(5, 
conforme lo pide la parte recurrente. — Bs. Aires, agosto 
26 de 1ÍI44. — Jumi Alvares. 
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Bs. Aires, 20 de agosto de 1945. 



Y vistos ios ñutos "Emilio Ferro c/. Dcpto. Gral. 
do Irrigación por arción negatoria", en los que se ha 
concedido al actor el recurso extraordinario contra la 
sentencia de fs. 316. 

Considerando: 

Que ftindádó cu ser, como sucesor de B. Benjamín 
Dupont, titular dt'l derecho definitivo de agua recono- 
cido por los certificados y las resoluciones administra- 
tivas que invoca, T). Emilio Ferro lia promovido ante 
la justicia federal de San Rafael, Prov. de Mendoza, 
acción negatoria contra la Dir. Oral, de Irrigación de 
dicha provincia con motivo do haberse suspendido por 
las autoridades locales respectivas la efectividad del 
uso del a í, r n a hasta tanto sea resuelta la cuestión plan- 
teada ante In Supcrint. Oral, de Irrigación con respecto 
a los antecedentes y al alcance de la concesión del dere- 
cho de aprovechamiento del agua mencionado en eí tí- 
tulo de propiedad invocado por el actor. 

Que no se traía en el presente caso de aguas pri- 
vadas, cuyo tvirimon depende de lo que al respecto dis- 
pone el Cód. Oivíl (a rts. 23")0, 2037 y cones.) sino de 
aguas publicas, respecto de las cuales, por expresa dis- 
posición de dicho cuerpo legal, los derechos de los par- 
ticulares hállanse sujetos a los principios, restriccio- 
nes y procedimientos que establezcan las leyes y re- 



glamentos provinciales (Cód. Civil, arts. 2340, inc. 3*, 
2341, 2ÍU2 y cones.; Fallos: 16, 2ÓS; 30. 443; ISO, 172). 
Que desde que versa sobre las pretensiones del ac- 
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tor con respecto al aprovechamiento de aguas públi- 
cas, la demanda no persigne en realidad el reconoci- 
miento y amparo de un derecho emanado de aljama de 
las fuentes propias del dereclio civil o común y regido 
exclusivamente por éste, como sería necesario para la 
existencia de una causa civil a los efectos del fuero fe- 
deral (fallos: ]<I4, 41X5 y los allí citados) sino por nor- 
mas de orden constitucional y administrativo de la 
Prov, do Mendoza, extrañas al derecho común. 

Que la justicia federal no pudría pronunciarse, en 
el juicio sín proceder necesariamente a la revisión de 
resoluciones adoptadas y de actos cumplidos por las 
autoridades administrativas locales cu ejercicio de la 
jurisdicción une a ellas y a los tribunales ordinarios 
atribuyen la Constitución ínrts. 18G y 1SS) y las leyes 
do la Prov. de Mendoza (ley de agttáS» arts. 1, 13, 174, 
170, 181 y sigtes., y ley $2% arts. 3, 4, 11, 10 y coucs.) 
cuyas difpOftWones distinguen precisamente los casos 
en que corresponde a las autoridades administrativas 
intervenir originariamente, sin perjuicio de la vía con- 
tenciosa ante los tribunales ordinarios de justicia (Cons- 
titución, art. 18^ j ley de ai;: :s, arts. 174, 17.'), 180 a 
183; ley arts, .'!, 4, 11, 1J, 10) de aquellos en que, 
por tratarse de cuestiones fundadas en el derecho ci- 
vil, esc ennoeimieulo incumbe a los tribunales de jus- 
ticia (ley de natías, arts. 184 y sietes.}* 

Que en esas cmulicioiies, conforme a la jurispru- 
dencia de isla Curie Suprema (Fallos: ISO, 172; 1<)4, 
' 4í)o* y los allí -i la dos) y como lo pone de manifiesto la 
sentencia ai je huía, la presente causa no es de natura- 
leza civil sino administrativa y no es, por lo tanto, de 
aquellas cuyo conocimiento pueda corresponder a la 
justicia fednal pin- razón de las personas. 
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En su mérito, oído el Sr. Procurador General, 
confírmase la sentencia apelada en lo que ha sido ma- 
teria del recurso. 

Antonio Sacar na — B. A. Na- 
zar Anchobena — F; Ramos 
Mejj'a — T. D. Casares. 



ELIAS GARCÍA v. Cía. INTERNACIONAL DE 
TELEFONOS 

JUniSDímoX Y COMPKTEXCJA: Cntnpetem-itt federal Por la 
niiitctirt. { niiiWS erctaidas <?," hl competencia federo!. 

No compete a la justicia federal sino a la ordinaria el co- 
Hoeiíniéllto do la Amanda pf»r I» en*l sé reclama el pago 
de T;is indemnizaciones establecidas por la ley 1 1 íun- 
dá;i«lnM» cu el despido injustificado y sin preaviso, aun 
cuando la contraría solicite su rechazo fundada en la.s dis- 
pu.-icinnos de Ta ley 11.110 euya interpretación podría, en 
camino, an erizar cu su oportunidad el recurso extraordi- 
nario sa enneurrioran los requisitos exigidas por la ley y 
la jurisprudencia í 1 ). 



MUNICIPALIDAD DE LA C1CDAD DE MENDOZA v. FE- 
RROCARRILES DEL ESTADO 

IlEfT mO EXTltAOJWIXAltlO: Uvi*¡*¡t«* probas. Sentencia de- 
fhiitint. fífimfm-hwri anteriores a ia Mfntptffiá definitiva. Juicio*, de 
apremio ;t ejecntir». 

La circunstancia de tratarse d< i un juicio de apremio no 
whsta a la procedencia del recurso extraordinario contra 
la ¡sentencia dcueiíatnria del fuero federal ("). 



(i) 2rt rtc íil'osi • <V irn.'í. 

(2> 30 * ngottó tfc I1MJ. Falto»: 181. lSl!, ]2o¡ 1S7, 4CG, 
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JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia federal Por ío 
maten a Causas en que son parte entidades antárquicas nacionales. 
Compete a la justicia federal conocer en las ejecuciones 
sobro cobro tic gravámenes locales une promuevan las en- 
tidades provinciales o u>un¡ci|ude> contra los Ferruca r riles 
del Estado (*) . 



ANGEL JIOLTEXl Y V. ÍQSE AIÍXALDO 

VONSTITÍ'f , lt)\ XAt'WXAL: r<,n*t¡titrionaUdad € iim>n$titnñn~ 

vialidad. Dctretos mtt'iontilcs. Vario*. 

YA decreto n» 21.87(1. en cuanto autoriza ti dejar sin éfeéto 
el desalojamiento den-Hado por >entcueia firme o viola- 
torio del art. 17 de la Coust. Nacional auit(|<ie el juicio liaya 
sido tramitad" y la scuteaela dictada durante la vigencia 
de dicho decreto {-). 

Dictamen del Praetaunoit &£2Sebal 
Sui> rom a Corto: 

Kn marzo del corriente año, los Sres. Angel t Espí- 
ritu y Cayetano Molteni demandaron a D. José Ar- 
unido por desalojo do un departamento si tundo en esta 
ciudad. Fundaban la noción en adeudarlos al doman- 
dado tros meses do alquiler (fa. 4) : y como esto último 
no compnm-iora a ta audiencia de práctica, futí condo- 
nado a desalojar el predio dentro del termino de diez 
días, con costas (abril 3, í's. S). Sin miliario, poco des- 
pués A nía Ido eonsiiriuí judioi alíñenlo el importe do los 
abmilms, más un 10 *}t para rostas, con arreglo a lo 
dispuesto en ol art. 1 del derroto n" ;MS7l¡'44; y a me- 

{<) Faltiw: 1S3¡ 84'3j 2(U, ü'7. 

(-') Kn íeiiuiI KeHÜílo i'u-- resüdrn <-n la Énitiuti üfftm la «ausn 
"Fernández Miimiet r. C:i>:ii Francisco, desaloja". 



rito do ello el Sr. Juez suspendió la orden de lanza- 
miento decretada a fs. 20. Contra esa resolución que 
así lo decide traen ahora los actores un recurso extra- 
ordinario, basándolo en que dicho decreto no pudo dé- 

El Sr. Juez a-quo sin desconocer que V. E. ha ne- 
gado validez a un decreto que dejaba sin efecto la cosa 
juzgada emergente de fallos dictados antes de su vi- 
gencia (109: 466), entiende que en esto caso, iniciado y 
tramitado el juicio conforme lo ha sitio varios meses 
después de expedir el P. E. el decreto u* 21.876, no puede 
sosteiier.se que sus disposiciones dejen sin efecto una 
cosa juzgada anterior, desde que esta no existía. 

Ello es exacto; y como consecuencia lo que aquí se 
discute en realidad es si el P. E. pudo, por decreto, mo- 
dificar el art. 1579 del Cód. Civ., relativo a rescisión de 
contratos de arrendamiento por atraso en el pago de los 
alquileres; cuestión que ni fué planteada en la demanda, 
ni se ha introducido hasta ahora en el debate. Y aún 
cabe recordar otra circunstancia: en el citado caso 199: 
466, V. E, declaró que el pronunciamiento de la Corte 
Suprema eu los juicios sometidos a su decisión por me- 
dio del recurso extraordinario, "debe limitarse a las 
cuestiones federales oportunamente introducidas en la 
causa". 

En su mérito, me inclino a pensar que dicho recurso 
fué mal concedido, y así corresponde declararlo. — Bs. 
Aires, agosto 2 de 1945. — Juan Alvares. 
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Bs. Aires, 20 de agosto de 1945. 

Y vistos los autos "Moltcni Angel y otros c.-Ar- 
naldo José sobre desalojo", en los que se hn concedido 
el recurso extraordinario interpuesto por la parte ac- 
tora contra las resoluciones de fs. 22 vía. y 25 vta. 

Considerando : 

Que esta Corte tiene declarada la inconstitueio- 
nalidad de loa decretos 14.001 y 15.516 en cuanto se les 
pretenda aplicables a los casos de desalojos ordenados 
por sentencia firme (Fallos: lí)9, 4(36; 200, 411). 

Que las decisiones invocadas se refirieron a sen- 
tencias de desalojo diciadas con anterioridad a la vi- 
gencia del decreto y en este « aso el juicio se lia trami- 
tado íntegramente durante ella. 

Que ello no obstante el principio en cuya virtud se 
llegó en aquellas oportunidades a la conclusión recor- 
dada impone idéntica solución en ésta, como la impuso 
en el caso referente al mismo decreto 21.870 de míe 
aquí se trata que se registra en Fallos: 1:01 , 414. Si hay, 
como se bu decidido, violación del derecho de propie- 
dad a través del desconocimiento de la cosa juzgada, 
cuando la suspensión del desalojo se produce después 
de la sentencia, no obstante haber sido imposible ha- 
berla hecho valer antes porque la promulgación tic los 
decretos aludidos fué posterior, con mayor razón, sí 
cabe, la hay cuando el acogimiento que ataca la cosa juz- 
gada pudo hacerse efectivo antes de la sentencia y hasta, 
como en este caso, desde que se tuvo la primera noticia 
judicial de la promoción del juicio. 
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Que atribuir al tijereta en cuestión el alcanoe que 
le asigna la sentencia recurrida importa admitir que 
después de su promulgación todo juioio de desalojo re- 
lativo a las locaciones de que eu él se trata, sería prác- 
ticamente inútil puesto que, no obstante consentir su 
substanciación, el locatario demandado podría desvir- 
tuar todos sus efectos en cualquiei tiempo hasta la eje- 
cución del lanzamiento violándose así ya no sólo la pro- 
piedad que la cosa juzgada ampara, sino también y 
de modo especialmente arbitrario la autoridad do los 
procedimientos judiciales y con ello la garantía de la 
defensa de los derechos (art. 18 de la Const, Nacional). 

Por estas consideraciones, oído el Sr. Procurador 
General, se revoca la sentencia apelada do fs. 25 V. 
en cuanto ha sido materia del recurso. 



MAI'HELIO A. (¡KTIEIÍREZ Y OTRO 
J VIH Si) ¡i ' ( IOS Y COMPETENCIA: Competencia penal. Delitos 



So corresponde a lu justicia federal sino n la ordinaria co- 
nocer en !;i eniisn «oh re encubrimiento del delito di; hurto 
de cosas portcnec ¡entes id Ejército Nacional. 



DirrTAMES OKL PnOCtRADOU Gl 

Suprema Corte : 



Tercer Batallón del Hegi miento 20 de Infantería de 
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Montaña, dieron por resoltado se constatase la existen- 
cia en poder del procesado Maurelio A. Gutiérrez, en 
su domicilio de Tartagal, de los efectos que se deta- 
llan en el acta de fs. 9, algunos de los cuales pertene- 
cen al Ejercito Argentino {fs. 24). 

Invocando la doctrina de V. E. en 105: 120 y lo re- 
suelto por la Cana» Ped. en el caso que cita, el Juez 
Federal de Salta se declaró incompetente para seguir 
entendiendo en el sumario (fs. 31). También declaró 
el Juez en lo Penal la incompetencia de los tribunales 
del fuero ordiuai.o (i"s. '•>•*), plantcáiidufio así la con- 
tienda que debo resolver V. E. de acuerdo con el art. 
9, inc. b) de la ley 40jü. 

A mi juicio, y acreditado como está que el hecho 
perjudica bienes patrimoniales del Estado, el easo debo 
resolverse por aplicación de las disposiciones de la ley 
48, art. 3% inc. 3*. En su mérito, correspondería decla- 
rar la competencia del Sr. Juez Federal de Salta para 
conocer cu esta causa. — Bs. Aires, julio 31 de 1945. — 
Juan Alvurez, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 20 do agosto do Ü& 

Autos y vistos: De acuerdo a la jurisprudencia es- 
tablecida por esta Corte Suprema en el caso de Fallos : 
195, 129 y oído el Sr. Procurador General declárase que 
el conocimiento de esta causa sobre encubrimiento se- 
guida contra Maurelio A. Gutiérrez corresponde al Sr. 
Juez cu lo Penal 1* Nominación de la Prov. de Salta, a 
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quien deberán ser remitidos los autos haciéndolo sa- 
ber al Sr. Juez Federal en la forma de estilo. 

Antonio Sagakna — B. A. Na- 
zar Anchorena — F. Ramos 
— T. D. 



DIlíKtTION* (¡EXERAU 1>UL IMPUESTO A LOS REDI- 
TOS v. JUAN SOLE DOLL 

RECURSO EXTRAORDIS ARIO: Rerptióitos propios. Sentada 
definitiva. Resoluciones ¡ulteriores a la sentencia definitiva. Juicios 
de apremio y ejecutivos. 

Procede el recurso extraordinario fundado en que según 
el art. 57 de La ley H.íibS (t.. o.) no es opnniblc Ja excep- 
ción de cosa juzgado en el apremio tendiente al cobro del 
impuesto, contra la sentencia que admite dicha excepción. 

DEPUESTO A LOS REDITOS: Procedimiento y recursos. 

El art. 57 de la ley 11.683 (t. o.) debe ser interpretado 
con criterio restrictivo y no autoriza a oponer la excep- 
ción de cosa juzgada el «premio. 
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Bs, Aires, 22 de agosto de 1945. 

Y vistos: Los del recurso extraordinario coucedído 
a la parte acto ra en los autos Fisco Nacional (Dir. Gral. 
del Imp. a los Réditos) v. Solé Dolí Juan, por cobro 
de pesos por apremio, venidos del Juzgado Federal de 
la Capital. 

Considerando : 

Que el recurso es procedente, de acuerdo a lo dis- 
puesto en el art, 14, inc. 3', de la ley 48 por cuanto se 
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ha resuelto por la sentencia apelada en forma que no 
puedo ser útilmente discutida en el juicio ordinario pos* 
terior, la interpretación del art. 57 do la ley federal 
11.683 en contra del derecho fundado en ello por la 
parte apelante. 

Y en cuanto al fondo de la cuestión: 
Que el art. 37 citado dispone: El cobro judicial de 
los impuestos y de las multas ejecutoriados se practi- 
cará por la vía de apremio establecida en el tít. XXV 
de la ley 50, sirviendo de suficiente título a tal efecto 
la boleta de deuda expedida por la repartición autori- 
zada por la Gerencia, no pudiendo oponerse otras ex- 
cepciones que las de inhabilidad extrínseca del tífulo, 
pago, prescripción y espera. Siendo tan claro el texto 
legal, es patente que el juez de la causa no ha podido 
considerar otras excepciones — como la do cosa juz- 
gada, en el caso en examen — que las expresamente 
enumeradas en el texto legal, que debe interpretarse 
con carácter restrictivo, desde que la sentencia de apre- 
mio no hace cosa juzgada en contra del apremiado. SL 
bien por la naturaleza y finalidades del juicio, la ley 
restringe, en el apremio, las defensas del contribu- 
yente, y hasta le niega el recurso de apelación, en cam- 
bio asegúrale la amplitud de la defensa, al no dar 
fuerza de cosa juzgada a la Sí ntencia que se dicte, 
puesto que el art. 320 tic la ley 00 deja a salvo el de- 
recho del vencido para que ésto pueda usarlo en un 
juicio ordinario posterior. 

En su mérito se revoca la sentencia apelada en 
cuanto ha podido ser materia del recurso. 

Antonio Sagaísxa — lí. A. Xa- 

ZAK AN'i'IIOREXA — F. 1ÍAMOS 

Mejía — T. D, Casare». 
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ROSALIA UCIIA DE UCHA Y OTROS Y. FERROCARRIL 

DEL SUD 

RECCRsa EXTRA ORIHXA RIO: Rerpthitos propios. Cuestión fe- 
tkral. Cuestiones federales simples. Interpretación de Icijcg federales. 
Procede el recurso extraordinario fundado por la em- 
presa ilomundnrla en que conforme a lo dispuesto por los 
irte, 55 de la lev 2H73 y íí7í> del anterior Repl. Gral. de 
Ferrocarriles (414 del actual) está exenta de toda res- 
ponsabilidad por el accidente ocurrido en una playa de 
maniobras, a una persona que- infringía la prohibición es- 
tablecida por aquellas disposiciones, contra la sentencia 
que atribuyéndoles u'i alcance distinto declara rpie ha 
existido concurrencia de culpas porque la locomotora que 
ocasionó el accidente mientras marchaba con el tender 
hacia ad danto se hallaba en infracción al art, 75 del 
reglamento anterior (105. inc. 1» del actual) desde que 
sólo llevaba un farol de luz muy reducido. 

FERROCARRILES: Formación ;/ marcha de tos tremo. 

La exigencia del art. 75 del anterior liefrl. Gral. de los 
Ferrocarriles 0<>5, inc. 1*. del actúa 11 no tiene por única 
finalidad despejar las vóis sino también anunciar el pe- 
ligro de la proximidad del tren y no sólo en los lugares 
donde el cruce de Jas vías está autorizado ni sólo a las 
personas autorizadas y aún obligadas, por sus ocupaciones, 
a permanecer en la zona de bis vías. 

DAS OS Y PERJUICIOS: Culpa. Estracoutractual 

La circunstancia de que la víctima de un accidente fe- 
rroviario haya contraven ¡do la prohibición establecida por 
h,s aris. 55 'de la lev 287:í v 37!) del anterior Repl. Gral. 
do Ferrocarriles {414 del actual) no basta para excluir 
la responsabilidad concurrente de la empresa que omitió 
las medidas de seguridad que. como la prevista por el 
art. 75 del anterior ROfí la mentó (105, inc. 1<\ del actual), 
estaba obligada a adoptar y que po* «u directa acción en 
la oportunidad hubiera podido contribuir, sin mengua de 
la seguridad del servicio, a prevenir el accidente. 



fallos de la corte suprema 

Díctame* del Procurador Genehal 
Suprema Corte: 

Por sentencia de fecha 15 tic noviembre del año 
último la Caín. Fed. tic la Capital condenó a la empresa 
del Ferrocarril Sud a pagar a Celia, Alberto Antonio 
y Elvira Ucliu, la suma que jurasen serles adeudada, 
dentro de la do cuatro mil pesos, en concepto de per- 
juicios causados por un accidente ferroviario ocurrido 
en Gerli el ó de julio de VJ2s. Contra tal fallo se ha 
concedido a fs, i¿*¡5 vta, el recurso extraordinario que 
interpuso la parte de i muida da. 

Lo considero improcedente porque las condenacio- 
nes impuestas al Ferrocarril Su<L tienen por base el eri- 
terio que el tribunal aplicó al resolver que dicho acci- 
dente se produjo por eulpa mutua; cuestión de hecho, 
o de derecho común, referible a la prueba rendida en 
autos y no sujeta a la revisión de V. E. Así correspon- 
do declararlo, — Hs. Aires, febrero 21 de l!>4o. — Jnun 
Alvares. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

lis. Aires, 22 de a^sto de 1945. 

Y vistos los autos 'Telia de t'eha Rosalía por 
sí e hijos menores y Consuelo Fcha contra Ferrocarril 
del Sud sobra indemnización de danos y perjuicios" en 
los que se ha concedido el recurso extraordinario inter- 
puesto por la demandada contra la sentencia de la 
Cám. Fed. de la Capital. 
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Considerando: 

Que de acuerdo con la doctrina sentada en casos 
anteriores análogos (Fallos: 159, 12!»; líi'2, 327) el re- 
cluso extraordinario es procedente, si bien sólo con 
respecto a si lo dispuesto por e) art. .1 de la ley 2873 
y el ;í7!) del decreto reglamentario de esta última exime 
por completo de responsabilidad a la empresa ferrovia- 
ria en los casos de accidentes ocurridos a personas que 
infringían la prohibición (pie dichos textos legales es- 
tablecen. Kl resto de lo debatido en esta causa es cues- 
tión de hecho y prueba, la decisión de lo cual no es 
susceptible de ser revisada por Ja vía del recurso ex- 
tra ordhui rio. 



niitiera por hipótesis que la máquina no llevaba en la 
oportunidad del accidente la luz reglamentaria no ha- 
ll ría, por ello, responsabilidad de la empresa eu lo ocu- 
rrido porque no hay relación de causa a efecto entre 
la falta de luz en la máquina y c] accidente sufrido por 
quienes transitaban por el lucrar de las vías infrin- 
giendo la prohibición de las disposiciones citadas. La 
responsabilidad del accidente recae sólo sobre las víc- 
limas porque no hay más causa propia de él que la 
infracción de transitar por las vías. La obligación de 
la empresa de dotar a sus máquinas de determinadas 
luces en ciertas circunstancias no le habría sido im- 
puesta para prevenir accidentes en sus vías como el 
ocurrido sino para asegurar la regularidad del servi- 
cio que debe prestar. 

Que no es ése el alcance de la jurisprudencia de 
esta Corte sobre el particular en los casos relativa- 
mente análogos registrados eu la pág. 34 del t. 158 y 
en la 102 del 1SÍJ de sus Fallos. Las características de 
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hecho de nmboB casos no comporta han el planteamiento 
de la cuestión en los términos enunciados precedente- 
mente, puesto que en ninguno de los dos se imputaba 
a los dependientes de la empresa una culpa n uegligen- 
cia tan directamente relativa al accidente atatrrMo come 
la (pie se le I r j 1 íi n- ¡ n í. De Jas oniisionoH o irregulari- 
dades, atribuidas d la empresa respectiva en aquella» 
oportunidad'-- cabía al'inn;tr que, no tenían relación de, 
causalidad propia COÜ los uccidonti-s producidos. Di- la 
que en este juicio le imputa, no. La taz de las loco- 
motoras en movimiento tiene, sin duda, por primordial 
pero no por ex<*tu>ívo objeto asegurar la regularidad 
'del tránsito ferroviario. Sucede mn ella lo 4110 con los 
toques ile silbato: mi finalidad es de>pejnr las vías pero 

también lo es anunciar el peligro de la proximidad del 
tren, y no sólo Cu los Indares donde el cruce de las 
vías está autorizado, ni .sólo a las personas autoriza- 
das, y aun obligadas, cu razón de sus ocupaciones, a 
permanecer en la zona de las vías. Las normas del ser- 
vicio ferroviario no se han establecido sólo en vista de 
su mas regular, segura y rápida prestación, desde el 
pimío de vista del interés de lo (pie es objeto del trans- 
porte y coa ptesetn delicia de toda otra seguridad como 
no sea en los lugares y oportunidades a que se acaba 
do aludir. Kslu forma de transporte, contó muchas se- 
mejantes, comporta uu riesgo a todo lo largo tic los la- 
gares que atraviesa, y lodos tos resguardos impuestos 



para asegurar la regular, segura y rápida prestación 
aludida lo han sido también para neutralizar este riesgo. 

(¿ue, ante todo, o procura evitarlo con la prohibi- 
ción del art. 35 de la ley y del oTf del decreto re- 
glamentario y de ahí tpie Ai la victoria de un accidente 
que tiene lugar en las; vías del tren contravino esa 
prohibición, puso con ello una cansa de lo ocurrido de 
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la cual se sigue una primordial responsabilidad suya 
ineludible Pero si la empresa o sus dependientes omi- 
tieron medidas de seguridad a las que estaban regla- 
mentariaineute obligadas y que por su directa acción 
en ta oportunidad bollician |i<uitiJo eoiit ríhuir, sin men- 
gua ijr la seguridad del SOtvieiu, a prevenir el acci- 
deute, esa omisión es también causa propia de este 
último. 

Qtie la ley Orgánica de los ferrocarriles nacionales 
u* -S7**í lia conferido expresamente ul 1*. E*. la facultad 
de rugían .ion ta i\ entre otras cuestiones, las referentes 
a "señales y avisos" y 'Vi sistema de alumbrado de 
los tronos" — art, 12— y, en ejercicio de semejante 
atribución, el Regí. (¡ral. de KVrrocarriles lia ordenado, 
en su art. in."j; "T Todo tren, locomotora o coche auto- 
moto i 1 ([i¡e círculo de ñor be, deberá llevar en la parte 
delantera un farol de cabecera con luz blanca y de una 
potencia suficiente para poder distinguir una persona 
j>a raí la en la vía a una distancia no menor de 200 me- 
tros." 

"Si las locomotoras marcharan con el ténder ade- 
lante llevarán en dicho ténder un farol de igual poten- 
cia (¡ue el que lleva la locomotora aJ frente do su posi- 
ción normal"; y en los art», 112 y IKí preceptúa que 
"cuando corra una locomotora sola y sea necesario pro- 
tegerla, el conductor mandará al foguista o al ayudante 
de conductor, según el caso, a que lo haga", y que "el 
uso de las señales de noche es obligatorio desdo que el 
sol se pone basta su salida". Tales disposiciones, ca- 
tegóricas, fijan una obligación ineludible cuya falta de 
cumplimiento importa falta grave contra la seguridad 
do personas y cosas, que no contiene excepciones para 
determinados radios donde los trenes o máquinas se 
muevan así sean líneas de desvíos, líneas muertas o lí- 
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neas de cambio de dirección; y esa transgresión y 
culpa consiguiente no desaparece por la culpa de ter- 
ceros. 

Que las dos Guipas no son sin duda equivalentes si 
se Ins juzga en función de las exigencias propias del 
régimen fe novia rio, pero la concreta delerniinación de 
la magnitud de cada una de ellas en este caso es ma- 
teria ajena al recurso extraordinario. 

Por estas consideraciones, oído el Kt\ Procurador 
General, se declara que el haber infringido las víctimas 
do un accidente ocurrido en las vías ferroviarias 1:» 
prohibición del arí. óó de la K-y LÍS7*' y del .'!7íl del de- 
creto reglamentario un excluye la posibilidad de culpa 
concurrente de la empresa. Ku consecuencia, se con- 
firma la sentencia apelada en cuanto lia sido materia 
del recurso. 

Antoxio Saoakna — U. A. Xa- 
zar Ax-cirortENA — F. Ramos 

MkjÍa — T. JX t'ASARKS, 



BEGIXO P. f'AMIMíA v. COMISION* DE FOMKNTO 

Ti VI VEUKZ 

RECURSO EX7RA(HthtXAJ{/0: Íirt,HÍsÍto» propios. CtUgtíoKM 
na federales. Esclimón <f<- ha cuestione* de Jtafte. Impuestos tj 
tasas. 

Es improcedente el recurso extrnordttinrin fundado en 
(jiic la contribución de mejoras que se intenta repetir **s 
confiscatqrin por ser el precio de la construcción coliman 
superior ni valor y cesto renl de la misma y no haber 
sillo beneficiada ta propiedad dW actor eon la obra eje- 
eutnda, contra la sentencia míe declara no probadas estas 
circunstancias ('). 



(l) 24 «le agosto tic 101,7. FnUoa: ISt, 401; 6. 
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Reiación di- 
recta. Normas extrañas al juicio. Arts. 16 a 19 de la Constitución. 
La alegación de que la contribución do mejora? cuya re- 
petición so demanda es violatoria del art, 17 de la Const. 
Nacional porque hace incidir sobre los propietarios fron- 
tón is i'l costo total de la obra destinada al beneficio de 
toda la población, os insuficiente para f mular el recurso 
extraordinario desdo que el requisito do la eonstituciona- 
lidad de las contribuciones de mejoras es que lo cobrado 
por ellas no exceda de la valorización que han produ- 
cido eu la propiedad do quo se trata y la sentencia recu- 
rrida ha establecido en forma irrevisiblc que el actor no 
probó cuál era el valor del inmueble untes de hacerse la 
uln a ni cuál después ni, por lo tanto, en qué relación es- 
taha el importe cobrado con la diferencia entre los dos 
valores ('). 



PKDKO IV PERBEYRA v. NACION ARGENTINA 
TRATADOS. 

Si bien el tratado internacional adquiere validez jurídica 
en virtud de la ley que lo aprueba, no por ello deja de 
tener el carácter de un estatuto tetral autónomo enyu inter- 
pretación depende de su propio texto y naturaleza, con in- 
dependencia de aquella ley. Y así lo concerniente al co- 
mienzo de su videncia no está condicionado por la ley 
sino en cuanto no lia podido tenerla antes de la aproba- 
ción legislativa a partir de la cual, en el caso de un 
tratado que contiene compromisos recíprocos, la Nación 
queda Obligada a cumplirlo siempre que baya sido tam- 
bién ratificado por el otro estado contratante. 

TRATADOS. 

Resultando del art. 14 del tratado celebrado el 3 de junio 
de V.m con la República de Chile y aprobado por la 
ley 11.733, así como de la naturaleza del mismo —bila- 
teral y conmutativo — que su vigencia estuvo subordi- 
nada al canje de las ratificaciones, y no conteniendo norma 
alguna con respecto a ese punto el protocolo adicional a 



(l) Falún: 101, Í20. 
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dicho tratado del 18 de febrero de 193B, aprobndo por 
la ley 12.634, correspondo declarar (pie empezó a re;,' ir al 
día siguiente del canje de las ratificaciones efectuado el 

3 de octubre de 1940; por lo une el decreto que señala al 

4 de octubre de 1U4Ü como fecha para iniciar Ih fijación 
de los aforos y derechos cottvepídíni en dicho protocolo no 
comporta extra limitación del l\ R. 
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Bs. Aires, 24 do agosto do 11)45. 

Y vistos los autos "Ferreyrn Podro T\ contra 
Fisco Nacional sobro devolución — aduana*' en los qtie 
so lia concedido el recurso extraordinario i aterí misto 
por el Sr. Fiseal de (Vanara contra h\ sentencia dicta- 
da a fs. T4 por la Cara. Fed. do Apol. do la Capital. 

Considerando : 

Que si bien ni el protocolo adicional al tratado con- 
certado con la Rep. de Chile el 2 do febrero de lííofi 
(ley 11.753) ni la aprobación legislativa de él por la 
ley 12.íi;!4 contienen indicación alguna sobre la fecha 
en que había do comenzar su vigencia, la norma gene- 
ral del art. 2' del Cód. Civ. f no ba de aplicarse on el 

eolo está, — como lo accesorio con lo principal — , con 
el tratado que complementa, ni de la naturaleza sin- 
gular del estatuto legal de que se trata. 

Que el art. 14 del tratado de lü.'í.'í dispono que será 
sometido "a la aprobación de los congresos respecti- 
vos" y que "las ratificaciones serán canjeadas en San- 
tiago de Chile, dentro del más breve término". Do lo 
cual se signe que la vigencia estuvo explícitamente su- 
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bordinadn al canje de las ratificaciones, es decir, a la 
aprobación legislativa por parte de ambos contratan- 
tes. Kilo era, por lo demás, impuesto no sólo por el 
texto del art. 14 sino por la naturaleza misma dol tra- 
tado que, por ser bilateral y conmutativo, las concesio- 
nes aduaneras hechas en él a cada uno de los dos países 
por el otro tenían como causa y razón las concesiones 
que a él so le hacían. Las disposiciones complementa- 
rias del protocolo adicional debían, pues, por ser com- 
plementarias y por ser de la misma naturaleza que las 
del tratado seguir, en punto a comienzo de su vigencia, 
la sitet te de este último. 

Que si bien los tratados con las naciones extran- 
jeras requieren aprobación legislativa para tener en 
el país valor de leyes (art. (i", inc. 1U, de la Const. Na- 
cional) y esa aprobación no se puede expresar de otra 
manera ipie medíante una ley, no debe con Tundirse a 
esta última con el tratado, Este adquiere validez jurí- 
dica en virtud tic la ley aprobatoria, pero no por ello 
deja de tener el carácter de un estatuto legal autónomo 
cuya interpretación depende de sn propio texto y na- 
turaleza, con independencia de la ley aprobatoria, Y 
por eso lo concerniente al comienzo de su vigencia no 
está condicionado por esta última sino en cuanto no lia 
podido tenerla antes de la aprobación legislativa. Pero 
uno es el objeto «obre el cual recae la obligatoriedad 
de la ley aprobatoria y otro el objeto del tratado. Que 
la ley es obligatoria desde su publicación o desde el día 
que día determina (art. 2' del Cód. Civ.) sólo quiere 
decir que desde esa fecha queda la Nación legalmente 
obligada a cumplir el compromiso contraído. Pero a 
cumplirlo del modo como lo contrajo ; en el caso de trata- 
dos como el que aquí se considera, que contienen com- 
promisos red procos, es decir, que, como se dijo proco- 
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dénteme nte, la causa de los que contrae cada parto está 
en que la otra contrae otros equivnKnies, el cumpli- 
miento a que la Nación queda obligada en virtud de la 
ratificación legislativa está naturalmente subordinado 
a la ratificación de la otra Xación contratante, esto es, 
a que esta ultima formalice su propia obligación corre- 
lativa, porque sin filo el compromiso de la primera 
carecería de razón de ser* 

Que el decreto que establece rumo IVelia para ini- 
ciar la aplicación de los n foros, derechos, etc., conveni- 
dos en el protocolo, el 4 de octubre de 1ÍJ40, día si- 
guiente ai del canje de las ratificaciones, no comportó, 
en consecuencia, muí extralimitaeión del 1*. K. Ks sólo 
uu acto indicativo de la lecha a partir de la cttítl co- 
rrespondía aplicar la ley U/i.'U sancionada para retin- 
en tanto en cuanto la Otra N'aeión contratante produ- 
jera análoga sanción y acordara con ella en el ámbito 
de hu solieran ía las franquicias en virtud de cuya conce- 
sión el gobierno argentino acordalia ¡i su vez las que 
menciona el protocolo y la ley citada autorizó. Mero 
acto indicativo, como tpieda expresado, puesto que, pro- 
mulgada como estaba por el decreto del 14 VÍÍI/1940 
la ley ratificatoria, el protocolo no requería ni consen- 
tía una fijación del |mnto de partida de su vigencia 
por un acto de! !\ K. Ello estaba impuesto por >n prn- 
pia naturaleza y ninguna disposición ejecutiva que no 
se conformara e.m ella podía influir válidamente en 
lo relativo a la vigencia aludida. No hubiera sido vá- 
lido el decreto que pretendiera hacerla regir antes del 
canje ni el que, producido este último, hubiera preten- 
dido demorar la aplicación. Si el 1\ R 4 luvu derecho 
para cobrar al actor la diferencia que le cobró, no fué 
en virtud del decreto del *J de octubre de l!í4() sino en 
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razón de que las ratificaciones del protocolo se can- 
jearon el 3 del mismo mes y año. 

Que la precedente ÉOUtehisión no importa pronun- 
ciamiento, ni siquiera implícito sobre ta demanda de 
estos autos, cuyo objeto propio — la devolución de lo 
(Sobrado por la Aduana suplementariamente, la cual 
repetición es fundada por el actor en (pie la Aduana no 
tenía derecho a rectificar una liquidación definitiva 
liecha por ella con sujeción a una ley a in que atribuyó 
vigencia, en aquella oportunidad— es ajeno ti la mate- 
ria del recurso extraordinario. Xo lo importa porque 
la solución di- la cuestión relativa al carácter defini- 
tivo de ta liquidación con la cual cobró la .Aduana no 
está necesariamente condicionada por la que se dé a la 
que se refiere a la vigencia del protocolo adicional que 
se ratificó mediante la ley ll!,(¡34. 

Por estas consideraciones se declara que el pro- 
tocolo adicional del 1S de febrero de VXIH al tratado 
concertado con la líep. de Chile el 3 de junio de 1933 
entró cu vigencia canjeadas que fueron las ratifica- 
ciones pertinentes, y se revoca, cu consecuencia, la sen- 
tencia de fs. 74 en cuanto ha sido materia del recurso 
extraordinario. 

Antonio Sai ¡ai; xa — lí, A. Xa- 
7,\r Axciiojiexa — F, Hamos 
Metía — T. D. Casabes. 
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NICOLAS CRIMI v. S. A. MULLYILL Y Cu. Ltda. Y Cu. 
DE SEGUROS "LA RURAL" 

HECrfíSO KXTít.infíniXAfíKi: /MpifettoK formales. Interposi- 
ción tlcl recurso. Qit¡;>u* pueden interponerlo. 

Es procedente el recurso extraordinario interpuesto por 
la ("aja Xuciminl de Jubilaciones Civiles en eí juicio se- 
pa ¡do entre atrás partes y fundado en los arts. íí, 10 y 13 
de la ley ÍKiHH eontra la sentencia que mantiene el em- 
bargo trabado n pedido de uno do los peritos sobre los 
fondos provenientes de lu iudeiiiiiizuciún acordada al aetur. 

ACCWKXTES l'KL TRABAJO: Den-chuts de los hemficiatios. Cnja 
de tjarantui. 

Es improcedente el embarco de todo o parí* del importe 
de la indemnización aeordada al obrero que, enjiínrine 
ajos arts. í> y 10 de la ley IHiSíS, debe ser depositada en Ja 
C,.j,i di» (¡aramia, aunque si» pretenda trabar lo para res- 
ponder a los honorarios devengados por los peritos que 
actuaron en ol juicio, 



Dictamen ukl PiuiccnAixut General 
Suprema forte: 

Coa motivo de un embutir" trabado en esta causa 
sobre fondos depositados en la Caja Xa*-, de .Jrilúl. y 
Pcns. ('¡viles — Sec.Accíd. del Trabajo — f la expresada 
Caja lia tomado intervención en el jiric'o respectivo 
que tnnmia anlc la justicia ordinaria de esta Capi- 
tal; y sostiene ahora ipie lal emburro es improcedente. 
Desestimada su pretensión a t's. 111, trae el actual re* 
cur-ío extraordinario, ¡pie resalla procedente atenta la 
jurisprudencia que en casos equiparables lia sentado 
V. E. 

En cuanto al fondo del asunto, pienso ipie debe ac- 
ceder se a Jas pretensiones de la Caja, por ser el ¡ni- 
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porte depositado inferior al mínimo de la escala em- 
barbille fijada en Ja ley 0511. — Bs. Aires, agosto 29 
de 1D44. — Juan. Alvares, 

FALLO DE LA COlíTE SUPREMA 

Bs. Aires, U de ftg^iu de 1945, 

Y vistos: El recurso extraordinario deducido pol- 
la Caja de Accidentes del Trabajo de la ley iHÍSS con» 
tra la se a te aria dieta da a í's. 111 por la Cám. de Apel- 
en lo Comercial de la Capital cu el juicio Crimi Nteolás 
contra S. A- Mullvill y Cía. Ltda. y Cía. de Seguros 
La lia ral. 

Considerando: 

(¿ue en el citado juicio, a pedido de vmn de los pe- 
titea 4ue intervino, se trabó embargo preventivo en los 
fondo.- de la indemnización acordada al actor, orde- 
nándole su transferencia al Banco de la Nación Ar- 
gentina a la orden del juzgado, a lo que se opuso la 
Caja sosteniendo qm la medida era contraria a dispo- 
siciones expresas de la ley WSS, cuya letra y espíritu 
alteraba profundamente, y como la resolución le fuera 
adversa lia interpuesto recurso extraordinario, invo- 
cando el art. !) de la ley, que le lia sido concedido. 

Que la personería de la Caja para intervenir en 
esttis ca os y el carácter federal de los arts. !) y 10 de 
la ley IHtSS ha sido reconocido reiteradamente por esta 
Corte, por lo que el recurso extraordinario os proco- 
dente y lia sido bien concedido —Fallos: ITS, 170 y los 
allí citados. ^ * " 1 t 
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relación al art. 9 invocado por la recurrente, lia sido 
estudiado y declarado por la Corte, y así ha dicho —Fa- 
llos: 138, 138 — : "...que si bien los valores por in- 
demnización que se depositan en la sección respectiva 
de la Caja do Jubilaciones y Pensiones en cumplimiento 
del art. 9 de la ley %S8 son, en principio, de propiedad 
de los indemnizados, lo son sólo como fuente do re- 
cursos, arbitrada para proporcionar gradúa luiente los 
fondos destinados a reparar en lo posible los acciden- 
tes del trabajo provistos en la ley; y el art. ü aludido 
consagra en términos tan claros y precisos el sistema 
indirecto de la renta como procedimiento para el ajuste 
de la indemnización, que hace inadmisible las interpre- 
taciones conducentes a obtener la entrega inmediata 
del capital al accidentado o sus derecho-habientes." 
Y más adelante: "Que las precedentes consideraciones 
son do tanta mayor aplicación al caso, cuanto que se 
trata de una ley que sí bien está destinada a ampliar 
y modificar la legislación común, mantiene los carac- 
teres peculiares de los móviles une le han dado origen 
y que no se limitan a procurar medidas de protección 
al obrero, sino que comprende también disposiciones de 
previsión y asistencia social y de concordancia de in- 
tereses colectivos como son los del capital y el tra- 
bajo. A tales objetivos de índole singular, han debido, 
pues, corresponder preceptos y reglamentaciones lega- 
les de la misma naturaleza, y de ahí la forma estable- 
cida para el pago de la indemnización, los privilegios 
restrictivos acordados a la misma (jue no puede ser 
objeto de embargo, cesión, transacción ni renuncia, la 
pérdida del derecho al salario que sufre cuando se 
ausenta del país el obrero afectado de incapacidad 
transitoria, y tautas otras limitaciones que por ser ta- 
les no alteran los derechos acordados sino que en rae- 



terizan y determinan con precisión el alcance y exten- 
sión con que lian sitio en ¡trios por el legislador mismo." 
Esa doctrina lia sido reiteradamente aplicada por la 
Corte y la ha llevado a declarar — Fallos: 19fi, 54 — que 
el patrón que, condenado en el juicio especial sobre in- 
demnización de ac ídente riel trabajo a papar al obrero 
una suma de dinero en tal concepto, la deposita a la 
orden del juzgado y consiente su en 1 reirá al damnifi- 
cado, puede ser obligado por la Caja de >1 ubi l aciones 
y Pensiones Civiles a efectuar une va monte el depósito 
en la Cnja de Garantía. El art, 13 de la ley no es sino 
el corolario de estos principios y al prohibir el em- 
bargo, cesión, transacción o renuncia de ta indemniza- 
ción no hace sino garantizar la efectividad del sistema, 
evitando su violación en forma indirecta. 

Que a diferencia de lo que se preceptúa para los 
fondos de las Cajas de Pensiones y Jubilaciones en 
cuanto se establece que los fondos de la Caja son de 
pertenencia rio los jubilados y que éstos o los pensio- 
narios pueden libremente disponer de lo que les ha sido 
reconocido o adjudicado en total o por cuotas mensua- 
les, en materia de indemnización por accidentes del 
trabajo esos fondos van a una sección especial de la 
Caja Nacional tío Jubilaciones y Pensiones para ser 
invertidos en títulos de la renta nacional rie los cuales 
sólo esa renta se les entrega mensual) neute — art. 9* 
de la ley !M¡SS, Fallos: 17:J. :Mí>— y en ciertos casos 
—muerte sin herederos con derecho hereditario, extran- 
jeros que abandonan el país y otro* —art. 1 i> — , dichas 
sumas pasan a la Caja de (tarantín...; ...de manera que 
Caja de Pensiones ha debido en el caso de autos inver- 
tir, con anterioridad a la demanda de embargo, el 
total de la indemnización y sólo abrir créditos por la 
renta, lo que la hace parte en el juicio, o por la por- 
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cion decenal —siempre en títulos— que menciona el 
art. r del decreto de 25 de junio de 1018 y porque como 
se ha dicho, la Caja tiene derecho propio sobre esos, 
tienes —con destino a la Caja de Garantía— en los ca- 
sos del art. 10 que procedentemente so ha mencionado. 
No puede, pues, nr^iiirse que la indemnización perte- 
nece en plenitud al obrero accidentado y puedo enaje- 
narla; y solamente sobre esas rentas es de acción local 
el imperio de la justicia, debiendo interpretarse en tal 
sentido la doctrina del fallo : 187, 470, lo cual se ar- 
moniza con lo resuelto en 17IJ, 2-id y 178, 170. El em- 
bargo del total o parte del importe de la indemnización 
— además de la transgresión al categórico art. 13 de 



ley 9G88— podría tener como consecuencia la descapi- 

talización de la Caja de Garantía. 

Por estos fu míame utos y de conformidad con lo 
solicitado por el Sr. Procurador General, se revoca la 
resolución apelada de fs. 111 en cuanto ha podido se* 
materia del recurso. 



FERROCARRIL OESTE v. NACION ARGENTINA 



SSCURSO GRDIXA RIO DI-: APELACIOX: Tercera instancia. 
Juicio* en que ht Xariúa es itttrte. 

Las convenciones de las partes sobre el alcance a atribuir 
a la resolueiiín de determinada cansa de monto inferior 
al establecido por el art. me. 2. de la ley 401)3, con 
relación a otras si asilares que en conjunto excederían di- 
cho límite, no autorizan a otorgar el recurso ordinario de 




Antonio Sagarxa — B. A. Xa- 
zar AxcnoitENA — P. Ramos 
Metía, 
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apelación en tercera instancia contra la sentencia recaída 

en dicha causa 

RECURSO EXTRAORDINARIO; Requisitos propios. Cvtettiom* 
no federales. Interpretación de normas y actos comunes. 

La enestion referente a saber si las costas pagadas en el 
juicio de apremio son o no un accesorio de la multa im- 
puesta v si procede o no su repetición por tal concepto es 
lijen» al recurso extraordinario (-). 



ROBERTO BAQUERIZA v. IMPUESTOS IXTERXOS 

IMPUESTOS INTERNOS; Alhajas. 

II tillándose gravado por el arfe 145 del texto ordenado 
de las leyes de impuestos internos el tráfico de las joyas 
y los objetos (pie menciona, en los terminas del art, 8, 
inca. 1 y 2, del Cód. de Comercio, y mando irrevisibles 
por medio del recurso extraordinario las conclusiones del 
tribunal de la causa respecto de la naturaleza jurídica 
do las negociaciones de las pólizas de empeño del Banco 
Municipal de Prestamos así como sus demás conclusiones 
de hecho y derecho común, procede confirmar la senten- 
cia que declara comprendida en el citado precepto impo- 
sitivo la compraventa de pólizas de empeño por entender 
que dicha operación equivale a la venta de la alhaja re- 
presentada por ese documento, no siendo óbice a dlüha 
confirmación la invocación del art. 18 de la Const. Na- 
cional, desde que el fallo se funda en ley que establece el 
gravamen y sanciona la infracción imputada al recu- 
rrente, ni lo dispuesto en el decreto 6.176, modificatorio 
del art. 14 de la ley 11,252 —145, t. o. 



(i) 27 áo optoato de 1943. 

(3) Faltos; 188, ¡88 j 190, 157; 199, 6. 
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Sentencia de la Cámara Federal 

Buenos Aires. 15 ilo noviembre de 1944. 

Considerando: 

Elt t'UJlliro iiJ VCcUlMt de apelación: 

El apelante <"s propietario del comercio do compra-venta 
de pólizas y joyería sito en lu calle Tuounián <s7s y realizó las 
operaciones de venia de pólizas expedidas por el lía o en Muni- 
cipal ile Pt-óstiiítics. que s.' detallan en tas planillas corrientes 
de fs. !í « II. que Iijiii iludo origen ;i este proceso; 

Expresa el denuncíalo (i'¡s. lbi. qm* el rescate de las jo- 
yas ii' lo realiza su casa de negocio, sino los compra dores de 
las pólizas, de lo que deduce que no era de su cargo el pa^o 
del impuesto a la* piedras prenotas, alhajas, etc. oiablcetdO 
en el art. 14."» T. O. en ra zoo de que dicha disposición no frravit 
las ventas de pólizas de empeño, sino la enajenación de las 
joyas, al ¡i ajas, etc. 

Tal niguinentaeión nn puede prosperar. 

41 entregarse e! título que sirve para el rescate de la joya 
pignorada (póliza), m> transfiere la propiedad ti? la joya 
(art. 8'\ ine. I* y 2 V Cód. de Comercio), Las pólizas son otor- 
gadas por el Itálico. .Municipal sin determinación del nombre 
del prestatario, y el reglamento externo del Bañen dictadlo en 
ejercicio de la facultad (pie le acuerda el nrt. Ib. ine. 1", ñ" y S f ' 
de la ley 4S31, determina, que mientras no se haya solicitado 
duplicado de la póliza. 4-1 líaneo considera al portador de la 
misma, con derecho a la renovación y rescate. Consiguientemen- 
te, basta la poción de la póliza para poder rescatar los efec- 
tos pignora tíos, lo que significa, que !a entrega de la póliza 
tiene el aleanee de transferencia de propiedad y por ende que 
el impuesto aludido fiche satisfacerse, como se ha decidido en 
et caso similar que menciona la (sentencia de fs. I0í* (Fallo C. 
S. T. 198, pág. :í07) y en los precedentes que cu el mismo se 
citan. 

\o puedo decirse pues, que se haya aplicado una sanción 
sin ley. violándose lo dispuesto en el art, 1S de la Constitución 
Nacional. 

Ni .siquiera puede invocarse la buena fe del comerciante y 
ta inexistencia del propósito do eludir la imposición fiscal, 
para alegar ta inaplicabilkhid del art. .'Ib de la ley 3704 (art. 
27. T. O.}, ya que en las operaciones aludidas no aparecen 
registradas debidamente en las libros comerciales rubricados, 
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pues los Miento* se hicieron en forma global, en el renglón 
©omisiones (IV 14 y 1,1 v.} violándose lo dispuesto en el art 4í> 
(¡el GÓdigo de Comercio con «insoluta exclusión de detalles, 
declarando el denuneindo (fs. 10) 4111* ignora el nombre y do- 
micilio de los compradles de las pólizas. 

K11 tales condiciones, tampoco puede llegar a establecerse, 
si las póliza fueron constituidas por «*1 propio denunciado, 
pignorando joyas de. negocio, para luego ven '»r las pólizas, O 
SÍ se trataba de compra de pollitas para revender. _ 

Ni es viable el argumento de que no en bu aplicarse Ran- 
clón Venid por la venta de pólizas no gravadas por ninguna 
disposición legal, en ra/óu fie ser su precio inferió* a $ Oo. 
Al respecto, basta examinar la planilla corriente de fs. 18 vta. 
:i 1!) vta., pura «liso mi r qm\ «informe a los propios datos 
suministrad os por el denunciado, todas las operaciones reali- 
zadas, excedieron de dicha cantidad. 

Contrariamente a lu sustentado por el recurrente en ceta 
instancia, ra lie advertir, que el decreto 11" 2"»7 de fecha 10 de 
marzo del corriente año, mndifieii la situaeión legal contem- 
plada en este proceso, y asimismo, ([lie el hecho de que el 
negQCÍO del denunciado haya estado inscripto como <' 01u P ra * 
venta de pólizas v joyería, pagando l¡" patente especial lijada 
por el mismo (fs. 9§j no ha podido eximirle de la obligación 
de satisfacer él impncsttt que determina el artículo 14f> del T. O. 

Por estos fundiinienloK y lo que resulta de la liquidación 
fe. 1S vta.. a 1!) vta., se confirma con cosías la resolución de fs. 
105. que manteniendo la decisión administrativa de fs. :?l vta. 
condena n Uní n- rio L taque riza, al paiíi» de una multa de doce mil 
ciento noventa y cinco pesos. — garlan <M Campillo (con su 
voto) — líh'<mh> Villar Palaeio ~— Jitán A. González Calderón 
— Carlos II ( >n ¡a — Alfonso E. /V'irrf. 

Vola ih \ Dr. Carlos del Cata pillo, 

IV eouf (»nnidad con lo resuelto por esto Tribunal en el 
caso Llanos Uadolfo te/. Impuestos Internos con firmado por la 
Corte Suprema T. 1!)8. pág. *• ennfirma la sentencia 

con costas. — Carlos <kl Campillo. 



A 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs, Aires, 27 de agosto de 1943. 

Y vista la precedente causa caratulado "Baqueriza 
Roberto, I. Int. 4SOS-l-!)4^*' en la que se lia concedido 
el recurso extraordinario a fs. 118 vta. 

Y considerando; 

Que do acuerdo coa Ni decidido en Fallos I!is, ;;o7, 
y siendo ir re visibles por vía de recurso exl rao rdi nano 
las cuestiones de hecho y do derecho común resueltas 
por el pronuncia miento apelado de t's. 113, corresponde 
confirmarlo. 

Que desde luego no es óbice a ello la invocación 
del art. 18 de la Const. Nacional por cuanto precisa- 
mente la sentencia apelada comprueba la existencia de 
ley que grava y sanciona la infracción imputada al 
peticionante. 

Que el decreto G.17G, modificatorio del art. 14 de 
la ley 11,252 — 145 del t. o. — a que igualmente se hace 
referencia por Baqueriza, tampoco permite la modi- 
ficación del fallo en recurso, cuyo fundamento consiste 
en que el gravamen se aplica al tráfico de los artículos 
suntuarios, que se realiza de acuerdo con lo decidido 
de manera irrevisible por el tribunal superior do la 
causa, por vía de enajenación de pólizas de empeño del 
Banco Municipal de Préstamos. 

En su mérito se confirma la sentencia de fs. lio 
en lo que ha podido ser objeto de recurso extraor- 
dinario. 

Antonio Sao a it xa — B. A. Xa- 
ZAn Anchores a — F. Ramos 
Mejía — T. D. Casabes. 
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MURO, BUSTELO y Cía. y. IMPUESTOS INTERNOS 

IMPUESTOS 1XTERXOS: Vinos. 

Siendo atnbuíble la diferencia en más do vino encon- 
trada en una bodega cu supuesta infracción al art. 23, tít. 
VII. do la Recrlnm. < í ra J . de Imp. internas, n error de 
cubicación de la vasija de dicha lindera comprobada en 
la,s planilla» sobre rectificación de t-apacidad de bode- 
gas presentadas en tiempo reglamentario, error que quedó 
p;il entizado ¡il prnel icarse posteriormente un nuevo in- 
ventario, corresponde concluir que nO existe infracción pu- 
nible y debe dejarse sin electo la umita aplicada por la 
Administ ración. 



SfcXTLNCU DE LA CÁMARA FEDERAL 

Mendoza, octubre 7 de 1044. 

Vistes: considerando: 

Que la .sentencia bn sido apelada por ambas partes soli- 
citando él Sr. Fiscal de Cámara subrogante, (pie se mantenga 
ía multa aplicada por la Adm, de Imp, Internos, a la Soc. 
Mnro Iliistelo y <'íi). ; y ésta a su vez se la absuelva totalmente; 
ambas con costas. 

Que la resolución administrativa que ba originado el pre- 
sente reeurso eontencioso-ndministrativo, dictada en fecha 31 
de octubre de VM1 en el Sumario X* 4183, Sec. 24, año 1940, 
corriente a fs. 50 de los présenles autos, impone a la nom- 
brada sociedad una multa de A 5U¡87.(¡0, equivalente al décu- 
plo del impuesto correspondiente a 8G.14(¡ litros de vino compu- 
tados como existencia "on más", en infracción al art. 23, 
tít. Vil de la líejrl. Oral, de la.s Leyes de Imp. Internos en el 
inventario practicado en la bodega X fl 7351 A-, ubicada en el 
Depto. Desamparados de la Urov. de San Juan, el día 12 
de julio de 1D40, serrín planilla de fs. 25 a 28. 

' Que si bien es verdad que tal inventario acusó una dife- 
rencia "en más" de vino viejo, de 8fi.94l¡ litros, y una "en 
menos" de vino nuevo, de 800 litros, lo ipic da una diferencia 
"en más", neta, do 86.1 4Í¡ litros, ella debe atribuirse a error 
de cubicación de la vasija de dicha bodega, constatadas en las 
planillas líef. X'-' 203. corriente a fs, 40 a 43, sobre rectifica- 
ción do capacidad de bodegas, presentada en tiempo regla- 
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menta rio. según se reconoce en el informe de fs. 48 expedido 
por el jefe de la sección 24 de impuestos Internes, y en el 
dictamen de fs. 48 vta., del jefo de ln División tic Contralor de 
la misma Repartición. De esos informes resulta que la bodega 
de referencia tiene i:i7.4(¡2 litros más de capacidad que la re- 
sultante del plano oficial de la infanta, de acuerdo al eual fué 
que se computó la existencia de vino en bodega ¡d practicarse 
dicho inventario, y como las anotaciones en los libros se ha- 
cían de acuerdo ni peso del producto :d ingresarlo en bodega, 
hípica mentó el cómputo hecho de la existencia real, debía estar 
equivocado. 

Qne tal error quedó después patentizado :d practicar."--* 
tin nuevo invenía rio en fecha ñ de febrero de 11)41 sejrún arta 
do fs. 75 a 81, que acusó una existencia "en menos" de !>7.S40 
litros y qne no obstante exceder a ias mermas reglamentarias, 
en 20.6ÍJM litros, sc-jún planilla de fs. S:t, la Administración 
aprobó el inventario "sin earjro", por resolución de fs. 80 de 
fecha 30 de julio de IfMl. en razón de qne el inventario ante- 
rior de fecha 12 de julio de 1!U<) fu,* «feriado en base a las 
capacidades denunriadns m el piara» oficial, y el ."> de febrero 
do 1"41, sobre tas nuevas capacidades denunciadas en las pla- 
nillas líef. X" 20:!. 

Que si bien la diferencia ' en menos" constatada en el 
inventara de lecha ó de l'elnvro de lííU. es mayor qne la "cu 
más" establecida en el de fecha 12 de julio de I!M0 ello no 
puede constituir un cauro enutra la sociedad contribuyente, 
porqun la diferencia entre ambas cantidades, que alcanza a 
10.í)!14 litros en mnus", cae dentro de las merinas reclamen- 
tarias. 

Que estando, pues, debidamente comprobado el error en 
el cómputo de las existencias afeetuado en el inventario que 
ha dudo origen a la multa recurrida, nn existe en realidad la 
infracción imputada: y por ende, debe dejarse sin efecto la 
multa fijada por el a-fjuo en sustitución de la aplicada por 
la Administración, 

i*or i^tos fundamentos se revoca la sentencia apelada, ab- 
solviéndose totalmei. ■■ a la Soc. lluro Bustelto y Cía, de la 
infracción imputada; y en su virtud, déjase sin efecto la 
multa de dos mil pesos impuesta en dicha sentencia, en susti- 
tución do la. de $ . r )l.f¡S7.(jll aplicada per la Adm, (¡ral. de 
Inip. Internos a la misma sociedad, la que queda asimismo 
sin efecto; con las costas de ambas instancias en el urden cau- 
sado, atenta la nal lindeza de his cuestiones discutidas, — José 
E. Rodríguez Saa. — Agustín de la lUta, — J. Vera Valle jo. 
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lis. Ai ros, 27 de agosto de 1945. 



Y vista la precedente causa caratulada "Muro, 
Bástelo y Cía., recurso contencioso administrativo" cti 
la que se lia concedido el recurso ordinario a fs. 114 vta. 

Y considerando : 

Que ante 1 s eh'cuustaneias que uieneiona la son- 
teneia apelada de t's. 111 no cabe considerar probado 
el hecho origen de los indicios de fraude (pie estable- 
ce el art, 23 del Titulo VII de la Reglam. Gral. de 
Iiup. Internos. 

Quo la jurisprudencia de esta Corte ha admitido 
que puede presumirse la intención de defraudar —Fa- 
llos: 198, 3Í0 y los allí citados— así como qne son vá- 
lidas las disposiciones reglamentarias i|iie establecen 
presunciones de aquélla — Fallos: lí>5, lóS; lí)7, 362 — . 
Tía partido, al efecto, de la base de la indudable rea- 
lidad de la materialidad de la infracción a las leyes 
y reglamentos de impuestos internos, consistente en 
el caso, en la existencia "en más'* de nna cantidad de 
vino viejo. Según se ha dicho más arriba, el Tribunal 
comparte al respecto la opinión de la Cámara apela- 
da, que no ha encontrado probada la verdad de .esa 
demasía. 

Que fundándose tanto la penalidad del art. 36 de 
la ley ÍÍ7(U aplicada por la Administración, como la 
del art. 37 que impuso el juez de primera instancia, 
en la contravención al artículo reglamentario citado, 
la absolución de la firma suma riada se ajusta a las 
precedentes conclusiones. 
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En su mérito se confirma la sentencia apelada de 

fs. 111. 

Las costas de esta instancia también por su orden. 

Antonio Sagakxa — B. A. Na- 
zab Axcjuhíexa — F. Hamos 
Mejía — T. D, Casaues. 



SALVADOIí t>. LOI'KZ l/nn, v. ] SANCO ÍIIPOTIÍCAINO 

NACIONAL 

BANCO lIlPOTECAlilO XACWS AL: fiújimtn legal 

El art. 4 <to la ley 11.7:10 debe- ser interpretado en el sen- 
tido do que los deudores une se bailaban ni mora en la 
fecha do la ley < inédita liberados tan mí lo de los intereses 
puní torios (|iw* entontes debía»., siempre rpie ln.s servicios 
por el atraso de cuyo pairo l<>s adeudaban i'uenni alionados 
durante la vivencia de la ley; de manera que la liberación 
no alcanza a los intereses que fueran determinados por el 
atraso en el papo de los servicios (pie vencieren durante 
la videncia de Ja ley. aunque fueren abonados en el mismo 
plazo. 



Dictamen óél PnoeuitAiH»; (íkxekal 
Suprema Corte : 

Procede en estos autos el recurso extraordinario 
concedido a t's. íüi t por hnlierse puerto en tela de jui- 
cio durante el Htiííio la intorptvtaeióu de la ley especial 
n f tl.720, y ser el tallo de seirundn instancia contrarió 
al derecho «pie oportuna] tiente invocara la parte hoy 
recurren t e. 

Dicho texto leiral, relativo n facilidades acorda- 
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das a los deudores del Banco Hipotecario .Nacional, 
establece en su art. 4', aquí discutido : 

"Los deudores actualmente en mora, quedan exi- 
midos de los intereses punitivos, correspondientes a 
los servicios que alternen durante la videncia de esta 
ley". 

E| Sr. Juez u qtto, en sn fallo de fs. f¡4, interpretó, 
con arreglo a la tesis del Banco Hipotecario doman - 
dado, tpie la exención de intereses punitorios regía 
solo para los servicios vencidos aitits de la videncia 
de la ley, y eso mismo, a condición de regularizárselos 
dentro del plazo quo establecieron aquélla v su pro- 
rroga (ley ll>,;mj). El criterio de la ü&m fe4 de la 
Capital — que revocó esc fallo a fs. 86—, es distinto. 
A su juicio, los deudores, morosos al tiempo de dictar- 
se dielia ley, quedaron eximidos durante toda su vi- 
gencia, del pago do intereses punitorios, no solamen- 
te por lo relativo a los servicios en mora, sino también 
a los que fueron venciendo con posterioridad, mientras 
ella se r i. ir i ó. Con Eal motivo so trae ahora el caso a 
decisión tic V. E. 

Estudiado detenidamente, y dentro de las dudas a 
que se presta, me inclino a conceptuar preferible la in- 
terpretación del Sr. Juez. Pa réceme más acertada, más 
de acuerdo con el espíritu de la ley y con los propó- 
sitos que Ja inspiraron. Como lo lia dicho la parte de- 
mandada a fs. 1Ü, "lo que se perseguía era regularizar 
una situación de atraso, y no fomentar nuevas situa- 
ciones de atraso". Considero innecesario reproducir 
en este dictamen el análisis de las opiniones vertidas 
;il respecto en el Congreso durante la discusión de la 
ley, y que sirven hoy de base a mi criterio. V. E. los 
tiene a la vi>ta en ambos fallos. 

Opino, pues, que corresponde revocar la senten- 
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«ia apelada, y mantener por sus fundamentos la del 
Sr, Juez. — Bs. Aires, noviembre 17 de 1944. — Juan 
Alvares, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 27 de agosto de 194IÍ. 

T " vistos: Los autos caratulados: "López Salva- 
dor P. Ltda. Alineóla, Ind. y Com. e. Banco Hipote- 
cario Nacional sobre devolución", en los que se lia con- 
cedido el recurso extraordinario Interpuesto a fs. 89 
contra la sentencia dictada por la Cnm. Fed. de A peí. 
de la Capital. 

Y considerando: 

Que el recurso extraordinario es procedí-ule por- 
que puesta en cuestión la inteligencia de la ley nacio- 
nal 11 «720 la sentencia fué contraria al derecho que el 
Banco .recurrente considera tener en virtud de lo dis- 
puesto por el art. 4* de la misma. 

Que la ley de moratoria para los deudores del Ran- 
eo Hipotecario Nacional, n" 11.720, sancionada el *2.'í do 
setiembre de 1Í1S3 para poner remedio a los apremios 
económicos de dichos deudores, causados por la crisis 
aguda que ct país atravesaba en esa época, dispone 
en su art. 4* «pie "los deudores actualmente en mora 
quedan eximidos de los intereses punitorios correspon- 
dientes a los servicios que abonen durante la vigencia 
de la presente ley". 

Que el texto transcripto es, sin duda, poco claro. 
Con su letra tanto se pudo querer decir que los deu- 
dores en mora a la fecha de la ley quedan liberados 
de los intereses punitorios que entonces debían, sieiu- 
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pro que los servicios por el atraso de cuyo pago los 
adeudaban fueran abonados durante la vigencia de la 
ley, como que se les liberaba no sólo de éstos — lo cual 
está fuera do duda — , sino también de los que fueran 
determinados por el atraso en el pago de los servicios 
que vencieron mientras regía la ley si se abonaban 
dentro del mismo plazo. 

La interpretación literal puede invocar en su fa- 
vor, que la ley menciona "los intereses punitorios co- 
rrespondientes a los servicios que abonen (los deu- 
dores actualmente en mora) durante la vigencia de la 
ley" sin liacer distingo entre servicios vencidos antes 
o después de dictársela. Pero esta eségesis, atenida a 
la letra sin distingos de la parte transcripta del ar- 
tículo, no se haee debidamente cargo de toda la im- 
portancia que para una interpretación cabal tiene la 
limitación que la primera frase del mismo pone al be- 
neficio de que se trata al acordarlo a "los deudores 
actualmente en mora*'. De esta limitación se sigue: 
V que por estar refiriéndose el legislador en ese testo 
a los deudores morosos al tiempo de dictarse la ley 
lo que en él dispone debe interpretarse como primor- 
dinlniente referido a dicha mora, es decir, a los ser- 
vicios que para esa fecha liabían vencido y estaban im- 
pagos, y por eso no se dice allí intereses punitorios 
correspondientes a los servicios que venzan sino a los 
que ahonrM durante la vigencia; y 2* que el bene- 
ficio lia de interpretarse restrictivamente, porque sin 
un texto de meridiana claridad no debe atribuirse al 
legislador el propósito de crear una situación de pri- 
vilegio excepcional para los deudores que estaban en 
mora cuando se dietó la ley, respecto a los servicios 
vencidos durante su vigencia y abonados durante ella 
con atraso. 
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Que la desigualdad aludida no es, como se pre- 
tende a fs. 77 vta. y 78, la inlicrcnt- a toda ley do mo- 
ratoria, que sólo ampara a los deudores en mora 
al tiempo de su sanción y no a los que después caigan 
en ella. El beneficio que según la tesis del actor acor- 
daría el art. 4' de la ley 11.7-0 tendría, a diferencia 
del regina 1 !! enmún tío las moratorias, la doble particu- 
laridad de referirse no sitio a la mora producida cuan- 
do se la sancionó sino también a la que se produjese 
después de ella, pero esto último exclusivamente con 
respecto íi los deudores que ya eran morosos al tiempo 
de ser dictada. 

Que, en efecto, interpretada en la forma qno lo 
hace c] actor y lo decide la sentencia en recurso la con- 
donación, — y no mera moratoria — de que se trata no 
aparece respondiendo a aliviar la situación de todas 
los deudores porque so presumiera que durante el tiem- 
po de su vigencia iban a subsistir los efectos de la 
aguda crisis que a todos alcanzaba y por lo cual se 
dispusieron las generales medidas de alivio del artícu- 
lo 1* que incluye a la totalidad de los deudores del 
Banco, y no sólo a los morosos; aparece como un tra- 
tamiento de excepción para estos últimos, puesto que 
al beneficio de la moratoria para el pago de los ser- 

garía exclusivamente en favor de ellos el privilegio de 
no incurrir en nuevos intereses penales durante todo 
el tiempo de la vigencia de la ley, respecto a los ser- 
vicios vencidos durante ella. 

Que una tal excepción tuviese o no en su oportu- 
nidad justificación suficiente no es cuestión de que se 
deba tratar en este caso. Se la lia señalado para mos- 
trar que comportaría una condición de evidente privi- 
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legio. Y siendo así no se la debe tener por establecida 
si no es sobre la base de un texto explícito, lo que aquí 
no sucede. 

Por estas consideraciones y do acuerdo con lo dic- 
ta mi mido por el Sr. Procurador (i ene ral se revoca la 
sentencia apelada eu cnanto lia sido materia del re- 
curso. 

Antonio Saoarxa — F. Ramos 
Mkjía — T. D. Casares. 



JOSE KXGUIX v. ANGEL MORATTINI Y Gi ROS 

ÜKcriiSO EXTTiAOlWIXATilQ: Cuestiones no federales. Inter- 
prefación de normas locales de procedimiento». 

La sentencia (pie declara eom prendida una excepción en 
la Mpi-hjt'ii'm oter^ada [tara ante el tribunal que la dictó, 
es irrevisílilc por medio del recurso extraordinario, 

JIfífSDICCfOX Y COMPETENCIA: Competencia federal Por 
las personas. 

La circunstancia de que algunas de las personas deman- 
dadas conjuntamente no tengan derecho al fuero federal 
por razón de las pe rsmuis no lüista por sí sola paro privar 
de! mismo a las demás siempre que las acciones sean se- 
pa ra liles; cuestión esta última, de carácter procesal, cuya 
resolución, así como la de las referentes n la prueba de 
la nacionalidad y vecindad de las parles, incumbe al tri- 
hunat de la causa, al que deberán ser devueltos los autos 
a esc efecto. 



Dictamen* peí. Procurador General 

Suprema Corte: 

. Procede cu estos autos el recurso extraordinario 
por ser la sentencia apelada denegatoria del fuero fe- 
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deral que oportunamente invocaron a su favor los hoy 
recurrentes. 

La acción versa sobre cobro de perjuicios emergen- 
tes de la falta de cumplimiento a un contrato de loca- 
ción, y está dirigida omitía varios demandados: Angel 
Moretini, Simón Sebinkman, Tlilda Fernández Blanco 
de Jurado y lu sociedad "Bisso y Lar rondo". Sólo dos 
de ellos — Seliiukman y la 8 ra. de Jurado — alegan te- 
ner derecho al Tuero federal; y lia sido tal circunstancia 
la que decidió al tribunal apelado a no hacer lugar a 
la excepción de incompetencia, atenta la regla del art. 
10 de la ley 48. 

A mi juicio, y tal como la demanda aparece pl an- 
teada, no cabe resolver (pie la acción es divisible. To- 
dos los demandados han de atenerse entóneos a un mis- 
mo fuero. Dicho de otro modo; corresponde confirmar 
por sus fundamentos la sentencia recurrida de la Cám. 
de A peí. de San Nicolás obrante a fs. 86. — Bs. Aires, 
julio 16 de VMj. — Juan Alvares, 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 29 de agosto de 194,j. 

Y vistos los autos "Eiiguix, José v. Moratini, An- 
gel, Simón Heliinkman, Hilda Fernández Blanco de Ju- 
rado y lítsso Larrondo sobre indemnización de daños 
y perjuicios 1 ' en los cine se ha concedido el recurso in- 
terpuesto a fs. S!) por el apoderado de doña II ¡Ida Fer- 
nández Blanco de Jurado y de don Simón Soliiukmau. 

Considerando; 

Que la sentencia dictada por la Cámara a fs. 86, en 
cuanto considera incluida en la apelación concedida 
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para ante ella la excepción fundada por la Sra. de 
Jurado en la distinta vecindad, es ir re visible por esta 
Corte Suprema por tratarse do la resolución de un punto 
de na tu ral cica puramente procesal regido por las res- 
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apelada, la sola circunstancia de que algunos do los 
demandados no tengan derecho al fuero federal no bas- 
ta por sí sola para privar do ese beneficio a los demás 
que puedan invocarlo por razón de distinta nacionali- 
dad o vecindad. Pues, como lia declarado esta Corte 
Suprema en numerosos fallos, con arreglo a los art. 
100 de la Constitución Nacional, '2 inc, IT y 10 do la 
ley 48, 1 y 3 de la ley 50, cuando varias personas sean 
de ma n dadas conjuntamente procederá el fuero federal 
respecto de las que tengan derecho al mismo por la cau- 
sal mencionada siempre que las acciones sean sepa- 
rables (Palios: ISÍ), 1*21 y los allí citados). Sí no lo 
fueren, será competente la justicia ordinaria (Fallos: 

En su mérito, habiendo omitido la sentencia ape- 
lada considerar esta circunstancia así como lo referente 
a la prueba de la nacionalidad y vecindad de las par- 
fes — cuestiones de carácter procesal y de hecho y 
prueba — , se la revoca en lo que ha podido ser materia 
del recurso, debiendo volver los autos al tribunal de 
procedencia a efectos de lo que dispone el art. 16, 1' 
parte, de la ley 48. 

Antonio Saoaena — B. A, Na- 
zati Anchorena — F. Ramos 
Mejía — T. D. Casabes, 
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MARCOS GERSIIAXIK v. RICARDO GITLEIÍA Y AN- 
GELA FERNANDEZ DH (ÍTLAlíDI 

JURISDICCION Y COMPETKXCIA: Com¡trti>ncia f «Irruí. Por las 
personas. 

Para que prneoda el fuero federal por rnzún de las per- 
sonas en los rasos de pluralidad de actores o demandados 
es neeesariu ipie cada uno de . llus e>té individualmente 
en condiciones de ftrcoetirlo; salvo que se tratase de ac- 
ciones separables, susuepl ¡liles por ello de ser íramitadlJH 
independientemente ante la justicia federal y la ordinaria 
sefrúu correspondiere on atención a 9a nacionalidad o ve- 
cindad do las parte». Habiendo éslas reconocido que la 
acción sobre simulación de compraventa promovida contra 
el comprador y el vendedor conjuntamente no puede di- 
rigirse pnr separado t-u ni ra enda uno do ellos, corresponde 
declarar que ta causa es de competencia de los tribunales 
ordinarios. 

Dictamen- vmt Piíocurador G exeral 
Suprema Corto: 

Denegado romo lo ha sido el fuero federal que opor- 
tunamente invocara la parte recurrente, procede admi- 
tir apelación para ante Y\ K. 

En cuanto al fondo del asunto, encuentro ajustado 
a derecho el fallo de la t.'ám. Fcd. obrante a i's. íííi. D. 
Marcos Gershantk, argentino, avecindado cu (Concep- 
ción del Uruguay, demanda a otro vecino do Kntre Ríos 
y a un vecino de la Cap. Federal por anulación de una 
escritura do compraventa otorgada en Entre Kíos y 
relativa a inmuebles allí situados. Con arreglo a la juris- 
prudencia corriente de V. l'L, no surto, entonces, el fuero 
federal. Del poder agregado a fs. I y vtu., resulta ade- 
más que la nueva demanda fué iniciada ante la justicia 
ordinaria de esta Capital y, no consta se declarase ésta 
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incompetente. Por olio, corresponde confirmar el fallo 
apelado. — Bs. Aires, febrero 20 cíe 1045. — Juan 
Alvar e z. v 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 20 de agosto de 1045. 

Y vistos los ñutos "ííersliunik Marcos c. Guüera 
Ricardo y Fernández de (¡üanli Angela, s. juicio or- 
dinario do simulación M , en los que se ha concedido el 
recurso extraordinario interpuesto a fs. 38 contra la 
sentencia dictada por la tYini. Federal de Iíi Capital a 
fs. 36. 

Considerando : 

Que de acuerdo a lo dispuesto por los arts. 100 de 
la Const. Nacional, 2, íiic. 2*, y 10 de la ley 48 y 3 de 
la ley 00, ana reiterada y un i forme jurisprudencia de 
esta Curte Suprema ha establecido que !n procedencia 
del fuero federal por razón de las personas requiere, 
en los casos de pluralidad de partes que conjuntamente 
demandan o son demandadas, que cada una de ellas esté 
individualmente en condiciones de invocarlo (Fallos: 
102, 200; 163, 320; 169, 353; 180, 121). 

Que ello no es óbice para que, en los casos de accio- 
nes independientes o separables, que permiten desvincu- 
lar a las personas, quienes tengan derecho al fuero fe- 
deral puedan invocarlo eficazmente, porque nada im- 
pide entonces que las acciones tramiten por separado 
ante la justicia federal y la ordinaria según correa- 
ponda en atención a la nacionalidad o vecindad de las 
personas que intervengan. El riesgo de posibles reso- 
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Iliciones contradictorias os, en esta hipótesis, consecuen- 
cia inevitable del régimen institucional adoptado (Fa- 
llos citados). 

Que no pudiendo prucederse de igual modo en la 
hipótesis opuesta, es decir cuando las aeciones por sur 
de acumulación necesaria no son separables, la ley ^a 
establecido que serán competentes los tribunales ordi- 
narios (art. 10 di- la ley 4S) f Kl beneficio del tuero fe- 
deral tiesa parece en tal supuesto aunque alguno de los 
litigantes pudiera tener individualmente derecho al mis- 
mo. Esta Corte Suprema, en los numerosos tallos on 
que lia aplicado el texto legal de referencia, en conso- 
nancia con los ya citados art. HU) de la Const. Nacional, 
2, ine. '2\ de la ley 48, y 1 y de la ley 51), lo lia inter- 
pretado en el sentido de que, al referirse al caso de 
pluralidad de partes (pie ejercen una acción solidaria o 
sean demandadas pnr muí obligación de igual carácter, 
comprende también las hipótesis de acciones que poí- 
no ser separables debeu necesariamente acumularse, co- 
mo ocurre en el presente juicio según expreso reconoci- 
miento del actor a fs. 28 vtu. ( Fallos : 1(¡4, 131 ; lt¡3, íl'JS) ; 
175, S91; 184. (Mil). 

En su mérito, de acuerdo con lo dictaminado por 
el Sr. Procurador General, confírmase la sentencia ape- 
lada, 

B. Ai Xazak AxcnoREXA — F. "Ra- 
mos Mejía — T. I). Casares. 
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TOMAS MONDELLI v. .M P XI CI P AL l DAD DE LAS 

PERDICES 

ítECVRSO FXTIiÁOJiDÍXAllIO: Rrf¡»mtfíx propios. Cuestiones 
tío federales Iñterpfetátfd'n th nótate» y neto* tócale» en general. 
Es improcedente el recurso extraordinario rundndo en 
que la ordenanza pfn- lu cual vencido el plazo de la con- 
testón, se prohibe a la empresa de electricidad recurrente 
aumentar las tarifas no pena de inultas, y los decretos 
que le aplicaron estas sanciones, son violatorios de los 
arts. 14. líy ID de la Const. Nacional en cuanto le han 
sido obligatoriamente impuestos alterando el régimen con- 
traetunl existente, y en cuanto la ordenanza, si bien dic- 
tada dentro de bis atribuciones legislativas, se aplica a 
la empresa ¡sin previa denuncia del contrato de concesión 
vencido. 



DlCT.VMEX DEL PEOCURADOB Gf.XERAI, 

Suprema Corte: 

D. Tomás Monde lü, propietario de una usina en 
Las Perdices, tuvo a su eartfo el suministro de electri- 
cidad a los vecinos de esa población d uní lite cierto pla- 
zo que venció el 31 de diciembre de 1041, con arreglo a 
la ectíQcesión municipal respectiva. Prorrogóse! a después 
por dos meses más de común acuerdo; y vencida la pró- 
rroga, continuó Mondelli a cargo del servieio, aunque 
ya sin concesión. 

Como intentara más tarde elevar las tarifas, la Mu- 
nicip. de las Perdices dictó en 5 de enero de 1943 la 
ordenanza que obra en copia a fs. 8 y es materia del 
actual litigio. En ella se ordena mantener las tarifas 
existentes basta eso momento, fijándose al mismo tiem- 
po sanciones para el caso de incumplí meato a determi- 
nadas normas relativas al servicio. Por haberlas vio- 
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lado Mondelli, se le impusieron las multas de que da 
cuenta el decreto de fs. 54, 

Contra tal ordenanza y también contra el decreto 
de aplicación, dedujo Monde?l i recurso ante el Tribunal 
Superior de .Justicia de Córdoba, a íin de que éste lus 
declarase víolntorios de los arts. 14 y 17 de Ja Const. 
Nacional; ostión desest imada en definitiva a t's. IlM. 
por conceptuar el Superior Tribunal que pues ni regía 
ya el contrato vencido, ni se obligó a .Mondelli a conti- 
nuar Btraiinist raudo energía eléctrica, el hecho di* que 
la suministrase voluntariamente comportaba sujetarse 
a las uonnas de carácter general susceptible < de dictar- 
so para lo sucesivo por la Municipalidad. Contra tal 
fallo trae ahora dicho Mondelli un recurso extraordi- 
nario, y lo conceptúo admisible datlo que alegó opor- 
tunamente, y sin éxito, la inconstitucional idad de la Or- 
denanza de í> de enero de 1ÍJ43 y del decreto correlativo 
sobre imposición de multas. 

Empero, si bien el recurso resulta admisible, no en- 
cuentro demostrada en autos la existencia de agravio 
que V. E. deba reparar. Con acopio de fundamentos, el 
Superior Tribunal de Córdoba ba puesto bien de relieve 
que el suministro de electricidad a los vecinos de Las 
Perdices era un servicio público sujeto a la reglamen- 
tación de tas autoridades locales; que la ordenanza im- 
pugnada tuvo carácter general; que ni era ni es obli- 
gatorio para Mondelli continuar suministrando electri- 
cidad al vecindario de Las Perdices; y que, pues atenta 
la caducidad de la concesión no pudo invocar ya a su 
favor cláusulas contractuales que establecieran otra co- 
sa, quedó válidamente sujeto al cumplimento de lo que 
dicha ordenanza establecía, desde el .*> de enero i le 1!)4:S 
en adelante. 

En otros términos, ni la ordenanza en cuestión le- 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



si onó derechos adquiridos por Mondelli, ni la Municip. 
de Las Perdices extralimitó sus facultades fijando tari- 
fas obligatorias para quienes voluntar jai tiento quisiesen 
tomar a su cargo el suministro de energía eléctrica al 
vecindario. Consta a fs. 41) (|iie el Superior Tribunal se 
itógó a ordenar continuase Mondelli suministrando el 
servicio, medida que había sido solicitada a título de 
"no innovar", a fs. 20 vta. Tratándose de una industria 
sometida a reglamentación por razonables motivos de 
orden publico, obvio es, entonces, que no aparecen vio- 
ladas las garantías constitucionales que amparan al de- 
recito de propiedad o al de ejercer industrias lícitas. No 
encuentro analogía entre el caso actual, y el del fallo 
IStí: 4S que invoca el recurrente. 

Corresponde, pues, confirmar por sus fundamentos 
el tallo apelado, en cuanto pudo ser materia de recur- 
so. — lis. Aires, octubre 4 de 1944. — Juan Alvarez. 



Y vistos los mitos "Mondelli Toniñs e/. Municip. 
de Las Perdices sobre acción contencioso administra- 
tiva e inconstitucional i dad", en los que se lia concedido 
el recurso extraordinario interpuesto a fs. 131 contra 
la sentencia dictada a fs. 123 por el Superior Tribunal 
de Justicia de la Prov. de Córdoba, 

Considerando: 



arts. 14 y 17 de la Const. Nacional la ordenanza sancio- 
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Bs. Aires, de agosto de 1945. 
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nada el 5 de enero de 1945 por la Municip. de Las Per- 
dices — Prov. de Córdoba — y la sentencia definitiva de 
fs. 123 se pronuncia por su validez. 

Que al fundar el recurso en el memorial de fs. 145 
el actor te delimita en los siguientes términos: "las rc- 

que se le impusieron mullas) nfeetan ¡as normas de los 
arts. 14, 17 y 1ÍJ de Ja Const. Nacional en c muí to lian 
sido obligatoriamente impuestas a mi representado, * . y 
en cuanto afectan el derecho de propiedad par haber al- 
terado el régimen contractual que regía a las partes en 
litigio V a fs. 141> vta. agrega que la ordenanze, in- 
objetable en sí por estar dentro de sus atribuciones Jo- 
gis la ti vas, "es al ni si va e inconstitucional en cuanto que 
por resolución de techa de enero del mismo año (1ÍH3), 
sin preria. den inicia del contrato, se procedió a impo- 

Que según lo expuesto, el recurrente no objeta la 
constitucioualitlad de la ordenanza considerada en sí 
misma sino la aplicación de ella al suministro de energía 
eléctrica (pie él efectuaba, mi ministro (pie, uo obstante el 
vencimiento del plazo de la concesión, le habría sido obli- 
gatoriamente impuesto. Xo fué éste el planteamiento 
originario de la cuestión constitucional. De ahí que no 
se la considerara bajo ese aspecto en la sentencia do fs- 
123 y que se concediera el recurso extraordinario, Pe- 
ro fijada ahora en los términos precedentemente expues- 
tos no bay materia para dicho recurso porque sur dos 
puntos: carácter legal del régimen bajo el cual después 
del Vencimiento de la concesión y de la prórroga expre- 
sa de dos meses (fs. 7) siguió el actor prestando el ser- 
vicio publico de que era concesionario, y existencia de 
una imposición coactiva de la MumicipaHdad que le ha- 
bría impedido poner término a la prestación son a un 
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mismo tiempo de derecho eonnín y de- hecho, ajenos a 
lo que puede ser objeto de él y exclusivamente librados, 
por su natu raleza, a la decisión de los tribunales lo- 
cales. En el antecedente invocado a fs. 150 del t. 186, 
p;ig. 48 de los fallos do esta Corte so consideró la cues 
tión involucrada en el primero do los puntos de que se 
lia hecho mención porque se trataba de una causa de 



Por estas consideraciones, oído el Sr. Procurador 
General, se declara improcedente en la especie el recur- 
so extraordinario concedido a fs. 133. 



JIJAN F. II JA lí KA v. niHECCrOX GENERAL DEL 
DI PI" ESTO A LOS REDITOS 

IMPCKSTO A LOS REDITO*: Dnhtcvifmt». 

El impuesto a la herencia debe ser deducido de la renta 
bruta del heredero a efecto de calcular el impuesto a los 
réditos que le corresponde pagar sobre la renta neta. Ea 
también ded ueiblo la .suma pairada en concepto de hono- 
rarios al letrado y al procurador que realizaron los trá- 
mites necesarios para la inscripción del dominio de los 
bienes resorvables que eonst Huyen la fuente productora 
de Ion réditos, a lo cual no obsta ta circunstancia de que 
el actor baya perdido en el juicio sucesorio el incidente 
referente a la improcedencia de] impuesto sucesorio sobre 
Ins bienes reserva bles, atento el monto de los honorarios 
con relación al de la sucesión y del gravamen a la herencia. 

IX TE BESES: Rdaciñn jurídica tnlre las partes. Be petición de im- 



Lns intereses correspondientes a la sunia indebidamente 
pagada por i ni puesto a los réditos cuya devolución se or- 




Antoxio Sao aun- a — B. A. Na- 
zau Axcuoiíkxa — F, Ramos 
Mejía — T. 1). Casakes. 



puestos. 
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dena, son debidos desde la notificación de la demanda de 
repetición. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 
Bs. Aires, 29 de 

Y vistos : Los recursos ordinarios de 
cedidos a sendas partes en los autos caratulados Ibarra 
Juan Francisco contra el Fisco Nacional (Dir. Gral. del 
Imp. a los Réditos) contencioso, venidos de la Caín. 
Fed. de la Capí f al, relacionados a fs. 87. 

■ 

Considerando: 

Que la apelación de la parte actora se refiere al re- 
cazo de la partida correspondiente a los honorarios 
devengados un el juicio sobre inscripción del dominio 
de los bienes reserva bles y a los intereses que sólo se 
le reconocen desde la notificación de la demanda. La 
demandada apela cu cuanto se reconoce a la actora el 
derecbo a deducir el monto del impuesto sucesorio a fin 
do obtener la renta neta gravada con el impuesto a los 
réditos. 

Que esta última cuestión lia sido ya estudiada por 
esta Corte en Fallos 179, 205 y 189, 427, y resuelta en 
el mismo sentido en que lo decide la sentencia apelada. 
Por ello, y por razones de brevedad, se dan aquí por 
reproducidos los fundamentos expresados en dichas 
causas. 

En cuanto a la partida de honorarios de abogado 
y apoderado, de sesenta mil pesos, a que se refiere el 
reeibo de fs. 28 (reconocido a fs. ."iü; se retuvo el im- 
puesto pertinente, v. fs. 29; y fué hecho con cheque li- 
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brado por el actor y depositado en el Banco de la Pro- 



vincia a la orden "Estudio de los Dres. Rivarola", v. 



fs. 33) ella debe considerarse asimismo como un gasto 
necesario para obtener la inscripción del dominio de los 
bienes que constituyen la fuente productora do réditos, 
do acuerdo al art. 23, ínc. o). Es patente que tanto el 
impuesto sucesorio cuanto los honorarios del juicio tie- 
nen el m i sino carácter do "gastos necesarios' 7 , puesto 
qúfí ambos concurran a la obtención de la fuente argen- 
tina productora de réditos. La circunstancia de que el 
actor baya promovido en el juicio testamentario el in- 
cidente referen io a la improcedencia del impuesto suce- 
orio sobre los bienes reservables que perdió, no es 
óbice para ello, atonto el monto de los honorarios con 
relación ni de la sucesión y del impuesto sucesorio (v. 
fs. f>4 a 5(5) de tino se lince mérito en la memoria de 
fs. 105. 

Que los intereses, como lo resuelvo la sentencia ape- 
lada, deberán pagarse desdo ln interpelación judicial 
(Fallos: 181, 2~h);W2 f 422; 193, 27 y 1P4, !)6 y 345). 

En su mérito se confirma la sentencia apelada de 
fs. 07 con excepción de lo resuello acerca do la partida 
de sesenta mi! pesos por honorarios que se declara de- 
JuciblG de la renta bruta. Las costas de esta instancia 
se declaran a enr^o de la demandada, vencida en la casi 
totalidad de las apelaciones (art. 48, ley 11.683). 



Antonio Sagabna — B. A. Na- 

ZAR A N CHOREN A — F. RAMOS 

Mejía. 
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JOSE EUSEBIO VARGAS Y ROMAN ECHAZU 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia penal Delitos 
en particular. Encubrimiento. 

La circunstancia de hallarle previsto y penado por el 
art. 771 del Cód. de Justicia Militar el de tito de encubri- 
miento a que el mismo se refiere» no es óbice para que 
el particular que lo lia cometido s<-a juzgado por sus jue- 
ces naturales, que lo son los tribunales locales ordina- 
rios í 1 )- 



FERROCARRIL CENTRAL ARGENTINO v. PROVINCIA 

DE RUENOS AIRES 

FERROCARRILES: atribuciones, impuestos >j taran. Generala 
dad*». 

Está comprendido en la exención prevista por bis leyes 
5315 y 10.fi57 y, por lo tanto, no está sujeto al pagn do 
impuesto territorial, el terreno de una empresa ferroviaria 
que forma parte de la playa de maniobras de una estación 
incorporada en su totalidad a la cuenta capital de aqué- 
lla, dado en arrendamiento a otra empresa particular con 
destino a elevador de granos sin habérsela desafectado ni 
excluido de la cuenta capital y por un precio que ingresa 
a las entradas de explotación que, juntamente con los gas- 
tos de ésta, sirven de base para determinar el producto 
líquido sobre el cual se t-stablece la contribución única 
'leí 3 % que el ferrocarril debe pagar por imperio del 
art. 8 de la ley 5315, 



(l) ÜO agosto ilc 194.". Fallo*: 1!>.~. l-'íl y sentencia del 20 de 
aflnsM riel c-cirrñ'im- año en ta c;ius:i MuMio A. (inti'-rrvz y otro, yuhlí- 
taáa en esto tomo. 
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I>ICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Suprema Corto : 

Resultando evidente tratarse de un caso de juris- 
dicción originaria, paso a ocupa rmc del, fondo del 
asuuto. 

Se discute si el F. C. C. A. debe o no pagar impues- 
to de contribución directa a In Prov. de Bs. Aires, por 
un terreno que forma parte de la playa de maniobras 
de la estación Capitán 8c i-miento ; terreno que ha sido 
arrendado a otra empresa particular, con destino a ele- 



vador de granos. El plano obrante a fs. fí muestra con 
claridad la ubicación del edificio respectivo y cómo la 
vía férrea está adaptada a su utilización. 

Desde luego, descártase que antes de arrendar esa 
superficie para elevador, el ferrocarril estaba en su de- 
recho negándose a pagar por ella impuesto, pues se 
trata ha ¡¡uívocamente de la playa de maniobras de 
una estación ferroviaria en pleno funcionamiento; pero 
la Prov. de lis. Aires sostiene que, a partir del arren- 
damiento del predio, quedó éste desafectado del ser- 
vicio ferroviario, cesando por tal motivo la exención le- 
gal a su respecto. A mi juicio, tal argumento no es 
atendible porque: 

a) la nueva construcción aunque separable, en ri- 
gor, del servicio ferroviario, puede conceptuarse 
sin esfuerzo, congruente con el mismo; 
1>) ni el terreno sobre que se asienta el elevador, 
ni las entradas que produce el arrendamiento, 
lian sido desafectados de Ja contabilidad del F. 
C. C. A. a los efectos de la aplicación de la ley 
5.315 (informe de la Dir. Oral, de Ferrocarriles, 
fs. 27, respuestas, 2' y 3') ; 
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c) es aplicable al caso la jurisprudencia sentada 

por V. E. en 193 : 77 y 365 . 
Correspondería, en consecuencia, hacer lugar a la 
demanda. — Bs. Airea, junio 2 de 1944. — Juan Aira t ez. 

■ 

FALLO DE LA COHTE SUPREMA 

Bs. Aires, 29 de agosto de 1H43. 

Y vistos los autos: «'Ferrocarril Central Argentino 
c. Bs. Aires, la Provincia, sobre devolución de pesos", 
de los que resulta : 

Que a fs. 8 D. Nicolás Casa Innovo, en representa- 
ción del F. C. C. A., demanda a la Prov. de Bs, Aires 
por repetición de $ 1.ÍU4 ni n. que, según afirma, fué 
indebidamente cobrada a su mandante en concepto de 
contribución territorial por una fracción de terreno que 
forma parte de la estación Capitán {Sarmiento. 

Manifiesta que la empresa autorizó a la firma Casal 
y Cía. a construir en el cuadro de la estación Capitán 
Sarmiento, partido de Binó. Mitre, Prov. de Bs. Aires, en 
una superfice de 470,3T> nr, un elevador de granos para 
el depósito y carga de cereales destinados a ser trans- 
portados por sus líneas férreas; obra que fué realizada 
conforme a las disposiciones legales vigentes y con auto- 
rización de la Com. Nac. de Granos y Elevadores y de la 
Dir. Oral, de Ferrocarriles en el lugar señalado en el 
plano que acompaña y solicita se tenga como parte in- 
tegrante de la demanda. La Dir. Oral, de Rentas de la 
Prov. de Bs. Aires consideró que la circunstancia de des- 
tinarse esa fracción para construir un elevador de pro- 
piedad particular, liacía exigtble el pago del impuesto 
territorial sobre el terreno y las construcciones existen- 
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tes cu él, por lo que se reclamó a la actora la contribu- 
ción correspondiente a los años 1940, 1941 y 1942, a ra- 
zón de $ 338 por año, que la mi sm a pagó para evitar el 
cobro por vía de apremio, si bien formuló la protesta 
respectiva por entender que por ser dielio inmueble par- 
te del cuadro de la estación, estar incorporado a la 
cuenta capital del ferrocarril y continuar afectado a un 
fin eminentemente ferroviario, se halla exento del gra- 
vamen con arreglo a los arts. 8 de la ley 5315 y 1* de 
la ley 10.(557. 

Exponiendo el derecho en que se funda la demanda, 
expresa la actora que la construcción del mencionado 
elevador de granos realizada a título precario y con 
autorización de las autoridades competentes, no tiene 
otro objeto que facilitar la carga de los cereales que se 
transportarán por el ferrocarril, de manera que no im- 
porta en modo alguno tu desaí'ect ación del terreno que 
ocupa, con mayor razón desde que se trata de instalacio- 
nes destinadas a una actividad legalmente organizada 
como servicio público, como la instalación de elevadores 
fomentada por el Congreso. 

Termina la demanda solicitando que se condeno a la 
provincia a devolver la suma de $ 1.014 m/n. con inte- 
reses y costas. 

Que a fs. 20 se presenta D. Salvador Oria (li.) en 
nombre de la provincia demandada y manifiesta que, 
careciendo de los antecedentes administrativos corres- 
pondientes, niega los hechos expuestos por la actora, 
quedando a cargo de ésta la prueba respectiva y la obli- 
gación de justificar los pngos, las protestas y las demás 
circunstancias invocadas. Agrega que en el presente ca- 
so lia mediado una desafectación del inmueble al des- 
tino qu * tuvo inicialmente; que la construcción realiza- 
da no juinplc una función eminentemente ferroviaria, 
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como se afirma en la demanda» y, por lo contrario, no 
es un elemento esencial del sistema sino ajeno al mis- 
mo o de propiedad particular, por lo que el suelo así 
ocupado es pasible del cobro del impuesto territorial 
como cualquier propiedad privada, no alistante el he- 
cho material, librado al arbitrio de la empresa, de haber 
conservado di el i o inmueble en la cuenta capital; por lo 
que termina solicitando que se rechace la demanda, con 
costas. 

Considerando : 

. Que el pago de la cantidad reclamada y la corres- 
pondiente protesta ludíanse comprobados en el expe- 
diente agregado por cuerda a estos autos. 

Que el elevador de granos de que se trata, ludíase 
construido dentro de la superficie del cuadro de la 
estación Capitán Sarmiento, incorporada en su totalidad 
a la cuenta capital de la empresa (v. informe de la 
Dir. Gral. de Ferrocarriles de fs. 37, contestación a 
la 1* pregunta). 

Que la jiarle de esa superficie de tierra ocupada 
por el citado elevador (v. planos de fs. 6 y 30") no ha 
sido desafectada do su destino ferroviario, ui excluida 
de la cuenta capital de la empresa (v. contestación a la 
2* pregunta del informe citado). 

Y, por i'iltímo, que las sumas que la actora percibe 
por arrendamiento de la superficie a que se refiere el 
punto 2*, ingresan a las entradas de explotación contro- 
ladas por la Dir. Oral, do Ferrocarriles, las que, junta- 
mente con los gastos de explotación, sirven de base para 
determinar el producto líquido sobre el que se establece 
la contribución única del 3 % que la actora debe pagar 
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por imperio del art. 8* de la ley 5315 (v. contestación a 
In 3* pregunta). 

Que do la contestación de la demanda resulta claro 
que la Prov. de Bs. Aires nada pretendía cobrar a la 
empresa por di olí o elevador, si éste hubiera sido cons- 
truido ron capital de la acto ra, como nada cobra por el 
galpón existente al lado del mismo, puesto que ambos 
se hallan en terreno do la empresa, liberada de impues- 
tos en virtud de la ley 531 i3, y porque su destino mani- 
fiesto es el de servir ambos de depósito a los frutos 
y productos quo se guardan en ellos hasta ser transpor- 
tados por la empresa. 

Es patente que para el público cargador, la em- 
presa ferroviaria y el Pisco Nacional, lo mismo da que 
el capital empleado en la construcción del elevador haya 
sido aportado por Casal y Cía. o por la empresa ferro- 
viaria. Puesto que, cu el primer caso, el importe del 
almacenaje se pagaría a aquélla y en el segundo a ésta, 
percibiendo en ambos casos el Fisco Nacional la entra- 
da correspondiente que integra la contribución única 
del 3 c /o que fija la ley 5315, en virtud de la cual se 
exime a las empresas ferroviarias de todo otro impues- 
to nacional, provincial y municipal. La exención de todo 
otro impuesto, de que goza la empresa, hállase legal- 
mente compensada con la contribución tínica del citado 
3 Y, siendo así, violaríase la disposición legal antes 
referida si la provincia robra ra otra contribución, tra- 
tándose, como se trata en este caso, de inmuebles no 
excluidos de la cuenta capital. Tales bienes deben ser 
considerados, pues, como integrantes del sistema ferro- 
viario a los efectos de la exención impositiva \ y sólo 
podrían ser gravados por la Nación, las provincias o las 
municipalidades después que ellos hayan sido desafec- 
tados del capital por el P. E. o por la Dir, Gral. de Fe- 
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rrocarriles como lo lia resuelto esín Corte en Fallos: 
183, 181; 193, 77 y 363; y causa "Cía, del F. C. Gran 
Oeste Arg., en los autos Recaudador Municipal v. F. C 
do Bs. As. al Pacífico, de fecha -5 de junio del corriente 
año. 

Ni el terreno en cuestión ha sido desafectado del 
capital de la actora, ni esta Corte Suprema encuentra 
razón alguna —como lo pretende la demandada — para 
considerar al elevador ubicado frente a las vías y den- 
tro de la estación Capitán Sarmiento, como a una cons- 
trucción extraña a la finalidad del transporte ferrovia- 
rio, por la sola circunstancia de no haber sido cons- 
truido con capital de la empresa. Trátase, como lo sos- 
tiene el Sr. Procurador (.¡cucral, de "una construcción 
que, aunque se para lile en rigor del servicio ferroviario, 
puede conceptuarse, sin esfuerzo, congruente con el. 
mismo". 

En su mérito y de acuerdo al dictamen del Rr. Pro- 
curador (¡ene ral, se condena a la Prov. de Bs. Aires a 
pagar a la actora la suma reclamada en la demanda, con 
sus intereses desde la interpelación judicial al tipo de 
los que cobra el Banco de la Nación Argentina dentro 
del plazo de treinta días y las rostas del juicio. 

Antonio Sacar na — B. A. Na- 

ZAR AXCnORENA F. R ASIOS 

Mejía — T. D. Casares {en di~ 
si ti curta). 

Disidencia del Si¡. Ministra Dr. D. Tomás D. Casares. 
Considerando : 

Que "en la ex om. ación de impuestos que las leyes 
han acordado a las diferentes empresas ferroviarias y 
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otras análogas que existen en el país no se han compren- 
dido nunca los gravámenes que recaen sobre las refe- 
ridas empresas, no por su existencia misma ni por al- 
gnuns de sus funciones beneficiosas para el país, sino 
por actos de éstas que sou ajenos a aquellos fines*' (Fa- 
llos: 111, 44). "Kt urt. S", de lii ley 5315, contiene a fa- 
vor do las compañías ferroviarias a que se refiere una 
verdadera excepción a las leyes generales que estable- 
ceu las contribuciones destinadas a sufragar los gastos 
de la administración pública y en tal concepto, sean cua- 
je? fueren los motivos que huyan podida fundar dicha 
exención, disposiciones de ese carácter son stnctissimi 
juris y deben, según lo ha declarado ya esta Corte Su- 
prema, ser interpretadas restrictivamente, como lo en- 
señan la doctrina y la jurisprudencia, de tal suerte que 
lo que no está expresamente concedido queda sometido 
al derecho común" {Fallos: 113, 165 j 118, 411). 

Que bajo la inspiración tM criterio enunciado en 
los pronunciamientos precedentemente transcriptos y 
otros análogos, esta Corte ha expresado que si bien las 
exoneraciones dispuestas en las leyes 5315 y 10.657 son 
en su espíritu do la mayor amplitud, lo son "en cuanto 
atañe a Jos gravámenes que puedan afectar a las com- 
pañías ci* el ejercicio de su comercio o industria o en los 
actos que cotí ella se relacionan directamente" (Fallos: 

156,153). • 

Que sí bien para sabor qué bienes de propiedad de 
las empresas ferroviarias ludíanse substraídos al régi- 
men tributario común puede tomarse como norma con- 
creta la cuenta capital — la cual debe constituirse y 
mantenerse con sujeción a las directivas y bajo la fis- 
calización del P. E. — , porque ea sobre esa base que se 
calculará "el 3 % del producido líquido de las líneas '\ 
que es la contribución única que las empresas pagan 
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(art. 8\ ley 5315, v. Fallos: 193, 77), esa norma no es 
absoluta. 

Que las inclusiones o exclusiones ordenadas o con- 
sentidas por el Poder Ejecutivo en esa cuenta son sus- 
ceptibles de revisión judicial cumulo se las cuestiona en 
un juicio concerniente a derechos cuyo ejercicio depende 
de ellas, como sería et «pie promoviese una empresa 
para obtener, contra lo administrativamente decidido, 
ia delimitación que considere justa de] "producto lí- 
quido de sus líneas'*, o cómo es éste promovido para 
obtener la repetición del impuesto que, no o hsfante 
figurar el bien gravado en la cuenta capital, la Prov. 
de Bs. Aires cobró a la empresa adora. Negar esta 
posibilidad importaría tanto como considerar a los de- 



reebos aludidos fuera del superior amparo de la jus- 
ticia. La restricción — compensada con la aludida con* 
tribueióu del 3 %— , impuesta por la ley 5315 a la 
potestad fiscal de la Nación, las provincias y las mu- 
nicipalidades no está librada al arbitrio del poder ad- 
ministrador en el acto de acordar una aprobación, ju- 
dicialmente irrevisible, a la cuenta capital do las em- 
presas ferroviarias. Toda inclusión en ella de bienes 
susceptibles de ser gravados por las provincias o las 
municipalidades puede ser objeto de revisión judicial 
en la medida en que dicha inclusión importa substraer- 
los a la expresado potestad fiscal. 

Que no es otra la razón de fondo por la cual tiene 
declarado esta Corte —en los casos citados del tomo 
193 de sus Pullos—, que la desafectación de un terreno 
del capital y el servicio ferroviario no puede ser de- 
terminada, a los efectos del cobro de una tasa, por una 
decisión municipal. En esos casos se hizo lugar a la 
repetición demandada por la empresa no sólo porque 
el Poder Ejecutivo no había hecho excluir al terreno 
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en cuestión de la cuenta capital sino también porque 
el Tribunal lia lió que babía existido razón suficiente 
)mra proceder así, y que, por lo mismo no la había 
tenido la Municipalidad para considerar a dichas tie- 
rras excluidas de la exención sancionada por la ley 

Que en atención a su objeto o destino los eleva- 
dores comunicados con una linca férrea pueden consi- 
derarse parte integrante de lo que el art. 3" del decreto 
reglamentario de la ley ó;J15 llama *' sistema explotado 
por la empresa**. Así los considera el ine. a) del art. 
12 de dicho decreto en cuanto accesorios y anexos o 
dependencias del "sis lema" mencionado. Pero una 
cosa son los elevadores de la empresa, que integran su 
explotación y otra los que la empresa da en arrenda- 
miento a terceros, por más que estén situados dentro 
de los límites de aquellos terrenos suyos afectados al 
servicio ferroviario. Kl art. 3* del decreto reglamenta- 
rio contempla la situación de lo que allí se denomina 
"sistemas explotados bajo convenio", pero esto está 
constituido por lo que las empresas tomen en arren- 
damiento para ser explotado en combinación con su 
sistema propio. Las dos situaciones son fundamental- 
mente distintas no obstante su semejanza aparente. 
En un caso la empret complementa sus elementos pro- 
pios con elementos ajenos que pone 4 'en combinación 
con su sistema'* (art. 3* del decreto del 30 do abril 
de 1908); en el otro la empresa disocia de su sistema 
uno ile sus elementos y lo entrega en arrendamiento a 
un tercero. Xo se trata, pues, de lo contemplado por 
el art. 3* del decreto, sino de lo contrario. La parte 
disociada ha dejado de integrar el "sistema explotado 
por la empresa", que es como se llama en el decreto 
al conjunto del sistema "perteneciente" a ella y el 
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"sistema explotado bajo convenio". Por consiguiente, 
la razón de la exención no existe en el caso. Interesa, 
sin duda, a la explotación ferroviaria de la aetora la 
presencia y la actividad de elevadores que comunican 
con sus líneas; pero m> es ese interés lo que determi- 
na la exención impositiva sino el hecho concreto y 
preciso de que lo exento forme parte del sistema fe- 
rroviario explotado por la empresa. Los elevadores pue- 
den formar parte de él y el terreno de la empresa ni 
el cual se asienten estar por ello exento de contribución 
territorial, pero a condición de que además de estar 
comprendidos en el sistema de las líneas de la empresa 
sean explotadas por ella. Delegada la explotación me- 
diante un contrato de arriendo, deja de estarse ante 
una parte integrante del sistema ferroviario explotado 
por la empresa. Es cierto que del punto de vista de la 
finalidad puede -equipararse la situación de un eleva- 
dor explotado por la empresa en conexión con sus lí- 
neas, con la del que, en las mismas condiciones os ex- 
plotado por un tercero al cual la empresa lo da en 
arrendamiento. Pero como la exención impositiva es 
acordada a la empresa con motivo tic la explotación 
de que ésta es concesionaria, extenderla a los bienes 
que, aunque vinca halos con la explotación hasta el pun- 
to de poderse considerar como parte ella, han sido ob- 
jeto, en su utilización para esos fines, de lo que podría 
llamarse una del elación de la concesionaria, importa- 
ría no sólo una interpretación analógica de la ley en lo 
de ella que, como quedó dicho, es de interpretación 
restrictiva, sino también el tácito reconocimiento de 
que la explotación concedida consiente que se la realice 
por delegación —puesto que a lo delegado se le reco- 
noce el mismo privilegio que a lo directamente ex- 
plotado por el concesionario—, lo cual es obviamente 
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contrario a la naturaleza de la concesión y sólo en vir- 
tud de expresa disposición contenida en el acto de de- 
recho público por el cual ústa se acuerda — y que aquí 
no existe — , puede admitirse. 

Que ]<> relativo a la exención del impuesto por tra- 
tarse de un elevador ha quedado fuera de la litis por 
expreso desistimiento de la adora — fs. ÍK? — que había 
tai ubi*' n en ese arfrmncnto fundado su demanda. 

Por estas consideraciones y oído el Sr. Procura- 
dor General se rechaza la demanda de repetición in- 
terpuesta lio r el F. O. C. A. contra la Prov. de Bs. Ai- 
res. Sin costas en razón de la naturaleza de la cuestión 
debatida. — Tomás 1). Caaaues. 



VICTOR JARAMILLO CORNET 

EMPLEADOS PUBLICOS; Incompatibilidades. 

La consulta formulada por un empleado do un juzgado 
federal que se ha roe i bidet do abogado para saber si puede 
ejoreor lti profesión en el fuern ordinario debe ser evacuada 
declarando que no existe disposición legal ni reglamen- 
taria que lo prohiba. 

Dictamen" del Puocuraujr General 
Suprema Corte: 

La consulta que, por intermedio del Sr. Juez Fe- 
deral do Córdoba que ha elevado a V. K. las presentes 
aetnaciones, formula un empleado do dicho juzgado a 
objeto de que la Corte Suprema la evacúe, no puede ser 
contestada por V. E. que no es tribunal al que la Const. 
Nacional o ley alguna federal atribuya jurisdicción 
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para disipar dadas como la que manifiesta tener el 
empleado expresado (195 : 409). 

No habiendo sido traídas estas actuaciones por 
virtud de recurso legal, ni por denuncia, creo que por 
la vía elegida es improcedente el pronunciamiento que 
se solicita; sin perjuicio de que la Corto, si lo creyere 
pertinente, contemple la conveniencia de dictar opor- 
tunamente una acordada de ca ráete r general sobre la 
materia a que dicha consulta se refiere. — Bs. Aire-?, 
agosto 14 de 1945. — Juan Al vares. 
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Bs. Aires, 29 de agosto de 1945. 

Amos y vistos: la consulta formulada por Víctor 
Jaramillo Cornet, empleado del Juzgado Federal de 
Córdoba, y 

Considerando: 

Que en eí presente caso se trata de un empleado 
de dicho Juzgado que habiéndose recibido de abogado 
y deseando ejercer la prpf< iim en el fuero ordinario 
provincial, requiero un pr iimeiamiento do este Tri- 
bunal acerca de la compatibilidad existente entre 
ambas actividades. 

Que como se observa, la cuestión planteada difie- 
re de la contemplada m re: C, S. 195-409 en quo se 
requería la intervención de la Corte Suprema por la 
injusticia derivada de lo establecido por el presupuesto 
en lo referente al sueldo de los Secretarios Electora- 
íes; aquí, por el contrario, se halla justificada la ínter- 
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vención del Tribunal en raz-'n de lo expresamente dis- 
puesto por los arts. 10 y 11 de la ley 4056. 

Que no existe disposición legal alguna o reglamen- 
taria establecida por esta Corte Suprema en ejercicio 
do sus facultades legales que proliiba a los empleados 
do los Juzgados de Sección ejercer la profesión de abo- 
gado en el fuero ordinario. — Por ello hágase saber 
así al recurrente. 

Antonio Sacar na — B. A. Na- 
zab Anchobena — F. Ramos 
¿Tejía — T. D. Casabes, 



COMPASTA DOCK SÜD DE BUENOS AIRES LIMITADA 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantía*. Defensa en 

juicio. Leí/ anterior y jueces naturales. 

Procede el recurso extraordinario fundado en el art 18 
de la Const. Nacional y la revocación de la sentencia que 
por haberse omitido entregar la ficha personal a un grupo 
de obreros de la empresa nplica a un empleado de la 
misma la multa estahlceida en el art. 9 de la ley 11.278 
contra los patrones o empleadores (*). 



Dictamen del Phocubadob Genehal 
Suprema Corte: 

En 24 do mayo del año ppdo. la Subdelegaeión Re- 
gional de la Seo. de Trabajo y Previsión en la Prov. 
de Bs. Aires, impuso a D. Daniel Maggio, en su earác- 

fl) En la feehn fui rpíiielta en idéntico sentido otra causa igual 
seguidn. cutre iiiNniíi* partes ettti motivo de una malta por omisión 
du los n visos relativos al horario de trabajo de un grupo de empleado». 
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ter de representante de la Cía. Dock Sud de Bs. Aires 
Ltda., una multa de $ 2,300, por haber infringido las 
prescripciones del art. 6 del decreto regí, de la ley 
11.278 (no haber entregado la ficha personal a ciento 
quince obreros). Esa resolución, fué confirmada, en 
apelación, por un juez del crimen de Lu Plata (fs. 19, 
21 de julio subsiguiente); y contra esta última, trae 
ahora Maggio el recurso extraordinario para ante 
V. E. que le fué concedido a fs. 30. 

• Funda dicho recurro en dos motivos: 

a) debió intervenir como tribunal de 1* instancia 
el Depto. del Trabajo de la Prov. de Bs. Aires, 
y no un delegado de la Sec. de Trabajo y Pre- 
visión Social de la Nación; 

b) el fallo apelado liace personalmente responsa- 
ble al recurrente de omisiones que, en todo 
caso, serían imputables a la Cía. l>oek Sud de 
Bs. Aires Ltda. 

Acerca de lo primero, udviorio que el fallo apela- 
do no es el administrativo do 1* instancia, sino el judi- 
cial, confirmatorio; y esto fallo de 2* instancia no apa- 
rece dictado por funcionario distinto del que provienen 
las leyes provinciales sobre jurisdicción. 

Por lo que a la responsabilidad personal de Mag- 
gio respecte, trata ríase de la interpretación a darse a 
la ley N f 11.278, incorporada al Cód. Civ., o a otras dis- 
posiciones de .'rocho común, materia no rcvisiblc en 
esta instancia por la vía elegida. 

Me inclino, pues, a pensar que el recurso fué mal 
concedido. 

Si, ello no obstante admitiese V. E. que se ha 
planteado aquí cuestión federal, procederá resolverla 
a base del critcio sentado por la Corte en su fallo de 
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fecha 21 de mayo del corriente año (caso Juan Carlos 
Dotta). La circunstancia de que la Cía. Dock Sud de 
Bs. Aires Ltda. infringiera claras disposiciones de la 
ley 11.27S, no obligaba a Maguió a sufrir personalmen- 
te las multas en que aquélla incurrió. — Bs, Aires, julio 
13 de 1D45. — Juan Álvnrez* 
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Bs. Aires, 31 de agosto de 1945. 

Y vista la precedente causa caratulada "Cía. Dock 
Snd de Bs. Aires Ltda., infracción a la ley 11.278" en 
la que se lia concedido el recurso extraordinario a 
fs. 30. 

Y considerando ; 

Que se lia aplicado en esta cansa a D. Daniel Mag- 
gk>, en carácter de represen tan te de la Cía Dock Sud 
de Bs. Aires Ltda., una multa de m$n. 2.300, a mérito 
de lo {[iie dispone el art. ít de la ley 11.278, y en razón 
de no haberse "entregado la ficha personal a ciento 
quince obreros'*. 

Que el referido Maggio lia invocado las garantías 
previstas en el art. 18 de la Const. Nacional, sostenien- 
do entre otras eosns t la improcedencia de su condena 
personal, siendo como es un empleado de la Cía Dock 
Sud y no su representante — fs. 9 y sigtcs. — . 

Que el art. í) de la ley 11.278 dispone: "los patro- 
nos o empleadores serán pasibles, en los casos de in- 
fracción a la presente ley, de una multa de veinte a cien 
pesos moneda nacional, por cada persona objeto de di- 
cha infracción, que se elevará al máximum en el caso 
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del art. l f sin perjuicio de la nulidad establecida y al 
duplo en caso de reincidencia. El producto de las mul- 
tas ingresará a la caja del Consejo Nacional de Educa- 
ción o de Ior consejos provinciales. Su cobro se liara 
efectivo en la Capital y Territorios Nacionales por el 
procedimiento establecido en la ley 9608 y en las pro- 
vincias por el que determinen sus respectivas leyes". 
Ningún precepto autoriza a substituirlos por un em- 
pleado a los efectos de la sanción así establecida. 

Que no es así dudosa la aplicación al caso de la 
doctrina sentada por esta Corte en Fallos 201, 581» 
tanto en lo referente a la procedencia del recurso ex- 
traordinario concedido, cuanto al fondo del asunto, to- 
da vez (¡ue la sanción apclnda no se ha fundado en ley 
alguna que autorice su imposición a Maguió. 

En su mérito y de acuerdo con lo precedentemente 
dictaminado por el Sr. Procurador General se revoca 
la sentencia apelada de fs. 19, dejándose, en conse- 
cuencia, sin efecto la mulla aplicada a T>. Daniel 
Vagglo. 

AXTONIO SAGAnXA — B. A. Na- 

m& Aschohexa - F, Ramos 
Mejía — T. D. Casares. 



FEIÍXAX1 "> A. DE LEXICA 

JURISDICCION Y COMPETENCIA : Competencia militar. 

Si un delito román ha sido cometido por militares y prir- 
tienlnres en circunstancias que determinan pirra los mili- 
lares la jurisdicción militar, óstcf* serán juzgados por 
los tribunales de p-t¡i jurisdicción y 1«.s parí ¡culmvs por 
los tribunales ordinarios. S¡ un delito cw a la vez militar 
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y común, los militares deben ser juzgados por los tribu- 
nales de su. jurisdicción y los civiles por la federal o la 
ordinaria según los casos. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA; Competencia müitar. 

Ijos militaras retirados no están sujetos a los tribunales 
militares, eon excepción de los casos en que vistieran uni- 
forme o en que desempeñaran cualquier cargo dependiente 
del Min. de Guerra, y de aquellos que caigan dentro de la 
jurisdicción de los iribú nales de honor. 

CONSTITUCION NACIONAL: ConstituciomUtiad a inconstitucio- 

ñalidad. Decreto* nacionales. Ejército y Armada. 

EL art. 89, inc. 3^ del decreto n? 29.375 es inconstitucio- 
nal en cuanto implique modificar la ley orgánica del ejér- 
cito para privar a los tribunales federales de la juris- 
dicción que legalmente les corresponde en razón de la 
naturaleza de los hechos del lugar cu que se lian realizado 
y de la cnlidud de las personas, 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia militar. 

Compete a la justicia federal conocer en la causa sobre 
conspiración pura la rebelión pre vista por el art. 233 del 
Cód. Tenal y el art. G22 del Cúd. de Justicia Militar, pro- 
movida contra un militar que en la fecha en que ocurrie- 
ron los hechos estaba en situación de retiro; por lo cual 
la sentencia del Consejo Supremo de Guerra y Marina 
que lo condenó debe ser dec tarada nula y el procesado 
puesto en libertad. 



Dictamen dkl Pkocuiiador Genehal 
Suprema Corte: 

Viene a V. E. para ser dirimida la contienda plan- 
teada por un juess federal de la Capital al H. Consejo 
Supremo de Guerra y Marina, con motivo de haber este 
último incoado causa contra el mayor (S. R.) D. Fer- 
nando A. de Leziea, por conspirar preparando una re- 
belión. Tres son los fundamentos que dicho juez invoca: 
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1* los tribunales militares carecen de jurisdicción 
para conocer en delitos políticos; 

2* aun teniéndola, ella no comprendería el juzga- 
miento de un militar retirado; y 

3* el decreto X* 2ÍI.375/44, del P. E., no pudo modifi- 
car válida mente normas de jurisdicción estable- 
cidas por la ley í)u'77) y el C'ód. de Justicia Mi- 
litar. 

I 

La primera de esas cuestiones, que resulta en cier- 
to modo teórica, lia sido ya estudiada y resuelta por 
V. E. al decidir que un delito político puede caer bajo 
la jurisdicción de Iribuuales militares si se encuentra 
incluido entre los delitos que el C'ód. de Justicia Mili- 
tar reprime. Me refiero al caso del coronel Mariano 
Espina, condonado a muerte por un consejo de guerra, 
pena que el P. E. redujo a veinte años de presidio. La 
Corte, después de declarar que mientras el P. EL no 
pone el cúmplase a un fallo de tribunal militar puede 
plantearse ante ella cuestión de competencia, estable- 
ció (54:334 y 577), (pág. 588) "El defensor del pro- 
cesado lia sostenido... que el delito cometido por Ks- 
pina es esencialmente político, por cuanto él es pura- 
mente de rebelión y se encuentra regido por la ley de 
justicia federal, que define y castiga este delito. Admi- 
tiendo que el propósito del acusado fuese únicamente 
derrocar los poderes públicos envolviendo sus desig- 
nios una infracción a la ley do justicia federal, siem- 
pre sería preciso demostrar con su fie i cu te claridad, (jue 
en el acto por él Consumado no ha sido infringida nin- 
guna ley militar, para dejar establecido que no existe 
delito de esta naturaleza, lo que equivaldría a sostener 
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y dejar legalmente probado que dicho acto le era per- 
mití tío, o no le esta prohibido como militar en servicio 
de la Nación, por las leyes militares. . . El acto ejecu- 
tado por el coronel Mariano Espina. . . no sólo es una 
infracción de las leyes militares vigentes, no sólo le 
estaba prohibido por ellas ejecutarlo, sino que es ante 
dichas leyes una de sus más graves infracciones. . . La 
conexión cou delitos de otro orden, considerados bajo 
el aspecto de sus móviles íntimos o de su propósito 
de carácter político, puede motivar un examen y un jui- 
cio bajo ese doble carácter; pero no despojarlo de su 
naturaleza militar, no llegar hasta la conclusión de que 
las leyes militares no han sido violadas". 

A mi juicio, tal doctrina debe mantenerse. Cuando 
un jete militar conspira para derrocar al comandante 
en jefe de las fuerzas de unir y tierra de la Nación, 
infringe, sin duda alguna, los arts. (Í17 y 6'2'2 del Có- 
digo de Justicia Militar, que expresa e inequívocamen- 
te prevén y castigan tal delito, ¿Acaso cuando un mi- 
litar incita al ejército a sublevarse no afecta a la orga- 
nización ni a la disciplina de las fuerzas armadas? La 
única salvedad hecha por la Corte fué la de que, atento 
lo dispuesto por el art. 18 de la Const. Nacional, ningún 
código militar podría imponer pena de muerte por cau- 
sas políticas; excepción que ningún papel juega en el 
3ub~judicc t pues sólo se aplicaron las de destitución y 
arresto. 

En su fallo de fs. 13 ei Si\ Juez Federal menciona 
otras sentencias de V. E.; mas no encuentro que ellas 
resulten contrarias a la doctrina aludida. En 101; 354 
(caso del teniente (¿uiroga) lo resuelto fué correspon- 
der al Consejo Supremo de Guerra y Marina, y no a 
la Corte, decidir una contienda promovida acerca de si 
debían juzgar al acusado los tribunales militares per- 
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manente B , o un consejo de guerra especial. En 167 ¡ 116, 
se dirimió otra entre tribunales ordinarios y federales, 
sobre si el delito base del proceso era común o político, 
síu haberse debatido el alcance do la jurisdicción mi- 
litar. En 10: 61, declaró V. E. corresponder al fuero 
ordinario la causa de homicidio seguida contra mi par- 
ticular, que entendía haber actuado en defensa del or- 
den público; materia también ajena al problema sub- 
judies. En llíí: 430, tratábase de defraudación cometi- 
da por un teniente del ejército en oficina ajena a la 
jurisdicción militar. Parecida fué la situación en 133: 
253, daños causados por un oficial; y lo propio ocu- 
rrió en 149; 254, sin otra diferencia (pie haberse re- 
suelto corres po uder a la justicia militar un proceso por 
malversación, defraudación, usurpación y negociacio- 
nes incompatibles con el ejercicio de funciones públi- 
cas, seguido contra un mayor retirado que desempe- 
ñaba cargo en el establecimiento siderúrgico de An- 
dalgalá, dependiente de Ja Dir. de Arsenales de Guerra, 
Visiblemente, ninguno de esos casos guarda analogía 
con la controversia actual: delito político, juzgado por 
tribunal militar. 




Veamos aliora la segunda cuestión. Xo se niega que 
el acusado Lezica se hallara en situación de retiro al 
cometer los hechos que se le imputan, ni tampoco, que 
ellos tuvieron lugar en sitios ajenos al servicio mili- 
tar. ¡Ha do considerársele, entonces, sujeto exclusiva- 
mente a la jurisdicción federal, como cualquier habi- 
tante civil a quien se hiciese objeto de análogas im- 
putaciones? 

A fin de no desviar i a solución hacia cuestiones loó- 
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ricas, ha de recordarse que la sentencia dictada por el 
H. Consejo Supremo a fs. 2032 vta, f al condenar al 
mayor en situación <le retiro D. Fernando A. de Lezica, 
califiea los hechos incriminados como "falta militar de 
proposición y conspiración para el delito de rebelión' 
y en consecuencia impone las sanciones previstas en 
el capítulo del código relativo a penas disciplinarias 
(arta. ¡540 y 551). Ha reprimido, pues, faltas de disci- 
plina ; circunstancia importante porque la ley ÍJG75, en 
su art. 51, atribuye expresamente a la jurisdicción mili- 
tar el cnsligo de esas faltas cuando se las comete por 
militares retirados. He aquí, por otra parte, lo que pre- 
viene el art. 540 del código, citado por el II. Consejo : 

"La pena de destitución, consiste en la privación del 
estado militar, considerándose como tal el conjunto de 
derechos, prerrogativas y honores que son propios de 
cada empleo militar. Esta pena se aplicará por el Pre- 
side ule de la República, previo sumario, en los casos que 
el código la estableciera, y no podrá ser impuesta a los 
oficiales superiores del Ejército y Armada, sino por 
sentencia de Consejo de Guerra". 

Por otra parte, el art. 7 de la ley 48 estatuyo que 
la jurisdicción eji lo criminal atribuida a los jueces fc- 
dernles en nada altera la jurisdicción militar en los 
casos en que, según las leyes existentes, deba proceder- 
se por consejos de guerra. 

En presencia de tales textos, paráome claro que, 
sea justo o injusto el fallo del H. Consejo, interprete 
bien o mal las disposiciones del Cód. de Justicia Militar, 
el Sr. Juez Federal carecería de jurisdicción para cono- 
cer en el proceso relativo a faltas militares. Cierta- 
mente el mayor retirado D. Fernando A. de Loziea no 
era oficial superior; mas ha de tenerse presente que se 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



lo procesó ante dicho Consejo por estar implicado en 
una misma cansa con oficiales superiores (arts, 12G y 
131, inc. 1, cód. cit.) ; y consta en Bol. Militar Público 
432, p, 1150, que el P. E., por resolución 12.4GS del tí de 
junio del año en curso, puso su "cúmplase 1 ' al tullo del 
Consejo. 

Además, el problema n que nlin lr> ha sido taniítl^u 
contemplado ya, y desde tiempo atrás, por V. K. — 
Transcribo de 148:157 (destitución del subteniente Agui- 
rre) : 

"Aun cuando el frailo militar sea una propiedad, 
reviste cu ra irte res propios que distinguen i-se derecho de 
la propiedad común, y se encuentra además sometido a 
las limitaciones establecidas en las mismas leyes milita- 
res a los que debe su origen. Entre esas limitaciones se 
encuentra la que reconoce uní o rulad al Presidente de 
la Nación para destituir, es decir, pura privar del estado 
militar con todo.* los derechos, prerrotjntivas y honores 
propios de cada empico... La observación que al y una 
rez se ha hecho, d ícese en el informe ron que fué pre- 
sentado el proyecto de dicho código, de que el onph'a 
militar es ana propiedad de la que iut puede despajarse 
sino ai virtud de sentencia, es nimia pues desde que la 
ley es la que ha conferido esa propiedad, es ell-a tam- 
bién la que deba establecer ta numera de perderla". 

En 151 : 11!», la forte sostuvo que cumulo el P. E. 
da de baja a un militar retirado, a raíz de una causa 
militar, el decreto correspondiente se limita a dar cum- 
plimiento a una disposición del código de la materia, lia 
de permitírseme todavía reproducir palabras de % E. 
en otra oportunidad (17ó: 157). El general retirado 
D. Francisco Ka sola Castaño había publicado una carta 
abierta conteniendo conceptos ofensivos para el Sr. Pre- 
sidente de la Nación. Fórmesele id tribunal di' hottOí 
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que establece el art. 51 de la ley 9675 para juzgar los 

ac os de inconducta de los retirados, y previo dictamen 
de dicho Tribunal, el P. E. castigo a dicho general. Co- 
pio del respectivo fallo do la Corte: 

"Los retirados con uso del título del grado y del 
uniforme, quedan sujetos a la jurisdicción de ese Tribu- 
nal (el de Honor), conforme a la letra expresa de la 
última parte del art. 51 ... el propio art. 31, al imponer 
a los militares reí irados la obligación de guardar la con- 
sideración y ei respeto debidos a los miembros del ejér- 
cito aun cutí tufo vistan (fe civiles, les crea un deber mi- 
litar de idéntica naturaleza ul que tienen los del ejército 
permanaute, cuyo incumplimiento constituye, por con- 
siguiente, una falta a la disciplina de las definidas y 
previstas por el art. otH del Cód. de Justicia Militar, y 
reprimida enn alguna de las penas enumeradas en el 
nrt. 5:í7». 

Cúmpleme recordar que en aquella ocasión, había 
yo dictaminado (fs. 172) : 

"El recurrente alega que un militar, con retiro ab- 
soluto. . . queda totalmente desligado del Ejército y de 
todo deber militar, debiendo reputársele exento de la 
jurisdicción del Exemo. Sr. Presidente de la Nación... 

. . . Los retirados son miembros del Ejercito, a quie- 
nes por haber cumplido oportunamente sus deberes pa- 
ra con la patria, ésta les concede el privilegio de seguir 
gozando del sueldo, del título y el uniforme de su jerar- 
quía, sin exigirles al mismo tiempo las tareas que deben 
prestar quienes todavía no han adquirido tantos títulos 
a la gratitud nacional. En tal sentido, sólo por una im- 
propiedad del lenguaje puede afirmarse que un general 
retirado a consecuencia de heridas que recibiera en el 
servicio, no sea más general : sigue siéndolo hasta el fin 
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de sus días, si algún acto de inconducta no empaña el 
brillo de los antecedentes que, en su hora, le fueron 
reconocidos". 

A ocho años de eseritas, vuelvo a leer esas conside- 
raciones, y signen parociéndome exactas. Las repro- 
duzco. Tengo por evidente que conspirar contra el co- 
mandante en jefe del Ejército, para derribarlo del car- 
go, constituye cuando menos, una falta contra el decoro 
de la jerarquía, en los términos previstos por el art. 51 
de la ley 9675; y me ratifico en la doctrina de que las 
leyes militares colocan a los retirados en una situación 
especial, distinta de la creada a los funcionarios y em- 
pleados de la administración civil por Jas leyes de 
jubilaciones respectivas. 



Por lo que a la tercera cuestión planteada respec- 
ta, el Sr. Juez Federal expresa en su fallo que las dis- 
posiciones del decreto 2ÍL37r> (Bol. O fio., noviembre 20 
de 1944) carecen de influencia sobre este caso, por 
cuanto "Has no podrían modificar situaciones regida* 
por ley. Entiendo que si V. E. mantiene la jurispru- 
dencia a que acabo d<> aludir, ni siquiera habría oca- 
sión de entrar al estudio de tal argumento. Puesto que 
aun antis de dictarse tal decreto, la ley 0675 y el Cód. 
de Justicia Militar asignaban ya válidamente jurisdic- 
ción a los tribunales militares y no a la justicia federal 
para conocer en procesos sobre faltas militares, nada 
habría innovado el P. E. al adaptarse a tal jurispru- 
dencia e interpretar el código y la ley en la misma 
forma en que la habría hecho ya la Corte. Dice ei art. 
80, inc, 3, do dicho decreto en lo pertinente: 
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"Aun vistiendo de civil, cuando el retirado comete 

hechos que afecten la disciplina o a las fuerzas arma- 
das, de conformidad con lo que disponga el Cód. de 
Justicia Militar, estará sujeto para su juzgamiento a 
ios tribunales militares". 

Estas consideraciones, me inclinan a pensar que la 
Contienda debo dirimirse declarando que el H. Consejo 
Supremo de Guerra y Marina tuvo jurisdicción para 
incoar y fallar la causa. — Bs, Aires, julio 25 de 1945. 
Juan Alt ares. 
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Bs. Aires, 31 de agosto de 1945. 

Y vistos : La contienda de competencia para cono- 
cer en el juicio seguido al mayor en situación de retiro 
Fernando A, de Lezica y otros militares trabada entre 
el señor Juez Federal de la Capital y el Consejo Su- 
premo de Guerra y Marina. 

Considerando : 

Que trabada la contienda cu forma» sosteniendo 
cada tribunal su competencia, corresponde a la Corte 
dirimirla de acuerdo con lo establecido por el art. 9% 
inc. d) de la ley 4055, para lo que es necesario estable- 
cer, como base fundamental, los liecbos imputados, su 
carácter y naturaleza. 

Que según resulta de los autos principales, que 
se tieuon a la vista, al juicio se inicia a raíz de una no- 
ta del señor Jefe de la Policía Federal de fecha 25 de 
abril del corriente año en la que pone en conocimiento 
la existencia de una conspiración contra las autorida- 
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des nacionales con la participación de jefes y oficiales 
del ejército y de la marina y "civiles de notoria actua- 
ción en entidades de carácter político" para derrocar 
las autoridades constitucionales — fs. 9 — , lo que con- 
firma el señor Fiscal General al acusar a fu. fun- 
cionario q: llo^a a la conclusión de que ha habido en- 
tre los procesados un acuerdo de voluntades tendiente 
a provocar y llevar a cabo un movimiento cívico-mili- 
tar para deponer a las autoridades nacionales, para lo 
que contaban con la colaboración de determinados ele- 
mentos civiles, políticos y emi lirados en la líepnblíca 
Oriental del Uruguay y también de dos agrupaciones 
de carácter político. Para mayor claridad el tribunal 
militar al jila id car las cuestiones de hee'io con relación 
al mayor Lezica, único de que se trata ahora, plantea 
como primera la siguiente — fs. 1912—: "El hecho que 
se le imputa al procesado (S. R.) D. Fernando A. de 
Leziea, de haber concertado y propuesto en unión de 
otros militares y civiles de diversas tendencias, la eje- 
cución de un alzamiento por medios violentos con el 
propósito de deponer las autoridades y funcionarios 
del gobierno constituido; hecho ocurrido en la ciudad 
de Bs. Aires, c interior del país, durante el mes de 
abril del año mil novecientos cuarenta y cinco. ¿Está 
debidamente probado!" 

Que queda así típicamente caracterizado el delito 
de conspiración para la rebelión que prevé y reprime el 
art. 233 del Cód. Penal, en relación con el 22(¡, delito 
contra los poderes públicos y el orden constitucional 
cuyo juzgamiento corresponde a la justicia federal de 
acuerdo jcou lo establecido por el art. 2,'í, inc. ,T del 
Cód. de Procedimientos en lo Criminal y Correccional 
— Fallos: 1(>7, 11** y los que él se citan — . Dijo la Cor- 
te allí, citando los arta. 100 y 101 de la Constitución 
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Naeional, y conviene repetirlo, que los preceptos que 
rigen la justicia federal, relativos a la materia que 
comprende, son de orden público y su aplicación, por lo 
tanto, de estricto deber para los magistrados que la 
ejercen. 

Que el Cód. de Procedimientos citado establece, 
además, una serie de reglas para resolver las diversas 
sil ua fion es que puedan presentarse a causa de las dif tí- 
renles jurisdicciones penales existentes y así establece, 
con relación al caso de autos, que la jurisdicción cri- 
minal atribuida por ella a la justicia federal o nacio- 
nal, en nada altera la jurisdicción que corresponda a 
los tribunales militares — art. 26—, y que caando se 
trate de na persona a quien se atribuyan dos o más 
delitos, naos de la competencia federal u ordinaria de 
la Capital o territorios nacionales y los otros de com- 
petencia especial, cada juez procederá a juzgar los de- 
litos de su competencia, siguiendo el orden de prioridad 
de los diferentes juicios, establecido por leves especia- 
les, y en su defecto, por lo que resuelva la Sup. Corte 
o la Cám. de Apelaciones en su caso — art. 41 — , 

Que el Cód. do Justicia Militar dictado ror el Con- 
greso de la Xación en virtud de lo establecido por el 
art. 67, ine. 23, de la Constitución Nacional, prevé en 
su art. 617 el delito de rebelión militar que lo cometen 
los individuos del ejército y la armada que promuevan, 
ayuden o sostengan cualquier movimiento armado con 
los finos que, aun cuando expresados en otros térmi- 
nos, son los mismos que los establecidos por el art. 226 
del Cód. Penal, y en el art. 622 prevé la conspiración 
para ese delito. 

Que estamos, así, en presencia de un hecho que si 
bien no es un delito esencialmente militar, porque tam- 
bién está previsto en la ley penal común, cae bajo la 
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jurisdicción militar en virtud de lo dispuesto por el 
art 117, inc. 3* del Cód. de Justicia Militar, pues c s un 
caso de infracción penal expresamente determinado por 
el Código. 

Que esta situación de un solo hecho cometido por 
militares y civiles y sometido a penas distintas según 
la jurisdicción que le corresponda no lia sido expresa- 
mente prevista por ninguno de amhos códigos procesa- 
les, y sólo puede ser solucionada por los principios ge- 
nerales establecidos cuellos, armonizando ambas juris- 
dicciones. Las disposiciones del Código de Procedimien- 
tos en lo Criminal y Correccional sólo se refieren al con- 
curso material de delitos. Lo mismo sucede con el art. 
122 del Código de Justicia Militar. El art. 125 del mis- 
mo Código, sí bien no contempla el caso preciso, fija 
reglas para casos análogos que permiten resolver el 
presente dentro de su espíritu. Si un delito común ha 
sido cometido por militares y participares en circuns- 
tancias que determinan para los militares la jurisdic- 
ción militar, éstos serán juzgados por los tribunales de 
esta jurisdicción y los particulares por los tribunales 
ordinarios. Por aplicación del mismo principio si un 
delito es a la vez militar y común, los militares deben 
ser juzgados por la jurisdicción militar y los civiles pol- 
la federal o la ordinaria según los casos. Esto no es 
crear un fuero personal de los suprimidas por el art. 
16 de la Constitución Nacional, pues el militar no va 
a ser juzgado por la jurisdicción militar por su carácter 
de tal solamente, sino por haber cometido un delito de 
ese carácter sometido a esa jurisdicción en virtud de la 
ley. 

Que sólo resta por establecer si Jos Militares en re- 
tiro, caso presente, están sometidos a h jurisdicción de 
los tribunales militares. El estudio de las leyes que ri- 
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gen la materia lleva a una conclusión negativa. Están 
sujetos en todo tiempo a la jurisdicción militar, dice 
el art. 118 del Código de Justicia Militar, 1* los alista- 
dos en la marina de guerra o en las armas tácticas o 
auxiliares dol ejército permanente de la República, cual- 
quiera que sea su jerarquía y la situación en que se en- 
cuentren, ya estén eu actividad, en disponibilidad o con 
licencia; -* los guardias nacionales movilizados, desde 
que se encuentren al servicio de la Nación; 3* los alum- 
nos de las academias y escuelas militares de la Repú- 
blica, por infracciones no previstas ni castigadas en los 
reglamentos propios; 4* los que forman parte con asi- 
milación militar: del clero castrense, de la justicia, de 
la sanidad, de la administración militar y de las demás 
dependencias del ejército y armada; ü v los penados que 
extingan condena en establecimientos sujetos a la auto- 
ridad militar. Los retirados no están en ninguno de 
esos casos. Según la ley 9675 el personal del cuadro per- 
manente ocupa una de las dos situaciones, actividad o 
retiro; la actividad es la situación del personal que 
desempeña o puede desempeñar todas las funciones in- 
herentes a su grado; el retiro la del personal separado 
de la actividad con arreglo a la ley — arts. 23, 24 y 25—. 
El retiro termina la sujeción a los reglamentos milita- 
res, salvo en dos casos: cuando vista uniforme en cuyo 
caso tiene las mismas obligaciones y deberes que los 
oficiales en actividad; cuando desempeña cualquier 
puesto dependiente del Ministerio de Guerra, en cuyo 
caso mantienen su sujeción a los reglamentos y leyes 
de justicia militar — art. 38, inc. 5' — . La situación es 
clara y la confirma el art. 51 de la misma ley que al 
crear los tribunales de honor somete expresamente a 
ellos a los retirados, con el objeto de mantener el pres- 
tigio, el honor y el decoro de la jerarquía, inc 1 sión que 
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se explica porque así se ampliaba la jurisdicción de los 
tribunales de honor. Es, por lo tanto, patente la in- 
competencia del Supremo Consejo do Guerra y Marina 
para juzgar al mayor en situación de retiro Fernando 
A. de Lezica. 

Que estos principios lian sido aplicados por la Cor- 
te reiterada rúente tanto cuando lia declarado de juris- 
dicción ordinaria los delitos comunes cometidos por 
militares fuera do actos de servicio o de lugares sujetos 
exelusivamL'iitc a la autoridad militar — Fallos: 200, 
237; 201, 351 — . como cuamio ha declarado de juris- 
dicción militar los delitos comunes cometidos por mili- 
tares retirados en actos de servicio o en lugares de 
exclusiva jurisdicción militar —Fallos: 14Í1, 2">4; lí>9, 
667 — o ha reconocido la sujeción de los militares reti- 
rados a los tribunales de honor — Fallos: 17~j, Hifi— . 
Los mismos principios lia aplicado la {'amara Fede- 
ral de Apelación de ta Capital al declarar la competen- 
cia de la justicia federal para conocer en el juicio se- 
guido al general .luán Bautista Molina por hechos de 
la misma naturaleza (pie los atribuidos al mayor Lezi- 
ca, con fecha -0 de octubre de IÍU1, en el que no corres- 
pondió que esta Corte se pronunciara —Fallos: 101, 
471_, Cal*, destacar que la justicia militar fué de la 
misma opinión pues según resulta del dictamen del Mi- 
nisterio Público que obra a fs. 447 del expediente, que 
se tiene a la vista, el Auditor General de Guerra y Ma- 
rina habría dictaminado en el expediente militar que 
no se debió tomar declaración indagatoria al señor ge- 
neral retirado don Juan Bautista Molina, pues su si- 
tuación lo substraía a la competencia de los tribunales 
militares. 

Que el Consejo Supremo de Guerra y Marina in- 
voca, para mantener su competencia, el art. 89, inc. 3*, 
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del decreto, ley orgánica del ejéreito nüm. 29.375/44, 
Boletín Oficial 20 de noviembre de 1944, png. 3, que di- 
ce: "Art. 89. TC1 retiro producirá los siguientes efec- 
tos:... 3* Termina su sujeción a los reglamentos mi- 
litares salvo que el retí nulo vista uniforme, en cuyo 
cayo tendrá las mismas obligaciones y deberes que los 
oficiales en actividad. Aun vistiendo de civil, cuando 
el retirado cometa hechos que afecten la disciplina o a 
las fuerzas a imadas, de conformidad con lo que dis- 
ponga el Código de Justicia Militar, estará sujeto para 
su juzgamiento a los tribunales militares". Este de- 
creto, firmado cu acuerdo de ministros, es impugnado 
de inconstitucional i dad, sosteniéndose que el Código 
de Justicia Militar sólo puede ser derogado por una 
ley, y que el P. E. carece de facultades para dictar de- 
cretos de esa clase ampliando la jurisdicción de los 
tribunales militares. Las facultades legislativas del 
gobierno de liecbo lian sido malcría de numerosas de- 
cisiones do la Corte y claramente fijadas últimamente 
en e! caso de Municipalidad de la ciudad de Buenos 
Aires v. Carlos M. Mayor, 2 de abril pasado, y en la 
acordarla de ln misma fecha sobre la creación de la Cá- 
mara de Apelaciones del Norte —Fallos: 201, 239 y 
24JI- . liasfa referirse a los fundamentos de ambas de- 
cisiones, evitando repeticiones inútiles, para concluir 
en el presente caso que el gobierno dé hecho no lia 
podido por decreto modificar el Código de Justicia Mi- 
litar, sancionado por el Congreso en uso de facultades 
expresas y privativas, ampliando su .jurisdicción y cer- 
cenando al mismo tiempo la de la justicia federal a la 
que le corresponde el conocimiento de los hechos según 
queda demostrado, en razón de su naturaleza, del lu- 
gar en que se han realizado y de la calidad de las per- 
sonas. Lo contrario sería vi obitorio del art. 18 de la 
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Constitución Nacional porque importaría sacar a los 
acusados de la jurisdicción de los jueces designados 
por la ley antes del hecho del proceso. 

Que corresponde, en consecuencia, declarar la com- 
petencia de la justicia federal y como la militar ha dic- 
tado sentencia sin jurisdicción declarar nula la conde- 
na del exeepeionante y ordenar su inmediata libertad, 
pues, aun cuando no se trata de un recurso extraordi- 
nario, es de aplicación el principio establecido por el 
art. 16 de la ley 48, que autoriza a la Corte a ordenar 
la ejecución de sus sentencias en casos especiales, y 
lo es cuando está en juego la libertad individual. 

Por estos fundamentos, oído el señor Procurador 
General de la Xaeión, se declara ijue el conocimiento 
de los hechos imputados al mayor en situación de re- 
tiro Fernando A. de Leziea 
Federal y que, en consecuencia, la sent 
Supremo de Guerra y Marina que lo condona es nula 
a su respecto por falta de jurisdicción, debiendo el pro- 
cesado ser puesto en libertad. Xotifíqucse t remítase el 
incidente al señor .hiez Federal con conocimiento del 
Consejo Supremo de (hierra y Marina a los efectos co- 
rrespondientes, Repóngase el papel en el juzgado de 
origen. 

Antonio Saoauxa — B. A. Xa- 
zar Anchor ex a — F. Hamos 
Mkjía 

(por l<»s fundamentos de su 
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Disidencia de fundamentos 
Considerando: 

Que Iom t crin i nos de ]¡i cuestión de competencia 
constan en los fundamentos expresados por la mayoría 
del Tribunal. Por las razones dadas en ellos correspon- 
de concluir que, con respecto a los militares en activi- 
dad, la justicia competente, dH punto de vista de la 
uta t cria es, en este caso, la militar. 

Que respecto a los militares retirados según el ré- 
gimen legal en vigencia Teísta la sanción del decreto 
2í).,']7"j, del 26* de octubre de 1¡)44 tal como se lo lia inter- 
pretado en la constante jurisprudencia de esta Corte 
que se examina en los fundamentos aludidos, en la ma- 
teria de esta causa sería competente la .justicia federal. 

Que tratándose ib- una cansa promovida con pos- 
terioridad a la sanción del decreto que se acaba de ci- 
tar la cuestión de competencia debe decidirse, sin em- 
hargo, de acuerdo con sus disposiciones que tienen en 
la emergencia fuerza y valor de ley y pudieron, por 
consiguiente, modificar disposiciones de leyes anterio- 
res ampliando la jurisdicción de los tribunales milita- 
res, mientras lo hayan hecho sin violar I >s principios, 
derechos o garantías consagrados por la Constitución 
Nacional (Fallos: 201, disidencias de fs. 24:i y 281). 

Que, en principio, la interpretación de las dispo- 
siciones legales eon sujeción a las cuales debe actuar 
la justicia militar es privativa de esta última. Poro ha- 
cen excepción a la regla los casos en que esta Corte 
debe dirimir cuestiones de competencia, en tanto en 
cuanto la decisión dependa de la interpretación que co- 
rresponde hacer de dichas disposiciones (Fallos: 181, 
229) como en esta oportunidad en la cual la determina- 
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ción de la compotencia respecto ti los procesados en si- 
tuaeión de retiro dependo esencialmente de la inter- 
pretación del precepto que apartándose de la norma se- 
gún la cual éstos quedan por el hcelm del retiro, subs- 
traídos a la justicia militar, los somete a ella en los 
casos que el mismo determina. 

Que según el iue. $ del art. Sí» del decreto eitado, 
con el retiro "termina la sujeeión a ios reglamentos 
militares, salvo (pie el retirado vista uniforme en cuyo 
caso tendrá las mismas obligaciones y debo ros que los 
oficiales en actividad. Aun vistiendo de civil, cuando el 
retirado cometa hechos que afecten la disciplina o a las 
fuerzas ¡inundas, du conformidad con lo que disponga 
el Código de Justicia Militar, estará sujeto para su 
juzgamiento a los tribunales militares", 

<¿m\ como se demuestra en los furnia meatos de la 
mayoría do! Tribunal, no se trata aquí de un delito o 
falta "esencialmente militar' 1 (iue. 1' del ¡ni, 117 del 
Código de Justicia Militar), es decir, de los que "por 
nfcelar la rx¡>1.-it<-ia d<> la lo-! il icl.'.n militar, tan Solo 
las leyes militares prevén y castigan" (artículo e in- 
ciso citados) pues los mismos hechos están acriminados 
en el art. del t'údigo Penal, ni de un delito "come- 
tido por un militar o empleado militar en actos del ser- 
vicio militar o en lugares sujetos exclusivamente a la 
autoridad militar" (iue. lí" del art. 117). Ks un delito 
político (pie, ello no obstante, la ley ha podido someter 
a la jurisdicción militar de excepción cuando lo como- 
ten militares en actividad por la fundamental depen- 
dencia en (pie su condición de tales los coloca con res- 
pecto ni orden militar. Por esa razón el inc. .1* del ar- 
tículo cita ilo incluye en la jurisdicción antedicha "los 
demás casos de infracción penal que ese Código deter- 
mina", aunque no se dé ninguno de los requisitos quo 
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los incisos anteriores establecen. Y la falta o delito de 
que se trata está determinado en los arts. 617 y 622. 

Que por ello, para la determinación de la compe- 
tencia respecto al delito en cuestión es esencial distin- 
guir, como se hace en los fundamentos de la mayoría del 
Tribunal, la situación de los militares en actividad de 
aquélla en que se encuentran los retirados. Y por lo 
mismo la excepción establecida por el inc. $ del art 89 
del decreto 20.375 debe aplicarse con criterio restricti- 
vo. Es evidente que la razón por la cual, no obstante 
la naturaleza del delito, el juzgamiento de los militares 
en actividad acusados de baherlo cometido se entrega 
a la justicia militar, no es válida con respecto a los 
retirados, que, —mientras no vistan uniforme, lo que 
no se alega haber sucedido en este caso—, no están ba- 
jo la disciplina y los reglamentos del ejército. 

Que la determinación de la competencia de una 
justicia de excepción como es la militar (Fallos: 183, 
141 y los allí citados) que constituye, en realidad, uno 
de los instrumentos de la disciplina del ejército, y la 
interpretación de una ley penal dolien bacerse con cri- 
terio estricto. A lo cual cabe agregar todavía, en el sen- 
tido de ese mismo deber, que la sujeción de los retira- 
dos a la justicia militar, dispuesta por el texto legal que 
se examina comporta una excepción al principio gene- 
ral de no estar los de esa condición sujetos a los regla- 
mentos militares. Por ello la cuestión no del>c juzgarse, 
respecto a los militares en retiro, refiriéndose al propó- 
sito de sublevar fuerzas militares, que la conspiración 
incluía según las conclusiones que sobre lo probado con- 
tieno la sentencia en recurso, sino a lo que los conspi- 
radores que estaban en la condición de retirados, ha- 
bían ejecutado positivamente hasta el momento de ser 
detenidos, pues el precepto de que se trata se refiere 
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al retirado que "cometa hechos que afecten a la dis- 
ciplina. . . etc.", es decir, a una actuación que la haya 
afectado y no que consista en planear el modo de lle- 
gar a afectarla. 

Que el militar en actividad, porque está en acfi- 
vidad, preciso nu-nte, la afecta con sólo conspirar para 
"alterar el orden constitucional o impedir o dificultar 
el ejercicio fiel (¡nbierno en cualquiera de sus poderes" 
(art. G17 del Código t \v Justicia Militar). De ahí que 
la comisión de este delito o falta sea sometido por la 
ley respectiva a la justicia militar, a pesar de no tra- 
tarse de ninguna de las situaciones contempladas en 
los ines. 1' y ? del art. 117 del mismo Código. Del mili- 
tar retirado, que al dejar ht art ir ¡dad, deja de estar en 
el orden militar activo caracterizado por la sujeción a 
los reglamentos militares (ine, 3* del art. Sí» del de- 
creto) y sólo conserva lo que podría llamarse la digni- 
dad propia de ese estado, no se puede afirmar lo mis- 
mo. Puesto que no se llalla bajo la disciplina, no cabe 
decir de él, como del que le está sometido, que la que- 
branta o afecta con sólo conspirar. Sin embargo, como 
el retiro no lo substrae por completo al ejército, aque- 
llos actos suyos, con los cuales perturbe la disciplina 
o afecte a las fuerzas armadas del modo directo, posi- 
tivo y concreto a (pie se ha hecho referencia han sido 
puestos por el ine. 3' del art, 8Í1 del decreto bajo la 
jurisdicción de los tribunales militares, Pero sólo és- 
tos. La significación indirecta y moral que tenga para 
las fuerzas armadas el hecho de que, quien no obstante 
el retiro sigue teniendo con ellas el vínculo que impor- 
ta la dignidad militar, — (pie se manifiesta en el dere- 
cho a la invocación del grado, al saludo de su jerar- 
quía, al uso del uniforme, etc. — , determina una suje- 
ción disciplinaria, pero de otra naturaleza. Es la que, 
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parn ese fin específico, se estableció en el art. 51 de la 
ley 9675 y reproduce el 224 del decreto, y se hace efecti- 
va mediante la intervención de los tribunales de honor. 

Que el establecí mi en lo del régimen del tribunal de 
honor para los militares retirados, relativo a modos de 
comportamiento que afectan nioralmente al ejército 
{ley 9675, art. U y art. 224 del decreto 29.375) es la 
corroboración de que cuando el inc. 3* del art. 89 del 
decreto somete a los tribunales militares el juzganiicn- 
to de los hechos de los oficiales en retiro que afectan 
a las fuerais armadas, se refiere a un modo de afectar- 
las distiato del que puede determinar la intervención 
del tribuna] de honor. Vale decir que la competencia de 
la justicia militar respecto a la actuación do los retira- 
dos que iiieneiona el inc, & del art. S!> no comprende a 
los actos de éstos que afectan a las fuerzas armadas 
sólo cu razón de la repercusión que sobre ellas tiene 
el comporta miento de quienes, no obstante el retiro, 
siguen siendo depositarios y responsables de la digni- 
dad militar, sino a ios beelms de intromisión concreta 
en el orden y |n disciplina de dichas fuerzas, a lo cual 
no habría llegado según la acusación y lo que la sen- 
tencia tiene por probado, la actuación del acusado. 

Tomás D. Casares. 



MIGUEL ANGEL MASCAIiO Y OTROS 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia militar. 

Compete a la justida federal conocer en la causa sobre 
conspiración para la rebelión provista por el art. 233 del 
Cód. Penal v el art. B2'2 del Oíd. de Justicia Militar, pro- 
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movida contra ni militar que en la fecha en que ocurrie- 
ron toa hechos estaba en situación de retiro; por lo cual 
la sentencia del Consejo Supremo de Guerra y Marina 
que lo condenó debe ser declarada nula y el procesado 
pnesto en libertad. 

JURISDICCION 1 COMPETENCIA: Competencia militar. 

Compete a la justicia militar conoce* en la causa sobre 
conspiración para la rebelión prevista por el nrt. 2'A'i del 
Cód. Penal y el arh (>22 de] Cód. de Justicia Militar, pro- 
movida contra un militar que en la fecha en que m-urrie- 
rou los lifclms (1 staha en actividad aunque poto después 
haya pasado a .situación de retiro. 



Dictamen del PitocnuooB Gexekal 
Su p roma Corte: 

De conformidad con lo dispuesto por el art. 9 i tic. á 
do la ley 4053, viene a V. E,, para sor dirimida, esta 
contienda tío competencia que plantea el Sr. Juez Fe- 
deral de la Capital Dr. Horado Fox al H. Consejo 
Supremo de Guerra y ¿fariña, en un proceso seguido 
contra loa coroneles en situación do retiro Miguel An- 
gel Masca ró, Camilo Santiago Corradi y José Francisco 
Suároz y el teniente coronel {S. R.) TTafael Angel Ló- 
pez Jánregni, per hechos qtfe dicho Tí. Consejo concep- 
túa constituyen faifas militares. 

Salvo variantes de detalle, los problemas jurídieos 
aquí propuestos son análogos a los que analizo en mi 
dictamen de hoy, exp. "Fernando A. do Lezica, inhibi- 
toria" C. 1027, Lib. TX. 

La principal diferencia, puntualizada ya por el 
H. Consejo en su resolución de fs. 2217 fexp. princi- 
pal), estriba en que Mascará, Suárez y López Jáure- 
gni habrían obtenido su retiro después de cometer al- 
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gunos de los hechos incriminados; o sea, en 11 de abril 
del corriente año los dos primeros, y en 5 de mayo subsi- 
guiente, el último (B. M. K., 12323 y 2325). Ello, antes 
que debilitar, reforzaría la argumentación a que acabo 
de aludir. 

Kn su mérito, inc inclino a considerar que debe re- 
solverse tu contienda a favor de la jurisdicción del H, 
Consejo Supremo de Guerra y Marina. Bs. Aires, julio 
25 de 1ÍÍ45. — Jinin Alcarez. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 31 de agosto de 1945, 

V vistos: La contienda de competencia para co- 
nocer en el juicio seguido ni corone] Miguel Angel Mas- 
ca ró, coronel Camilo Santiago Corradi, coronel José 
Francisco Suárez y teniente coronel Rafael Angel Ló- 
pez Jáuregui, todos en situación de retiro, y otros mi- 
litares trabada entre el señor Juez Federal de la Ca- 
pital y el Consejo Supremo de Guerra y Marina. 

Considerando: 

Que respecto de los coroneles Masearó, Corradi y 
Suárez la situación jurídica es la misma que la del ma- 
yor Lezica y, por consiguiente, le son aplicables loa 
fundamentos (pie in extenso se dan en la fecha para 
resolver su caso y declarar la competencia de In jus- 
ticia federal, fundamentos que se dan por reproducidos 
por ser innecesaria su repetición. Kl juicio se inició 
a raíz de la nota del señor Jefe de la Policía Federal 
de fecha 25 de abril del corriente año — fs. 9 del expe- 
diente militar que se tiene a la vista— y en ella se dice 
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que el 20 do eso mea fué allanada la quinta "El Refu- 
gio" y detenidos los coroneles Mascará y Suárez. Se- 
ría, por lo tanto, en esta última fecha en la que se ha- 
bría realizado el último de los actos que se dicen cons- 
titutivos del delito imputado y como ambos so retira- 
ron, se<rún lo afirma el Consejo Supremo de Guerra 
y Marina, el 11 de abril de ese año, no resulta que ha- 
yan cometido el delito estando cu actividad. Ks cierto 
que pudiera ser que alguno de los actos primeros de 
la actividad delictuosa se li ubi eran cometido estando 
todavía ambos en actividad, pero, en tal caso, esa duda 
debería resolverse en contra de la procedencia de la 
jurisdicción de excepción. 

Que el caso es distinto con relación al teniente 
coronel López .láuretrui, éste se lia retirado el 5 de 
mayo, es decir, después de iniciado el proceso y de estar 
sometido en su carácter de militar en actividad a la 
jurisdicción de los tribunales militares. Xo puede subs- 
traerse a ella por el hecho de su retiro posterior, por- 
que la jurisdicción represiva emana de la ley misma 
y es de orden público, Ks la doctrina de la Corte —Fa- 
llos: 114, lí)3; 146, 3G1. 

Por estos fundamentos, oído el señor Procurador 
General de la Xación, se declara que el conocimiento 
de los hechos imputados a los coroneles en situación 
de retiro Miguel Angel Mascaré, Camilo Santiago Co- 
rra ti' y José Francisco Suárez corresponde al señor 
Juez Feibwal y M ue, en consecuencia^ la sentencia del 
Consejo Supremo de Guerra y Marina que los conde- 
na es nula a su respecto por falta de jurisdicción, de- 
biendo ser puestos en libertad, y que los mismos hechos 
imputados al teniente coronel Rafael Angel López 
Jáurcgui lian sido de la competencia del Consejo Su- 
premo. Notifíquese, remítase el expediente al señor 
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Juez Federal y dése conocimiento al Tribunal Militar a 

los efectos que corresponda. 

Antonio Saoarna — B. A* Na- 
z\u Anciiokena — F. Ramos 
Mejía — Tomas D. Casabes 
(según su voto en ta causa ci- 
tada). 



SALVADOR A. ESPINDOLA 

RECURSO EX Tfí A O RD1XA RIO: Requisitos formales. InterpoBÜ 

ción (hl revuno. Fumlainnito. 

Aun cuando en el escrito de interposición no se «P** 8 ™ 
l m Andamentos M recuHiO extraordinario ral mm| 
0N i.^n la ley y '« juriaprudeneia, por excepción*»» de- 
emnirscln procedente en alención a que las cuestiones fe- 
derales -íonsislnite una de ellas en la falta de compe- 
tencia de la justicia militar para juzgar a un militar re- 
tirado— fueron oportunamente introducidas en la cansa 
y resueltas en contra de las pretensiones del apelante por 
el Consejo Supremo de Guerra y Marina, a que ante los 
tribunales militares no pudo el procesado valen* de de- 
h,w letrado pnr prohibirlo el. art. 100 del Cod de Jus- 
ticia Militar, y a la circunstancia de que ios eoprocesados 
! i» «Jaban en la misma situación que el recurrente han 
obtenido la declaración de incompetencia por vía de in- 
hibitoria. 

JURISDICCION T COMPETENCIA; Competencia militar. 

Compete a la justicia federal conocer en la causa sobre 
eons viración para la rebelión prevista por el art, 233 del 
Wd 1 Z a 7 el art. 622 del Cód. de Justicia Militar, pro- 
movido contVa un militar que en la fecha en que ocnrneron 
os hechos estaba en situación de retiro ; por lo cual la sen- 
Lia del Cmisejo Supremo de Guerra y Marina que lo 
condenó debe ser declarada nula y el procesado puesto en 
libertad. 
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Dictamen* del PiíocrtEAOon General 
Suprema Corte: 

A fs. 880 tic esta causa incoada por el H. t 'onsi'.jo 
Supremo do Guerra y Marina, consta <juc el defensor 
del General de Briirada Oí. A.) 1». Adolfo Salvador Es- 
píudola dedujo oportunamente excepción de incompe- 
tencia y planteó al mismo tiempo cuestión de ineoiisti- 
tucionalidad, preparando así el recurso extraordinario 
previsto en el art. 14 de la ley 4S. 

Fundaba la primera, en que habiendo obtenido TCs- 
píndola su retiro del ejército en 1044, no eni posible pro- 
cesarlo anto dicho Consejo por el delito de carácter 
político base de la causa (conspirar para la rebelión); 
situación jurídica que, emanada de disposiciones de 
las leyes 4707 y 0073 y del Cód. de Justicia Militar, no 
pudo a su juicio ser modificada válidamente por el de- 
creto n* 29.37.V44 <IH i*. K. Como fundamento de la 
segunda — iueonstihieionalidad del decreto n" 4002 del 
año líH.'i — sostuvo haberse integrado el II. Consejo 
con dos vocales asimilados al ¿mulo de coronel, en vez 
de serlo oficiales generales con arreglo al art. 50 del 
código citado, taclia extensiva asimismo al Sr. Fiscal 
General. Ambas fueron ratificadas por el defensor a 
fs. 1800; y a fs. 1S7*J y 1S77 el propio Espíudola las 
amplió haciendo notar <pie la acusación había interpre- 
tado mal el art. V)*¿'2 del Cód. de Justicia Militar, al 
pedir pena de destitución y arresto, pues solamente 
una de ellas podría aplicarse: o destitución sin arresto, 
o arresto con suspensión de empleo pero sin desti- 
tución. 

El H. Consejo dicto fallo (fs. 2013^033) condenan- 
do a destitución y arresto: y es contra esa sentencia 
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qtic trae ahora Espínelo-la el 




a fs. 



LMiíri y concedido a )'s. J1ü(¡. Desde luego, y aun admi- 
tido que los términos del escrito de apelación consti- 
tuyen fundamento suficiente a efecto de lo dispuesto 
en el art. 15 de la ley 4S, salta a l¿i vista que no cae 
bajo la jurisdicción de Y. K. rever la interpretación 
dada por el II. Consejo al art. G'2-2 del Cód. de Justicia 
Militar. 

Por lo que respecto a la circunstancia alegada de 
carecer del grado de general el fiscal y los dos vocales 
letrados del II. Consejo o sea, no reunir esos funciona- 
rios las condiciones exigidas por la ley para llenar sus 



te " Lar roque lo v. Tapia", setiembre 3 de lí)12: 

"Si la Suprema Corte de la Provincia lia estado 
o no habilitada para resolver sin la intervención de 
todos sus miembros, es una cuestión rugida por leyes 
orgánicas o de procedimientos, y por lo mismo ajena a 
esta instancia extraordinaria." 
Y en 121 : E06; 

"Pos arts. 17 y PS de la Const. Nacional.. . no tie- 
nen relación dilecta con el número de miembros con 
que se constituye un tribunal.'" 

A las consecuencias que de tal doctrina derivan 
lógicamente, agrégase que Espíndola no fué sometido 
a un tribunal especial, sino al II. Consejo Supremo de 
Guerra y Marina permanente, establecido por el Cód. 
de Justicia Militar; y que su ser ¡1 muí el fallo condena- 
torio, sin disidencias, un general de división, dos con- 
tralmirantes, dos generales de brigada y los dos vocales 
letrados, asimilados a coroneles. Si se recuerda que con 
arreglo al art. lá del Cód. de Justicia Militar el tribu- 
nal pudo funcionar con sólo cinco miembros, o sea, con 
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los cinco que tenían grado igual o superior al de Espín- 
dola, resulta claro que aun sin asistencia de los dos 
vocales cuya insuficiencia de asimilación se objeta, la 
sentencia sería válida. Anular esos dos votos, no anu- 
laría el fallo. Entiendo, pues, que |a cuestión consti- 
tucional planteada a tal respecto resulta teórica, y 
como tal, no podría justificar la apertura del recurso. 

M V. E. resolviese abrirlo, fuerza sería tener en 
cuenta que el código citado no exige categórica e inelu- 
diblemente estén asimilados a generales el fiscal y los 
dos vocales abogados. Tampoco lo exi.iro la ley ÍKITó. 
He aquí sus respectivas prescripciones; 

C. J. M,, art. 12. — "Los vocales militares serna 
oficiales generales, tres del ejercito y dos de la armada, 
prefiriéndose los de mayor jerarquía. Los vocales abo- 
gados deberán ser ■ -i i alada nos argentinos y haber eicr- 
eido oefio anos la profesión o haber desempeñado du- 
rante cuatro un puesto cu Ja magistratura." 

C. .T. M. t art. áb\ — '<Kl fiscal general será nom- 
brado por el Presidente de la República; no podrá ser 
removido sin causa justificada. Debe tener hts nihman 
condiciones que /o,? vocales ¡virados del Consejo Supre- 
mo, le. corresponde igual asimilación y goza de los mi ■ 
i*» os d e t echas g re t rib ueión . ' ' 

C. J. AL, art. 19. — «El P. E, establecerá la asimila- 
ción de los ruca les abogadas del Ctinse¡o Supremo a de 
todos los demás funcionarios letrados de la administra- 
ción de justicia militar.*' 

Ley 9ÍÍ75, art. 51. — "El P. K. creará en carácter 
permanente, y reglamentará, la eompetemia. rom posi- 
ción g procedimientos de los tribunales de honor, a los 
cuales estarán sujetos los oficiales del ejército perma- 
nente, los de la reserva y los n tirados que tengan de- 
recho al uso del uniforma y del título del grado." 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



No resulta demostrado, entonces, que el P. E. crease 
un tribunal especial, y violara disposiciones legales al 
establecer asimilación de coroneles para el Fiscal y los 
dos vocales letrados del Consejo* El grado de coronel co- 
rresponde a la categoría de "oficiales superiores" y su 



Nacional, art 8(>, inc. 1(3; ley 9070, art. 1). 

Por lo que hace a la otra taclia de inconstituciona- 
lídad planteada —falta de jurisdicción del H. Consejo 
Supremo pnra conocer en el asunto — doy por reprodu- 
cido mí dictamen del día 25 del corriente mes en la con- 
tienda jurisdiccional promovido por el mayor (S, R,) 
Fernando A. de Lezica, exp. C. 1027, Lib. IX. 

A mérito de lo expuesto, y siempre que V. E. en- 
cuentre admisible el recurso, corresponderá confirmar 
el fallo del H. Consejo Supremo de Guerra y Marina en 
cuanto pudo ser apelable. — Bs. Aires, julio 31 de 
— Juan. Airo vez. 



Y vistos: el recurso extraordinario deducido por el 
General de Brigada retirado Adolfo Salvador Espín- 
dola contra la sentencia del Consejo Supremo de Guerra 
y Marina que lo condena a la pena de destitución y 6 
meses de arresto de acuerdo con lo dispuesto por los 
arts, (¡17, 622, 51G, .">17, 037 ines. V y Z\ 540 y 547 ael 
CYub de Justicia Militar. 
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Bs. Aires, 31 de agosto de 1945. 
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Considerando : 

Que ni prostar declaración indagatoria el recurren- 
te — fs. 363 — mu ni f esto sus dudas sobre la procedencia 
de la jurisdicción militar y posterior mente su defensor 
opuso la excepción de incompetencia de jurisdicción 
fundado en la condición de militar en retiro absoluto de 
su defendido y la íucoustitueionulidud del procedimien- 
to seguido y de la forma cu que estaba integrado el tri- 
bunal, dejando planteada la cuestión federal para recu- 
rrir ante esta Corte, con cita del art. 14 de la ley 48 e 
invocación del art, 1S de la Con si. Xa c tonal. VA tribunal 
dio vista al Sr. Fiscal lieneral y expedida este se reser- 
vó ln cuestión para ser resuelta oportunamente — fs. 
806, 889, 89G y 901. — A) verse la causa el defensor | ti an- 
tea do nuevo la cuesiión, lo mismo que su defendido 
— fs. 1800 y 1872—. La sentencia rechaza la excepción 
y condena, el recurrente interpone el recurso y el Con- 
sejo Supremo lo concede —fs. 2013, 2123 y 21 2(5— . 

Que el recurso extraordinario procede. Kl apelante 
La sostenido ante el tribunal militar que el conocimien- 
to de la causa corresponde a la justicia fede.al y la de 
cisión ha sido con Ira ría al derecho (pie se ha fundado 
en el art. 18 de la Const. Nacional —art. 14, iue. .T, ley 
48; Fallos: 14!», 2o4— . Es cierto que al interponer el 
recurso no se lo ha fundado en ía forma que prescribe 
el art. 15 de la ley 4S, pero si se tiene en cuenta que la 
cuestión ba sido planteada en forma desde el primer 
momento, que ante los tribunales militares no se admite 
la defensa letrada —art, HUÍ del Cód. de Justicia Mi- 
litar — , que el tribunal ha concedido el recurso, que Jos 
coprocesados del recurrente, en Ja misma situación, ob- 
tienen la declaratoria de incompetencia por vía de inhi- 
bitoria, el caso aparece como aquéllos de excepción en 
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los que la Corto lia admitido la procedencia del recurso 
a pesar do la forma defectuosa de su interposición 
—Fallos: 167, 4*23; 191, 191—. Lo contrario conduciría 
a la frustración de un derecho por un exceso de for- 
mulismo. 

Que la incompetencia de la jurisdicción militar para 
conocer en el caso cuando se trata de un militar reti- 
rado, como el recurrente, ha sido resuelto en la fecha 
on la contienda de competencia trabada entre el tribunal 
a-quo y el Sr. Juez Federal en la inhibitoria de juris- 
dicción promovida por el mayor retirado Fernando A. 
de Lezica. Basta referirse a los fundamentos dados 
allí ron amplitud para resolver el presente caso en el 
mismo sentido, evitando repeticiones inútiles. 

Por estos fundamentos, oído el Sr. Procurador 
General de la Nación, se declara que el Consejo Su- 
premo de Guerra y Marina no ha tenido jurisdicción 
para juzgar al General de Brigada, retirado, Adolfo 
Salvador Espíndola y, en consecuencia, se revoca la 
sentencia iU* t's. 201 3 con relación al mismo y en cuan- 
to ha podido ser materia del recurso extraordinario, 
debiendo el recurrente ser puesto en libertad. 

Antonio Sacahsa — TS. A. Na- 
xau Axchohrxa — F. "Ramos 
Mejía — Tomas D. Casares 
(scfftht su voto cu la causa ci- 
tada). 
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JOSE FRANCISCO SlTAREZ Y OTROS 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Reqtiitito» formales. Introduc- 
ción de la cuestión federal. Oportunidad. Planteamiento en el es- 
crito de interposición del recurso extraordinario. 

Es improcedente el recurso extraordinario interpuso por 
quienes no luiu planteado durante Ja secuela del juicio la 
cuestión federal referente a la incompetencia de la jus- 
ticia militar en que Jo fmulau, y con mayor razón aún 
respecto de quienes, además han promovido contienda 
do competencia por inhibitoria. 

RECURSO EXTRA ORDl X ARIO : Requisito» formales. Interposi- 
ción del recurso. Fundamento. 

Aun cuando en el escrito de interposición no se expresen 
los fundanicnlos del recurso extraordinario tul como lo 
exigen Jo ley y la jurisprudencia, por excepción debe de- 
clarárselo procedente en atención a cpic Jas cuestiones fe- 
derales* — consistente una de ellas en la falta de compe- 
tencia de la justicia militar para juzgar a un militar re- 
tirado— fueron oportunamente introducidas en la causa 
y resueltas en mitra de las pretcnsiones del apelante por 
el Consejo Supremo de tiuerra y Marina, a que ante los 
tribu na lew mil ¡lares no pudo el procesado valerse de de- 
fensor Mrado por prohibirlo el art. lUti del Código de 
Justicia .Militar, y a la circunstancia de que los eoproce- 
sados (jiu* estaban en la misma situación que el recurrente 
han obtenido lu declaración de incompetencia per vía de 
inhibitoria. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia militar. 

Compete a la justicia federal conocer en la causa sobre 
conspiración para ta rebelión prevista por el art. '¿Wt del 
Código Penal y el art. &2'2 del Código de Justicia .Militar, 
promovida contra un militar que en la fecha en que ocn- 
rieron los hechos estábil en situación de retiro; por lo 
cual la semencia del Consejo Supremo de Guerra y Marina 
que lo condenó debe ser declarada nula y el procesado 
puesto en libertad. 
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Dictamen del Pbocuiudoh General 
Suprema Corte: 

Consta a fs. 205)0-21 57, 2130, 2101 y 2.188, de la 
causa principal, (pie el H. Consejo Supremo de Guerra 
y Marina des estimó los recursos extraordinarios inter- 
puestos -i fs. 20SÍ)-2147, 2127, 21;>S y 21 SI contra el 
Tallo de fs. 201 3-2033, por las cuatro pers inas que aho- 
ra acuden por vía de (pie ja directa a Y. K., en este 
expediente. 

Estudiados los ¡lutos principales, no encuentro 
planteara cuestión federal alguna ol recurrente Daul, 
a! tiempo de presentar su defensa (IV. ISOtí). Inició, es 
cierto, una contienda de competencia ante el Kr. Juez 
Federal Dr. Fox; poro ella ha sido desestimada con 
fecha lo de junio ppdo,, por habérsela deducido con 
posterioridad al fallo del II. Consejo; y la apelación 
correspondiente, se Italia actualmente unte la Cáni. 
Fed. Xo es posihlc que el redamo tramite a un tiempo 
por dos vías distintas; 

Los recurrentes Léxica y Kuároz tampoco propu- 
sieron cuestiones federales en sus defensas de fs. 1.828, 
lStn y 1883 I1alucml0.se limitado a mantener las con- 
tiendas de jurisdicción que son materia de otro expe- 
diente —el C. 1041, Lili. IX— donde con esta misma 
fecha expido dictamen. 

El recurrente Palacios objetó a IV. 1S24 la juris- 
dicción del TI. Consejo, fundándose en los arts. 118 y 
110 del (Vid. de Justicia Militar, excepción (pie fué re- 
chazada (consid, 4', fallo de fs. 2030), 

Ello significa que en los tres primeros casos el 
recurso fué bien denegado. En el cuarto, y atenta la 
circunstancia de haberse fundado en tiempo el recurso 
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a fs. 2147, correspondería abrirlo tan sólo en cuanto 
atañe a denegación del fuero, única cuestión federal 
que resulta oportunamente planteada. A tal respecto, 
doy por reproducido en lo pertinente el dictamen a que 
acabo de aludir, sin otra salvedad que la ya hecha valer 
por el II. Consejo: ni siquiera estaba retirado Pala- 
cios, cuando cometió algunos de los hechos que se te 
imputan. 

A mérito de ello, corresponde man tener el fallo 
apelado en cuanto pudo sur recurrible para ante Y. E. 
— Bs, Aires, julio -T> de 11*40. — ¡fam Aleare*. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

lis. Aires, 31 de agosto de 1040. 

Y vistos: Los recursos de hecho por denegatoria 
del extraordinario deducidos por los coroneles en re- 
tiro José Francisco Suárez y Juan José Palacios, el 
coronel Emilio A. Daul y el mayor en retiro Fernando 
A. de Léxica en el juicio que se les sigue ante el Con- 
sejo Supremo de Guerra y Marina, por conspiración y 
proposición para la rebelión. 

Considerando: 

Que los recurrentes Léxica y Suárez no plantearos 
cuestión federal alguna, limitándose el primero a ad- 
vertir la cuestión de competencia que tenía planteada 
ante el Sr. Juez Federal y lo mismo hizo el segundo 
en su exposición — t's. 1SJS, ISbT y 188.'?—, por lo tanto 
el recurso extraordinario ha sido bien denegado. Por 
otra parte el recurso se fundaba en la incompetencia 
de la justicia militar a cuyo efecto habían deducido la 
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correspondiente excepción por inhibitoria, que ha sido 
resuelta en la fecha, y no podían discutir la misma 
cuestión por dos vías distintas. 

Que el recurrente Danl no apareee planteando cues- 
tión federal alguna durante la secuela del juicio, inter- 
pone recurso extraordinario después de la sentencíá, en 
subsidio de los de aclaratoria, nulidad y revisión que 
también interpone — fs. 2127 — y le es negado a fs. 2130. 
lia sido bien denegado de acuerdo con los nrts. 14 y 15 
de ía ley 48 —Fallos: 179, 54; 18G, 003; 190, 406—. 

Que el Sr. defensor de Juan José Palacios planteó 
en su defensa — fs. 1824— la i nroni potencia de la juris- 
dicción militar, dejando planteado el caso federal con 
cita del arr. 14 de la ley 48, dictada la sentencia inter- 
pola' recurso extraordinario a fs. -14S, (pie le es nega- 
do a fs. 21 Gl por no ha be r sido invocada con anteriori- 
dad a la sentencia a pelada un derecho federal con la 
solemnidad establecida por las leyes nacionales 48 y 
4l).V> y haber pasado a sil nación de retiro el 11 de abril 
de l!*4."j. Si bien n<> se lia invocado expresamente el 
fuero federal al deducir la excepción ( |e competencia, 
dados los antecedentes de otras cuestiones de competen- 
cia promovidas en el mismo juicio es evidente (pie se 
sostenía la procedencia del fuero federal. VA recurso 
extraordinario es, por lo tanto, procedente y así se dc- 
etnra — Fallos: 254 — . Si alguna deficiencia se ad- 
vierte en la forma, cabe reproducir aquí lo que en la 
f celia se dice en el caso del General Adolfo Salvador 
Espíndola* 

Que en cuanto al fondo del caso, por no ser necesa- 
ria mayor substanciación, dada la fecha de retiro del 
recurren le y lo resuelto en la fecha en los casos del 
general Espíndola, los coroneles Mascaré, Corradi y 
Suárez y mayor Lezica cuyos fundamentos se dan por 



FALLOS DE LA COSTE SÜPSEHA 



reproducidos, para evitar repeticiones inútiles, debe de- 
clararse la incompetencia de la justicia militar y revocar 
la sentencia en lo pertinente. 

Por estos fundamentos, de conformidad en parte 
con lo dictaminado por el Sr. Procurador General de la 
Nación, no lia lugar a los recursos de hecho deducidos 
por los coroneles José Francisco Suúrez y Emilio A. 
Daul y mayor Femando A. de Lcjíípu, y se declara que 
el Consejo Supremo de Guerra y Marina no lia tenido 
jurisdicción [tara .juzgar al coronel en situación de re- 
tiro Juan José Palacios y, en consecuencia, se revoca la 
sen teñe iu de fs. 201 ¡i de los autos principales con rela- 
ción al mismo y en cuanto ha podido aer materia del 
recurso extraordinario, debiendo el recurrente ser pues- 
to en libertad. 

Antonio S-iuajína — B. A. X.\- 
ZMt Aní iioiikna — F. Ramos 
Mkj í.\. 



Año 1945 — Septiembre 



TOLO E. nOUIÍGAÍ'LT v. NACION ARGENTINA 

JURISniCCÍOX Y COMI'ETEXCIA: Competencia federal Por las 
persona*. Xaetñn. 

No corresponde a la juntiña federal sino a la ordinaria co- 
nocer en Ja demanda sobre indemnización de accidente del 
trabajo promovido contra la Nación por un agente de la 
Policía Montada de la Capital. 

JÜMSDICCWX Y COMPETENCIA: Principio* genérale». 

Aunque con arreólo a reciente jurisprudencia «en incompe- 
tente la justicia federal para conocer en les j nidos sobre 
indemnización de accidentes del trahnjo promovidas contra 
la Nación por aírenles de la Policía Montada de la Capital, 
aquélla debe continuar interviniendo hasta la total termi- 
nación de la causa iniciada y tramitada con anterioridad 
a la mencionada jurisprudencia. 



Y vistos los autos "Bonrgnult, Polo Emilio v. Gob. 
de la Nación sobro accidente del trabajo", en los que 
se bn concedido al actor el recurso extraordinario con- 
tra la sentencia do fs. 83, denegatoria del fuero federal. 
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Bs. Aires, 3 de septiembre de 1945. 
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Considerando : 



Que el 6 de julio de 1943 el actor promovió el pre- 
sente juicio contra la Xucíóu para obtener el pago de 
la suma do $ íi.ÜÜO f % en concepto de la indemnización 
que sostiene le corresponde según el arl. 8, inc. h), de 
la ley 9(388 y el art. 34, inc. g), del decreto reglamen- 
tario, con motivo de la hernia que le sobrevino a con- 
secuencia del accidente sufrido el í> de julio de 1942 en 
la Cap. Federal, mientras prestaba servicio como agente 



de la Pul i cía Montada de dicha ciudad. 

Que, desde luego, conforme a lo resuelto en Fallos: 
199, 475, el conocimiento de las causas de esta natura- 
leza es ajeno a la competencia de la justicia federal, 
por tratarse de una neeión fundada en el derecho co- 
mún y referente a cuestiones que han surgido con mo- 
tivo de la relación de dependencia en que se hallaba el 
actor con respecto a las autoridades encargadas de la 
administración y gobierno de la Capital de la Repú- 
blica. 

Que, sin embargo, ello no es óbice para (pie la jus- 
ticia federal continúe conociendo en este juicio porque, 
como también ha declarado esta Corte Supieran, son tri- 
bunales competentes para conocer en un litigio los que 
lo eran según la jurisprudencia imperante en el mo- 
mento de trabarse la litis-contestación, aunque baya 
cambiado después orientándose en sentido opuesto (Fa- 
llos: ltfl, 137 y doctrina de *JOI, 1S(>). Y son numerosos 
los casos en que, con anterioridad al fallo del tomo 1!Í9, 
pág. 47á, la justicia federal y este Tribunal lian cono- 
cido con motivo de a ce i den tes ocurridos a agentes de 
policía de la Capital (Faltos; 177, .110; 181. 2ííS; !Sl\ 
84; 18b\ 511; 1!H, .14; 1ÍHI. 1H4 y otros). 

Que, por consiguiente, habiéndose 'imetft&Q este 
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juicio y, aun más, producido toda la prueba y alegado 
sobre ella con anterioridad a la fecha en que fué dic- 
tada la scntoncÍH publicada en Fallos: 109, 475, corres- 
ponde aplicar el criterio precedentemente recordado. 

En su mérito, revócase la sentencia apelada y de- 
clárase t\\w la justicia federal debe continuar enten- 
diendo en la presente causa. 

Antonio Sais auna — 15. A. Nazab 
Anohobena — F. Ramos Mejía 
T. D. Casabes. 



S. A. CIA. SAN PAULO DE FABRICACION DK AZUCAR 
v. DIRECCION C.ENERAL DEL IMPUESTO A 
LOS REDITOS 

iémSGRlBGl&Ñ: tiempo <!e la prmüpiMn. Lc^s t« pretales. lm- 
pnvsto tt tos rídittrs. 

Liv prescripción bienal establecida por el art. 24 del texto 
ordenado del impuesto a loa réditos para los casan de pago 
por error, no vi pe los supuestos de demandas contenciosas 
«ubre repetir ióu riel impuesto paparlo voluntaria o compul- 
sivamente contemplados en el art. 41 de la citada ley, a los 
(pie es aplicable la prescripción decenal. 

PACO: Prolrsta. GenernlUhi*tc?. 

El requisito de la protesta no es necesario para la proce- 
dencia de la repetición autorizada por el art. 41 del texto 
ordenado de la ley 1U>S:) sobre impuesto a los réditos. 

DEUAXfiA: fíetiumtu* «o* lo drowwh. ihnwnta». 

Los documentos que segúu el art. 10 de la ley "¡0 deben ser 
presentado* con la demanda, son aquellos en que se funda 
el derecho del actor y no Ins que sólo sirven para compro- 
barlo. 
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IMPUESTO A IOS REDITOS; Procedimiento ¡/ recurso», 

No atribuyéndose al contribuyente dolo o fraude en su 
declaración ni ¡mediando evidentes errores de cálculo o de 
concepto, la liquidación del impuesto a lo* réditos efectuada 
por el inspector comisionado id efecto por la Herencia o la 
l)ir. (ienerai y acopiada pur cj interesado que pagó su im- 
porte, no puedo ser válidamente red i lien da por ellas pura 
cnhnir una nueva suma aunque no hubieran dictado re* 
solución alguna aprobatoria de dicha liquidación. 

IMPUESTO A LOS REDITOS; ¡{Mitos <M t-^rcio, <h> l, iu<ht.*trfo, 
proferían?*, etc. 

Las normas del decreto reglamentario del impuesto a los 
réditos ili'l L¡ de enero de VXi'J referentes a tos coeficientes 
de amortización son inaplicables a las liquidaciones 'le di- 
cho gravamen correspondientes a los períodos anteriores a 
(Helia fecha efectuadas en atención a los usos y costumbres 
corrientes en c] ramo, rumo lo disponían los decretos ante- 
riormeitto en vigencia y no impugnados por la Din del Im- 
puesto como excesivos o improcedentes. 

SlIXTCNTtA OKI. .IITJ5 !■'! i>i:n.\L 

lis. Aires, junio ]2 do 1!M4. 

Y vistos: Para resolver estos auto» caratulados, "Cía. San 
Pablo do Fabricación de Azúcar S. A. v. (iobierno de Ja Nación 
S. repetición '\ de los que resulla: 

1» Que a f.s. 1") so presenta la adora deduciendo formal 
demanda contra ci (lob. do ta Nación por repetición de la suma 
do $ "i4.Híl2.(tS m/n. que le lia exigido indebidamente la Dir. del 
Imp. a los ¡íéilifrw. mérito ríe las siguientes consideraciones: 

Dtco ipte desde la vigencia de la ley 11.682 bn cumplido 
estrictamente con la obligación de declarar anualmente bajo 
juramento las ganancias imponibles. 

Que en el año l!Wf¡ se delegó a un inspector especial para 
que controlara esas dee] a raciones, a raíz do la cual se le for- 
mularon ciertas rectificaciones, oblándose ©n consecuencia la 
sorna (pío por tal motivo se le exigió. Que posteriormente en el 
año 1ÍI3H. se delegó otra comisión, constituida por los inspectores 
Cercijo y Rovíra, quienes no solamente controlaron los períodos 
19a4/35/36/37/3$, sino que también extendieron ese control o 
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períodos lf>31/32/:i3/,*J4, qur h$b¡kto siído motivo cté la ante- 
di ir inspección como se lia señalado, exigiéndosele, en concepto 
de diferencia de impuesto la suma que motiva esta litis de acuer- 
do al rea jaste, practicado. 

Se sostiene en primer lugar que respecto a los tres período» 
l!Ktl/:i2 ,'3:i/:t4. im ha podido Ja Dir. Oral, do Imp, a los liéditos 
rever la resol ación definitiva recaída en el año líWíi, porque 
existe respecto a elfos cusa juzgada. Se agrega a continuación 
que. por otra fiarte la nueva inspección un encontró re.s|)ecto a 
OSOS períodos ningún rrror de eáleulo — susceptible de enmien- 
da— siendo que las diferencias anotadas derivaron de la aplica- 
ción ife nuevas normas dictadas con posterioridad, cuya ¡implica* 
bilidud resulta, evidente ile ron formulad con h> dispuesto por los 

arte. 3* y 4 tf del Cód. Civil, (¿ue el misino argumento cabe res- 
pecto de Jos períodos HKU/lto/SS/Sf/tfh, a los que también se 
le aplicaron las nuevas normas derivadas del decreta reglamen- 
tario del uño líi;tí>. Opone subsidiariamente la prescripción 
respecto a U>s dos \ primeros períodos motivo de este reclamo 
0!l¡íl/:t2/:W). de conformidad con lo dispuesto por el art. 23 
iue. a) de la ley 1I.(Í*'S. Luego se hace referencia especial de 
Cflda uno de Los rubros que fueron materia de rectificación 
(intereses, impuesto provincial, aiimrtizac iones, explotación 
quinta, cañaverales, itc..*.) a cuyos efectos el stiseriplo se 
remite al escrito de demanda i Is. 15, jirt. IS, ley 11.1¡s:{. T. O,). 
Se funda la acción en los «rt«. 2'-\ 22 y 2:i de la lev 11.1182; 
art*. W v de la lev 1L<¡*:¡ ; arls. 40 del I). ]í. de V.m v arts. 
lili) del D. R. tte 1039; se invoca también los arts. 3*, 4*, ®,$ y 
7!>2 y concordantes del Cód. Civil y art, 1(¡ de la Constit. 
Nacional. 

Ku definitiva se pide la devolución de la suma reclamada 
con intereses y costas. 

2'' Declarada la competencia del juzgado y corrido tras- 
lado fie la demanda el Sr. Procurador Fiscal, Dr. Víctor J, 
Paular, i Cornejo, a fs. 42 se presenta contestando y dice: 

(¿no la demanda es improcedente. Afirma cu primer lugar 
que la aclara no ha acompañado con su demanda la prueba del 
pago reclamado ni se refiere a ella en la documentación perti- 
nente por lo que corresponde nplicir en el raso la sanción 
prevista en el art. 11} de la ley 50. Airrega que las protestas for- 
muladas por la acloca carecen de eficacia con lo que se demos- 
traría la falta ríe uno de los requisitos esenciales a los efectos 
do la repelle ion perseguida. Opone la prescripción que autoriza 
el art. 24 de la ley ll.liHU. Luego entra a analiisar cada uno 
do los rubros cuestionados en la demanda, oponiéndose oxpre- 
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aametito a las impugnaciones formuladas por la achira a J¡¡ li- 
quidación practicada por la Dir. de Kéditos, .sosteniendo en de- 
finitiva t|iio ella es eorreet?» y se ajusta estrictamente a las 
preceptos legales y nylnmcntnrii s cu vigencia. i*ide en del'iui- 
tiva el rechaza tle la ncmóit con especial condenación en costal** 

( 'misideraiidn ; 

1^ (¿iic el .fu/gado entrará a analizar en primer término 
la defensa de prescripción que entre otras articula la demau- 
dada en su Perito de responde (fs. 42) dado la naturaleza de la 
misma. 

Prescripción. --- La defensa del ruin» ha sida t'nndaita 
par el Mr. Procurador Fiscal en e] escrito de referencia, en el 
art. -4 de la ley 1 1 .lí^:t. respecto a todos Jas pagos efeet nados 
con anterioridad a los dos años anteriores a la fecha de la 
tnieuieiou de la tleraalida. s'uít ■•uí»*tiilfi que résped» a ellos se 
ha producido la caducidad articulada- Se opone la aetora a 1al 
defensa. MMirnicndo por su parte ipie ej plazo legal señalado 
no lia transcurrida en el caso de antas. 

Kntrando a analizar la cuestión planteada, advierte el 
Juzgad» (pie la repetición intentada en este juicio no se tunda 
ni ninguno de los supuestos previstus en el referitlo art. '2\ 
(error de hecho u i|e derecho; error de cálculo ci conceptué, lia 
acción intentada tiene par finalidad ohicner la de vi dación 
do una Mima exigida compulsivamente por resolución de la 
Dirección General del [nipuesto a los Réditos, acción que cMá 
expresamente autorizada pin- el art, 41 de la ley 1 l.h's:l i T. < >. ), 
Ka tal .supuesto hl prescripción aplicable no es la bienal romo 
lo srstiene la demandada 'art. 24 Út,), .sitio la decenal pie 
vista por el art. 402$ de) ('. ('i vil en razón <le «pie la ley es- 
pecial <art. II de la ley ll.títí3) no dispone tmda al respecto. 

Sobre id particular e| suscripto no erre necesario abun- 
dar en mayores consideraciones, dado que ''do ha sido re- 
suelto va por la jurisprudencia en chmis análogos (ver (i. 
t. IfiS, p. 537; S. t\. fía. (¡ral, de l'Woms. falh. del IT 
do jimio tic 1!M*2> a euy«É antecedentes se remite Cúino mejor 
fundamento de esta sentencia. 

2'-' i¿w tampoco puede ser ólúee al progre^i de esta de- 
maiula la latía de protesta y la disposición contenida en el 
art. lll de la ley n" 50, que también invoca la defensa en su 
escrito de responde fía, I L' ) . 

Respecto a la protesta» dehe señalarse ipie en ninteria de 
impuesto a los réditos, este requisito no es sarío porque la 
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acción de repetición se halla expresamente autorizada por la 
ley (artü, 24 y 41, ley n* 11.683) sin sujeción a tal requisito, 
lo uno. por 1» demás, ello ha sitio materia de diversos pronun- 
ciamiento* en el sentido ex [irosa do (ver S. C. in re "Standard 
0¡¡ <-i>. v. Fisco", 2-1242 v "Cía. Argentina de Pesca v. 
Fisco" 21-12-42). 

Kn cuanto ..e refiere a la sanción prevista en el nrt. 10 
do la tey u" 50. su i mi pl ¡cubil ida d resulta en el caso mani- 
fiesta, ya que la documentación relativa a la prueba del pago 
de la Mima cuestionada no hace al derecho en sí, sino a la 
prueba del mismo, a b (pío conviene agregar que las actua- 
ciones administrativas donde existe constancia del mismo se 
lian individualizado con toda precisión en el escrito de fs. 15 
y fueron a su vez debidamente agregadas a estos autos con 
anterioridad a la contestación de la demanda (ver oficio de 
fs. 4(1). Conviene pi r lo demás tener presente <pie en tal sen- 
tido m* ha pronunciado la jurisprudencia en casos análogos 
(ver s. (',. Fallo... t. -(i, p. 4'25; t. 4b. p. l!í : t. r.]\\. p. 295; 
ele . . , ). 

:!'■■ (¡ne descartadas en ta forma precedentemente conside- 
rada tas cuestiones previas, opuestas por la defensa, corres- 
ponde entrar a analizar las demás articulaciones de fondo que 
se lian planteado en esta demanda. 

Se sostiene en primer lugar en e] escrito de fs. 15, que 
In Dir, (leñera I no ha podido válidamente rever, en la resolu- 
ción definitiva (pie motiva esta lilis, los períodos 1 ;W2/:rJ/34/35, 
desde que respecto a ellus existe cosa juzgada y siendo que, 
por b demás, el reajuste aplicado se hizo en base a normas 
derivadas de una reglamentación posterior a la fecha de su 
liquidación primitiva efectuada con el control de la inspec- 
ción decretal la en el uño 1 !>¡J5. I «rúa luiente se sostiene que las 
rectificaciones hechas a los posteriores períodos l!i:ifi/36/37/ 
MS/:¡¡), tampoco son procedentes, porque ellas se hicieron tam- 
bién en has,e ¡i !¡i rejilariieiil ación diel ida con posterioridad a 
la fecha do la liquidación de esas declaraciones. Subsidiaria- 
mente se opone la prescripción quinquenal respecto a los pe- 
ríodos 1932/33/34, y luego se impugnan parcialmente cada 
uno de los rubros ipie fueron motivo del ajuste cuestionado. 

4'' (¿no la cuestión relativa a la existencia tic cosa juz- 
gada respecto a les periodos 1031/32/311/31, que según resulta 
de las constancias de autos y obrados mvu ilustrativos apre- 
sados por cuerda floja fueron objeto (te inspección y liqui- 
dación definitiva en el año [$85; a juicio del proveyente debe 
prosperar. 
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Si bien os cierto que conforme Jo dispuesto por el art. 10, 
apartado 3* de la ley n* 11.083, es facultad de la Dirección 
verificar en cualquier momento las declaraciones juradas do 
los contribuyentes a cuyos efectos podrá inspeccionar lili ros, 
documentos de contabilidad y cualquier otro clemcnlii do jui- 
cio que creyera pon ven i cu te a tales fines, facultad i|ue de 
acuerdo & lo dispuesto por el art. 2*1. ¡uc. a) subsiste por el 
tcmii'jo 'de cinco años, ello no implica forzosamente que tal 
atribución pueda ejercerse eu forma absoluta y diserevional- 
mente. Cuando en uu caso como el ocurrente, lia mediado en 
la liquidación del impuesto la intervención de la propia Di- 
rección, es de suponer que en lid oportunidad m> han cumplido 
todos los recaudos legales que esta tiene a su alcance para pro. 
ceder al ajuste del impuesto adeudado. No es dable aceptar 
en tales supuestos que la propia Dirección que liquidó y 
aprobó las declaraciones pertinentes, pueda posteriormente re- 
ver sus propias resoluciones modificando así situaciones defi- 
nitivas. Ella implicaría establecer una inestabilidad en el de- 
recho del contribuyente que consagraría i" 1 sistema peligroso 
para la economía privada y que por lo demás nos conduciría 
al desconocimiento de la cosa juzgada que, en lo administra- 
tivo, existe con el mismo grado v efecto que en ¡o judicial 
(ver S. V. Fallos: 1*o, 177; lSfí/líítl : 1*S, 142). 

Al respecto n incluís otras coi i* i de rae iones podrían formu- 
larsc sobre el particular, pero el suscripto cree innecesario ha- 
cerlo por tratarse de una cuestión que ha sido ampliamente 
debatida en una causa análoga al presentí' y que fué materia 
de un prolijo análisis por parle del ex- juez Federal. Dr. Emilio 
L. González cu la sentencia dictada in re ''Eltcagaráy Pedro 
N. v. Fisco'* con fecha 13 de noviembre de 11(41. sentencia que 
fuá confirmada por la í'ám. Fed. y la Suprema Corte de la 
Nación (ver./. ,t., 1¡M2-l V ; S. ('. Fallos, t. lí»7, p. 2H!M. 

No puede ser íbice al criterio precedentemente señalado, 
el argumento que se hoce en el 2* apartado de la resolución 
del 12 de aposto de 1!M0 (ver fs. 13 vía.. 5« cuerpn agregado 
al Expíe, n* 40(5:1/41 1>. ti. 1. II. que so ha acumulado a estos 
autos) y que el Sr. Procurador Fiscal reproduce en sn escrito 
de responde (fs. 42) cu el sentido de que respecto a los perio- 
dos 1931/32/:i:t/;í4. no existió resolución definitiva. 

En la oportunidad expresada a raíz de la inspección La- 
gos, la Dirección formuló las rectificaciones que la actora 
rechazó en loa términos de su presentación del 2 de septiembre 
de 1D35 (ver fs. 21. cuerpo 3*. D. G. X. R.. que corre agregada 
por cuerda floja)» con motivo de c-a presen t ación, la Dircc- 
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ció» réqtiMé ciertos informes a la delegación do Tueumán 
con tos iiiie se llegó a im nuevo reajuste (ver fs. 32, Expte, 
rít ) qnc fué en-defiuitiva aceptado por la Empresa (ver fe. 
33 expte. pit). I>e ello se signe, por tanto, que en esa oportu- 
nidad hubo conformidad de p:irtes, ruwm (pie haeñi innecesaria 
toda resolución en ese sentido. Pero de allí a sostener que no 
hubo resolución definitiva hay una gran difercneia. Lo cierto 
es que la liquidación correspondiente si esto* períodos se hizo 
<-.m intervención de la Dirección y el pago delnntivo se hizo 
coa su aprobación expresa. Tampoco puede ser óbice al efecto, 
la iiou que corre agregada a fs. 38 del mismo expediente en 
que el .lele Divisional» 8?. Torre, haee saber a la aetora que 
el acuse recibo de bis líquiducimu-s "no importa conJonnlfltfl 
con los díitos consignados en ellas", porque esa comunicación 
s<- hizo eou posterioridad a la liquidación definitiva y, ade- 
inás porque si so aceptara (al criterio, resultaría que cualquier 
resolución quedaría enervada eou la simple remisión de una 
nota en los términos que se ha dejado expresado. 

Aceptada !a demanda en la parte que mutua ''stas eonsi- 
den.cioncs (períodos 1931/32/33/34), resulta innecesario en- 
trar a ronsidentr la pn «-ripción que, por vía de acción y subsi- 

diariamente nlcL'ó la >ra en .su estrilo de fs. 1 Ti respecto s 

los períodos 11131/32/33. va que eual.pneni fuera la resolución 
a adoptarse frente a esta arl íeulaeion, en nada vanaría la 

solución aceptada. 

ñ» Que corresponde ahora entrar a considerar la parte 
de la demanda cu que se impugnan los reajustes liquidados 
n„r los períodos 1934/Sa/36/3?/3& 

Sobre el particular la aetora sostiene en primer liiRar que 
]¡, Dirección no lia podido para ello aplicarle las normas de- 
rivadas del I), I¡. de la ley „» 11. «S2 del uño 1WB». porque c lo 
implicaría dar efecto relroadivo n la rrlcrida reglmiienlB- 
«■ión en crnln, de |„ dis[ sin por el arl. de) ( mi. iv má- 
xime si se tiene en cuenta que en hi nporl unidad de proce- 
derá- a la segunda inspección decretada por ésta, los «BW 
c ados de ella no comprobaron error -s d. cálenlo ni ocul ta- 
ndeólo en lo.s heneliGÍos imponibles. U difereia m (pie en su 
contra se le liquidó defínil ivaiuente proviene de la aplicación, 
como se ha dicho, de nuevas normas de apreciación de valores, 
nmortiiaeioiii» y coeficientes. Y en segundo término impugna 
pareialmente cada uno de los rubros rectificado* por Ja reso- 
Im-ión definitiva .pie mol iva esta presentación. 

(i* Une indiscutiblemente, la aplicación de las normas de- 
rivadas del ü. K. del año 1039 (2 de enero), de las que se hizo 
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mérito en las ronlueicnes impugnada* d>| M de n-rosio 1 340 
y 27 do mayo de 19J1 íver fs. 1*J y 47 de] ó 1 ' cuerpo aiíi i-pradn 
al cxpte. n> 40íi:t, D, tí. I. I?. ipie corre por cuerda floja), 
no ha podido hacerse válidamente respecto a los períodos que 
motiva est e pronuncia míen! o, toda vez que ésta es de fecha pos- 
terior a ta de las liquidaciones euesl infladas. 

En re^la consagrada cu materia de aplicación de las; leyes 
que éstas rijíen para el futuro y que no pueden tener efecto 
itttrú&eHva (art. 3' del Cotí. Civ.), por h> que. en el caso, la 
aplieabílidad de tal D. li. citad" no ha podido léxicamente tener 
efecto alguno résped n ¡r ]ns pagos de mi impuesto anterior a la 
fedm en fpie tlielia re^daincntucMti fuera dictada. 

Sin perjuicio do cl!«t, debe, por Eo demás, sjírejrnrse (pie en 
el caso partiedlar que se analiza, tuda duda al respecto queda 
definitivamente aburada frente a la disp 1 iciún contenida en 
el art. 1 -">!> de dicha reglamentación, la «pie expresamente di>- 
ponequo *ui aplicación si» hará ¡i partir del V } de enero de l'X.'.l 

7'' Que descartada así la posibilidad de aplicar ai mih }»d<- 
efi las disposiciones contenidas cu el D. lí. de! año liKüi. t*or res- 
ponde entrar a analizar si las liquidáronos impugnadas |üOy la 
actora han podido ser motivo del reajuste practicado por la 
Ilir. (ind. del Ittip. a lo* líMitos, de conformidad con las dis- 
posiciones legales y ri"„daiocn1arias véjenles a la feeha de .stt 
liquidación. 

('ornóse ha recordado anteriormente, es indudable tpte Ja 
Dirección ti-ne facultades MificíeuteS para rever las declaracio- 
nes juradas presenta» bus por los eonl ribnyentes de ei nlormídad 

con lo díspiiesto por el art, l<>. apartado 9» de la ley X v iu;s:¡ 
y que esa fai'iillad subsiste por el lénuino de ciñen años (art- 
23, ¡lie. a), ley cit.) por lo que no puede dudarse cu e] supuesto 

de autos que évta pudo legalmente revisar las liquidaciones que 

motivan osla litis. Séfo r-sta en la eiuerjjencia, analizar si las 
rectificaciones formuladas caben d«'ii1ro ilel ivtrimen l.-ral y rc- 
glamentario vidente en los períodos 1u:m '30/00/37/118. 

La ley larl, "J:t. ley X 11.682) dispone que a los efeet 
(le ]» liquidación del beneficio uclo < ¡I* cal e^nria ) se d«dtn¡rán 
Ion rubros seitalailos cu los ím-s. ai. bi. u),, d), e), f), n). h'i, 
i), de acuerdo Con bis instrucciones a i m i>¡« ri i r por la dirección. 
' Y referente a ello, el art. Ifl de \» D. U. de la ley (decreto ilel 
año di>pi>ne que, "inienlras la Dirección 110 establezca los 

coeficientes específicos de amorl izaeión. és(os se liarán de con- 
formidad con lo que corresponda técnicamente y cotí los usos 
y costumbres corrientes en el ramo respe] ¡v M , pero la Dirección 
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podrá no pugnar aquellos que ¡i mi juicio .sean excesivos im- 
procedentes". 

De < ¡Jos se sijiue que para h»s años anteriores a 1939 en 
une entraron ¡i ivjrir las nuevas normas húsiifiis en materia de 
anjortizüciñíi y coeficientes (artw. 99. 10(1 y 101 del D. R. del 
2 de enero de 1939), el procedimiento a seguir en lo que a ello 
se refiere i-ni el que " ttVnieniuciite correspondía de acuerdo « los 
usos y i-rsluinhiTs corrientes en el ramo". Ninguna norma es- 
pecífica determinaba cuál del» ¡a ser el procedimiento a seguirse 
en, estos casos, aun matulo la facultad para dictar normas de 
rata uai lindeza existiera en potencia de aeuerdo a lo dispuesto 
por la ley \ art. 23 rit.j. 

Por tanto, si la Dirección, en sus resoluciones de 1940 
(12 de agosto) y 1941 (27 de muyo), para llegar a establecer 
his deficiencias' allí apuntadas debió aplicar coeficientes de 
amortización (pie un fueron preestablecidos — facullad creada 
por el art. lUfl del I), li. de 1939 pero ipte no existía bajo el 
repinen del art. 4Í» del uño 19:t:i y sus modificaciones de 1935— 
ilcbe reconocerse fpie el procedimiento ado[)tado no fué eon- 
forme a derecho, máxime .si se tiene eu enenla (pie de acuerdo 
a lo que restíífa del prolijo informe producido por el perito 
contador nombrado cu nulos. Sr. Vito N. Potrera, él proeedi- 
mieulo aplicado pnr la adora para la liquidación ha sido hecho 
en liasen una emilabilidad legalmente llevada (libres rubrica- 
dos ipl>- re f le j mi eorreel.i y fielmente las operaciones regis- 
tradas). 

Lus unos y costumbres técnieamenle aplicables al ramo cíe- 
ben udmiiir^' eoioo eiimplidos cu el sub jmlirt y consecuen- 
temente I r l Dirección no lia podido válida mente hacer uso de 
una facultad que sóln fe i-orrespondía en i-I supuesto de (pie ja» 
amorti/ai'tt nes hubieran sido excesivas o improcedentes. Nin- 
guno de esos exl remos se ha alegado para .juslifiear las recti- 
ficaciones que motivan esla lilis, por el contrarío en los propios 
infirmes producidos por los Sres. inspectores tpie intervinieron 
en el reajuste de las liquidaciones se expresa que bi empresa 
ha facilitado su tarea ron exhibición de toda la documenta- 
ción que se- lleva rorreetnm. nte, 

lilis conclusiones diferenciales a fliie se arriba provienen, 
como se ha expresado, do la aplicación de nuevas normas rela- 
tivas a la forma de amortizar y sus coeficientes creadas por el 
1). lí. del año 1030 cuya inapltcnbilidad al easo es manifiesta, 
segfin se ha demostrado anteriormente. 

Las conclusiones a qne se ha arribado precedentemente ic- 
cídeu til proveyenfe por la aeept ación del reclamo intentado *a 
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estos mitos en los t<" mimos del escrito tic fu. 15, y asi ac declara. 

7» (¿ue en cuanto til monto de lo que corresponde devol- 
ver de conformidad con lo dispuesto por el nrt. 7í>2 del Códi- 
go Civil, estése n lo que resulta ele las constancias de autos 
—diferencia existente entre la. liquidación practicada por la 
Empresa y la que (Mi definitiva estableció la Dirección — toda 
vez que ello surge claramente establecido en el informe piodu- 
eido por el perito contador, ( Ver fs. Í60 a Ittfi). 

Por las precedentes eoiisidcraciuiies, fallo: declarando que 
el Gobierno tic la Nación deberá devulvt r a ja .S, A. Cía. San 
Pablo de Fabricación do Azúcar la suma que resalle definiti- 
vamente de acuerdo a lo exprimido cu el séptimo considerando 
de esta sentencia más mis intereses al estiló de los que percibe 
el Banco de la Nación Argentina desde la feclia de la notifica- 
ción de la demanda, debiendo pagarse por mi orden las costas 

del juicio atento la naturaleza de la cuestión debatida. — Al- 
fonso Jj. ¡'oct ttnL 

SENTIINi I \ t)i: LA CÁMARA FkMIKAI. 

lís. Aires, S de noviembre de 1ÍM1. 

Y vistas: Estos autos seguidos por la Cía. San Pablo de 
Fabricación de Azúcar contra Fisco Nacional (Dir, (¡ral. del 
Imp. a los Réditos)) sobre repetición ; y 

Considerando ¡ 

Que bt .sentencia apelada tle fs. 2íi5 examina prolijamente 
las diversas cuestiones planteada* por la compañía aetoru y 
las defensa* opuestas pur Ni parte demandada. Los l'undamcn- 
toH de licebo y de derecho tle dicha sentencia no lian sillo, cu 
manera alguna, desvirtuados por el Min. Fiscal en esta instan- 
cia, pues las observaciones qué éste hace en lo* puntos suple- 
torios del ¡ ii forme tu eme tu» agregan nada a lo que antes ar- 
güyó en breve alegato de fs. ¿28. En esla lilis una cuestión 
de fondo romo lo reconoce el señor Fiscal tle Cámara en los 
citados apunte*, ,. s al la Dir. ©ral. del lmp. a tos Réditos 
puede, válidamente, rever liquidaciones que han sido objeto 
de reajuste previo y que bao motivado su aprobación. La 

sentencia apelada estábil con acierto esta afirmación, cuya 

justicia no w puede desconocer: cuando en un caso como el 
ocurrente ha mediado en la liquidación del impuesto la inter- 
vet ,'ión de la propia Dirección, es ríe suponer que se han eum- 
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piído todos los requisitos lepóles que ésta tiene a su alcance 
para proceder al ajuste del impuesto adeudado. No es dable 
aceptar cu tales su puestos que la propia Dirección que liquidó 
y aprobó las declaraciones pertinentes puede posteriormente re- 
ver sus propias resoluciones. modificando así situaciones defi- 
nitivas. Semeja ule pretcnsión no sólo " implicaría establecer 
una inestabilidad en el derecho del contribuyente" —como se 
dice en la sentencia apelada— sino une convertiría a dicha 
JMr. (¡ral. del hup. a los lí.'ditcs cuyas atribueiones son tan 
extensas, en un poderoso instrumento de coacción sobre los con- 
tribuyentes. 

(jue es asimismo acertada la sentencia de fs, 2:15 en' cuan- 
to establece que bis normas del I), li. de enero de Pl'iíl no han 
podido ser ti plicadas válidamente con efecto retroactivo, esto 
es, ron religión a los períodos que motivan este pronunc¡amicn> 
tu; no sólo por lo que dispone el t'ód. Civ. como regla para 
la aplicación de las leyes un'ts. 3* y 4044), sino por rpie la 
propia reglamentación ipie se menciona dispuso que su aplica- 
ción .se daría a partir del l y de enero de MV.V.). 

Por ello, y per los demás fundamentos de la sentencia ape* 
lada de i's. 2:i."j, m* la i-oufirma en lo principal, esto es, cu cuan- 
to hace hifíar a la demanda en los términos establecidos en su 
considerando ¡v-'; y se la modifica en lo relativo a las costas, que 
se imponen a la demandada en su mitad, por no haber tenido 
razón fiara 1 ilutar. — Cu ríos c/»7 t'mupUt». — Ricardo Villar 
I>,r¡,u>iti. — Juan A. (¡omáhz Vithhnhi. 



V\U.t) l)K LA COKTI-: SLT1ÍÍIMA 

Bs. Aires, .'! ilo septiembre tío 1!)45. 

V vistos: Los del recurso Ordinario de apelación 
concedido a J;i parle demandada n-ti los aillos (íía. San 
Pablo ríe Fabricación do Azúcar v. Fisco Nacional (Dir. 
<Jrnl. Itiip. Réditos), sobre repetición, venidos de la 
Cúin. Vvíh do la Capital. 

Considerando.: 

Que la parte demandada en su escrito de fs. 2;>9 
reproduce lus defensas aducidas por el representante 
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del Fisco en las instancia* anteriores en las que se ha 
analizado y resuelto» con arreglo a derecho y a las cons- 

eon testación. En su mérito se dan aquí por reproduci 
dos los fundamentos expresados en las sentencias de 
1' y 12* instancias y en los fallos de esta Corte que se 
citan en la primera. 

Que la doctrina de] fallo de esta Corte Suprema 
in re Klieagaray w Fisco (Fallos: 1!)7, -W) es asimis- 
mo aplica Me al caso en examen, como lo resuelve la 
sentencia apelada, aunque no mediase en él resolución 
aprobatoria expresa acerca de la liquidación del im- 
puesto verificada por el Inspector comisionado al efec- 
to por la Gerencia o la Dirección General del Impues- 
to. Tuesto que éstas no actúan personalmente, sino 
mediante los inspectores, tanlo en la verificación y 
rectificación de las declaraciones juradas cuanto en la 
correspondiente liquidación del impuesto, Kn su mé- 
rito dche considerarse como definitivas a las liquida- 
ciones de los años VXV2 ti VXU en que intervino el ins- 
pector Lago puesto que en virtud de esa inspección 
— que supone la tmis amplia verificación de libros, do- 
cumentos y comprobantes — el Fisco se acreditó el im- 
puesto que debía alionar el contribuyente. Con el pago 
efectuado por ésle, a raí/ de la liquidación formulada 
por el inspector, termina el derecho de la Dirección 
para ordenar nuevas verificaciones basadas en nuevas 
normas de apreciación de valores, amortizaciones y 
coeficiente-, salvo, naturalmente que el contribuyente 
hubiese cibradfi fraudulentamente en su declaración 
ocultando en ella bienes n rentas sujetos al impuesto, 
n que se tratare de evidentes errores de cálcalo o de 
concepto (arl. 10, ley ll.bXJ) lo que no ocurre en el 
caso en examen. Ki término de cinco anos en que se 
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prescribe ol derecho del Pisco para verificar las de- 
claraciones juradas presentadas por los contribuyen- 
tes, no implica cu modo alguno que la Dirección del 
Impuesto pueda reiterarla cuantas veces quiera du- 
rante dicho término. Pues ello importaría establecer la 
inestabilidad del derecho del contribuyente, con la in- 
eertidumbre de su situación, y el discrecionalismo en 
la Dirección que mantendría en una constante e injus- 
ta amenaza al contribuyente de buena te, en contra del 
espíritu de la ley que tiende a ampararlo en la decla- 
ración que se le exige bajo la solemnidad del jura- 
meuto. 

Ka cnanto a las costas, que la aetora solicita se 
apliquen en su totalidad a la demandada, es de advertir 
que aquélla ha consentido la sentencia de *2* instancia; 
por lo que sólo procede pronunciarse acerca de las 
rostas de esta tercera instancia, que corresponde im- 
poner a la demandada, vencida en el pleito (art. 48, 
ley ll.ÜXÍi)- 

En su mérito, se con firma la sentencia apelada de 
l's. iMfi, con las costas de esta instancia. 

Antonio Saoakna --- H. A. Nazau 
As mu hiena — V. Ramos Mejía 
— T. D. Casabes, 



Ml&niélQ SCHISANI 

J?+Íi!tiÍ9iCCI¡QX S €ñMf*KTKiY(¿M: Cümptrtchcin pm$. Lugar *&Í 
delito. 

VA eoücciraictite oY una clennncia sobre defraudación me- 
diante la entrega (h* un eJicqire *>i" provisión do fondos 
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que además previno en la causa, con prescindeneia del lu- 
gar en que lié fechado y protestado y debía ser cobrado 
el cheque (*). 



PLACIDO AVALOS v. NACION* ARGENTINA 

JUBtLACiÚS DE EMPLEADOS XACIOX ALES: Jubtlnritmn. 
CUine*. Extraordinaria. 

No procede acordar el beneficio de la jubilación extraordi- 
naria previsto en el art. 1!) de la ley 4349 al empleado res- 
pecto de quien no está acreditada la existencia de la ima- 
pacidad en la época en que dejó el servicio, pues los infor- 
mes médicos que invoca fueron producidos cinco anos des- 
pués de ello y no expresan las razones científicas en que 
se fundan sus conclusiones favorables al actor, y, por lo 
demás, de las actuaciones mi ministra ti vas resulta que pidió 
contadas licencias, por pocos días y por causas leves sin 
relación aparente con su enfermedad uctual» y que su baja 
no fué dispuesta por motivos de salud, sino de mejor ser- 
vicio, y después de una suspensión en el cargo que duraba 
desde casi dos años atrás l. 2 ). 



Sector ghiraldo v. samcel pacho 

fíECUÜSO EXTRAOfffilXAfíM; fíe t¡tit\*iloH propia*. Sentencia de- 
finitiva. Setolmianes anteriores a la sentencia definitiva. Varias. 

Procede el recurso extraordinario interpuesto por el actor 
contra la sentencia que en el juicio sumario sobre desalojo 
desestima la impugnación de ineonstitueionalidad de la ley 
12.771 formulada por aquél y aplicando las disposiciones 
de ésta invocadas por el demandado, rechaza la acción. 

COXSTncCiOX XACIOXAL: Derechos >t garantía*. Derecho de 
propiedad. 

La licitud de la ingerencia legal en el monto o plazo de 
los contratos exige que .sea temporal, que Ja justifiquen ox- 
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cepcionales circunstancias y la requiera la atención de su- 
periores intereses generales, y que las medidas adoptadas 
sean razonables y justas. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos ij 'jaranitas. Derecho de 

En principio, bajo un régimen de libertad de contratar 
sólo los jueces pueden revisor los contratos para involi- 
dm-lns — por haberse tronchudo sin libertad, no recaer sobre 
objeto lícito o no reunir las .solemnidades léanles — y la 
equivalencia de las prestaciones libremente cstípu ladea se 
da por establecida, aunque pueda no corresponder a lo 
justo, en atención a la necesidad de dar a los contratos la 
estabilidad que constituye en buena parte el fundamento 
del orden publico. Cuando las circunstancias peñérales han 
hecho que respecto de objetos determinadas de contrata- 
ción ineludible o poco menos, una categoría de contratan- 
tes no se hallara en condiciones de efectiva libertad o han 
alterado de una manera grave y substancial ol valor de una 
de las prestaciones recíprocas y no existe solución en el 
régimen de derecho común, el legislador puede válidamente 
imponer en las estipulaciones modificaciones justas de ca- 
rácter general que no menoscaban «¡no que salvaguardan 
la autoridad del régimen de los contratos. 

CnySTITrClON NACIONAL: Cons>titnc¡onálí£aé e inconsiititciú- 
natidwl. Ln/is nttciomtieg, Comunes. 

El régimen de reajuste de arrendamientos agrícolas esta- 
blecido por la ley 12.771, no e-s vtolatnrio del derecho de 
propiedad reconocido por el ort. 17 de la Const. Nacional. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

A diferencia de lo ocurrido en el caso Van Der 
S traten Pont hoz v. Morganti, fnllndo por V. E. en 21 
de abril último, aquí no está en tela de juicio la inteli- 
gencia do disposiciones de carácter procesal: se objeta 
lisa y llanamente la eonstitiicionalidad de la ley 12.771, 




en cnanto ella modificó relaciones jurídicas contrac- 
tuales nacidas de la libre voluntad de las partes. Ade- 
más, al fundarse el recurso (fs. 115 vta,), so ha invo- 
cado expresamente la imposibilidad legal de que pueda 
volver a discutirse en juicio ordinario la cuestión fede- 
ral propuesta y resuelta en el de desalojo. Me inclino, 
pues, a conceptuar admisible dicho recurso. 

En cuanto al fondo del asunto, guarda ceñida re- 
lación con lo diseutido en el juicio ejecutivo que sobre 
cobro de arrendamientos mantienen las mismas par- 
tes, y motiva mi dictamen de la fecha (')• Lo doy, pues, 
por reproducido. — lis. Aires, agosto -S de 1ÍJ44 — 
Juan Alvares. 



(i) Que dice así: 

* 'Aunque en este caso su trata i1i> juicio ejecutivo, discutida y re- 
sucita conforme lo ha (Ido en primera y segunda instancia la cuestión 
constitucional materia del actual recurso extraordinario, me inclino a 
pensar quo corres ^ raJc abrirlo, lieeuerdo a uü efecto lo revuelto por 
V. F, en 193: 4fi(), y también lu circunstancia que i'l a ¡telante, a) 
interponer n fu. S.¡ dicho rcnirío, invocó i;o ser ya posible rivísi.'tii 
en juicio ordinario, de lo ac|uj foliado. Así parece lo haya entendido 
también la Cámara da Apelaciones en m providencia d^ fs. M. 

Acerca del fondo del asnillo, *<■ trata de VM contrato di» arrea In- 
miento rural, parlado por las partes ante Juez de Vur. el 2 de .junio 
do 1£>41 con arreglo a lo dispuesto en el nrl. 4 de la ley 11.G27/. Loca* 
dor y locatario convinieron libremente precio fijo en dinero, pan o por 
semestres ndclanindos, tres aeos rlc duración, y Iji^ demás condiricMa 
que V. E. hnllará en el documento obrante a fs. -M. 

Vigente tal contrato, en setiembre de \\>i2 el Congreso dictó h ley 
13.771 «obre reajuste «le alquilcn-s agrícolas. por la que au'uriznlm u mal- 
quiera do lo* contratantes para gestionar de tía tríliunnl especial — t "ri- 
mara Arbitral de Arreada miento* — la sustitución 4e1 precio fijo en di- 
nero, por precios variables, referí bles al rendimiento de cada predio, 
en coda cobecha; rcfornia que, iatomátirnmi n'e. hizo impasible el euni- 
plimi.cn to dn cláusula relativa n pago por semestres adelantados. Al 
amparo del nuevo sistema creado per la ley 12.771 y de imn resolución 
da la Cámara Arbitral de Arrendamiento», sostiene el arrendatario que, 
no se atrasó en el pago d«1 precio, y por lo tanto resalla improcedente 
la demanda; mientras que el a Cor aleta per su parte ser inconstitu- 
cionales tanto la ley como lo resuelto por la I amara Arbilral de Arr-'ií- 
dnmicntoí, pues no pudieron alterarse en setiembre de lililí, por volun- 
tad de una sola de las partes, o del Congreso, deredics emergente!) do 
un contrato váiidmm-nte concertado por volunta I de nmbrM partes en 
junio de 1¡*41, , 

Kste el caso sometida ¡i decisión d.* V. I'. Snitrrn a la \w*a *us 
puntos ile contacto con otros resueltos ya. o actualmente a csjudio del 
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Bs. Aires, 5 de septiembre de 1945. 

V vistos los autos "(¡htraldo Héctor contra Pa- 
cí, o Síi m nc] sobre ilesa lo jo", en los que so lia coHfé- 
dido el recurso extraordinario a fs. 116 contra la sen- 
tencia dictada a fs. 106' por la Cámara Primera de 
Apelación del Departamento del Centro de la Provin- 
cia de lineóos Aires. 

Considerando : 

Que se trata tic un juicio sumario promovido para 
obtener el desalojo del demandado en rasión del atraso en 
d pago ríe i arriendo que el contrato de fs. (¡fí lo estipula 
por adelantado, no obstante lo cual, a la fecha de la 
promoción de! juicio, más de un mes después de inicia- 
do uno de los períodos, el locatario no lo bahía efec- 
tuado. Este último opuso a Ja demanda su acogimiento 
al régimen de Ja ley 1J.771 y ] a circunstancia de estar 
el precio del arriendo sometido al laudo do la Cámara 
Arbitral de Arrendamientos a la fecha del vencimien- 
to tpic invoca el locador. No obstante haberse impug- 
nado la constitucional i dad de dicha ley por parte del 
locador, la sentencia la aplica y fundándose en sus dis- 
posiciones rechaza la demanda. 

tribunal, y |><>r elln, lniscamíri eviinr inneepsarimí y exícn*:]» re peticiones, 
nto I! mi turé ¡i ñur jmr rcpT'>diit'idf» ;iquí lo que "tengo ditlio enn abun- 
dante fteopio de ráseme» tu rr IM: .ir»l . ¡isí mino en " Itirhuugpe 
.'unta Nacional (le fjirnrs'* (fil-nrti 1S de 1042, 1. 27), 
F.n su mérito, pieusij que: 

iv) La ley ll'.TTl, reglamentaria riel dereriio de contratar, c» incon- 
cilinMr, en su ¡i:irte oi«jet:n|:i, con tus f|íir.'intí:iH que acuerda al derecho 
de pcepiediid el nrt. 17 de ta Pniwifc, Xactoñnl; 

b) l L 'ued:i librado iil exclusivo ínterin de V. K.. como euentión 
d-i Itcclm, decidir ni mediaron motivos de emergencia tales, que obligo - 

razminldeuurit:- ¡A ('nngirso ¡i suspender esta pnraulia durnnte el 
período a que I:i demanda m 1 refiere." 
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Que a pesar de tratarse ríe un juicio sumario lo 
decidido en ¿1 no podría volverse a discutir útilmente 
en el ordinario. Kl recurso extraordinario os, en con- 
secuencia, procedente (Fallos: 103, IJ7ÍÍ; 11*2, 5; 140, 
122; 150, .TJO; 1S7, 637, etc.). 

Que como quedó expresado, el locatario acogién- 
dose a la ley 12.771 sometió el precio de su arriendo 
al reajuste de la Cámara Arbitral que creó dicha ley, 
y por no haber ésta laudado a la fecha en que según 
el contrato de fs. 69 debía pagar por adelantado uno 
de los períodos uo lo abonó entonces, ni lo había abo- 
nado cuando se le demandó, el 20 de julio de l!M3 f pues 
el laudo es del 27 del mismo mes y año. En ésto se 
fija como precio de arrendamiento por las hectáreas 
cultivadas con trigo, de la cosecha 1942/43, el de $ 10,22 
la hectárea en lugar de $ lfí,5U que es el del contrato. 
Aunque en este juicio no esta en cuestión dicho precio, 
como fueron los trámites destinados a obtener su re- 
ajuste y la modificación de él en el laudo aludido lo 
que alteró el régimen contractual del pago y determinó 
al locador a considerar qpfi el arrendatario había in- 
currido en mora y a promover esta demanda de des- 
alojo, la referencia era indispensable, pues la ineons- 
titueionalidad alegada se funda en definitiva en que 
todo proviene de una alteración de lo contratado vio- 
latoria del derecho de propiedad, pues el propietario 
ha podido a justo título considerar como parte inte- 
grante de su patrimonio, en la oportunidad de los pla- 
zos convenidos, el importe del precio que el contrato 
establece, y se le priva de una porción de esa parte de 
su patrimonio al aplicar una ley que impone al locador 
la reducción del precio contratado. 

Que esta cuestión constitucional es substaneinlmcn- 
te análoga a la que suscitaron las leyes de alquileres 
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y la de moratoria hipotecaria. La doctrina sentada por 
esta Corte en aquellas oportunidades puede sintetizarse 
así: " . . -eon carácter excepcional y en la medida que 
lo requiera la atención de superiores intereses gene- 
rales, es lícita la sanción y aplicación de leyes con al- 
cance retroactivo, aun cuando de esa manera se limi- 
te el derecho de propiedad de los habitantes de la Na- 
ción. En concordancia con lo dispuesto en el art. 5 del 
Código Civil —conforme al cual "ninguna persona pue- 
de tener derechos irrevocablemente adquiridos contra 
una ley de orden público"— ha entendido el Tribunal 
que por vía de ejercicio del poder de policía y en tanto 
que las medidas adoptadas sean razonables y justas en 
relación a las circunstancias qne las han hecho necesa- 
rias, puede, salvando su substancia, restringirse y re- 
gularse legalmente los derechos del propietario, en lo 
que sea indispensable para salvaguardar el orden pú- 
blico o bienestar genera!?'. 

"Que por aplicación de esos principios lia decla- 
rado esta Corte que, ocurriendo una grave perturba- 
ción económica y social, es lícita la reducción tempo- 
ral por el Estado de los alquileres, la prórroga de los 
contratos de locación y de las obligaciones hipoteca- 
rias, como así también la rebaja del interés de las mis- 
mas, como medidas que justifica la emergencia, razona- 
bles para combatir sus efectos —Palios: 172, 21 *\ (Fa- 
llos: 199, 473). 

Que según dicha doctrina la licitud de una inge- 
rencia legal en el monto o el plazo de lo contratado 
exige: 1* que sea temporal; 2* que la justifiquen ex- 
cepcionales circunstancias y lo requiera la atención de 
superiores intereses generales y 3» que las medidas 
adoptadas sean razonables y justas. 

la ley 12.771 fué determinada por la gravísi- 
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ma perturbación que el estado de guerra en que vinie- 
ron a hallarse casi todas las naciones compradoras do 
loa productos de la agricultura provocó en la comer- 
cialización exterior de estos. El art. 13 menciona el 
motivo expresamente: "Esta ley... regirá mientras 
dure la situación de emergencia que dificulta la co- 
mercialización exterior de cereales y oleaginosos y has- 
ta un a fio agrícola después de terminada aquélla y por 
un plazo no mayor de tres años". La emergencia y 
sus efectos son de pública notoriedad. Los proyectos 
que precedieron a la sanción de la ley y el debate par- 
lamentario pusieron de manifiesto un verdadero con- 
senso general sobre el particular. Y en el artículo 
transcripto la ley pone a su régimen de excepción un 
plazo máximo, vale decir que lo sanciona con carácter 
expreso y determinadamente temporal. 

Que cu principio, bajo un régimen de libertad do 
contratar, sólo los j.. n ees, no la ley, pueden revisar los 
contratos para declarar la invalidez de los que lian 
sido concluidos sin libertad, no han reriído sobre obje- 
tos lícitos o no reúnen las solemnidades que la ley im- 
pone. Fuera do esto, la equivalencia de las prestar io- 
nes, que es un requisito substancial de la validez del 
contrato porque lo es de su justicia, se da por estable- 
cida en razón de haber mediado en la estipulación de 
ellas una decisión libre de la voluntad de los contra- 
tantes. El orden público reposa, en buena parte, sobro 
la estabilidad de los en u trato-' y por eso, para juzgar 
de la intrínseca validez de las modificaciones intro- 
ducidas eu ellos por la ley lia de confrontarse el bien 
común que p roen ra n con la medida en que padece ese 
otro bien común consistente en la estabilidad aludida. 
Pero ésta dejaría de ser fundamento de orden y bienes- 
tar general para con vertirse en amenaza si se preten- 
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diera que lo contratado es de por sí lo justo siempre, 
pura y simplemente, porque es lo contratado, olvidan- 
do que la estabilidad del orden contractual supone co- 
rrelativa estabilidad en lo fundamental de las circuns- 
tancias sociales y económicas en que se contrata, — lo 
que no sucede en el trance actual del mundo — , y con- 
diciones de real y efectiva libertad para ambas par- 
tes. De ahí que si las circunstancias generales, — no 
ya las de tal o cual caso particular, capaces de deter- 
minar la anulación o la rc-isión judicial — , han hecho 
que con respecto a determinados objetos de contrata- 
ción ineludible o poco menos, una categoría de contra- 
tantes no se l¡a llar a en condiciones de concreta liber- 
tad, o han alterado de manera grave y substancial el 
valor de una de las prestaciones recíprocas, la esencia 
del contrato, lo que lince que entre las partes equival- 
ga a la ley (art, 1197 del Código Civil) se altera de 
tal modo que, reentras el régimen coutractual del de- 
recho común no contenga posibilidades propias de solu- 
ción, la ingerencia de la ley que en razón de lo uno o 
de lo otro imponga de un modo razonable modificacio- 
nes justas de carácter general en las estipulaciones, 
lodo' lo contrario de menoscabar la autoridad del régi- 
men de los contratos lo salvaguarda porque salvaguar- 
da su justicia, sin la cual el más íntimo sentido de 
dicha autoridad, que es su sentido moral, no es conce- 
bible. 

Que en el caso de la ley 1*2.771 el sistema con el 
cual se modifica lo contratado es, considerado en sí 
n ,Í sll io, — el resultado de su aplicación en el caso de 
autos no está en tela de juicio— particularmente ade- 
cuado y razonable para restablecer en cada situación 
la J-asta equivalencia de las prestaciones que las cir- 
cunstancias de excepción aludidas al principio altera- 
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ron substancialmente en los contratos de arrendamien- 
tos agrícola- a que la ley se refiere. El art. 1' declara 
para ello que éstos "serán susceptibles de reajuste en 
cuanto al precio". El 2* comienza por librar dicho 
ajuste al acuerdo directo de las partes. Y sólo para 
el caso de que ello no se logre lo libra a la Cámara 
Arbitral de Arrendamientos "do acuerdo a los índices 
que al efecto confeccionará el P. E.", con lo cual cada 
caso puede ser considerado con cuantas modalidades lo 
particularicen. Y todo ello "sin perjuicio de la com- 
petencia de los tribunales nacionales o provinciales pa- 
ra conocer y decidir en juicio sumario las cuestiones 
que se suscitaren con motivo de la aplicación de esta 
ley" (art, 6'). 

Por tanto, oído el señor Procurador General se 
declara que el régimen de reajuste de arrendamientos 
agrícolas establecido por la ley 12.771 no es violatorio 
del derecho de propiedad reconocido por el art. 17 de 
la Constitución Nacional. En consecuencia, se confir- 
ma la sentencia apelada en cuanto lia podido sor ma- 
teria del recurso. Xotifíquese y devuélvanse al tribu- 
nal de procedencia, donde se repondrá el papel. 

Antonio Sacar na — B. A. Na- 
zar Anciioukxa — F. Ramos 
Mejía — Tomás D. Casares. 
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CAROLINA SCIANCTARULO DE ROMAGNANI v. MUNI- 
CIPALIDAD DE LA CIUDAD DE BUENOS AIRES 

CONSTITUCION NACIONAL: Comí nacionalidad c incomtitucionti- 



EI iirt, 6ií de la ordenanza n" ,YA'M de la Municipalidad de 
la Ciudad de Buenos Aires, en euaiito dispone que ésta seré 
aplicada, a los pedidos en trámite — lo que conduce en el 
easo u no conceder el subsidio solicitado por la viuda del 
pausante sino tan sólo a devolverle los aportes — no es 
v ¡obitorio del art. 17 de la Constitución Nacional C). 



NACION ARGENTINA v. FERROCARRIL DEL SUD 

CONSTITUCION NACIONAL: ConslitHvionalidad e inconstitucia- 
nalidád. Decretos nacionales* Varios. 

El 1*. E. carece de facultades para imponer Ins multas pre- 
vistas en el decreto !>íí.6S2. del 13 de febrero de 1937, a los 
transportadores que acepten o conduzcan carpas .sin la 
previa presentación .le la -uí-i de sanidad (pie aquÓl exi- 



TI1E WESTERN TELEGRAP1Í Co. v. MUNICIPALIDAD 
DE LA CIUDAD DE BUENOS AIRES 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Incidentes y cuestiones tone- 
ja.t. Juicio ordinario de repetición. 

La justicia ordinaria ante la cual tramitó la ejecución so- 
bre cobro de pravámenos locales es la competente para co- 
nocer en el juicio ordinario de repetición promovido por 
el Kontribuypiite, aunque éste funde su demanda en la in- 
comtituetoiialidad del gravamen ( 3 ). 

(i) íí de ücticmliro de 1945, Vnllos: 152, 259; 153, 127; 178, 349; 
ISO, 2(11; 181, 127; 1ÍW, Itl7. 

(-) 1IJ dd aeticmhru di- 1945. Fnllna.: 1S>Í, 553. 

(3) 10 do st'tifHilire <k 1945, Fallos: 181, 101 ; ISO, 309; 196, 642. 




Pe (*) 
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MARIO GUTIERREZ . 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia federal. r;,nis(i« 
penales. Delito» en perjuicio tfo ios bienes tj rentan de la Nuri»» tic 
un* reparticiones autarquíain. 

Compete a la justicia federal conocer en vi proceso instau- 
rado con motivo del hurto de mercaderías de mi vagón de 
Ferrocarriles del Estado aunque aquéllas no pertenecieran 
a éstoH y los acusados sean a jeitos al personal de dicha em- 
presa. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA; Competencia pemil. Delito* en 
pa rt ích la r . Encnh ri m ie tito. 

No compete a la justicia federal sino a ta ordinaria cono- 
cer en las actuaciones referentes al delito de t'nctihi'imien- 
to de hurto dií efectos por los cuales puede resultar respon- 
sable Ferrocarriles del Estado. 

Dictamen del Procurador G ex eral 
Suprema Corte: 

Discútese en esto caso si corresponde a lu justicia 
federal de .í tijuy, o a la ordinaria de la misma provin- 
cia, entender en un proceso por hurto de mercancías 
perpetrado en un vagón de Ferrocarriles del Kslado; 
y hasta donde autorizan a 1'ormar criterio las constan- 
cias de autos, se trataría no ya de bienes pertenecien- 
tes a dichos ferrocarriles, sino a particulares por cuya 
cuenta se transportaba lo hurtado. Así resulta de la 
carta de porte agregada a fs. 102, exp. 10!), y declaración 
de fs. 5 vta. a tí vta. 

Creo que tai circunstancia, unida al hecho de que 
los procesados sean ajenos al personal de la empresa 
transportadora, hace inaplicable la jurisprudencia sen- 
tada por V. E. en 15Í): 131 y ISO: 8.'i. Trátase aquí de 
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eventualidades derivadas del cumplimiento de contra- 
tos de transporte. 

Bajo tal concepto, corresponde dirimir a favor de 
la justicia ordinaria de Jujuy la contienda negativa de 
jurisdicción planteada. Bs. Aires, agosto i29 de 1945. — 
Jitau Álvarez, 

Y MAX) DE LA COIiTE SUPHEMA 

Bs. Aires, 10 ile septiembre de lí)45. 

Autos y vistos : Para resolver la contienda de com- 
petencia trabada entre la Cími. Fed. de Tucumún y el 
Sr. .Juez del Crimen de Jujuy, con motivo del proceso 
seguido contra Mario Gutiérrez y otros por hurto y en- 
brimiento. 

Considerando : 

Que las circunstancias de que las mercaderías 
substraídas de un vagón do los Ferrocarriles del Es- 
tado no pertenecieran a éstos sino a particulares por 
cuya cuenta eran transportadas y de que los acusados 
sean ajenos al personal do la mencionada institución 
no obstan a la competencia de la justicia federal que, 
en este caso, de acuerdo con lo dispuesto en los arts, 3, 
inc. 3, de la ley 48 y 23, iuc. 3, del Gód. de Proeeds. Crim., 
es procedente en cuanto al delito de hurto porque, como 
dijo esta Corte en Fallos: 159, 131, siendo dichos fe- 
rrocarriles do propiedad de la Nación ésta puede re- 
sultar responsable de la pérdida de los bienes hurta- 
dos, como también lo reconoce a fs. 6Í> el representan- 
te de los Ferrocarriles del Estado. 

Que. en cambio, no corresponde a la justicia fe- 
deral sino a la ordinaria conocer en lo referente al 
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delito de encubrimiento atribuido a Domingo Zerda 
(Fallos: 195, 120). 

En su mérito, oído el Sr. Procurador General, se 
declara que correspondo a la justicia federal el cono- 
cimiento del delito de hurto imputado a los procesados 
Edmundo Rodríguez, Mario Gutiérrez y Kicardo A. 
Baca y que incumbe a la justicia ordinaria entender 
en cuanto al delito de encubrimiento atribuido a Do- 
mingo Zerda. En consecuencia, devuélvanse los autos 
a la Cám, Fed, de Apel. de Tucumiín, y hágase sabor 
esta resolución al Sr. Juez del Crimen de Jiijuy en la 
forma de estilo. 

Antonio Saoarna — B. A. Xa- 
zar Anchor en a — F. Ramos 
Mejía. 



LEGACION DK LA REPUBLICA TURCA v. S. A. IMPOR- 
TADORA Y EXPORTADORA DE LA PATAGON I A Y 
BANCO DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES 

PRUEBA: Confesión. 

El representante di ploma tico de una nación extranjera 
acreditado en nuestro país que. ha promovido una deman- 
da ante la Corte Suprema, declinando así la inmunidad 
de jurisdicción que lo asistía, está obligado a comparecer 
ante el Tribunal para absolver posiciones. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 10 de septiembre de 1945, 

Y vista la precedente causa caratulada "Lega- 
ción de la República Turca contra S. A. Importadora 
y Exportadora de la Patagón ia y el Banco de la Prov. 
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de Bs. Aires* 1 , cuaderno de la prueba demandada, para 
decidir respecto de la reposición pedida a fs. 15. 

Considerando : 

Que la promoción de la demanda ante la justicia 
del Estado Argentino importó por parte del actor de- 
clinar la inmunidad de jurisdicción que según el dere- 
clio de gentes asiste a los representantes diplomáticos 
{Fallos; 183, 13G; 194, 4l'> y los allí citados). 

Que la consecuencia de esa declinación es quedar 
el agento diplomático colocado en cuanto al procedi- 
miento en las condieiones que la ley del país, aplicable 
en el caso, determina para todos los litigantes en los 
juicios de la misma especio. 

Que tratándose do una declaración en carácter de 
testigo, no obstante no incluir en su enumeración a 
Jos agentes diplomáticos el art. 140 de la ley 50, la 
concurrencia de éstos al Tribunal no puede ser intima- 
da porque no puede serlo la actuación como testigo, ni 
siquiera mediante informe, dado qnc esa actuación im- 
porta sometimiento al juez de la causa, a lo cual pue- 
de el diplomático no allanarse amparándose en su in- 
munidad de tal que no osiá obligado a declinar en 
ningún caso. Este es el fundamento y el sentido de lo 
que so decidió en Fallos: 07, 274. Poro cutre esto y la 
citación a absolver posiciones no bay ninguna analo- 
gía, porque lo segundo supone la existencia de un jui- 
cio en que ol agente diplomático os parte, sea como re- 
presente de su nación, sea en ejercicio de acciones re- 
lativas a sus intereses personales; y si ese juicio existe 
es porque el agente diplomático en cuestión lia decli- 
nado la inmunidad de jurisdicción. 

Que siendo esto último lo que sucede en el caso, el 
ministro diplomático que ha promovido esta demanda 
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tiene el deber de concurrir a absolver posiciones mien- 
tras la ley no lo exceptúe do él, porque producido el 
allanamiento a que se hizo referencia es el derecho 
positivo del país, no el derecho de gentes —cu el su- 
puesto de que este último lo exceptuiini— lo que rige 
su situación. 

Que ni el título XIII de la ley 50 ni ley ninguna 
especial exceptúa a los representantes diplomáticos de * 
la obligación de concurrir personalmente a absolver 
posiciones. Por lo demás se trata de una obligación 
con motivo de la cual no existe riesgo de que sea afec- 
tada otra inmunidad diplomática que la de jurisdic- 
ción, ya declinada, puesto que no procede la concurren- 
cia compulsiva ni la detención, que para el caso de los 
testigos establece el art. 122 de la ley citada, ni la po- 
sibilidad de una intervención ulterior de la justicia del 
crimen como Ja que se contempla en el art. 134 de Ja 
misma. Tanto la i ncom parecencia como la negativa n 
responder o la respuesta evasiva o ambigua sólo deter- 
minan la consecuencia procesal de tener al absol vente 
por confeso (art. 115). 

Que las excepciones dispuestas por el art. 10 de 
la ley 5098, — respecto al Intendente Municipal — , y 
por el lti de la 8172, — para el Presidente del Hanco 
Hipotecario — , no pueden invocarse en la emergencia: 
1* porque las excepciones no son susceptibles de apli- 
cación extensiva, y 2 V porque, de todos modos, no ha- 
bría analogía que autorizase la aplicación, pues las dos 
excepciones citadas responden a la falta de conocimien- 
to personal que es de presumir en los funcionarios a 
que se refieren respecto a las innumerables cuestiones 
que pueden producirse en la actuación de los organis- 
mos administrativos que presiden. 

Por tanto, mantienes? el auto de fs. 10 vía. (pruc- 
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ba del de u lamínelo) y señálase la audiencia del 24 del 
corriente a las quince lio ras para que el Sr. Ministro 
de Turquía, don Aptülaliat Aksin comparezca a absol- 
ver posiciones del) i endósele citar bajo apercibimiento 

de ley. 

Aktoxio Sagauxa (En discrepan- 
cia) — B. A. Nazar Axcuore- 
xa — F. Hamos Mejía — T. D. 
Casares. 



DlSCÜRPAXCIA DEL SttÑ'OR MlXJSTItO DECANO 

Doctor ])ox Axtoxio Sagarxa 
Y considerando: 

Que no median en la especie las razones que sus- 
tentan el precedente de Fallos 97, 274, cuya solución 
" obedeció n la exención que, según derecho de gentes, 
asiste a los diplomáticos extranjeros, de la jurisdicción 
penal o civil del país ante el cual desempeñan sus fun- 
ciones. 

Que esa prerrogativa puede ser renunciada — Fa- 
llos: 194, 415 y los allí citados— lo que efectivamente 
acontece cuando el diplomático inicia una demanda an- 
te esta Corte, sometiendo así al juzgamiento de la mis- 
ma la cuestión en que se dice parte — Fallos: 183, 156; 
1ÍM, 415 y otros — , Ella está de acuerdo con la doc- 
trina internacional concretada oti el reglamento del 
Instituto de Derecho Internacional de New York de 
1920; en cuyo art. 12 dice que la inmunidad jurisdic- 
cional de los jefes de legación etc., no alcanza en el 
orden civil: "l* En materia de acciones reales, incluso 
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las acciones posesorias, relativas a una cosa mueble 
o inmueble que se encuentra en el territorio ; 2* En caso 
de demanda rceouveneionnl fundada en la misma rela- 
ción de derecho y respondiendo a una acción intentada 
por persona que goce de la inmunidad diplomática"; 
y es claro que con mayor razón se excluye la imn uni- 
dad cuando es el Jefe de Legación quien inieia el plei- 
to como actor. 

Que ello no obstante, si la legislación argentina es- 
tablece la exención de la absolución de posiciones di- 
recta ante el juez para funcionarios como el In tenden- 
te Municipal y el Presidente del Banco Hipotecario 
Nacional (leyes Nros. 50ÍKJ y 8172) sin que se haya 
entendido que con ello se viola la igualdad tic las par- 
tes en juicio, parece justo que se exima laminen al re- 
presentante diplomático de una nación soberana, cuya 
alta dignidad no puede considerarse inferior a la de 
aquellos funcionarios interiores que ni siquiera son 
directos represe ni ñutes del pueblo miembros de los tres 
poderes que la Constitución ha establecido como los - 
componenles del Gobierno Republicano Representativo 
Federal; pues, en efecto, no es la persona del Minis- 
tro de Turquía ni sus negocios los comprometidos en el 
pleito sino la Legación de Turquía — fs. 1, '20, 'M y 
concordantes — . 

Kn su mérito se revoca por contrario imperio la 
resolución de fs. 10 vta. (prueba del demandado) y se 
resuelve que se requiera del Ministro de Turquía con- 
teste bajo juramento y por escrito las preguntas que le 
formulo la parto demandada. 

Antonio Sagahna. 
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)AD DEL, LITORAL 

CORTE SUPREMA. 

Si bien está en el ámbito de la misión <le la Corte Suprema, . 
cuyas resoluciones no está» sometidas a consultas ni referen- 
dums, comprobar si un gobierno de hecho tiene la fuerza indis- 
pensable para mantener el orden y la paz, a eieeto de dejar 
constancia, en bien de éstos, de que el título de dicha autori- 
dad no podrá ser judicialmente disentido con éxito y de que no 
por tratarse de un gobierno de hecho habrá de consentirse 
menoscabo alguno en el amparo judicial de los principios ins- 
tituí' ionu les v de los derechos individuales, es, en cambio, ajeno 
a la misión del Tribunal todo juicio de carácter político gene- 
ral sobre la conducta ulterior de dicha autoridad de facto, pues 
sólo debe juzgar los actos sobre los cuales le corresponda pro- 
nunciarse en cumplimiento de su misión específica; por lo que 
debe declararse improcedente y archivarse el pedido formulado 
por un grupo de ciudadanos con el objeto de que Re deje sin 
efecto la acordada dictada el 7 de junio de 1943 como conse- 
cuencia de la revolución del 4 de dicho mes. 

Dictamen del Procurador exeral 

Suprema Corte: 

Numerosos profesores de la Universidad Nacio- 
nal del Litoral solicitan de V. E. deje sin efecto la acor- 
dada de fecha 7 de junio de 1043, y como consecuen- 
cia, asuma el Sr. Presidente de la Corte la Presidencia 
de la Nación, según lo previene la ley n* 252, 

Desde que es a la Corte a quien corresponde rever 
o dejar sin efectos sus propias acordadas, cuando y 
como ella misma lo eonceptiic procedente, no cabe atri- 
buir a la petición aludida otro alcance jurídico que el 
de elemento de criterio susceptible de tomarse en cuen- 
ta oportunamente. Obvio es que, por su propia natu- 
raleza, las cuestiones planteadas en dicha solicitud no 
podrían resolverse por vía de providencia puesta al 
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pie de peticiones particulares. En consecuencia, pien- 
so qne hasta tanto la Corte no ae avoque por decisión 
propia al estudio de tales cuestiones, no habrá llegado 
el momento de dictaminar al respecto. Hago extensi- 
vas estas consideraciones a la solicitud que, sobre lo 
mismo, ha presentado un grupo de vecinos de Córdo- 
ba. Bs. Aires, setiembre 5 de 1945. — Juan Álvarez, 

FALLO DE LA CORTE Sl'PREMA 

Bs. Aires, 10 de septiembre de 1945. 

Vistos el pedido formulado por numerosos profe- 
sores de la Universidad Nacional del Litoral y ciuda- 
danos pertenecientes a distintos sectores de la vida 
de Córdoba a fin de que esta Corte Suprema do Jus- 
ticia de la Nación deje sin efecto la acordada dictada 
como consecuencia del movimiento revolucionario del 
4 de junio de 1943, y su Presidente asuma la Presiden- 
cia de la Nacilón en virtud de lo dispuesto por la 
ley n* 252. 

Y considerando: 

Que las resoluciones de esta Corte en las materias 
de su jurisdicción, trátese do las que se pronuncian en 
los juicios o de las que constituyen actos de autodeter- 
minación, así como no están sometidas a consultas pre- 
vias tampoco lo están a ningún referendum. 

Que fuera de carecer los presentantes de acción 
para recurrir a este Tribunal como lo hacen, la cues- 
tión sobre la que se requiere pronunciamiento os ajena 
a las decisiones de una autoridad judicial 

Que está en el ámbito de la misión de esta Corte 
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comprobar si un Gobierno de hecho hállase o no en 
posesión de la fuerza indispensable para mantener el 
orden y la paz, con el objeto, en caso afirmativo, de 
dejar constancia — en bien del orden y la paz — que el 
título de dicha autoridad no podrá ser judicialmente 
discutido con éxito y de que no por tratarse de un go- 
bierno de hecho lia de consentirse menoscabo nlguno 
en el amparo judicial de los principios institucionales 
y de los derechos individuales (acordadas del 10 de 
septiembre de 1930 y del 7 de junio de 1943). Pero 
está absolutamente fuera do la misión aludida todo 
juicio de carácter político general sobre la conducta 
ulterior de dicha autoridad de facto, como lo están, 
según invariable doctrina de esta Corte, todas las cues- 
tiones de esa naturaleza (Fallos: 53, 420; 154, 192; 
156, 318; 177, 390; 187, 79; 190, 142). El Poder Judi- 
cial que lo hiciera se pondría en contradicción consigo 
mismo. 

Que de la conducta del gobierno de facto esta Cor- 
te, — como Tribunal de justicia que es — , sólo juzga 
aquellos actos sobro los cuales debe pronunciarse en 
cumplimiento de su misión específica, de acuerdo con 
lo dispuesto por los arts, 100 y 101 de la Constitución 
Nacional, y las leyes que los reglamentan porque las 
partes cuestionen en los juicios la validez de dichos 
actos, o porque el pronunciamiento sea impuesto por 
el ejercicio de las facultades reglamentarias y de su- 
perintendencia que le incumben, Y cuando ello ha su- 
cedido esta Corte ha hecho, en el caso y en cuanto le 
concierne, los pronunciamientos correspondientes pa- 
ra asegurar el orden institucional y los derechos indi- 
viduales, resoluciones éstas que siempre fueron aca- 
tadas. 

Por ello y fundamentos concordantes del dictamen 
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del señor Procurador General, se resuelve declarar im- 
procedente la petición mencionada en el exordio y ar- 
chivar estas actuaciones. 

Roberto lÍEI'ETTO — Aktoxio Sa- 
garna — B. A. Xazar Axcho- 
reíía — F. Ramos MejÍa — T. 
D. Casares. 



ALL AMERICA CABLES AND RADIO Int. 

RECURSO E XTIiAOft DINA RIO: Requisitos probos. Cuestión fede- 
ral Cucstitmcg fedérale* simple*. Interpretación de las leyes federales. 

Procede el recurso extraordinario fundado en que las día* 
posiciones ile la ley federal 11.253 no autorizan la aplica- 
ción do la inulta impuesta a la paité recurrente y en que 
ésta ha sido condonada sin ley anterior al hecho' del pro- 
ceso, violándose así el art, 18 de la Constitución Nacional» 
contra la sentencia que rechaza ésas defensas y confirma 
la resolución administrativa que impuso la multa. 

CONSTITUCION NACIONAL; Derecho» y garantían. Defensa en 
juicio. Ley anterior y jueces naturales. 

El hecho de que una empresa telegráfica haya entregado a 
una agencia noticiosa, coa el propósito de eludir el contra* 
lor dispuesto por el decreto N» 137.500 del 2 de diciem- 
bre de 1942, varios telegramas procedentes del exterior cu- 
yos textos, sogím la Administración, estaban concebidos 
en términos inconvenientes para la tranquilidad del país 
y las buenas relaciones internacionales, no se halla penado 
por Ja ley 11.253 ni por los tratados a que se refiere; por 
lo que, siendo de carácter penal la multa aplicada a la 
eiuprwa con motivo de eso heclio y no existiendo ley que 
lo autorice, su imposición es violaloria del art. 18 de la 
Const. Nacional y debe ser dejada sin efecto. 
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Bs. Aires, 12 de septiembre de 1945. 

Y vistos: El recurso extraordinario deducido por 
AJI América Cables and Radío Inc. contra la senten- 
cia de la Cám, Fed. de A peí. de la Capital que le im- 
pone una multa de quinientos pesos moneda nacional 
por violación del art. 48 de la ley 11.253. 

Considerando : 

Que el Dir. Gral. de Correos y Telégrafos por re- 
solución del 23 de marzo de 1944, fundado en los arts. 
2Í), 47 y 48 de la ley 11.253, Je impuso a la recurrente 
una multa de $ 1,000 por el hecho de haber entre- 
gado indebidamente a la agencia United Press, con el 
projiósito de eludir el contralor dispuesto a las teleco- 
municaciones internacionales por decreto del P. E. núm. 
137.500 del 2 de diciembre de lí)42, tros telegramas 
procedentes de Lima cuyos textos, según el citado fun- 
cionario, estaban concebidos en términos inconvenientes 
para la tranquilidad del país y las buenas relaciones in- ■ 
ternacionales. 

Que la recurrente se presentó ante el Sr, Juez Fe- 
deral a fin de que se dejara sin efecto la citada multa, 
sosteniendo la improcedencia de la aplicación de la cita- 
da ley por ser de naturaleza eminentemente tarifaria, 
sus preceptos se refieren a tarifas y a la regularidad y 
observancia del intercambio internacional y nada tiene 
que hacer con trasgres iones de otra naturaleza, como 
la imputada, aun cuando hubiera tenido lugar en la for- 
ma pretendida. Alega, además, que la Dirección por 
medio de disposiciones inconexas y faltas de atingencia 
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pretende imponer una canción por vía interpretativa, 
violando el principio de derecho que establece que las 
ponas requieren la existencia de preceptos legales expre- 
sos que las autoricen y no pueden ser aplicadas por ana- 
logía, por lo que la sanción impuesta viola el art. 18 
de la Const Nacional, pues no sólo no existe la ley 
anterior al lieclio del proceso, sino que tampoco lia ha- 
bido juicio previo. 

Que substanciado el recurso el Sr. Juez Federal 
confirmó la pena impuesta y el tribunal a quo, si bien 
la mantuvo, redujo su monto en la forma indicada con 
anterioridad, por lo cual el recurrente interpuso re- 
curso extraordinario que le lia sido concedido y proce- 
de por cuestionarse la interpretación de una ley nacio- 
nal, invocarse una garantía constitucional y ser la re- 
solución contraria al derecho invocado —art. 14, ines. 2 f 
y S\ ley 48; Fallos: 175, 257; 190, 03—. 

Quí» la multa impuesta es de tipo netamente sancio- 
nador y por lo tanto de carácter penal de acuerdo con 
la doctrina de la Corte —Fallos: 192, 229— y, como en 
materia penal el derecho es de aplicación restrictiva y 
estricta, se requiere la disposición legal que defina la 
infracción y establezca la pona. 

Que el art. 47 de la ley 11.253 establece pena de 
multa para cualquier infracción a lo dispuesto en los 
artículos anteriores, y en su segundo apartado para 
todo telégrafo nacional que infringiere las disposiciones 
de la ley, pero ninguna de éstas prevé una infracción 
como la imputada a la compañía recurrente. Los arts. 
29 y 48, también invocados, se limitan a establecer, el 
primero que la tarifa do la correspondencia postal y te- 
legráfica para el exterior, así como todas las relaciones 
de los servicios de ambos ramos, serán regidas por los 
tratados internacionales que ha subscripto la Repúbli- 
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ca Argentina, y el segundo que todas las administra- 
ciones y empresas de telégrafos establecidas en la Re- 
pública comprendidas en la ley de octubre de 1875 
(Cap. ti art. 2 f ), habilitadas para el servicio público, 
quedan obligadas a dar curso por sus líneas a los te- 
legramas internacionales rigiéndose su transmisión, apli- 
cación de tasas y demás circunstancias relacionadas con 
este servicio, por las disposiciones de la convención de 
San Petcrshurgo, revisión de Londres y de la presente 
ley. La convención telegráfica internacional de San Pe- 
tcrslmrgo es un convenio entre estados, sin ninguna dis- 
posición de carácter penal. Lo mismo sucede con la con- 
rención radiotelegrafía internacional de Londres de 
1ÍH2. Por el contrario, el art. 19 establece que las altas 
partes contratantes se comprometen a tomar o a propo- 
ner a sus legislaturas respectivas las medidas necesarias 
para asegurar la ejecución de la convención, lo que de- 
muestra que es del resorte legislativo de cada estado 
establecer sanciones penales si lo creyeran necesario. 
Tampoco establece sanciones la convención internacional 
de las telecomunicaciones, Madrid 1932, citada por la 
sentencia de primera instancia, la que se limita a estable- 
cer obligaciones entre los estados y a reconocerles fa- 
cultades para retener la transmisión de todo telegrama 
y suspender el servicio cuando lo requiera la seguridad 
del Estado o se contrarían las leyes del país, el orden 
público o las buenas costumbres — nrts. 26 y 27— . Lo 
que no liace sino confirmar las facultades legislativas 
de cada estado. 

Que, en consecuencia, la pena impuesta no se fonda 
en ley anterior a la infracción y, por lo tanto, su impo- 
sición viola la garantía del art. 18 de la Const. Nacional 
y debe ser revocada —Fallos : 191, 245. 

Por estos fundamentos, oído el Sr. Procurador Ge- 
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neral de la Nación, se revoca la sentencia apelada de 
fe. 22 en cnanto ba podido ser materia del recurso extra- 
ordinario. 

An'tcííio Sacar xa — B. A. Na- 

ZAlt A X CHOREN A F. RAMOS 

Aíejja — T. D. Casares. 



S- A. GENE II AL MOTORS ARGENTINA 
v. NACION ARGENTINA 

¡M2>UESTOS LXTEliXOS: Cubiertas y llanta» de goma. 

Las eubiertns de goma adheridas n los locomóviles intro- 
ducidos a] país durante la vigencia del decreto del 19 de 
enero de 1932, la ley 11.582 y la 12:148 tribuían el im- 
puesto interno previsto respectivamente en el cap. 19 y en 
el art. 17 de estas leyes (*). 

COXSTITVClOy XACWyAL: Derechos y garantía*. Igualdad. 

La circunstancia de que las comas importadas sueltas ten- 
pan el beneficio de una reducción del aforo nduunero ten- 
diente a no eren ríes una situación de desventaja frente 
a las de produeeión nacional, y de que las adheridas a loa 
loeomóviles no tengan ese beneficio, no obstante que, por 
otra parle, unas y otras eslán gravadas enn el mismo im- 
puesto interno, no autoriza a considerar a éste vi obitorio 
de la igualdad cuando recae sobre las cromas importarlas 
como parte integrante de los automotores, aunque por vir- 
tud del mayor derecho aduanero que se les eohrfin — no 
cuestionado en antos — resultan gravadas mas onerosamen- 
te que las que se introduzcan sueltas. 



(l) En la misma fortín fui resueltu en ¡nital sentido el juicio ac- 
guido uor S. A. DitlcvMD y fin. 
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Bs. Aires, 12 de setiembre de 1945. 

Y vistos los autos " General Motors Argentina S. 
A. v. Gob. de la Nación sobre devolución", en los que se 
ha concedido el recurso ordinario de apelación inter- 
puesto por el Sr. Procurador Fiscal de Cámara a fs. 
209 vta, contra la sentencia dictada a fs. 209. 

Considerando : 

Que la demanda procura la repetición do lo pagado 
en concepto de impuesto interno correspondiente a las 
cubiertas y ruedas de goma para automóviles, intro- 
ducidas al país como parte integrante de los vehículos 
equipados con ellas. 

Que la cuestión fué considerada por primera vez 
por esta Corte en Fallos 175, 325, antes de dictarse la 
ley 12.345, llegándose entonces a la conclusión de que 
el gravamen, creado por decreto del 19 de enero de 
1932 y reiterado por la h * 11.582, a lus cubiertas de 
goma que se introducen ai país no es aplicable a las que 
vienen adheridas a lo 4 - locomóviles importados, for- 
mando parte integrante de ellos. Esta sentencia no con- 
tiene pronunciamiento sobre la constitucionalidad del 
gravamen en cuestión. La inaplicabilidad se estableció 
por vía de interpretación de los textos legales relativos 
a él. 

Que dictadas las leyes 12,148 y 12.345 el tribunal 
volvió a examinar la cuestión, concluyendo que el art. 
49 de la ley 12.345 es aclaratorio del 17 de la ley 12.148 
que contenía una norma análoga a la de la ley 11.582 
interpretada en el caso anterior, y que, por consiguien- 
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te, el gravamen comprendía a las cubiertas con las cua- 
les venían equipados los camiones de que se trataba en 
la causa, importados bajo el régimen de la ley 12.148. 

Que los impuestos cuya repetición se demanda en 
esta cansa fueron pagados desde enero do V.KV2 hasta 
agosto ile IWiti, es decir, durante la vigencia del decreto 
del lf) de enero de lí»32, la ley 11.082 y la 12.148. De to- 
dos modos, establecido como quedó en el fallo de la 
pág. 469 del t. 184 que la ley 12.345 es aclaratoria de 
las 12.148 y 11.582, por aplicación del principio del art. 4* 
del Cód. Civil, recordado en esa misma causa, los pagos 
cuya repetición se demanda deben juzgarse de acuerdo 
con la aclaración. Y según ello correspondería ¡legar aquí 
a la misma conclusión a que so llegó in r 'Bromberg 
e. Nación Argentina", porque no liay en los hechos de 
esta causa ninguna particularidad que obligue a va- 
riarla. 

Que en este juicio se hizo, sin embargo, desde la 
interposición de la demanda cuestión de inconstitucio- 
nal ¡dad respecto al gravamen de que se trata, por con- 
siderárselo violatorio del principio de igualdad que 
debe presidir los impuestos y las cargas públicas (art. lo" 
de la Constitución), cuestión no planteada cu el caso del 
t. 184, 469, Débese, pues, examinar aquí esta faz del 
asunto. 

Que la desigualdad provendría, según la actorn, 
deque "las gomas importadas sueltas tienen el benefi- 
cio de una reducción del aforo, tendiente a no crearles 
ana situación de desventaja frente n las de producción 
nacional, y las adheridas al automóvil no tendrían ese 
beneficio" (fs, 214 vta.). El argumento se refiere a las 
distintas partidas do la Tarifa de Avalúos con las cuales 
se liquida el derecho aduanero que deben pagar por su 
introducción al país las cubiertas sueltas y los automó- 
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viles armados y completos que comprenden el equipo 
de sus neumáticos. Se trata de las partidas 362 y 262. 
Los objetos comprendidos en la segunda fueron bene- 
ficiados con la rebaja de los arts. 3' y 4' del Acuerdo 
General de Ministros del 19 de enero de 1932, en la 
parte relativa ¡il impuesto interno a las cubiertas, re- 
baja que no a lean xa a los de la primera. 

Que según lo expuesto la desigua Idud proviene de 
la incidencia de los derechos aduaneros en el total gra- 
vamen que soportan las cubiertas introducidas al país, 
puesto que siendo el derecho aduanero que grava a las 
que se introducen sueltas distinto del que recae sobre 
las que entran equipando automotores, no obstante lo 
cual unas y otros tributan el mismo impuesto interno, 
las importadas como parte integrante de los automoto- 
res vendrían a ser gravadas en definitiva más onero- 
samente que las que se importan sueltas, sin que la di- 
ferencia tenga, según la actora, razón suficiente. La 
causíi do la desigualdad estaría, pues, en el derecho 
aduanero. Se la invoca, sin embargo, para atacar el 
impuesto de que aquí se trata, sosteniendo que la dife- 
rencia de los derechos aduaneros tenía como razón de 
ser el no estar gravadas con impuesto interno — como 
lo interpretó esta Corte en Palios 175, 365— las cubier- 
tas introducidas como parte integrante de los locomó- 
viles y que extender a estas últimas dicho impuesto 
importaría hacerlos soportar arbitrariamente un tributo 
fiscal que debía considerarse comprendido en el derecho 
aduanero a los automotores, desde el momento que el 
Fisco no hacía en él la reducción efectuada en el mismo 
para las cubiertas sueltas, o dejar sin razón ni sentido 
la aludida reducción del derecho aduanero sobre las cu- 
biertas de la partida 362. 

Que cualquiera sea la relación en que el régimen de 
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tarifas aduaneras de las partidas 362 y 363 es tú, en lo 
que se refiere a las cubiertas, con el impuesto interno 
que sobre las mismas recae, lo cierto es que en este jui- 
cio se demanda la repetición de este último gravamen y, 
por consiguiente, sólo a él dcb<;ii referirse las razones 
por las cuales se sostiene que su pago careció do causa. 
De esas razones, la relativa al carácter modificatorio 
y no aclaratorio de la ley 12.345 fué desechada por esta 
Corte en la sentencia de la causa "Bromberg c. la Na- 
ción" (Fallos: 184, 469). En cuanto a la objeción de des- 
igualdad no alcanza al impuesto de que aquí se trata, el 
cual recae del misino modo sobre todas bis cubiertas, y 
si entre las importadas resultan más gravadas las que 
entran equipando locomóviles que las introducidas sepa- 
radamente no es, como se explicó antes, a causa de nin- 
guna desigualdad o diferencia establecida por el impues- 
to que se repite en estos autos, sino de la que resulta, 
para las cubiertas en cuestión, del distinto modo de gra- 
var en materia de derechos aduaneros que establecen 
las partidas 'óti'l y 3Í>3 do la Tarifa de Avalúos, diferen- 
cia cuyo juzga miento no está comprendido en esta litis. 

Que cuando esta Corle en el fallo de la causa "Bux- 
ton Guilayn c. la Xaoíón" (Fallos: 17.1, 3'2'i) expresó 
que "importaría desigualdad injusta el gravamen de 
impuestos internos a las ruedas y cubiertas de goma que 
forman parte del locomóvil, puesto que éstas no están 
comprendidas en la partida 3(>3 beneficiada con la re- 
baja aduanera" interprétala el alcance de la ley 11.582 
cuando su texto suscitaba las dudas qne disipó luego la 
aclaración de la ley 12.340, Esc pasaje no tiene otro al- 
cance que ol de un argumento destinado a desentrañar 
la presunta intención del legislador al sancionar el pre- 
cepto dudoso. Y por eso se dijo en la parte final de ese 
mismo pasaje: "esas ruedas estarían recargadas en la 
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retribución fiscal sin ninguna razón expuesta en los esta- 
tutos fiscales o reglamentarios'*. Puesto que el precepto 
no incluía a esas cubiertas claramente y parecía razona- 
ble no incluirlas mientras existiera la diferencia de de- 
rechos aduaneros de las partidas 362 y 363, imponíase 
la interpretación excluyente. Sancionada la ley aclara- 
toria 12.345 quedó disipada la duda y establecido que el 
pertinente estatuto fiscal incluía a estas cubiertas. Y 
puesto que dicho estatuto no las grava desigualmente 
lo que se pago en virtud de él no es repetible, Que debido 
a subsistir la diferencia aduanera aludida, estas cubier- 
tas resultan "recargadas en la retribución fiscal" de un 
modo que la acto ra sostiene ser injustificadamente des- 
igual, es cuestión ajena al objeto propio de este juicio. 
La desigualdad supuestamente injusta se habría hecho 
sensible en ocasión de tener que pagar un impuesto in- 
terno pero no a causa de el, puesto que del punto de vista 
de la igualdad y considerado en sí mismo, como corres- 
ponde hacerlo en esta causa, es inobjetable. 

Por tanto se revoca la sentencia apelada, debiendo 
pagarse por su orden las costas de todas las instancias. 

Antonio Sao ajina — B. A. Na- 
zab Anchor ex a — F. Ramos 
MejÍa — T. D. Casabes. 



**S FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

NICOLAS REPETTO 

RECURSO EXTRAORDINARIO; Requisito* propio*. Cuestión fe- 
deral. Cuestiones fedérate* simples. Inter prtUu ir'm <te la* tew* fede- 
rales. Leyes comunes enn fapamione* fedérate*. 

El art, 210 del Cóil. Penal es tío carácter federal, por lo 
quo procede él recurso extraordinario contra la sentencia 
contraria a la interpretncióit del mismo sosten Mn por el 
apelante, 

DELITOS QUE COMPROMETE* LA PAZ Y LA DIGNIDAD DE 
LA NACION. 

Las manifestaciones verbales o escritas del pensamiento no 
están comprendidas en el concepto de netos hostiles a que 
se refiere el art. 219 del Cód. Penal. 

Dicta mes del Phocuradoh General 
Suprema Corte ; 

El recurso extraordinario procede en este caso, 
atenta la jurisprudencia sentada por V. E. el abrirlo 
en 184: 116, y más tarde in re M I*i ocurador Fiscal v. 
Enrique P. Oses" (sentencia del 20 de agosto de 
1941). 

Por lo que hace a Ja cuestión de fondo, he aquí el 
caso. Varias personas domiciliadas en esta ciudad de- 
nunciaron al Proe. Fiscal Dr. Emilio G. Fernández que 
en una conferencia de prensa , dada o hecha en Mon- 
tevideo y atribuida al Dr. Nicolás Repetto, se había 
delinquido. Dicho funcionario pidió al Juez Federal 
Dr. Fox iniciara el sumario correspondiente; y el juez 
no hizo lugar a tal petición, pon pie según lo tiene re- 
suelto V. E. en 184:11o", "las manifestaciones verbales 
o escritas del pensamiento no están comprendidas en 
el concepto de notas hostiles a que se refiere el art. 219 
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del Cód. Penal" {fs. 6). Ese fallo ha sido confirmado 
por la Cám. Petl. a fs. 11 y contra él se dedujo apelación 
por el Sr. Proc. Fiscal de Cámara. 

Si bien el art. 219, citado, reprime los actos hosti- 
les susceptibles de alterar las relaciones amistosas del 
gobierno argentino, con un gobierno extranjero, cúm- 
pleme aclarar (me no se somete a juicio de V. E. decidir 
si las manifestaciones atribuidas al Dr. Ecpctto po- 
drían o no producir dicha alteración. Ni el juez ni la 
Cámara se han pronunciado al respecto; y tampoco se 
discute por ahora la jurisdicción do los tribunales 
argentinos para conocer en hechos que si bien ocurridos 
fuera del país, habrían sido en cierto modo reproduci- 
dos al reeditarse en nuestro territorio lo que allí se 
escribió o dijo. La materia única del recurso se reduce 
a esto: ¿c¡? o no imposible eomrfer por la prensa los 
ortos hostiles o que se refiere ct art. 21!if 

Desde luego, no se trata de asunto baladt Mal pu- 
diera serlo» admitir esté consagrado por las leyes argen- 
tinas el derecho de sembrar impunemente enemistades 
o discordias con los países extranjeros; y no tengo para 
qué recordar las amargas reflexiones que a eminentes 
escritores ha arrancado lo que conceptuaban respon- 
sabilidad de la prensa eu el crimen de la guerra. Cierta- 
mente, V. E. ha dictado ya los dos fallos a que aludí al 
principio j mas con todo el respeto que debo y profeso 
a esa jurisprudencia, voy a permitirme insistir en la 
tesis contraria, sustentada en mis dictámenes de febre- 
ro 22 de 1030 y julio 31 de En apoyo de esa acti- 
tud, lingo notar que la sentencia apelada pasó por tres 
votos contra dos; que de los actuales Ministros de la 
Corte, dos no han expresado opinión todavía; y que el 
propio tribunal, eu 167:121, modificó una reiterada ju- 
risprudencia anterior, atendiendo a los graves inconve- 
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nientes que para el orden publico estaba significando 
mantenerla. 

También entonces estuvo en juego la libertad de 
imprenta, y V. E., al resolver una cuestión do compe- 
tencia, dijo : 

"Puede afirmarse sin vacilación que ni en la Cons- 
titución de los Estados Unidos ni en la nuestra ha exis- 
tido el propósito de asegurar la impunidad de la prensa. 
Si la publicación es de carácter perjudicial, si con ella 
se difama o injuria a una persona, se hace la apología 
del crimen, se incita a la rebelión o sedición, se desacata 
a las autoridades nacionales o provinciales, no puede 
existir duda ncerca del derecho del Estado para reprimir 
o castigar tales publicaciones sin mengua de la libertad 
de prensa, como no la hay respecto de la palabra habla- 
da erando ésta es usada en los mismos casos para incitar 
a la acción que perturbo la seguridad del gobierno u 
obstaculice el ejercicio eficiente do sus poderes legales 

Xo se trataría, por cierto, de 

reprimir la publicación de doctrinas abstractas o filosó- 
ficas, ni tampoco evitar discusiones académicas; se tru- 
faría simplemente de castigar las que contengan una 
incitación u la acción." 

Y agregaba la Corte, por el voto unánime de sus 
miembros : 

"La tesis asume proporciones inesperadas aplica- 
da a la situación que podría creársele al representante 
de un país extranjero, si la prensa lo injuriara o incitara 
a la población a realizar actos de hostilidad contra él 
dentro del territorio de una provincia, y a quien el go- 
bierno federal, encargado de las relaciones exteriores, 
tuviera que confesarle su falta de facultados para re- 
primir tales hechos. " 

Idéntica resulta asimismo la doctrina del art. 211 
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del Cód. Penal, en cuanto castiga a quien para suscitar 
tumultos o desórdenes "diere gritos de alarma o amena- 
zara con un desastre de peligro común". Un grito, una 
página impresa son "actos**; y harto sabido es que para 
nuestra legislación los actos pueden ser positivos o ne- 
gativos, correspondiendo a esta última categoría las 
omisiones (arts. 979 y 1107, Cód. Civil). Todo reposa, 
pues, en la interpretación a darse al adjetivo hostil. A 
mi juicio, "acto hostil", significa gramatical y jurídica- 
mente "acto do enemistad" \ y no es indispensable para 
caracterizarlo, la existencia do homicidio, lesiones, robo, 
o fracturas materiales. 

A mérito de lo expuesto, y atentos los motivos de 
interés público que aconsejan rever el criterio anterior 
aludido, mantengo la npclación del Sr. Proc. Fiscal de 
Cámara, y solicito de V. E. revoque el fallo apelado. — -¡ 
Bs. Aires, noviembre 29 de 1944. — Juan Alvares. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 12 de setiembre de 1945. 

Y vistos; El recurso extraordinario deducido por 
el Sr. Proc. Fiscal de la Cám. Fed. de Apel. de la Capital 
contra hi sentencia de dicho tribunal confirmatoria de 
la de primera instancia que desestima la denuncia for- 
mulada contra Nicolás Repello por infracción al art. 219 
del Cód. Penal. 

Considerando : 

Que varins personas, cuya identidad no se ha hecho 
constar como lo establece el art. 160 del Cód. de Proceds. 
so presentaron al Sr. Proc. Fiscal de primera instancia 
denunciando al Dr. Nicolás Rcpetto por las inanifesta- 
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dones vertidas en un reportaje que acompañaban y 
aquel funcionario la presentó al Juzgado Federal de- 
nunciando el delito previsto por el art 21 í) del Cód. 
Penal. 

Que la denuncia ba sido desestimada en primera y 
segunda instancias por considerar que las manifesta- 
ciones verbales o escritas no están comprendidas en el 
concepto de actos hostiles a que se refiere el art. 21Í1 
del Cód. Penal, invocado por el Min. Público, por lo que 
éste interpone recurso extraordinario para ante la Corte 
que le lia sido concedido, y procede de acuerdo con lo 
resuelto en el caso del fallo 183, 49, donde se estableció 
que el citado artículo es de carácter federal. 

Que esta Corte en el caso de Antonio Zamora —Fa- 
llos: 184, 116 — citado en ambas sentencias, tuvo opor- 
tunidad de establecer la interpretación del citado artícu- 
lo, en el mismo sentido en que lo hace el fallo apelado. 
Los amplios fundamentos de carácter doctrinario, de 
legislación comparada y de antecedentes nacionales que 
allí se dieron, cuya repetición es innecesaria ahora, que 
fueron aplicados posteriormente en el caso de Knrique 
P. Oses, fallado el 20 de agosto de 1941, son suficientes 
para confirmar el fallo apelado, 

Por estos fundamentos se confirma la sentencia 
apelada de fs. 11 en cuanto ha podido ser materia del 
recurso extraordinario. 

Roberto Repetto — Antonio S.v 
uahxa — F. Ramos Mejía, 
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JOSE D. GRAFFIGXA V Uno. Ltda. V. IMPUESTOS 

INTERNOS 

IMPUESTOS IXTEltXOS: Vinos. 

La circunstancia de que el vino vendido por el bodeguero 
como genuino conforme al análisis químico oficial baya 
resultado, al practicarse otro análisis en el lugar de desti- 
no, con un porcicnto de sacarosa que lo transforma en be- 
bida artificial apta para el consumo gravada con un im- 
puesto mayor, no autoriza a imponer pena alguna a la 
firma vendedora si, habiendo alegado ésta bu irresponsa- 
bilidad absoluta, la autoridad administrativa sumariante 
no te permitió obtener, en la única oportunidad posible, 
testimonio de los análisis correspondientes a otras parti- 
das adquiridas por el mismo comprador y vendidas a su 
vez por éste, malogrando la prueba de descargo del pro- 
cesado; a lo cual se agrega que se han comprobado dife- 
rencias en los análisis practicados en el lugar de destino 
con muestras extraídas de los diversos envases que, prima 
f ticte, excluirían la falsificación en bodega, y que no se 
ha invocado ningún beneficio posible para el bodeguero 
desde que vendió el vino al precio del genuino, menor que 
el de la bebida artificial. 

Sentencia de la Cámara Federal 

Mendoza, mayo 12 de 1945. 

Considerando: 

Que la sentencia recurrida ba sido apelada por ambas par- 
tes, y al expresar agravios el fiscal de cámara, solicita se la 
revoque, manteniéndose la multa impuesta por la Administra- 
ción ¡ en tanto que la Sociedad Graf figna pide se la absuelva 
libremente de la infracción imputada, alegando además la pres- 
cripción de la acción, con arreglo a los arts. 62, tnc. 6*, y 63 
del Cód. penal, (pie sostiene es el que rifre cu el caso, por en- 
tender que la infracción que se le atribuye es de carácter 
industrial y no impositivo. 

Que según lo ha resuelto la Corte Suprema de la Nación 
en otro recurso contenciosos dministrativo promovido precisa- 
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mente por la misma Sociedad Graffigna, "para resolver la 
procedencia o improcedencia de la prescripción, la primera 
cuestión a establecer es la de qué infracción constituyen los 
hechos probados, pues la naturaleza de la infracción no depen- 
de de la calificación que haga Ja Administración" (Fallos, 
1. 197, p. 346). . , 

Que los hechos que lian originado el Fumarlo instruido a 
la sociedad recurrente, consisten en loa siguientes: 

a) En mara> 5 de 1941. un empleado de Impuestos In- 
ternos procedió a extraer muestras de control de una partida 
de 8,335 litros de vino en la estación San Francisco, de los 
F.F. C.C. del Estado, en presencia del jefe de la estación y 
del consignatario del producto, el que fuera remitido por la 
sociedad José D. (Iraffigna y lino. Ltda., de la ciudad de 
San Juan, consignado a Alejandro Ferrar is, quien endosó las 
guías respectivas a Bukhí linos., en cuya presencia fué que se 
extrajeron las muestras de ron l rol. 

b) Practicado el análisis reglamentario de dichas mues- 
tras por la Oficina Química Nacional respectiva, resultó que 
ellas no correspondían al análisis de origen, según les certifi- 
cados de íb. 22. 24 y 20 y conferida vista a la sociedad remi- 
tente, ésta solicita se practique un nuevo análisis, verificado 
el cual sobre el duplicado de la muestra de control, se confirma 
el anterior, según resulta de los certificados de fs. 32 a 37; 
en cuya virtud, la Ofh -na Química Naeinnal informa a fs. 31, 
que 11 por su composición y tomando en consideración el análisis 
dado como de origen: 8. J. 1SÓ.9S2, se clasifica como "bebida 
artificial" (art. 13, iue, aj, ley 12.372), apta para el consumo". 

c) Conferida vista a la nombrada sociedad, del resultado 
de dichos análisis y clasificación expresada, aquélla se presenta 
a la oficina suman .ite de impuestos internos manifestando 
lo siguiente: "Xo cabe duda, señor Administrador, que el caso 
de autos sólo es atribuíble a una mano criminal une traía de 
perjudicarnos valiéndose de medios ruines como el que se de- 
nuncia en estas actuaciones. Ignoramos quién es el autor de 
esto incalificable delito, como también cuándo fué cometido el 
mismo; pero lo que no ignoramos, señor Administrador, es que 
ai los antecedentes legales que aportaremos más adelante no 
son considerados como pruebas fehacientes de nuestra inocencia, 
desde ya dejamos expresado que tomaremos las medidas nece- 
sarias y tendientes a reprimir esta clase de hechos de una mente 
extraviada. Para ello hemos de efectuar las investigaciones co- 
rrespondientes para encontrar y denunciar a la justicia al autor 
de semejante monstruosidad- Lo que te r mi nomos de expresar 
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en manera alguna puede significar ninguna sugestión respecto 
do la actuación del empleado que ba intervenido en la extrac- 
ción de las muestras; como tampoco significa que abriguemos 
la más mínima duda sobre las determinaciones efectuadas por 
la Oficina QuímicA Nacional que analizó este vino. Tanto el 
primero como la segunda, ambos nos merecen amplia confianza, 
la cual se justifica con las actuaciones correspondientes a los 
fraccionamientos de la>s partidas de este mismo análisis remiti- 
das en las fechas y a las personas que detallamos a continua- 
ción,..", y termina pidiendo que para justificar sn falta de 
responsabilidad en el presente cuso, se recabara de las personas 
o firmas mencionadas, el número del documento correspon- 
diente a cada fraccionamiento, y fecho, se requiriera del De- 
tamento correspondiente, las actuaciones respectivas, extra- 
yéndose copia de los análisis de control, con sus respectivas 
clasificaciones; pedido al que no se hizo lugar, "atento que la 
prueba ofrecida no puede influir sobre las presentes actua- 
ciones". 

d) Sobre la base de los análisis expresados, y sin que Ja 
sociedad recurrente produjese prueba alguna sobre el autor o 
autores de los hechos delictuosos a que la misma se refiriera, el 
Jefe del Departamento en lo contencioso de la Adm. de Im- 
puestos internos, informa a fs. 50 que de los antecedentes enun- 
ciados se desprende que la bodega enenusada libró a la circula- 
ción 8.335 litros de bebida artificial, con instrumentos de vino 
genuino, en fraude del impuesto del art. 106 del t. o., por lo 
que se ba hecho pasible de la penalidad que determina el 
art. 27 del mismo, sin perjuicio de la exigencia del impuesto 
omitido; y en virtud, la Adm. Gruí., por resolución de setiembre 
25 de 1942, impone a dicha sociedad la obligación de abonar 
en concepto de impuesto sobre "bebida artificial", la suma de 
S 1.5S3.65 y una multa de $ 15.836,50, equivalente al décuplo 
del impuesto eludido; siendo sobre esa pena que versa el presen- 
te reeurso. 

Que de los hechos relacionados, resulta que el producto 
correspondiente a las muestras de control extraída en la esta- 
ción de San Francisco, el que fuera despachado por la Socie- 
dad Josó D. Graffigna y Uno. Ltda., con instrumentos fiscales 
de "vino genuino", no correspondía al análisis de origen, por 
presentar diferencias en varios de sus componentes que exceden 
los tolerancias reglamentarias, como puede comprobarse con la 
simple comparación de los certificados de análisis respectivos; 
reconociendo expresamente la nombrada sociedad, la correcta 
actuación del empleado que extrajo las muestras, como tamf * 
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las determinaciones hedías por la Oficina Química Nacional que 
efectuó los análisis de las muestras de control, lo que descarta 
toda irregularidad en dicho» procedimientos, y sin que ella en 
ningún momento haya manifestado que la falta de concordancia 
entre los análisis pudiera atribuirse a modificaciones naturales 
del liquido, antes bien, lo atribuyó expresamente a actos delic- 
tuosos que habría cometido una mano criminal, pero sin con- 
cretar esos actos, ni las circunstancias de modo, lugar y tiempo, 
como tampoco su autor, ni producido prueba al puna al respecto, 
sobro el particular, ni en el «timarlo administrativo, ni cu el 
presente recurso contencioso. 

Que la recurrente sostiene ahora que la calificación de "be- 
bida artificial" hecha por la Oficina Química Nacional, es erró- 
nea, porque de bis análisis mencionados resultaría que se habría 
agregado "sacarosa" al vino, y que como ésta no es una sustan- 
cia natural de los vinos fren ninas, sería en todo caso un "vino 
germino adulterado", comprendido en el art, 12. ¡ne, a) de la 
ley 12.372, que no tiene otra sanción, según lo dispone la mis- 
ma disposición legal en su parte final, que los caldos serán des- 
tilados o derramarlos, o bien la sanción dispuesta por el art. 31, 
inc. b), que fija una multa de $ O.ólí por litro de vino o produc- 
to, y comiso del mismo; pero que en manern alguna podría 
encuadrarse dicho producto en el art. 13, ine. a), como lo ha 
hecho la Administración para calificarlo de "hebida artificial". 

Que conforme a lo dispuesto por el art- 7» de la ley 12.372, 
sólo no considerarán "vinos gen ninas" en el territorio de la 
Nación, a los obtenidos de la fermentación alcohólica de la uva 
fresca o del mosto de la uva fresca, elaborado dentro de la 
misma zona de producción; y agrega: en consecuencia, n mirón 
otro líquido, cualquiera sea su origen o composición, podrá e- 
signarse con el nombre de vino, precedido o seguido de cualquier 
adjetivo, excepto los especificados más adelante. Y después de 
enumerar o enunciar las clases de vinos admitidos, entre los que 
no se incluye a los vinrs "adulterados", concluye con la si- 
guiento cláusula: **Toda otra bebida, similar a las enumeradas 
en esta ley, cualquiera sea su procedimiento de elaboración, no 
podrá llevar otra designación que la de "bebida artificial". 
Luego en los arts. íl v y 30. se enumeran las prácticas y trata- 
mientos enológicos lícitos en la elaboración de los vinos genui- 
nos; en el 12, se establece que "queda prohibido adicionar al 
viuo, poseer o expender como tal. cutre otros, "las caldos que 
contengan sustancias colorantes extrañas, glucosa, ácidos mine- 
rales, sacarina y otros adulterantes artificiales, así como también 
materias conservadoras, y en general, sustancias que no existan 
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normalmente en el mosto", y finalmente, el 13 establece: Serán 
clasificados igualmente como bebida artificial; a) aquellos pro- 
ductos a los que se les agregue sustancias que, aun siendo natu- 
rales en los vinos genuiuos, alteren su composición o desequili- 
bren la relación de los componentes de un vino genuino; etc. 

Que del contexto general de las disposiciones legales men- 
cionadas, resulta indudable que, tnnto los productos obtenidos 
coa eí agregado de sustancias extrañas al vino genuino, no au- 
torizarlas, enumeradas en el inc, a) del art. 12, como de sustan- 
cias naturales que desequilibren la relación de los componentes 
del vino genuino, encuadrados en el inc. a) del art. 13, deben 
considerarse "bebidas artificiales", conforme al dispositivo 
general contenido en la cláusula final del art. 7», ante*, trans- 
cripto; pues de no ser así, carecería de sentido el adverbio 
"igualmente", empleado en el enunciado general del citado 
art, 13. Por Jo demás, resultaría absurdo que un producto al 
que se hubiera agregado sustancias minerales del vino, deba 
considerarse "bebida artificial" por expresa disposición del 
citado art. 13. y que al que le hubiera agregado edulcorantes 
artificiales u otras sustancias extrañas al mosto» no autorizadas 
por la ley, se debiera calificar de "vino genuino adulterado", 
como pretende la recurrente, incurriendo en una verdadera con- 
tradicción, porque si es "vino genuino", no puede per "adul- 
terado", que supone la agregación de sustancias extrañas pro- 
hibidas, y que, por tanto, destruye su genuinidad. 

Que" do acuerdo, pues, a las disposiciones mencionadas de 
la ley 12-372, corresponde mantener la calificación de "bebida 
artificial" dada por la Adm. de Impuestos internos al producto 
correspondiente a las muestras de control de referencia, y ha- 
biéndose expedido a la circulación con instrumentos fiscales de 
"vino genuino", se ha incurrido 011 la "infracción grave" 
prevista por el art. 32, 2» parte, tít. VII, de la regí. gral. de 
Impuestos Internos; en cuya virtud, corresponde aplicar las 
dísposie iones, régimen y penalidades de las leyes impositivas, 
conforme a lo dispuesto por el art. 44 de la citada ley 12.372. 

Que siendo ello así, la prescripción de la acción está regida 
en la presente causa, por la ley 11.585, sobre prescripción en 
materia impositiva, y no por el código penal, como pretende 
la recurrente, sosteniendo erróneamente que se trata de nna 
infracción de carácter meramente industrial; y no habiendo 
transcurrido desde que se cometió la infracción, el término 
fijado por el art. 1* de dicha ley, el que por otra parte, se ha 
interrumpido con los actos de procedimiento producidos por el 

de acuerdo al art. 3» 
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de Ja misma ley, no se ha operado la prescripción de lo acción, 
en cuya vi.-tud, corresponde desestimar la excepción opuesta. 

Que sobro el fondo de la apelación deducida, la nombrada 
sociedad impugna de nulidad la resolución de la Adm. de Im- 
puestos internos y el procedimiento seguido onte esa reparti- 
ción, sosten íendo que de acuerdo a los arte. 1» 2* 3» 35, 37 v 
demás cones. de la ley 12.372. aquélla carece de jurisdicción 
para entender en el asunto, por corresponder intervenir a la 
Dir. Nac. de Vitivinicultura; agregando que la misma no le 
ha permitido la agregación de elementos de juicio solicitados, 
loa que podían resultar, si no esenciales, al menos coadyuvantes 
a su defensa. 

Que como lo tienen resuelto hi Corte Suprema y esta mis- 
ma cámara, en casos similares al presente, no procede la impug- 
nación de nulidad de sumarios administrativos, ni de las r * 
soluciones recaídas en los mismos, sobre infracciones a leyes 
impositivas ni reglamentarias, alegándose violaciones a los pro- 
cedimientos, las formas y aún las normas judiciales establecidas 
por dielias leyes, cuando en la* instancias judiciales los contri- 
buyentes afectados han tenido plena libertad para discutir y 
probar sus derechos respectivos, como en el presente caso, 
debiendo considerarse la resolución administrativa eomrj una 
demanda, como una reclamneión, cuya legitimidad el demanda- 
do dimita durante el trámite del juicio ante la justicia federal 
(Palios, t. 142, p. 5; t 17tí, p. £33). 

Que a nmyor abundamiento, cabe observar que la impug- 
nación íie falta de jurisdicción de la Adm. de Impuestos Inter- 
nos para entender en el sumario instruido a la recurrente, 
carece de fundamento legal, ya que según lo establece el art. 
46 de la citada ley 12.372, "cuando en un mismo hecho resulte, 
prima facie. infracción a las leyes de impuestos internos y a sus 
reglamentos, y al mismo tiempo a las disposiciones de la pre- 
sente, o a sus reglamentos, el sumario será instruid» exclusi- 
vamente por la Adm. Oral, de Imjuestos Internos, quien 
aplicará la sanción correspnmlhnte a la infracción castigada 
con pena mayor"; conclusión (pie hace iuucces¡irio pronunciar- 
se sobre la impugnación de ¡monstitueionalidad que también 
formula la recurrente, respecto del decreto núm, 24.362, de 
fecha Febrero 11 do 103!). reglamentario de dicha ley. 

Que estando debida nte comprobada la infracción impu- 
tada a la Sociedad (Jraffigua. y no habiendo producido en la 
instancia judicial prueba alguna de une .,[> ( | t >| m a j ; , 
vención o acción de terceras personas, debe considerársele res- 
ponsable a ella de la infracción de acuerdo a !•■ establecido por 
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el art. 29 do la citada ley 12.372, ya que las muestras de control 
fueron estraídas y analizadas antes de que el producto fuera 
entregado al consignatario o su endosatario; y tratándose de 
una "infracción grave", conforme a lo previsto por el art. 32, 
tít. VII, de la regí, gral., la pena aplicable es Jn establecida 
por el art. 27 del t. o. de las leyes de impuestos internes, como 
lo resolvió la Administración, y no la fijada por el art. 28, 
eomo lo resolvió el a quo. 

Por estos fundamentos, se resuelve: P) Xo hacer lugar a 
Ja excepción de prescripción de la acción, opuesta en esta ins- 
tancia por Ja .Sociedad Josó D. Círaffigna y linos. Ltda.; 2*) 
no hacer lugar, con costas, al recurso eontenci oso-administrativo 
interpuesto por la nombrada sociedad respecto de la resolución 
do la Adm. Gral, de Impuestos internos de fecha setiembre 25 
do 1942, en sumario níítn. 42G3-Seeiíión lG-año 1041, por ta que 
se le impone a aquéllos una multa de $ lú.93fi,í)0, la que se 
mantieun en su integridad; quedando así modificada la sen- 
tencia apelada. — Agustín de la Rda. — Jorrje Vera ValUjo. 
— José E. Rodríguez Satt. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 17 de setiembre de 1945. 

Y vistos: El recurso de apelación ordinaria inter- 
puesto por José D. Graffigna y Hno. Ltda. contra el fa- 
llo de la Cám, Fed. de Mendoza que le aplicó multa de 
$ 15.936,50 m/n. por imputada infracción a la ley 12,373 
al agregar sacarosa a una partida de vino genuino ven- 
dida a Ferrari, de San Francisco (Córdoba) y trans- 
ferida por í íte a Bussi, de la misma localidad — fs. 1, 
45, 50, 77, 90 y 105—. 

Considerando : 

— 

Que los hechos probados son los siguientes ; Graf- 
figna vendió a Ferrari, eomo vino genuino, confonne al 
análisis químico oficial, una partida de ese artículo, 
pero al llegar a destino — San Francisco — el destina- 
tario por ondoso (Bussi Hermanos) pidió nuevo análisis 



198 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

y se encontró, por las oficinas químicas, un por ciento 
de sacarosa que transforma el vino genuino en bebida 
apta para el consumo pero que debió pagar un impuesto 
mayor que el oblado por Graffigna, por lo cual, la 
Adni. de Imp, Internos resolvió, en 25 de setiembre 
de 1042, imponer a la firma vendedora, en concepto de 
impuesto sobre bebida artificial, In suma de S l..")83,(J3 
moneda nacional, y en concepto de inulta, la de pesos 
15.836,50 "de acuerdo con lo dispuesto en los arts. 2u* 
y 27 del texto ordenado" — fs. 51)— Deducido recurso 
contencioso ante el Juzgado Federal do San Juan — 
fs, 54, 57 y b'l — el recur reato alegó irresponsabilidad 
absoluta en la infracción comprobada, incompetencia de 
Imp. Internos. El juez desestimó las excepciones de 
incompetencia y de prescripción y condenó a Graffigna 
y lino. Ltda. a pagar $ 2.000 ni, u. de multa en mérito 
de lo dispuesto en el arf. 28 del texto ordenado en con- 
cordancia con el 32 de la ley 12.^72 — fs. 77—; fallo 
que fue reformado por la C'ám. Fed, de Mendoza, al 
confirmar el de la Adm, de Imp. Internos en virtud 
de lo que establece el urt. 27 del texto ordenado — fs. 
99—. 

Que dos hechos son indiscutibles en esta causa: a) 
que Graffigna vendió y envió a Ferrari vino genuino 
conforme al examen químico que para su salida de bo- 
dega y libre circulación debe practicarse por 1 -. Oficina 
Química Nacional o habilitada que mencionan los arts. 
48, 49, 50, 59 del Til. Vil de la Reglam. Bmí de Imp. 
Internos, y arts. 1 y 28 del decreto de 20 de octubre de 
1922, incorporado a dicha reglamentación entre las " Dis- 
posiciones Subsistentes"; b) que el vino llegado o Kan 
Francisco a Bussi Hermanos por transferencia de Fe- 
rrari quien lo adquirió de Graffigna, contenía sacarosa 
que lo transformó en bebida artificial, pues así resulta 
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de los reiterados análisis que a solicitud de Bussi y 
Grafñgna se realizaran en San Francisco — fs. Z t 8, 9, 
15, 16, 17, 18, 22, 23, 24, 31 y siguientes, 

Que lu negativa de la oficina de impuestos internos, 
sumariante, a solicitar testimonio de los análisis corres- 
pondientes a otras partidas del mismo vino adquirido 
por Bussi y que Graffigna indicó como vendidas a las 
firmas que se mencionan n fs. 44 malogró una prueba 
que podía ser de descargo para el procesado. Esa prue- 
ba se pidtó en enero 8 de 1942 y se reiteró el pedido 
en febrero S del mismo (v. fs. 44 y 48), es decir, cuan- 
do era oportuna — art. 34 de la Reglam. Gral. — pues 
un ano so deben guardar los análisis; pero no pudo 
ofrecerse en el juicio contencioso que, iniciado en no- 
viembre de 1942, se abrió a prueba en abril de 1943 
— fs. Ül y 70 vta— . 

Que, en estas condiciones, la presente causa es se- 
mejante —no igual— a la resuelta por esta Corte entre 
las mismas partes en noviembre 20 de 1943 — Palios: 
197, 346 — pues allí se comprobó que el vino genuino 
expedido por (¡raffigna con el certificado de análisis 
correspondiente a vino genuino, llegó a destino con 
modificaciones consecutivas, probablemente a la intro- 
ducción de caramelo inapto que determinaría la glucosa 
comprobada; y si el elemento determinante y confesa- 
do era "inapto", condición que el fabricante no puede 
ignorar, lógico parece que el criterio amplio y equita- 
tivo de la Corte no puede sor otro cuando no hay, contra 
el acusado, otra prueba que la diferencia entre el vino 
salido de bodega y el recibido por Bussi. 

Que a ello debe agregarse la circunstancia signi- 
ficativa de baberse comprobado diferencias en los aná- 
lisis practicados en San Francisco con muestras ex- 
tra ubis de los diversos envases, circunstancia que el 
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Sr. Juez Federal anota en su fallo do fs. 77 y que, pri- 
ma facic, excluye la falsificación k.n bodega, en la misma 
cuba o recipiente total porque ello habría dado la mis- 
ma proporción de sacarosa en los diversos envase» ana- 
lizados. Además, no se ha invocado ningún beneficio 
posible para Graffigna, desde que habría vendido el 
vino al precio del genuino 0,24 el litro con impuesto, 
cuando sólo el impuesto de la bebida artificial os 0,-5 
por litro (v, fs. 25 y 50) y no al mayor de la bebida 
artificial y siendo así el de adulterar su propio vino, 
corriendo el peligro del desprestigio y perjuicio eco- 
nómico consiguiente en el caso de notarse la maniobra; 
y Bussi, en cambio, celoso en el control, ni devuelve el 
vino adulterado que resulta ser "bebida artificial", ni 
reclama por diferencia de calidad, el que se liquida 
— en menos de dos meses (v. fs. 1 y 14) — siendo la 
partida de 8.833 litros. Tales consideraciones y las 
formuladas por el Sr. Juez Federal especialmente a 
fa. 78 confluyen a demostrar que no hay prueba eficaz 
sobre la responsabilidad de Graffigna en el hecho de 
la causa, ni como fraude ni como culpa prevista en el 
art. 28 del texto ordenado de impuestos internos con- 
cordante con el art. 32 de la ley 12.372, atenta la ju- 
risprudencia de esta forte (Fallos: 107, 340; 1SG, 70; 
184, 530; 182, 349 y otros). 

En su mérito se revoca la sentencia apelada y se 
absuelve de culpa y cargo a José D. Graffigna y Her- 
mano Ltda. en el hecho de la causa. Costas por su 
Orden. 

TfoBFHTO IÍEPETTO — ANTONIO Sa- 

oAitXA — B. A. Xazau Axcno- 
rexa — F. Ramos Mejía (en 
disidencia) — T. D. Casares 
(ai disidencia). 
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Disidencia de los Sises. Ministros Dres. D. Francisco 
Ramos Mejía y D. Tomás D. Casares 

Con si de ra lid o : 

Que los hechos probados en autos, que, por otra 
parte, no son negados por la recurrente, son los si- 
guientes: José D. Uraffigiin y Fino. Ltda. vende una 
partida de vino u Alejandro Ferrari, quien endosa la 
carta de porte a Bussi Hermanos ; la partida de vino 
es cargada por la sociedad con ínst ruínenlos fiscales 
de "vino genuino'*, pero analizada en destino resulta 
ser "vino artificial, apto para el consumo". 

Que la sociedad, notificada de los hechos, se limi- 
ta a decir — i's. 44— que sólo son atribuíales a una 
mano criminal que trata de perjudicarlos valiéndose de 
medios ruines, prometiendo efectuar las investigacio- 
nes correspondientes para encontrar y denunciar a la 
justicia a los autores, agregando que nada tiene que 
observar a la aef nación de los empleados, ni abriga 
la menor duda sobre las determinaciones efectuadas 
por la Oficina Química Xacional que analizó el vino. 

Que la sentencia apelada juzga con recto criterio 
la prueba de autos y aplica las disposiciones legales 
que ella en concón lamia con la doctrina de esta Corte. 
El hecho fundamental es que la sociedad condenada 
lia embarcado, como genuino, un vino que en la estación 
de destino era un vino artificial apto para el consumo, 
que paga un impuesto fiscal mucho mayor. La defrau- 
dación a la reñía surge, así, de los hechos mismos, a 
menos que se probara en forma eficaz que el vino que 
se embarcó no es el vino que llegó a destino, que fue- 
ron cambiados los envases, substituido o adulterado el 
conté ni tío por obra de un tercero. Tal prueba ni se ha 
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intentado. No era eficaz para probarlo la circunstan- 
cia de que la sociedad habría vendido y remitido mu- 
chas otras partidas sin defraudar el impuesto, pues 
ello no habría demostrado que el vino embarcado pa- 
ra Ferrari era genuino, a pesar de no serlo a su llega- 
da a destino. También piulo demostrar que la trans- 
formación del vino, si era posible, se debía a su evolu- 
ción natural, pero ni lo alegó — Cons., Fallos: 178, 
224 ; 182, 349 y 3S4 ; 190, 295 ; 197, 147 y 34í>— . En el 
primero se declaró firme la sentencia que condenaba 
porque la intención de defraudar surge del hecho u omi- 
sión desde que entre ¿1 o ella y la evasión del impuesto 
aparezca la relación directa; en el tercero se estable- 
ció que la intención de defraudar puede presumirse; 
en el último, entre las mismas partes, se declaró, en 
un caso igual al presente, que la sola circunstancia 
de ser el vino artificial según el análisis en el punto 
de destino no bastaba para probar la infracción si las 
constancias de autos autorizan a presumir qne el cam- 
bio se ha operado por la alteración del caramelo que 
contenía el vino. En todos se ha aplicado la doctrina 
de que el artículo no sanciona la sola violación formal 
de las disposiciones legales, pero se lia exigido la prue- 
ba de la falta de intención de defraudar o de que la 
omisión resultase excusable, prueba que el recurrente 
no ha producido, como la produjo en el último caso 
citado, siendo ineficaz, como se ha dicho la que ofreció 
y le fué negada en el sumario administrativa. 

Por estos fundamentos y los de la sentencia ape- 
lada de fs. 99 se la confirma en todas siis partes, con 
costas. 

V. Ramos Mkjía — T. D. Casares. 
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CARMEN GONZALEZ DE PARDO v. NACION 
ARGENTINA 

IKXSfO.XKS MILITA RES: Genettxlidaáe», 

YA cabo coi-inoro que presta servicios en la Armada Na- 
cional sin contrato estrilo está comprendido, de] mismo 
modo que quien Ion presta habiéndolo firmado, en el cuer- 
po militar de marinería y sus servicios son computables a 
los efectos de la pensión militar correspondiente. 



¡Sentencia del jiez fehekal 

Bs. Aiies, noviembre 2 de 1943. 

Y vistos: Para resolver en definitiva este juicio seguido 
por Da, rarmen González viuda de Pardo, por sí y sus hijos 
menores, contra la Nación sobre reconocimiento de 'pensión, y 

Resultando: 

í. Que la acto ra, por sí y en representación de sus hijos 
menores demanda a la Nación pura que se le reconozca el dere- 
cho a gozar de pensión por haber fallecido su esposo y padre 
de sus hijos, como consecuencia de la tuberculosis pulmonar que 
adquiriera mientras prestaba sus servicios de cabo primero 
cocinero de la Armada Nacional y además, por haber prestado 
en esta más de diez años de servidos. 

Lo primero le corresponde de conformidad a lo dispuesto 
pu el art. 12 del tít. IV de la ley 4856 y jurisprudencia que cita 
y lo segundo porque la Icnís del Min. de Marina de que no le 
siin computables los servicios que ha prestado sin contrato, no 
tiene asidero legal ante las disposiciones de la mencionada ley. 

Por ello entabla esta demanda en la forma que lo deja 
expuesto y pide además, «e condene a la Nación a pagarle los 
haberes que se le adeudan desde el día del fallecimiento del 
causante, eon intereses y todo, con costas. 

II. Que el ex Procurador Fiscal. Dr. Gustavo Caraballo, 
al contestar la demanda opone la falta de acción en cuanto a la 
causal de enfermedad que se aduce por no haber sido materia 
de discusión en su reclamo administrativo con lo que no se 
habrían cumplido Jas exigencias de la ley 3972 y en lo referente 
a los años de servicio que ha prestado' el causante, niega que 
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los necesarios para obtener los beneficios que pretende 

la actora. , , 

Por todo lo cual, pide el rechazo de la acción con costas. 

Y considerando: 

I. De los tres fundamentos en que la actora funda su 
demanda, dos lian quedado descartados: el relativo a la causa 
del fallecimiento del causante y su derecho a retiro por enfer- 
medad, por haberse desistido a fs. 15; y el referente al derecho 
al cómputo doble de los servicio* prestados durante el estado 
de sitio, sobre lo que la actora desistió también en su aléenlo 
(punto C. fa. 28 vía.). Resta sólo examinar el punto referente 
asi a los finca de la pensión une se cesliona, deben computar- 
se o no los servicios prestados a la Armada Nacional por el 
causante sin que mediara contrato, 

¡I. Consta en el expediente administrativo agregado < ls. 
8) que el causante cabo 1" eocinero D. Vicente Pardo prestó ser- 
vicios continuados en la A mu ubi Nacional desde el 24 de aposto 
de 1926 hasta el 1" de a tros tu tic VX\\ sin contrato, y desde esta 
última fecha hasta el 13 de febrero de l!)MÍI con contrato, tota-' 
Hitando doce años, eiiu'o meses v diecinueve días de servicios. 

Expresa el informe del Hxcmo. Sr. Ministro de Marina 
corriente a fs. 24 de estos antas (contestación al punto J). que si 
hubieran de computarse al causante los servicios 4 * prestados sin 
contrato", sus deudos tendrían derecho a pensión militar, por 
totalizarse más de diez años deservicios, (art. 12, tít. 111, ley 

4856). . , 

III. Agregad informe del Ministerio de Marina (punto t , 
fs. 25) que los servicios prestados por el cansante desde el 24 
de aposto de 1!»26 basta el 13 de febrero de 1!I3U. fueron de la 
misma naturaleza, bina! puesto de trabajo, y vistiendo el mismo 
uniforme, siendo el mismo puesto el que desempeñó antes y des- 
pués de firmar el contrato (punto E), reconociéndose asimismo, 
que en otros casos similares, entre ellos las de los suboficiales, 
Bax y Goleo, se computaron los servicios civiles, sin cxl-ií ráeles 
pensión fuese de servicias "contratados" en el mínimum legal 
necesario al efecto (punto II. fs. 26). 

IV. En las condiciones indicadas, frente a esos preceden- 
tes administrativos, y creyendo el suscripto aj listarse al espíritu 
de la jurisprudencia sentada por la Excma, Suprema Corte, cu 
causas, (pie a su criterio guardan cierta analogía (Jur, Arg., t, 1. 
l!i|:¡. o s. C. t. 17!i. p. 1 "- ■ e.»¡neid.'ute< eOB lo opinado 
por o! Sr. Auditor General de Querrá y -Marina Dr. Amnvortu 
(fs. 56 del expediente agregado), estima que en los casos en que 
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el personal civil, sin cambLr de funciones pasa a ser considerado 
militar (inf. de fs. 26. punto I), los servicias anteriores deben 
también ser considerados militares, en razón de que los servicios 
no varían en su naturaleza, sino simplemente de calificación. 

Si conforme a lo declarado por la Exema. Cámara en el caso 
del caho Conrado Santiago Larrañaga contra la Nación resuelto 
por el alto tribunal el 2 de diciembre de 1942, los servicios pres- 
tados a la Escuela de Mecánica, son computadles a los efectos del 
retiro, con mayor razón deben serlo, los que se prestan directa- 
mente en la Armada Nacional, como ocurre en el caso del cau- 
sante D. Vicente Pardo, cuyas Funciones fueron idénticas duran- 
te los doce anos y medio de servicios prestados en la Armada, 

V. Aceptado que los servicios computables del causante, 
excedieran en diez años, y atento la edad del mismo (46 años) no 
interesa averijiuar si la enfermedad que motivó el deceso de! 
mismo el 13 de febrero de 1Í13Í), — tuberculosis pulmonar — , 
(fs. 44, expediente administrativo agregado) fué o no la conse- 
cuencia de los servicios prestados, ya que la disposición del art. 
12, til, 111, ley 4S56, no exige más requisitos para obtener la 
pensión de retiro, para "clases e individuos de tropa" que la 
comprobación del mínimum de diez años de servicios. Los artícu- 
los 15, 16 y 17 del tít. III citado, contemplan otros supuestos en 
que se autoriza el otorgamiento de la pensión de retiro con pres- 
tíindcncia del tiempo del servicio prestado. 

Conforme a lo declarado por la Suprema Corte al confirmar 
los fallos de primera y segunda instancia en la causa de Ama- 
ranto Romano (Pallas Suprema Corte, t. 190, p. 576), al per- 
sonal de clases e individuos de tropa de la Armada, sólo le alcan- 
za el retiro obligatorio, no pudiendo invocar los beneficios del 
retiro voluntario ni del administrativo. 

En la mencionada causa, (pie la Excma. Cámara y la Su- 
prema Corte confirmaron por sus fundamentos, el señor Juez 
Federal Dr. González dijo: "Según el art. 3' del tít. III de la 
ley 4856, el retiro referente a las clases e individuos de tropa 
sólo procede cuando alcanzaren en servicios como límite mínimo 
los 45 años de edad. Antes de esta edad y de cuín piídos diez años 
de servicios como mínimum, el derecho a pensión no puede ser 
acordado, de conformidad a ta escala de progresión entre el mí- 
nimum y el máximo de pensión que regula el art. 12 del tít. III 
de la ley orgánica de la Armada," 

Los requisitos señalados, aparecen cumplidos en el caso del 
causante cabo 1* D. Vicente Pardo, que falleció mientras se 
liallaba en servicio activo en la Armada, con doce años y medio 



506 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



de servicios y 46 años de edad, según resulta de la documen- 
tación agregada al expediente administrativo. 

Consiguientemente, a juicio del suscripto asiste a la señora 
viuda del causante y a sus hijos menores el derecho a que se les 
acuerde la pensión que reclama por el fallecimiento de su esposo 
y padre respectivamente y así se declara. 

Por estos fundamentos, fallo: Declarando que la Nación 
debe otorgar a la acto ra doña Carmen González de Pardo y a 
sus hijos menores, la pensión que legalmente les corresponde, 
en su carácter de viuda e hijos legítimos del causante ex cabo l v 
de la Armada D. Vicente Pardo, y alionarles i as mensualidades 
adeudadas desde la fecha de su deceso, con intereses desde la 
notificación de la demanda. Las costas deberán satisfacerse por 
su orden, atento a la naturaleza de la cuestión debatida y tra- 
tarse de nn caso de interpretación legal bien discutible. — Al- 
fonso E. Poccard. 



Sentencia he la Cámara Federal 

Bh. Aires, 23 de junio de 1944. 

Y vistos: 

No habiendo sitio desconocidos por la demandada los ser- 
vicios prestados por el Cabo 1>. Vicente Pardo entre el -6 
de agosto de 1926 y el 1* de agosto de 1931, y dada la natura- 
leza y forma de los mismos, se confirma por sus fundamentos 
la sentencia de fs. 34, sin costas. — J. A. González Calderón. — 
Carlos del Campillo. — Eduardo Sarmiento. — Carlos Minera. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

lis. Aires, 17 de septiembre de 1945. 

Y vistos: Los de la cansa Carmen González de Par- 
do y otros contra el Gobierno Nacional por otorga- 
miento de pensión militar; venida a esta Corte por 
recurso extraordinario interpuesto por el Min. Fiscal 
contra la sentencia de la Cám, Fcd. de la Capital que 
hizo lugar a la demanda; y 
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Considerando ¡ 

F El reeurso es procedente porque en el pleito so 
ha sostenido por la parte demandada, fundándose en 
las normas del art. 1* del tít II y del inc. 3 T del art. 2* 
del tít. II de la ley n° 4856, que sólo tiene carácter 
militar y derecho a pensión el marinero voluntario in- 
corporado a la armada mediante contrato; y como du- 
rante parte del tiempo de servicios del cabo 1* Vicen- 
te Pardo necesario para tener derecho a pensión los 
realizó sin contrato escrito, ese tiempo no le es com- 
putable a los fines de la demanda de su esposa e hijos. 
Eí fallo de la Cám. Fed. es contrario a tal interpre- 
tación y hace lugar a tal demanda y, por lo tanto, es 
aplicable el inc. 3' del art. 14 de la ley 48 y su concor- 
dante art. 6" de la ley 4055. Así se declara. 

2 ? Que no se ha discutido en los autos la condi- 
ción de cabo 1* cocinero de la armada nacional que 
revistió Vicente Pardo desde el 24 de agosto de 1926, 
fecha de su ingreso, hasta el 13 de febrero de 1939, 
día de su egreso por fallecimiento a consecuencia de 
tuberculosis pulmonar — fs. 8 y 44 del exp. agregado 
por cuerda floja — . Tampoco se lia discutido que los 
servicios do Pardo desde el 24 de agosto de 1926 hasta 
el 1* de agosto de 1931 se realizaron sin contrato — fs. 
8 del expediente citado — . 

3* Que no se ha dicho — directa ni indirectamen- 
te — que Pardo se hubiera resistido a subscribir el con- 
trato escrito reglamentario en el primer período pre- 
cedentemente mencionado, en cuyo lapso de tiempo vistió 
el uniforme correspondiente a su condición de cabo 1°, 
percibió el sueldo de tal clase, estuvo sometido a 
la disciplina pertinente, es decir, como lo manifiesta 
el Sr. Auditor General de Guerra y Harina a fs. 56 
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del exp. adm. " prestó servicios en f unciones idénticas 
a las que se desempeñaron después con asimilación mU 
litar.,, en razón de que los servicios no varían en su 
naturaleza sino simplemente de ca locación"; y es por 
eao que la Dir. Gral, de Personal del Min. de Marina, 
en su informe de fs. 8 — exp. ¡ulm.~ no menciona ser 
vicios civiles y militares a favor de Pardo sino "servi- 
cios con contrato" y "servicios no contratados", pero 
todos militares por la naturaleza de los mismos, de je- 
rarquía de su cargo, el uso de uniforme, la disciplina 
a que estaba sometido como cabo P y el sueldo que per- 
cibía de conformidad con su clase. 

4' Qne como se dijo por la Cára. Fed. de la Capi- 
tal y esta Corte Su [nema en el caso de Cirilo A. Villa 
Monte, que el Fiscal de Cám. invoca en su dictamen 
de fs, 43 (Fallos: 165, 107) "son cuerpos militares: 
a) el cuerpo general de la armada, de guardia i na ri na 
a almirante; b) el cuerpo de artillería de costas; c) el 
cuerpo de marinería, formado de marineros, cabos, ofi- 
ciales de mar y personal de maestranza. Son cuerpos 
auxiliares: a) el cuerpo ele sanidad; b) el cuerpo de 
ingenieros, formado por los ingenieros navales, maqui- 
nistas, electricistas y torpedistas; c) el cuerpo de ad- 
ministración formado por los contadores" — arts. % 2 
y 3 — . Es indudable que el cabo 1*, aunque desempe- 
ñe funciones de cocinero, está comprendido en la pri- 
mera categoría "cuerpos militares", sujeto a jurisdic- 
ción militar, con la jerarquía de su clase o grado, con 
derecho a pensión; nunca sus servicios — aunque la su- 
perirridad no le haya exigido "contrato" escrito — se- 
rán considerados como civiles porque no están com- 
prendidos en el art. 4* que sólo menciona i "los audi- 
tores, capellanes, profesores y sus ayudantes y los 
ciudadanos que presten servicios en las diversas re- 
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particiones de la armada' 1 ; ni la "armada nacional", 

ni el "arsenal de Zarate" — fs. 8 — son reparticiones 
comunes del Ministerio, ni Pardo era simple ciudadano 
civil sino soldado marinero incluido en lista de revis- 

5' Si en los casos de Conrado S. Larrañaga y 
Marcelino Celaya se computaron servicios que no es- 
taban previstos en la ley {Fallos: 194, 405; lí)5, 160) 
como el Fiscal de Cám. lo reconoce, y la Corte proce- 
dió así porque reglamentaria o habitualmente se per- 
mitía eso, en virtud de la naturaleza de dichos servi- 
cios, justo resulta Jo resuelto en el aso del cabo Pardo 
que actúa como militar solamente sin observación nin- 
guna de sus superiores únicos responsables, por lo 
tanto, de la falta de cumplimiento de la fórmula del 
contrato. 

En su mérito y por los fundamentos concordantes 
de los fnllos de 1* y 2* instancias, se confirma la reso- 
lución apelada en cuanto pudo ser materia del reeurso 
extraordinario. 

Antonio Sao aun a — B. A. Nazab 
Ancjiokkxa — F. Ramos Me- 
jía — T. D. Casares. 



ESTEBAN D. FRANCO Y CIA. — Sü CONCURSO — v. 

BOERO Y CIA. 

JURISDICCION Y CQMPETEXC1A: Principios generales. 

Establecida definitiva monte la com potencia de la justicia 
federal por haber accedido los tribuna le-s ordinarios a la 
inhibitoria que «cpiélla planteara, es improcedente renovar 
la cuestión de oficio y en 2* instancia deapués de fallada la 
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Dictamen del Puocfbados General 
Suprema Corte: 

En julio tic lít.'U so presentaron auto un juez de 
comercio de esta Capital los síndicos liquidadores de 
la quiebra de la ranún social B. Esteban Franco y Cía., 
pidiéndole d cela rase si mulada y nula una escritura de 
compraventa otorgada el 7 de febrero de 1933 por di- 
cha razón social a favor de la firma Boero y Cín.j 
pero esta última acudió en noviembre del mismo año 
ante un juez Federal de Rosario y sostuvo míe allí 
debía tramitar el juicio. Así lo admitió también el 
juez, ya que el contrato soeial de Boero y Cía. daba a 
Rosario como domicilio de la sociedad (diciembre 19 
de 1034, fi». II, exp. anexo); y solicitado el Sr. Juez 
de Comercio de la Capital para que se inhibiese, acce- 
dió a ello por ideática razón (fs. L'87, exp. principal). 
Ese fallo aparece confirmado por la Cám. en lo Comer- 
cial a fs. 318. 

Pasada la causa a conocimiento del Juez Federal, 
ordenó éste levantar nn embargo trabado por el Juez 
do Comercio; y para decretarlo, se fundó en que, con 
arreglo a la ley n* 50, modificada por la 3375, no son 
válidos en jurisdicción federal los embargos trabados 
por juez incompetente (fs. 357). La Cám. Fcd. de 
Rosario, mantuvo ese pronunciamiento, sin formular 
salvedad alguna en cuanto a la procedencia del fuero 
(fs. 37-, junio 17 de 1ÍKÍ8). Sin embargo más tarde, 
llegado ya a fallo de segunda instancia el expediente, 
la misma Cámara, de oficio y sin dar intervención al 
Fiscal, resolvió declarar incompetente a la justicia fe- 
deral (fs. ÍJ39). Contra tal sentencio se trae ahora re- 
curso extraordinario fundado en que media denegato- 
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ría del fuero federal y desconocimiento de la cosa juz- 
gada, emergente de lo resuelto por la Cámara a fs. 
371 Por ambos conceptos —que en realidad vienen a 
ser uno mismo — el recurso es admisible. 

¡Hizo cosa juzgada lo resuelto a fs. 372 f A mi jui- 
cio, y como norma general, nada se opone a que exista 
res jutlirata en materia de jurisdicción. El art. 3 do 
la ley ¡30 previene que si de la demanda aparece cla- 
ramente no competir la causa a la justicia nacional, el 
Juez deberá desecharla do plano; pero no establecí 
que, una vez admitida su propia jurisdicción, por fallo 
—siquiera lo sea i uto r locutorio — pueda el juez, a cual- 
quiera altura del litigio, rever do oficio lo resuelto. Al 
fallar la Cámara el incidente de embargo, por esc sólo 
bocho estaba admitiendo tener jurisdicción, máxime ai 
se recuerda que lo discutido versó exclusivamente so- 
bre la aplicabilidad de la ley nacional de Enjuiciamien- 
to; v que los mismos motivos de objeción a la proce- 
dencia del fuero hechos valer a fs. G^í), existían ya en 
aquella oportunidad. 

Esto sentado, y dentro de las dudas que provoca 



do ella misma, y pasada en autoridad de cosa juzgada. 
Procedería, en consecuencia, hacer lugar a las preten- 
siones de la parte recurrente. Bs. Aires, noviembre 



Y vistos los autos "Franco y Cía., B. Esteban (su 
concurso) contra Boero y Cía. sobre nulidad y simu- 
lación dolosa de escritura pública" en los que se ha 




fí do 1944. - Juan Alvar vz. 
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Bs. Aires, 17 de septiembre de 1945. 
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concedido el recurso extraordinario interpuesto por la 
parte actora contra la sentencia de fs. (>39 t denegato- 
ria del fuero federal. 

Considerando: 

Que la competencia de la justicia federal para co- 
nocer en esta causa quedo establecida definitivamente 
al ser resuelta en ese sentido por la GYmi. de A peí. 
en lo Comercial — fs. ."íl S — la cuestión do competencia 
que por vía de inhibitoria planteara el Juez Federal 
de Rosario al Juez de Comercio de la Capital — art. 
49 de la ley áO — . La posibilidad de renovar la discu- 
sión de oficio en segunda instancia, después de trami- 
tado y fallado el litigio en la primera, no sólo resulta 
inconciliable con la mencionada disposición legal, que 
pone fin a la cuestión de competencia, sino también 
con los principios de economía procesal tendientes a 
asegurar la estabilidad de los procedimientos y obte- 
ner la mayor celeridad posible en el trámite de los 
juicios, que lian inspirado disposiciones como la del 
art. 87 del Cód. de Proe. Civ. de la Capital. 

Por ello y lo dictaminado por el Sr. Procurador 
General, revócase la sentencia apelada, debiendo vol- 
ver estos autos a la Cám. Fod. de Apel. do Rosario 
para que pronuncie la sentencia definitiva de la causa, 

Antonio Saüarna — B. A. Nazar 
A n cu oren a — F. Ramos Me- 
jív — T. D. Casares. 
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E. ANDERSON Y CIA. 

nKCVRSO EXTRAORDINARIO: Iteqmsito* propios. Cuestión fe- 
deral Cuestiones federales simples, luierpretaevm de fos leyes federa- 
les. Leyes de runteter federal ¡/ focal. 

Procedo ot recurso extraordinario contra la resolución con- 
traria ni derecho a aetuar en papel .simple fundado por el 
apelante en el art. lü;í, inc 28. del decreto nacional n" 9432 
sobre impuesto de sellos y en los arte. 9», 10, 13 y con- 
cordantes de la ley 12.591. 

MVLTAS. 

Las multas que la ley 12.591 establece para los infractores 
a sus disposiciones tienen carácter penal. 

LEÍ* DE SKLLdS: Kj enviones. 

El supuesto infractor a la ley 12.Ó91 a (jnieu el P. E. 
aplicó una multa de la cual «peló para ante el juég federal, 
está exento de actuar en papel sellado en el proceso. 
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Bs. Aires, 17 do sq 

Y vistos los autos "Anderson y Cía. E. f Infrac. 
Ley 1*2.591 — Exp. 277744/943" en los que se ha con- 
cedido el recurso extraordinario interpuesto por el re- 
presentante de la firma mencionada contra la resolu- 
ción de fs. 112 vt a. 

Considerando: 

Que el recurso es procedente porque la exención 
>el sellado en esta cansa, tramitada ante 
lo Federal en lo Criminal y Correccional de 
ha sido oportunamente fundada por el 
recurrente en los arts. 103, ine. 28, del decreto n' 9432 




su 
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sobre impuesto de sellos, al que debe reconocerse carác- 
ter federal por la circunstancia expresada (Fallos: 

198, 270 y los allí citados) y 9, 11), 13 y concordantes do 
la ley 12.591, cuyo carácter federal también ha sido 
declarado por esta Corle Suprema ( Fallos: 1*12, 213; 

199, 29), y por ser la resolución apelada equipara lile a 
sentencia definitiva conformo al criterio sustentado por 
esta Corte Suprema en Fallos: l!Hi, 1U4 y otros pos- 
teriores. 

Que según el art. 103, ine. 28, del decreto n* 9432 
están exentos del impuesto de sellos "los escritos y ac- 
tuaciones producidos en cualquier jurisdicción para la 
defensa en juicio criminal, sin perjuicio del cargo de 
reposición en caso de condena". 

Que la presente causa es consecuencia del proce- 
dimiento arbitrado por la ley 12.591 para la aplicación 
de las multas que la misma establece respecto de los 
infractores a sus disposiciones; sanciones que revisten, 
sin duda alguna, carácter penal, conforme a lo que ex- 
presamente disponen tos arts. 9, 10, 11 y 13 de dicha 
ley y a la jurisprudencia de esta Corte Suprema sobre 
la materia (Fallos: 192, 229; 201, 59 y 155, y el recaído 
el 1* de agosto del corriente año en la causa "Dir. 
Oral, de Ferrocarriles v. F. C. Sud"). 

Que, por consiguiente, tramitando este juicio con 
arreglo a las disposiciones del Cód. de Proes. Penales, 
con cuyo art. 14(>, i no. l\ concuerda ol ya citado del 
decreto n T 9432, es forzoso concluir que ésta es una 
causa criminal y que del mismo modo que tiene dere 
clio para actuar en papel simple el procesado por un 
delito previsto y reprimido por el Cód. Penal con pena 
de multa solamente, lo tiene el supuesto infractor a la 
ley 12.591 castigado con multa por el P. E. de la Na- 
ción, con mayor razón desde que se trata de sanciones 
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pecuniarias muellísimo más gravea pues tienen como 
límite la suma de cien mil pesos moneda nacional (art. 
9 de la ley 12.591). 

Que, por otra parte, esa solución es la que mejor 
concuerda con el propósito de facilitar la defensa que 
inspira la disposición del art. 103, inc. 28, del decreto 
n* 9432 y también con lo resuelto por esta Corte Su- 
prema el 8 de noviembre de 1933 en la causa Ernesto 
Pfaliler y Cía. v. Imp. Internos. 

Que Jos fallos invocados en el dictamen de fs. 117 
refiérense a una situación distinta de la planteada en 
autos, pues en ellos so había fundado el recurso en la 
violación de la defensa en juicio o en la interpretación 
;le disposiciones que no tenían carácter federal; de 
manera que sus conclusiones no son aplicables en este 



En su mérito, revócase la resolución 
fs. 112 vía. en lo que ha sido materia del recurso ex- 
traordinario. 

1ÍOHERTO RkPKTTO — ANTONIO Sá- 

o aun a — R. A. Xasíar Ancho- 
bena — F. Ramos Mejía. 



S. A. SIEMENS RAVNION v. DIRECCION GENERAL 
DEL I MI» CESTO A LOS REDITOS 

PRESCRIPCION: Tiempo (ie la prescripción. Leyes especiáis*. Im- 
puesto a ío-f ré/líto*. 

La, prescripción establecida jmr el art. 24 de la ley 11.683 
(t. i>) no rige el un puesto <lc una demanda contenciosa 
sobro repetición del impuesto a las ventas voluntariamen- 
te j upado por error de derecho, al i(iie es aplicable la pres- 
cripción decenal f 1 ). 



(i) 19 de setiembre de 1915. Falloa; 193, 81; 100, 216. 
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INSPECCION CANAL MATRIZ VIDALINO v. MANUEL 
LAINEZ Y J. CRESPO 

JURISDICCION Y COMUETEXCIA: Snrcsi'ln. Fuen, de «traerifa. 
Acetona personal* s de ¡ou < redores. 

El juez ante quien tramita el juicio sucesorio do uno de 
los condominos es el competente parn conocer en la ejecu- 
ción seguida por cobro de cuotas de i miración correspon- 
diente al inmueble .situado en otra provincia, aunque be 
haya efectuado el remate de dicho bien sin haber»? reali- 
zado aun la escrituración ('). 



.IOKR V. FIO TE ROA Y JOKGE T. ISLA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Rtf t nmt»s propios. Resolución 
contraria. 

Es procedente el recurso extraordinario deducido por los 
actores mi un juicio sobre inconstitucional ¡dad y>eobro de 
pesos tramitado originariamente ante la Suprema Corte de 
la Prov. de lis. Airea contra la sentencia de ésta que; sin 
pronunciarse sobro In taeha de iueonstítueimmUdad ni 
deelarar la i moni potencia de la Corle ni dejar a salvo el 
derecho de ios actores pura reiterar el pleito ante otro 
tribunal, rechaza la acción por consideraría deducida fue- 
ra del término establecido por el art. I a parte de) 
Cód. de Proeed. t'iv. y Coin, local. 

CONSTITUCION NACIONAL: Comi>imitma\UUul e iuvonstituviom- 
luhul. Le «¡en profincialex, Hitena* Aires. 

El art. 372, 1* parte del Cód. de Proceds. Cív. y Coin. de 
la Prov. de Bs. Aires aplicado en una demanda sobre in- 
constitueionalidad y cobro de pesos deducida originaria- 
mente ante la Suprema Corte provincial de manera que 
conduzca a rechazar la acción por habérsela deducido füera 
del término que aquél fija, sin dejar al actor la posibilidad 
de reiterar el juicio ante otro tribunal, es contrario a les 
Sita. SI. Íi7, inc. 11 y 1US de la Const. Nacional. 



(i) in de «tiemble d> 1045. 
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Dictamen del Pnoc oteador Gen* eral 
Suprema Corto: 

Los I) res. José Y. Figuoroa, ox- vocal de la Cám. 
1* de Apelaciones, y Jorge T. Isla, ex-juez en lo civil 
y Comercial de la Prov. de Bs. Aires, promovieron an- 
te la Suprema Corte de diclia provincia una demanda 
de inconstitucional i dad contra el decreto n* 109, dictado 
por la Intervención Nacional con focha 17 de mayo 
de 11>40, por el que fueron rebajados sus sueldos de 
magistrados. Pedían se condenase a la demandada a 
pagarlos $ S.tíli.l y í "i.üuT, respectivamente, por con- 
cepto de talos rebajas. 

Previos los trámites usuales, ese litigio fué falla- 
do el 19 de junio del corriente año, declarando la Corte 
ipie pues se trataba de acción puramente patrimonial 
y los demandantes, desprovistos ya de su investidura 
judicial no defendían prerrogativas actuales o futu- 
ras, correspondía conceptuar a aquélla fuera de tér- 
mino (art. í!72 del Cod. de Procs. 1' parto), y deses- 
timarla en consecuencia (fs, 143). Kl plazo aludido, es el 
de un mes a contar desde el día en que la ley, decreto 
o reglamento afectó los derechos patrimoniales invo- 
cados. Contra tal fallo traen ahora los actores un 
recurso extraordinario, por vía directa. 

Lo considero inadmisible, dado que la materia re- 
suelta por la Suprema Corte provincial de Bs. Aires 
está regida por leyes o disposiciones locales y de ollas 
derivaría, asimismo, el derecho invocado por los acto- 
res, Ko se trata, entonces, de situación jurídica equi- 
parable a las contempladas por V. E, en 173; 18á, 183: 
14,1 v 193: '231. El caso actual se ajusta más bien a lo 
decidido por la Corte en 153: 21 y 177: lí>9. Así co- 
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rrespondo declararlo, y desestimar la queja. Bs. Aires, 
setiembre 15 de 1945. — Jmm Alvarez. 



FALLO DE LA CORTE SITIÍEMA 



lis, Aires, 21 de septiembre de 194;). 



Y vista la precedente queja caratulada "Recurso 
de hecho deducido por los actores en los autos Figne- 
roa José V. e Isla Jorge T. a./ demanda de ineonsti- 
tncionaUdad", para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando: 

Que en la sentencia apelada la Suprema ('orto do 
la Prov. de Bs. Aires decide la causa por aplicación 
del árt. 371!, 1* parto» del Cód. de Proeeds. Civ,, omi- 
tiendo pronunciarse sobre la taclia de ineonstituciona- 
lidad (pie oportunamente hicieran los actores — fs. 17, 
a raíz de su invocación por el Sr. Asesor de Gobier- 
no, fs. 9— en razón de los límites de la jurisdicción 
que le acuerdan la constitución local, art. 149, inc, 1*, 
y los arta. 3G8, 370, 371 y sietes, del código citado. 



Que además el fallo de fs. 143 y sietes, no deja a 
salvo la facultad de reiterar el pleito ante otro tribu- 
nal; no declara la incompetencia de la Suprema Corte 
de la Provincia, sino que rechaza la demanda —Fa- 
llos: 201, 499—. 

Que en tales condiciones y conforme a lo resuelto 
por esta Corte en Fallos 17fi, 330; 198, 31; "200, 370 y 
otros, el recurso extraordinario debe concederse por- 
que de otra manera y por vía de la aplicación de la 
ley local mencionada al caso de autos se lo substraería 
de la jurisdicción extraordinaria de esta Corto, pri- 
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vóndose al derecho federal invocado de la tutela de 
los jueces de la Nación. 

En su mérito so declara mal denegado o} recurso 
extraordinario interpuesto a fs. 150 de los autos prin- 
cipales. 

V considerando en cuanto al fondo ilel asunto, por 
no ser necesaria nn'is substanciación : 

Que según así lo declaró esta Corto en Fallos 200, 
444 la facultad que asiste a las provincias para orga- 
nizar los procedimientos tanto en lo judicial como en 
ni atería contencioso administrativa no las autoriza por 
medio de ta reglamentación ejercicio de las acciones 
previstas en la legislación común de la Nación, a mo- 
dificar el término de su prescripción. La acción que 
persigue la repetición de lo pagado sin causa sobre la 
liase do la invalidez de actos de las autoridades esta- 
duales, impugnados como incompatibles con disposi- 
ciones de las constituciones Nacional y provincial, no 
puede rechazarse por causa del transcurso del breve 
plazo de caducidad impuesto al ejercicio del procedi- 
miento previsto en el orden local para las cuestiones 
do igual carácter, porque como lo reitera la jurispru- 
dencia que fundamenta el precedente citado, la suerte 
de las garantías y derechos consagrados por la Cons- 
titución Nacional, ni la de las instituciones válidamen- 
te establecidas por ley del II. Congreso es susceptible 
de sor desconocidas por normas provinciales — Conf. 
doot. de Fallos 174, 252; 1Í>0, 50 y 228; 194, 220 y 
otros — , 

Que de acia 1 ido con lo expresado en los preceden- 




tes con sido ra ndus debo concluirse que el art. 372, 1* 
parte, del Cód. de Prooeds. de la Prov. de Bs. Aires, 
tal como ha sido aplicado en la especie, contraría lo 
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dispuesto en los arts. 31, 67, inc. 11 y IOS de la Coust. 
Nacional. 

En su mérito y oído el Sr. Procurador General so 
revoca la sentencia apelada de fs. 143 en lo que ha 
podido s<>r objeto de recurso extraordinario, debien- 
do volver los autos al tribunal de su procedencia a los 
efectos del nrt, 16, 1* parte, de la ley 4S, 

< 

Antonio Saoahna — F. Ií.vmos 
MkjÍa — T. D. Casares. 



ZEIGXKK HXOS. v. IMPUESTOS INTERNOS 

t# PUESTOS tXTER\OS: fívtfimr» re ¡imita. fUfrmvUidún ij *hn- 
pUs infracciones. 

No siendo indispensable para la aplicación del nrt. 3fi do la 
ley ;17(H (27, t. o.) que se haya realizado el expendio del 
artículo í: invado, previsto por la ley tan sólo como requisito 
para el papo del impuesto, no basta pura absolver al pro- 
cesado la circunstancia de que la Adm. Oral, de Ijap. 
Internos té haya aplicado una inulta del décuplo del *rrn- 
vaiuen sin formular careo por este último (')■ 



DAVID (ilTMAX v. SAMÜEIi VOLIUX 

jriiISDICCWS V ( OMPETEXCIA: ComtiríemiH Urritoriah Loca- 
ción rfe roma. 

El juez del hurur elejrido por las partes pumo domicilio es- 
pecial pura los efectos (epates y judiciales del contrato de 
arrendamiento y para el pago del precio es el competente 
para conocer en la demanda sobre cumplimiento del con- 
trato fi indemnización de daños y perj u icios, no obstante 

<i> 21 dt> setiembre de lí*4.l. Palta »; 10* IÜS; U>7, Wl 7 

410. 
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lo dispuesto por el art 28, inc. j) del decreto n» 15.707, con 
arreglo al cual fué después reajustado conservando la 
cláusula referente al domicilio especial. 

Dictamen del Procurado» O en eral 
Suprema Corte: 

Por contrato celebrado en marzo de 1941, David 
Oitman arrendó a Samuel Volpin un campo de 893 
hcet. más o menos, sito en el partido de Villa riño, Prov. 
de Bs. Aires. Entre otras estipulaciones convinieron 
ambas partes que el precio, fijado a dinero, se pagase 
en el domicilio del arrendador, esto es, en la Cap. Fe- 
deral, localidad elegida por locador y locatario como 
domicilio especial para todos los efectos legales y ju- 
dicuiles del contrato. Posteriormente, a consecuencia 
de los decretos Nros. 14.001 y 15.707 del P. E. (año 
1043), ese contrato fué reajustado de común acuerdo 
de partes ante el Juez de Paz de Médanos, en marzo 
le 1944, para adaptarlo a las previsiones de dichos 
decretos, si bien, manteniendo la constitución de do- 
micilio especial en la ciudad de Bs. Aires. 

Ahora, surgido pleito porque el locador exigía el 
cumplimiento de cae contrato ante la justicia de la Cap. 
Federal, se produce la actual contienda de competen- 
cia: sostiene el locatario que corresponde conocer en 
el asunto a la justicia ordinaria de Bahía Blanca; y 
se funda para ello, en que según el art. 23 inc. j) del 
decreto 15.707, el contrato debía contener, bajo pena 
de nulidad, especificación de que el domicilio del loca- 
tario, para todos los efectos judiciales y extrajudicia- 
les, sería el real del arrendatario. Tal tesis ha sido 
aceptada por la justicia de Bahía Blanca ; pero la or- 
dinaria de la Cap. Federal entiende que sólo es legal- 
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mente obligatorio efectuar la notificación de la deman- 
da «n el domicilio real del demandado conformo se ha 
hecho. Con tal motivo viene a V. E, dicha contienda 
para ser dirimida. 

A mi juicio, y por las razones que da el Sr. Fiscal 
de Cámara a fs. 58/5Í) {'), esta última doctrina es la 
aplicable al chso. Klla fué también aplicada adminis- 
trativamente, puesto que el registro de nn contrato 
donde se pactaba domicilio especial, implicó admitir la 
validez de la cláusula ahora objetada {art. 28, inc. j, 
decreto citado). 

En consecuencia, procede dirimir la contienda a 
favor de la jurisdicción de los tribunales do la Cap. 
Federal. Bs. Aires, septiembre 5 de Xím. — Juan Al- 
vares. 



(1) Cuyo dictamen dice así: 

"Con motivo do haberse dictado h>s d, m Nms, U.t'ii] v 1.1.711; 
y de acuerdo a lo establecido en los misiun*, las partes reíol vieron 
a juntar el contrato privado de arrendamiento suscripto entre ellas, a Jas 
nuevua disposiciones* ron ten idas en lo» decretos de referencia en la 
forma de que Instruye la en] da autenticada agregada a fs. 2. 

"Al trnnacrihirso las cláusulas del anterior contrato — cuva vali- 
dez loa interesados resolvicrun acatar y respetar— se dejó subsistente 
U clausula dentao terrera, qiie din- a.si: l'ara Unios los efectos lega- 
Ies 7 judiciales de este contrato, las j. artes eontratitates constituya 
domicilio e*|wrinl en la Capital Federal, el locador en la callo Liícar 
S.» 35 1 ñ y el locatario en la UoIhu ilr Comercio, ralle Sarmiento esquina 
2."¡ do Mayo y so someten desde ya u la jurisdicción do los Tribuíale* 
ordinarios de la Capital Federal, votan asimismo resuelven que deberán 
ventilarse ante Ja jurisdicción * i vil r.uun ; ¡m al fuero federal si acaso 
procediese. ' " 

Iniciada por el locador esta acción que tiene por finalidad el re- 
ajuste de los arrendamientos y et paua di- los daños v perjuicios, aque- 
lla fufi notificada cu el domicilio especial ron venido a «me so hizo 
referencia. 

Pero ra el caso que dicho domicilio oor imperio del ají. 2S, inc. j) 
del decreto N* 1,\7!I7 ha d.-ja*|.i de subsistir, de sel ■ ( ¡u,> la disposición 
referida dispone que el domicilio del loeatatío "para Indos lo* efectos 
judiciales y c* l rajad iciales dclierú sor el real. Solanirtiio serán válidas 
y obligaran ni locatario, las notificaciones practicadas en el". 

Así debió entenderlo el actor quien se apresuró a solicitar ¡a noti- 
ficación do que instruye el ese rito de fs. 7. 

En tales condicione* y habiendo tenido conocimiento el Sr Vohdn 
do la iniciación de este juicio el 11 de septiembre del nao p, i.du (couí 
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Bs. Aires, 21 de septiembre de 1945. 

Aulos y vistos: Por los fundamentos del prece- 
dente dictamen del Sr. Procurador General de la Na- 
ción se declara que es competente para conocer en la 
causa seguida por D. David Gítman v. Samuel Volpin 
sobre reajuste de arrendamientos y daños y perjui- 
cios, el Sr. Juez en lo Civil de la Capital n* 5, a quien 
se remitirán los autos, haciéndose saber en la forma 
tío estilo al Sr. Juez en lo Civil y Comercial n' 2 de 
llahíu Blanca. 

Robekto Repetto — Antonio Sa- 
uauna — F, Ramos Mejía — 
T. D. Casares. 

cédula do ta. 24), Ifi excepción do incompetencia de jurisdicción por 
declinatoria • — que no otra cusa Importa el escrito de Íb. D presentado 
el 18 de ese mismo mes v «ño (v. tintín de fs- 1-) — lia sido inter- 
puesta en término (art. S:l del Cód. de Proceda, y 7» de la ley 4128), 
lo quo correspondo así declararlo. 

Ku cuanta a la defensa en »í, entiende este Ministerio (pie. corros- 
Donde flt>*estitnarla, y en consecuencia, revocarse lu resolución de fs. 33 
quo decide lu contrario. 

El nrt. 2S, inv, j) del decreto X» 13.707, anteriormente trans- 
cripto, determina únicamente con Migatoria, la notificación en el 

domicilio real del demandado fi !¡t míe acuerda plena \ a líder., en de- 
fecto de cunlnuier otro domicilio contractual. Ni en oso articulo ni en 
ningún otro del mencionado decreto se eatnldore la competencia de loa 
tribunales del domicilio del demandado para r tiocer de las controversias 
a quo dé litusir ln interpretación del cíntralo respectivo. 

Si la competencia territorial es |H>rfct-ta mente prorroga Ido por ocuct- 
do do partes, según lo admite la doctrina de los autores y lo ha con- 
flagrado la jurisprudencia de nuestros tribunales, va i|Ue ello no com- 
nromete principio alguno d« orden público, resulta claro entonces qu© 
no habiendo quedado derogada 1» cláusula US* del emirato suscripto 
\, t loa interesados, nite fija ta competencia de los tribunales do esta 
Capital para el conocimiento de las cuestiones » que pueda dar Ingar 
aquél, como se ba visto, considero que ao puede nliorn discutirse la 
competencia del Sr. Juez a quo para intervenir en este juicio. 

Itepito pues, que La única exigencia que determina el decreto en 
cuestión lia quedado cumplimentada en autos con la notificación efectua- 
da, y asi lo Im entendido la Dirección de Política Social Agrá- ta, depen- 
diente t!el Mí ii ¡Me rio de Agricultura de la Nación, a) desestimar la 
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ALFREDO E. KOCIÍ 

CONSTlTUdOX XACJO.XAL: Co^t,t,icionaíÍdad t ificontlitucio- 
naUdutt. Decreto» nacionales. \'(irifnt m 

El decreto ii' 42!>7/44 en cuanto encomienda a los tribu- 
nales municipales de Paltas el juzgamiento de las infrac- 
ciones que fon forme a los iirls. 27 y ,10 de) L'ód. de Proced. 
Crim. de l.t Cap. Federal son inapelables para ante los 
jueces en [o correccional, no es violatorio del art. U7, ine. 17 
de la t'onst. Nocional. 



Pktamex uki. I J r»n i iíauok General 

El í'nd. do Proeeds. en lo Crim., sancionado en 
octubre de establece: 

Art. 27: *'KI juzgamiento de las faltas o eontra- 
veneiones a las ordenanzas ininüei pales o de policía, 
corresponde respcrtivmm'nte a caria una <\r esius admi- 
nistraciones, cuando la pena no exceda de un mes de 
arresto o cien pesos de inulta." 

quejn interpuesta por el Kr. Volpin, fundada en la vjoluei.'m por part* 
del propietario del nr( . :> inc. j) de * decrehi, * { nc ex prerina monte 
en el que si> hn fundado el Jugado ,>jir¡i deobra r su incompetencia 
(v. copia agregada a fs. 4.1). 

Por ratas hreves considenieioncs. «f*y de opinión que onrrespnnd& 
revocar lan resoluciones JipHiidos de fs. '!¡l v 4.">. Mayo 17 do IÍM5, — 
Manuel C. Olmos. 

Orno sf ruitO: Advierto que I» Kxcma. Cámara de A pe] liciones de 
Bahía Rímica íil revmtir 1» decisión del Sr. Jura df> Primera Instancia 
da esa juriadiectAn ha Uifhn lunar q lo inhibitoria planteada por el 
demandado, y per lo tonto declaró la cnmpetciieiu de oque! tita ciar rodo 
para entender en este .inicio, según reaiiltn de ln ruga loria de fs. 36, 
agregada con posterioridad :i1 pronunciamiento de fs. 

Para <■! en so que V. K. compartiera la opinión del suscripto y revo- 
enm la sentencia de fs. Xt, ae habría plontcadn un conflicto de com- 

SDteneia de carácter positivo, el cual deberá ser resuelto por la Corte 
nprem» de Justicia de lo Nación (art. íl ley 405o) a quien, ni su 
caso, y con conocimiento del Sr. .Titcjt exhortante, se elevarán las ac- 
tuaciones. — Man-ukl (*. olmos. 
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Art. 586: " Concluida la investigación, el Jefe o la 
autoridad municipal, en su caso, dictará la resolución 
que corresponda dentro del término de veinticuatro 
horas." 

Art. 30: "(Los jueces de lo Correccional) cono- 
cerán en secunda y última instancia, de los recursos 
interpuestos contra las resoluciones de la municipalidad 
o de la policía, cuando la pena impuesta exceda de cin- 
co días de arresto o quince pesos de multa/' 

El código no determinó cuál de los funcionarios 
municipales tendría jurisdicción como juez de faltas, 
función que por entonces, y desde años antes, venía 
siendo ejercida por el Intendente (ley local V260, art. 59, 
inc. 18). Empero, como andando el tiempo aumentase 
enormemente la tarea de reprimir infracciones de tal 
tipo, un decreto de la Intendencia (2(3 de mayo de 1937) 
ordenó fuesen ellas juzgadas por el Jefe de la Oficina 
de Sumarios y Faltas, siempre que la penalidad apli- 
cable no excediera de quince pesos de multa o cinco 
días de arresto, esto es, no fuese apelable para ante el 
juez correccional. En 101:85, V. E. no encontró que tal 
sistema fuese inconciliable con el del art. 30 del Cód, 
do Proceds.- y en 155:178, lfiíí:20í>, lí>3 : 244 y otros 
casos concordantes, tiene admitida la validez del otor- 
gamiento de jurisdicción a funcionarios de policía o 
municipales. 

A principios de lí)44, como las infracciones conti- 
nuaron aumentando a consecuencia del desarrollo de la 
ciudad, el Intendente Municipal solicitó y obtuvo del 
P. E. creara diez jueces de faifas (decreto n* 42í>7 ) ; e 
instalados que fueron, uno de ellos impuso cinco pesos 
de multa al Dr. Alfredo E. Koeh, por violación del art. 
18 de la ordenanza 10.006 (año lí>38), que prohibe 
circular a frrnn velocidad los automóviles. Koeh des- 
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conoció jurisdicción a dicho juez, por conceptuar que 
el P. E. había ultrapasado mus facultados al crear tri- 
bunales especiales apartándose de lo dispuesto cu el 
código citado; y con tal motivo, el mismo Koeh trac 
ahora un recurso extraordinario para ante V. E., que 
le fué concedido a fs. 2. Atento lo resuelto por esta 
Corte en casos equiparables, corresponde admitirlo. 

En cuanto al fondo del asunto, no encuentro fun- 
dada la queja del recurrente. En efecto: 

a) lia sitio inequívocamente una autoridad muni- 
cipal de las previstas por el urt. oS(i del código, 
la que impuso multa; 

b) esa autoridad ofreció ai Dr. Kocli más garan- 
tías de especialización que las existentes antes, 
pues para ocupar el cargo de juez de faltas se 
requiere título de abogado — condición jamás 
exigida para ser Intendente — y además díclios 
jueces gozan de estabilidad, pues su remoción 
está a cargo de la Cám. de A peí. en lo Orim. de la 
Capital, por él procedimiento de la ley 11.924; 

c) tampoco podría sostenerse que se privó a Koeh 
del derecho de acudir en apelación ante un juez 
correccional, desde que, según queda dicho, las 
multas de cinco pesos no son apelables con arre- 
glo al código. 

No aparece, pues, se haya sacado al recurrente de 
sus jueces natura les o medie aquí violación de las ga- 
rantías de la defensa. Tampoco resulta haber sufrido 
Koeh agravie» en sus derechos, puesto (pie no niega ha- 
ber cometido la infracción, ni discute las facultades del 
Concejo Deliberante para penarla con multa. Simple- 
mente, el Presidente» jefe constitucional de la Capital, 
ha resucito encomendar a un funcionario municipal, es- 
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pecializado, tarcas que antes desempeñaba otro funcio- 
nario administrativo por orden de la Intendencia. 

Encaro la cuestión tal como lo haría si el decreto 
4297/44 emanase de P. E. constitucional y no de un P. 
E, ée f neto : a mi entender, así corresponde hacerlo a 
partir de la acordada del 7 de jimio de 1943, con las con- 
secuencias jurídicas que de dicho punto de partida se 
deducen (19(5:5). 

En su mérito, opino que el recurrente no ha demos- 
trado la taclia de inconstitueionalidad, I tú sica del recur- 
so, — Bs. Aires, agosto 23 de 1945. — Juan Alvarez. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 21 de setiembre de 1945. 

Y vista la precedente causa seguida contra D. Al- 
fredo E. Koch, por exceso de velocidad, ante el Tribu- 
nal Municipal de Faltas de la Ciudad de Bs. Airea — 
Juzgado X" 2— en la que se ha concedido el recurso 
extraordinario a fs. 2. 

Y considerando: 

Qno esta Corte ha decidido reiteradamente que no 
son violatorias de la Coiist. Nacional las disposiciones 
por las cuales el Cód. de Proceda, en lo Crim. — art. 27 
v ;ío— entrega a la administración municipal o provin- 
cial el juzga miento de determinadas faltas o contraven- 
ciones —Fallos : 193, 40R ; 199, 395 entre muchos otros—. 

Que este tribunal ha admitido igualmente la validez 
de las normas dictadas por las autoridades municipales 
o policiales para la reglamentación necesaria al mejor 
ejercicio de las facultades que les atribuyen los referi- 
dos artículos del Cód. de Protifo en cuanto concuerdan 
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con lo dispuesto en ellos y otorguen a los interesados 
oportunidad suficiente de audiencia y defensa. Fallos: 
191, 85; 106, 588 entre otros. 

Que el recurso extraordinario interpuesto en estos 
autos se funda exclusivamente en la circunstancia de 
que el decreto 43»7 —que organiza la justicia de faltas 
para la Cap. Federal- es inconciliable con el art. 07, 
inc. 17, de la Coust, Nacional según el cual incumbe al 
H. Congreso establecer los tribunales inferiores a esta 
•Corte Suprema. No se alega que el decreto contravenga 
lo dispuesto en los recordados arts. '17 y 30 del Cúd. de 
Proceds. en Id Crtui. 

Que en tales condiciones la doctrina de los prece- 
dentes citados y los fundamentos del dictamen del Sr. 
Procurador üeueral bastan para la confirmación del fa- 
llo apelado. 

En su mérito y por los fundamentos del precedente 
dictamen del Sr. Procurador General se confirma la 
sentencia apelada cu lo que ha podido ser objeto de re- 
curso extraordinario. 

Roijeisto Hecktto — Antonio Sa- 
ca rtx a — F. Ramos Mejía — 
T. D. Casares. 



VICTOli VALUAN! v. tiOlílERNO DE ITALIA 

impuesto m msTim-Á, 

La circunstancia ile tjup se haya declarado la ineompeten- 
cia iU*l tribunal atite el que fue presentada 1¡i demanda y 
pagado el impuesto di" justicia establecido ñor lew arte. 94 
y 9B. inr. a) de) decreto n» 94=12/44 no fia derecho a reela- 
mar la devoluuMii del sello correspondiente i 1 ). 

(i) 21 ilc? setiembre tiv VM'k 
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PROVINCIA DE BUENOS AIRES v. JOSE BUSTELO Y 
1K JOSE LUIS GATTl 

Al'TO ÍH-: SO ISSOYMl. 

Es improcedente la oposición del dueño del f^Jg 
ívonia lo a la demoMÓn de éste si aquel a no se tunda 
X rr«i5en«lS de su prueba ni la medida imputada 
cÍMHV. eñionnu alguna la más completa defensa de au, 
derechos ( ! )¡ 



ARGENTINO A. AKT8U* v. NACION ARGENTINA 
/m rti i*J <<irpvr« titiOfé Armmta. 

intormt uuiiiy * eiifermediid que, también 

en que presto sen u<* a bo. do e noviembre de 

S«SKt ícíSd ™Sa mli uirida en y. por acto del ser- 
víío ti ene dVreeho a la pensión establéenla en el art. 15, 
tít l U ™ !i "y 4S5íi. »U n» a la prevista en el art, 10 
del mismo título. 

SESTENflA DEL JUEZ FEDERAL 

Bs. Aires, marzo 15 de 1ÍM4. 

V viste*: Estos autos f^^^^f^Siot 
bl d e. Gobierno de la Naeími % W*** ** Ol>0 

* XÚU U Que a fs. 1 s, presenta el Dr Pablo *™^J* «J 
* i.i ^tr.e inietamlo formal demando contra el 

r^resentaenm «b; m or nu n m lo ^ ^ maml to 

Gobierno < j I» Naem n. pin. l .e nuirmer(1 de prime- 

^¿Stfl tf£SS5£ pulmonar que pfr 

(T¡ üTde setienilirr de 194 "5- 
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tende haber contraído en actos de servicio como así también que 
le sean abonados los haberes atrasados desde que fué dado de 
baja. 

Diee que ei señor Articas ingresó a la Armada Nacional 
como aprendiz, de la Escuela de Mecánica el Si de febrero de 
132H y que durante el período de aprendizaje estuvo embarcado 
en el Guardacostas "General líelgrauo*' desempeñando fun- 
dones a raí/ de las cuales enfermo de tuberculosis pulmonar. 

Manifiesta que el aetor trabajó en tirajes forzados, sopor- 
tó temperaturas variables entre los lió" y 7ü u y además bruscos 
cambios de temperatura los cuales según manifestación de los 
médicos civiles que asistieron a Articas fueron los que origina- 
ron la enfermedail teniendo en esa época 1H años de edad. 

Funda su derecho en el artículo 11», título III de N¡ )ey 
485G y concordantes y en el Reglamento Orgánico del personal 
subalterno de Ni Armada Nacional en videncia en la época en 
que el demandante fué dado de baja, y después de varias con- 
sideraciones cu apoyo de su pretensión, solicita ¡se haga lugar 
a la de manda. I'ide intereses y costas. 

2) Declarada la competencia del Juzgado y corrido tras- 
lado de la demanda Ja contesta a fs. 7 el señor Procurador 
Fiscal Dr. Emilio G. Fernández y manifiesta. 

Que pide el rechazo de la demanda con costas. Niega y 
desconoce todos los hechos (pie no están expresamente recono- 
cidos cu la contestación y en el expediente administrativo apre- 
sado. Niega que la enfermedad que dice padecer el actor teñera 
relación con el servicio así como que la misma haya sido ad- 
quirida en actos del mismo. Dice que no tiene derecho al retiro 
militar y al pago de haberes que solicita. Hace un análisis de 
las constancias del expediente administrativo citando en apo- 
yo de su derecho las declaraciones de ios testigos qué declaran 
en el mismo, y las conclusiones a que arriba la junta Supe- 
rior de Reconocimientos Médicos, así como también el dictamen 
del Señor Auditor de fl tierra y Marina, y finalmente opone 
9a prescripción quinquenal autorizada por el inc. it' 1 del art. 
4027 del ('. Civil respecto de indas las mensualidades deven- 
gadas con anterioridad a las cinco años de la iniciación do 
la demanda. 

Considerando: 

1} Que en cuanto a la prescripción opuesta en el ale- 
pato por el señor Procurador Fiscal, basada en el art. 4023 
del (\ Civil, ella debe desestimarse, porque habiéndose ini- 
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ciado las presentes actuaciones con fecha 4 de mayo de 1942 
[ ín. 2 vta.) y resultando de ía partida de nacimiento corriente 
n fe. 5Ü que Artigas nació el 22 de mayo de 1910, éste cumplió 
la mayoría de edad el 22 de mayo de IU32 t fecha en que 
recién comienza a correr la prescripción de la acción. (Art. 
U9G6 C. Civil), Por ello el plazo de diez años no se ha cum- 
plido. 

2) Que riel examen del espediente administrativo surge 
que ei aprendiz de 4 y año de la Escuela de Mecánica de la 
Armada don Argentino Anibid Artigas fué dado de baja por 
inútil con fecha 20 de marzo de Üííll a consecuencia de estar 
enfermo de tuberculosis pulmonar ¡t predominio hilial según 
resulta del dictamen a que arriba la -Junta Superior de Re- 
eonoc i mientas médicos de ta Armada (fs. 5 y 7 exp. ad.)- Di- 
cha enfermedad se manifestó en oportunidad en que el actor 
realizaba ilos guardias en caldera» a bordo del (¡iiardaeostas 
"General Uelgrano" su sufrimiento durante las mismas vó- 
mitos de sanare, y en la.s que experimentaba un calor sofo- 
cante, lo (pie i ib I ¡«raba al personal a salir frecuentemente a 
cubierta. 

:i) (¿ne es práctica en el ejército y en la Armada en 
el momento del reclutamiento de la tropa, .someter a ta misma 
a riguroso examen de aptitud física el que se continua con 
posterioridad al ingreso de la misma en las instituciones ar- 
madas de la Nación. Resulta entonces evidente que los mé- 
dicos de la armada muy difícilmente pudieron ignorar la 
enfermedad ipie padecía el actor, si éste tenía al ingresar 
alguna lesiúu de origen tuberculoso, máxime si se tiene en 
cuenta que la radiografía pulmonar es una medida primordial 
en el examen de referencia. Se infiere por ello, que si Ar- 
tigas debió soportar temperaturas sofocantes en las calderas 
tu ten tras prestaba servicio a bordo ellas han servido para 
determinar en forma concluyeute 9a exteríori/ación de la en- 
fermedad i|iie basta entonces estaba latente, 

l'na enfermo* bul 1 medusa como la tuberculosis necesita 
para manifestarse ciertas condiciones ambientales y régimen 
de vida que faciliten la virulencia del bacilo. 

4) Que el perito médico en sus conclusiones corrientes 
a fs. üO ampliando el informe de fs. H4 llega a establecer que 
"los servicios prestadas cu bis circunstancias mencionadas en 
autos, han sido la causa coadyuvante para la eclosión de la 
enfermedad que tenía en lateucia". Por otra parte la cues- 
tión en estudio no es novedosa pues el tribunal ha tenido 
oportunidad de pronunciarse en cazón análogos entre ellos 
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tn re "Miranda Rodolfo c. la Nación" sentencia que fué con- 
firmada por la EjEcma. Cámara Federal con fecha 5 de julio 
de 1943. 

5) Que con respecto al monto de] retiro, estima el sus- 
cripto que de acuerdo a lo dispuesto en Jos arta. 12 y 15 in 
fme título III de Tii Ley Orgánica tic la Armada u* 48f«fi, le 
corresponde el 7f» *íel .sueldo pues no ha habido pérdida de 
órgano importante pava que sea aplicable al caso la disposi- 
ción del art. 16. título III de la citada ley. cabiendo advertir 
quo el informe médico de fs. 37 expresa ipie **el estado actual 
del enfermo dice mucho en su favor" y une "con vida me- 
tódica y ordenada puede vivir bien y mucho tiempo, siendo 
apto para muchos t ra ha jos". 

Por todo ello fallo desestimando la prescripción del art. 
4023 del C. Civil opuesta, y declarando que el Gobierno de 
la Nación deberá abonar a don Argentino Aníbal Artigas la 
pensión aqu i va lente al 7fi <í de su nucido en actividad y a 
partir desde los cinco unos anteriores a la iniciación de la 
demanda por hallarse preseriptas las devengadas en ti anterio- 
ridad (art, 41)27 áé\ C. Civil) con intereses desde la fecha 
de la notificación de la demanda, sin costas en razón de tra- 
tarse de un caso tic solución bien dudosa. — Alfonso E. 
Poccard. 

Sentexoa de i.a Cama ka Federal 

Bs. Aires. 2't de septiembre de 1ÍM-1. 

Considerando: 

Que en cuanto al primero, es de observar, ante los tér- 
minos de la eont<tttaeíón a la demanda ríe fs. 7 que la litis 
versa sobre el derecho a pensión como sobre la disposición le- 
gal a aplicarse, para el caso de que se reconociera dicho 
derecho. lh> consiguiente no es admisible la argumentación 
que para fundarlo, se desenvuelve a fs. ÜH y Gí> y más parfieu- 
larmente en esta ullima, cuando se pretende que la decisión 
Sólo pudo versar sobre la relación de causalidad entro ta 
enfermedad y el servicio, a mérito de que la demandada habría 
aceptado que el retiro que correspondería al actor sería el 
del art. Hi, título I 1 1 de la ley 4tfóu\ 

Por tanto la sentencia en recurso pudo pronunciarse en 
la forma en que lo ha hecho, sin incurrir en hi violación de 
norimi procesal ;iltrutia. Por ello, se lo rechaza. 

Que respecto al segundo, al igual que les cadetes navales, 
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los aprendices ele la Escuela de Mecánica de la Armada ca- 
recen de estado militar, pues que son Himples aspirantes al 
ingreso dé los cuerpos auxiliares, pudiendo afirmar a su res- 
pecto, tpie en tanto no egresen de ese instituto y se incorpo- 
ren a é\stus. un pueden invocar derechos ni prerrogativas inhe- 
rentes al estado militar, entre ellas, la del retiro —Caso Apao- 
hizu, Corte Suprema, t. 197, píi» 37:!—. euyo fundamento le- 
pal es aplicable al presente caso. 

I'nr ello se revoca la sentencia recurrida, rechazándose en 
conseeueneia l;i demanda. CostiiK por su orden. Devuélvanse- 

— Carlos del Campillo. --- Ricanh Villar Palacio. — Juan 

A. González Caldero». 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 24 de setiembre de 1945. 

Y vistos: Los de l:i causa seguida por Argentino 
Aníbal Artigas contra el Gobierno Nacional sobre pen- 
sión de retiro, venida en te reo ra instancia ordinaria 
por apelación contra el fallo du la (Timara Federal de 
la Capital. 

Considerando: 

Tres son las cuestiones sometidas a la decisión 
do esta Corte Suprema en función del recurso ordinario 
de apelación ■ a ) si al aprendiz de la Escuela de Mecá- 
nica de la Armada —condición que invoca y ha pro- 
luido Artigas — le comprende el beneficio del retiro 
obligatorio que reclama por su inhabilitación para el 
servicio a causa de la tuberculosis pulmonar contraída 
durante el tiempo de servicio; b) si tal enfermedad la 
contrajo el aludido aprendiz en "acto del servicio" o 
simplemente durante v[ servicio pero fuera de los actos 
concretos del mismo; c) si la lesión bacilosa pulmonar 
importa pérdida de un órgano importante del cuerpo 
comprendida en el art. 16 del tít. III de la ley 48D6 o tan 



su 
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Bolamente una enfermedad inhabilitante para la conti- 
nuación del servicio prevista en oí art. II del mismo 
título. 

La Corte ha decidido reiteradamente (Fallos: 1<J4, 
405; lí>5, ItiO) que los servicios prestados por los alum- 
nos de la Escuela de Mecánica de la Armada antes del 
7 de julio de son computubles a los efectos del retiro 
obligatorio y la pensión porque antes del decreto 11" 
24.770 de esa tedia así .se consideraban regla 11 íent aria- 
mente; y como Artigas prestó servicios desde 1ÍJ28 a 
1931 su demanda es justa lia jo esc punto de vista. El 
fallo del tomo 1ÍJ7 que cita la Cámara se refiere a ca- 
detes o estudiantes aspirantes a oficiales de la Kscuela 
Naval Militar, 



ral — no solamente porque ningún razonamiento cien- 
tífico puede precisar el momento en que el bacilo de 
Koch se incuba en el pulmón o cu otra región del indivi- 
duo; porejue si es admisible que esa incubación infec- 
ciosa no se produjera precisamente en la oportunidad 
de las guardias en sección calderas de la nave lie Igra no, 
desó!e que fué en esa oportunidad que aparecieron los 
síntomas del mal, también debe advertirse ipie pudo ser 
en otras oportunidades del . tvícío ya que los méilicos 
admiten que fué en el transcurso del mismo que Artigas, 
ingresado sano, se enfermó; porque el perito médico 
Dn Sánchez manifiesta u fs. ÜO que; "Los servicios 
prestados en las circunstancias mencionadas en nulos" 
(temperatura sofocante de hasta t¡K , fs, 44 del expe- 
diente administrativo) "han sillo la causa coadyuvante 
para la eclosión de la enfermedad que tenía en lutencia' 1 
Artigas — Conf,, Fallos : IÍL\ 4ÍK) — ; y por fin, poique el 
decreto del P. K. :V2:2i\7 de ,'H> de noviembre de lí»44 es- 




DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



535 



tablece que se considerará adquirida "en y por acto del 
servicio "toda tuberculosis pulmonar contraída después 
do tres meses de servicios en la Armada. 

Kn cuanto al punto r) o sea en lo referente a la 
gravedad del mal sufrido por Artigas, a su trascenden- 
cia y a la pérdida corporal y funcional experimentada, 
iu> es posible incluirla en el arf. 1(> del tít. III de la ley 
4SÓÍ>, como se pretende por el actor pues, según el in- 
forme de la .Junta Superior de Reconocimientos Médicos 
— fs. 14 del expediente administrativo— "no existe pér- 
dida de función de órgano importante"; y según ol pe- 
rito Dr. Sánchez —que se manifiesta conforme con di- 
cho informe— "el estado actual del enfermo dice mucho 
en su favoi* y creo que con vida metódica y ordenada 
puede vivir bien y mucho" — fs. 37 de los autos prin- 
cipales — . ftn tales términos debe conceptuarse justa la 
apreciación que el Sr. «Juex Federal hace en el ennside- 
rando 5 y en Ja paite dispositiva de su fallo de fs. 61. 

En su mérito se revoca h sentencia apelada y se 
confirma la de primera instancia en todas sus partes. 
Oostas por su orden también en esta instancia, llágase 
saber y devuélvase, debiendo reponerse el papel en el 
juzgado de origen. 

Roberto Refetto — Antonio Sa- 
Garna — F. Ramos Mkjía — 
T. D. Casares. 
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JUAN B. OATTI Y OTROS 

RECURSO I'lXTRAOtWfSMUO; HrquMtm propios, .¡enuncia de- 
finitiva. Rwlfrhmr* tiuímnrrs a la *nií<iuín definitiva. Varias. 

No revistiendo carácter de sentencia definí tí va el auto 
que decreta el sobreseimiento provisional establecido por 
el urt. 4:i5 del Cnd. de Proceds. Crhii., no procede contra el 

mismo el recurso extrunrdiiuinn f lado en que dicho 

nrtíeulo tw incmiKlitiieiniuil. -on mayor razón desde que 
esta cuestión no fué opert unamente planteada en el jui- 
cio i% 



H. A. MIXETTI Y CÍA. Ltda. 

RECURSO F.XTH.WHDtXARlO: Rrt¡nhito» fórmale*. Introduc- 
ción de la euestiñn federal. Mantenimiento. 

Es procedente el recurso extraordinario fundado en una 
cuestión federal resuelta por !» primera si-nteneia en for- 
ma contraria ti las pretensiones del recurrente, que no 
pudo entonces «pelar porque aquélla lo aksolvió por ol_ra« 
motives, interpuesto enntra la nueva sentencia que dictó 
el juez a raí?, tle haher sido revocada la anterior per la 
Corte, al conocer do ella por medio de un recurso extraor- 
dinario deducido por el Pisca! 110 comprensivo de aquella 
cuestión, que no pudo ser, por lo mismo, decidida por di- 
cho tribunal y que no fué renun-iada ni abandonada por 
el actual a peí ante. 

Dictamen bel PbocütíajjíHi (íknekai, 
Suprema €6rt«: 

Por decreto G.'130 dol 10 dé marzo de 1044, el P. "R. 
impuso tíos inultas a la S. A. Mim-tti y Cía. Ltda.: una 
de cien mil peaos en eomTpto de iufraeeión al nrt. ir de 

(1) 24 de sftk'mbrr <1e 19*5. fóllm US, 7'2; V27, 34; 130, ¡17. 



J 

DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 537 

la ley 1*2.1301 ¡ y otra de diez mil, por infracción a los 
arts.'o* y 11 (fs. 437). Contra ese decreto dedujeron 
apelación los multados, alegando nulidad del procedi- 
miento, inexistencia tic infracción, y ser inconstituciona- 
les las sanciones impuestas; con lo cual dejaban plan- 
Irado el caso federal (fs. 477). 

Elevados los nulos a la justicia federal, Minetti y 
Cía. Ltda. mantuvieron tales defensas, fundando en dos 
motivos la tacha de inconslitucionalidad, hecha exten- 
siva al texto de los artículos de la ley 1*2.591 aplicados, y 
:1 la forma en que se los aplicó; 

a) nulidad del proceso por violación de las garan- 
tías de la defensa y haberse prescindido de dar 
intervención en el proceso a la Comisión de Con- 
trol de Abastecimientos; 

li) exceso de rigor en las sanciones. 

KA Sr. Juez Federal, en su fallo de fs. OSO, lia éstu- 
diado y resuelto todas esas cuestiones. A su juicio, ni 
era nulo el sumario administrativo, ni admisible la taclla 
de inconstitucionulidad; pero absolvió a Mlnetti y Cía. 
Lhla., ¡mi- considerar con arreglo ;i la ley 12.51)1, las 
personas jurídicas no son pasibles de tal pena. Con ese 
motivo, los representantes del Fisco interpusieron re- 
miso extraordinario; y V. E., revocó dicho fallo orde- 
nando volviesen los autos al juez para la decisión co- 
rrespondiente (fs, 59(i). 

¡Sobre qué debía versar esa nueva decisión? Evi- 
dentemente, sobre lo que quedó sin resolver al declarar- 
se que Minetti y Cía. Ltda. no podían ser legalmente 
responsables; esto es, exclusivamente sobre el alcance 
do su responsabilidad. Lo restante había sido ya fallado 
por el mismo juez. Ninguna aclaración se pidió a él ni a 
la Corte, v ninguna gestión en tal sentido se promovió 
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ante el juez, después de vueltos los mitos del Juzgado 
(fs. 601 y 602). 

Descartada por V. K. como lo había sido la irres- 
ponsabilidad lí'íral de dicha tirina, sólo restaba entonces 
esclarecer cuestiones de hecho y, en su caso, graduar la 
multa aplicable: es lo ipie hizo el Sr. Juez de fs. (>0."i a 
622, después de un minucioso estudio de los elementos 
de criterio reunidos en autos, reduciendo la multa pri- 
mitiva a sesenta mil pesos, con costas. 

Obvio es que tales cuestiones no pueden motivar la 
revisión de V. E, en instancia extraordinaria; e ^"¡lí- 
menle claro mu 1 tampoco puede reabrirse ahora la dis- 
cusión acerca de las cuestiones federales resueltas ya ¡i 
fs. 5ó0-5u':í cu contra de Minetti y Cía. Ltda. 

Por ello me inclino a pensar que el recurso extra- 
ordinario fué bien denegado a t's. <iJ7. Así corresponde 
declararlo. — Rs. Aires, setiembre fi de IÍM-l — Juan 
Alvar ez, 

FALLI) IIK LA CUtíTK SITliF.MA 

lis. Aires, '24 de setiembre de 1ÍÍ4& 

Y vista la precedente queja caratulada "Recurso de 
hecho deducido por el actor en los autos Minetti y Cía. 
S. A. contra la Xacinn" para decidir sobre su proce- 
dencia. 

Y considerando : 

Que una jurisprudencia reiterada de esta Corte lia 
establecido que a los efectos de la procedencia del recur- 
so extraordinario s<* requiere ipie la decisión apelada, 
en lo referente a la cuestión federal i|ue decide, cause 
gravamen, pues de otra manera se propondrían al tri- 
bunal cuestiones abstractas, prescindiendo di> la i 
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eesidad de sus pronunciamientos para la tutela del 
derecho debatido — Conf,, doetr, du Fallos: ITS, 103; 
18í>, 185 y 245; lí»2, 11 j Htt, 524; 197, 321 y otros, 

Que en este orden de ideas ha resuelto expresamen- 
te esta forte — Fallos: lí*4, 40íí — fjue es improcedente 
la apelación interpuesta contra una sentencia total- 
mente favorable a quien ta intenta, siendo ineficaz la 
alegación de los perjuicios pntenciules <|ue pueden de- 
rivar ríe la forma en que el tribunal apelado ha resuelto 
el punto federal comprendido en la cansa. 

(¿ue conforme a lo expresado corresponde estable- 
cer que la S. A. Miuetti y Cía. Ltda. no piulo recurrir 
por la vía del art. 1+ de la ley 4S contra la sentencia 
dictada a fs. óóó de los autos principales, porque la 
misma revocaba totalmente las mullas que le habían 
sido impuestas. Xo era, se^úu se ha dicho, suficiente al 
efecto que ct juez de la causa admitiera la validez de 
hi ley y decretos im pniíiiatlo.s corno inconstitucionales 
por aquélla, ni tattipoed lo ígué declarara en materia de 
costas — Fallos: líí.'i, f>24 — ni su salvedad referente a 
la posible responsabilidad de los "supuestos infracto- 
res" a cuyo respecto, a todo evento, habría faltado sen- 
tencia definitiva. 

Que la intervención que esta Corte tuvo en la cau- 
sa principal, donde dictó la sentencia revocatoria de fs. 
fililí, se limitó así necesariamente a la consideración del 
recurso extraordinario traído por el Pro*. Fiscal, y a 
los agravios en que el mismo la fundara — atinentes a 
la interpretación del art. 12 de Ja ley llí-oí)!— conforme 
a N que expresamente se declaró en el fallo referido y 
a lo que es jurisprudencia constante del tribunal — Fa- 
llos: l!t7, óH4; líllí), 450 y otros—. 

íjiu- el procedimiento a ¡-.eiíuir para <d nuevo fallo, 
cuando como en autos esta Corte ha aplicado el art. 16, 
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Ira. paite, tic la ley 48, es cuestión que incumbe al 
tribunal que lia ile dietario — Fallos: -07 — siendo 
del caso comprobar que en la especie se lia limitado al 
llamamiento de autos de fs. í!00 vta. del prineipul. No 
lia existido, pues, omisión alguna de la recurrente de 
que pueda deducirse renuncia o abandono de las defen- 
sas que intentara en el juicio. 

Que de no admitirse la apelación interpuesta con- 
tra esta Segunda sentencia —sin duda definitiva— se 
habría privado ¡i la recurrente del derecho que le acuer- 
da lu ley 4S, antes por falta du gravamen, ahora so 
color de que id juez de la causa no se lia pronunciado 
sobre materia federal, siendo así que su anterior fallo, 
cou la reforma introducida por esta Corte, integra el 
actual pronunciamiento. La doctrina de Fallos: 1Í)0, 50 
y 228j 191, :í7(>; lílG, Üíil y otros análogos, tendientes 
todos a salvaguardar a los interesados el derecho que 
consagra el art. U de la ley 4S, así como la jurisdic- 
ción extraordinaria de esta Corte impone la solución 
contraria. 

Mn su mérito y oído el Sr. Procurador Genera) se 
declara mal denegado a fs, <»27 el recurso extraordi- 
nario interpuesto a fs. (L'4. Ku consecuencia, Autos y 
a la Oficina a los efectos del nrt. H v de la ley 4055. Se- 
ñálansc los lunes y jueves o el siguiente día hábil para 
notificaciones en Secretaría. 

IÍOUKItTO IÍEPKTTO— A N TOSIO RA- 

oarna — F. Ramos Mejía — 
T. D. Casauks. 
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SERA l 1 10 DEL RIO v. PROVINCIA DE SANTIAGO DEL 

ESTERO 

l'AfJO: I 'mienta. Alcances. 

La circunstancia de que la nctora no huya pedido en un 
juicio anterior lu devolución de todas las sumas papadas en 
concepto itr> mi misino impuesto con posterioridad a la 
respectiva protesta no priva a ésta do eficacia a los efec- 
to* de reclamar en otro litigio el pago de las cantidades 
comprendidas en el primero t 1 ). 

Pfíl'KlíA : I>> rit<& 

La circunstancia do que el informe del perito referente 
a los pagos del impuesto eiiya repetición se demanda se 
fondo en una documenta cuín incompleta e imperfecta de- 
bido a que las autoridades provinciales habían destruido, 
perdido o vendido comn impeles viejos los registros y dó- 
cil ni en tos correspondí en les al tiempo que comprende la 
demando, no puede ser eficazmente invocada por la pro- 
vincia deimindada pura objetar la fuerzo probatoria de 
las eoin probaciones logradas mediante los restos encontra- 
dos por el perito. 

PRUEBA i Peritos 

Es inadmisible la objeción no fundada en constancias ofi- 
ciales regularmente conslituídas, de que lie las facturas 
del contribuyente útil i/a das pnr el perito para informar 
«cerca de los papos efrctuadns por aquél no surge la rea- 
lidad y el monto de éstos, si dichas facturas acreditan el 
ingreso a la provinc ia de la mercadería a que se refieren 
y conforme al régimen vigente dicho ingreso no podía 
producirse sin determinar el pupo del gravamen impug- 
nado pues no habiéndose dado oportunidad a la demanda- 
da |iara examinar la autenticidad y el valor de csuk fac- 
turas en el juicio, por habérselas hecho valer tan sólo 
por la vía de uim prueba pericial sin traerlos a los autos, 
corresponde admitir la impugnación fundada en esta cir- 
cmist anchi. 

(I) ¡íl iK* M-|Ui*-nil>r.- .1,- liM.-i. 
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ACCION DE REPETICION. 

Corresponde exeln ir dr la acción de repetición las par- 
tidas pagadas en concepto de impuesto al vino introducido 
8 una provincia si lo* ■ lutos re f frentes a ellas coinciden 
de tal manera con las telabas a otras reclamada» en un 
juicio anterior, que nu* e/'.úe duda de que se trata de las 
mismas partidas. 



CIA. DEL DOCK SÜD DE BUENOS A LUES v. NAtlON 

A UV, ENTINA 

INTE tí ES ES; EfUmiAn del deretho til t td*-". 

La resé iva exigida por el art. 624 de] Oód, Oiv. debe sor 
formulada en el neto de recibirse el capital, como fiarte 
integrante y elemento constitutivo de dicho acto: por 3o 
que no hnstn \n efectuada por el acreedor mediante es- 
crito presentado en el expediente administrativo simul- 
táneamente con la recepción de! pago, con mayor razón 
«i limante el trámite do dichas actuaciones tendientes a 
obtener el pujío de Ir* di-itda no hizo referencia al-iuna a 
Uw interesen y. por lo contrario, aceptó las liquidaciones 
que no les incluían. 

Sentencia del -Juez FeDebal 

R* Aires, junio 1» de lfM3. 

Y vistos: Para resolver en definitiva este juicio seguido 
por la <¡a. del Dock Sud de lis. Aira* contra Ja Nación sobre 
cobro de pesos ; y 

Insultando : 

I. Que la, compañía actora manifiesta que el artículo 8 
de la ley 2046 de Concesión del Canal-Puerto une explota, 
establecía que los tírncha* dr pmrto que se cobraran en el 
misino, corresponderían por mitad al concesionario y al Go- 
bierno, y qtiO fofil de eslingaje pertenecían a la empresa. 

Durante muchos nños d (hibierno ile la Nación le des- 
conoció ];l pi-f-cpcióji ,|c e.slin-aje y la participación del ÓO % 



fe'' 
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en los derechos de enh'aila por considerar que éstas no debían 
comprenderse en la denominación genérica de "derechos de 
puerto" di» que habla la ley 2346. Planteado judicialmente el 
caso, la forte Suprema de la Nación lo resolvió a su favor en 
*entencia del 12 de julio de 1929, condenando al Gobierno a 
pagar a la compañía las su mus que su reclamaban en el litigio 
en concepto ile participación vn Ion derechos mencionados per- 
cibidos por el Fisco hasta el a fio 1921 — t. 15;"». póg. 12—. 

Ante el pronunciamiento del alto tribunal, el Gobierno 
cedió en mis puntos de vista y la compañía procedió entonces a 
reclamar por la vía administrativa au participación m derechos 
de entrada y eslingaje paxttr¡or?x ni ¡nríoíh compre mi ido en el 



La compañía había venido formulando reservas sobre el 
cobro de esas sumas, a ta espera del la II" mencionado y una vez 
obtenido éste, formalizó Kti rochuno en conjunlo por las sumas 
que consideraba adeudársele, en des ñolas de fecha ltl de enero 
de lililí, interpelando al Gobierno por el pago de su deuda. 

Después de lamas v laboriosas tramitaciones, el Gobierno 
le abonó, en concepto de los derechas de entrada y eslingaje 
comprendidos en los reclamos de que ha hecho mención, la suma 
do * ;i..Ml.K47.ii:i m/iu mediante orden de pago n" 45, el 24 

de julio de 1934. . , , J 

La orden de pago se extendió por e! importe de los derc- 
choS que el Gobierno reconocía adeudar, pero tanto al dispo- 
ner ese pago, como al efectuar'n, se omitió considerar los in- 
tereses devengados sobre dicho importe, desde la reclamación 
formal interpuesta por la compañía. 

Simultáneamente con la recepción de la Mima pagada, for- 
muló expresa reserva de sus derechos para cobrar intereses 
sobre dicha suma por el tiempo mediado entre la fecha de su 
reclamación y el ¡lia del pago. 

Consecuente con esa reserva, reclamó del Gobierno i¡ue se 
] ( . reconociese *u derecho ti los intereses y se dispusiese la liqui- 
dación de los mismos. 

Fundó mu derecho en los arts. ¡HW y ó»9 del Cód. Civil. 

VA Gobierno estaba obligado a pagarle, las sumas que en 
de fi ni ti va le abonó el 24 de julio de 1934, en virtud de lo 
estipulado en el arl. 8* de la ley-contrato de eoncetitón n" 2342. 

l'or la errónea interpretación fiscal de ese contrato la 
compañía no pudo percibir las sumas que en concepto de dere- 
chos do entrada y eslingaje le correspondían con arreglo a la 
disposición citada. U resistencia del Gobierno cedió recién 
ante el pronunciamiento de la Corte Suprema en el litigio 
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planteado, pero aún desaparecida la controversia de derecho 
y formalizado el reclamo de la coin^ 'lía en cuanto a las mi- 
mas pendientes, el 10 de enero de 1!):I0. el la debió esperar ros i 
cuatro años para pereit lt lo que le correspondía y os justo 
entonces (pie el Gobierno le abone intereses por la mora en que 
ha incurrido. 

Agrega qtte es ya jurisprudencia constante de los tribu* 
nales Fedérale?! de la Capital que c] reclamo administrativo 
constituye en mora a la Nación y tpie ella debe satisfacer inte- 
reses desde la fecha de ese reclamo hasta el momento del pago. 

Por todo lo expuesto solíeita se declare que la Nación está 
obligada a abonarle l¡i suma total de * UH)r>.44().líl ni/n. a 
que ascienden los intereses que reda ma. con más los intereses 
correspondientes y las eostas del juicio. 

II. (¿un el Kr. líe presen tanto de la Nación Dr. Víctor 
Paulncei al contestar la demanda din- en primer término que, 
apremiado por el vene i mié uto del término para hacerlo y no 
habiendo podido hallar Jos antecedentes del caso, se Vé preci- 
sado a desconocer todos los hechos invocados por la a c tora 
en cnanto no aparczeati debidamente comprobados. 

Así pues. dcsenN'MV la existencia de la presunta reclama- 
ción o interpelación extrajudieial en que la aetora basa su 
pretensión al pago de intereses. K igualmente desconoce que la 
suma de $ 3.:H 1 .847,53 m/n. abonada a la actora. Jo fuera en 
concepto de derechos portuarios y de eslío «aje posteriores al 
año 1921, o sea, im comprcndiilos en e| juicio que, sobre esta 
cuestión falló la Corte Suprema el 12 de julio de 192H. 

Esta última cuestión es de suma importancia, pues, si 
resultase que ta suma tic referencia te hubiera sido abonada 
a la aetora por derechos anteriores al fallo referido, ellos que- 
darían comprendidos en el litigio y en la sentencia respectiva, 
la cual expresa categórica mente que coriden;i a Ja Nación al 
pago de ciertas .sumas "sin intereses por un habérselos soli- 
citado". 

Pero sea cual fuere la realidad de los hechos ocurridos, 
surge en forma ineiirM innable la carencia absoluta de razón 
que asiste a la demanda. 

Pe acuerdo a lo dispueslo en el art, ó()!t del Cód. Civil, 
para que el deudor incurra en mera debe mediar requerimiento 
judicial o extrajudieial. por parte del acreedor. En el presente 
CBSO lio ha mediado I d reqiii j ■iiniriMo i-u !,i furnia qm- ¡a ley 
lo exige, ni existe o ni ei rentista m-iu que demuestre bi moro- 
sidad del (¡obiernu. 

Las simples reolamacioncs administrativas un siempre ¡me- 
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den interpretarse como interpelación es extra jud ¡cíales de la 
naturaleza de las aludidas por el referido art. 50!K Asi lo ha 
dicho la Corle Suprema en el fallo registrado en el t. 130. 
p&g. 77. 

Por otra paii*\ cabe recordar, como lo lia dicho también 
la Corte Suprema que los principies de derecho privado no 
son aplicables ion la misma amplitud entre las relaciones del 
individuo con el listado y particularmente en lo referente a 
impuestos ÍC. S„ t. !>9. pá«. Mil), Las tramitaciones adminis- 
trativas reculadas por leyes y decretas de fuerza legal oh Upan 
necesariamente a la Nación a demorar cualquier reclamo o 
exigencias de part ¡colares. 

Aparte ilc Jas razones anunciadas que se oponen defini- 
tivamente a la deaianda enlabiada, existe otro argumento o 
impedimento que demuestra una vez mis la absoluta falta do 
razón y derecho (pie asiste a la demanda. 

El art. 02+ del Cód, Civil dispone que el recibo del ca- 
pital per el ai-reedur sin reserva alguna sobre los intereses, cx~ 
tiuque la obligación del deudor respecto a ellos. Aunque la 
ley no lo expresa debe inferirse qii" uj reserva debe hacerse si- 
multáneamente, con el recibo del capital, pues de lo contrario 
carecería de toda finalidad la disposición le «ral aludida fli lu 
reserva pudiese nacerse con pustertoridnd y cuando el acreedor 
to creyere conveniente. Tampoco puede aceptarse la reserva 
Lecha posteriormente en él mismo día o siguiente. 

Por todo lo cual, pide el rechazo de la demanda, con 
castas. 

Habiéndose opuesto la defensa de prescripción en el ale- 
fato de fs. ISO. se corrió traslado a la adora, ol que fué 
evacuado a fs, 191. 

Y considerando : 

1"— 'hie en cuanto a los hechas expuestos en la demanda 
evtá debidamente pro! ado : 

tt) Que la suma que se reclama corresponde a derechos 
percibidos por el (fobierno con anterioridad a' año 
1921 y cpie, por consiguiente, no fueron alcanzado* por 
la senleneia de la Corte Suprimía del 12 de julio de 
1 929 — t. 150. pátr. 12— (ver pericia). 

b) Que con f celia 19 de enero de 1930. como resulta de 
los espedientes nftms. 4.343 C/1929 y 221 171930 (y 
pericial se Formularon sendas reclamaciones por el 
importe de los intereses correspondientes n la sumo 
de s :i.:lll.H4T.óIÍ m/n. que po-teriormente se le papara 
por la orden de pago u v 4á del año 19114, y 
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c) Que en el mismo día de recibir dicha suma, la aetora 
dejó a wiitvo su derecho a cobrar Ion interese», como 
nonata en el expediente n<> 78.157 C/10:14. 

2* — En cnanto a la prescripción de la acción, argüida |ior 
el Sr. Prnc. Fiscal, m « alegato de fs. 180, invocando el «rl. 
44)27 del (Vid. Civil ( prese ri pe iúu quinquenal), el tribunal 
decide desestimarla, en raaón de une los intereses cuyo recn- 
noeitnieiiTo y pa¡»o se persigne en estos antes, constituyen un 
accesorio del capital y por ende no cubría a su respecto, en el 
presente i-aso, oí ra j in-si-r ij n-iiui que Ja decenal señalada en el 
art. 41 »23 del Cód. citado. 

Siu-fr" 'leí expediente administrativo v del inrorme peri- 
cial < í'h. *_5rt) fjiie las Minias objeto de la reclamación adminis- 
trativa en concepto de capital correspondían a tes derechos 
do entrada a puerto y eslingaje •leveniíados desde 1022 hasta 
1020. cuyo importe fué reconocido v abonado por el V. B. en 
julio de 1034. 

En presencia de esc reconocimiento de deuda por parte 
del P. E. y de la acción judicial ipic había sido promovida 
contra el Gobierno el Til) de diciembre de 10H1. a que se alude 
a fs. 157 vta. y 158 y vta. por cobro de los derechos de puerto 
y eslingaje enrn -spot i dienta a ios a ¡los 1022, 102: ¡. 1 !>2 1 . y 
1025, ) ta rece indudable rpic en el cusa no «e ha operado pres- 
cripción alffttna (art. 3986, 39S9 y 4033 del Cod. Civil), 

¡t v — La jurisprudencia de la Corte Suprema Nacional, se 
ha orientado definitivamente cu el sentido de establecer un bien 
marcado distintió en materia de intereses en las obligaciones 
a carpo del listado, sepúu sea que é.stc actúe <. no como per- 
sona jurídica. 

En la causa (pie se registra mi Jurixp. Atff entina, 1942; 
t. IT, pájr. (¡i¡7. fallado el H de mayo de 1042. dijo el alto tri- 
bunal, "que el Estado tlcueral, cuando ( trata con letreros 

en su carácter ib* pirmna jtirUtúut. está sujeto a las m'v ñas 
obligaciones, ipie compelen a ios particulares y le alcanzan en 
consecuencia tas dispone iones de los artículos 508 y 51)0 del 
ü&k CivÜ (Fallos: t. 155. pájr. 2W): t. 170. ,mí«. l!¡5 ; t. 1H. 
pi'ur. 106 y otros) ": es decir que debe responder por los inte- 
reses corres pf>nd ico tes a la mura en que pueda incurrir, mora 
que se cu ta pie desde la fecha del requerí ni ¡cuto judicial o 
extrajuififia! '. 

En cambio, cuando cf Estado no a ciña como persona ju- 
rídica, hiño como poder público "la mora en rpie incurre el 
Gobierno de la Nación, se cuenta desde la ferha de la inter- 
pelación judicial y no la iniciación de los inmutes admt- 
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n iterativos por cobro de la deuda y consijruien teniente los 
intereses sólo delien computarse desde la notificación de la 
demanda ". KuJl» Suprema Corte cansa Evoli c. La Nación 
Inflado el :l de junio de 1Ü42. Juri*p. Argentina, 1942, t. III, 
púir. 4ó. 

Kn r1 referido fallo, d alto triluma!. invocó lo ntmelto 
anteriormente t, 130. |«uí. 77; t. 17G. pá». :!.'»:(; C 181, páp. 
■J "i.") v- el pronunciamiento recaído en el reciente caso del FrU 
en tífico WHkoh contra la Nación resuelto el 2Í1 de mayo de 
1M4:>. t. 192, pág. 422. 

Kn el rallo del t, 1:10. p¡'t<;. 77, había áielio la Corte, r|UO 
no procede el earfip de intereses desde la iniciación de la {res- 
tión administra! iva. pues no constituyo é»i mora ¡i la Nación, 
dado (pie ella w*>!n sif-nif it-a '-1 cumplimiento del precedente 
indispensable pura la ¡u-ción judicial a efecto de (pie se declare 
el reconocimiento del derecho rpie .se pretende (;Jrt. 1* y 7' de 
la ley 3ÍI52) y en el riel i. Iíí2, pátr. 022 declara i-atcfróriea- 
mente que lft reclamación administrativa tendiente a obtener 
de la Nación la devolución de un impuesto indebidamente Cü- 
hrado, no la constituye en mora ni le impone la obligación 
de piular desde entonces intereses monitorios, los f|iie sólo 
corren a partir de la interpelación judicial. 

4*— Que la Nación, en el caso <pn* d;nln oriin-u h este 
lilmio. ha actuado como poder público y no como persona 
jurídica, tío es dudoso a juicio del suscripto. 

Ya lo dijo ctilcjíÓricamcnte la Suprema Corte (t. 155, 
páj¿ 2H1) al decidir la causa promovida por el Pisen Nacional 
contra la Cía. Hock Sud de Hs. Aires, sobre cobro de pesos, en 
decir entre las misma* partes: "La concesión de la ley 2346, 
de acuerdo een su naluraíeza. es un acto de derecho pública» 
une tiene por fin esencial organizar un servicio de utilidad 
(general. Su raspo característico consiste en delegar « n un par- 
ticular, aquella [tarta de la actividad del Estado o de kuh 
cuerpos administrativos reputada indmpi-iisalile pani lm«eir 
efectiva dentro de eierlas bases establecidas por la misma 
iMUic -pelón o pnr los prineipio* d--l .l'-reehu administrativo, li 
remuneración de les cajntales puestos a contribución, en la 
realización de la empresa pública " 

Siendo así, estima el proveyere, que puesto que el pajfO 
del capital hecho efectivo por el I*. K. a la inluni en 21 de 
julio de IEKR —orden de papo n ,} 4ó^. fué el resultado de 
una bestión administrativa y no de una interpelación judicial, 
no ba pndido dar origen a intereses monitorios pnr el tiempo 
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transcurrido durante lu tramitación administrativa, con arre- 
glo a la doctrina sustentada por la jurisprudencia referida. 

5* — Que robustecen esta conclusión Ins particularidades 
del caso stth rsatm n, si se advierte, que cuino Ni reconocen les 
peritos (fs. lóí). punto todo el trámite administrativo fué 
hecho de común acuerdo de jumes; habiendo ma infestado enn- 
formidad la Compañía aetora t-on la tramitación administra- 
tiva y con Ja liquidación que en definitiva se efectuó (fs, 159, 
punto 2'); rectificando la propia aetora cu muchos casos su 
solicitud con rcsjH'cto id capital adeudado en razón de errores 
u omisiones cometidos por ella misma ( fs. 2á!l. punto 4") ; que- 
dando evidenciado que las inconvenientes que so produjeron 
para la determinación de la suma líquida a devolver emergieron 
de Ins dificultades projuías de esta clase de reclamos y de la 
magnitud de los mismos, que significaban a las oficinas admi- 
nistrativas de la Aduana de la Cajiilal mucho lieiiqm. deman- 
dado por las operaciones tic entejar planillas, parciales, pasa- 
vantes y demás documentos aduaneros (Fs. ](!() vía., punto .?>). 

Surge así mismo del estudio de los peritos contadores ( fs. 
161, punto í¡") que recién con fecha -l de julio de líüU junio ser 
determinada definitivamente la suma líquida que satisfizo al 
Dock Sud de Bs. Aires Limitada el Superior GoMCroo veintiún 
días después. 

Y ta verdad es, que después de lauto examen y control de 
plan illas efectuado de común acuerdo «V ¡xtrtfs, resultó que 
ambas partes incurrieron en un error, pues la Cía. del Dock 
Sud, cobró i/e m/w $ s. 17 1.60 % (f-„ 1Ó7). lo que recién se 
constató id practicarse la pericia de cuntabilidad. ordenada 
en esto juicio, damlt, motivo a que la Cía, del D©cfc devolviera 
dicho imporle al d'i hieran cu ÜMD como se acredita con el 
oficio corriente a fs, 16!). 

Se ve pues, que el refardo en el patío hecho por el (¡o- 
bierno de la Nación ;i la aetora el L'l de julio de HU I. no fué el 
resultado de una negligencia culpable, sino consecuencia ne- 
cesaria do la complejidad de las operncioues que debieron 
cumplirse ceu intervención de la jiro [da adora, reconociendo 
los peritos que no existe constancia administrativa alguna que 
demuestre que la fía. Dock se quejara de demora en bis actua- 
ciones administrativas. IV el contrario, en octubre de 1931 
la citada compañía se manifestaba conforme en presentar nue- 
vas planillas por año y por consignatario, con e| t'hi de editar 
la posible comisión Je errores que provocara la detención de 
todo el procedimiento ¡ fs. i't'2 vía.). 

Toda esa complicada Iraní ilación debió hacerse pues, para 
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poder determinar el capital líquido que ol Gobierno debía 

abonar la autora. 

(j- Las conformidades prestadas por 1» Lia. del JJock 
Suil do lis. Air-.*, a las liíjiiuliu-ioii.-s practicadas administra- 
tivamente v a ln forma de pago de la deuda, que lo fué en tí- 
Inlts de rént", —Crédito Interno Argentino del 5 % al tipo 
] P c)4 2(| — t hipar de hacerse en efectivo y bajo la expresa 
conilVión Je m> cuajen ir ]m títulos en el término de_un año 
de la fecha (ver copia del recibo eorríente ¡i tñ. 155} y i 
eobm ebiusigüieilte raKUiablemente llevan ¡i ta conclusión do 
que quedaron liquidada» y saldadas todas tas cuentas pendien- 
tes entre las purtes. relacionadas con íes reclamos hechos por 
ta aetora. 

Considera et suscripto que son api ¡rabies por analogía al 
presente caso, las consideraciones hedías por la Suprema Corte, 
en el fallo dictado el 5 de octubre ppdo. en la causa seguida 
por ta empresa dé construcciones .Medie i linos, contra Ja Na- 
ción [Júrbp. AwntiM, IV. p% 883). Dijo el Supe- 
rior que si bi«-ii "hw papas oled nudos hasta el momento de 
la liquidación de las obras sólo revisten un carácter provi- 
sional, todo ello quedó cubierto y consolidado por dicha hqui- 
datióit final, que fué aceptada por las dos partes contratantes 
v que fijó el saldo definitivo a favor de los constructores. Si 
éstos tenia» al'tún reclama que formula* por razón de, la de- 
mam en los pagos anteriores, debieron presentarlo antes de 
aprobar esa liquidación, a fin de que se tnciumnin en ellas 
las ¡mrtidas eorrespondiaaUt « ¡nltr(.*rx devengado». No ha- 
biéndose producido oportunamente o«c reelamo, m constando 
( Mie se hiciera reserva o/flan» a tal respecto at presentarse la 
eunfurmidatl, la liquidación aprobada rtrró ta puerta a t oda 
discusión itlttrior, sobre los derechos de las parten. . . y dio ea- 
ráeter definitivo e irrevocable a los pagos efectuados basta ese 
momento, estiaguirndoxr por este lucho, cualquier acción del 
acreedor respecto a intereses tic las sumas percibidas . 

7v— Üeconoecu asimismo los peritos (Fs, 157 vía.) que 
examinadas todas las actuaciones administrativas referentes al 
reclamo v papo de la suma $ SJtUJftTif %W> fl^m 
Nacional' a la Lía. Dock Sud. según orden de pupo n» 4a del 
año lím. no se ha hallado en el trámite de esas actuaciones, 
ninguna referencia a cohro de intereses del capital percibido 
el "4 de julio de 1934, salvo el escrito presentado por la parte 
acto ra en , sa misma fecha, y del que se hará monto en el con- 
siderando noveno. „ , 10 , A 

Ahora bien: si cuando la Suprema Corte ton fecha 12 de 
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julio de 1929 {Fallo: t. 155, piij?. 12). al resolver el Mtípio 
pendiente entre Uta mismas partes, que din origen al rechino 
adtninuitrativu de capital que hu motivado este juicio* decidió 
que no cabía condenar a la Nación ui pa«ro de intereses por no 
haber* solicitado en la demanda judicial, no parece que la 
notición debe sier distinta en el presente caso en que. ni al 
formularse la reclamación administrativa, ni durante toda la 
secuela de su t ni nutación hasta la lecha del pujío, se dijo una 
sola palabra referente a interesen. 

Do otra manera llegaríamos a la conclusión, de que si en 
vest de redamar administrativai nente, la actor» hubiera lor- 
mulado su redimió judicialmente i no haciendo mención de in- 
tereses, como no lo ha hecho en su gestión administrativa! ha- 
bría perdido todo derecho a intereses, lo que no ocurriría en 
el reclamo administrativo. asignándose en esa l'onna mayor 
eficacia ti la interpelación administrativa que a la .judicial, lo 
que sería jurídicamente inadmisible. 

8 V — Es cierto que la adora, promovió el Hit de diciembre 
de Ü'ol un reclamo judicial, aule ej .1 u/gado ac¡ ualmentc a 
carpí del suscripto i Secretaría def Dr. llordeto»), en el que 
hizo mención de liw intereses (£&, 157 vta. y 158 vtft.), pero 
independientemente de que su demanda se dedujo con tmtcba 
posterioridad al reelamu administra; ivn y sólo por la suma de 
$ 1.335.i>7!U 1 o sea aproximadamente por el 4<l % del 
capital que el tiohiernu en definitiva pagó a la adora cu la 
frestión administrativa, cabe ad vertir, que tal acción, que 
pudo surtir efecto interruptivo de la prescripción iart. :!H8tí 
del Código Civil), nunca fué nulificada al P. K. N. y por 
ende, ui siquiera puede invocarse como antecedente del propó- 
sito de la adora hecho conocer al (róblenlo Nacional, de exigir 
el pago de intereses, ya que al respecto no se hizo manifesta- 
ción almuia durante toda la Inundación ndmiiii>t cativa, hasta 
la liquidación y pfu:» del crédito inclusive. 

En la referida demanda, (pie el tribunal ha tenido a la 
vista, aun no .se lia declarado la competencia federal, habién- 
dola desistido la acto ra en casi su Intuí idad. pues por escrito 
presentado el 2*J de marzo del corriente año. se ha reducido la 
acción a Ja suma de * 11.ÍM5.75 %. 

W v — Independientemente de las consideraciones expuestas, 
estima el proveyente, que en el mh4ü$ t es de estricta Aplica- 
ción lo dispuesto en c] art. Iili4 del Código- Civil, conforme al 
cual el reeiho del capital sin reserva alguna sobre los intere- 
ses, extingue la obligación del deudor respecto de ellos. 

A fe. 155 figura transcripto el recibo otorgado por la Cía. 
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Dock Sttfl ile Bs. Aires Ltdn. al percibir del Gobierno en tí- 
tulos do renta, la suma de .i 3.311.847,53 % que He había re- 
conocido a su favor, de uniformidad de partí"*, en la gestión 
hecha administrativamente. Tal recibo no contiene reserva 
alguna por intérje^, 

Pero la adora argumenta, que en la misma fecha. —24 
de julio de 1!M4 — . en que cobró el capital, presentó en el Min, 
de Hacienda la ñola (pie corre agregada a tu. '1 de ]a.s actua- 
ciones administrativas ncljunfns al presente juicio, t -ii la que 
expresó, ipie dejaba fl salvo el derecho a cobrar interés, por 
el tiempo mediado cnliv la fecha ile la reclamación y el rlía 
del pago. 

La referencia, es exacta, pero debe advertiré que tal nota 
fué presentada thsfttít's de haberse eobrado el capital sin re- 
servas, pomo resalta de sus propios términos, en cnanto se 
expresa que "con fecha de hoy mi representado ¡w percibido 
de la Tesorería < teñera! de la Nación la suma de £ 3,311.^47,53 
moneda nacional, i tupi irte de 71 parcial de la orden de pago 
especial n" 4o de 1ÍHÍ4". 

Que el tiempo (pie pueda haber transcurrido entre el 
otorgamiento del recibo y la presentación de la reserva sea 
Biáyor o OJenor ( a juicio del suscripto, no puede modificar la 
situación jurídica de las parle**. Hasta comprobar (pie la re- 
serva fué formulada ("» ¡>n$t criar uhul al cobro del capital, 
pava (pie rímenme en lodo su alcance la disposición del artículo 
(i*24 citado. 

"La solución del art. (i^4 del (Vid. Civ. no se basa en pre- 
sunción alguna, apartándose en mtfi del art. ütits ,i<q Cód. 
Civ. Francés, en cuanto «>ste declara que el recibo del capital 
sin reversa acerca de los interines "lotee presumir" ipte éstos 
habían sido papados con anterioridad. Como tampoco admite 
que la falla de reserva acerca de los intereses "bajía presu- 
mir" su renuncia por el acreedor. X ti estro ley se concreta a 
expresar que el recibo del capital sin reserva en cnanto a los 
intereses "extingue la obligación" de] deudor respecto de 
ello*, siguiendo en esto al llióÜ del proyecto de (íareía (íoyena. 
quien a su vez explica esta variante, sobre el modelo francés 
diciendo que "extinguido lo principal, f¡e extingue lo acce- 
sorio" y que "el acreedor tuvo en sus manos expresar, que 
parte de lo recibido era en pago de los intereses y el resto en 
el de capital" (Consideraciones aducidas en el fallo dictado 
por la Suprema Corte ele Bs. Aires el ló de diciembre de 1942. 
registrado en Jtirisp, Artj.. t. IV. 1042. pág. Ütí2). 

Si el recibo dado per el acreedor, sin reservas "extin- 



552 FALLOS DE LA COBTE SUPREMA 

ÍTUÍó" la obligación, no puede ésta suríri.- de nuevo en mérito 
de UJia reserva sobre intereses fhspyés de la extinción, por 
más inmediata que sea al oiorpimieirtO del recibo. 

Y )u Suprema Curte Nacional, ha ido aún más lejos, en el 
falto arriba citado de fecha 5 di- octubre de 19J2 (causa fclé- 
diei Unes, con la Nación), en cuáiito refirma su doctrina re- 
cordando anteriores f al loe* en los ijue dijo: "Estfl Corte ha 
decidido aplicando el art. «124 del Código Civil, rpte es un 
principio jurídico cpie el recibo del capital por el acreedor, 
sin reserva alguna sobre los intereses, ext ¡inrite la obligación 
respecto de ellos I t. 22, p% 335, t. 127. pá& 8?, t. PH. p%¿ 7), 
La tolvctón no vntUt, por el hcrtio de invocarse tina maiufc* 
taitón tltl m>wr*tar tintinar u! pago tf*l ettpitül, dé ta qw 
r?.*tiltt su propósito <lr e&J» ir interés^* \ 

\"r \.¡\A riiie.iil'Tai'inüi-% fnrmnladaK pr.v.'d-nl.'üi-nl". ü p "' 
van al suscripto a la convicción de ijiic la acción deducida no 
puede prosperar y así se declara. 

Por estos fundamentos fallo desestima mío la acción dedu- 
cida por la Cía. del Dock Nud de lis, Aires, ccntr.i la Nación. 

Las costos deberán satisfacerse por su ortícii y las comunes 
por mitad, atenta la naturaleza do las cuestiones debatidas. — 
Alfonso K. l'ocntnt, 

Sentem ia m: la CÁmaha Fi olual 

lis. Aires. 17 de mayo de 1H44. 

Y victos: Estos autos seguidos por la Compañía del Poek 
Sud de Buenos Aires, centra la Nación sobre cobro de pesos: y 

Considerando : 

Que si bien es cierto que las casos de jiirisprndeneia de 
la Corte Suprema ei Indas por el señor .juez ü-tfun se refieren 
a devolución de impuestos, en los cuales ha < piedad estable- 
cido (pie no hay curso de intereses sin interpelación judicial, 
no lo es meius que el mth-lit, , sin ser idéntico, guarda gran 
analogía con a(|iié líos, pues se trata del recomió de intereses 
por tasas que el Fisco ha percibido de terceros, las cuales, 
por el art. H' } de la ley de concesión, pertenecían en parte a la 
actora. Tanto al dictar la ley 2.'¡4(¡ que otorgó la concesión, 
corao al formalizar el céntralo respectivo con el concesionario, 
el Estado ha realizado actos regidos [tur el Derecho Público; 
y el contrato en *¡í no es de manera al fin na un acto privado, 
sometido a las disposiciones de la ley civil, sino un céntralo 
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administrativo. Para que hubieran pmlidri regir las reptas del 
derecho civil hubiera sitio necesario, tumo dice Mayor ( Edición 
francesa, t. I, pig, ITS) que el Estado 011 hi rol ación econó- 
mica a rotular se hubiera conducido como un particular, ha- 
ciendo un acto de economía privada; sil.iacióu muy distinta 
do la presento en que el fin esencial del contrato os la pres- 
tación de un servicio público. "El concesionario tiene, expresa 
Mayer analizando una situación análoga, la propiedad de de- 
recia i civil Lie los útiles, provisiones, edificios de que se sirve; 
las compras, los contratos de transporto, las locaciones de 
servicio que conclave son actos jurídicos ilel derecho civil; la 
obtención de la expropiación, la policía de la empresa que 
ejerce, vin tas tusas* a percibir, el carácter de dominio público 
de 6U camino, todo eso depende del derecho público para él 
tatito como para el Estado mismo 11 (edición citada, t. IV. pág. 
178). De acuerdo con lo expuesto, es forzoso concluir que no 
son aplicables al subdito los arta. 50S y üüíí del L'ód. Civ. que 
se refieren a la mora v sus consecuencias en el cumplimiento 
de las obligaciones y por lo tanto que no ha bastado la simple 
interpelación administrativa por cobro de dichas tasas para 
producir el curso de los intereses. 

tjue aun cuando ello no fuera asi. como lo hace notar el 
Sr. Juez a-quo, el derecho de la actora a la percepción de inte- 
reses se habría extinguido por no haber hecho la reserva del 
caso al recibir el capital (art, 624 Cód. Civ.), ya que la comu- 
nicación de que hace mérito para sustentar sus pretensiones, 
aunque de la misma fecha, es posterior al pago del principal. 
11 Los términos categóricos del texto legal aplicado —ha dicho 
la Corte Suprema— privan de eficacia a otra declaración 
que no sea la que salve, en el acto df U recepción dtl principal, 
la inexistencia del pago de los intereses debidos" (Fallos; 
ifiS; 276). 

En su mérito y por loa fundamentos de la sentencia ape- 
bula, se la confirma, sin costas. — .1. (¡onzález Calderón (de 
acuerdo con su voto) ,— Carlos del Campillo. — tf. Villar 
Palacio, — Carlos Herrera. 

Voto del doctor González Calderón 

Vistos y considerando: 

Es evidentemente exacto el principio de derecho, recor- 
dado por ta sentencia apelada de fs. I!í4 y por el Ministerio 
Fiscal, de que cuantío el Estado concede La explotación de un 
servicio público a una compañía o empresa privada procede 
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romo poder político, y. por consiguen te, S||a relaciones jurí- 
dicas con esta última no pueden encuadra me dentro de la es- 
trictez une tienen 'as relaciones simplemente contractuales 
entre perlinas particulares o cuando obra el Estado tan sólo 
como persona jurídica. Va lo hizo notar así la Corte Suprema 
al resolver el caso entre [as mismas partee en julio 12 de 1929 
' t. ]-">. p¡'i«„ r . 12 i, que da origen a la presente litis, (véanse la 
sentencia apelada, roiisñ]. 4 V . a fs, y la Fiscalía de Tá- 
mara, a fs. 224 !. N'o es posible, pues, la solución eficaz de las 
diversas cursilones planteadas por la demandante en su ex- 
presión de agravios de fs. 211 si se prescinde de dicho prin- 
cipio esencial lo cual se intenta vanamente pnr aquella parte 
en el mencionado escrito. 

Las eon d usiones categóricas a que llega la sentencia del 
señor Juez a-qtt», no han sido en numera alguna desvirtuadas: 
no tan sólo es verdad ¡neontrov. rtible fpie el Kstado actuó 
como poder público y no ronn» persona jurídica de derecho 
privado, sino que también es verdad que los intereses ahora re- 
clamados están n (entizados por el referido fallo de la Corte 
Suprema en 192!». habiéndose establecido entonces por ese alto 
Tribunal que condenaba al Estado a pagarle a la compañía 
"sin intereses por no haberlo solicitado'*. Animismo están de- 
bidamente fundamentadas las otras conclusiones a que llega 
la sentencia apelada» por lo que procede confirmarla en todas 
sus partes. Costas por su urden y las comunes por mitad — 
J. A. González Calderón. 
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Bs. Aires, 26 de setiembre de lí>45, 

Y vistos los mitos "Cía. del Dock Sud de Bs. Aires 
contra la Xaeíóii sobre cobro de pesos", en los que se 
han concedido los recursos ordinarios de apelación in- 
terpuestos a fs. 245 vta., 246 y 247 contra la sentencia 
de fs. 243 y el auto recula torio de fs. 245. 

Considerando; 

Que al disponer la ley que el recibo del capital sin 
reserva alguna sobre los intereses extingue la obliga- 
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ción del deudor respecto a ellos (art. 024 del Código 
Civil), impone como única formulación válida de la 
reserva la que se haga / r7 twto de reeibir el capital. 
Lo cual es cosa sustaneinlmento distinta de una formu- 
lación simultánea, ha recepción del capital constituye 
un acto jurídico que tiene una integridad propia, y es 
lo que loiHtcfjra, no lo que liaya podido hacerse al mis- 
mo tiempo pero independientemente, lo que puede im- 
pedir la extinción del derecho del acreedor respecto a 
les intereses, sancionóla por la ley en el citado artícu- 
lo del Código Civil. Esto es lo que se sigue del carácter 
del precepto, —que no enuncia una verdadera presun- 
ción sino que sanciona con la extinción aludida el in- 
cumplimiento del modo de hacer la reserva impuesto en 
el mismo—, del principio adoptado por los arts. 776 
y 777, y de la razón a que obedece. La ley lia querido 
que el deudor realice ni acto de pagar el capital sabien- 
do a ciencia cierta en qué condición queda respecto a 
los intereses. Y para que esto ocurra del único modo 
por completo indudable lia dispuesto que el reclamo de 
los intereses no sea válido sino cuando es parte inte- 
grante y elemento constitutivo de la recepción del ca- 
pital, es decir, cuando ha ocurrido no sólo al mismo 
tiempo sino en el mismo acto (Fallos: 22, 380; 127, 87; 
131, 7; 183, 276; 194, 24). 

Quo la conclusión impuesta en el caso por la nor- 
ma del art. fi24 del Cód. Civil concuerda, por lo demás, 
con la que imponen los antecedentes que el Sr. Juez de 
la causa examina con todo detenimiento y acierto en 
los considerandos 5', 6' y V de su sentencia de fs. 194, 
relativos a la ausencia do reclamo o reserva de los inte- 
reses en todo el trámite administrativo, a que la demora 
fué impuesta por las dificultades de la liquidación y no 
por negligencia ni obstrucción de la demandada, y a las 
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conformidades siu reserva dudas por la aetorn a las 
liquidaciones que se practicaron administrativamente. 

Que en atención a la naturaleza c importancia del 
juicio y de los trabajos realizados por los peritos lío- 
racchia y Revcrt, el tribunal considera justo elevar a 
la suma di- cinco mi! quinientos pesos moneda nacional 
para rada uno de ellos la reculación de sus honorarios 
hecha a fis;. t 

Por estas consideraciones se confirma, con costas 
cu esta instancia, la sentencia de t's. 243 y so modifica 
la regulación hecha por el auto de fs. lM-5, fijándose en 
la suma de pesos cinco mil quinientos moneda nacional 
los honorarios de cada uno de los peritos contadores 
D. Daniel Revert y D. Pedro A Boracchia. 

ROHKRTO REPETTO — AXTOXIO Sa- 

oarka — F. Ramos Mejía — 
T. D. Casases. 



SUPERINTENDENCIA 

Para efectuar ascensos en el personal de Ies juzgados no 
corresponde tener en cuenta la nutiguedáo* y los títmos 
habí litíui tes de la totalidad de los empleados de la justicia 
federal, sino ton sólo de Ins ijue prestan servicios en el 
juzgado donde existe la vacante a proveer; de quienes 
puede, sin embargo, prese indine a les efectos de nombrar 
secretario cuando, no obstante tener título habilitante, 
carecieran de las particulares condiciones que requiere el 
desempeño de ese cargo. 
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Bs, Aires, 28 de setiembre de 1045, 

La anfigieíliul y los títulos habilitantes que los 
■es han de tener en cuenta en oportunidad de bis 
lesignacioues a efectuarse cu sus juzgados son los de 
los empleados de estos últimos. La invocación de la 
aptitud y antigüedad de empleados pertenecientes a 
otros juzgados, — conocida cvcntualmeute por el juez 
< t uc propone—, no puede considerara en justicia con 
carácter de ascenso porque paro ello sería preciso re- 
ferir dicha propuesta a la situación de la totalidad de 
los empleados de la misma categoría cu la justicia fe- 
deral de toda la república, lo que hoy no es posible. 

En razón de lo expuesto si en el personal del juz- 
gado hav empleados con título habilitante para el des- 
empeño 'de la función de secretario no es pertinente la 
propuesta de un secretario de la jurisdicción fundada 
rtl (¡UÍ . dentro ,|c la totalidad de ella comporta ascenso. 
La proposición debe juzgarse en el caso como la de 
un extraño. Lo cual no está impedido por la acordada 
del 17 del corriente, cuando el juez considere —y lo haga 
saber a esta Corte— que los empleados de su juzgado, 
con título habilitante no tienen las particulares condicio- 
nes que requiere el desempeño de una secretaría, y que 
son, en parte, de distinta naturaleza de las requeridas 
para todos los demás cargos inferiores, de carácter ad- 
ministrativo. 

"Rore uto Repetto — Antoxio Sa- 
( ¡Ait xa — B. A. Nazar Axcho- 
iiena — F. Ramos Mejía — 
T. D. Casaiies. 
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HORACIO SANTA CKVZ v. CAJA DE .TriílLACIONES 
DE EMPLEADOS CIVILES 

ACUMULAMOS DE HESEFt ('IOS. 

El art. í>7 de I» ley li'TTs no es mlanitorin «tino moili- 
Koatario del art. lá de la ley ll.(i7'2. qm establéela la 
incinaimtíbilúliul t-nlre el ¡,'oit du muí jubil;tri<m mtrionul 
y el de utra provincial. 

Dictamen dei, PuorritAium (íknehal 
Suprema Corte: 

En agosto ile 1ÍK17 ta Caja Nacional de .Inhibicio- 
nes y Pensiones Civiles acordó jubilación orciiiiaria a 
D. Juan Horario Bnlbín Santa Cruz, disponiendo que 
antes del pairo el interesado debía optar entre" ese be- 
neficio y una jubilueión provincial tle que también era 
titular ( fs. 4ü, expte, agregado). Aprobada diebn re- 
solución por el P. K, (fs. 4ií, ídetn), éste desestimó, 
más tarde, un recurso de reconsideración. 

Ku octubre do l!'4t, Santa Cruz inició demanda con- 
tra la Cuja, por cobro de haberes, reduciéndola después 
a los devengados entre el V de marzo de 1!K¡S. lecha en 
que el autor dejó el servicio, y el 30 de setiembre de 
líHlí, en que la Caja comenzó a pairar el beneficio en 
cumplimiento del art S7 de la ley 1*2.778, que tía permi- 
tido acumular jubilaciones y pensiones nacionales — 
excepto las graciables — con beneficios provinciales o 
municipales. Tanto en primera instancia (fs. 7^) emno 
en seirunda (fs. Í'U) la acción tuvo éxito; por lo cual trae 
ahora dicha Cttjíi un recurso extraordinario cuya pro- 
cedencia resalla evidente atenía la materia en discusión. 

1-u sentencia apelada se basa en que el aludido url. 
87 es aclaratorio de las leyes nacionales sobre jubila- 
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eiones y pensiones, y por lo tanto, debe aplicársele re- 
troactivamente, sobreentendiendo que así lo resolvió 
V. E. en 194:367 (Rapelliui v. Caja Bancada). A mi 
juicio, no corresponde acordar a tal antecedente el al- 
cance que le da la Cam. Federal. 

Eu efecto, ese fallo de V. E. se limitó a confirmar 
otra sentencia de la citada Cámara que declaraba im- 
procedente la opción exigida por la Caja Bancaria a la 
Sra. Josefa M. Yturrería de Rapellini, entre una pen- 
sión a su cárjgO y una jubilación provincial; y para con- 
firmarla, se fundó exclusivamente en lo dispuesto por 
el art. H7 de la ley 12.778, contrario a la jurisprudencia 
anterior del tribunal. No resolvió, a mi entender, desde 
qué f>rha podría, la arto ra acumular válidamente tos 
dos beneficios, que es lo discutido aquí. Declaró, sim- 
plemente^ la compatibilidad de los mismos. 

De acuerdo con esta interpretación del fallo de 
V. K. t resulta cuestión nueva y no resuelta todavía pur 
l a Corte, ta de si el Congreso dictó el art. 87, como acla- 
ratorio/o como modificatorio de la ley anterior. No 
surge eso de la ley nueva ni lo aclara la breve discusión 
ocurrida con motivo de su aprobación en la Cúm. de Dip. 
(Diario de Si*, año 1ÍU1, t. V, pág* 720 y 721). Empero, 
de las palabras pronunciadas en esa oportunidad por 
los legisladores íriondo, Cisneros y Fassi, parece des- 
prenderse que no entendían sancionar una norma acla- 
ratoria. Me inclino a pensar lo mismo; y obvio es que 
si V. E. también lo entiende así, procederá revocar el 
fallo apelado. 

Ahora, ^permitían las disposiciones legales vigen- 
tes antes de la reforma, acumular una jubilación na- 
cional a otra provincial? V, E, por mayoría de votos, 
lo resolvió negativamente, en un caso similar al presen- 
te 1!I2:2ü:>. Si la Corle mantuviera tal doctrina, corres- 
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pondería asimismo revocar el fallo apelado, 
vez más, mi opinión personal contraria, expresada al 
dictaminar administrativamente en dicha oportunidad 
y en otras equiparables. — Us. Aires, junio 9 de 194D. 
— Juan- Ah urez. 
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Bs. Aires, 28 de setiembre de 1ÍU;>. 

Y vistos: El recluso extraordinario deducido por 
la Caja Xae. de Jubií. y Pens. Civiles contra la senten- 
cia dictada por la Cúm. Fed. de A peí. de la Capital en 
el juicio que ie sigue Horacio Santa Cruz, sobre cobro 
de jubilación acordada. 

Considerando: 

Que n Horacio Santa Cruz la Caja recurrente le 
acordó una jubilación de $ lítS por mes, pero le impuso 
la condición, para abonarla, que optara por ella o por 
la jubilación provincial que gozaba. Como posterior- 
mente se dictara la ley 12778 la Caja pagó la jubilación 
a contar desde la tedia de videncia de la ley, por lo cual 
Santa Cruz demanda en este juicio el importe de su 
jubilación desdo el 1* de marzo de 1038, focbn de su re- 
tiro del cargo, basta el 30 de setiembre de 1942, fecha 
en que la Caja inició el pago. 

Que se debate en el juicio si el goce de una jubi- 
lación nacional era compatible o no con el goce simul- 
táneo de una jubilación provincial antes de la sanción 
de la ley 12.77S, y si ésta tiene o no carácter de ley 
aclaratoria o interpretativa y rige para el pasado. La 
sentencia recurrida lia resuelto las cuestiones en sen- 
tido contrario a las pretensiones de la Caja, que sos- 
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tiene la incompatibilidad anterior y que la ley citada 
no tiene carácter aclaratorio, por lo que interpone re- 
curso extraordinario que le ha sido concedido y procede 
dado fine se debate la interpretación de una ley nacio- 
nal — art. 14, inc. 3', ley 48; Fallos: 185, 53; 192, 415—. 

Que esta Corte lia declarado en reiterados casos 
la incompatibilidad en el goce por una misma persona 
de dos jubilaciones, pesen sobre una o diversas cajas, 
sean éstas nacionales o provinciales y lia establecido 
(pie en general no se pueden acumular jubilaciones con 
jubilaciones, ni jubilaciones con indemnizaciones, ni ju- 
bilaciones con devoluciones, ni jubilaciones con pen- 
siones — Conf. Fallos: ID:!, 2fi5 y los allí citados—. 

Que vigente esta interpretación legal el Congreso 
dictó la ley 12.778 cuyo art. 87, í)2 del proyecto de la 
Com. de Presu puesto y Hacienda de la CYim. de Dip. de 
la Nación, dice: "Agregúese al final del art. 15 de la 
ley 11.072 (edición 1040), la siguiente disposición: Las 
jubilaciones y pensiones otorgadas por leyes naciona- 
les, con excepción de las graciables, no son incompa- 
tibles con las jubilaciones y pensiones acordadas en 
virtud de leyes provinciales y ordenanzas municipales." 

Quedó, así, modificado el art. 15 de la ley 11.672 
—edición 1940 — , que en la edición do 1!>42 figura con 
el n* 18 y dice: "Declárame incompatibles las pensio- 
nes graciables con las militares o civiles, otorgadas por 
leyes nacionales o provinciales y ordenanzas munici- 
pales. Las personas que gozaran a la vez de pensión 
graciable y de pensión militar o civil, deberán optar 
entre una y otra, dentro de los treinta días, siendo esta 
opción irrevocable. Las jubilaciones y pensiones Otor- 
gadas por leyes nacionales, con excepción de las gra- 
ciables, no son incompatibles con las jubilaciones y 
pensiones acordadas en virtud de leyes provinciales y 
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ordenanzas municipales." Véase: Diario tic Ses. du la 
Cáni. de Dip., 1041, V. pág. Íf8^; Presupuesto General de 
la Nación, VM'l, texto oficial, púg. 70. 

Que es principio sonora! de derecho, sancionado por 
el art. 3* del Cód. Civil, que las leyes disponen para el 
futuro; las excepciones, por lo tanto, deben ser expresas 
o surgir con claridad de la letra do la ley y de sus ante- 
cedentes legislativos. Entre tales excepciones están las 
leyes aclaratorias o interpretativas, dictadas por el le- 
gislador para dar la interpretación auténtica de una ley 
vigente, carácter que se le atribuye en el juicio al citado 
art. 87 de la ley 12.778, Sin embargo, tal carácter no 
. u, ^e de su letra, ni de la discusión parlamentaria. El 
ar* ; alo establece "Agregúese el final del artículo..." 
J que demuestra el propósito de agregar una disposi- 
ción nueva. Así surge, también, de la breve discusión 
parlamentaría que provocó — Diario de Ses. eitado, pág. 
7*20 — pues ninguno de los diputados que intervino en 
el debato, a penar de aludir algunos a la jurisprudencia 
de esta Corto, se refirió al carácter aclaratorio do la 
ley; por el contrario, algunos se expresaron en términos 
que demuestran consideraban la disposición como mo- 
difica*, jria. El Si\ líuggieri dijo: "No puede babor pro- 
blema porque las leyes posteriores modifican las ante- 
riores"; el Kr. Arbeletehe dijo: "...porque en virtud 
de él se vuelve a reconsiderar lo que en las últimas leyes 
de jubilaciones se ha introducido: que no es posible acu- 
mular las jubilaciones nacionales con las provinciales o 
municipales"; y el Nr. Cisncros, contestando al Sr. 
Triondo, afirmó: "V contrariando todas las leyes de 
jubilaciones sancionadas por el Congreso." Todo esto 
viene a ser confirmado por el lenguaje Usado por el le- 
gislador en otras disposiciones del mismo proyecto. El 
art. 00 dice: "Aclárase el art. V de la ley U.M. . . ** $ 
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é M u &Mmm el inc. h) del art. 10 do la ley 12.612. . . M 
Tomo t se ve cuando el legislador lia querido aclarar una 
ley vi ffente lo lia di olio impresamente, y no se concibe 
que en la misma ley emplee términos distintos para los 
mismos propósitos. Si no empleó en el art. 87 el término 
"aclarar" es porque no entendía hueerlo, jií interpretar 
nua ley vigente, sino establecer un régimen distinto — 
Conf. ía doctrina de la Corte, Fallos : 127, 1Í)C ; 184, 469 ; 
187, SS0; 1ÍKI, 18í>— . 

Que en el caso del tallo 194, ;jü7, que se invoca, la 
Corte no se pronuncio sobre el carácter aclaratorio o no 
de la ley 12-778. En 61 la Caja Banearia había resuelto 
que la actora debía optar entre la pensión que disfruta- 
bu y la jubilación provincial de que gozaba, la Cámara 
a quo declaró la improcedencia de lu opción por los fun- 
damentos que dió y la Corte confirmó fundada en la 
citada ley. Xadu dijo sobre su carácter, ni sobre la fecha 
desde la cual lu neto ra debía cobrar la pensión, cuestio- 
nes no debatidas en el juicio. 

Por estos fundamentos y de conformidad con lo dic- 
taminado por el Sr. Procurador General de la Nación, 
se revoca la sentencia apelada de ls. !>0 en cuanto ha 
podido ser materia del recurso extraordinario. 

H. A. Na¡wr Ancuorexa — F. 
amos Mejía — T. D. Ca- 

SAltES. 
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MANTEL BAliBIKRt Y OTROS v. MUNICIPALIDAD 

1)K ROSARIO 

RECURSO fí X TRA ORPIXA fíW: RrifHÍsito* pro pión. Rt huitín di- 
recta. Seniéfidaé con furnia nu «/".« H» ("Uralf* n ft'tU ralis itnisv tititlus, 
F víala mmttw ttr fctr/iw. 

Es improcedente < i l recurso extraordinario fundado en 
que los derechos de inspección y matanza cuya repetición 
persigue el apelante equivalen al adicional mu' antes se 
le cobraba, declarado inconstitucional por los tribunales 
locales; cu que aquéllos, como el anterior, se destinan n 
costear la obra del matadero, lie beneficio general, con 
violación ili* la igualdad y proporcionalidad di* los im- 
puestos; y en (pie dicha tasa resulta cmifiscatnria y no 
guarda relación con el costo del servicio, contra la sen- 
tencia (pie declara que se trata do un gravamen distinto, 
que no está probado que falte entre ol {gravamen y el 
servicio la relación necesaria para t|iie no sea arbitrario 
y que no es exacto (pie el matadero haya sido costeado 
solamente con los derechos impugnados ('). 



MANTEL BELLO NI v. PROVINCIA DE SANTA FE 

PRUEBA: Ofrrvimwnio if proiltKció». 

La circunstancia de (pie la parte o. ue ofreció la prueba 
Consistente en informen administrativos, cuya ampliación 
solicitó la contraria, no haya pedido reiteración del res- 
pectivo oficio, no importa renuncia o abandono de esa 
prueba, y habiéndose acompañado parcialmente diligen- 
ciado el QficíO a <pie se refiere la negligencia acusada, pro- 
cede rechazar ésta y ordenar la agregación de aquél (=). 
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TiAM"ON BRIZt'ELA v. TOIMAS UNOS. 

fírcntSO K \" '/"/?. 1 O ll CÍSA IíIO : Rc< t ni»itf>* K«j»<& Retación (f¿- 
m ttt. Sentencio ten funAimmtGS nt> [<•<!<■ nth? o fnh-rulcs votwnttdos, 
h'uitctitmentos été oMm local >t proeetití, 

Xo procéáe el tm&so e«tMütáina*io fundado en que la 
ímiiosii-iriii del pairo de las costas del proceso criminal al 
tercero civilmente responsable, temo capítulo de la m- 
demnmu'iñn que le inennibc satisfacer, es vid atona de 
los nrts. IT v 18 de la Constitución Nacional (')■ 



JUAN LEPOIÍACE v. IMM'ESTOS INTERNOS 
RECURSO EXTRA&mwmm: P^ ío f' ^f>» di - 



mfrt. .SVnííMrííis roí» /n«*ín m rwf oíí tío 
FundarntHiM tir orthn 



Es improcedente el recurso extraordinario contra 'a sen- 
tencia que. fundada on que las disposiciones del Cotí, de 
foin lineadas por la Administración —suficientes para 
sustentar el falto apelado en cuanto las normas federales 
atinentes al caso no fueron in votadas con independencia, 
de aquéllos— se refieren a ubicaciones de otra índole 
nue las originadas en las leyes de impuestos internos, de- 
clara que el capitán no es responsable por la infracción 
a dichas leves cometida por tripulantes del buque solu- 
ción que. por lo demás, concuerda con la jurisprudencia 
de la Corte ¡Suprema 



(1) <2* wUrmhre tli> 104.1. 

(2) 2$ de setiembre du 1045. Fallos: 19», 1». 
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MUNICIPALIDAD DE LA C1IDAD DE BUENOS AIRES 
v. CIA. PRIMITIVA DE GAS Lm\. 

HECCItSH EXTItAOÍi'DIXAh'fO: fín t ttif¡tm propios. HrUuim, di- 
recta. Sentencias roa fundamento* no fedérale* o federal?» consentidas. 
Fundarían tos de Orden lovat >/ prner^tt, 

Ks improcedente el recurso extraordinario fundado en 
el art. 17 de ]¡i Cnnstitución Nacional y en que ti che ser 
considerada arbitraria y desorbitada ta sentencia que 
aplicando errónea mente, a juicio del apelante, ]¡is dispo- 
siciones del decreto n" "11>.4"1H /44 sobre lio Horarios de abo- 
bados y procuradores, no impugnada* como inconstitu- 
cionales, fija en .sumas muy elevadas los correspondientes 
al letrado y al representante de la parte contraria ven- 
cedora con costas ( ! ). 



(i> 28 de setiembre de 1945, 



